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INTRODUCCION 


ILAN SEMO, FRANCISCO VALDES UGALDE 
y PAULINA GUTIERREZ 


La proximidad entre la sociologia politica de Norbert Lechner y la literatura de Italo 
Calvino no es fortuita. Entre todas las ciudades imaginables, ambos nos previenen de las 
que están desprovistas de un sentido que conecte sus partes, sin historias ni hábitos 
conmensurables; las que no albergan la posibilidad de la diferencia, ni tienen algo que 
decir. Y sin embargo, incluso ahí la vida prosigue, porque “las ciudades, como los 
sueños, están construidas de deseos y de miedos, aunque el hilo de su discurso sea 
secreto, sus reglas absurdas, sus perspectivas engañosas y toda cosa esconda otra”.' El 
centro de la subjetividad social se encuentra, para Lechner, no en la mirada del discurso, 
ni en las reglas, ni en las perspectivas; se encuentra en la “ciudad invisible” hecha de 
deseos y miedos. Los textos que reúne el tercer tomo de sus Obras, escritos entre 1984 y 
1996, plantean no un tema sino un problema o, mejor dicho, un desafío: exponer la 
dimensión subjetiva de la política. Un desafío que es teórico y heurístico a la vez, y que 
lo acompañó hasta el final de sus días. “¿Por qué optar por un enfoque tan esquivo, 
sabiendo cuán opaca es la subjetividad, cada máscara remitiendo a otra en una secuencia 
interminable de muñecas rusas?”, se pregunta en la “Presentación” de Los patios 
interiores de la democracia, acaso el trabajo axial de este volumen, y la obra que lo dio 
a conocer. ¿Qué es la política sino, como escribió alguna vez Guattari, el emplazamiento 
que nos plantea y requiere el otro? El otro que figura en su sombra al orden y a sus 
disyunciones, al nombre de la ley y a la ley-por-venir, a la empatía y al peligro, a la 
repetición y la diferencia. La subjetividad es siempre la subjetividad del otro. Ese otro es 
una máscara / las máscaras. El material de la política es, por definición, su 
indeterminación: la distancia que separa los discursos y las prácticas, el significado y el 
sentido, la retórica y la verdad, el cuerpo y las instituciones, los fines y las intenciones, la 
máscara y el rostro. El problema reside en develar los grados de esa indeterminación, en 
descifrar no la máscara en sí sino la “secuencia interminable” de máscaras que deriva en 
una forma, en advertir el espesor de los presentes que propicia y las condiciones de 
posibilidad que se entreabren. 

Habría que comenzar, sugiere Lechner, por aquello que fija, sin definir, la acción 
política; lo dado propiamente, que es la relación que se abre entre la política y lo político, 


el fendmeno mismo de lo que se pone en potencia y se multiplica en el vago objeto de los 
sujetos que delimitan los “patios interiores” del poder y sus lugares. Los modos de ser de 
la acción estan integrados por tres planos: a) la relación entre la politica y el tiempo; b) la 
escena del espacio y sus determinaciones; c) las constelaciones cognitivas, ideológicas y 
conceptuales del significado. Para explorar la lógica en la que se entrecruzan estos tres 
planos, que nunca aparecen aislados, es preciso distinguir, en primera instancia —es 
decir, prescindiendo de toda mediación objetual—, la diferencia entre el sentido del 
devenir y el devenir del sentido. No existe en el imaginario moderno dimensión más 
opaca que la que se deriva de la pregunta por el sentido de la acción política. Poco ha 
quedado aquí de la precisión que Max Weber hace sobre las “formas del sentido”. Una 
acción produce un espacio de potencia cuando su contenido se despliega, por un lado, 
bajo el signo de un fin último (la humanidad, el Estado de derecho, la democracia, etc.), 
un fin que escapa a toda factibilidad y es propiamente inconmensurable, es decir, como 
una signatura simbólica. Por otro, debe responder a las exigencias de la situación, las 
alianzas, las medidas de fuerza, los desplazamientos súbitos: debe desplegarse como una 
referencia contingente. Lo singular de la relación entre lo simbólico y lo contingente en la 
esfera de la política es la fragilidad de su equilibrio: una paradoja en movimiento 
permanente, cuya eficacia sólo es consignable si produce una promesa de inmanencia. En 
política la significación reside en aquello que aparece como “lo necesario”. El sentido del 
devenir, que está representado en lo contingente —léase el principio de realidad de lo 
político—, sólo cobra una intensidad cuando hace del mismo devenir una caja de 
resonancia del sentido. La signatura simbólica inscrita en este sentido se define por el 
orden de lo dispar, de las antípodas, mientras que el plano de lo contingente se despliega 
estrictamente a partir de una escala de intensidades. De ahí la necesidad de distinguir 
entre los tres niveles que integran la acción política: lo simbólico, lo contingente y lo que 
más tarde Lechner llamaría los “mapas mentales” de la interpretación y la significación. 
Aunque nunca están presentes por sí solos, cada uno de estos niveles mantiene una 
lógica que es posible delimitar. 

Lechner explora la dimensión temporal de la experiencia política en tres momentos de 
este tomo: las teorías sobre el realismo, el principio de incertidumbre inscrito en todo 
orden social y el proceso de la segunda secularización (o la secularización de la política) 
en la modernidad tardía. La redacción de los textos que conforman Los patios interiores 
transcurrió entre 1984 y 1987. Casi todos fueron elaborados en Santiago de Chile, una 
década después del golpe militar y en plena dictadura, bajo el enorme esfuerzo de 
renombrar la palabra “sentido”. Escribe Lechner: “El golpe militar de 1973 es un cruel 
despertar. De un momento al otro los sueños (utopías y pesadillas) se disipan y se abre a 
la vista una realidad desconocida y aterradora. Un temporal barre los esquemas de 
interpretación como hojas muertas y deja al desnudo a los intelectuales. De vanguardias 
de la lucha ideológica pasan a ser elementos subversivos o, en el mejor de los casos, 
marginales. Se viene abajo el mundo —nuestro mundo— y, sin embargo, la vida sigue. 
Seguimos con vida en un mundo innombrable y, a la vez, banal. No sabemos dar cuenta 
de la realidad del país, ni siquiera de nuestra vida cotidiana. Quedamos sin discurso y 
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enmudecidos buscamos recuperar la palabra. La recuperación de la palabra pasa por 
nombrar lo perdido”. 

Hacia la mitad de la década de los ochenta predominaba un clima de incertidumbre en 
el que la Junta Militar había empezado a perder gradualmente legitimidad, y todavía no 
aparecía en el horizonte la forma como habría de ser separada del Poder Ejecutivo. La 
posibilidad de un cambio vía las urnas, la “ruptura pactada”, era todavía vaga. Entre la 
perseverancia del statu quo y la posible radicalización de la violencia, el dilema (para una 
franja del mundo intelectual) consistía en crear los lenguajes, los códigos y las 
nomenclaturas que propiciaran un viraje que, desde su origen, llevase el signo de un 
mandato democrático. En 1986, Lechner describía la situación con la misma interrogante 
que se hacía la sociedad política: “¿Cómo construir un (nuevo) orden político cuando 
unos exigen la perpetuación de lo existente, otros reivindican la revolución ahora y otros 
postulan la ruptura pactada?” 

El tema del “realismo” como una apropiación vital (y una valoración crítica) del 
pasado se volvía relevante. Pero los dos textos que lo desarrollan van más allá. Reúnen, 
sin proponérselo, un breve tratado sobre una ciencia que aún está por configurarse, la 
ciencia del kairos, la kairología según una resuelta sugerencia de Giorgio Agamben. En 
la tradición griega el término se usa de maneras disimbolas. Hesíodo lo describe como 
“todo lo que es mejor que algo”, es decir, un ahora que se mide por una concentración 
de intensidades. Eurípides, en cambio, habla del “momento adecuado para capitalizar la 
espera”: una diferencia en la diferencia. Aristóteles secunda la idea de Eurípides y la 
postula como un punto de encuentro entre el pathos y el ethos. Escribe en La retórica: 
“la oportunidad y el contexto adecuados en el que la prueba debe entregarse”. Al 
principio de la liturgia ortodoxa, el ayuda le dice al presbítero: “Ha llegado el momento de 
que el Señor actúe” (Kairostoupoiesai a Kyrio), lo que equivale al retorno de la 
posibilidad de encontrar el destino. En la tradición cristiana, kairos significa “la época 
decisiva”. Entre los pensadores modernos críticos de la tradición teológica, la visión de 
Lechner se acerca más a la que adelanta Deleuze en Lógica del sentido: “El devenir 
ilimitado se vuelve el acontecimiento mismo [...] El futuro y el pasado, el más y el 
menos, lo excesivo y lo insuficiente, el ya y el aún-no: pues el acontecimiento 
infinitamente divisible es siempre los dos a la vez [...] lo que acaba de pasar y lo que va 
a pasar, pero nunca lo que pasa [...]”.? 

Los textos de Los patios interiores parten de una premisa de Maquiavelo. Realismo 
es una “categoría crítica” que se refiere a las condiciones que definen “la construcción de 
un orden nuevo”. En la política toda decisión es espectral. El número de opciones 
posibles es irreductible: es una serie n + 1, en la que 1 denota la propia e inesperada 
decisión. La situación emplaza a la decisión: le exige una secuencia. El dilema reside en 
cómo encontrar la forma en que los cambios den lugar a un orden duradero. El realismo 
se plantea así como un kairos moderno: 1) como el momento en que la conciencia sobre 
el pasado cobra su eficacia plena sobre el presente; 2) como una elección para actuar 
frente a un futuro abierto. Si la crisis es el momento en que la opción del orden parece 
inconcebible, realismo significa la posibilidad de lo imposible. 
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¿De qué “nuevo orden” se trata? Para Lechner todo orden social es inevitablemente 
conflictivo. De ahí su critica a la idea hegeliana del “fin de la historia”. Orden y conflicto 
son las dos caras de la moneda de un solo principio: las antípodas que constituyen la 
posibilidad de la sociedad. Aquello que la sociedad es reside en su multiplicidad: 
multiplicidad de los tiempos de vida, de los lenguajes, de los cuerpos, de las identidades, 
de las filiaciones. La política no se reduce a la relación amigo / enemigo —ésa es la lógica 
de la guerra, donde incluso hay un tercero excluido: ¿a quién representa el enemigo de mi 
enemigo?—; es el dilema inscrito en la potencia de la multiplicidad, en sus espacios de 
energía, sus islas, sus penínsulas, su centro y sus confines. Si la sociedad es 
heterogeneidad en sí, flujos maquínicos de heterogeneidad, o en otras palabras, deseo, la 
trama de la política es la territorialización de lo heterogéneo, la construcción de lo 
singular —la pregunta de cómo sincronizar (y acoplar) una diversidad irreductible de 
temporalidades—. 

Hacia fines del siglo XX emerge un giro distintivo en el ámbito de la temporalidad de lo 
político: cambia el concepto mismo de cambio. Lo que se exige a toda perspectiva 
democrática no sólo es desplazar el antiguo régimen autoritario, sino desplazarlo de tal 
manera que el espectro de incertidumbre abierto por la ruptura no se transforme en una 
espiral gradual de riesgos crecientes. La idea de convertir la sociedad en “un lugar más 
seguro” deviene el centro del plano de afectación. Lechner plantea la cuestión de la 
incertidumbre de una manera original, propia, y traza una distancia crítica tanto de las 
teorías instrumentales de la transición como de la doctrina del consenso de Juan Linz. El 
carácter del cambio está dado por la forma en que el acontecimiento de la ruptura se 
traduce en una promesa de duración, es decir, se traduce en la producción de una nueva 
subjetividad política. El destino de la incertidumbre de la novedad (democrática) depende 
de que en el vértice de esa nueva subjetividad emerja de manera cada vez más gradual su 
elemento constituyente: la pregunta por la conciencia del límite, el problema de la libertad 
del otro. 

Un rasgo central del tiempo de lo político reside en la imprevisibilidad radical del 
futuro. En principio, escribe Lechner, “descartando lo imposible (las utopías), todo es 
posible”. Pero si esto fuera cierto, el “pavor nos paralizaría; de hecho, no todo es posible 
[...] La cuestión es: ¿cómo reducimos la complejidad del futuro posible a un presente 
actual?” La pregunta lo remite a la teoría de Niklas Luhmann sobre la espectralidad del 
tiempo presente. Todo presente encierra un futuro en tanto horizonte de expectativas y 
de posibilidades. Las expectativas pueden ser crecientes y las posibilidades contadas, o 
viceversa, el espectro de posibilidades se amplía, pero las expectativas no se modifican. 
El futuro actual equivale al espesor de los presentes que definen el devenir (y que 
demandan el dilema de la decisión). En la medida en que el presente actual y el presente- 
por-venir se mantienen en sintonía, se produce un plano de duración. Por el contrario, el 
acontecimiento introduce una discontinuidad, una ruptura, la posibilidad de la novedad: 
fractura el plano de duración. Entre el tiempo presente y el futuro aparece una brecha, un 
cisma: una diferencia. El sentimiento de incertidumbre se domicilia en las percepciones 
de esa diferencia. 
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Por “futuro actual” Lechner no entiende los días, los meses o los años, todo aquello 
que es itinerable o contable, u objeto de pronósticos o escenarios. Entiende lo 
incalculable, lo impensable, lo que está-por-venir, el avenir de la lengua francesa, la 
llegada o la irrupción del otro con el que no contábamos. Es ese otro, su proximidad 
latente, el que porta en sí la signatura de la incertidumbre. La pregunta por la duración, 
por la radicalización de la potencia inscrita en el acontecimiento, por la restitución 
propiamente del orden democrático, se plantea así como un “problema”: “¿cómo respetar 
la libertad del otro y, a la vez, reducir su imprevisibilidad?”. Es un tema al que Lechner 
se aproxima desde múltiples lados a lo largo de todo el tomo. Su respuesta, sin embargo, 
parte de un principio: si se aspira a una reforma política profunda de nuestras sociedades, 
es preciso reformar primero la política misma. El desafío de la construcción de un orden 
democrático plantea a las sociedades latinoamericanas no sólo una reflexión sobre su 
reciente pasado autoritario, sino sobre su pasado en general. 

En el siglo XVIII América Latina es un universo dominado por la condición teológica. 
La Ilustración es un barco que a veces se estaciona y a veces encalla frente a sus riberas. 
En el siglo XIX esa condición sólo cambia de forma, no de contenido. Nuestra 
modernidad no sólo es una versión secularizada del mundo religioso, como sucede en la 
mayor parte de Occidente, es su versión cuasi mimética. Más que una transformación, 
un relevo del antiguo régimen. No sólo porque la vida cotidiana se mantiene atada a la 
religiosidad, sino por la centralidad que ocupa la Iglesia en el imaginario público. En lugar 
de los antiguos relatos mesiánicos, aparecen los grandes relatos políticos. Desde el siglo 
XIX la política en América Latina se revela un espacio para la fe, las creencias y las 
devociones, no para la reflexividad y la deliberación. Un espacio en el que el otro es visto 
como un pagano, un hereje o un infiel, no como un sujeto político. El principal desafío 
que plantea la democracia, si es que se quiere que subsista, no es un simple cambio de 
instituciones, una fachada por otra fachada, sino un proceso de secularización de la 
política, una secularización de segundo orden. Por eso no basta con modificar las 
normas, las reglas y los procedimientos de la sociedad, hay que transformar, como 
sugiere el texto “Las condiciones socioculturales de la transición democrática: en 
búsqueda de la comunidad perdida”, la cultura de la política misma. 

Los regímenes autoritarios, desde Chile y Argentina hasta México, no sólo 
destruyeron los tejidos sociales que habilitaban la posibilidad de hacer frente a la 
heterogeneidad, también afectaron los hilos más sensibles del tejido político: los hilos de 
la confianza. Desconfiamos de todo: de los gobiernos, los partidos políticos, las 
instituciones, pero sobre todo, desconfiamos de la posibilidad de confiar. No es un 
sistema de desconfianza gratuito. En la mayoría de los países, las élites gobernantes han 
visto en el Estado un botín o un banco privado. No hay democracia, asevera Lechner, 
que sea posible bajo este peculiar régimen de subjetividad social y política. En ella el 
miedo acaba por imponerse al deseo, la fe a la reflexividad y el carisma a las 
instituciones. 

Para explorar los mecanismos que inhiben la reforma de la sociedad, Lechner analiza 
los espacios de la vida cotidiana. Baste con mencionar aquí acaso su mayor contribución 
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a la teoría social contemporánea: el estudio de la cartografía de la política por medio de 
los mapas mentales. En “Cultura política y gobernabilidad” ofrece una primera definición 
del mapa mental: “Hoy día [...] la política se despliega por medio de complejas redes, 
formales e informales, entre actores políticos y sociales. Estas redes políticas son de 
geometría variable según las exigencias de la agenda y desbordan el sistema político. La 
política se extralimita institucionalmente. 

”La rapidez de estos cambios se contradice con la inercia de la cultura política [...] 
Un mundo se ha venido abajo y, por ende, nuestras estructuras mentales [...] Dicho en 
términos más generales: faltan códigos interpretativos mediante los cuales podamos 
estructurar y ordenar la nueva realidad social. Este desfase es, a mi juicio, el problema de 
fondo de nuestras culturas políticas. 

”Abordaré esta cuestión recurriendo a la vieja metáfora del mapa. El mapa es una 
construcción simbólica que mediante determinadas coordenadas delimita y estructura un 
campo “como si” fuese la realidad. Tal representación simbólica de la realidad tiene una 
finalidad práctica: el mapa nos sirve de guía de orientación. Reduciendo la complejidad 
de una realidad que nos desborda, el mapa ayuda a acotar el espacio, establecer 
jerarquías y prioridades, estructurar límites y distancias, fijar metas y diseñar estrategias. 
En fin, hace accesible determinado recorte de la realidad social a la intervención 
deliberada. Como cualquier viajero, también en política recurrimos a los mapas. Dado 
que la política no tiene un objetivo fijado de antemano, requerimos mapas para 
estructurar el panorama político, diagnosticar el lugar propio, visualizar la alternativa, fijar 
líneas divisorias, elaborar perspectivas de acción [...] Un rasgo crucial de nuestra época 
es la erosión de los mapas.” 

Esa época es la era del mercado/los mercados. Lechner explica cómo las reformas 
estructurales de los años ochenta y noventa produjeron nuevas instituciones, pero no una 
nueva forma de institucionalidad. No sólo disolvieron las antiguas redes de resistencia y 
solidaridad ——como la familia, por ejemplo—, convirtiendo a las sociedades 
latinoamericanas en zonas de alto riesgo, sino que tampoco encontraron las claves para 
gestionar los nuevos poderes y los nuevos sujetos de la política. Pasamos del culto a los 
líderes y los relatos épicos, al culto al consumo, a los malls y a la riqueza a cualquier 
precio. Y algo más: en América Latina el dominio del discurso de los mercados propicia 
desde sus orígenes un correlato distópico: la criminalización de la política. Es un correlato 
que siembra la decepción en el proceso de democratización y obliga al repliegue del 
Estado a su núcleo duro: el Estado-policía. La principal demanda que se hace hoy a la 
democracia es la expectativa de seguridad: seguridad pública, seguridad en el trabajo, 
seguridad para que los hijos puedan estudiar. En el siglo Xx la consecución de derechos 
políticos mediante elecciones universales como cometido que se tradujeran en derechos 
sociales. Si el efecto “democrático” es exactamente el contrario, no es difícil entender los 
dilemas de legitimidad que enfrentan los regímenes que nacieron en la década de los 
ochenta. 
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Los editores agradecemos a Jairo Antonio López Pacheco su apoyo en la investigación 
documental y hemerográfica para la elaboración de este tomo. La paciente labor de la 
Coordinación de Fomento Editorial de la Flacso México fue decisiva para recuperar y 
examinar los escritos originales. La edición de los textos en este tercer tomo de las Obras 
se rige por las mismas normas del primero (véase Obras I, p. 21). 


' Del epígrafe de la “Presentación” de Los patios interiores de la democracia, en este mismo tomo, pp. 121- 
225. 


2 G. Deleuze, Lógica del sentido, Barcelona, Paidós, 2005, p. 34. 
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PACTO SOCIAL EN LOS PROCESOS DE 
DEMOCRATIZACION: LA EXPERIENCIA 
LATINOAMERICANA* 


PRESENTACIÓN 


El debate latinoamericano sobre concertación, pacto, compromiso, es tan importante 
como confuso. La confusión no es terminológica. Se puede distinguir nítidamente entre 

— pacto social: acuerdo bipartita entre empresariado y sindicatos o acuerdo tripartita 
con la participación del Estado, referidos a materias socioeconómicas; 

— pacto político: acuerdo entre dos o más partidos sobre la composición y el programa 
de gobierno o, al menos, determinada legislación; 

— pacto constitucional: acuerdo del conjunto de los partidos acerca de las normas 
fundamentales que rigen la convivencia social y el sistema político. 

Pero las cosas no son tan claras y distintas. Los diversos aspectos se pueden 
entrelazar, como lo muestra el ejemplo español. La denominada “ruptura pactada” 
consiste en un proceso que combina un pacto constitucional (Constitución de 1978),* una 
política del consensus y acuerdos político-económicos (Pactos de la Moncloa).” No se 
trata de un “gran acuerdo nacional” o un “contrato social” programado ex ante, sino de 
un proceso en que se desarrollan estrategias de concertación que tienen como resultado 
ex post un nuevo orden. 

Refiriéndonos a las estrategias de concertación en el Cono Sur quiero resaltar cinco 
aspectos problemáticos. 

1. Las estrategias de concertación responden a una doble experiencia de crisis: la de 
los regímenes militares y la de los anteriores regímenes democráticos. En el fondo, son la 
respuesta a un diagnóstico de “crisis integral”. Aun siendo la más visible, no se trata 
solamente de la crisis económica provocada por las situaciones de recesión, desempleo, 
inflación y deuda externa. Está igualmente presente la crisis de las instituciones 
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democráticas —la polarización ideológica, el fraccionamiento partidista, los conflictos 
constitucionales, una cultura política autoritaria— que dieron lugar a los golpes militares. 
Pero la crisis es más vasta aún; hay una pérdida o, al menos, una resignificación de las 
identidades colectivas, una erosión de los lazos de arraigo social y de pertenencia 
colectiva, un cuestionamiento de los referentes trascendentales, en fin, una situación de 
desorden. A ella contribuye una crisis moral: años de violencia y mentira, de miseria y 
miedo han socavado los criterios normativos con los cuales juzgar la realidad social. 

2. De lo anterior se desprende que no podemos concebir la “resolución” de la crisis (el 
despliegue de la crisis) sino como una construcción de orden. Referidas al problema del 
orden, las estrategias de concertación pueden ser consideradas estrategias de 
democratización. Para aclarar esta perspectiva conviene recordar, en primer lugar, una 
distinción que recientemente Norberto Bobbio' destacó de nuevo. Ya a fines del siglo XIX 
se podía constatar en Europa y Estados Unidos un “proceso de contractualización” (H. 
S. Maine),* producto de una industrialización, que organiza grandes fuerzas sociales, y de 
una división social del trabajo, impulsando una diferenciación cada día más compleja. 
Estos procesos históricos de contractualización de las relaciones sociales no debe 
confundirse con el “contrato social” en tanto raison d’étre del Estado moderno. Incluso 
hoy, el debate sobre el corporativismo supone la existencia de instituciones democráticas. 
Lo específico del debate latinoamericano es tener que responder a la vez al desarrollo de 
una sociedad diferenciada y compleja y la ausencia de un modelo regulativo. Se trata de 
dos planos distintos, pero que no pueden ser escindidos. La concertación como 
mecanismo histórico-concreto de articulación de una sociedad pluralista, con poderes 
parciales y difusos, remite a un fundamento “metafisico” que representa la identidad de 
esta sociedad plural. La referencia a una refundamentación de la democracia está tanto 
más presente por cuanto la concertación se contrapone explícitamente a dos 
cuestionamientos del principio de la soberanía popular: las doctrinas de la seguridad 
nacional y el neoliberalismo. 

3. Lo que caracteriza —y complica— el debate sobre la concertación en los países del 
Cono Sur es la vinculación de dos objetivos: democratización política y transformación 
social. Nuestra historia reciente, tanto de los gobiernos autoritarios como de los 
gobiernos democráticos, indica que los cambios sociales no pueden ser la imposición 
unilateral de un actor si pretenden ser duraderos. Si el futuro no se encuentra 
predeterminado, entonces hay que elaborar las alternativas y tomar decisiones —proceso 
colectivo-conflictivo propio de la sociedad política—. Entiendo por concertación 
primordialmente estrategias de construcción de un sistema político: la deliberación 
público-racional sobre los objetivos de la sociedad. Tal disposición democrática de la 
sociedad sobre su futuro supone empero una reorganización del cuerpo social, destruido 
por la dictadura. De ahi que la concertación no pueda sino abordar —junto con la 
constitución de una sociedad política— la recomposición de la sociedad civil. Esta 
relación entre lo político y lo social no suele ser reflexionada en el debate estratégico. 

4. La perspectiva de la democratización implica, en las sociedades del Cono Sur, 
enfatizar la concertación de “reglas de juego”. La lógica de la guerra, impuesta por las 
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dictaduras, ha dejado a los conflictos sociales sin normas regulativas. No hay reglas o 
rutinas establecidas y reconocidas por todos, que acoten el marco de lo posible. Son 
situaciones de incertidumbre en que la interacción partidista no tiene criterios de cálculo 
racional. Para desbloquear la parálisis política hay que crear nuevas reglas y hábitos de la 
lucha política. El principal objetivo de las estrategias de concertación es elaborar normas 
constitutivas del orden político que sean reconocidas por todos. Se trata, ante todo, de 
acordar los procedimientos formales en la formulación de la voluntad colectiva. Ahora 
bien, no puede elaborarse una voluntad colectiva a no ser que exista una representación 
de “lo colectivo” por medio de la cual los diferentes actores se reconozcan constituyendo 
una comunidad. La concertación acerca de las instituciones formales descansa pues en la 
producción de un “sentido de orden”. 

3. El debate latinoamericano sobre la concertación tiende a ser visualizado como un 
tipo de neocontractualismo. Yo presumo, por el contrario, que el pacto no puede ser 
concebido como contrato. La noción de contrato presupone la existencia de partners, 
sean éstos individuos (en la tradición liberal) o intereses organizados (en la discusión 
corporativista). Pues bien, uno de los rasgos significativos de la crisis es, a mi parecer, la 
erosión de las identidades colectivas. Puede hablarse de “actores” (individuales y 
colectivos) sólo en un sentido restringido y equívoco. Si entendemos por democracia no 
sólo un sistema formal y nos referimos, en la perspectiva de la soberanía popular, a la 
democratización como un proceso de subjetivación, entonces podríamos tal vez ver en la 
concertación un mecanismo de constitución de sujetos. La concertación, vista así, no es 
solamente una acción instrumental (dirigida a obtener determinado resultado) sino 
igualmente una acción expresiva de un reconocimiento recíproco. (Usando una 
formulación de Luhmann’ diría: mediante la concertación ego se reconoce por medio de 
alter y es reconocido por éste como alter ego.) 

Estoy consciente de cargar las nociones de concertación y pacto con significaciones y 
problemas que el debate —muy pragmático— no considera. Por lo mismo quizá, las 
concertaciones en el Cono Sur hayan dado resultados desiguales: lograron 
institucionalizar sistemas políticos en Argentina y Uruguay, pero fracasaron en Bolivia y 
Chile. En ninguno de los países tuvo éxito la realización de un pacto social. No pudiendo 
realizar una evaluación detallada, caso por caso, de procesos que además están todavía 
en marcha, propongo trazar un “parámetro” que permita clarificar el debate y resaltar 
algunos temas. 

La exposición distingue /) entre proyecto (referido a acuerdos sustantivos) y pacto 
(referido a reglas institucionales) y 2), en el seno del pacto políatico, entre pacto 
fundacional (acuerdo para la transición) y pacto consociativo (corresponsabilidad 
gubernamental). Todas estas formas de concertación se insertan en procesos de 
transición y consolidación democrática. Y en este contexto hay que situar igualmente el 
pacto social. Analizando 3) los motivos del pacto social y 4) algunos de los problemas 
planteados, cabe dudar si este “modelo” logra dar cuenta de la crisis. Esbozando 5) una 
mirada sobre la crisis de nuestras sociedades, mi conclusión es que las concepciones 
vigentes de pacto —político y/o sociat— son insuficientes. Aparte de las reflexiones ya 
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adelantadas en este resumen, me parece importante 6) retomar la discusión sobre el 
Estado y situar las estrategias de concertación en un análisis del Estado democrático. 

En una primera aproximación podemos distinguir entre acuerdos sustantivos, cuando 
se refieren al contenido material de determinado plan, y acuerdos formales, referidos a 
los procedimientos según los cuales se elaboran las opciones y decisiones políticas. En el 
caso de los acuerdos sustantivos acerca de qué hacer respecto a la crisis, los denominaré 
proyecto. Las nociones de pacto privilegian la formación de acuerdos acerca de las reglas 
de cómo responder. Se trata de una distinción analítica, pero que de hecho señala dos 
planteamientos diferentes. 

La estrategia de proyecto se refiere a un acuerdo sustantivo en un doble plano. Por 
una parte, supone un acuerdo sobre el diagnóstico de la crisis; por la otra, apunta a un 
acuerdo sobre determinada solución. Se supone que, habiendo un acuerdo sobre las 
causas y los efectos de la crisis, también hay un acuerdo sobre la solución adecuada, al 
menos en líneas generales. Es decir, se presume la existencia de una racionalidad 
autoevidente y, por ende, un marco de posibilidades compartido por todos los actores. En 
esta perspectiva, la estrategia de proyecto busca seleccionar los principios reguladores y 
programar los contenidos materiales de una reorganización global de la sociedad. Una 
proposición de tal consenso sobre los objetivos de la sociedad es la siguiente formulación: 
“En situaciones de ruptura de la convivencia entre grupos, la viabilidad de la comunidad 
nacional o se mantiene por la fuerza, o se sostiene en la capacidad de acuerdo, acomodo 
y transacción de las principales fracciones. De formularse un acuerdo, éste no es 
transitorio ni puramente táctico. Es un pacto a largo plazo, revisado periódicamente, pero 
que compromete a las principales corrientes políticas democráticas y a las asociaciones 
que representan los principales intereses corporativos en pugna.” 

El proyecto puede llamar a una especie de “gran acuerdo nacional” o bien, más 
específicamente, buscar la formación de una alianza político-cultural en torno a 
determinado proyecto de desarrollo. En el caso de Chile algunos autores constatan /) un 
“retraso” de la estructura económica respecto a la democratización política, 2) retraso 
debido a la ausencia de una mayoría política estable, y proponen la constitución de un 
“bloque por los cambios”.* Aqui se enfatiza el carácter político del proyecto: establecer 
un tipo de “compromiso histórico” entre los principales partidos democrático-populares 
para conducir la transformación socioeconómica del país. 

La estrategia de proyecto plantea algunos problemas que ayudan a introducirnos en las 
dificultades del tema. En primer lugar, supone la existencia de “áreas de consenso” que 
sólo faltaría traducir en voluntad política. Habría, por así decir, “intereses objetivos” con 
base en los cuales elaborar un proyecto racional. De existir la posibilidad de tal solución 
racional-objetiva a la crisis, se justifica su imposición de acuerdo con los procedimientos 
democráticos. Es decir, se atribuye el lugar central al Estado como expresión e 
instrumento de /a racionalidad. Cabe preguntarse si, en situaciones de incertidumbre 
como las que reinan en el Cono Sur, la obtención de una racionalidad colectiva —formal 
y sustantiva— no es algo puramente aleatorio. 

De no existir una racionalidad única de la cual se desprende determinado proyecto 
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(determinado contenido) como solución necesaria, entonces pasa a primer plano la 
pregunta por los procedimientos que permitan elaborar de manera colectiva/conflictiva las 
posibles opciones alternativas. A tal construcción de un sistema institucional otorgan 
prioridad las estrategias de pacto. Desde ahora cabe destacar que no se trata de una 
antinomia: proyecto o pacto. Mientras que el proyecto remite a los mecanismos 
institucionales de concertación como su premisa, el pacto apunta a un acuerdo sustantivo 
que otorgue sentido al proceso institucional. 

Un segundo problema de la estrategia de proyecto consiste en enfatizar para qué 
institucionalizar un acuerdo, sea corporativo o político, pero soslayando la pregunta 
acerca de por qué los actores debieran estar interesados en realizar tal compromiso. 
Pareciera suponerse que, una vez demostrada la racionalidad genérica de una institución, 
la voluntad de los actores involucrados no puede actuar sino en conformidad con tal 
racionalidad. O sea, se supone una racionalidad perfecta de modo que, una vez 
reconocida, sólo pueda obrarse de manera directa y unívoca. Un actor que, persuadido 
de lo racional de una acción, no la emprende, actúa de mala fe o es simplemente 
irracional. Y esa supuesta irracionalidad o mala voluntad del Otro estaría sustraída a la 
argumentación racional. Sin embargo, existe. Y, por consiguiente, se instala el cinismo. 
Por un lado, se invoca la racionalidad para convencer al Otro de determinada acción y, 
por el otro, se sospecha sistemáticamente de su bona fide. Del cinismo puede decirse que 
es una falta de realismo: suponer que no habría brecha entre racionalidad y voluntad. Tal 
enfoque no considera situaciones como el “dilema del prisionero”. Flisfisch* hace ver que 
cada actor posee dos opciones estratégicas: “utilizar presión social en el momento que 
estime propicio, o abstenerse de utilizar presión social. Si el conjunto de los actores 
utilizan presión social, ponen en conjunto las condiciones para un nuevo ciclo de 
militarización. Si el conjunto de actores se abstienen de usar presión social, aumentan la 
probabilidad de una recuperación económica en el mediano plazo y de una consolidación 
democrática. Si un actor se abstiene, pero los otros no, ese actor resulta sacrificado y su 
sacrificio será perfectamente inútil. Si todos se abstienen menos uno, el que no se 
abstiene se beneficia a costa de los demás, realizando su propio interés y disfrutando a la 
vez de la continuidad democrática y la recuperación económica”. 

Tales situaciones sólo pueden ser abordadas satisfactoriamente si suponemos una 
racionalidad imperfecta, o sea, una relación ambigua y compleja entre racionalidad y 
voluntad, que tenga en cuenta lo que suele llamarse la debilidad de la voluntad. En esta 
perspectiva Flisfisch propone, apoyándose en las reflexiones de Elster’ sobre Ulises y el 
canto de las sirenas, enfocar el pacto como un mecanismo de autolimitación y abdicación 
de los participantes. Por medio de un pacto institucional los actores “se atan” 
recíprocamente de modo que ninguno sucumba al canto de las sirenas: la tentación de 
perseguir su interés egoísta (presión social) en detrimento de los demás. 

Un tercer problema que es importante considerar se refiere al carácter democrático 
tanto del proyecto como del pacto. Ni una ni otra estrategia son per se democráticas. La 
estrategia de proyecto es concebida como estrategia de democratización en tanto implica 
la restauración de la soberanía popular, el respeto de los derechos ciudadanos y el 
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fomento de los derechos economicosociales. O sea, el caracter democratico radicaria en 
la realización de los objetivos universalistas del proyecto. Pues bien, tal invocación de los 
derechos humanos resulta insatisfactoria en la medida en que éstos —en tanto realidad 
histórico-concreta— son contradictorios entre sí. Su compatibilización exige una 
jerarquización de los derechos humanos en torno a un principio rector (la soberanía 
popular o la propiedad privada, etc.). Todo proyecto puede ser entendido como una 
jerarquización concreta de los derechos humanos de acuerdo con determinada norma 
fundamental que opera como el sentido constitutivo del orden así instituido. Quienes no 
reconocen tal derecho rector atentan contra el orden social y pueden ser expulsados —en 
nombre de los derechos humanos—.* Dicho en otras palabras, hay diferentes 
interpretaciones de los derechos humanos, cada cual excluyendo las concepciones 
divergentes. Estas exclusiones no son problematizadas. Las estrategias de proyecto 
privilegian los aspectos de gobernabilidad y eficiencia del orden democrático, sin justificar 
los límites de inclusión/exclusión de dicha comunidad democrática. 


Aquí cabe recordar la reflexión de Przeworski’ tematizando la incertidumbre como 
rasgo fundamental de la democracia. Si tomamos en serio la democracia como 
disposición colectiva sobre un futuro abierto, no podemos apoyarnos en un acuerdo 
sustantivo (en el sentido de un compromiso irrevocable). En la democracia, por el mismo 
principio de la soberanía popular, todo acuerdo es revocable. No hay, más allá de los 
procedimientos instituidos, garantía material que asegure a cada actor el respeto a sus 
“intereses vitales”. Dada esta incertidumbre, resulta difícil un proceso de democratización 
o siquiera de “apertura”, en tanto los miembros del “bloque autoritario” no tengan la 
presencia institucional que les permita resguardar en términos democrático-formales sus 
intereses básicos. Es decir, la transición hacia la democracia en la región depende de una 
neutralización institucional de la incertidumbre. En este trasfondo se comprenden las 
victorias de Alfonsín y Sanguinetti y, sobre todo, la difícil apertura a la incertidumbre de 
la competencia electoral en Brasil y, caso extremo, en Chile. La derecha chilena no se 
pliega a la oposición porque está insegura de su fuerza electoral y, por ende, de su 
capacidad de control institucional sobre los cambios sociales. A falta de una garantía 
formal por las instituciones democráticas (predominio político-electoral), los sectores 
dominantes prefieren someter sus intereses a la protección del Estado autoritario. 

El hecho que en algunos casos la defensa de los intereses dominantes sea confiada a 
los procedimientos democrático-formales y que, en otros casos, se prefiera una 
“democracia protegida” ante la subversión por la competencia política, indica el carácter 
instrumental de las instituciones. Éstas no descansan sobre sí mismas. Las referencias a 
la incertidumbre, a los “intereses vitales”, a la confianza y a la percepción de amenazas, 
etc., esbozan un contexto que escapa al enfoque jurídico-constitucionalista del pacto. No 
basta una “legitimidad por legalidad”. Situaciones de crisis como las que dieron lugar a 
los golpes militares en la región, muestran una legitimidad escalonada. En tiempos 
“normales”, opera una legitimidad formal, basada en la legalidad. Pero cuando ésta 
lesiona intereses básicos de un sector importante de la comunidad, inmediatamente se 
invoca el derecho inalienable a la libertad, de la propiedad, etc., o sea, un derecho 
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anterior y superior a la legalidad existente. Esta legitimidad material, generalmente no 
explicitada, remite a esa similitud de opiniones y sentimientos, aquella cohesion espiritual 
y religiosa que ya fuera tematizada por Tocqueville* como la premisa de la democracia 
moderna. Una vez que el principio de soberania popular permite a los hombres pensar 
todo y atreverse a todo, ¿qué/quién establece los limites de lo políticamente factible? Hoy 
ha desaparecido, si alguna vez existió, la unidad religiosa. Persiste, sin embargo, la 
pregunta por el marco de lo posible y de lo no posible. Se tata de instituir una 
“normalidad” donde las expectativas de todos los actores sean comunicables y 
conmensurables. Aquí radica la actualidad del problema del consenso. Ya no podemos 
plantearlo como un acuerdo sustantivo que determine los contenidos del futuro orden, 
pero tampoco podemos reducirlo a un acuerdo formal sobre los procedimientos válidos. 
Esta tensión hace la problemática del pacto. 


EL PACTO POLÍTICO 


La estrategia más usual de transición democrática pareciera ser la de un pacto 
fundacional destinado a 1) afirmar la democracia como alternativa al régimen militar y 2) 
acordar las “reglas de juego” de la participación en la reorganización de la sociedad y del 
Estado. 

Respecto al primer punto, la alternativa puede ser planteada como una ruptura radical: 
renuncia del gobierno existente, gobierno provisional y elecciones a una Asamblea 
Constituyente. A este tipo de ruptura apuntaron las demandas de la Alianza Democrática 
en Chile (1983-1984).* O bien, puede ser una ruptura negociada como en Argentina y, 
sobre todo, en Uruguay (acuerdos del Club Naval).” Respecto al segundo punto, el pacto 
fundacional puede asumir la normatividad vigente, postergando su eventual modificación 
a una futura Asamblea Constituyente (Perú, España y ahora Brasil) o simplemente 
restaurar el antiguo ordenamiento constitucional (Argentina, Uruguay). 

Como rasgos típicos de este tipo de concertación mencionaré los señalados por Carlos 
Filgueira? para el caso uruguayo. 1) El pacto aparece más como una necesidad de dar 
respuesta a los desafíos de gobernabilidad de la transición a la democracia que como 
intento de institucionalizar un nuevo principio doctrinario o modelo político. 2) Es un 
acuerdo primordialmente defensivo frente a los riesgos de la crisis económica, la 
presencia militar y la potencial reiteración de una polarización ideológica. 3) Se trata de 
una concertación no formal y no avalada por el Estado. El carácter laxo y flexible de la 
definición de los mecanismos de concertación facilita 4) un alto grado de inclusividad de 
los actores y de los temas concertables. Finalmente 5) cabe destacar el carácter 
transitorio del pacto fundacional. No se busca una “paz eterna” sino una tregua. Se trata 
de una “concertación para la transición” en la que ningún partícipe renuncia a sus 
oportunidades de imponer en la futura competencia política su propio proyecto. 
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En favor de una concertación transitoria, limitada temática y temporalmente a la 
instauración de un sistema político democrático, opera la continuidad del sistema de 
partidos. Por una parte, el protagonismo de las organizaciones sociales (desde el 
movimiento sindical y estudiantil, las comunidades cristianas y las agrupaciones de 
derechos humanos hasta los gremios empresariales y profesionales) en las diversas fases 
de la resistencia antiautoritaria retorna rápidamente a los partidos en cuanto se inicia una 
mínima apertura o liberalización de facto. Esta tendencia, ya visible en Brasil (donde el 
sistema de partidos fue creado “desde arriba”, teniendo la oposición una imagen 
““oficialista””) en las elecciones de 1974, sorprende todavía menos en países como 
Uruguay y Chile con un sistema partidista de larga trayectoria. Un sistema de partidos, 
una vez establecido, queda relativamente congelado. Esa notable continuidad facilita las 
negociaciones “cupulares” en torno a un pacto de transición y, simultáneamente, dificulta 
compromisos de cooperación que podrían disminuir las oportunidades a futuro de cada 
partido. A ello contribuye, por otra parte, la existencia de “subculturas” partidistas de 
profundo arraigo en Chile y Uruguay, pero también en sociedades de tradición más 
populista como Argentina e incluso Bolivia. Gracias a estas subculturas, los partidos 
sobrevivieron a la represión dictatorial. Pero esa misma estabilidad en las lealtades 
ideológicas y, sobre todo, de las adhesiones afectivas que refuerzan a los partidos “hacia 
dentro”, los vuelve recelosos e intransigentes “hacia fuera”. Dado el peso de la tradición, 
las divisiones interpartidistas tienden a ser repetidas y sólo son suspendidas 
provisoriamente en caso de emergencia. 

Visto así, el pacto fundacional aparece como una estrategia realista en países con un 
sistema de partidos estructurado. Pero no podemos silenciar los aspectos negativos. La 
persistencia del “panorama político” facilita la estructuración de los conflictos (en 
contraste con la volatilidad que caracteriza el desmoronamiento de la dictadura). Pero, 
junto con favorecer los esfuerzos de reorganización, tiende a ocultar los cambios 
culturales ocurridos bajo el régimen militar y a olvidar los problemas que afectaron 
anteriormente la democracia en estos países. Sabemos muy poco acerca del cambio de 
valores y del modo de vida en los últimos años. Y no será fácil asumir e interpretar esos 
cambios (apenas verbalizados en una sociedad “privatizada”) por parte de los discursos 
políticos. Por el contrario, dada la erosión de las identidades colectivas durante estos 
años, cabe presumir que la ansiedad por reencontrar finalmente en los partidos un 
referente conocido conduzca a una recomposición meramente repetitiva de las 
identidades políticas, reprimiendo o escamoteando las nuevas experiencias sociales. En 
situaciones de crisis como las que vivimos en el Cono Sur, la regresión a visiones 
simplificadoras, extremadamente empobrecidas, de la realidad es muy tentadora por 
cuanto la hace aparecer clara y, por tanto, controlable. También el pacto fundacional 
puede llegar a ser tal mecanismo de estabilización simbólica, apoyándose más en el 
estereotipo y el ritualismo que en la elaboración de nuevas significaciones. Con lo cual no 
sólo quedan políticamente indigestas las eventuales alteraciones del universo cultural, sino 
que además se arrastran los problemas que hicieron fracasar anteriormente la convivencia 
democrática. 


24 


Circunscribir la concertación a una fase de emergencia, dice Filgueira,” “equivale a 
sostener equivocadamente que el sistema político antecedente gozaba de buena salud”. 
Lo que no es el caso de ninguna democracia en la región. Ahora bien, no es que los 
partidos no vean grosso modo los problemas de la anterior institucionalidad, sino que se 
sienten presionados por la urgencia a tal punto que prefieren postergar toda decisión que 
pueda provocar conflictos entre las fuerzas democráticas y desencadenar nuevamente 
procesos de polarización ideológica. Aparte de tales consideraciones tácticas, puede 
esgrimirse otro argumento: la renovación del sistema democrático es un asunto 
demasiado serio para abordarlo en el estrecho marco de una negociación cupular. Ésta no 
puede sino ser una medida de emergencia, entregando las decisiones de fondo a la 
voluntad ciudadana y, en concreto, a la competencia político-electoral. Se recurre ya no a 
razones prácticas (continuidad de los partidos, premura del tiempo) sino a los 
fundamentos teóricos de la democracia. Esta argumentación más teórica no invalida las 
objeciones señaladas y nos sirve más bien para enfocar otra concepción del pacto. 

Considerando la fragmentación de nuestras sociedades y, en consecuencia, la amenaza 
sistemática de una polarización de la competencia política, se ha destacado la necesidad 
de “institucionalizar el consenso” mediante un pacto consociativo entre las principales 
fuerzas. Ejemplos de una “democracia consociativa” serían el sistema político holandés y 
la Gran Coalición austriaca.'” En América Latina, el acuerdo del Frente Nacional’ entre 
conservadores y liberales en Colombia (1958-1974) y el Pacto de Punto Fijo (1958) en 
Venezuela se acercan a un pacto consociativo. En estas sociedades, trastocadas por 
escisiones religioso-politicas y la guerra (Austria, Holanda) o convulsionados por la 
violencia civil y largas dictaduras (Colombia, Venezuela), se logró consolidar instituciones 
democráticas con base en uno o varios de los siguientes mecanismos de consociación.'' 
En primer lugar, la formación de grandes coaliciones, otorgando a todas o casi todas las 
fuerzas políticas corresponsabilidad gubernamental. Ello aminora los costos políticos de 
decisiones impopulares y neutraliza una “inflación ideológica”. En segundo lugar, el 
derecho de veto de las minorías en materias importantes. Ello provee a la oposición de 
una defensa eficaz de sus intereses vitales, disminuyendo su percepción de amenaza. En 
tercer lugar, la extensión del principio de representación proporcional del campo 
electoral al aparato estatal y las grandes corporaciones de derecho público (televisión, 
radio). La participación de todas las corrientes (según su caudal electoral o de acuerdo 
con una clave fija) en la administración pública ofrece una imagen de neutralidad del 
Estado en situaciones de alta sensibilidad. En cuarto lugar, el pacto consociativo se apoya 
en la autonomía segmental que obliga a cada grupo a respetar la legitimidad e identidad 
propia de los demás. O sea, se aceptan y consolidan los límites sociales existentes. 
Finalmente, también incluye acuerdos sectoriales con el fin de regular los conflictos en 
áreas particularmente sensitivas (negociaciones colectivas). 

Indudablemente, los mecanismos mencionados no sólo aportan una tregua, obligando 
a una permanente negociación, sino que fomentan una cultura política más propicia a la 
democratización de modo que, posteriormente, pueda restablecerse la competencia sin 
llegar al enfrentamiento total. Basta recordar la estabilidad política de Venezuela.” La 
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debilidad del modelo consociativo es no tematizar por qué los partidos habrian de 
acordar una politica consensuada. Vale aqui lo dicho arriba: no basta que los actores 
(individual y colectivamente) estimen buena y racional la cooperación, mientras los 
eventuales beneficios de una victoria sean tentadores. Especialmente en sociedades 
polarizadas como la chilena, las expectativas de lograr una victoria que permita imponer 
el propio proyecto constituyen un eje fundamental de las identidades políticas. 

Precisamente por la fuerza autoevidente que puede tener el modelo de democracia 
consociativa en Brasil y el Cono Sur, conviene tener en cuenta ciertas desventajas. Si en 
un contexto predemocrático el pacto consociativo facilita la elaboración de una 
Constitución ideológicamente neutral, abierta a la realización de cualquier proyecto de 
sociedad compatible con la democracia, posteriormente suele producir una pérdida de 
capacidad innovadora. La ampliación de la representación proporcional a la 
administración pública y, en particular, al gobierno (bajo la forma de gran coalición) 
opera como un cierre del sistema político. Con un espacio cerrado a nuevos 
competidores, los partidos —relativamente liberados de la competencia electoral— 
pueden ser más indiferentes a las expresiones sociales de descontento y protesta. A los 
ojos del ciudadano común las negociaciones parlamentarias toman la imagen de 
“negociados”. Si bien la transparencia del poder es un ideal democrático inalcanzable, la 
ausencia de un polo opositor, fiscalizador del gobierno, fomenta la irresponsabilidad de 
todo “gobierno invisible”.'* La historia de la Proporzdemokratie austriaca muestra la 
creciente apatía ciudadana y, por ende, la progresiva deslegitimación del sistema político. 
La conquista de la estabilidad institucional puede llegar a ser pagada con una crisis de 
representación, tan desestabilizadora como la anterior polarización. De ahí que la 
estrategia del consenso institucionalizado que permitió instaurar la democracia mediante 
un “cambio en el orden” tenga que ser abandonada posteriormente en beneficio de la 
misma democracia. (Al respecto conviene recordar el proceso español, donde el PSOE —a 
diferencia del PCE—* apoya el consenso sin abandonar su rol de oposición y, por tanto, su 
pretensión de alternativa.) Dicho de modo simple: la consolidación de la democracia no 
descansa en la cooptación de la oposición, sino en la existencia de una oposición leal y 
eficaz. El desarrollo de una oposición a la vez leal y eficaz me parece que es una de las 
cuestiones centrales en sociedades con tan dramáticas desigualdades y distancias sociales 
como las nuestras. 


¿POR QUÉ UN PACTO SOCIAL? 


La actualidad de la democracia reside en la construcción conflictiva del orden social. Si el 
futuro no está predeterminado por alguna Providencia, si la definición de la mejor vida 
posible es una constante tarea de la convivencia humana, entonces el conflicto acerca del 
orden deseado es inevitable. Veo en el conflicto —y no en el equilibro o la armonia— la 
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condición existencial de la democratización. No obstante, bajo el punto de vista de la 
“democracia real” en nuestros países, sería ingenuo menospreciar la importancia de una 
limitación más o menos amplia de la conflictualidad. En este contexto se inserta el debate 
acerca del pacto social. El objetivo es establecer una “paz social’ mediante un pacto 
tripartita entre empresariado, sindicatos y Estado (o pacto bipartita, refrendado por el 
Estado) sobre un conjunto de cuestiones económicas, desde el incremento de precios y 
salarios hasta temas de política económica y legislación social. '* 

En la región, la idea de pacto social surge en una situación de emergencia económica. 
Como herencia de los regímenes militares y su modelo neoliberal, los países del Cono 
Sur tienen una situación de desempleo, de inflación, de concentración de la riqueza y de 
deuda externa que no sólo es percibida como moral y políticamente ilegítima, sino 
también como económicamente inmanejable. Basta ver las proyecciones de banqueros 
norteamericanos; en el caso de Chile y Perú se estima que a fines de la década el monto 
de la deuda externa triplicaría el valor de las exportaciones, declarándose el estado de 
insolvencia financiera. Estos países tienen también la situación más explosiva de 
desempleo; de mantenerse la proyectada tasa de crecimiento de 3.6% anual hasta 1990, 
se podría absorber solamente a quienes entran por primera vez al mercado de trabajo, 
pero no crear empleos a los actualmente desocupados. 

La situación de desempleo, inflación y deuda externa, así como el resurgimiento de 
viejas demandas sociales, largamente reprimidas por los regímenes militares, ha hecho 
redescubrir la dimensión política de la economía. Tiene lugar una politización de la crisis 
económica. Y ella ocurre en un doble sentido. Por un lado, desencadena la crisis de las 
dictaduras y abre procesos de transición. Por el otro, sin embargo, obstaculiza la 
instauración de instituciones democráticas en la medida en que tiende a “sobrecargar” los 
procedimientos institucionales con materias extremadamente conflictivas. Cabe presumir 
que 7) bajo condiciones democráticas hay una tendencia a usar estrategias de presión 
social y que 2) dadas las condiciones de recesión, tales estrategias reivindicativas 
refuerzan y prolongan el estancamiento; con lo cual 3) generan una desestabilización 
política que fomenta un nuevo “ciclo autoritario”. De ahí se concluye que 4) para evitar 
tal desenlace habría que sustituir las estrategias de presión social por estrategias de 
concertación. Un eventual mecanismo cooperativo de formación de decisiones y políticas 
es el pacto social. 

El pacto social presupone que 7) el problema central radica en la contradicción entre 
capital y fuerza de trabajo asalariada; 2) que el conflicto de intereses es organizado 
socialmente por medio de las corporaciones, y que 3) puede ser decidido de forma 
cooperativa incorporando los intereses afectados al proceso político como negociadores 
reconocidos e indispensables, haciéndolos corresponsables (y ocasionalmente por 
completo responsables) de la implementación de la política económica. 

¿Por qué responder a una politización de la crisis económica con un pacto social? La 
idea del pacto social no sólo asume la corporativización de la sociedad capitalista como 
producto de la creciente participación de los sectores subalternos; además, se apoya en 
ella como alternativa a la escasa densidad del sistema de partidos (Argentina). Lo que 
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hace tan atractivo el mecanismo del pacto social en nuestros paises (con una sociedad 
política débil o polarizada y un presidencialismo tradicionalmente fuerte) es que depende 
de la iniciativa gubernamental. El Ejecutivo puede esquivar el conflicto político 
“devolviendo” la elaboración, selección y decisión de la “cuestión social” a la sociedad 
civil. El pacto social se presenta así como una posibilidad de hacer gobierno sin esperar 
la consolidación de un sistema político.” 

Finalmente, concurre otra razón, bien simple, para el actual debate sobre el pacto 
social: la existencia de un “modelo”. El modelo socialdemócrata (desarrollado 
inicialmente en Suecia y, después, en Austria, Alemania e Inglaterra) ofrece un ejemplo 
de Estado social que compatibiliza la defensa de las libertades políticas con el desarrollo 
de la igualdad social. Aunque el intento sea criticado o simplemente inviable en nuestras 
circunstancias, el modelo no deja de operar como un referente “realmente existente” para 
concebir nuestra realidad. 


PROBLEMAS DEL PACTO SOCIAL 


El presidente Alfonsín es uno de los más preocupados por lograr un pacto social que 
reactive el proceso económico y —mediante tal “normalización”— estabilice el proceso 
de democratización. Al respecto conviene recordar el Pacto Social de junio de 1973, 
convenido por insistencia de Perón entre la CGT y la CGE. El acuerdo firmado consistió en 
un aumento salarial que debía ser absorbido sin recurrir a un aumento de precios y un 
compromiso mutuo a no reclamar nuevas alzas de salarios y precios durante dos años. 
En compensación las empresas industriales recibieron subvenciones a la exportación y 
créditos a corto plazo. Tras un fuerte freno inicial, la inflación se volvió a desatar y con 
ella resurgió la presión de la movilización sindical. Un año después, a la muerte de Perón, 
el Pacto Social era una mera formalidad. De la experiencia argentina se desprenden 
varias conclusiones. '” 

1) Un pacto entendido como simple acuerdo sobre salarios y precios no puede 
eliminar la inflación si el resto de la política económica está dirigida a producir excesos de 
demanda. 2) La política económica es un asunto político que sobrepasa a las 
representaciones sectoriales. Mal pueden las organizaciones corporativas renunciar a la 
defensa de los intereses de sus representados en aras de proposiciones generales de 
política sobre cuyos resultados no hay garantías. Por tanto, no asumirán como propio, 
aunque lo proclamen en público, un pacto impuesto en nombre del interés general. 3) 
Los premios del acuerdo son hipotéticos mientras que los costos son concretos y 
mesurables. Juzgados de acuerdo con los intereses sectoriales, las directivas corporativas 
pierden su representatividad a menos que la firma del pacto haya evitado visiblemente 
males mayores. El fracaso del pacto intercorporativo conlleva el desahucio de la 
representación intracorporativa. 
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Sobre este trasfondo concreto quiero esbozar en términos mas generales algunos 
problemas que enfrenta un pacto social. 


1. Una primera interrogante se refiere a la representatividad; pregunta que se plantea en 
dos planos, el de los actores y el de los objetivos del pacto. Uno de los principales 
obstáculos, reconocido por todos, es la falta de un gremio empresarial único y de una 
central sindical única. Incluso donde existen grandes confederaciones, éstas suelen tener 
un estatus de facto. El problema no es tanto legal ni consiste solamente en la ampliación 
del número de negociadores y (por la competencia intrasectorial) la mayor complejidad 
de la negociación. La dificultad principal, me parece, es que las corporaciones sociales ya 
tienen una dimensión política. Sobre todo en el movimiento sindical, las divisiones son de 
tipo político-ideológicas, estrechamente vinculadas a las divisiones interpartidistas. ¿Se 
incorpora al pacto social una central sindical, controlada por los comunistas, si el PC no 
está legalizado o está marginado de facto? No se trata solamente de consideraciones 
tácticas; están en juego los límites de inclusión/exclusión que configuran a la comunidad. 
En sociedades polarizadas, tendientes a visiones sociales del tipo amigo/enemigo (Chile, 
Perú), no es seguro que el otro partner sea miembro de la comunidad o “enemigo del 
orden”. Pero no solamente en términos de imágenes y percepciones cabe preguntarse si 
un pacto entre empresariado y sindicatos representa realmente un compromiso entre las 
“clases fundamentales” de nuestras sociedades. La referencia a las clases fundamentales, 
implícita en la estrategia del pacto social en las sociedades capitalistas desarrolladas, es 
dudosa en nuestra región tanto por el peso de los sectores rurales y las divisiones étnicas 
como por los recientes procesos de desindustrialización. En Chile, por ejemplo, la 
disminución del volumen numérico y del peso estratégico del proletariado ha afectado (en 
términos todavía desconocidos) al movimiento sindical, pareciendo desplazarse el 
anterior énfasis en “lo obrero” a “lo popular”. De ser así, ¿puede el movimiento sindical, 
asentado en la esfera de la producción, representar al movimiento popular, arraigado en 
el ámbito de la reproducción? 

En otro plano, cabe interrogarse si un acuerdo sobre precios y salarios (que suele ser 
el objetivo central de los pactos sociales) “representa” el problema central de la crisis. 
Considerando exclusivamente la economía, nadie discute la influencia de un convenio 
sobre precios y salarios para una política antiinflacionaria, al menos a corto plazo. Más 
dudosos son los efectos que tuviera respecto a otras dos áreas prioritarias: el desempleo y 
la deuda externa. En estos casos, el pacto debiera abarcar más bien la política de 
inversiones (públicas y privadas), lo cual volvería mucho más complejas las 
negociaciones (condiciona el derecho de propiedad, tensiona criterios de empleo y de 
productividad y exige mayores plazos de maduración). 

Cualquiera que sea el tipo de objetivos acordados, no podemos dejar de preguntarnos 
por el valor de un pacto “nacional” dado el proceso de transnacionalización. La reciente 
experiencia argentina ilustra bien el condicionamiento que impone la conflictiva y 
prolongada negociación con el FMI a las posibilidades de un acuerdo obrero-empresarial. 
Éste deja de ser vinculante para los mismos signatarios y pierde todo “efecto de 
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demostración” para otros sectores, en la medida en que no se ajusta a las condiciones 
internacionales (negociadas o fácticas) de la economía nacional. Ello me lleva a retomar 
lo expuesto desde otro ángulo: el de las exclusiones. 


2. Uno de los atractivos del pacto social es que —a diferencia del modelo neoliberal— 
parte de la existencia de intereses organizados. Si la idea liberal del mercado como 
intercambio entre individuos libres e iguales siempre fue una mala utopía (Polany1),* hoy 
es evidente la estructuración del proceso económico mediante una “corporativización”. 
Sin desconocer su relevancia también en nuestra región, el nivel de organización es 
comparativamente bajo. En el ámbito del trabajo asalariado, la mayoría de los obreros no 
se encuentra sindicalizada. A ello contribuye el alto número de empresas pequeñas 
(generalmente excluidas de la legislación sindical), el carácter más reciente y precario del 
trabajo asalariado en el campo y el incremento de las tasas de desempleo y subempleo. Si 
el movimiento sindical no ha podido incorporar a estos sectores, tanto más difícil le será 
articularse con los movimientos sociales como, por ejemplo, los pobladores, los “sin 
casa”, etc. Las reivindicaciones de éstos no son negociables en el sentido de que tienen 
una significación constitutiva de la identidad colectiva del grupo.'* 

En el ámbito del capital, las exclusiones no son menores. Las corporaciones 
empresariales no suelen incluir a los pequeños empresarios ni al sinnúmero de 
“trabajadores por cuenta propia”. Tanto los sindicatos como los gremios empresariales 
excluyen al denominado “sector informal” de creciente peso estructural en nuestras 
economías. Y, aun cuando se incluya a las empresas públicas o semifiscales, resulta 
difícil incluir al capital extranjero, frecuentemente reglamentado por estatutos específicos. 

Las exclusiones reseñadas hacen dudar de la capacidad “pacificadora” de los acuerdos 
tripartitas y hacen temer acerca de la “externalización” de los costos del pacto sobre las 
espaldas de los excluidos. 

Este breve recuento, indicando la amplitud de los sectores no representados por las 
organizaciones empresariales y sindicales y, por tanto, excluidos de un pacto social, 
solamente pretende insinuar los estrechos márgenes de la base social y, sobre todo, la 
política para tal estrategia. Tal vez las sociedades latinoamericanas, más que 
corporativizadas, sean sociedades fragmentadas. Mientras que el corporativismo supone 
una visión de “interdependencia de intereses”, las sociedades del Cono Sur tienden a un 
“faccionamiento” particularista. Ilustrativo de ello serían las situaciones de empate, de 
veto mutuo y de bloqueo que encontramos en Argentina y Bolivia, pero también en 
Chile, Perú y Uruguay. Paradójicamente, el “Estado fuerte” de los regímenes militares, 
buscando encarnar la unidad orgánica, la totalidad del cuerpo social, ha terminado 
fortaleciendo el particularismo. El corpus societal se asemeja a un archipiélago, en que la 
identidad de cada “isla” no descansa en el reconocimiento del Otro y por el Otro. Ahora 
bien, aunque el diagnóstico fuese correcto, ello no anula la idea del pacto. Cuanto más 
fragmentada la sociedad, más urgentes son estrategias de concertación —y más difíciles 
—. La cuestión es si el pacto social sería el tipo adecuado de concertación. 

A propósito quiero resaltar otro tipo de exclusiones. El pacto social no contempla dos 
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corporaciones que en los procesos de democratización desempeñan un papel decisivo: los 
partidos políticos y las fuerzas armadas. 

Sorprende que —después de haber reconocido el carácter político de la crisis— se 
pretenda solucionarla en una negociación técnico-funcional En efecto, podemos 
caracterizar el pacto social como una mediación de intereses por medio de una 
representación funcional. El énfasis en este tipo de representación provoca dos 
objeciones. Por una parte, el peligro de “corporativismo”. A diferencia del mundo 
anglosajón, en el mundo latino las corporaciones fueron creadas por el Estado o, al 
menos, requieren el reconocimiento de éste. Esta tradición es notoriamente 
antiparlamentaria. Generalmente se ha exaltado la representación estamental, expresión 
de la “organicidad” de la sociedad, para denigrar el Parlamento como un “fenómeno de 
masas”. No asombra que la tecnocracia, interesada en soluciones técnicas, prefiera una 
negociación entre expertos a una deliberación pública. Por otra parte, si la representación 
democratico-igualitaria no es abolida, entonces la exclusión de los partidos es inviable. 
Nos guste o no, los partidos modernos son (también) representantes de intereses. Por 
consiguiente, toda propuesta derrotada en la firma de un pacto social reaparecerá 
mediante uno u otro partido en el debate politicoparlamentario. Para evitarlo, no basta 
asegurar la participación del Estado en un acuerdo tripartita. Su (confusa) presencia en el 
pacto social es la de gobierno, fisco, administración pública, en fin, de árbitro y 
compensador, pero no en su rasgo decisivo para la democratización: como Estado de los 
ciudadanos, como sociedad política. En resumen, no se trata de subvalorar la importancia 
de la representación funcional sino de resaltar la ausencia de una articulación entre tal 
representación funcional y la representación democratico-igualitaria. 

No menos problemática es la exclusión de la corporación castrense. La 
democratización implica dos tareas simultáneas al respecto: la desmilitarización del 
Estado y la inserción social de las Fuerzas Armadas. Los recientes acontecimientos en 
Argentina insinúan las dificultades. En los últimos años ha tenido lugar una progresiva 
autonomización institucional de las Fuerzas Armadas por medio del desarrollo de 
ideologías y doctrinas corporativas propias, un sostenido aumento del personal, un 
impresionante incremento de la industria armamentista y, desde luego, un aumento 
sobreproporcional del presupuesto militar.” Si no se revierte ese proceso de 
autonomización militar, las Fuerzas Armadas terminan por imponer al gobierno civil la 
definición del “interés nacional”. Pero además (y por eso incluyo el punto aquí), la 
presión castrense por los recursos fiscales es una “presión social” particularmente eficaz 
y anulará cualquier política redistributiva. De esta manera, incluso por razones 
económicas, una concertación sobre el orden democrático no puede limitarse a un 
acuerdo entre civiles. Sólo reinsertando la defensa nacional en el sistema político, 
nuestros países lograrán avanzar en la desmilitarización del Estado como de la misma 
sociedad civil. 

Finalmente, quisiera al menos mencionar otra corporación a considerar: los medios de 
comunicación masiva. El impacto de televisión, radio y prensa en la formación de la 
“opinión pública” es tal que una concertación depende en buen grado de la cobertura 
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(visibilidad) e interpretación (mensaje) de que son objeto los problemas económicos por 
parte de los mass media. 


3. Todo pacto supone ciertas condiciones generales de negociación.'* Una de esas 
premisas es que cada partícipe presuma que, aun en el peor de los acuerdos posibles, las 
concesiones realizadas sean más beneficiosas que un no acuerdo. Para que todos los 
actores prefieran un acuerdo al no acuerdo es indispensable una compatibilidad de 
intereses. 

En el caso típico de un pacto social (en tanto acuerdo sobre precios y salarios), el 
sector empresarial sabe que la fijación de sus precios será compensada por el Estado vía 
subsidios directos y créditos baratos. El sector asalariado, en cambio, está mucho menos 
seguro de que su renuncia de hoy se vea gratificada en el día de mañana. Aun cuando la 
fijación de salarios sea indexada sobre la inflación, queda el problema del desempleo. Es 
improbable que el empresario tenga una percepción y un enfoque del desempleo que sea 
simétrico al del obrero. La urgencia de este problema en Chile y Perú es muy superior a 
la que tiene en Argentina y Brasil. Pero incluso en estos países se visualiza la inoperancia 
del enfoque ortodoxo de que “las ganancias significan más inversiones y las inversiones 
conllevan mayor empleo”. El desempleo aparece como un rasgo estructural de la 
economía capitalista. ¿Qué garantía puede esperar el obrero al respecto por parte de los 
empresarios y aun del Estado? En estas condiciones, un pacto aparece como 
conciliación; o sea, como una renuncia a derechos legítimos. La renuencia de los 
sindicatos uruguayos al pacto solicitado por Sanguinetti indica las dificultades de un 
“cálculo racional”. Paralelamente, cabe señalar el caso de los empresarios chilenos. 
Buscando una concertación de todas las fuerzas democráticas, un sector sindical propuso 
al empresariado la negociación de un pacto social para asegurarles la “paz social”. Aquí 
fueron los empresarios quienes no creyeron en las garantías ofrecidas. Las amenazas 
gubernamentales a corto plazo (vía control estatal del sistema bancario) predominan 
sobre las promesas sindicales a largo plazo. 

No propongo enfocar el conflicto como una lucha de clases con intereses antagónicos 
y, por tanto, incompatibles. Hay compromisos de clases en la medida en que la 
negociación de beneficios mutuos ofrezca mayor seguridad que las expectativas de una 
victoria en la lucha frontal. Un ejemplo es España donde, a pesar o precisamente a raíz 
de la recesión, una UGT proclive a la negociación ganó las últimas elecciones sindicales 
frente a las Comisiones Obreras, propicias a la confrontación. Lo que me interesa señalar 
con estos ejemplos es la fuerza de la imagen, de la percepción de amenaza. Exigir a los 
actores un cálculo de costos/beneficios estrictamente económicoracional no es realista. Al 
igual que en elecciones políticas, en la negociación de un pacto social el cálculo de 
preferencias se guía tanto por motivos locales como por representaciones globales. Ya 
Maquiavelo sabía que la política se hace con ilusiones. ¿Puede el pacto social apoyarse 
en “ilusiones” compartidas/compatibles? 

Ello nos lleva a un cuarto problema. 
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4. ¿Son todavia válidos los supuestos en que se basaba el modelo socialdemócrata del 
pacto social? Estos supuestos eran, en resumidas cuentas, dos. Por un lado, una idea de 
la economia como unica determinante del desarrollo social y, por el otro, una idea de la 
política como programación racional-centralizada del desarrollo. Había un consenso en 
torno a la posibilidad de lograr la integración social de todos por medio del crecimiento 
económico y la redistribución del ingreso; consenso que se expresa materialmente en el 
Welfare State keynesiano. Basado en este consenso se plantea el pacto social como 
control del ciclo económico y ajuste de las disfuncionalidades del mercado capitalista. 

Pareciera que aquel consenso ya no existe. Por una parte, se encuentra cuestionada la 
centralidad de la producción y el crecimiento económico. Se duda de la economía como 
factor determinante de un bienestar progresivo y, desde luego, de la misma noción de 
progreso. Junto a la búsqueda de valores materiales coexiste la preocupación por valores 
posmateriales (Inglehart).* No se trata de un fenómeno restringido al capitalismo 
metropolitano. En el Cono Sur los regímenes militares conquistaron durante cierto 
periodo el consentimiento ciudadano con base en un “milagro económico”; sin embargo, 
su posterior fracaso y el consiguiente derrumbe de las crecientes expectativas de 
consumo llevaron a un lugar prioritario la preocupación por la seguridad (Jurídica, laboral, 
policial, moral). Similar revalorización ocurrió en aspectos como la dignidad humana y la 
libertad política, que son las que orientan las luchas por la democracia en nuestros países. 
Este fenómeno no anula la demanda de desarrollo económico como un elemento 
indispensable de la propia democratización. Pero ya no se trata de un valor fijo y 
unívoco. Por abstracta que sea la invocación del desarrollo económico, hay experiencias 
concretas de las significaciones diferentes e incluso opuestas que pueden tener. Pensemos 
en Chile y las sucesivas versiones desarrollistas, socialista y neoliberal del desarrollo 
económico. 

Por otro lado y ampliando lo anterior, hay una crisis de consenso a raíz del progresivo 
y hasta explosivo proceso de diferenciación social. La democratización produce y 
fomenta una extrema variedad de intereses y necesidades, pero tiene dificultades en 
expresar los valores y objetivos de cada grupo social. Se desmorona la idea del Estado 
como síntesis moral cultural del conjunto de la sociedad. A la vez que el Estado gana 
legitimidad incorporando nuevos sectores a la ciudadanía activa, la pierde en tanto deja 
de encarnar la racionalidad colectiva. También en el Cono Sur la centralidad del Estado 
se ve cuestionada. El mismo intento del Estado autoritario por vigorizar la unidad 
nacional ha acentuado las distancias. Los hombres y mujeres de estas sociedades no se 
reconocen a sí mismos en tanto colectividad por medio del Estado; el Estado autoritario 
no es representativo. Pero Argentina, Bolivia o Perú sugieren las graves dificultades que 
enfrenta igualmente un Estado democrático. 

En resumen, el pacto social tiene como premisa un “consenso” que hace el sentido de 
tal acuerdo. Éste no pareciera existir. 
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SOBRE LA CRISIS 


Mis reservas frente al pacto social provienen de la sospecha, por cierto vaga y confusa, 
acerca del carácter de la crisis actual. El extenso uso y abuso de la noción de crisis 
inhiben su empleo. No obstante, intentaré explicitar mis presunciones en la medida en 
que todo el debate sobre el pacto social presupone un diagnóstico de la crisis. ¿Cuál 
crisis? El pacto social responde, según vimos, a una crisis cíclica de la economía. Ésta 
existe, pero no me parece ser el rasgo fundamental. En Argentina y Chile, la crisis 
económica ha hecho visible una crisis política, y por consiguiente se analiza el pacto 
social “en función de” un pacto político. La inserción del pacto en el proceso de 
democratización es correcta, pero insuficiente; falta explicar la relación de la 
democratización con la crisis. ¿Se trata realmente de una antinomia “democracia versus 
dictadura” o existe un cuestionamiento generalizado de todo ordenamiento? 

Dada la tentación de visiones apocalípticas, se impone la cautela. Y, sin embargo, da 
la impresión de que lo que está finalmente en crisis son los valores y las medidas con que 
calificamos y clasificamos lo real: una “crisis de sentido”. Quizás sea un prejuicio 
personal, pero veo en la incertidumbre (acentuada por la erosión de las rutinas bajo el 
autoritarismo) la característica más destacada en las sociedades del Cono Sur. Tanto en 
Argentina y Uruguay como en Chile y Perú, para no hablar de Bolivia, se ha vuelto 
extremadamente difícil no sólo prever el futuro, sino incluso imaginar las alternativas a la 
situación presente. La incertidumbre y el desconcierto no son una especifidad 
determinante. Ya en 1938 Antonin Artaud escribía: “Si el signo de la época es la 
confusión, yo veo en la base de esta confusión una ruptura entre las cosas y las palabras, 
las ideas y los signos que son su representación”.” Si este desmoronamiento de las 
representaciones caracteriza nuestra situación, ¿no será esta misma confusión la que 
impide especificar la crisis? 

André Béjin habla de un desmoronamiento del fundamento fiduciario de los signos de 
valores. En todos los campos de actividad, los intercambios que hasta entonces parecían 
fluidos, transparentes y previsibles, aparecen caracterizados por la viscosidad, la 
opacidad, la imprevisibilidad. La consecuencia es una contracción autárquica; la sociedad 
tiende a retrotraerse y atomizarse en un conglomerado de islas. Por un lado, islas de 
actores que transforman las diferencias sociales en fronteras protectoras y se encierran en 
una sociedad autorreferida. Por el otro, islas de actividades que ya no son 
conmensurables. En tal situación de incertidumbre y disociación ocurre, según Béjin, una 
regresión a los “respaldos” fiduciarios de los valores: al oro (en economía), al carisma (en 
política), a las revelaciones fundamentalistas (en religión), a las evidencias básicas (en la 
ciencia). 

La situación política de nuestras sociedades está llena de tales regresiones, buscando 
defenderse frente a la confusión mediante la férrea afirmación de “algo” eterno e 
incuestionable. Pero no existiendo finalmente ese hard core firme e inmutable, la misma 
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regresión desemboca en el desencanto. 


Al respecto me parece interesante el análisis que hace Paramio” de un proceso 
aparentemente expansivo e innovador: la experiencia del gobierno socialista en España. 
La crisis de los años setenta marca el límite histórico de la ideología de izquierda, 
enraizada en una idea keynesiana de control del ciclo y de redistribución de la riqueza. Ya 
no parece posible controlar el ciclo económico por medio de la creación de una demanda 
solvente. Y desde ese momento ya no es posible dar por hecho ningún progreso 
irreversible hacia la igualdad de oportunidades. El principal problema pasa a ser un déficit 
presupuestario incontrolable, para el cual Keynes no ofrece soluciones. No pareciera 
haber otra alternativa que una política de austeridad para controlar déficit e inflación. 
Según Paramio, la izquierda debe admitir que la crisis es del lado de la oferta (supply 
side), o sea, su origen reside en la reducción de la participación de las ganancias del 
capital en la renta (profit squeeze) a consecuencia de un crecimiento de los salarios 
superior al de la productividad. Por tanto, no basta con reactivar la demanda interna; hay 
que elevar la productividad. Ello tiene un aspecto negativo: cierre de empresas no 
rentables y reducción de empleo. Y un aspecto positivo, pero no necesariamente a corto 
plazo: la inversión en bienes de capital capaces de aumentar la productividad. 
Inicialmente predominarán los efectos negativos; la reconversión industrial implica 
despidos de mano de obra. Además, la caída de las ganancias disminuye las inversiones 
necesarias para relanzar, a mediano plazo, el empleo. De ahí que la reactivación 
económica exija pactos sociales destinados a fijar los límites de crecimiento de salarios 
respecto a la inflación. 

Aparte del interés que tiene de por sí la experiencia española para nosotros, lo que me 
interesa resaltar en este contexto es que —precisamente por su relativo éxito en la gestión 
gubernamental— el PSOE atraviesa una crisis de identidad sin precedentes. No tiene “una 
estrategia de largo plazo, con un modelo de sociedad definido y unos principios éticos 
claros”.” La izquierda socialista parece estar obligada a hacer lo que hace, incapaz de 
imaginar una opción alternativa. Y esta crisis de proyecto, constatada en la izquierda 
europea, la vivimos aún más dramáticamente en nuestras sociedades. 

De apuntar mis reflexiones en la dirección correcta, se plantea un tema decisivo para 
nuestro debate: la crisis de identidad. No logramos articular los diferentes aspectos de la 
vida en un contexto colectivo. El efecto más visible de ello en las sociedades del Cono 
Sur es la pérdida de arraigo social y de pertenencia colectiva. El mismo deseo de 
comunidad (aun bajo la forma de una huida a la intimidad y la autenticidad, no 
contaminadas por la “locura” del mundo social) pone de relieve la dilución de la vida 
colectiva. En esta perspectiva, la disgregación del movimiento sindical y de los partidos 
en el Cono Sur no es una simple “cuestión de organización”, un inevitable reacomodo 
postautoritario. Los llamados a la unidad no encuentran eco porque no logran invocar un 
sentido de lo colectivo en el cual pueda reconocerse y afirmar un “nosotros”. 

La misma crisis fomenta —por la urgencia de las tareas inmediatas— un pragmatismo 
crudo que no logra captar las raíces invisibles de la crisis. 
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CRISIS Y CONSTRUCCION DEL ORDEN 


La importancia del debate sobre la concertación radica en la fuerza de la autoevidencia 
que logra invocar la idea del pacto como solución de la crisis. Frente a la crisis 
económica, el pacto social aparece como la implementación de una inevitable política de 
austeridad. Frente a la crisis institucional, el pacto restablece las normas generales que 
rigen la vida social y los procedimientos que orientan la deliberación pública y las 
decisiones de autoridad. Frente a las crisis del anterior régimen democrático, el pacto 
promete un cambio del estilo político, que evitaría procesos de polarización ideológica y 
de bloqueo institucional. En todo esto, la idea del pacto recoge con sensibilidad las 
dramáticas experiencias de los últimos años y otorga al periodo de transición democrática 
una significación expresiva. 

La noción de pacto (político y social) expresa un anhelo, pero no lo elabora. 
Contrapone la democratización a la crisis, pero no articula la relación. Tal vez el gran eco 
del debate provenga justamente de la ilusión de poder esquivar (bypassing) los 
problemas de la democracia. No es el caso aquí discutir las teorías de la democracia. No 
obstante, me parece ingenuo discutir las estrategias de concertación fingiendo que no 
tratamos problemas de la teoría democrática. De hecho, el debate se inserta en una 
especie de “renacimiento liberal”; se alude al intercambio y al mercado político, se 
prefiere un Estado mínimo, simple garante de las reglas de juego, pero solicitando 
simultáneamente un Estado intervencionista, todo ello bajo la imagen de un equilibrio 
armonioso. Esta recuperación del liberalismo sería muy beneficiosa en una región que no 
lo conoció, siempre que impulsara una reflexión profunda de la política democrática. 
¿Cómo evaluar ex parte populi y no solamente ex parte principis (gobernabilidad) si las 
estrategias de concertación son factibles y deseables sin reflexionar las relaciones entre 
democracia y pluralismo, entre política y sociedad, entre participación y representación? 
En otras palabras: me pregunto en qué medida el debate no es un intento más o menos 
consciente —bajo la presión de la urgencia— de soslayar una discusión sobre la 
democratización mediante un arreglo instrumental ad hoc. 

Las estrategias de “pacto social” en particular, suelen centrarse en la gestión de la 
crisis (o, mejor dicho, gestión de la salida a la crisis) dando por supuesto la existencia de 
reglas institucionales para la formación de una voluntad colectiva. Es decir, se supone 
una racionalidad relativamente unitaria y aplicada sostenidamente en el tiempo por el 
Estado y un conjunto de actores que cooperan entre sí con facilidad. Esta premisa me 
parece errada. Predomina más bien una dinámica ciega, producto de diferentes 
intencionalidades parciales sin código común. Con alta probabilidad, la decisión resultante 
no sea una intencionalidad o racionalidad de orden superior, elaborada por el conjunto de 
los actores, sino mero efecto aleatorio, ni previsto ni deseado, de la interacción. En estos 
casos no se puede hablar de una “estrategia” propiamente tal. Para que exista una 
estrategia no puede escindirse el contenido material de la propuesta de las formas de 
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elaboración. Dicho en otras palabras: en nuestros países la resolución de la crisis y la 
construcción del orden político son procesos simultáneos.” 

La construcción del orden suele ser concebida principalmente bajo el punto de vista 
de la instauración de instancias y de procedimientos para la elaboración de las opciones y 
la toma de decisiones. Esta perspectiva es importante y hasta prioritaria siempre que se 
tengan en cuenta algunas implicaciones. Se trata de una reforma institucional; ello 
significa repensar la institucionalidad, evitando la actual escisión entre una teoría de 
sistema, incapaz de dar cuenta de la descomposición y recomposición de los sujetos, y 
una teoría de la acción, incapaz de tratar, a partir de la constitución de los sujetos, la 
institucionalización de la vida social. 

La institucionalización del conflicto implica, en los países del Cono Sur, la 
elaboración de normas constitutivas. El autoritarismo ha destruido las normas 
regulativas que gobernaban la lucha política; ésta no está acotada por límites que, 
aceptados y comprendidos por todos, marquen el horizonte de lo políticamente posible. 
Hay que crear nuevas reglas y rutinas, una nueva “gramática” de la acción política. Es 
decir, hay que redefinir de nuevo el marco de posibilidades dentro del cual la política (“el 
arte de lo posible”) es racional. 

La determinación de lo posible resulta de la interacción entre diferentes utopías, 
proyectos históricos y expectativas, diferentes concepciones de tiempo y espacio, 
diferentes conocimientos prácticos de la realidad y diferentes reacciones emocionales 
ante lo que es y lo que podría ser. Es decir, mediante la producción de las normas 
constitutivas se redefinen los códigos interpretativos de lo real. Y ello implica una 
recomposición de las identidades políticas. 

La construcción del orden no se reduce pues a una institucionalización formal. Los 
procedimientos formales adquieren valor vinculante en la medida en que descansen en 
una norma fundamental. Ello remite al espíritu de las instituciones, 0 sea, aquel 
referente trascendental o imaginario colectivo del cual se desprende la significación de 
determinada institución como un valor colectivo. 

En resumen, presumo que las estrategias de concertación fracasan si suponen la 
existencia de normas regulativas, de identidades políticas estables, de representaciones 
colectivas instituidas. En cambio, pueden llegar a ser un estilo eficaz en la medida en que 
buscan articular la dinámica propiamente institucional con estos otros “momentos” de la 
construcción del orden. 

Por último, debo llamar la atención sobre un punto que, de cierta manera, resume los 
anteriores: el rol oscuro y confuso del Estado. El debate sobre la concertación y el pacto 
consideran al Estado en tanto espacio de negociación, árbitro por encima de las partes, 
fisco compensador de las diversas concesiones, ejecutor de los acuerdos pactados. Por 
un lado, remiten al Estado por cuanto la concertación se opone justamente a la idea de 
una autorregulación societal vía mercado. Por el otro, sin embargo, desconfían del 
Estado en tanto “ordenamiento napoleónico” del proceso social. La ambivalencia refleja 
la ausencia de una concepción del Estado democrático. 
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El dilema reside en que el capitalismo no puede vivir con ni sin Welfare State.” Por 
una parte, son indispensables las intervenciones del Estado para que pueda operar la 
mercantilización de la fuerza de trabajo. Basta ver el incremento de las imposiciones 
obligatorias (impuestos y previsión social) en sociedades capitalistas desarrolladas como, 
por ejemplo, Francia. En diez años, entre 1973 y 1983, subieron de 35 a 45% del PGB, 
más que en los treinta años anteriores. Vale decir, “el nivel de vida no depende sino 
parcialmente del salario. Tiende a decrecer la importancia social de la negociación 
colectiva sobre los salarios. Ello conduce a que hoy las variaciones más sensibles del 
nivel de vida no provengan tanto del poder de compra del salario bruto como de las 
modificaciones en el régimen de prestaciones sociales, las variaciones en la tasa de 
impuesto y de las cotizaciones sociales. [...] En tales condiciones ya no es tanto la 
negociación sindical-patronal sino la política fiscal y social del gobierno lo que constituye 
el lugar decisivo del arbitraje social”.? Esta tendencia a la socialización se ve 
contrarrestada, por otra parte, por la crisis del Welfare State (sea por una sobrecarga de 
demandas sociales, sea por un cuestionamiento de la legitimidad y racionalidad de la 
intervención estatal). Las dificultades del intervencionismo estatal no se resuelven 
mediante un pacto social. Pueden ser, por el contrario, una consecuencia de él. Como 
señala Offe:”* “Cuanto más el gobierno intenta dirigir y controlar la producción y 
distribución en la persecución de los objetivos determinados por las políticas 
democráticas, tanto más depende de fuerzas cuya colaboración es indispensable para la 
implementación de tales programas y que, por tanto, pueden obstruir tal 
implementación.” Sería justamente la intervención estatal en la economía, restringiendo 
el poder y el campo de acción de los intereses corporativos, lo que incrementa la 
capacidad de los intereses económicos de influenciar —por voice o por exit (Hirschman) 
— la política estatal. 

En el Cono Sur, bajo el modelo neoliberal de un Estado a la vez fuerte (dominación) y 
mínimo (economía), el estudio de la intervención estatal ha decaído. Es cierto que el 
Estado ya no representa la unidad orgánica, la totalidad sintetizadora de la sociedad. El 
mismo fracaso del Estado autoritario lo confirma. Pero ello no significa que el Estado sea 
solamente una corporación más, similar a las otras, en un “mercado político”. Creo que 
el debate sobre la concertación y el pacto tendrá un valor sólo expresivo de los anhelos 
postautoritarios mientras no retome la anterior discusión latinoamericana sobre el Estado 
para abordar el estudio del Estado democrático. 
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* Borrador de la ponencia presentada en la reunión Crisis, transición democrática y pacto social, São Paulo, 
Centro Brasileiro de Análise e Planejamento—Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales, 1985. [Publicada más 
tarde en Novos Estudos (Sáo Paulo) 13, 1985, pp. 29-44.] 


2 El 29 de diciembre entró en vigencia la Constitución española de 1978, la cual es reconocida como un hito 
dentro del proceso de transición a la democracia luego de la muerte del dictador Francisco Franco. Propuesta por 
el Congreso de Diputados, fue ratificada por un plebiscito el mismo mes de diciembre. Instauró la monarquía 
parlamentaria y el Estado social de derecho, e incluyó el reconocimiento de los derechos fundamentales, la 
representación legislativa popular y un sistema democrático proporcional. Estableció una organización territorial 
de España basada en las autonomías de municipios, provincias y comunidades. Según el nuevo régimen, las 
diversas comunidades gozarían de una autonomía política y administrativa relativa, haciendo de la nueva 
configuración un Estado autonómico. Es este último principio el que fijó una franja de conflictualidad que no ha 
producido hasta la fecha, 2014, una forma política estable. 


> Acuerdos firmados en el Palacio de la Moncloa el 25 de octubre de 1977, entre el gobierno de España (cuyo 
presidente era Adolfo Suárez), los partidos políticos con escaños parlamentarios, las asociaciones empresariales y 
los sindicatos, con el fin de consolidar el proceso de transición a la democracia. Incluían concertaciones en temas 
políticos y económicos. El pacto garantizó al viejo orden franquista la posibilidad de su transformación y su 
inserción en el nuevo orden político. Hoy se discute en qué medida ese viejo orden sobrevive en ciertas instancias 
políticas e institucionales de la vida pública española. Al respecto, véase J. M. Maravall, La política de la 
transición 1975-1980, Madrid, Taurus, 1981; J. Tusell y A. Soto (eds.), Historia de la transición 1975-1986, 
Madrid, Alianza, 1996; J. Linz y A. Stepan, “The Paradigmatic Case of Reforma Pactada-Ruptura Pactada: 
Spain”, en Problems of Democratic Transition and Consolidation. Southern Europe, South America, and Post- 
Communist Europe, Baltimore, Johns Hopkins University Press, 1996. 


l N. Bobbio, Il futuro della democrazia, Turin, Enaudi, 1985, p. 144. 


2 H. S. Maine, Ancient Law: Its Connection with the Early History of Society, and its Relation to Modern 
Ideas, Londres, John Murray, 1861. 


2 Escribe Niklas Luhmann: “El planteamiento actual nos dice que la información es una selección de un 
repertorio (conocido o desconocido) de posibilidades. Sin esta selectividad de la información no se logra ningún 
proceso comunicativo, por minimo que se pueda mantener el valor de novedad del intercambio de noticias, como 
cuando la comunicación se realiza por ella misma o simplemente llena el vacío en una reunión. Además alguien 
debe seleccionar una conducta que notifique esta información, deliberada o no premeditadamente. Lo decisivo es 
que la tercera selección se puede basar en la diferenciación entre la información y su notificación. Como esto es 
decisivo y como la comunicación sólo se puede entender sobre esta base, llamaremos (de manera un poco 
inusual) al receptor ego y al emisor alter [...]. 

”La diferencia entre información y conducta de notificación abre por sí sola extensas posibilidades para el 
análisis. Dado que ambas requieren interpretaciones con sentido, el comunicador alter se ve ante un dilema. Dos 
enlaces incompatibles se ofrecen a su autocomprensión. Respecto de la información, se tiene que comprender a 
sí mismo como parte del mundo con sentido, en el cual la información es correcta o falsa relevantemente: la 
notificación es válida, puede ser entendida. Como alguien que notifica, tiene que otorgarse a sí mismo la libertad 
de hacerlo o no [...]. Dieter Heinrich llama a esto “distancia entre su posición de sujeto y su pertenencia al 
mundo” [...]. 

”Desde el punto de vista de la sociología, esta distancia, sin embargo, no es un fenómeno primordial, y la 
filosofía antes de Kant no sabía nada de ella. No la vemos como facticidad de la situación trascendental, sino 
como efecto de que ego comprende la conducta de alter como comunicación y que por ello le concede aceptar 
esta distancia. Por supuesto, no se trata aquí de la cuestión de a quién se le ocurrió por primera vez ver de esta 
manera la situación: a ego o a alter. Lo importante es que sólo la socialidad de la interpretación de esta situación 
genera esta aporía [...]”, N. Luhmann, Sistemas sociales: lineamientos para una teoría general, México, 
Universidad Iberoamericana—Alianza Editorial, 1991, pp. 154-155. 
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2 Véase A. Foxley, Algunas condiciones para una democracia estable: el caso de Chile, Santiago, Cieplan, 
1982. 


3 Véase A. Pinto, “Consensos, disensos y conflictos en el espacio democrático-popular”, Mensaje (Santiago) 
319, 1983. 


4 Á. Flisfisch, Reflexiones algo oblicuas sobre el tema de la concertación, Santiago, Centro de Estudios del 
Desarrollo, 1984a, p. 18. 


5 J. Elster, Ulises y las sirenas: estudios sobre racionalidad e irracionalidad, México, Fondo de Cultura 
Economica, 1989. 

6 F. Hinkelammert, “Democracia y derechos humanos” (manuscrito), San José (Costa Rica), Departamento 
Ecuménico de Investigaciones, 1984. 


7 A. Przeworski, “Ama a incerteza e serás democrático”, Novos Estudos (Sáo Paulo) 9, 1984. 


2 Lechner desarrolla la idea de Tocqueville sobre la cohesión espiritual y religiosa en la democracia, en el 
apartado “Pluralismo y voluntad colectiva” del texto “El sistema de partidos en Chile: una continuidad 
problemática”, incluido en este mismo tomo, pp. 231-268. 


8 C. Filgueira, Mediación política y apertura democrática en el Uruguay, Documento de trabajo, Montevideo, 
Ciesu, 1984, pp. 16 ss. 


2 En la base de la Alianza Democrática estuvo el pacto establecido entre la Democracia Cristiana y las 
agrupaciones socialistas. En 1983 se firmó el Manifiesto Democrático por parte del Partido Socialista, la 
Democracia Cristiana, el Partido Radical, la Unión Socialista Popular y los Liberales. En el Manifiesto se 
encontraba la exigencia de la salida de Pinochet del poder y la instauración de una Asamblea Nacional 
Constituyente. 


> El Pacto del Club Naval se firmó el 3 de agosto de 1984 después de once años de gobiernos militares. Dicha 
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2 
PROBLEMAS DE LA DEMOCRACIA Y LA 
POLITICA DEMOCRATICA EN AMERICA 
LATINA* 


I. UNA MIRADA HISTÓRICA: LA FRAGILIDAD DE LA DEMOCRACIA 


1. Etapa de modernizaciones 


Las primeras décadas del siglo representaron para la mayor parte de los países de 
América Latina el comienzo de la etapa de modernización estructural. En la base de esas 
evoluciones existieron procesos de industrialización capitalista, comenzados más 
temprano o más tarde. 

En los países más avanzados de América Latina los procesos de industrialización 
comenzaron en el periodo de entreguerras o, cuando más tarde, durante la segunda 
conflagración. En general la temporalidad fue la siguiente: aparecieron tímidamente entre 
1914 y 1938 para expandirse durante la guerra, cuando se aflojaron los lazos de 
dependencia entre los países centrales y los países satélites. La aparición temprana de la 
industrialización en países como Brasil, Argentina y Chile está relacionada con un relativo 
aprovechamiento de la etapa primario-exportadora. El auge del comercio mundial a fines 
del siglo pasado permitió que esos países vivieran, en un momento todavía temprano de 
su desarrollo social, una gran activación económica; ella permitió una temprana 
diversificación de la estructura social y, en algunos casos, un importante desarrollo 
estatal. El salitre en Chile, el trigo y la carne en Argentina y Uruguay, el café en Brasil, 
fueron palancas de importantes cambios sociales. 

La pujanza exportadora fue produciendo paulatinamente cambios en la estructura de 
clases que debilitaron a la sociedad tradicional. Ella estaba caracterizada por pautas 
rígidas de estratificación, por el carácter oligárquico de la dominación política, por el 
predominio ideológico de un liberalismo conservador y por las trabas impuestas al acceso 
a la educación. 

En general el comercio mundial se benefició de la paz relativa y del fuerte desarrollo 
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económico que conoció Europa desde el ultimo cuarto de siglo hasta el estallido de la 
primera Guerra. Durante ese periodo se conocieron enormes avances científico- 
tecnológicos, se modificaron los procesos de trabajo y las formas de producción, se 
consolidó el sistema colonial y se afianzó la constitución del mercado en el ámbito 
mundial, proceso posibilitado por la independencia de Estados Unidos a fines del siglo 
XVIII y especialmente de la América española y portuguesa en el siglo XIX. Desde la 
guerra francoprusiana de 1870 hay prácticamente cuarenta años de paz estable, quebrada 
solamente por algunos enfrentamientos circunscritos como la guerra rusojaponesa o los 
conflictos por límites en el propio continente. 

Los países menos desarrollados de América Latina, que en general coinciden con los 
que se habían beneficiado menos con el auge exportador, conocieron una 
industrialización más tardía. Ellos comenzaron el despegue después de la segunda Guerra 
Mundial o durante ella. La profundización del desarrollo capitalista coincidió con el 
reordenamiento del sistema mundial bajo el impulso de las empresas transnacionales. 
Éstas no solamente buscaban mercados para colocar sus productos manufacturados, sino 
además pretendían controlar los procesos domésticos de producción. El espacio para una 
industrialización sustitutiva de importaciones se achicaba o se redefinía. 

Pero sea cual fuere el momento del despegue, todas las sociedades latinoamericanas 
experimentaron, unas desde el periodo de entreguerras y otras más tarde, importantes 
procesos de modernización estructural. En algunos casos el desarrollo del aparato estatal, 
la evolución educacional o la diversificación de la estructura de clases precedieron a la 
industrialización, en otros fueron el resultado de ese proceso. Pero en las dos 
circunstancias las sociedades latinoamericanas dejaron de estar centradas en la hacienda 
y en la Iglesia, se urbanizaron y también se secularizaron. Lo importante es que esos 
procesos de modernización e industrialización se hicieron bajo ciertas condiciones. 

En la mayor parte de los casos pueden encontrarse rasgos comunes: 

a) el papel del Estado tanto en el fomento de la industrialización como en el desarrollo 
de políticas de integración social que favorecieron el control o la institucionalización 
política de las clases populares; 

b) la conformación de un proletariado sobre la base de la migración rural más que 
sobre la base de la descalificación del artesano; 

c) el agotamiento del liberalismo como ideología de las clases dominantes y, 

d) la formación de un nuevo bloque dominante constituido por latifundistas y 
burgueses. 

Para analizar el desarrollo político de América Latina y la cuestión de la democracia, 
se requiere examinar con mayor detalle el problema de las reorientaciones ideológicas 
conectadas con la modernización. 


2. Las ideologías dominantes 
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En la mayor parte del continente el liberalismo habia sido la ideologia modernizadora del 
siglo pasado. En Chile la pugna ideológica del siglo XIX fue entre el conservadurismo 
autoritario, encarnado en Portales, y el liberalismo. Éste luchaba por ampliar los 
derechos individuales, por controlar el absolutismo presidencial, por secularizar la 
sociedad, limitando el poder civil de la Iglesia. Desde la década del sesenta el liberalismo 
fue dominante en el terreno político y fue adquiriendo hegemonía dentro del bloque 
dominante y de su personal político. En el caso chileno, a él se debieron una serie de 
importantes reformas políticas, como la libertad religiosa, el papel privilegiado del Estado 
en la celebración de los actos civiles, el mejoramiento de la legislación electoral. Esa 
situación se repitió en otros países de América Latina donde también el liberalismo fue la 
ideología modernizadora del siglo pasado. 

Pero este liberalismo era dual: propiciaba las libertades individuales y políticas, 
fomentaba el librecambismo, el /aissez faire, el abstencionismo estatal. Esa orientación 
era perfectamente compatible con la orientación exportadora de la economía y con las 
reglas que predominaban en el comercio internacional. Pero ese abstencionismo, que 
doblaba el aspecto progresista referido a las libertades políticas, fue una seria limitación. 
Por una parte impidió que los gobiernos implementaran en la fase del auge exportador 
proyectos de desarrollo apoyados desde el Estado, donde se utilizaran productivamente 
los excedentes generados o las divisas disponibles. Por otra parte, esa ideología actuó 
como un velo que dificultó la conciencia sobre la necesidad, como condición para superar 
la crisis del modelo exportador, de modificar las relaciones Estado-economía. Se dejó que 
la situación se arrastrara durante un largo periodo, hasta alcanzar en los años treinta una 
dimensión catastrófica. 

El liberalismo del siglo xx había perdido su carácter progresivo y se había convertido 
en una ideología conservadora, de carácter defensivo y de contención. En ese sentido era 
incapaz de resolver los nuevos problemas, aunque podía darles la vuelta y evadirlos. 
Entre esos problemas estaba el agotamiento de la economía primario-exportadora y el 
surgimiento de las clases populares, reprimidas y excluidas, tratadas como parias pero 
que progresivamente se volvieron actores. Un liberalismo cuyos componentes principales 
eran el laissez faire y el Estado guardián que no tenía ya eficiencia como camino para la 
modernización de las nuevas sociedades latinoamericanas que iban surgiendo de las 
catástrofes sociales y políticas provocadas por la gran depresión. 

En consecuencia, los procesos de modernización e industrialización debieron 
realizarse bajo otro signo ideológico. Esa nueva configuración, que puede definirse como 
desarrollismo, combinaba elementos diversos. Entre ellos estaba el keynesianismo 
económico, el estatismo y, a veces, el populismo. Bajo esa denominación pueden 
agruparse la mayor parte de los movimientos o partidos que impulsaron los procesos de 
modernización con industrialización sustitutiva apoyada en el Estado. Aun expresiones 
ideológicas que parecieran a primera vista escapar a esa clasificación calzan 
perfectamente con el tipo, por ejemplo, el peronismo* y el getulismo? o el socialismo 
chileno de la década del cuarenta. Los dos primeros representan la vertiente nacional- 
populista del desarrollismo que tiene una visión integrativa de la sociedad y un enfoque 
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relativamente autoritario de la dirección política requerida por los procesos de desarrollo. 
El último representa la vertiente marxista al estilo Segunda Internacional. Pero ambas 
variantes tienen en común, entre otras cosas, una cierta visión del progreso, del papel del 
Estado y un cierto antiliberalismo, con mayor énfasis en los derechos sociales que en los 
individuales. 

Los principales ejes ideológicos del desarrollismo son una visión de la historia como 
progreso, que es su herencia de la Ilustración; la idea de que el desarrollo social pasa por 
la industrialización; la valoración del Estado, no solamente en cuanto generador del orden 
sino en cuanto integrador social, lo cual implica una ampliación de la esfera estatal; la 
idea de que la racionalización cultural, que sería el resultado de la modernización de las 
estructuras económicas y sociales, produciría la estabilización del orden político y la 
eliminación de las formas cesaristas de la política. 

En casi toda América Latina esos procesos de modernización quedaron incompletos. 
Siempre adoptaron el carácter de cambios promovidos desde arriba, a veces con 
movilización de masas pero casi siempre sin revoluciones político-sociales, con las 
notables excepciones de México y más tarde de Bolivia. Cuba, que es otro caso, buscaba 
claramente superar el esquema de reformas y modernización del desarrollismo. 

Las nuevas clases económicas predominantes, surgidas de la modernización 
industrialista, representaron la fusión en un todo de sectores burgueses localizados en la 
industria, el comercio y las finanzas con los sectores terratenientes. Esta mezcla explica el 
carácter semiburgués de las clases dominantes del continente y las dificultades que éstas 
tienen para participar en la competencia abierta por el poder político. 

Esta doble realidad ha marcado el desarrollo social de América Latina. La 
modernización y la industrialización desencadenada en las primeras décadas del siglo y 
profundizada en las etapas posteriores significaron cambios en las relaciones campo- 
ciudad, en la estructura de clase, en el acceso a oportunidades, en las ideologías y el 
Estado. Al mismo tiempo, el carácter trunco e incompleto de esos procesos de 
modernización produjo un tipo particular de clases dominantes, sostenidas casi siempre 
en el carácter precapitalista del desarrollo agrario. Esta mixtura de modernización y 
tradicionalismo, de cultura burguesa con cultura oligárquica, marcó la evolución política 
del continente. 


3. Las formas políticas 


Esos procesos de modernización no se realizaron bajo una modalidad política única. Tres 
fueron las formas principales: el caudillismo militar (Pérez Jiménez,* Rojas Pinilla,” 
Odría”), el nacional-populismo (Perón y Vargas) y la democracia representativa (Chile y 
Uruguay hasta 1973, Venezuela desde 1958,* Colombia desde la instauración del sistema 
de alternancia, Costa Rica). La vigencia de cada una de estas modalidades puede 
relacionarse analiticamente con las formas de constitución de la estructura de clases. 
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Los caudillismos militares casi siempre tienen relación con la debilidad del sistema de 
mediaciones. En muchas sociedades latinoamericanas, durante algunos periodos de su 
evolución histórica las instituciones castrenses fueron el único orden institucional vigente 
entremedio de la atomización y desorganización generalizada. La incapacidad de crear 
instituciones tiene que ver con la dificultad de constituir intereses e identidades colectivas, 
de construir un nosotros que supere la dispersión de los intereses individuales, el caos de 
los fraccionamientos inorgánicos. Es por ello, además de por el monopolio de la fuerza, 
que los militares proveyeron durante algunos periodos liderazgos duraderos. Los 
proyectos podían tomar formas muy diferentes, como las que en el caso peruano 
existieron entre Leguía, con su cariz desarrollista, y Odría, que representó un mero 
proyecto de preservación del orden por la fuerza. Pero más allá de las diferencias, esos 
caudillismos, tan comunes en la década de los cincuenta, representaron un proyecto 
conservador, de carácter defensivo, los cuales se sostenían sobre la fragilidad de las 
clases dominantes para crear partidos que les permitieran participar en la competencia 
política, dentro de una sociedad profundamente modificada por la industrialización. 

En las experiencias nacional-populistas quizás se repita la misma situación básica, una 
de cuyas expresiones es una debilidad del sistema político. En todo caso, constituían 
experiencias muy diferentes a las de los caudillismos militares. En este caso no se trata de 
proyectos conservadores cuyo centro es la preservación del orden en sociedades 
sometidas a rápidos procesos de cambio. Al contrario, se trata de proyectos que buscan 
conciliar transformaciones sociales con integración social. Para ello combinan gobiernos 
fuertes con políticas de organización obrera y estrategias de movilización nacionalista. Sin 
ser regímenes estrictamente dictatoriales son, por lo menos, regímenes de semiexclusión 
de la oposición, de crítica a los partidos y a la acción política en nombre de la unidad 
nacional. De una forma explícita o tácita representan el desarrollismo autoritario en cuya 
base opera la idea de que en las sociedades atrasadas resultan imposibles las fórmulas de 
democracia representativa, por la falta de un desarrollo político de clases y la tendencia a 
una política de círculos, camarillas o grupos, o a una política de caudillos. 

En verdad, el régimen democrático representativo ha florecido poco en el continente, 
quizás porque requiere una racionalización de la acción social y una secularización 
ideológica que ha escaseado. Sin embargo, la modernización estructural, con procesos de 
industrialización, urbanización y elevación del nivel educacional, mejoró las condiciones 
de afincamiento de la democracia. A comienzos de la década del cincuenta los ejemplos 
de Uruguay, Chile y Costa Rica constituían excepciones absolutas. A fines de esa misma 
década la situación había cambiado. En Venezuela en 1958 se había estabilizado un 
orden democrático; ese mismo año Colombia consiguió establecer un arreglo 
representativo limitado pero eficiente para contener la violencia; Brasil con Kubitschek 
parecía haberse recuperado del recuerdo de Vargas y con ello de las tentaciones 
cesaristas; Argentina había exorcizado a Perón y estaba gobernada por Frondizi: por un 
tiempo se soñó en la democracia recuperada. A fines de la década del cincuenta casi 
todos los países estaban dirigidos por gobernantes civiles. La caída de Batista en 1959 y 
el derrocamiento de la dinastía Trujillo en 1960 parecían signos anunciadores de una 
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nueva época. 

Pero se trató de una ilusión, cuyo derrumbe demuestra que la democracia no tiene 
relaciones lineales ni con la modernización ni con la expansión económica. En el curso de 
la década del sesenta el panorama alentador de finesdel cincuenta se había oscurecido. El 
golpe militar en Perú de 1962* y en Ecuador de 1963,” la caida de Goulart en 1964" y la 
ascensión al poder de Onganía” en 1966 revelan la fragilidad de las esperanzas 
democráticas. La aparición en 1968 de un régimen militar desarrollista como el de 
Velasco Alvarado representa un signo de los tiempos. Los militares brasileños y 
argentinos ya habían empezado a justificarse como expresiones de una racionalidad 
superior: el desarrollo capitalista exigía reaccionar contra el populismo. A su vez los 
militares peruanos resucitan las fórmulas nacional-populistas que se suponían carentes de 
viabilidad en la nueva etapa del desarrollo capitalista mundial. Pese a las diferencias de 
los proyectos, se buscaba leer en la historia que el desarrollo sostenido necesitaba de una 
autoridad fuerte; que la política de partidos y de competencia por el poder generaba 
ineficacia y ruptura de la unidad. 

El auge y caída, la estabilidad o el carácter efímero de la democracia política, ¿qué 
relación tiene con los procesos económicos? Podría pensarse que la industrialización, en 
la medida en que necesitó del desarrollo de mercados internos y de la difusión del 
consumo de productos manufacturados, creó condiciones favorables para el 
financiamiento de la democracia política. El ciclo tomaría la forma de una curva 
ascendente, seguramente no muy pronunciada, pero casi sin quiebres. La 
industrialización y la modernización consolidarían a las instituciones representativas, 
proporcionando la base material de los compromisos de clase. 

Pero el movimiento real no tuvo esa dirección. En la década de los sesenta se observa 
un reflujo. Éste se profundizó durante la siguiente década, con los regímenes que 
O”Donnell' bautizó como burocrático-autoritarios. La posibilidad de afincamiento de la 
democracia dependió, en primer lugar, de la capacidad de integrar políticamente a las 
clases populares y de elaborar compromisos interclasistas. Esa capacidad varía según la 
fuerza o debilidad del sistema partidario, el cual tiene el papel de canalizar las demandas 
y expectativas inevitablemente generadas por los procesos de cambio acelerado o de 
modernización estructural. Cuando no existen instituciones políticas de mediación sólidas 
u organizaciones sociales intermedias, el crecimiento de las expectativas genera conflictos 
sociales, frustraciones, sensación de crisis. Casi siempre esos síntomas, tomados como 
causas, suscitan reacciones de pretorianismo conservador. El ejemplo mexicano es muy 
claro: se trata de un caso exitoso de estabilización política conseguido por la fortaleza del 
sistema partidario, pero con detrimento del pluralismo y de la movilización. Lo 
interesante es que el cuasi monopolio de un partido único no ha derivado en un sistema 
político ineficaz para contener los conflictos. La debilidad del sistema político y del 
Estado, la incapacidad de los partidos para operar como mecanismos eficientes en la 
intermediación de las clases sociales, está en la raíz de su inestabilidad política. Al 
contrario, Chile y Uruguay fueron los paradigmas estables, los países que habían 
soportado exitosamente los embates de un periodo de rápidos cambios sociales. 
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Pero desde principios de la década del sesenta esos paises entraron en otro registro 
político. Después del golpe militar en Chile el panorama se oscurece aún mas. Por esa 
fecha solamente Colombia, Venezuela, Costa Rica y República Dominicana tenían 
democracias con más de diez años de vida. Lo que saltaba a la vista eran los nuevos 
regímenes militares, caracterizados por alta represión y proyectos tecnocráticos. 

Pero si bien la evolución política de cada país fue muy diferente, tanto en su 
temporalidad como en los regímenes imperantes, hay puntos en común. Uno de los 
principales fue la expansión del Estado. Éste deja de ser considerado sólo como guardián 
y defensor del orden público. Pasa a asumir roles de control y fomento de la actividad 
económica, un papel tutelar en las relaciones capital-trabajo, funciones educativas y de 
fomento cultural, adopta un papel redistributivo que realiza mediante las políticas sociales 
y de la fijación de salarios. Esta expansión del Estado está en la base de la “estadolatría”, 
de una percepción racionalizada o espontánea del Estado como síntesis social. Además 
de ése, hay otro importante punto en común. En 1930 y 1970 hubo un mejoramiento de 
las condiciones de vida de los sectores populares que no siempre estuvo acompañado de 
una democratización política. La industrialización no siempre produjo un orden político 
representativo estable, pero siempre modernizó la estructura social, diversificó las 
funciones del Estado, desarrolló una presencia organizativa popular. 

La industrialización de América Latina se hizo en un momento histórico de 
reorganización ideológica mundial, producto de las guerras, las revoluciones socialistas, el 
auge de la socialdemocracia, el fracaso del fascismo, la expansión de las teorías y 
políticas keynesianas como respuesta a la crisis del 29 y a los movimientos cíclicos de la 
economía capitalista. En el periodo de entreguerras se vivió la crisis del liberalismo 
individualista y con ella se hizo común la crítica al “capitalismo salvaje” de la jornada de 
doce horas, del trabajo infantil, de la ausencia de un papel activo del Estado en la 
regulación de las relaciones laborales. La primera Guerra puso en jaque el optimismo del 
progreso y contribuyó a disolver la buena conciencia burguesa que veía en el capitalismo 
la llave del progreso ininterrumpido. El triunfo bolchevique en 1917 y la ola 
revolucionaria que recorrió Europa entre 1918 y 1920, cuyo eco en América del Sur 
fueron las rebeliones populares de Buenos Aires y la Patagonia en 1919, produjo la 
imagen de una amenaza plebeya que había que conjurar mediante cambios y reformas en 
la legislación social. Esas nuevas concepciones e ideologías surgieron primero en países 
como Uruguay, Argentina y Chile, pero eran el reflejo de una nueva época. Cuando los 
diferentes países de América Latina comenzaron sus procesos de desarrollo industrial ya 
no era posible tratar el problema obrero (la llamada cuestión social) utilizando los puros 
mecanismos represivos o coercitivos del Estado guardián. 


4. Desarrollo social y democracia 


El desarrollo capitalista de América Latina está marcado por esos ejes contradictorios. Se 
realiza en una época en que aparecen estériles las ideologías del liberalismo individualista 
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y empiezan a primar las ideologías desarrollistas, con su rechazo del laissez faire y su 
visión del Estado como factor de integración social. 

Sin embargo, esos procesos de modernización se realizan en convivencia con el atraso 
agrario, con elementos oligárquicos sobrevivientes del pasado, con clases dominantes 
sólo parcialmente burguesas que tienen ideologías conservadoras y una visión autoritaria 
del orden. 

La debilidad de la democracia, la tendencia al caudillismo que envuelve soluciones 
cesaristas, tiene que ver con esa mixtura y sus consecuencias. Entre ellas la precariedad 
de los partidos y de los grupos intermedios, la debilidad de los elementos culturales sobre 
los cuales debe basarse la racionalización de la acción social. En la cultura política 
latinoamericana son débiles el pragmatismo o realismo histórico, el cálculo de 
oportunidades, la racionalidad técnica (relación medios-fines), el uso estratégico de los 
recursos de poder. En vez de eso, existe una concepción religiosa de la política, en la cual 
se tiende a absolutizar los fines y a reemplazar la deliberación racional por las creencias. 

En el fondo el predominio de ese ethos fundamentalista explica la sobreideologización 
de la política que existe en algunos países y la vitalidad que adquirieron las ideologías 
revolucionarias neoburguesas de tipo nacionalista o ultraliberal. 

El desarrollo futuro de la democracia estará marcado por dos hechos: a) las huellas 
dejadas por experiencias neoliberales que, con o sin dictaduras, proliferan en el 
continente, y b) los efectos de la recesión y del endeudamiento externo. 

Solamente algunos países experimentaron las revoluciones neoburguesas que 
implantaron políticas económicas acentuadamente monetaristas, antimtervencionistas y 
librecambistas. Pero todos los países del continente vivieron el auge del neoliberalismo y 
el ocaso del desarrollismo; todos conocieron el despliegue de ideologías tecnocráticas, 
que a nombre de la racionalidad económica quisieron arrasar o arrasaron con las políticas 
sociales, con la industrialización sustitutiva. Casi todos aprovecharon la liquidez del 
mercado financiero internacional, producido por la necesidad de reciclar los petrodólares, 
para contraer enormes deudas que se utilizaron a veces, como en Brasil y México, para 
modernizar la industria; otras veces, como en Chile y Argentina, para modernizar el 
consumo o para construir imperios económicos. 

En los países en donde estas nuevas élites tuvieron el poder, como Chile, Uruguay y 
Argentina, provocaron cambios sociales importantes, en especial transformaciones en los 
perfiles de estratificación. El fenómeno más corriente fue una disminución de la clase 
obrera industrial y un aumento del sector terciario y una diversificación del estrato 
intermedio por la enorme expansión de una tecnocracia con ingresos muy altos. Los 
patrones de consumo y los niveles de expectativas de esos grupos superan por mucho los 
de la antigua clase media. 

Esas transformaciones de la estructura social generadas por las políticas neoliberales 
no son las únicas. Es necesario consignar dos cambios más, los cuales también son más 
nítidos en los países donde ha habido dictaduras militares. Ellos son el 
redimensionamiento del Estado, especialmente notable en Chile, y los cambios en la 
conciencia política. Los países del Cono Sur son sociedades con un trauma, el de los 
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derechos humanos y la violencia politica. La deliberación racional y la investigación 
judicial de esos problemas son las únicas formas posibles de elaborar el trauma y de 
impedir la entronización del terror, como en Centroamérica. 

Si no cambia la situación actual, las decisiones económicas tomadas por las élites 
tecnocráticas en los años de la gran liquidez pesarán sobre el desarrollo político del 
continente en los años venideros, muchos años más que los que dure la recesión 
internacional. 

El peso del servicio de la deuda externa creará en los años venideros una situación 
muy difícil para la reactivación de las economías nacionales y, por ende, para los 
compromisos interclasistas basados en la repartición de beneficios económicos o de 
políticas sociales expansivas. 

Ello plantea el problema de una resignificación de la democracia en términos 
diferentes a los de la redistribución. La democracia política ha tendido a ser 
fundamentada como una competencia por el poder destinada a permitir una distribución 
más equitativa de cargas y beneficios. En el futuro habrá que enfatizar mucho más la 
democracia como sociabilidad política, como posibilidad de deliberación racional y de 
participación, que como medio de conquistar para los grupos dominados mejores 
posiciones en la pugna por sus intereses económicos. 


II. Los ESTILOS POLÍTICOS 


El análisis histórico de la política en el continente muestra la diversidad de las formas 
políticas que se combinan con los procesos de industrialización y modernización y revela 
también la fragilidad de la democracia. Antes de reflexionar sobre las condiciones de la 
democracia en América Latina es indispensable estudiar las formas de hacer política que 
han prevalecido en diferentes épocas, a veces como formas únicas, y casi siempre 
sobrepuestas y entrelazadas. 

Pueden distinguirse seis estilos. La noción de estilo se refiere de una manera sintética, 
unificando ideología y práctica, a la forma como la acción política trata de articular el 
proceso social. 

La clasificación propuesta no pretende ser exhaustiva, sino sólo ayudar a describir a 
grandes rasgos ciertas dinámicas. 


1. El estilo liberal 


A cada estilo subyace cierta concepción de la sociedad y su desarrollo. El estilo liberal 
toma a la sociedad por un orden natural que, similar a la naturaleza, no requiere ser 
legitimado. Su evolución debe ser cultivada y eventualmente corregida y protegida, pero 
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sin que los hombres puedan pretender construir deliberadamente el futuro. Se confia al 
despliegue de las leyes del mercado y sus instituciones (la propiedad privada y el 
contrato) el ordenamiento autorregulado de la vida social. Si, de acuerdo con el postulado 
liberal, las interacciones sociales realizan de por sí la integración de los distintos aspectos 
del proceso social, la política debe restringirse a instaurar y garantizar el marco normativo 
que permita el desarrollo de la libertad individual, principio constitutivo y verdadero 
motor de la vida en sociedad. 

Al confiar en la espontaneidad creativa de los individuos y su intercambio mercantil, el 
estilo liberal puede desencadenar una dinámica muy fructífera en lo individual, pero 
sumamente peligrosa para la colectividad. Su exacerbada desconfianza del poder estatal 
es históricamente ingenua, y sobre todo en una región donde la sociedad en general ha 
sido construida a partir del Estado, teóricamente falaz. Ni el individuo es por naturaleza 
un Homo economicus ni es el mercado la forma espontánea de interacción social. En su 
memorable obra sobre el desarrollo capitalista, Karl Polanyi mostró convincentemente 
que la idea liberal del mercado autorregulador es una utopía y que el intento de realizarla 
requiere una fuerte intervención (represión) estatal, intento que conduce inevitablemente 
al fracaso en tanto provoca la desintegración de la vida colectiva. No se puede establecer 
el “libre mercado de trabajo” exigido por la utopía liberal porque la fuerza de trabajo no 
es una mercancía como las demás. Al tratarla exclusivamente como mercancía no se 
tiene en cuenta el sistema de valores y normas sociales en que se desenvuelve el sistema 
económico. 

El estilo liberal, refiriéndose fundamentalmente al individuo, no considera a la 
colectividad y, por consiguiente, no sabe plantearse la reproducción colectiva como tarea. 
Todas las sociedades históricamente conocidas se estructuran en torno a la reproducción 
de la vida colectiva, por diferente que sea su principio constitutivo. Ello también vale 
para la sociedad capitalista: el “gasto social” no es una beneficencia compensatoria, 
posterior y externa al proceso de producción, sino el supuesto de su funcionamiento. En 
este sentido, el Estado de bienestar o Estado asistencial es un hecho irreversible (aunque 
no lo sean las políticas keynesianas de realizarlo). 

El error del estilo liberal de hacer política es ignorar la importancia de la intervención 
estatal para asegurar la reproducción de la sociedad en tanto orden colectivo. Un error 
que ya quedó de manifiesto en el derrumbe del /aissez faire decimonónico y que 
recientemente el neoliberalismo repitió con consecuencias dramáticas. No obstante, cabe 
rescatar no solamente la tradicional preocupación liberal por la libertad individual sino 
también su contexto actual: la actividad estatal, si bien indispensable, puede llegar a ser 
excesiva en tanto atrofia la iniciativa individual (transformando al ciudadano en un 
consumidor narcisista) y conduce a una sobrecarga (financiera y administrativa) del 
mismo Estado. 


2. El estilo corporativo 
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La intervención socioeconómica del Estado es hoy día un hecho irreversible porque, /) el 
“derecho a la vida” es reconocido universalmente como un derecho de todos y, sin 
embargo, 2) la reproducción colectiva ya no puede descansar en los mecanismos 
tradicionales (clan familiar, comunidad territorial, organizaciones filantrópicas), destruidos 
progresivamente por la misma modernización capitalista, ni 3) tampoco es asegurada por 
un mercado segmentado, sin dimensión nacional en muchos aspectos y en otros 
gobernados por una lógica transnacional. En estas circunstancias el Estado asume la 
responsabilidad colectiva, compensando las disfuncionalidades de un desarrollo 
económico (capitalista) que está basado en la racionalidad privada. 

Ahora bien, el mismo hecho de que el Estado de bienestar sea un referente 
constitutivo de nuestros países (por restringida que sea su implantación en muchos de 
ellos) conlleva nuevos problemas. Aparte del crecimiento acelerado del gasto fiscal y del 
aparato administrativo, la responsabilidad social por la reproducción colectiva conlleva 
una creciente politización y juridificación de la vida social. La red de seguridad social (en 
sentido lato) va acompañada de una compleja red de “derechos adquiridos” y una no 
menos frondosa trama legislativa. La política se vuelve una difícil y cada vez más 
burocratizada negociación entre intereses creados. 

El estilo corporativo responde a la existencia de diferentes intereses sociales que 
buscan acordar un equilibrio mediante la organización de dichos intereses y la 
negociación entre los intereses organizados. A diferencia del enfoque liberal, es un estilo 
sensible a la reproducción social de la colectividad, pero que no logra plantear 
adecuadamente la articulación de la diversidad social. 

Podemos distinguir un estilo corporativo más estatista donde la organización y 
negociación de los intereses sectoriales se desarrolla en la esfera estatal, ya sea en el seno 
de un partido dominante (el PRI mexicano) o mediante un sistema de partidos (Chile hasta 
1973). En los dos países el estilo corporativo muestra capacidad integradora en la medida 
en que le precede un gobierno central relativamente fuerte. Pero el caso chileno muestra 
también el permanente peligro de sobrecargar los mecanismos  redistributivos 
(económicos y simbólicos) del Estado. Por otra parte, en Argentina, Bolivia o Uruguay 
encontramos un corporativismo más societal. Habiendo sido los recursos del Estado 
históricamente más débiles, las organizaciones sociales gozan de mayor autonomía. Su 
competencia no encuentra en la frágil institucionalidad política un ámbito de mediación y, 
por tanto, provoca tendencias centrífugas, produciéndose situaciones de equilibrio 
catastrófico, fruto de un “derecho de veto” capaz de bloquear, pero no de dirigir un 
cambio social. En el primer caso, el estilo corporativo filtra las demandas sociales de 
acuerdo con la dinámica de la competencia política. En el segundo caso, el estilo 
corporativo no logra trascender la expresión y defensa de un interés sectorial. En ambos 
casos, hace de la diferenciación entre sociedad política y sociedad civil una escisión; 
escisión que termina por debilitar la credibilidad del sistema político y anular su capacidad 
de decisión. 

Los defectos del “pluralismo corporativista” están a la vista. Es una forma de hacer 
política que tiende a /) estabilizar las desigualdades existentes, solucionando los 
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problemas del desarrollo socioeconómico a costa de los intereses mas débiles, no 
organizados o no organizables, 2) deformar la conciencia politica al fomentar un egoismo 
ciego a una visión global, 3) distorsionar la agenda de las cuestiones sociales al entregar 
su definición a las organizaciones establecidas, y 4) agravar la pérdida de control 
ciudadano sobre las instancias que finalmente deciden las condiciones sociales de vida. 
Cabe agregar 5) que en situaciones de escaso crecimiento económico y, por ende, 
estrechos márgenes de redistribución, el estilo corporativo verá debilitarse su base 
organizacional, tendencia que buscará compensar mediante una mayor agresividad en los 
de por sí frágiles procesos de negociación colectiva. 


3. El estilo clasista 


Si bien el estilo corporativo asume la pluralidad de los intereses sociales, crea un 
pluralismo restringido al statu quo. No considera la estructura de dominación propia a 
todo orden y la consiguiente exclusión (relativa o radical) de ciertos grupos sociales. Éste 
es, en cambio, el ámbito privilegiado del estilo clasista. 

Distinguimos dos tipos diametralmente opuestos. Hay un estilo clasista liberal, 
fundado en la supuesta incompatibilidad de la democracia de masas, basada en el 
sufragio universal e igual, y la libertad individual, definida por la propiedad privada y el 
“libre” trabajo asalariado. Frente a las amenazas igualitarias de una sociedad de masas y 
la eventual “tiranía de las mayorías”, las clases dominantes desarrollan un estilo clasista 
destinado a excluir a las denominadas “clases peligrosas” de la comunidad política. La 
homogeneidad de ésta es asegurada institucionalmente mediante algún tipo de 
“democracia vigilada” bajo tutela militar. 

En el polo opuesto se encuentra el estilo clasista-revolucionario, interpretando en clave 
leninista ciertas características de buena parte de la región: una situación de subdesarrollo 
donde las clases dominantes marginan a importantes sectores de la población (más 
campesina que obrera) y donde, complementariamente, la fuerza del aparato estatal no 
tiene arraigo en la estructura sociocultural. Considerando el ya mencionado predominio 
de la dimensión estatal en tantos países junto con la heterogeneidad estructural de la 
sociedad, no sorprende el atractivo de un estilo que tematiza justamente tal constelación. 
A diferencia de los otros estilos reseñados, aquí se plantea explícitamente la cuestión del 
poder. Visualizando las raíces de la dominación expoliadora en la estructura económica 
capitalista, se enfoca el desarrollo en términos de una revolución social, pero llevada a 
cabo mediante el poder estatal. El estilo político adquiere así un carácter instrumentalista, 
sea como una suerte de “corporativismo de clase” rervindicando mejoras frente al Estado 
o bien como una técnica revolucionaria que impulsa el cambio social desde el Estado. En 
ambos casos, los objetivos y los actores de la acción política se encuentran 
predeterminados por la estructura económica. 

El estilo clasista no percibe la creatividad de la política en tanto proceso de decisión 
acerca de los objetivos del desarrollo social ni en cuanto proceso de constitución de los 
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sujetos de la accion social. Por eso, el estilo clasista-revolucionario ofrece una estrategia 
eficaz para denunciar las estructuras de explotación y exclusión, pero se muestra mucho 
más inepto para plantear los problemas que enfrenta la construcción de un nuevo orden. 


4. El estilo tecnocrático 


Plantear la cuestión del poder en el marco de lo posible significa plantear la elaboración 
de una voluntad colectiva acorde a la creciente complejidad de nuestras sociedades. En la 
última década todos los países latinoamericanos han vivido profundos procesos de 
transformación y diferenciación sociales que a su vez exigen una complejización de la 
política. 

Una respuesta al desfase entre los métodos políticos en uso y los múltiples desafíos 
que presenta una realidad social cada vez más entramada y, por ende, también más 
vulnerable a la improvisación y a los errores de dirección, es el estilo tecnocrático. Su 
propósito es adecuar la política a la complejidad social; su procedimiento consiste en 
tratar las cuestiones sociales en tanto cuestiones técnicas. Con lo cual la política queda 
reducida a una técnica gobernada por la racionalidad medio-fin. Si a cada problema 
técnico corresponde una y solamente una solución (el óptimo), las decisiones políticas 
consistirían en la elección racional entre medios alternativos para un fin determinado. 
Este tipo de racionalidad formal no se pregunta por la constitución de un tema en 
problema social ni por la definición de los fines. Esta forma de hacer política no da 
cuenta de los “filtros” que seleccionan las cuestiones sociales (quiénes, cómo y cuándo 
las definen como issues) ni de la determinación de los objetivos del desarrollo social 
(para qué y quiénes sirven las metas fijadas). Perdiendo de vista los conflictos en torno a 
la definición de los problemas y sus soluciones, el sentido tecnocrático menosprecia el 
carácter especificamente político de las decisiones. Se trata de un estilo que asume de 
manera explícita la complejidad propia a la creciente intervención estatal, pero sólo al 
precio de un distanciamiento todavía mayor entre el proceso de elaboración y toma de 
decisiones políticas y el sentido común del “hombre de la calle”. 

La participación del ciudadano es reemplazada por el análisis del experto. La aparente 
neutralidad técnica del estilo facilita su despliegue bajo regímenes autoritarios. La 
invocación de la técnica permite escamotear el carácter interesado de toda decisión 
política y, en nombre de la ciencia (económica), descartar la discusión pública sobre los 
intereses en juego. Si la decisión se desprende de una “verdad” científica entonces, en 
efecto, cualquier deliberación pública no sería sólo superflua sino nefasta. No puede 
haber una legítima divergencia de interpretaciones si la realidad social fuese unívoca: la 
disidencia deviene subversiva o simplemente “locura”. 

Estilo tecnocrático y autoritarismo se refuerzan mutuamente en tanto ambos recurren 
a la técnica y la ciencia como principios legitimatorios. Sin embargo, las formas 
tecnocráticas de hacer política también se dan en regímenes democráticos. Ya a 
comienzo de siglo analistas tan distintos como Max Weber y Rosa Luxemburgo 
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visualizaban la creciente burocratización de los partidos en una democracia de masas. Un 
sistema competitivo de partidos tiende a desarrollar un estilo tecnocrático por dos 
razones. Por un lado, la competencia entre los partidos se dirime principalmente en la 
contienda electoral de acuerdo con un criterio formal: la maximización de votos. Para 
triunfar en las elecciones y acceder al gobierno, el partido debe orientar su programa 
hacia las oportunidades que le ofrece el “mercado político”, esto es, conseguir el máximo 
de votos apelando al mayor número de votantes. Tratará pues de diversificar al máximo 
la oferta, agregando todas las demandas que estime electoralmente rentables, sin importar 
su heterogeneidad. Los partidos abandonan así su perfil ideológico para convertirse en 
máquinas electorales a la vez que un personal profesional de alta especialización desplaza 
a los antiguos “hombres públicos”. Por el otro lado, la competencia electoral se 
complementa con la negociación parlamentaria; la fuerza de un partido es medida por su 
capacidad negociadora respecto al aparato estatal y a los demás partidos y no por una 
representación expresiva de sus miembros. También bajo este punto de vista, el partido 
deviene una burocracia especializada y centralizada, generalmente reclutada en 
organizaciones administrativas (administración pública, gerentes empresariales, directivas 
sindicales) y, por lo mismo, relativamente reacia a una participación política masiva. 

Tal vez la profesionalización de los políticos y la burocratización de los partidos 
modernos sean algo inevitable considerando las complejas tareas de legislación y 
gobierno. Sin embargo, como destaca Claus Offe, no cabe olvidar el precio: una 
acelerada erosión de las identidades políticas y del “sentido del orden”. El estilo 
tecnocrático aísla al sistema político del hombre de la calle que, a su vez, se siente más 
“cliente consumidor” de la política que su “productor”. El enclaustramiento de las 
instituciones políticas y la privatización de las relaciones sociales forman una tenaza que 
rompe el flujo entre el ámbito social y el político. 


5. El estilo personalista 


La debilidad mayor del estilo tecnocrático radica en reducir la racionalidad de la acción 
política a una racionalidad formal. De esta manera establece una antinomia entre la 
“razón de Estado” y la “irracionalidad de las masas”, entre política y sociedad, 
provocando la disgregación del orden social. Esta brecha trata de ser salvada por el estilo 
personalista (o ““populista””) sobre la base de una relación lider-masas. El fenómeno del 
liderazgo carismático es seguramente uno de los estilos más recurrentes en la historia 
latinoamericana, pero también de los más difíciles de estudiar. 

Respondiendo a una crisis y recomposición del universo cultural y sicosocial, el 
liderazgo carismático aflora tanto en fases de modernización acelerada, dando expresión 
política a nuevos sectores sociales (el denominado “populismo”), como en situaciones de 
modernización frenada donde la destrucción de una densa estructura social produce 
procesos de aguda descomposición y anomia (el Cono Sur actualmente). Aquí, más que 
el caudillo tradicional, nos interesa lo que podría denominarse “cesarismo plebiscitario” 
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en tanto reacción al estilo corporativo y/o tecnocrático. Su actualidad radica en llamar la 
atención sobre ciertas dimensiones de la política habitualmente no consideradas. 

Lo específico del estilo personalista es percibir que las masas se mueven más por 
pasiones y creencias que por intereses y cálculos. No trata al espacio político como un 
mercado sino que lo constituye como una suerte de religión profana. Es un estilo que da 
cuenta del fenómeno de “masas” apelando a las motivaciones emocionales y morales de 
la acción, a las representaciones simbólicas e imaginarias acerca del sentido de la vida y 
el lugar de cada cual en el mundo. Sensible (aunque no de modo consciente) a la miseria 
de hombres y mujeres que sufren la pérdida de sus lazos de arraigo social y de 
pertenencia colectiva, angustiados por la ausencia de certezas básicas que permitan 
trascender la inmediatez de las cosas, el estilo personalista se apoya en la fuerza de la 
palabra, simple y vaga, pero capaz de resucitar imágenes cargadas de deseos y 
aspiraciones. La figura del lider encarna una creencia fija y estable, que elimina dudas e 
incertidumbres y despierta adhesiones afectivas permitiendo estabilizar y organizar los 
lazos sociales de una muchedumbre fluctuante. 

La fuerza de este estilo es reconocer los aspectos supuestamente irracionales de la 
acción social: los afectos y las pasiones, los mitos y rituales, en fin, ese horizonte de 
símbolos y utopías por medio del cual la sociedad se concibe a sí misma en tanto 
colectividad y se proyecta a futuro. De esa necesidad de arraigo y pertenencia, de 
creencias compartidas —necesidades no satisfechas por los estilos “racionalistas”— se 
alimenta el estilo personalista de hacer política. 

Su debilidad es descansar en una conducta mimética: la identificación de las masas 
con el líder. Viviendo la política como imitación, no tiene lugar un proceso de 
aprendizaje. Al contrario, la veneración del líder y de la esperanza que él encarna suele 
dar lugar a un mesianismo intolerante. Por medio de la figura del lider-padre las masas 
son organizadas como colectividad, pero ello no implica la formación de una subjetividad 
autónoma ni un reconocimiento de y por los otros sujetos colectivos. 


6. El estilo militarista 


Lo específico del liderazgo carismático es acceder al sustrato psíquico y cultural de la 
acción política y estructurar una identidad colectiva. Sin embargo, generalmente se trata 
de una identidad ficticia que sólo se afirma a sí misma por medio del líder. El espesor 
afectivo del compromiso con el jefe produce una enorme cohesión interna del in-group 
junto con una separación radical respecto al out-group. Un lider carismático unifica, pero 
también divide. Y ambos procesos se dan con una intensidad casi religiosa, que sacraliza 
lo propio y demoniza lo ajeno, descartando la idea misma de una negociación. Lo que es 
una tendencia del estilo personalista es el fundamento del estilo militarista: la polarización 
social. 

En toda sociedad dividida las relaciones sociales son conflictivas. Los conflictos 
devienen guerra cuando el ser de un sujeto depende de que el otro sujeto no sea. Cuando 
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las divisiones sociales son interpretadas como reciprocamente excluyentes (libertad o 
comunismo, socialismo o fascismo), la pugna politica deviene una guerra a vida o 
muerte. Cada sujeto extrae su “razón de ser” de la muerte del otro. Esta lógica de la 
guerra no se limita a una situación bélica; produce una sociedad militarizada. Es decir, 
todo proceso social es percibido como una lucha entre amigos y enemigos, entre el orden 
y el caos. En tal situación sólo cabe hablar de política en tanto continuación de la guerra 
con otros medios. 

Es propio del estilo militarista una reivindicación de verdad absoluta con el 
consiguiente espíritu de cruzada: someter al enemigo, aniquilar al hereje, convertir al 
engañado y extirpar, de una vez para siempre, el mal. Es un estilo que no reconoce la 
libertad del otro y que, por lo tanto, no acepta diferencias de opinión ni negociación de 
intereses. Disciplinando a unos y excluyendo a otros, desencadena una dinámica de 
“sociedad cerrada” (rigidez doctrinaria, jerarquías burocratizadas, desconfianza social, 
etc.) que vuelve muy difícil la elaboración de alternativas. De ahí que —aparentemente 
paradoja— el estilo militarista tenga una eficiencia decisional muy baja. 


UI. PROBLEMAS DE LA DEMOCRACIA 


1. Sociedad politica, Estado y sociedad civil 


a) Combinaciones de estilos políticos 


Los tipos de estilos políticos que se han identificado precedentemente —liberal, 
corporativo, clasista-liberal, clasista-revolucionario, tecnocrático, personalista, militarista 
— han caracterizado los procesos políticos en los países latinoamericanos durante las dos 
últimas décadas, de manera aproximada. 

Ciertamente sería difícil identificar una situación nacional, dentro de determinados 
límites temporales, respecto de la cual se pudiera decir que ella ejemplifica un caso 
caracterizado por la presencia excluyente de uno solo de estos estilos. 

En la realidad, estos estilos se han presentado articulados entre sí en combinaciones 
diversas. Se puede hablar, entonces, de patrones o pautas relativamente complejos, que 
integran dos o más estilos, donde ciertos estilos son preponderantes o principales y otros 
ocupan posiciones secundarias o subordinadas. 

Por otra parte, y dada la inestabilidad de los órdenes políticos latinoamericanos, lo 
más probable es que, durante el transcurso de los últimos veinte años, la observación de 
un caso nacional particular muestre no el predominio continuo de una única pauta sino, 
por el contrario, una sucesión de ellas, indicativa de las rupturas y transiciones que han 
caracterizado al proceso político. En el cuadro 1 se señalan algunas combinaciones de 
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estilos, ejemplificadas mediante algunos casos nacionales que constituyen ilustraciones 
plausibles de ellas. 

No obstante, más que este ejercicio clarificatorio, que por lo demás posee sólo un 
valor heurístico, lo que interesa destacar son las deficiencias de las distintas 
combinaciones concebibles. 

Al analizar cada estilo por separado, se indicó que ninguno de ellos es satisfactorio, si 
bien pueden constituir respuestas inacabadas y parciales a problemas efectivos planteados 
por la necesidad de ordenar social y políticamente las respectivas sociedades nacionales. 
El estilo liberal es incapaz de responder a la tarea de la reproducción colectiva; el 
corporativo encierra dificultades serias para superar los efectos desintegradores de la 
contienda entre intereses parciales mediante la definición de intereses generales 
políticamente viables y provistos de eficacia histórica; el clasista-liberal carece de 
potencialidades integradoras, viéndose forzado a afirmar la diversidad social como mera 
heterogeneidad y a recurrir a respuestas crecientemente represivas frente a los procesos 
seculares de movilización de masas que caracterizan a las sociedades contemporáneas; el 
clasista-revolucionario, al acentuar unilateralmente la dimensión de poder de la acción 
política, produce un tipo de dominación rígida y dura, con bajísimas posibilidades de 
evolución, según lo prueban en general las experiencias de los así llamados socialismos 
reales; el estilo tecnocrático termina por escindir el sistema político o sociedad política de 
la sociedad civil, distorsionando e incluso excluyendo demandas sociales, afectando la 
elaboración política de ellas y su conversión en intereses comunes; el personalista, 
además de implicar dificultades serias para la institucionalización y continuidad de un 
orden, conduce a una mera manipulación de masas, desprovista de oportunidades reales 
para la constitución de autonomías políticas efectivas; finalmente, el estilo militarista lleva 
a una sociedad cerrada, altamente represiva y ordenada según una lógica de la guerra, 
conllevando a la vez un paradójico efecto perverso: una baja eficacia decisional. 


CUADRO 1. Estilos 


Dominantes Secundarios Ejemplo 


Chile 1973-1984 
Argentina 1976-1983 


Chile 1970-1973 


1. Clasista-liberal; militarista Tecnocrático, personalista 


2. Clasista-revolucionario  Tecnocrático 


Nicaragua 
3. Clasista-revolucionario Personalista Cuba 
4. Tecnocrático Clasista-liberal, corporativo Colombia 
3. Corporativo Tecnocrático Venezuela 
6. Corporativo Clasista-revolucionario, personalista Bolivia 1982-1984 
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Se podria pensar que lo que cada estilo por separado no puede entregar, si podrian 
hacerlo determinadas combinaciones de ellos. Sin embargo, la experiencia histórica 
latinoamericana muestra cómo diversas combinaciones o fracasan, cediendo rápidamente 
su lugar a una nueva, o tienen desempeños altamente insatisfactorios en relación tanto 
con necesidades y demandas que son socialmente muy reales, como frente a problemas 
agudos planteados por el medio ambiente político y económico internacional. 

A nuestro juicio, la razón de esos fracasos y pobres desempeños reside en que 
ninguno de los estilos enumerados o las combinaciones concebibles entre ellos posee la 
capacidad de hacer plasmar y dar eficacia histórica a un principio de ordenamiento 
político que resuelva el problema de las relaciones entre sociedad civil, sociedad política 
y Estado, tal como esas relaciones se han constituido históricamente en los países 
latinoamericanos. 


b) La movilización de masas 


En la constitución histórica de esas relaciones, hay un fenómeno capital que es necesario 
subrayar: los procesos de movilización de las masas, componentes de grupos socialmente 
subordinados, que es coetánea con la crisis y ruptura de las formas de dominación 
características del Antiguo Régimen colonial y decimonónico, formas de dominación que 
en varios casos se prolongaron hasta bien entrado el presente siglo. 

Sin perjuicio de la existencia de fenómenos de rebelión popular observables durante 
los periodos colonial y republicano, se puede afirmar que la condición de las masas 
subordinadas a lo largo de esos periodos fue, 1) la de masas insertas en relaciones de 
dominación profundamente asimétricas y estables, que les procuraban escasos grados de 
libertad para maniobrar y definir estrategias frente a los grupos dominantes, y 2) la de 
masas básicamente excluidas de los procesos de construcción del Estado y de los 
procesos políticos en general. Esa condición de excluidos fue lo suficientemente radical 
como para que aun su papel de masa de maniobra en guerras coloniales, guerras civiles, 
motines urbanos o procesos electorales haya sido relativamente marginal. 

Para algunos, la crisis y ruptura del Antiguo Régimen implicó simplemente la 
transición a nuevas formas de dominación, preservándose la estabilidad y asimetría 
profunda de las relaciones de dominación, como asimismo la condición de exclusión 
política. 

Una visión alternativa, preferible a la anterior, es la de que la transición a nuevas 
formas de dominación implicó /) una reinserción en relaciones sociales con una 
alteración significativa de la asimetría anteriormente existente y, por consiguiente, con un 
aumento nada despreciable de la capacidad de maniobra y de comportamiento estratégico 
frente a los grupos dominantes, a la vez que 2) las masas de dominados comenzaron a 
abandonar aceleradamente su condición de exclusión política. 

El abandono de la condición de exclusión política ha tenido, sin duda, un componente 
manipulativo importante: con frecuencia las masas dominadas han desempeñado el papel 
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de masas disponibles o de maniobra para los fines y cálculos de grupos dominantes de 
origen tradicional o moderno. Sin embargo, aun esta inserción en la vida política, por 
imperfecta y poco autónoma que pueda parecer, ha venido produciendo efectos de 
consideración. 

El primero de estos efectos es el de que esas masas constituyen hoy día un dato de la 
situación política que ningún actor político —élites partidistas, élites militares, etc.— 
puede ignorar sin pagar un alto costo. En consecuencia, la política tiene como uno de sus 
referentes centrales la existencia de masas que se encuentran en un estado de 
movilización, manifiesto o latente, que es ya un proceso sociopolítico secular e 
irreversible. El segundo reside en que esas masas están sólo relativamente disponibles, es 
decir, su utilización como recurso de poder no es gratuita sino que implica un precio a 
pagar por quien quiera utilizarlas con éxito. 

Vale la pena destacar el último punto. Las masas dominadas han alcanzado, como 
punto más alto de su presencia política, una intervención mediatizada por élites 
autónomas respecto de ellas —tanto por el origen social de esas élites como por la 
distancia sociopolítica y político-cultural entre élites y masas—, pero que se imputan a sí 
mismas la representación de masas, es decir, hablan y actúan en nombre de esas masas. 
Con más frecuencia, se ha tratado de fenómenos políticamente más cínicos, esto es, más 
manipulativos y desprovistos de ese sentido de imputación a las masas de sus 
supuestamente auténticos intereses, expresados en los componentes doctrinarios o 
ideológicos del discurso de las élites. No obstante, en uno y otro caso el carácter 
necesariamente conflictivo de los procesos políticos ha implicado una competencia de 
ofertas políticas que para atraer y movilizar masas —bajo la forma de votos u otras— se 
ven llevadas a responder a demandas y necesidades masivas. En parte esa respuesta se 
ha orientado hacia la consolidación de redes clientelares, o hacia la generación de nuevas 
redes clientelares, capaces de distribuir beneficios a niveles individuales o microgrupales. 
Pero también ha consistido, de modo importante, en decisiones generales que crean 
derechos y oportunidades de manera general (económicas, laborales, sociales, políticas, 
etcétera). 

Esta creación de nuevas oportunidades, conjuntamente con el carácter más abierto de 
las formas contemporáneas de dominación, ha originado un proceso de reciente creación 
y expansión de ámbitos de autonomía en la sociedad civil. 


c) Relaciones sociedad politica-sociedad civil 


Desde el punto de vista de segmentos de grupos dominantes, es tradicional hablar en 
América Latina de sociedades civiles fuertes frente a Estados y sociedades politicas mas 
débiles. Para ilustrar esta situación, el caso argentino ha llegado a ser casi un lugar 
común. En efecto, en su evolución los segmentos de grupos dominantes de la sociedad 
civil argentina han sido relativamente independientes del Estado y la sociedad política, 
configurando a estos últimos como instrumentos, inestables y poco institucionalizados, de 
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una lógica socioeconómica de dinamización del Estado nacional —entendido como 
sinónimo de formación social— que se desarrolló con bastante autonomía. E 
inversamente, se citan casos de sociedades civiles relativamente débiles, al extremo de 
ser constituidas ya desde el Estado ya desde la sociedad política. Claramente, las 
relaciones entre los componentes de la tríada en cuestión exigen análisis más finos. El 
cuadro 2 presenta algunos patrones de relaciones posibles, ilustrándolos con ejemplos 
plausibles. 

Ciertamente los tipos de relaciones entre sociedad civil, sociedad política y Estado que 
cristalizan previamente a la movilización de masas determinan en grado importante la 
modalidad de relación que comienza a configurarse posteriormente. Las relaciones 
preexistentes influyen tanto como datos institucionales que las estrategias de 
posmovilización masiva tienen que considerar, como en cuanto tradicionales político- 
culturales premunidas de eficacia histórica. 

No obstante, la movilización de masas conduce a la política a un esfuerzo que no es 
sólo de adaptación de condiciones anteriores. De hecho, la lleva a alterar la configuración 
de relaciones existentes o a reforzar notablemente uno de los tres polos. 


CUADRO 2 
Dominante Subordinada Débil Ejemplo 
1. S. política Estado S. civil Chile, c. 1983 
2. Estado S. civil S. política Bolivia, c. 1952 
3. S. civil Estado, s. política Argentina, c. 1950 


El efecto de la movilización de masas en la relación de la mencionada tríada se 
descompone en dos fases: 7) una primera, de duración variable, en que se refuerza 
notablemente el Estado, que de manera premeditada o impremeditada se convierte en 
instrumento para la organización de segmentos importantes de las masas dominadas, por 
la mediación de una sociedad política crecientemente subordinada, o con gran autonomía 
respecto de una sociedad política débil; 2) una segunda, en la que el proceso de 
organización de segmentos de masas dominadas comienza a generar una pretensión de 
autonomía, con éxitos variados frente al Estado y la sociedad política, fenómeno que se 
asocia con procesos de debilitamiento del Estado y de debilitamiento o aun de 
destrucción de la sociedad política. Esta etapa dura hasta hoy, y pensamos que en 
algunos casos más incipiente, en otros más avanzada, plantea el desafío central a la 
acción política progresista en los países latinoamericanos. 


d) La fase estatista 


Durante la primera fase, el rol desempeñado por la sociedad política ha sido variable, 
pero en la mayoría de los casos ha experimentado dos tipos de transformaciones: 1) 
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creciente subordinación al Estado, o cada vez mayor debilitamiento, dependiendo del tipo 
de configuración previamente existente; 2) adquisición por la política de un sentido u 
orientación por la noción de partido único, movimiento político excluyente o partido 
dominante. 

Lo anterior se observa con claridad en casos extremos como el chileno, donde la 
mediación política partidista entre Estado y organización de masas dominadas fue 
importante. En efecto, y pese a ello, hay que destacar en este caso: 7) que estos procesos 
de organización, tanto para el movimiento sindical como para el campesino, tuvieron 
como condición de posibilidad instrumentos estatales diversos; 2) que entre 1938 y 1973 
el Estado se refuerza considerablemente, subordinando de manera asimismo creciente a 
la sociedad política, lo cual manifiesta con claridad el carácter progresivamente 
presidencialista del régimen, la inequívoca tendencia al cesarismo plebiscitario y el 
debilitamiento progresivo del parlamento; 3) y que hay indicadores de que la política 
comienza a adquirir un sentido de partido único, como el desplazamiento del centro 
politico tradicional por un partido con tendencias excluyentes y monopólicas 
(Democracia Cristiana), y la cristalización en la izquierda de un estilo político clasista- 
revolucionario. 

En general, podría decirse que esta fase de estatismo creciente y transformación de la 
sociedad política en términos de surgimiento de orientaciones de partido único o 
predominante, articulada deliberadamente o no con procesos de organización de masas 
movilizadas a partir de diversos instrumentos estatales —legislación laboral y sindical, 
reformas agrarias, etc.—, se presenta en casi todos los países, con ritmos, 
temporalidades y evidentemente peculiaridades nacionales muy distintas. 

El varguismo brasileño podría considerarse una de las expresiones más tempranas de 
este fenómeno. Igualmente el caso de la temprana institucionalidad del sistema político 
mexicano en torno al PRI como partido predominante o cuasi único. El peronismo en 
Argentina y la revolución nacionalista boliviana liderada por el MNR deberían clasificarse 
como ilustraciones de puntos álgidos de la fase en cuestión. Dictaduras como las de 
Rojas Pinilla en Colombia o Pérez Jiménez en Venezuela pueden interpretarse como 
equivalentes funcionales respecto del papel desempeñado por movimientos como el 
peronismo o el MNR boliviano, y también procesos tan tardíos como el liderado por 
Torrijos en Panamá o el velazquismo peruano. 

Ciertamente, y aparte de casos recalcitrantes como el de Uruguay —difícil de 
interpretar a la luz de estas consideraciones—, la fase en cuestión no se agota en la etapa 
signada por el ascenso y auge del partido, movimiento o dictadura, con sentido de partido 
único, que es fundamental en el robustecimiento del Estado y en provocar y hacer 
cristalizar los procesos organizativos masivos en la sociedad civil Con vaivenes y 
reflujos, las transformaciones aludidas establecen datos institucionales y auténticas 
tradiciones, que siguen operando, haciéndose efectivas aún en la actualidad. Los vaivenes 
y reflujos, que considerados desde un punto de vista de corto plazo y sujeto a los 
avatares y contingencias de la coyuntura aparecen como rupturas y discontinuidades 
dramáticas que revierten el curso de la historia, probablemente no son más que eso: 
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vaivenes y reflujos en un proceso secular de organización de masas dominadas, que es 
necesariamente provocado por el hecho de su presencia politica y de nuevas situaciones 
de dominación social, más débiles y complejas que las anteriores, y transformadas por la 
continua acción de esa presencia y las crecientes capacidades organizativas que van 
adquiriendo. 

A nuestro juicio, la consolidación de esta fase origina dos fenómenos destacados: 

1. Un fenómeno de creciente robustecimiento de una sociedad civil anteriormente 
débil, o de notable reforzamiento de una sociedad civil que, desde el punto de vista de la 
acción de segmentos diversos de grupos dominantes, se había constituido como fuerte. 

Este efecto es paradójico, porque los procesos de organización de las masas 
dominadas presentan una relación de dependencia importante respecto del Estado y su 
acción, mediada, bien por una sociedad política compleja y multipartidista, o por un 
movimiento o partido que aspira a fusionarse con el Estado. 

En consecuencia, a primera vista estos procesos aparecen desprovistos de autonomía 
en un grado significativo. Es decir, precisamente como lo contrario de lo que en general 
se entiende por una sociedad civil fuerte. 

No obstante, no hay que olvidar que la existencia de capacidades o competencias 
organizativas, difundidas masivamente, es un prerrequisito para obtener autonomías 
importantes en el seno de la sociedad. La tendencia a organizarse autónomamente en los 
grupos sociales, o segmentos de ellos, supone algo así como la acumulación de un capital 
cultural, esto es, de un conjunto de orientaciones para la práctica y un cierto saber hacer, 
y ese capital se origina y se reproduce ampliamente mediante la experiencia y el 
aprendizaje obtenidos en los mismos esfuerzos por organizarse o asociarse. 

En consecuencia, y si bien aparentemente la sociedad civil se debilita por el 
predominio de tendencias estatistas, en otro nivel de la realidad se fortalece, y ello en un 
doble sentido: a) porque surgen nuevas organizaciones o fenómenos asociativos, 0 se 
robustecen algunos antes debilitados (por ejemplo, comunidades campesinas de orígenes 
coloniales o precolombinos), que constituyen datos institucionales nuevos que son 
potencialmente recursos para acciones colectivas cualitativamente distintas de las del 
pasado; y b) porque las masas dominadas comienzan a adquirir competencias 
organizativas que son prerrequisitos para la autonomía asociativa. 

2. Un fenómeno de predominio de un estilo corporativo en las formas de hacer 
política. 

El robustecimiento de la sociedad civil recién aludido es una de las condiciones de esta 
corporativización. La adquisición de visibilidad política por “nuevos intereses”, que sólo 
se explica porque estos intereses comienzan a organizarse y la política tiene que contar 
con ellos, fuerza algún tipo de respuesta, y la corporativa es una de las respuestas 
posibles, aunque por cierto no la única. 


e) Reforzamiento de la sociedad civil y corporativismo 
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Hay otras condiciones que favorecen la selección de esa opción entre el conjunto de las 
posibles. 

Una de esas condiciones viene dada por la influencia de ideologías corporativistas, 
mediada por la experiencia histórica de los fascismos. Las etapas álgidas de esta fase — 
aquellas signadas por el ascenso y auge del movimiento, partido o régimen con sentido de 
partido único— son las experiencias históricas más tempranas, y que por ser anteriores 
en el tiempo devienen paradigmáticas, se relacionan históricamente con los fascismos y 
ello no pudo dejar de influir. 

Sin embargo, tanto en el caso de las experiencias latinoamericanas paradigmáticas 
como en las más tardías que de algún modo se inspiran en ellas, esa influencia no operó 
en un vacío nacional interno sino que interactuó con condiciones sociopolíticas 
específicas. De éstas, cabe destacar que el reclutamiento de las élites políticas que 
protagonizan la fase que comentamos no se hace a partir de las mismas masas dominadas 
sino primordialmente desde: /) las élites políticas tradicionales, 2) instituciones como las 
fuerzas armadas y 3) segmentos de intelligentsia, cuyos orígenes sociales están en los 
grupos dominantes o en las así llamadas clases medias emergentes. 

Esta modalidad de reclutamiento confiere a la posición sociopolítica de estas élites una 
notable ambigiedad. Si bien en determinadas circunstancias pueden llegar a herir 
intereses dominantes importantes —por ejemplo, mediante procesos expropiatorios como 
nacionalizaciones o reformas agrarias—, hay en ellas una disposición acentuada a buscar 
y poner en ejercicio modalidades no antagónicas de articulación de intereses y de 
resolución de conflictos entre intereses. En este sentido, el estilo corporativo se presenta 
como un expediente a la mano, que tiende a subrayar, en el plano ideológico al menos, 
relaciones funcionales y cooperativas por oposición a relaciones de antagonismo. No 
obstante, frente al estilo corporativo existe la opción por un estilo democrático- 
deliberativo no plebiscitario, con un énfasis marcado en la sociedad política como 
mediación elaboradora de intereses sectoriales o segmentarios en intereses sociales 
generales. Que esta opción haya sido recurrentemente desechada tiene que ver con otro 
orden de condiciones. 


f) Papel del Estado en la política de América Latina 


Lo característico de la fase que hemos esbozado consiste en un debilitamiento de la 
sociedad política y su subordinación a un estatismo creciente. Ello se explica porque las 
estrategias sociopolíticas puestas en juego se orientaron hacia el Estado y su 
instrumentalización, lo cual obedece a su vez o bien al hecho de que la sociedad política 
existente ya era débil —en algunos casos prácticamente inexistente—, o porque ella 
reflejaba, con un grado importante de endurecimiento, los patrones tradicionales de 
dominación social. Para ponerlo en términos institucionales, el Estado apareció como una 
instancia privilegiada en cuanto a los grados de libertad y a las oportunidades de 
innovación que ofrecía, frente a parlamentos que expresaban una correlación de fuerzas 
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ya ilusoria en virtud de la desintegración de la constelación de poder tradicional. En la 
vision de las élites, era mucho mas facil hacer las cosas desde el Estado que arriesgar una 
estrategia prologada de recomposición de la sociedad política. Como subproducto, 
plasmó una noción del cambio social en que el lugar clave era el Estado, desde donde se 
podían implementar políticas que destruyeran las condiciones socioeconómicas de la 
dominación. La reforma de la sociedad política se seguiría, entonces, casi mecánicamente 
de la reforma de la sociedad. 

De esta manera, no hay nada de extraño que frente a la necesidad de buscar un 
momento de síntesis para el conjunto de la sociedad —es decir, de una elaboración de 
intereses particulares capaz de convertirlos en intereses generales—, el Estado fuera 
considerado como el locus de esa síntesis. Dadas las circunstancias, en alguna medida 
era forzoso que así ocurriera. 

La cuestión de si el Estado contemporáneo, altamente tecnoburocratizado y 
estructurado en términos de un modelo organizativo casi militar, pueda servir de lugar 
institucional para esa síntesis es algo teóricamente abierto, que carece de respuestas 
abiertas. 

En todo caso, lo que sí está fuera de dudas es que la idea de Estado que ha permeado 
la cultura política latinoamericana durante los últimos ciento y tantos años es 
particularmente inadecuada para el fin de un Estado como lugar institucional de la síntesis 
social. 

Esa idea es la que connota la concepción napoleónica de Estado, que a su vez es 
heredera directa del Estado absolutista. En América Latina, esa concepción ha gozado de 
plena hegemonía cultural y sólo muy recientemente se divisan esfuerzos, por lo demás 
frágiles e incipientes, por cuestionarla. 

A la pregunta de cómo se institucionaliza un espacio capaz de provocar síntesis de los 
intereses sociales que luchan entre sí —síntesis que obviamente serán siempre 
temporales y tentativas—, la concepción napoleónica de Estado sólo ofrece dos 
respuestas, ambas ideológicas en el sentido que no logran afectar prácticamente, en su 
expresión más cotidiana, la particularidad de los intereses: /) el Estado como momento 
simbólico de unidad, momento de unidad que es argumentado a partir de elementos 
míticos, metáforas religiosas o figuras personales, y 2) el Estado como vehículo de 
intereses generales, develados tecnocráticamente e imputados a la sociedad como sus 
auténticos intereses. 

Ambas respuestas han sido ensayadas en América Latina, durante la fase que 
comentamos y posteriormente, origmando predominancias temporales de un estilo 
personalista en el primer caso —personalismo que ha sido tanto de personas como de 
partidos o movimientos—, y de un estilo tecnocrático en el segundo. 

En ambos casos las respuestas ensayadas han producido efectos. El recurso al Estado 
como momento simbólico de unidad se ha empleado, con éxitos discutibles, para 
enfrentar problemas de legitimidad política. Si bien los logros de continuidad y estabilidad 
políticas han sido la excepción, esos ensayos han perdurado por la constitución de 
identidades colectivas ya casi tradicionales, o simplemente como tradiciones 
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sociopolíticas provistas de alguna efectividad. Por su parte, la imposición de verdades 
generales, tecnocráticamente develadas, desde el Estado ha sido un factor efectivo de 
modernización o, más en general, de cambio. 

Salvo casos excepcionales como el argentino, donde la modernización quizás ha 
procedido en parte importante con independencia de actividades estatales, la acción 
tecnoburocrática estatal ha sido el agente por excelencia del cambio. 

Lo que ninguno de los dos tipos de ensayos ha logrado afectar es la heterogeneidad de 
intereses (organizados) y la creciente corporativización que resulta de ello. Los primeros 
porque carecen de eficacia para hacerlo, y los segundos porque su carácter de 
exterioridad, intelectualmente construida e impuesta de forma coercitiva, sólo por azar 
podría calzar adecuadamente con los requerimientos de síntesis existentes en la sociedad. 
Aun en los casos en que se han puesto en práctica políticas homogeneizadoras globales, 
como en Cuba, la persistencia de la necesidad del Estado y la forma de dominación 
política que se asocia a él en cuanto a descansar en niveles altos de represión, muestra 
los límites del estatismo tecnocrático. Un Estado policial puede ser igualitario y aun 
ilustrado, pero no pone condiciones para síntesis sociales. Otro ejemplo es el de México, 
donde la manipulación de referentes simbólicos y la institucionalizacion estatista-partidista 
del estilo corporativo, vinculada a un fuerte componente tecnocrático, han originado otra 
forma de dominación política particularmente estable. Para cualquier observador resulta 
claro que los niveles de represión políticos y sociales existentes en México son 
comparativamente altos. 


g) Regímenes democráticos y mercado político 


En aquellos casos donde las formas políticas democráticas han tenido una cierta 
continuidad —Chile, Uruguay y Brasil antes de la irrupción autoritaria, Argentina durante 
los interregnos democráticos, Colombia y Venezuela en las últimas décadas—, la política, 
en cuanto algo distinto de la gestión estatal, ha tendido a estructurarse según un modelo 
de mercado político, es decir, una trama de procesos de negociación de intereses 
sectoriales donde el discurso político se convierte en un accesorio meramente adjetivo. 
En el extremo, en retórica ornamental. 

Este estilo de Realpolitik de intereses refleja 7) sociedades políticas cuya debilidad ha 
hecho que en lugar de posiciones de representación existan roles de gestor de intereses o, 
en el mejor de los casos, de tribunos de la plebe; 2) la propia corporativización de la 
sociedad civil que, al enfrentar sociedades políticas cuya autonomía ha descendido a 
ciertos umbrales críticos, simplemente irrumpe en ellas sin mayor mediación. 

La operación de formas políticas democráticas ceñidas aproximadamente a un modelo 
de mercado político conllevan a su vez a otros efectos negativos: 1) van produciendo una 
deslegitimación en uno de los fundamentos reales en que se va a apoyar el discurso 
antipolítico de los autoritarismos militares, mediante el argumento de que el político 
democrático es incapaz de colocarse en el punto de vista de intereses generales. El que 
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este proceso de deslegitimación ocurra expresa, por otra parte, el hecho mas general de 
que en la cultura política latinoamericana la legitimidad de las formas políticas tiende a 
descansar en concepciones hostiles a una Realpolitik de intereses como principio 
fundante de la vida política; 2) tanto la deslegitimación progresiva aludida como el hecho 
objetivo de que la sociedad política se constituye en un reflejo casi exacto de la 
corportativización de la sociedad civil, refuerzan la selección del Estado como posible 
instancia de síntesis de intereses, topando este proceso de selección con los obstáculos ya 
mencionados: como la sociedad política es cada vez más sospechosa e incapaz de 
elaborar intereses generales que sean una síntesis de diversos intereses parciales, se 
recurre a un Estado que, en virtud de su propia naturaleza y las actitudes prevalecientes 
que la refuerzan, no puede ser el lugar institucional para esa síntesis, y 3) finalmente, la 
experiencia de formas políticas democráticas operando ajustadas a un modelo de 
mercado político tiende a forjar tradiciones de comprender la democracia que la hacen 
equivalente con la práctica predominate, y casi exclusiva, de esa Realpolitik de intereses. 
Ello reduce notablemente la imaginación política, y empobrece el repertorio de respuestas 
institucionales al problema de una sociedad corporativizada que se estrella contra la 
ausencia de mediaciones políticas: la democracia empobrece sus significados asociándose 
a un estilo corporativo como su auténtica expresión práctica. 


2. Superación del estatismo y condiciones de la mediación democrática 


a) El problema de la autonomía 


Durante la primera fase esbozada, destaca un fenómeno de creciente robustecimiento de 
la sociedad civil originado en el surgimiento de organizaciones y fenómenos asociativos 
en las masas dominadas, y en la adquisición por éstas de competencias organizativas y 
asociativas, según se señaló. Este efecto paradójico de la primera fase opera en una 
dimensión subterránea y poco visible, manteniéndose además relaciones estrechas de 
dependencia respecto del Estado, con o sin mediación de partidos. 

El rasgo central de la segunda fase reside en que esa tendencia al robustecimiento de 
predisposiciones organizativas y asociativas y de las competencias correspondientes se 
relaciona ahora con una tendencia hacia la autonomía. Por ejemplo, movimientos 
sindicales que pese a crecer y ganar en niveles organizacionales eran estrechamente 
dependientes del Estado o de una articulación de Estado y sistema de partidos, 
comienzan ahora a definir una pretensión de autonomía, que se expresa en relaciones 
más complejas, más difíciles y aun manifiestamente conflictivas con el Estado o los 
partidos. Pero no es sólo el hecho de que el carácter de las relaciones se alteren. 
También, y tan importante, lo es que con frecuencia los conflictos que se plantean se 
zanjan en favor del segmento social organizado o asociado, o se resuelven en términos 
mucho más simétricos, a diferencia de un pasado donde los conflictos eran raros o 
permanecían latentes, y la asimetría en favor del Estado y la sociedad política era 
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profunda y permanente. Esta tendencia hacia la autonomia se observa, con grados 
variables según especificidades nacionales, en los mas diversos fenómenos asociativos. 

Esta tendencia, que encuentra ejemplos en un sinnúmero de experiencias efectivas 
concretas, es, en parte importante, un resultado de esos procesos seculares de 
organización, asociación y aprendizaje de las masas dominadas, que se inician con su 
irrupción en la política a partir de la ruptura de los patrones tradicionales de dominación. 
La acumulación de experiencias asociativas —exitosas, fracasadas o ambiguas en sus 
resultados— y de conocimientos prácticos organizativos y asociativos, comienza a 
franquear ciertos umbrales que hacen posible la pretensión de autonomía. 

No obstante, una de las características más destacadas de este proceso de 
robustecimiento de la sociedad civil es su pluriclasismo: 1) por una parte, hay 
fenómenos asociativos, con pretensiones fuertes de autonomía, que son en sí 
pluriclasistas. Las formas más típicas son los movimientos regionales o regionalismos; 
2) por otra, se observa también, aunque quizás con menos visibilidad que en el caso de 
grupos dominados, una tendencia similar a la descrita en organizaciones y asociaciones 
no populares. 

Este pluriclasismo del robustecimiento de la sociedad civil es indicativo de que la 
tendencia no obedece sólo a la acción de esos procesos seculares que han actuado en el 
seno de las masas de dominados, sino que hay a la vez otros componentes. Esos otros 
componentes se pueden clasificar en dos grupos: /) dimensiones del proceso que se 
ubican en un plano ideológico y de proyectos políticos, y 2) dimensiones que hay que 
colocar en el plano de respuestas a ciertas circunstancias históricas específicas, que han 
afectado a determinados conjuntos de sociedades nacionales. 

En cuanto a las primeras, y al igual que respecto de los fenómenos ideológicos y las 
expresiones más coherentes y sofisticadas de una voluntad política de conformación del 
futuro en general, se puede decir que ellas tanto reflejan la operación de procesos 
objetivos, constituidos por prácticas efectivas, como a la vez contribuyen a determinar 
esos procesos. Aquí, como en tantos otros casos, es difícil discriminar, por lo menos en 
el horizonte temporal de que se dispone, lo que determina y lo que es determinado. Este 
componente ideológico o de proyecto político agrupa manifestaciones diversas que se 
analizan a continuación. 


b) Antiestatismo y política de derecha 


Un rasgo pronunciadamente antiestatista se observa en los comportamientos político- 
ideológicos que, políticamente, tienen un sentido de derecha. 

Es cierto que el antiestatismo es un componente tradicional de las ideologías de 
derecha, por lo menos de aquellas asociadas a los centros duros anclados en intereses 
secularmente favorables al libre comercio. Como regla general, los grupos dominantes 
son por principio antiestatistas y estatistas por conveniencia o pragmatismo. De allí la 
dificultad de elaborar, de manera consistente, posturas estatistas positivas. 
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Sin embargo, lo que se observa en las dos ultimas décadas trasciende al antiestatismo 
tradicional de derecha. Hay, en efecto, una auténtica embestida que aspira a convertir el 
antiestatismo en elemento central de una visión social global calificable de neoliberal o 
neoconservadora. Esa visión ha llegado a ser históricamente efectiva, plasmandose en 
elemento ideológico integrador de autoritarismos militares, como el chileno, el argentino y 
el uruguayo. 

Las razones que dan cuenta de este fenómeno son varias: 7) procesos de construcción 
ideológica, hasta ahora relativamente marginales, originados en los países centrales y 
orientados a renovar contenidos liberales tradicionales, imprimiéndoles fuertes rasgos 
autoritarios; 2) al mismo tiempo, estos procesos constituyen intentos de respuestas, de 
ningún modo predominantes o hegemónicos en los países centrales, a la crisis que afecta 
a la economía mundial y al desarrollo y crisis del Estado de bienestar como institución 
política principal de las democracias capitalistas maduras de la actualidad, en torno al cual 
se construye y existe el compromiso de clase que caracteriza a esas democracias; 3) la 
recepción en países latinoamericanos, en forma de mediaciones tales como 
universidades, formación de personal criollo en centros académicos extranjeros, 
influencia de sociedades internacionales (por ejemplo, la Mont Pellerin) etc., de los 
contenidos ideológicos en cuestión; 4) la aceptación y el logro de una relativa hegemonía 
—variable según paises— de contenidos neoliberales en grupos de intelligentsia de 
derecha y una penetración importante por esos contenidos —indicados al comienzo al 
esbozar el estilo liberal en política— de la cultura política de derecha. 

Ese último hecho contrasta con la posición marginal del neoliberalismo en los países 
centrales, donde aun las experiencias gubernamentales asociadas a Reagan o a la señora 
Thatcher no han sido exitosas, por lo menos hasta ahora, en modificar las culturas 
políticas de derecha. Claramente, en América Latina se trata de algo más que de mera 
difusión de ideas en contextos dependientes. Tampoco es un fenómeno que se reduzca a 
las peculiaridades de algunos casos nacionales, como el argentino, el chileno o el 
uruguayo, según lo demuestra la última elección presidencial en Ecuador, donde tanto la 
campaña de Febrés Cordero* durante la primera vuelta, como su proyecto originario y los 
equipos tecnocráticos que los sustentan, se orientan por convicciones neoliberales. En 
Argentina, liderazgos de derecha como los personificados por Alsogaray, plenamente 
vigentes después de la redemocratización, parecen atestiguar que la cultura política de las 
derechas ha experimentado un cambio: aparentemente, el neoliberalismo no es algo 
pasajero y coyuntural sino un elemento más permanente del paisaje político. 


c) Neoliberalismo y debilidad de los grupos dominantes 


Más curiosa es aún esa aparente permanencia frente a los estrepitosos fracasos de las 
políticas económicas autoritarias, de inspiración neoliberal, en países del Cono Sur. Ello 
indica que el neoliberalismo, además de condiciones coyunturales o específicamente 
nacionales, obedece a necesidades y experiencias más profundas de los grupos 
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dominantes: /) la debilidad endémica de esos grupos en los campos ideológico, cientifico- 
social y cultural es una de ellas. Desde la crisis y ruptura de la dominación tradicional, 
estos grupos han librado —con matices según las especificidades nacionales— una acción 
cuyo sentido más básico ha sido defensivo, y esto tanto en el dominio estrictamente 
político como en el ámbito de los esfuerzos por alcanzar hegemonía. Es decir, se han 
limitado las más de las veces a intentar preservar situaciones existentes, o a modificarlas 
incrementalmente, o a vetar y atenuar políticas de reforma, sin capacidad de 
complementar un discurso inconsistente y puramente de negación —basado en temas 
como el anticomunismo— con un discurso positivo que legitime y dé razón de su 
existencia social, identificando ciertas funciones esenciales que ellos desempeñarían, o 
ciertos valores de los que serían portadores. Este estado de cosas comenzó a variar a 
partir de mediados de los años sesenta. En efecto, la evolución de los establishment 
militares posibilitó, en un principio con relativa ambigúedad, como lo atestiguan 
experiencias militares progresistas (Perú, Ecuador), alianzas históricas entre ellos y 
grupos dominantes —provistos de mayor o menor continuidad respecto del pasado, 
recompuestos y rearticulados de modo más o menos importante con nuevos sectores 
sociales (por ejemplo, sectores medios modernos, vinculados a la expansión del sistema 
de educación superior)— a partir de las cuales se perfilan proyectos políticos agresivos 
de recomposición capitalista. La experiencia pionera es aquí la brasileña de 1964, 
sentando un patrón que de maneras diversas se reproduce en algunos países e influye, 
por vías indirectas y complejas, en la totalidad de ellos. No obstante, estos proyectos 
siempre muestran una debilidad ideológica y cultural, hasta que a fines de los sesenta la 
recepción del neoliberalismo o neoconservantismo empieza a perfilar una opción 
ideológicocultural adecuada al renacimiento de una vocación hegemónica en los grupos 
sociales en cuestión. 2) A lo anterior hay que añadir que las experiencias de estos grupos 
con el Estado, especialmente durante la primera fase del proceso global que aquí hemos 
identificado, son particularmente negativas, en un sentido que trasciende la hostilidad 
tradicional hacia él, inteligible a partir de los componentes de laissez faire que han venido 
integrando la ideología de grupos dominantes. Ahora, la visión negativa del Estado y el 
antiestatismo militante se convierten en los principios centrales de interpretación de la 
realidad. Como consecuencia, y en la medida en que hay una percepción de que la 
operación de formas políticas democráticas se asocia positivamente con experiencias 
negativas respecto del Estado y su acción, hay también una interpretación negativa de 
ellas, que da paso a una desvalorización de la democracia y a nociones de democracia 
protegida, democracia autoritaria y similares. 

El antiestatismo neoliberal no sólo tiende a crear un clima favorable, generalizado pero 
difuso, para visiones y aspiraciones de una sociedad más fuerte frente al Estado. Parte 
central de su discurso recoge especulaciones, análisis y observaciones análogas a las de 
Tocqueville’ sobre la necesidad de una red tupida de fenómenos asociativos autónomos 
respecto del Estado y gobiernos nacionales centrales, como condición de la existencia de 
una sociedad abierta o de un régimen de libertad generalizado. Con las ambigúedades 
propias de lo que podría llamarse el contenido de clase del neoliberalismo —por ejemplo, 
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su acentuada hostilidad hacia el movimiento sindical—, estas ideas impregnan, en grados 
variables, la cultura politica, y en ciertos casos se traducen aun en politicas especificas. 


d) Movimientismo y movimientos sociales 


Otro de los componentes ideológicos o de proyecto politico que se vinculan al ascenso de 
la noción de sociedad civil fuerte y de prácticas que tienen ese sentido es el 
movimientismo como constelación ideológica que surge en segmentos de intelligentsia 
de izquierda o progresistas. 

Hay aquí también influencias culturales desde países centrales. Por ejemplo, la de la 
teorización e investigaciones del sociólogo francés A. Touraine” que, vía el desarrollo de 
la sociología, ha influido en segmentos de intelligentsia en paises como Chile o Bolivia. 
O bien la influencia de otro francés, M. Foucault, en Brasil. 

Sin embargo, la resonancia que estas influencias comienzan a tener se relacionan, al 
igual que en el caso anterior, con necesidades y procesos reales existentes en las 
respectivas sociedad nacionales. 

Por una parte, no hay que olvidar que la historia latinoamericana es rica en 
movimientos sociales de la más diversa naturaleza y los más diversos signos. Esa historia, 
que quedó sepultada por una memoria colectiva oficial determinada por la visión del 
partido como agente principal y casi único, y de la organización formal contemporánea 
como forma de asociación por excelencia, comienza a ser rescatada por una sensibilidad 
científica y política nueva, pero a la vez es difícil que no haya producido efectos a lo 
largo del tiempo, de maneras subterráneas. Como bien ha afirmado J. E. Vega, muchas 
de las nuevas formas de hacer política, destacadas por los científicos sociales en los 
últimos años, no son tan nuevas, sólo que durante un largo tiempo carecieron de la 
visibilidad que nuevas circunstancias les confieren. 

Por otra parte, hay países en los cuales, durante el pasado reciente, han existido 
movimientos sociales que han sido protagonistas privilegiados de los procesos políticos, 
frente a partidos y sistemas de partidos extremadamente débiles. Es el caso de Bolivia, 
con su casi hipermovimientismo: movimientos minero-obrero, campesino, estudiantil, 
regionales. O bien, hay casos donde un movimiento, por circunstancias históricas 
específicas, ha adquirido mayor continuidad y, en determinadas etapas, mayor relevancia 
que los partidos (como podría ser el ejemplo del sindicalismo argentino, salvo que sus 
peculiaridades hacen difícil hablar aquí de movimiento). También hay países donde se 
han observado formas de asociación, que si bien han mantenido objetivamente relaciones 
de dependencia respecto del Estado o de partidos, han colocado desde siempre la 
cuestión de esas relaciones como algo problemático, es decir, y pese a la dependencia 
objetiva, la discusión y la interacción han estado siempre teñidas por una pretensión de 
autonomía, en cuanto aspiración o en cuanto posibilidad efectiva, sea que esa posibilidad 
se valore negativa o positivamente. Es, por ejemplo, el caso del movimiento sindical en 
Chile, que quizás es típico de un patrón de relaciones más general. Habría igualmente 
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que mencionar que hay grupos sociales —por ejemplo, las etnias de la región andina— 
hasta ahora no sólo históricamente sumergidos sino también conceptualizados con mucho 
más facilidad por la política “occidentalizada” progresista como campesinos u otra 
categoría similar, que “naturalmente” tienen al movimiento como forma de asociación 
para su movilización y potencial irrupción política. 

La difusión de la idea de movimiento se relaciona además con la aparición de nuevos 
movimientos, de cuño muy contemporáneo, como feministas, juveniles, ecologistas, etc. 
Constituiria un error ver en estos fenómenos, aún incipientes y precarios, una simple 
imitación de desarrollos en los países centrales. Ciertamente, hay un componente de 
difusión cultural, pero a la vez es probable que la recepción de esos proyectos político- 
culturales se articule con las profundas mutaciones de la estructura social acaecidas en 
varias sociedades —“nuevas” clases obreras, terciarización y expansión de sectores 
medios, estructuras demográficas crecientemente jóvenes, redefinición de posiciones 
sociales de las mujeres— y con cambios igualmente profundos en la cultura y en las 
condiciones de producción y reproducción de ésta. 

Desde el punto de vista ideológico, la idea de movimiento responde a una necesidad 
de redemocratización social y política, sentida de manera más precisa y consistente en 
segmentos de las intelligentsias, y quizá con resonancias positivas en diversos sectores 
de las masas, en virtud de actitudes y requisitos prácticos más vagamente definidos. En 
estos términos, constituye una reacción al predominio, ideal y práctico, de un modelo 
formal de organización, con acentuados rasgos burocráticos, esencialmente jerárquico, 
centralista y autoritario. En el dominio político, esa reacción es concretamente contra el 
paradigma leninista de partido, al cual, con matices diversos, la mayoría de los partidos 
latinoamericanos procuran ajustarse, consciente e inconscientemente. 


e) Centralización / descentralización y movimientos sociales 


Dos son los rasgos principales que la idea de movimiento destaca en ese paradigma de 
organización, que es también el del Estado contemporáneo. Primero, su carácter 
manipulativo, que es una consecuencia necesaria de su naturaleza jerárquica y 
autoritaria. En ese modelo, la masa de miembros no puede ser sino un conjunto de 
recursos, mecánicamente manipulados para los fines de un proyecto —o de decisiones 
tácticas— definido exclusivamente en la cúpula. Dadas las condiciones objetivas de 
organización, la relación entre cúpula y masas es la de un déspota ilustrado respecto de la 
masa de sus súbditos. Ello implica una escasa sensibilidad de la cúpula a los intereses 
efectivos presentes en la masa, sensibilidad que es desplazada por una imputación 
“iluminada” de intereses, definidos abstracta y teóricamente. El movimiento, en virtud de 
sus estructuras más laxas y más simétricas, favorecería una democracia sustantiva 
mucho mayor. Segundo, la tendencia a la organización cerrada, expresada en la 
erección de barreras de entrada y de sanciones efectivas para obstaculizar las salidas, que 
deviene muy pronto en secta, políticamente inefectiva, o en una organización cuyo 
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comportamiento esta determinado por su lógica interna —lucha por posiciones cupulares, 
estabilidad de camarillas y oligarquías, liquidación de disidencias, etc.— con la 
consecuencia de una progresiva insensibilidad a los cambios sociales, a los intereses y 
demandas de las masas, a las mutaciones en las correlaciones de fuerza, etc. La idea de 
movimiento proclama una organización abierta, con afiliaciones y desafiliaciones libres — 
no trabadas por barreras de entrada como largos procesos de iniciación y adoctrinamiento 
o exigencias de cooptación— con una membrecía potencialmente ilimitada, como un 
medio de relativizar el vanguardismo y la profesionalización política, y hacer la 
organización más permeable a las necesidades y requerimientos de las masas. 

La idea de movimiento ha tenido repercusiones prácticas en el plano estrictamente 
político, generando fenómenos que refuerzan una relación más autónoma de la sociedad 
civil respecto de Estado y sociedad política. 

Cabe citar la reciente reglamentación de los partidos en Argentina, cuya 
reorganización ha descansado en procesos de libre afiliación masiva, con barreras 
menores a la entrada y con la exigencia de elecciones primarias para la designación de 
candidatos, una institución desconocida en América Latina. También se puede destacar la 
noción de partido ómnibus, debida a Cardoso, que apunta a algo más cercano a un 
movimiento que a la imagen ya clásica de partido político: un partido que expresa y 
procura servir muy diversas demandas, y al cual la gente se sube y se baja, según la 
utilidad que les presta. Probablemente esta noción refleja un componente importante de 
la reorganización partidista en Brasil y, más específicamente, la naturaleza de un partido 
como el PMDB.* 


f) Participación y gobierno local 


Un tercer componente ideológico que cabe destacar es la presencia, relativamente difusa 
pero generalizada, tanto de ideas como de proyectos gubernamentales, usualmente de 
resultados confusos en su implementación, que afirman o expresan la necesidad de 
procesos de descentralización, de regionalización y de robustecimiento de ámbitos 
locales de gobierno. 

Una vez más, sería difícil asignar a estos fenómenos un carácter radicalmente inédito. 
Si bien las prácticas gubernamentales y estatales han sido tradicionalmente centralistas y 
concentradoras de poder en instancias nacionales, ese centralismo nunca ha sido 
pacíficamente aceptado sin mayor cuestionamiento. Por el contrario, siempre ha sido 
contestado y debatido, constituyendo algo problemático. De esta manera, el centralismo 
ha implicado siempre su negación, al menos como aspiración. Hay casos nacionales 
donde la realidad misma ha llevado las tendencias de oposición al centralismo bastante 
más allá del nivel de aspiraciones. Anteriormente se citaba el caso de Bolivia, donde los 
movimientos regionales son una realidad tan aguda como para llegar, en casos extremos, 
a problematizar la misma unidad política del Estado nacional. En otros países, como en 
Ecuador o en Colombia, diferenciaciones regionales que descansan en factores de 
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geografía económica y de economia politica, si bien no han cristalizado en auténticos 
movimientos, por lo menos han constituido verdaderos mitos regionales —identidades 
regionales no demasiado coherentes ni racionales, pero a la vez fuertes y actuantes— que 
muestran la existencia de posibilidades que, asociadas a circunstancias favorables, 
podrían desencadenar auténticos movimientos. En otro nivel, es probable que en la 
totalidad de los países se observen reacciones sordas, enmarcadas en la idea de una 
oposición entre el atraso secular del interior frente a su explotación por los centros y 
metrópolis nacionales y el desarrollo comparativamente privilegiado de estos últimos. 

El signo político de estos procesos o proyectos de descentralización, regionalización y 
robustecimiento de ámbitos locales de gobierno es ambiguo. En cuanto tema, está 
presente en los más distintos discursos políticos. Lo está en la ideología oficial de los 
autoritarismos militares, en las constelaciones neoliberales y también en la mayoría de los 
proyectos políticos progresistas. Si bien la ubicuidad del tema muestra la validez de su 
correlato en la realidad sociopolítica, sus implicaciones deberían analizarse 
cuidadosamente. 

Es claro que hay proyectos cuya implementación no significa necesariamente una 
mayor socialización de la actividad política, con el consiguiente robustecimiento de la 
sociedad civil mediante el estímulo a nuevas formas de asociación, de acción colectiva y 
de expansión significativa del orden de magnitud de la participación. Es lo que sucede 
con las descentralizaciones y regionalizaciones propias de los autoritarismos militares. 
Pese a su retórica participacionista y aun de democratización, prácticamente se trata de 
sistemas de control social, más rígidos que los del pasado, con un claro potencial 
manipulativo —orientado a la posibilidad de movilizaciones sociales de apoyo al régimen 
—, aun cuando este potencial tiende a permanecer latente en razón de la peculiaridades 
políticas inherentes a estos autoritarismos. 

No obstante, aun en esas situaciones se producen efectos que se suman a la tendencia 
de robustecimiento de la sociedad civil: /) en el plano cultural, se difunden ideas y se 
generan experiencias, que favorecen orientaciones hacia esa meta. Ni la retórica ni la 
implementación de experiencias —por verticalistas, normativas y autoritarias que sean— 
son gratuitas. El empleo de retórica y la generación de experiencias implica pagar el 
precio de problematizar la relación con el control burocrático centralizado tradicional, y 
poner así bases para actitudes favorables e instancias locales y regionales de 
autogobierno; 2) de manera adicional, se crean estructuralmente oportunidades para ese 
autogobierno y para mayores niveles de participación, que pueden ser aprovechadas al 
producirse cambios en el contexto político general. 


g) Participación y experiencias comunitarias 
En íntima vinculación con lo anterior están los temas de la participación y el 


comunitarismo, que se expresan tanto como influencia en lo ideológico, como en 
multitud de experiencias, en diversos niveles y con resultados por lo general poco 


76 


concluyentes. 

En el caso de la participación, su filiación intelectual es doble. Por un lado, hay raíces 
en tradiciones que podríamos calificar de izquierda, relativamente subterráneas y 
ahogadas por un leninismo en que priman contenidos vanguardistas (elitistas) y 
autoritarios, que ha sido dominante. Por ejemplo, tradiciones con fuerte influencia 
anarquista o trotskista, que han sido secundarias. Por otro, tradiciones que podrían 
calificarse genéricamente de socialcristianas, cuyo peso e influencia es considerable. Para 
el comunitarismo, el origen es casi exclusivamente socialcristiano. 

En ambos casos, se preconiza la necesidad de expandir y robustecer un ámbito de las 
así llamadas organizaciones intermedias, donde se desarrollan modalidades de 
cooperación, es decir, primordialmente modalidades de participación no antagónicas, que 
no implican lucha o competencia política. Así, participación y desarrollo de formas 
comunitarias son vistas en oposición a la actividad política, a partir del postulado de su 
necesaria autonomía respecto de la última y del requerimiento de impedir la politización 
de esas organizaciones intermedias. Estas ideas y prácticas están asociadas a la noción de 
pluralismo que es propia del socialeristianismo, y que es distinta de la de pluralismo en el 
pensamiento y teoría políticos anglosajón —pluralismo como existencia de élites diversas 
que compiten entre sí— o de la democracia jeffersoniana: formas locales de 
autogobierno, inclusivas y deliberativas, que admiten el desarrollo de antagonismos 
sociopolíticos. 

En realidad, el pluralismo socialcristiano es una versión modernizada de una visión 
tomista de la sociedad, profundamente organicista, donde distintas autonomías se 
articulan funcional y armoniosamente entre sí, desempeñándose según lógicas “naturales” 
inherentes a sus respectivas esencias. 

Pese a los contenidos autoritarios profundos que subyacen en ella, su influencia y las 
experiencias que ha generado poseen suficiente ambigúedad como para contribuir a la 
tendencia general hacia sociedades civiles más fuertes. 


h) Percepción del Estado por los grupos dominados 


Hay también fenómenos que constituyen respuestas a circunstancias nacionales 
específicas, que colaboran en la operación de la referida tendencia. Se trata de 
fenómenos surgidos especialmente en los países del Cono Sur latinoamericano, frente a 
los problemas suscitados por los regímenes militares de nuevo cuño, que se inician en 
Brasil en 1964. Pese al reducido número de países afectados — Argentina, Brasil, 
Bolivia, Chile, Uruguay—, los problemas referidos poseen una mucho mayor 
generalidad, y en este sentido las respuestas sociales a ellos que comienzan a insinuarse 
merecen ser vistas desde una perspectiva más inclusiva, no exclusivamente nacional. De 
manera sucinta, podría decirse que los problemas principales son tres: a) la percepción o 
toma de conciencia de la fundamental ambigtiedad del fenómeno estatal; b) la necesidad 
de defensa de la sociedad frente a la agresión estatal, y c) la neutralización de la 
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expropiación de la soberanía por las Fuerzas Armadas. 

El robustecimiento del fenómeno estatal, posterior a la ruptura de la dominación 
tradicional, y el carácter que la intervención estatal tendió a asumir —aun cuando ese 
carácter, en muchos casos, tuvo desde el comienzo una ambigúedad notoria—, se 
interpretó en términos de un cierto esencialismo del Estado: por su propia naturaleza, el 
Estado no podía sino cumplir determinadas tareas o funciones históricamente 
progresistas. 

Este esencialismo también ha tenido una connotación social: por su esencia, las masas 
dominadas no pueden sino ser estatistas. Frente al antiestatismo tradicional de los grupos 
dominantes, los sectores populares son estatistas en un sentido casi ontológico. 

Las experiencias autoritarias en el Cono Sur latinoamericano han puesto de 
manifiesto, y han servido para constituir la conciencia de ese hecho, que el Estado no 
está dispuesto por esencia al desempeño de tareas históricamente progresistas, ni es un 
ente que por su naturaleza acompañe de manera favorable el desarrollo y emancipación 
de los grupos dominados. Max Weber decía que el Estado puede cumplir las más 
diversas finalidades, aun finalidades contradictorias entre sí. El desempeño de actividades 
históricamente regresivas desde el punto de vista de los intereses de los dominados es 
una posibilidad real, y los autoritarismos militares del Cono Sur son prueba de ello. 

En el fondo, todo depende de quien controla el Estado, y de la clase de tareas que se 
definen para la actividad estatal. En este punto no hay garantía ni certeza alguna. No hay 
certeza acerca de quién pueda llegar a controlar el Estado, ni tampoco acerca de los 
contenidos que imprima a la acción estatal quien lo está controlando. Más radicalmente 
todavía, no hay garantía de que quien lo controla persista en imprimirle contenidos 
estimados positivos. El desencanto, la frustración y aun la reversión respecto de 
experiencias políticas promisorias es no sólo algo con un nutrido historial en América 
Latina sino una lección constantemente reiterada por la historia política universal, 
condensada en la máxima de que todo poder es sospechoso. 


i) La sospecha frente al Estado 


La fundamental ambigúedad del Estado frente a la sociedad civil, puesta de manifiesto 
por los autoritarismos militares, implica esta otra idea: el requerimiento de una sociedad 
civil siempre vigilante, de cara a un Estado del que no se puede presumir que 
necesariamente mantenga relaciones cooperativas con ella. 

Estos elementos, configurativos de una nueva interpretación del fenómeno estatal, 
probablemente han comenzado a permear la cultura política, entendida como el nivel de 
orientaciones conscientes hacia la política, como el dominio de las actitudes y valores 
subpolíticos, para emplear una expresión del historiador inglés Thompson.* 

En correspondencia con el esencialismo mencionado, el fenómeno estatal tendió 
también a ser interpretado como beneficio. 

La misma historia de los orígenes del Estado, como experiencias recientes del tipo de 
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los fascismos de los afios treinta y de los socialismos reales, prueban lo contrario. No 
obstante, en el clima cultural latinoamericano estos hechos han tendido a ser ignorados, o 
a ser soslayados como aberraciones patológicas poco relevantes para la comprensión del 
fenómeno estatal. 

Los autoritarismos militares prueban que la agresión estatal, orientada hacia grupos 
sociales diversos, es una posibilidad real, temible en sus consecuencias de arrasamiento 
de los derechos humanos y de desmantelación y aun aniquilamiento de las respectivas 
sociedades políticas. 

A su vez, el hecho de esa agresión produjo dos efectos importantes: /) incorporó a los 
dominios ya señalados —cultura política y orientaciones subpoliticas— la idea de que la 
sociedad civil tiene que poseer la capacidad de generar respuestas defensivas frente a la 
agresión estatal, y 2) ha socializado a vastas masas en experiencias prácticas de defensa 
antiestatal, que van desde los movimientos de derechos humanos hasta formas 
generalizadas y más o menos colectivas de desobediencia civil, que culminan en virtuales 
insurrecciones de la sociedad civil, como es el caso en Bolivia o Uruguay. 


į) Soberanía popular y militares 


Al decir de Carl Schmitt,” la soberanía reside en quien tiene la capacidad efectiva de 
imponer el estado de excepción. 

En la historia latinoamericana, los hechos prueban que la sociedad civil ha sido 
expropiada de la soberanía por los establishment militares, incluyendo los de origen 
revolucionario. Esto es patente en los casos de los autoritarismos militares, pero afecta de 
manera general a casi todos los países. Aun en las democracias políticas hoy estables, 
como Venezuela o Colombia, la aplicación de la proposición de Schmitt haría concluir 
que, en última instancia, la soberanía radica en los establishment militares y no en el 
presidente y el parlamento, ni menos aún en la sociedad. 

La solución tradicionalmente aceptada y manejada a este problema central de la 
política latinoamericana es legalista: descansa en el supuesto de diseños institucionales 
adecuados, lo cual es tanto teórica como prácticamente insostenible. El tratamiento 
tradicional, normativo, de las relaciones civicomilitares tiene valor una vez que se ha 
resuelto el problema de dónde reside la soberanía. Pretender que éste encierra una 
solución efectiva, y que se basta a sí mismo para hacerlo, es caer en un engaño de 
consecuencias incalculables. 

Los autoritarismos militares del Cono Sur, en cuanto situación límite que pone al 
desnudo la cuestión de relación de fuerza, que es el elemento crucial que define el 
problema, proporcionan también los antecedentes que configuran la solución. 

Lo que se requiere es la capacidad de la sociedad civil —en el mejor de los casos en 
combinación con la sociedad política; en el peor de los casos, librada a sí misma— para 
generar procesos masivos de desobediencia que puedan neutralizar la situación militar en 
situaciones críticas o de emergencia, y de establecer patrones permanentes y regulares de 
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control del establishment militar. 

Esas capacidades, que suponen una sociedad civil notablemente fuerte en muchos 
aspectos, son el único soporte efectivo que permitiría una reapropiación de la soberanía 
por la sociedad y hacer de la radicación de la decisión sobre el estado de excepción en la 
decisión política de las instancias representativas (el parlamento) algo más que una pura 
ilusión legal. 

La toma de conciencia del problema y de los elementos que configuran su solución 
constituyen un refuerzo más de la tendencia hacia una sociedad civil fuerte, que se 
plantea con autonomía frente al Estado. 


k) La “dialéctica negativa” 


En las condiciones latinoamericanas actuales, el progreso de la tendencia al 
robustecimiento de la sociedad civil trae como principal efecto una generalización de lo 
que Fernando Henrique Cardoso ha denominado dialéctica negativa. La noción alude a 
una situación en la que el enfrentamiento de intereses sociales específicos no encuentra 
una instancia de mediación capaz de elaborarlos y producir, como síntesis sociopolítica, 
intereses generales. Si bien hay indicios de la operación de una lógica semejante 
anteriormente —por ejemplo, en la operación de formas políticas democráticas como 
mercado, asociadas a una  corporativización social—, puede decirse que 
contemporáneamente esa dialéctica negativa amenaza con convertirse en la lógica 
reguladora del movimiento de las sociedades. Ello tiene que ver con dos órdenes de 
causas: 

— El debilitamiento, y en algunos casos destrucción, de las respectivas sociedades 
políticas, unido al hecho del agotamiento de los estilos políticos, en los términos descritos 
más arriba. 

— La crisis de la actividad estatal, asociada al contexto generalizado de crisis 
económica que viven los países. 

Ambas crisis, la del Estado y la de la sociedad política, hacen que un fenómeno que 
muestra aspectos más que positivos —podria hablarse de un proceso históricamente 
progresivo—, al enfrentar una carencia fundamental de mediaciones, devenga en agente 
de impactos profundamente negativos. 

La expresión más correcta de esos impactos es la patentemente creciente 
ingobernabilidad de las sociedades nacionales. La irrupción de formas asociativas y 
organizativas, y de pretensiones de autonomía, carentes de instancias de mediación, 
amenazan con la constitución de sistemas de bloqueos y vetos recíprocos, con un alto 
potencial de inmovilización del conjunto de la sociedad y de obstaculización de iniciativas 
de gobierno. Hay una tendencia a hacer de cualquier actor, dominante o que detenta el 
poder político, incluidos los ejércitos profesionales, alguien capaz de reinar, pero no de 
gobernar efectivamente. En estas condiciones, las sociedades sufren el riesgo de 
desembocar en una deriva histórica que las despoje de capacidades defensivas frente al 


80 


proceso de reordenamiento económico internacional, o de aprovechar coyunturas 
especialísimas y altamente contingentes como, por ejemplo, la del proceso de 
redemocratización en Argentina. 

Ante este riesgo, que en algunos casos parece haberse hecho presente de manera muy 
real —piénsese, por ejemplo, en la situación boliviana, que ilustra de modo casi 
típicamente ideal la operación de un sistema de bloqueos y vetos recíprocos basado en 
movimientos fuertes y partidos políticos débiles, o en el caso chileno, que amenaza con 
reproducir una configuración similar—, caben dos hipótesis, muy diversas en sus 
implicaciones. 

La primera consiste en diagnosticar la situación como una de crisis de grupos 
dirigentes. Para esta hipótesis, lo que aquí se ha llamado de tendencia al robustecimiento 
de la sociedad civil se explica en realidad por deficiencias y carencias en capacidades 
políticas globales de conducción de la sociedad. La irrupción de modalidades de acción 
colectiva no tradicionales implica, en definitiva, que éstas son modalidades de sustitución 
de una política que, por circunstancias diversas, ha estado ausente. Se trataría de una 
situación anormal, donde la sociedad civil se constituye en una suerte de Ersatz de la 
política, y que no puede recuperar la normalidad en un contexto de algo semejante a una 
crisis de hegemonía. Esta hipótesis, que parece particularmente válida en casos de 
autoritarismos donde la destrucción de la sociedad política ha forzado en cierta manera el 
robustecimiento de la sociedad civil, implica que la salida a la actual situación y sus 
riesgos reside en la constitución de capacidades globales de dirección, enfatizando un 
fortalecimiento del Estado, a partir de sujetos políticos nuevos que puedan desplazar de 
una vez por todas a los grupos dirigentes y las ruinas de un ancien régime, ambos en 
crisis. En el fondo, es otra versión de las tesis conservadoras huntingtonianas, que 
identifican en una institucionalización fuerte, con acentuados componentes autoritarios, la 
respuesta a los procesos de irrupción y movilización de masas, con la adición de un 
diagnóstico que afirma el agotamiento de los agentes tradicionales —expresiones políticas 
de grupos dominantes, ejércitos profesionales— para llevar a cabo esa 
institucionalización. 

La segunda hipótesis, además de valorar positivamente la tendencia a un 
robustecimiento de la sociedad civil, ve en ella algo que si bien pudo haber sido 
favorecido por circunstancias especiales, como el extraordinario debilitamiento de la 
sociedad política y los partidos en contextos autoritarios, responde también a la operación 
secular de otros factores, de naturaleza más profunda. Específicamente, procesos de 
movilización y reconstitución sociopolítica de masas dominadas, que si bien interactúan 
con datos y circunstancias contextuales, poseen a la vez una notable centralidad en sí 
mismos. Desde este punto de vista, el problema planteado no es el de desautonomizar 
una sociedad relativamente movilizada, a modo de generar condiciones para imponer una 
dirección política al conjunto, sino el de cómo preservar y acrecentar esa autonomía, 
evitando al mismo tiempo la ingobernabilidad que hoy las amenaza. 
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l) Sintesis social y estilos de hacer politica 


A nuestro juicio, ello se logra mediante una reconstitución de la sociedad política —vista 
menos como un dramático acto fundacional, y más como un proceso complejo y difícil 
— que, adoptando o reimplantando formas políticas democráticas, conduzca a una 
articulación efectiva de la sociedad civil con las decisiones políticas y estatales. Puesto 
de otra manera, lo que se requiere es una democracia política que constituya esa 
mediación cuya ausencia genera dialécticas negativas. 

El aspecto clave en este punto es el estilo que predomine en el ámbito de “hacer 
política”. Ninguno de los estilos revisados en este trabajo —liberal, corporativo, clasista 
en sus dos versiones, tecnocrático, personalista, militarista— es adecuado para 
desempeñar ese papel. Lo que la situación exige es una redefinición de estilo, o más 
simplemente, la aparición de un nuevo estilo. 

Ciertamente, la identificación de ese nuevo estilo de manera abstracta y puramente 
especulativa constituiría un ejercicio artificial. Lo que el análisis puede hacer es detectar 
las ausencias en la situación contemporánea, e individualizar los desafíos que esas 
ausencias plantean. No obstante, puede ir un poco más allá, al indicar ciertas cuestiones 
concretas que un nuevo estilo tendría que encarar exitosamente, y ello permite perfilar, 
con una cierta vaguedad inevitable, algunas características que éste tendría que poseer. 

Para obtener esa caracterización, es útil abordar el problema de la crisis estatal en las 
condiciones presentes de reordenamiento económico mundial (crisis económica 
internacional) y de pobrísimo desempeño de las economías nacionales. 

La crisis estatal se traduce en la deriva histórica ya indicada frente a los dos desafíos 
centrales: labrar un nicho adecuado para la economía nacional en el orden económico 
internacional en recomposición, y dar con respuestas política y económicamente viables 
que permitan un reordenamiento económico interno. 

La capacidad de dirección en ambos dominios supone un componente 
tecnoburocratico importante, y la crisis estatal deriva de la crisis de ese componente. De 
manera sucinta, el problema reside en que las características de la situación exigen una 
gran capacidad de reducción de incertidumbre —es decir, una teoría que identifique 
instrumentos eficaces—, y en virtud de la crisis generalizada que domina el ámbito del 
saber tecnoburocrático, esa capacidad no existe. 

Frente a los problemas que plantea la situación económica, reina una incertidumbre 
mayúscula en cuanto a cómo enfrentarlos. El arsenal teórico preexistente se derrumbó, y 
no se divisan reemplazos. 

En esas condiciones, la crisis sólo se puede enfrentar por medio de un proceso de 
ensayo y error. Esto no es muy novedoso, porque el mismo keynesianismo, que en 
definitiva estuvo en la base del componente tecnoburocrático de la actividad estatal, no 
surgió de la noche a la mañana como un acto inspirado de creación científica, sino que 
fue una codificación de un proceso de ensayo y error ligado a diversas experiencias de 
compromiso de clase durante el transcurso de algunas décadas. 
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No hay nada que permita suponer que las cosas vayan a ser distintas en el periodo 
contemporáneo, salvo la confianza irracional que se puede depositar en algún raro 
accidente. 

Si la actividad estatal tiene que asumir inevitablemente la forma de un método de 
ensayo y error, el problema clave es entonces el del costo político de los errores que 
necesariamente se cometerán. Supuesto que la dictadura no es deseable o no es 
políticamente viable, ese problema se traduce en la existencia de una alta tolerancia al 
error —un bajo costo político del error—, que es a su vez una condición de estabilidad 
del orden político. Se trata, en consecuencia, de obtener un estilo de hacer política que 
favorezca esa tolerancia. Se puede decir que un estilo con esa característica debería 
apuntar por lo menos a: 

1. Atenuar los antagonismos políticos. Ello no significa suprimirlos, pero sí hacer que 
la necesaria explotación política de los errores no sobrepase ciertos límites. Ello implica 
un estilo que desenfatiza el elemento de lucha o competencia de la política, e 
inversamente enfatiza el componente de deliberación racional que ella también 
necesariamente posee. 

2. Expandir de manera importante los ámbitos de solidaridad y responsabilidad por 
las decisiones, procurando comprometer a sectores muy inclusivos de la sociedad política 
y la sociedad civil. 

Esto supone un estilo que enfatiza, como variables principales, políticas de alianza 
orientadas inclusivamente, concertación o articulación de la sociedad civil con la sociedad 
política y las decisiones políticas, y expansión de oportunidades de participación. 

De manera sintética, podría decirse que el estilo que así se perfila es un estilo 
democrático-deliberativo, orientado a la conformación de mayorías nacionales amplias, 
participativo y constitutivo de efectivas articulaciones con la sociedad civil. 
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* [En colaboración con Ángel Flisfisch y Tomás Moulian], Documento de trabajo preparado para el seminario 
“Alternativas de desarrollo de América Latina”, organizado por la Universidad de Los Andes, Colombia, con el 
auspicio del Programa de Estudios Conjuntos sobre las Relaciones Internacionales de América Latina, Cali, 30 de 
agosto a 2 de septiembre de 1984. Publicado en Fernando Cepeda Ulloa et al., Democracia y desarrollo en 
América Latina, Buenos Aires, Grupo Editorial Latinoamericano, 1985, pp. 51-102. 


è Sobre Diego Portales, véase Obras I, p. 38, nota a. 


2 Se refiere al primer periodo presidencial de Juan Domingo Perón, que sumando su reelección, se extendió del 
4 de junio de 1946 al 21 de septiembre de 1955. 

> El periodo de la primera presidencia de Getúlio Vargas (1930-1945) se conoce como el Estado getulista. Al 
principio designado presidente interino en 1930, llevó a cabo una política de reconocimiento de derechos laborales 
y de centralización sindical. En 1934, tras la aprobación de la nueva Constitución, fue ratificado por el Congreso 
de la República, luego de varios golpes de Estado. En 1937, Getúlio Vargas instauró el Estado Novo (1937-1945), 
en el que se mantuvo el régimen de excepción. Creador de un Estado corporativo y autoritario, el getulismo 
fomentó un régimen basado en la expansión del dominio estatal sobre algunos recursos naturales, dotándolo de 
múltiples empresas, y sobre el sistema financiero nacional. Expandió el sistema educativo y los servicios de salud 
pública a amplios sectores de la población. Representa uno de los paradigmas del nacional-populismo en América 
Latina. Véanse E. Carone, A República nova, 1930-1937, Rio de Janeiro, DIFEL, 1976, e I. Horowitz, 
Revolución en el Brasil, México, Fondo de Cultura Económica, 1966. 


2 Marcos Pérez Jiménez fue general de división del Ejército de Venezuela y presidente de Venezuela de 1952 a 
1958. Tras una gestión notablemente represiva fue depuesto por un golpe militar. 


> Gustavo Rojas Pinilla, militar y político colombiano, encabezó el golpe de Estado contra el presidente 
Laureano Gómez (1950-1953) y fue proclamado presidente de la República, cargo que ejerció de 1953 a 1957, 
cuando fue derrocado por un levantamiento popular. 

e Manuel Odría, militar y presidente de Perú entre 1948 y 1956. Luego del golpe de Estado que él mismo 
encabezó contra el presidente José Luis Bustamante y que denominó “Revolución Restauradora”, se instauró una 
Junta Militar que él dirigió hasta 1950 cuando asumió como presidente constitucional. 


d Véanse las notas a y b de la página 32 del capítulo anterior. 


2 En 1962 se llevaron a cabo elecciones presidenciales en Perú. Víctor Raúl Haya de la Torre (APRA), 
Fernando Belaúnde (Acción Popular) y Manuel Odría se repartieron los votos sin lograr ninguno obtener el 36% 
necesario para asumir la Presidencia. Ante la inestabilidad los militares dieron un golpe que instauró un gobierno 
colegiado compuesto por los comandantes generales de las Fuerzas Armadas. 


> En 1963, una Junta Militar derrocó al presidente Carlos Julio Arosemena en un intento por frenar sus 
posturas antiestadunidenses. 

e Joao Goulart fue ministro de Trabajo, Industria y Comercio durante el gobierno de Getúlio Vargas, y 
presidente de Brasil entre 1961 y 1964. Su gobierno reanudó relaciones diplomáticas con la Unión Soviética y 
mantuvo una tensa relación con Estados Unidos. Luego de los intentos por nacionalizar las refinerías petroleras y 
llevar a cabo una reforma agraria, sufrió un golpe militar en marzo de 1964 encabezado por el general Olimpio 
Mourão (filho). Véase F. Iglesias, Historia contemporánea del Brasil, Buenos Aires, Fondo de Cultura 
Económica, 1995. 

d Juan Carlos Onganía fue presidente de facto de la República de Argentina entre 1966 y 1970. 


e G. O’Donnell, El Estado burocrático autoritario. Triunfos, derrotas y crisis, Buenos Aires, Editorial de 
Belgrano, 1982. 


2 K. Polanyi, La gran transformación, México, Juan Pablos, 1975. 


2 Véanse Contradicciones en el Estado del bienestar, México, Alianza, 1991, y Partidos politicos y nuevos 
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movimientos sociales, Madrid, Sistema, 1988. 


è Leon Febrés Cordero fue candidato a la presidencia de Ecuador en 1984 por el Partido Social Cristiano y el 
Frente de Reconstrucción Nacional (conservador). Luego de perder en la primera vuelta ante Rodrigo Borja, de 
Izquierda Democrática, logró el triunfo en la segunda vuelta gracias a una alianza de grupos de derecha y centro- 
derecha. Su periodo presidencial abarcó los años de 1984 a 1988. 


2 A. de Tocqueville, La democracia en América, México, Fondo de Cultura Económica, 1957; en particular, 
los capítulos 4-6 de la “Parte II” del volumen 1. 

> Las investigaciones de Alain Touraine sobre Chile fueron muy influyentes en el desarrollo de las ciencias 
sociales en el continente. Sobre el caso particular, véase A. Touraine, Vie et mort du Chilipopulaire, Paris, Seuil, 
1973. En torno al estudio de los movimientos sociales y América Latina, véanse A. Touraine, Les mouvements 
sociaux, Santiago, Flacso, 1971, y Actores sociales y sistemas políticos en América Latina, Santiago, OIT- 
PREALC, 1987. 


2 El Partido do Movimento Democrático Brasileiro surgió en 1979 como frente de oposición al régimen militar. 
2 E, P. Thompson, La formación histórica de la clase obrera, Barcelona, Laia, 1977. 


> Para un examen de la recepción del pensamiento de Carl Schmitt en América Latina, véase H. Aguilar, Carl 
Schmitt, teólogo de la política, México, Fondo de Cultura Económica, 2004. 
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SOBRE MORAL Y POLITICA* 


EL LLAMADO de Juan Pablo II y del cardenal Fresno? a la reconciliación nacional es 
problemático. La reconciliación es una noción que alude a culpa, perdón, amor, etc., O 
sea, a categorías morales. Se trata de un discurso moral diferente al discurso político. El 
llamado moral es externo a la política no porque ésta sea el campo del poder y del 
conflicto (peor pueden ser las guerras religiosas), sino porque los fenómenos de división 
y comunidad son concebidos de modo distinto en una y otra esfera. 

¿Por qué entonces la propuesta eclesiástica recibe una respuesta tan amplia (y 
positiva) por parte de los políticos, sean de gobierno o de oposición? Porque se reconoce 
al papa y al cardenal una autoridad moral y, por ende, la capacidad de movilizar 
motivaciones ético-religiosas e introducirlas en el conflicto político. Es decir, el discurso 
moral puede llegar a tener eficiencia política. Siendo campos diferenciados, no se trata de 
una escisión absoluta. Me parece pues inevitable que el debate tenga en cuenta la 
compleja distinción entre moral y política. 


Resumiré muy esquemáticamente la relación entre política y moral.' Esta puede ser 
concebida de dos modos: como unión o como disyuntiva. Veamos en primer lugar la 
unión de política y moral: lo moralmente bueno es políticamente justo y viceversa. 
Posición “idealista” en tanto el ideal (la conjunción de lo bueno y lo verdadero) es la 
realidad misma. Por eso podemos saber qué es lo justo. Quienes no lo saben están 
equivocados; puesto que ningún error es voluntario, se les puede persuadir del engaño 
sufrido. Y si no se convencen es que están locos. Es la tesis de Platón” y Lenin,* si bien 
ambos difieren respecto a la articulación entre moral y política. Para Platón, la moral 
fundamenta a la política que, a su vez, no puede fundamentar a la moral. La política no 
es buena más que sometida a la moral; un rey sin virtud es un tirano. Para Lenin, por el 
contrario, política y moral van juntos, pero bajo el dominio de la política. Es la política la 
que fundamenta a la moral. Así, por ejemplo, el terrorismo es moralmente malo, porque 
es políticamente ineficaz. Se trata de dos tipos de idealismo: uno moral (Platón) y otro 
político (Lenin). No obstante sus diferencias, tienen en común la referencia a la verdad. 
Basar la moral en la política o la política en la moral es en todo caso basar: se supone 
una verdad que juzga y que lo hace universalmente. Lo que es verdad lo es para todos. 
¡Puede haber error o locura, pero no disenso! El filósofo-rey y el dirigente filósofo saben 
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la verdad y por eso gobiernan legítimamente. Además, lo saben de forma objetiva (la 
verdad no se vota) y por eso están por encima de las leyes y la discusión pública. Todo 
esto es conocido y no hay que insistir: nada tan sangriento como un ideal en el poder. 

Veamos ahora la segunda concepción: moral y política son dos campos separados. 
Una buena política puede entonces ser inmoral y una buena acción puede ser 
políticamente ineficaz e incluso desastrosa. Comte-Sponville habla en este caso de 
“cinismo” que también se da en dos modalidades. Por un lado, la separación puede 
operar en beneficio de la moral. Moral y política están desligadas, pero vale más ser 
moralmente bueno que políticamente eficaz. Es el cinismo moral de Diógenes. Si la 
moral es políticamente ineficaz, tanto peor para la política. Pueden existir reyes buenos, 
pero no importa nada ser rey; solamente importa ser bueno. Más vale virtud sin poder 
que poder sin virtud. Por otro lado, la separación también puede vivirse en beneficio de 
la política. Es el cinismo político de Maquiavelo: vale más ser políticamente eficaz que 
moralmente bueno. La política no se somete más que a sí misma (a la fuerza y a los 
simulacros) y es buena sólo en tanto triunfa. La política no es moral y no tiene que serlo; 
basta que sea eficaz. O sea, más vale poder sin virtud que virtud sin poder. 

Es esta concepción —la diferenciación de moral y política— la que predomina en el 
pensamiento occidental. La mejor formulación es de Max Weber: la modernidad se 
caracteriza por una “racionalización del mundo” que instituye un sistema de 
complementariedad: una vez perdida la unidad que procuraba la religión (secularización 
inexorable), la relativización y privatización de los valores son compensadas por el 
avance del mercado y de la burocracia, dos modalidades de la racionalidad formal. La 
imposibilidad de fundar el “todo” en una noción sustantiva de “bien común” conduce a 
un dualismo: la fe y las normas devienen un asunto estrictamente individual, relegado al 
fuero privado, en tanto que la esfera pública se guía exclusivamente por una racionalidad 
valorativamente neutral. La distinción tajante entre esfera pública y privada es el 
resultado de una experiencia histórica —la pretensión de poseer la verdad absoluta y las 
consiguientes guerras religiosas. De acuerdo con esto, Hobbes* afirma: auctoritas, non 
veritas, facit legem. Vale decir, la decisión política no puede invocar una verdad, 
religiosa o científica, sino ha de legitimarse únicamente por medio de la legalidad de los 
procedimientos (legitimidad mediante legalidad). 

Esta diferenciación ha sido impugnada permanentemente, desde la derecha como 
desde la izquierda. Desvincular la acción política de las normas morales significa, para 
unos, socavar el sustento natural del orden y de la unidad nacional; para los otros, reducir 
la ciudadanía a una comunidad abstracta y alienada. No se trata solamente de críticas 
“moralistas”. Para Carl Schmitt,” famoso defensor de una Realpolitik, la privatización de 
las creencias motivacionales debilita al Estado. “En el momento en que la diferenciación 
de interno y externo es reconocida, en el fondo ya está decidida la supremacía de lo 
interno sobre lo externo y, por ende, de lo privado sobre lo público. Un poder público 
podrá ser reconocido completa e insistentemente, pero por mucho que se le respete 
lealmente, en tanto poder sólo público y sólo externo es una fuerza vacía e internamente 
sin alma.” Un Estado que no se identifica con nada corre peligro de que nadie quiera 
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identificarse con él; sera un gigante con pies de barro. 

El vaciamiento de los procedimientos politicos y de la esfera publica es un problema 
real. Independientemente del signo ideológico, tiene lugar una burocratización de la 
política que se vuelve insensible a las preocupaciones cotidianas de la ciudadanía. Y, sin 
embargo, no podemos prescindir de la tecnocracia en nuestras sociedades más y más 
complejas. La racionalidad formal, el cálculo medios-fines, es imprescindible, sólo que 
por sí sola no asegura la integración de la sociedad. No basta una integración funcional 
como la procuran el mercado o la administración burocrática. Para que la sociedad se 
reconozca a sí misma en tanto orden colectivo, se requiere una integración simbólica. 
Ahora bien, ésta se logra confundiendo moral y política. 

La experiencia del autoritarismo nos ha vuelto más perceptivos del uso manipulativo 
que hace la política de los valores, tomados por meros recursos de poder. Basta ver 
cómo se exalta el amor a la patria o el amor al orden; tal invocación del amor no es sino 
un llamado de adhesión al gobierno. Conviene entonces recordar que un avance de la 
autonomía individual consistió precisamente en desvincular el ámbito político de los 
sentimientos y emociones de la gente. Nada peor que un poder moralizador que exige no 
solamente obediencia, sino amor y fe. De ese entusiasmo se nutre el fanatismo. Si el 
Bien existe, todo (en nombre) está permitido. El llamado a la reconciliación en la fe 
termina justificando la exclusión y la masacre de los “herejes”. 

En política es insuficiente una moral privada, más preocupada de las intenciones que 
de las consecuencias de la acción. Precisamente por sus buenas intenciones, no hay 
gobernante más peligroso que el profeta armado. Por eso Max Weber advierte a quien 
busca salvar su alma que no busque su redención en la política. Ésta ha de guiarse menos 
por una “ética de la convicción” que por una “ética de la responsabilidad”. En este 
sentido, entiendo el llamado a la reconciliación como una invocación de la 
responsabilidad solidaria. 

Estas notas no pretenden sino recordar la tensión entre moral y política. No pudiendo 
abolir esa tensión, sólo nos queda asumirla. Dicho polémicamente: sólo asumiendo un 
“cinismo” podemos hacernos cargo del llamado a la reconciliación en términos 
democráticos. 

Quiero prolongar estos apuntes introductorios un paso más y aludir brevemente a lo 
que me parece ser la cuestión de fondo: ¿cómo concebir una comunidad de modo tal que 
permita a la pluralidad de hombres (de intereses y opiniones) reconocerse y organizarse 
en tanto orden colectivo? Me limito a dos observaciones. En primer lugar quiero llamar la 
atención sobre la tendencia a proyectar la noción de comunidad o identidad colectiva al 
pasado, como una unidad históricamente dada, en general como unidad nacional. Aunque 
la unificación nacional sea realizada efectivamente por el Estado, la acción política sólo 
se legitima en nombre de una identidad preconstituida —la nación—. La comunidad se 
situaría pues a un nivel prepolítico. Aún más: esa unidad nacional se encontraría 
amenazada por la política (en tanto despliegue de la pluralidad). Desde la Independencia, 
la desconfianza en la pluralidad política ha socavado el desarrollo de la democracia. En 
todo periodo, el orden democrático ha estado subordinado a la defensa del Estado 
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nacional, siendo la cuestión: ¿cuánta heterogeneidad podemos aceptar? Sin embargo, 
¿por qué la heterogeneidad sería una fuente de conflicto, mientras que se da por sentado 
que la homogeneidad favorece el entendimiento pacífico?” Tal vez hoy, en un periodo de 
transnacionalización, podamos invertir la cuestión. Aceptando la pluralidad, ¿cuánta 
unificación es necesaria? No descarto pues el problema del orden colectivo. Por el 
contrario, es partiendo de la heterogeneidad social que podemos plantear como problema 
su articulación. Pero ahora ya no se trata de un orden casi natural en peligro de 
subversión, sino de un orden a construir. Se trata de una cuestión política. 

En segundo lugar, una palabra sobre el consenso. La cuestión del orden colectivo ha 
sido tematizada por diversos colegas como una “crisis de consenso”. Posiblemente, lo 
que está en crisis sea más bien nuestra noción de consenso. Tengo la impresión de que 
ella trasunta la mencionada desconfianza de la heterogeneidad. Parece entenderse por 
consenso una homogeneización de la pluralidad en el sentido de “opinar lo mismo” o 
“Satisfacer a todos”. Ello expresa, a mi entender, una visión estática de la comunidad. 
Quizás debiéramos discutir una concepción más dinámica. En lugar de pensar en un 
equilibrio fijo, abordar el orden como un proceso continuo de compensaciones solidarias. 
Toda decisión política beneficia a unos y perjudica a otros; o sea, como decisión singular 
no es equitativa. Pero sí lo puede ser un conjunto de decisiones a lo largo del tiempo en 
la medida en que cada decisión compensa y contrarresta sucesivamente anteriores costos 
y beneficios. En esta perspectiva, visualizamos el consenso como un proceso nunca 
acabado, como una solidaridad en permanente desarrollo. 
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* Persona y Sociedad (Chile, Instituto Latinoamericano de Doctrina y Estudios Sociales), 1, 1987, pp. 29-34. 


' Resumo casi literalmente algunas consideraciones de André Comte-Sponville en “El bueno, el malo y el 
militante”, Letra Internacional 5, Madrid, 1987. 


2 Juan Francisco Fresno (1914-2004) fue proclamado cardenal el 15 de junio de 1985 por el papa Juan Pablo 
II, y tuvo un papel importante en la defensa de los derechos humanos durante la dictadura de Pinochet, al tiempo 
que propuso un Acuerdo Nacional por la Reconciliación. En abril de 1987 estuvo a cargo de la visita de Juan 
Pablo II a Chile. Véase R. Otano, Nueva cronica de la transicion, Santiago, LOM, 2006, p. 137. 

> Platón, La república o el Estado, México, Espasa-Calpe, 1993. 

e V. I. Lenin, ¿Qué hacer?, Santiago, Quimantú, 1972. 


2 T. Hobbes, Leviatán: o la materia, forma y poder de una república eclesiástica y civil, México, Fondo de 
Cultura Económica, 1980. 


b C, Schmitt, El concepto de lo político, Madrid, Alianza, 1991. 


2 Es sugerente contrastar la cultura japonesa con la occidental como lo esboza M. Maruyama, “Diferentes 
paisajes mentales”, Letra Internacional 5, Madrid, 1987. 
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LOS DESAFIOS DE LAS CIENCIAS SOCIALES 
EN AMERICA LATINA* 


UNA PERSPECTIVA DEL CAMBIO SOCIAL 


La incertidumbre embarga a cualquiera que, mirando el afio 2000, pretenda elucidar los 
principales desafios de las ciencias sociales en la region. Y no se trata de las vacilaciones 
propias de quien ha de seleccionar entre una multiplicidad de tendencias una lista de 
prioridades, descartando otros temas igualmente urgentes. Tampoco se trata de las dudas 
que despierta el intento de anticipar un futuro finalmente imprevisible. No, la 
incertidumbre no se desprende del análisis sino que forma parte de nuestro objeto de 
reflexión: uno de los desafíos sobresalientes que enfrentan las ciencias sociales en 
América Latina es precisamente la incertidumbre. 

Si hay épocas de certeza y épocas de incertidumbre, la nuestra corresponde sin duda a 
estas últimas. Vivimos, como dijo Octavio Paz, un “tiempo nublado”.” A ese clima 
contribuye desde luego cierto aire de “fin de siglo”, esta vez exacerbado por la 
solemnidad de milenio. Frente al horizonte 2000 se desvanecen las nociones de 
continuidad y surgen todo tipo de fantasías, mezcla de horror y fascinación. Pero no es 
únicamente un clima psicológico. La incertidumbre refleja, como experiencia subjetiva, 
un cambio estructural. Toda transformación de las estructuras sociales suele ser vista 
simultáneamente como promesa y como amenaza; nacen nuevas posibilidades y, por lo 
mismo, nuevos riesgos. Las ciencias sociales no son ajenas a esta situación. A la vez 
sujeto y objeto, ellas son un momento del proceso en cuestión. 

En nuestras sociedades actúan múltiples tendencias, a veces antagónicas, en otros 
casos reforzándose entre sí, y sólo podemos comprender el desarrollo como una 
configuración, siempre provisoria, de los diversos vectores. Precisamente la 
preocupación por las relaciones de tensión que operan entre las distintas tendencias es 
una característica de las ciencias sociales, y si la obra de los grandes científicos sociales 
—pienso en Marx y Weber o, entre nosotros, en Germani o Fernando Henrique Cardoso 
— es con frecuencia contradictoria, ello se debe justamente al afán incorruptible de dar 
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cuenta de la realidad social. Al mismo tiempo, sin embargo, el pensamiento 
(racionalistaoccidental) busca conceptualizar e/ principio en torno al cual se articularian el 
conjunto de las fuerzas sociales. Tal busqueda de un eje articulatorio o fundamento 
último da lugar a una visión monista de la sociedad: el proceso social tiende a ser 
reducido a una sola “lógica” que, en definitiva, abarca incluso a las contratendencias. 
Para bien y para mal, la sociedad aparece entonces necesariamente como un “sistema 
unidimensional”.* Si Marx, por ejemplo, todavía enfoca el capitalismo como una 
contradicción entre fuerzas de explotación y alienación y tendencias de emancipación, 
posteriormente la “lógica del capital” será vista como un movimiento inexorable que 
instrumentaliza o absorbe cualquier atisbo de autonomía para desembocar en lo que 
Marcuse llamó “el hombre unidimensional”. Lo mismo vale para otras teorías sociales, 
cuando anulan la tensión originaria (dualismo tradición-modernización, dependencia 
centro-periferia) es anulada en beneficio de uno de los polos. Pues bien, estos tipos de 
reduccionismos se han mostrado falsos. La denominada “crisis de paradigmas” no es, en 
el fondo, sino el reconocimiento de que los procesos sociales no pueden ser reducidos a 
una racionalidad única. La erosión de los marcos teóricos no es una maldad de los 
intelectuales, por cierto; la visión monista se encuentra hoy cuestionada porque no logra 
dar cuenta de la complejidad de la vida social. Hay que volver pues sobre ésta, 
enfocándola de modo tal que la coherencia conceptual del análisis no termina eliminando 
las tensiones. 

Si entendemos que las ciencias sociales son un momento del proceso social, la 
reorientación recién señalada nos puede servir como un indicador valioso acerca de las 
tendencias principales en el conjunto de la sociedad. Intentando precisar las 
características más importantes de los cambios estructurales en América Latina en la 
próxima década, yo destacaría en primer lugar el proceso de diferenciación social. A mi 
entender, la diferenciación social será no solamente una tendencia decisiva en nuestras 
sociedades, sino igualmente uno de los desafíos mayores de las ciencias sociales. 

Este planteamiento puede suscitar de inmediato dos objeciones. Por un lado, parece 
paradójico resaltar una tendencia después de haber llamado la atención sobre el lugar 
primordial de las tensiones. La contradicción es sólo aparente. Al destacar el proceso de 
diferenciación quiero recalcar precisamente la multiplicidad de racionalidades, diversidad 
que no puede ser reducida a ninguna racionalidad central. Ello nos conduce a la segunda 
objeción. Por otro lado, podría argumentarse que la diferenciación social es un proceso 
en marcha hace tiempo, en América Latina particularmente vigoroso desde la década de 
los sesenta. La observación es correcta, pero no contempla el cambio de significado. 
Hasta hace poco, la diferenciación social era vista desde el punto de vista de una unidad 
dada, al menos idealmente. La unidad era concebida, por lo general, como identidad 
nacional o como un orden jerárquicamente estructurado; en todo caso, como un hecho 
dado de antemano, cuya gestación eventual se perdía en un pasado lejano. Basta 
recordar los manuales escolares, narrando el desarrollo nacional como /a historia, única e 
inevitable, de la cual han sido purgadas toda encrucijada y alternativa frustrada, 
neutralizando cualquiera discontinuidad. Se trata de una construcción ficticia, por 
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supuesto, pero que ayuda a arraigar un sentimiento profundo de comunidad. A partir de 
tal imaginario, las diferencias significan amenazas; lo diferente es lo ajeno que pone en 
peligro lo propio. Lo que me interesa destacar es la centralidad del orden establecido; sea 
para defenderlo (contra los indios, los marginales, en fin, los enemigos), sea para atacarlo 
(orden opresivo y excluyente), la diferenciación es percibida como un fenómeno externo. 
Hoy día, esa noción de unidad y comunidad ha quedado obsoleta por la transformación 
de las estructuras sociales. Pensemos tan sólo en la acelerada diferenciación de la 
estructura de clases, la diferenciación de los procesos productivos y financieros y de las 
pautas de consumo, la diferenciación del sistema educativo e incluso de las confesiones 
religiosas. Se trata indudablemente de un proceso que cruza todos los campos y que, por 
encima de todo, pareciera haber socavado todo principio de centralidad. Tiene lugar una 
verdadera desestructuración tanto de los espacios como de los tiempos sociales. Tal vez 
la segmentación de los espacios urbanos o de los mercados laborales es más conocida, 
pero la asincronía en las conciencias del tiempo y, por tanto, en los horizontes temporales 
de las expectativas no es menos importante. 

Este proceso de diferenciación no se detiene en las fronteras; es un proceso 
transnacional que recorta el viejo mapamundi. El doble movimiento de “integración 
transnacional y desintegración nacional”, diagnosticado hace años por Osvaldo Sunkel,* 
abarca fundamentalmente procesos económicos (en un sentido lato, incluyendo la 
distribución de tecnologías), pero se extiende igualmente a otros circuitos, entre ellos la 
circulación de bienes culturales y científicos. Para países como Chile la inserción en el 
mercado mundial es un fenómeno no sólo económico, sino cultural que en los próximos 
años probablemente se acentúe de un modo u otro. Ya hoy la distancia entre los grupos 
extremos en la escala social en Santiago de Chile pareciera mayor que la distancia que 
separa a los grupos superiores de los sectores correspondientes en Madrid o Nueva York. 
Es decir, paralelamente al proceso de segmentación parece operar un proceso de 
articulación. Con el nombre de “nuevo orden internacional” este doble proceso es 
conocido por todos. En cambio sabemos poco qué significa —en estas condiciones— un 
“orden nacional”. A pesar de los augurios sobre un sistema mundial, los límites 
nacionales siguen siendo poderosos. Pero ¿cómo concebir tal articulación de las 
diferentes fuerzas sociales en tanto orden? ¿En qué sentido podemos seguir hablando de 
“sociedad” o de “comunidad política”? 

En América Latina, hechos como la deuda externa nos ha enseñado a golpes la nueva 
complejidad de las relaciones sociales. Hemos aprendido a aceptar la existencia de esa 
complejidad social, pero no a trabajarla. Ello requiere un cambio de perspectiva. 


Un CAMBIO DE PERSPECTIVA 


Suponiendo que el proceso de diferenciación y, en consecuencia, una nueva complejidad 
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social son un rasgo sobresaliente de las sociedades latinoamericanas en la próxima 
década, el desafío principal de las ciencias sociales consiste en un cambio de perspectiva. 
Hasta ahora, dicho muy esquemáticamente, la diversidad social fue enfocada a partir de 
una noción de unidad o identidad preestablecida. Al tomar el “todo” como una premisa 
dada (una especie de tabú sustraído a la discusión), la diferenciación de las “partes” no 
podía sino ser problemática. Y en la medida en que esta diferenciación de facto debilitaba 
las formas simbólicas de identidad, la diversidad se volvía más y más insoportable. De 
ahí los intentos —en teoría y práctica— por eliminar o neutralizar las diferencias, 
reconduciéndolas a una unidad predeterminada. Pero el proceso de diferenciación social 
no disminuye y seguirá avanzando a espaldas nuestras si no modificamos nuestro 
enfoque de la realidad. El cambio de perspectiva consiste ante todo en /) asumir la 
existencia de la diversidad social y 2) reconocer el valor que ésta tiene. 

El cambio de enfoque concierne desde luego y sobremanera a las propias ciencias 
sociales. Una “sociología de la sociología” latinoamericana muestra nítidamente la 
acelerada diferenciación de este campo. Volveré sobre ello más adelante, pero desde ya 
cabe preguntarse si los mismos científicos sociales han reflexionado adecuadamente este 
proceso. ¿No refleja nuestra inclinación por los grandes relatos y los discursos 
omnicomprensivos (no importa de qué ismo se trata) un miedo a la pluralidad de 
“verdades” y, por ende, a la incertidumbre? 

Retomo el planteamiento general: pensar la heterogeneidad. El cambio de perspectiva 
es enorme. Durante años hemos denunciado la “heterogeneidad estructural” de América 
Latina como uno de los obstáculos fundamentales al desarrollo. El ideal era, claro está, el 
de una sociedad lo más homogénea posible o, expresado como utopía, una sociedad 
idéntica consigo misma. Mientras que considerábamos la heterogeneidad como sinónimo 
de caos, dábamos por sentado que la homogeneidad aseguraba el orden. ¿Por qué no ver 
en la heterogeneidad la posibilidad de una interacción social mucho más densa y rica? 

En los últimos años, la experiencia del autoritarismo ha socavado el significado en 
apariencia unívoco de la unidad. Precisamente porque la dictadura representa la 
imposición de una unidad orgánica a una sociedad que ha dejado de serlo, ésta comienza 
a valorar positivamente las diferencias. Se descubre en la diversificación de las 
estructuras económicas, en el pluralismo cultural, en la tolerancia político-ideológica una 
riqueza de oportunidades que no ofrece la homogeneización impuesta. 

Por cierto, no confundamos diversidad con desigualdad. En una región caracterizada 
por relaciones injustas de explotación y dominación no resulta fácil apreciar las 
diferencias justas. Pero no reduzcamos toda diversidad al problema de las desigualdades 
sociales. Y no pensemos tampoco que la rotura del tejido social es una consecuencia 
exclusiva del régimen autoritario. Quiero decir: miremos con menos prejuicios la 
diferenciación en marcha. Sólo entonces podremos analizar qué diferencias son ¡legítimas 
y debieran ser abolidas, qué diferencias son inadecuadas y debieran ser reformadas y qué 
diferencias son un despliegue de la autonomía individual y de la creatividad colectiva que 
han de ser respetadas y fomentadas. 

Ahora bien, no podemos pensar la diferenciación social sin una noción de 


99 


articulación. Se trata, a mi entender, de las dos caras de la misma moneda. El cambio de 
perspectiva implica pues repensar nuestra concepción de la unidad social y política. En el 
fondo, ésta es extremadamente débil. ¿No se debe el temor a la heterogeneidad a que la 
identificábamos con una fragmentación del orden social? O sea, temiamos la 
desintegración del orden (o, más radicalmente, la simple y llana dispersión del Yo) al 
mismo tiempo que nos negábamos a plantear la cuestión del orden como un problema. 
En realidad, no podíamos enfocar la construcción social del orden en la medida en que 
presumíamos la totalidad como una premisa dada. Este enfoque fracasa porque, 
finalmente, no logra dar cuenta ni de la diferenciación ni de la unidad del proceso social. 

Propongo invertir de cierta manera la perspectiva anterior: partiendo por reconocer y 
valorar la diversidad social, plantear su articulación como orden colectivo. ¿Cómo 
concebir tal articulación de diferencias? Por una parte, ya no podemos pensar el proceso 
social en términos de “unidad” puesto que remite a una homogeneidad que no existe. Por 
lo mismo, también resulta difícil fundarlo en alguna racionalidad sustantiva o un consenso 
sobre valores básicos. Si la heterogeneidad pone en cuestión la idea de un fundamento 
último que sintetice la totalidad, por otra parte la diferenciación de múltiples campos y 
racionalidades sociales no significa una escisión. Por grandes que sean las diferencias no 
sólo entre política, arte y ciencia, por ejemplo, sino dentro de cada uno de estos campos, 
de hecho existe un tipo, o mejor dicho, diversos tipos de “integración”. Aquí desempeñan 
un papel primordial las instituciones y los procedimientos formales. Sin embargo, por 
importantes que sean los hábitos, las reglas convencionales y, en particular, los 
dispositivos de racionalidad formal, el orden social es más que una coherencia 
únicamente formal. La pregunta por el sentido del orden sigue vigente y adquiere, a raíz 
de la heterogeneidad misma, una urgencia todavía mayor. Precisamente el resurgimiento 
de un fundamentalismo político señaliza el rol destacado que ocupa la subjetividad en la 
construcción y conservación del orden. Todo ello insinúa las dificultades que nos plantea 
un estudio de la articulación de las diferencias sociales. 

Nuestro interés no concierne solamente a un problema analítico; la cuestión de fondo 
es cómo producir tal articulación. En lugar de suponer una unidad social dada de 
antemano, se trata de elaborar una articulación. Esta dimensión “constructivista” ha de 
ser considerada igualmente en el proceso de diferenciación. Tampoco la diversidad social 
es un fenómeno natural, sino una construcción. No se trata pues de una simple 
“inversión” del enfoque como lo insinuaba arriba. El cambio de perspectiva exige asumir 
la relación de diferenciación y articulación como una tensión entre dos procesos 
dinámicos. Aun más: así como la articulación nos remite a las diferencias sociales, esta 
pluralidad a su vez no puede ser elaborada sin una noción de colectividad. 

En esta tensión de heterogeneidad y articulación me parece radicar la complejidad de 
nuestras sociedades; complejidad que caracterizará el desarrollo de la región en la 
próxima década. Ella exige un profundo cambio de perspectiva en las ciencias sociales, 
pero también lo prepara. En efecto, la creciente complejidad social ha provocado un 
derrumbe de los antiguos esquemas clasificatorios. Se encuentran cuestionados los límites 
entre lo interno y lo externo, lo político y lo social, lo público y lo privado, lo femenino y 
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lo masculino, lo material y lo simbólico, etc. Y ello ha erosionado también las 
delimitaciones dentro de las ciencias sociales, tanto entre las diversas disciplinas como, 
por ejemplo, entre análisis macrosocial y microsocial. Ahora bien, no podemos prescindir 
de tales delimitaciones; construimos “lo real” que han de enfrentar las ciencias sociales 
hacia el año 2000. Se trata, por encima de todo, de ofrecer un marco cognitivo para 
pensar la nueva complejidad social y de analizar las formas prácticas de trabajarla. 

Entre las diversas aproximaciones posibles destaco dos líneas de trabajo que me 
parecen particularmente fructíferas. Mi preferencia está sesgada —lo confieso de 
antemano— por mi experiencia mayor en estos campos; pero en todo caso, ambos temas 
atañen directamente la elaboración sociopolítica de la complejidad. Por lo demás, son 
áreas lo suficientemente específicas y a la vez flexibles para permitir proyectos de 
investigación efectivamente cooperativos en el ámbito regional. 

Como primer tema propongo la cuestión de la democracia. Es un tema de moda, por 
supuesto, pero en el buen sentido; todos perciben su alta relevancia, a la vez que su 
carácter problemático. Por ahora, la democracia suele ser planteada en un significado 
más bien defensivo, contrapuesto a los gobiernos autoritarios. De cara a la dictadura la 
invocación de la democracia tiende a ser una exorcización. Tal planteamiento es 
completamente inadecuado de cara al futuro. Se hace indispensable repensar la 
democracia precisamente con una visión prospectiva. No es casual que en una encuesta 
de la UNESCO destinada a evaluar las principales cuestiones del mundo hacia el año 2000,' 
en América Latina la democracia sea nombrada como un valor del futuro en segundo 
lugar, después de “vida y sobrevivir” y antes que “ingresos” y “libertad individual”. La 
prioridad concedida a la democracia como valor del futuro no se entiende, creo yo, si no 
consideramos el desarrollo social arriba esbozado. La significación de la democracia 
radica no tanto en su oposición a la dictadura como en su relación con la progresiva 
complejidad social. Con lo cual, de hecho, ya estoy insinuando un enfoque diferente. 
¿Mas no buscamos justamente una nueva teoría de la democracia? Los enfoques 
actuales resultan insatisfactorios porque hacen hincapié o bien en la competencia entre 
distintos actores o bien en la constitución de una normatividad común, sin asumir la 
tensión entre pluralidad y colectividad. Es esta tensión, sin embargo, la que me parece 
constituir la dinámica de la democracia. Aceptando este punto de vista, podemos ver en 
la democracia una forma específica de trabajar la complejidad. En un mismo 
movimiento, la democracia promueve la diferenciación plural y organiza su articulación 
política. 

El enfoque propuesto es demasiado general y, sin duda, oculta muchos problemas. 
Más que una concepción determinada, empero, aquí interesa presentar un tema que 
permita focalizar un nudo estratégico de la complejidad social. Y, por esquemático que 
sea el esbozo, en algo vislumbramos el camino que nos abre un estudio de la democracia 
moderna. 

Otro tema prioritario me parece ser la reforma del Estado. Después del gran debate 
que iniciara Guillermo O”Donnell en los años setenta, esta línea de investigación se 
diluyó, posiblemente a raíz del deterioro acelerado del Estado autoritario. Mas la 
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organización autoritaria del Estado es solamente un aspecto del tema. Precisamente por 
fracasar el autoritarismo en su afán homogeneizador, se vuelve tan decisivo estudiar las 
relaciones del Estado con una sociedad inexorablemente heterogénea. Hoy está a la vista 
por doquier que la actividad estatal deviene contradictoria en sí misma como 
consecuencia de la diversidad de situaciones que el Estado asistencial debe atender. Es 
decir, aun siendo una síntesis exteriorizada de la vida social, el Estado no es, ni mucho 
menos, una unidad. Últimamente se suele insistir en la descentralización administrativa; 
una reforma importante pero que no agota la cuestión. El Estado no es ni un ente 
metafísico ni un mero aparato burocrático. Una perspectiva más promisoria, creo yo, se 
desprende del redescubrimiento de una multiplicidad de racionalidades. Vemos entonces 
que el mismo Estado está inserto en la tensión entre diferenciación y articulación, y que 
sólo a partir de este doble proceso podemos redefinir posibilidades y límites de la acción 
estatal. Cabe preguntarse si ello no pone en tela de juicio el estatus tradicionalmente 
asignado al Estado. A pesar de las voces que cuestionan el rol central atribuido al Estado 
en la representación del conjunto de la sociedad, está fuera de duda su lugar privilegiado 
en el ámbito simbólico, al menos en América Latina. En consecuencia, al plantear aquí la 
reforma del Estado, hay que considerar, junto con los aspectos institucionales, igualmente 
la dimensión simbólica cultural del Estado. Dicho en otras palabras, sólo podremos 
reformar la intervención del Estado en la sociedad en la medida en que repensamos el 
“bloque” de Estado y sociedad. 

Estas breves indicaciones no pretenden sino sugerir dos áreas que —siendo “temas 
tradicionales” — prometen acercarnos a los nudos neurálgicos de la vida en sociedad en el 
año 2000. Una aproximación muy parcial y “continuista” por cierto, pero que, por lo 
mismo, permite una evaluación más matizada (menos deslumbrada) de las innovaciones 
en marcha. 


Los DESAFÍOS INSTITUCIONALES’, ° 


Ya es un lugar común constatar que el desarrollo y la innovación temática de las ciencias 
sociales están fuertemente condicionados por las estructuras institucionales en que se 
desenvuelve la producción científica. Basta recordar la intervención militar en las 
universidades y el auge de los centros académicos independientes en los años setenta 
para percibir en qué medida el contexto institucional condiciona no sólo las orientaciones 
científicas, la agenda de prioridades e incluso las motivaciones y el estilo intelectual de los 
científicos sociales, sino igualmente los destinatarios y los usos de sus productos. Aun 
estando a la vista la reestructuración radical que provocó el autoritarismo en las ciencias 
sociales (no solamente en el Cono Sur), sería erróneo reducir los problemas 
institucionales a una cuestión de dictadura o democracia. En mi opinión, un análisis 
prospectivo de las condiciones institucionales de las ciencias sociales en la región debiera 
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considerar por encima de todo el inevitable proceso de diferenciación. 

Revisemos rápidamente el trasfondo histórico. En los años cincuenta y sesenta las 
ciencias sociales en América Latina se caracterizan por los siguientes rasgos 
institucionales. 7) Un aumento explosivo de las ciencias sociales en la matrícula total de 
enseñanza superior. A comienzos de los años setenta, en 10 países latinoamericanos 
sobre un total de 19 países considerados, las ciencias sociales ocupaban el primer lugar y 
en otros cinco países la segunda posición. La expansión de la matrícula de pregrado ha 
sido causa y efecto de 2) una proliferación de las instituciones de ciencias sociales. Se 
trata ante todo de una diferenciación intrauniversitaria, pero también nacen las primeras 
instituciones extrauniversitarias como, por ejemplo, Flacso en Santiago (1957) o el 
Instituto Di Tella en Buenos Aires (1958). Ello implica 3) una ampliación del mercado 
ocupacional para los científicos sociales que acceden masivamente a cargos universitarios 
y, con el auge de gobiernos “desarrollistas”, a funciones en la administración pública. Su 
alta visibilidad en trabajos vinculados a temas controvertidos (reforma agraria, 
marginalidad, planificación, etc.) definirá por mucho tiempo su imagen social. Todo este 
proceso va acompañado por 4) un desarrollo acelerado de estudios de posgrado en 
diversos países latinoamericanos. Surge así una comunidad científica que tiene recursos 
suficientes (títulos académicos, influencia social, medios financieros) para desarrollar una 
dinámica propia. 

El movimiento expansivo conlleva —por su propia dinámica— cambios estructurales 
que se hacen visibles en la década de los ochenta y que probablemente perduren en los 
años venideros. En concreto, quiero resaltar cuatro tendencias. 

En primer lugar, sobresale la crisis del modelo tradicional de universidad. Sea por una 
ampliación masiva del derecho a la educación, sea por el contrario, mediante una 
restricción del acceso a la enseñanza superior, el hecho es que en América Latina al igual 
que en otras regiones tiene lugar una segmentación del sistema universitario. Hay 
universidades “de masas” y universidades “de élite”, y todo indica que esta 
diferenciación de nivel se acentuará. 

La crisis del modelo “clásico” de universidad implica, en segundo lugar, el fin de la 
unidad de docencia e investigación. El auge de los centros académicos “informales” se 
debe, más que a una salida de emergencia frente a la clausura o atrofia de las ciencias 
sociales en la universidad, a la dinámica de la propia investigación social. Ésta requiere un 
creciente grado de especialización y profesionalización que deviene incompatible con las 
exigencias de una docencia cada vez más masiva. Por eso, los mencionados centros 
independientes seguirán desarrollándose en la medida en que respondan a los criterios de 
la investigación social, aunque desaparezcan las condiciones restrictivas de la dictadura. 
Vale decir, la investigación “de punta” en ciencias sociales se trasladará de forma 
definitiva a centros especializados, probablemente extrauniversitarios. 

Por otra parte, es notoria cierta saturación del mercado de trabajo para los científicos 
sociales. Más exacto sería hablar de un acceso diferenciado. De hecho, la especialización 
se impone progresivamente, abarcando incluso los cursos de posgrado. Esta 
diferenciación intradisciplinaria tiende a transformar el rol del intelectual. Cada vez 
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menos se autoidentifica como “conciencia crítica” y actúa más bien con base en una ética 
profesional. 

Finalmente, pareciera consolidarse una tendencia decreciente en el financiamiento 
destinado a las ciencias sociales. Las causas son diversas; las aportaciones estatales 
disminuyen a raíz de las restricciones del gasto fiscal, las donaciones de agencias 
nacionales sufren el efecto de la depresión económica y las subvenciones de las agencias 
extrarregionales son destinadas preferentemente a programas de acción social y/o 
reorientadas hacia otras regiones del mundo. 

Cada una de estas tendencias plantea una serie de cuestiones. Hasta ahora los 
científicos sociales latinoamericanos no se preocuparon mayormente por reflexionar en 
profundidad sus condiciones de producción. Ahora bien, yo presumo que las tendencias 
señaladas no son situaciones coyunturales, sino que indican transformaciones 
estructurales y, por así decir, irreversibles. Reiterando lo dicho: las ciencias sociales 
latinoamericanas están sometidas a un proceso de diferenciación que da lugar a un marco 
institucional extremadamente heterogéneo. Y no sabremos asumir el horizonte 2000 si no 
asumimos esta heterogeneidad como punto de partida. 

Si ésta es nuestra realidad, el principal desafío consiste en desarrollar algunas 
instancias de articulación que permitan estructurar las diferencias institucionales como un 
contexto colectivo. Algunos problemas de articulación son fáciles de nombrar. 

Tomando, por ejemplo, la diferenciación entre universidades “de masas” y 
universidades “de élite”, no se trata de revertir este proceso —intento vano— sino de 
impedir que la diferencia perpetúe desigualdades sociales. El problema radica en elaborar 
criterios y procedimientos de selección (de profesores y estudiantes) que aseguren 
“cierta” igualdad de oportunidades. ¿Cómo trazamos los límites y los puentes entre una 
formación básica en ciencias sociales y un nivel de excelencia? 

Políticamente menos conflictiva, pero más significativa, es la segmentación de 
docencia e investigación. En el modelo clásico los resultados de la investigación social 
eran socializados principalmente mediante la docencia. Ahora, si el desarrollo de 
instituciones dedicadas exclusivamente a la investigación social (dentro o fuera de la 
universidad) es un proceso inevitable y necesario, ¿cómo organizar el “retorno” de la 
producción científica a la sociedad? 

La articulación de investigación social y proceso social es un punto decisivo en la 
redefinición de los centros académicos independientes en condiciones democráticas. 
Éstos corren peligro de transformarse en servicios de asistencia técnica o think tanks de 
uno u otro actor social (gobierno, empresariado, sindicatos, etc.) si no se crea un proceso 
de socialización efectivo, que fomente la apropiación colectiva del conocimiento 
acumulado. 

El asunto guarda una estrecha vinculación con el problema del financiamiento de las 
ciencias sociales. Toda agencia financiera (estatal o privada) busca maximizar el empleo 
productivo de sus aportaciones, por supuesto. No menos cierto es que muchas veces la 
productividad suele ser medida únicamente en términos técnicos, o sea, en función de la 
aplicabilidad práctica y el uso concreto de los resultados. Como reacción a esa 
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instrumentalización, otros científicos sociales se refugian en unas ciencias sociales puras, 
no “contaminadas” por las contradicciones de la realidad social. Desde luego, tal 
disyuntiva atenta contra el desarrollo mismo de las ciencias sociales y resulta imperioso 
seguir buscando no sólo una conexión mayor entre la “ingeniería social” y la reflexión 
más teórica y especulativa, sino muy especialmente los mecanismos institucionales y 
financieros que faciliten entrelazar ambas dimensiones. 

Todo ello puede resumirse en la pregunta por las formas de institucionalizar las 
ciencias sociales en sociedades de complejidad progresiva. Ha muerto la “academia” en 
el sentido tradicional, plasmado por el claustro universitario y cierto tipo de “intelectual”. 
La profesionalización y la especialización, así como los consiguientes circuitos 
segmentados de comunicación, han provocado una crisis de identidad. Creo que en el 
fondo sentimos nostalgia de una “comunidad” concebida en términos de valores e 
intereses comunes, de una sola y unívoca vocación intelectual; esta búsqueda de un 
“proyecto sustantivo” puede ser autodestructiva para las instituciones. En las actuales 
condiciones de diferenciación, a la vez que se acentúa el perfil distintivo de cada 
institución respecto a las demás, la cohesión institucional se apoya más y más en 
procedimientos formales. Tal formalización de la cooperación, sin embargo, se encuentra 
en contradicción abierta con la autoimagen que tenemos del trabajo intelectual y que 
remite a la razón, la autonomía y la búsqueda apasionada de los contenidos objetivos de 
la vida social. Enfocando directamente esa contradicción tal vez logremos redefinir no 
sólo las formas de articulación institucional, sino el carácter mismo de las ciencias 
modernas. 
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* Este texto responde a una consulta de la UNESCO a la comunidad académica latinoamericana, en la que 
solicitaba una vision prospectiva de las ciencias sociales en la region hacia el afio 2000. Presentado en Caracas, 
15 a 19 de febrero de 1988. Documento de trabajo núm. 72, Programa Flacso-Santiago de Chile, marzo de 1988. 


2 O. Paz, Tiempo nublado, México, Seix Barral, 1983. 
a H. Marcuse, El hombre unidimensional, Barcelona, Seix Barral, 1969. 


2 O. Sunkel, Capitalismo transnacional y desintegración nacional en América Latina, Buenos Aires, Nueva 
Visión, 1972. 


à La tesis se encuentra desarrollada en el texto “La crisis del Estado en América Latina”, incluido en Obras I, 
pp. 353-455. 


' UNESCO, Le monde a l’horizon 2000 (BEP/GPI/1), París, agosto de 1987, p. 64. 
2 Estas notas deben mucho a las conversaciones con, y los escritos de, José Joaquín Brunner. 


è Entre otros textos de Brunner sobre las instituciones educativas pueden consultarse: Universidad y sociedad 
en América Latina, Documento de trabajo núm. 12, Caracas, CRESALC, 1985; Inquisición, mercado y 
filantropía, Santiago, Flacso-Chile, 1987; Educación superior en América Latina. Cambios y desafíos, Santiago, 
Fondo de Cultura Económica, 1990; El caso de la sociología en Chile, Santiago, Flacso-Chile, 1988. 
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PRESENTACION 


Del número de ciudades imaginables hay que excluir aquéllas en las cuales se suman elementos 
sin un hilo que las conecte, sin una regla interna, una perspectiva, un discurso. Ocurre con las 
ciudades como con los sueños: todo lo imaginable puede ser soñado, pero hasta el sueño más 
inesperado es un acertijo que esconde un deseo, o bien su inversa, un miedo. Las ciudades, 
como los sueños, están construidas de deseos y de miedos, aunque el hilo de su discurso sea 
secreto, sus reglas absurdas, sus perspectivas engañosas y toda cosa esconda otra. 


ITALO CALVINO, Las ciudades invisibles 


Los TEXTOS AQUÍ REUNIDOS, escritos entre 1984 y 1987 por motivos diversos, 
comparten, empero, una misma intencionalidad: explorar la dimensión subjetiva de la 
política. 

¿Por qué optar por un enfoque tan esquivo, sabiendo cuán opaca es la subjetividad, 
cada máscara remitiendo a otra en una secuencia interminable de muñecas rusas? Mi 
premisa básica se encuentra anunciada en la cita de Italo Calvino. 

Presumo que la política, al igual que las ciudades, está hecha de deseos y de miedos. 
No es la obra exclusiva de la mente ni del simple azar y, por tanto, sólo interrogándonos 
por los sentimientos involucrados podemos reflexionar lo que es una política razonable. 
Por lo demás, al hablar de nuestro tiempo como una época de crisis nos referimos 
precisamente a la experiencia subjetiva de que los problemas estructurales han alcanzado 
su momento de decisión. ¿Cómo entonces comprender la crisis sin echar una mirada 
política a los temores y anhelos que nos provoca el estado de cosas existente? 

Yo no hago más que eso. La reflexión sobre la certidumbre, por ejemplo, surgió de 
una invitación a confrontar Marx y Tocqueville. Durante meses di vueltas al tema sin 
encontrar una “entrada”, hasta que fui tomando conciencia de la incertidumbre y a partir 
de esa experiencia traté de indagar, con la ayuda de los “clásicos”, su dimensión política. 
Vale decir, no me interesa la política “en sí”, sino el significado político que puedan tener 
el sentimiento de miedo y desamparo o desencanto que descubro en nosotros. Escribo de 
lo que me duele. Hay que cerrar las heridas, por cierto, para no desangrar. Sobrevivimos. 
Para vivir, empero, no hay que olvidar las cicatrices, allí donde la piel perdió su 
sensibilidad. No recuperaremos lo perdido, pero podemos recordarlo. Los escritos son un 
ejercicio de memoria: memoria política. 

Confieso tener recelos del carácter implacable de una lógica rigurosa; por algo incluí 
en mi primer artículo en 1970 (un estudio de las ciencias sociales en América Latina) una 
cita de Kafka: “Bien es verdad que la lógica es imperturbable, sin embargo no resiste a 
un hombre que quiere vivir”.* Admiro el discurso analítico y puedo envidiar al autor por 
su lucidez; pero al rato caigo en una somnolencia indiferente tejiendo mis propios sueños. 
Nunca logro revelar esas largas películas, sin argumento, sin final. Sufro al escribir no 
sólo por nombrar las imágenes difusas y precisar su perfil, sino aún más intentando 
enhebrarlas en una narración inteligible. Por eso mis textos no suelen desembocar en 
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conclusión alguna; como los sueños, simplemente, se interrumpen. 

En el fondo, no son otra cosa que un guión que articula una asociación de imágenes 
diversas. 

Cada frase me enfrenta a una encrucijada y la argumentación termina siendo un 
camino arbitrario. Cualquier ordenamiento resulta finalmente ilusorio y, no obstante, sólo 
construyendo tal contexto adquiere sentido cada una de las imágenes. A esta tensión 
alude desde un ángulo diferente el cineasta Wim Wenders cuando afirma: 


Rechazo totalmente las historias pues para mí engendran únicamente mentiras, nada sino mentiras y la más 
grande mentira consiste en que aquéllas producen un nexo donde no existe nexo alguno. Empero, por otra 
parte, necesitamos de estas mentiras, al extremo de que carece totalmente de sentido organizar una serie de 


imágenes sin mentira, sin la mentira de una historia. Las historias son imposibles, pero sin ellas no nos sería 


en absoluto posible vivir. ! 


No solamente el relato está formado por una diversidad de imágenes a la vez 
fragmentarias y misteriosamente unidas. La realidad misma es una infinitud de 
fragmentos cuya compleja vinculación desborda todo intento de ordenamiento. Lo que 
llamamos orden no es finalmente otra cosa que una propuesta, digamos, un intento de 
compartir. Pues bien, sólo compartimos lo que elaboramos intersubjetivamente; sólo 
entonces es nuestro mundo, nuestro tiempo. Visto así, el pensamiento político, como el 
arte O la moral, significa hacer visible lo colectivo, reconstruyendo contextos, 
relacionando creencias e instituciones, vinculando imágenes y cálculos, expresiones 
simbólicas y acciones instrumentales. Se trata, desde luego, de construcciones artificiales 
y conexiones parciales que no logran dar cuenta de los múltiples hilos que componen el 
tejido social. Por eso no me preocupa demasiado cuando algunos amigos me hacen notar 
las contradicciones en mis trabajos. Al fin y al cabo ninguna historia es la “verdadera” y, 
no obstante, solamente en la medida en que nos reconozcamos (tendencialmente) en una 
adquiere sentido la maraña de fenómenos. Por eso deseamos el orden por encima de 
cualquier otra cosa y siempre soñamos en un orden mejor. De ello trata el libro: la 
necesidad de un orden, la posibilidad de un orden democrático, en fin, qué orden 
queremos. 

Retomo aquí la cuestión del orden planteada anteriormente en La conflictiva y nunca 
acabada construcción del orden deseado.? Observando en estos años la situación chilena 
o los procesos en Argentina, Brasil o Perú sabemos que no basta con invocar la 
democracia. En lugar de tomarla por dada hay que asumir la democracia como un futuro 
problemático. Es lo que intenta mi pregunta por el orden. Concibo el orden no como la 
perpetuación de lo existente, sino como su transformación. No cualquier cambio, por 
supuesto. Al hablar de orden siempre hacemos referencia, por lo menos tácitamente, a 
una utopía de buen orden. Ha habido un mal uso de la noción y, sin embargo, no 
podemos prescindir de ella. La utopía de la democracia es la autodeterminación de un 
pueblo sobre sus condiciones y modos de vida. En esta perspectiva planteo la cuestión 
del orden en tanto relaciona democracia y transformación social. 

Mi interés por la democracia, la transformación social y la utopía guarda fidelidad a 
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las ideas socialistas de mi primera experiencia politica: el movimiento del 68 y el gobierno 
de Allende. ¿Cuán válidos, cuán irreflexivos eran nuestros deseos? Suponiamos, 
generosa, pero falsamente, que todos compartiamos un mismo sueño. Apuntábamos a un 
problema real —la construcción de un orden colectivo— ignorando empero las 
condiciones de una sociedad moderna y secularizada. Ésta no obedece a una sola 
racionalidad ni puede sintetizarse en una visión única. La misma democracia no sólo 
refleja la pluralidad de intereses y opiniones, sino que es a su vez objeto de muy distintas 
interpretaciones. Tratando de explicarme esa diversidad nace mi preocupación por el 
imaginario político, o sea, por las imágenes que nos formamos de la sociedad en tanto 
producción colectiva-conflictiva de un orden. No hay una finalidad de la historia fijada de 
antemano y cada época, cada grupo define a partir de su experiencia el sentido del orden. 
En este marco entiendo la política como una lucha por el orden, donde el imaginario 
representa un papel decisivo, particularmente en culturas no asentadas como las que 
vivimos. 

Siento que nuestra imaginación politica se extingue. La intencionalidad de la acción 
política se diluye y quedamos detenidos en un presente perpetuo. Desde luego, toda 
política (lo confiese o no) instituye, ratifica o modifica determinadas orientaciones del 
quehacer social. Pero actualmente tales orientaciones son débiles y contradictorias y se 
nos escapa de las manos nuestro futuro. De hecho, el desarrollo científico y de nuevas 
tecnologías, los cambios en los procesos económico-financieros y las innovaciones 
sociales parecen crear imperativos aparentemente ineludibles que la política —cualquier 
política— no podría sino obedecer. Vale para la política lo que Castoriadis constata en el 
conjunto de la civilización contemporánea: la oposición “entre un despliegue cada vez 
más amplio de la producción —en el sentido de la repetición (estricta o amplia), de la 
fabricación, de la utilización, de la elaboración, de la deducción amplificada de las 
consecuencias— y la involución de la creación, el agotamiento de la aparición de grandes 
esquemas representativoimaginarios nuevos”.? La fuerza de lo necesario aumenta 
incesantemente, mientras que se ha debilitado nuestra capacidad político-cultural de 
redefinir lo posible y, con mayor razón, lo deseable. No es que existan menos 
posibilidades o menos anhelos; ellos crecen al igual que las necesidades, mas no 
encuentran un marco interpretativo. Después de haber denunciado el avance de las 
grandes ideologías y las planificaciones globales, hoy, por el contrario, lamentamos la 
ausencia de todo proyecto. 

Vivimos en América Latina (y no sólo aquí) una crisis de proyecto. Ello puede 
conllevar una abdicación a nuestra responsabilidad por el futuro. Pero también puede 
expresar una nueva concepción del porvenir. Intuimos que el mañana son mil 
posibilidades no menos contradictorias que las opciones de hoy e irreductibles a un 
diseño coherente y armonioso. Intuimos que también los sueños son necesariamente 
inconclusos, siempre reformulados. En fin, vistumbramos un futuro abierto que resulta 
incompatible con la noción habitual de proyecto. Entonces, más que un proyecto 
alternativo, necesitamos una manera diferente de encarar el futuro. 

“Pensar la derrota” no es sólo revisar una estrategia de lucha, es interrogarnos acerca 
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de la lucha misma y, por ende, redefinir el significado de la propia politica. Visto asi, la 
reflexion politica en nuestros paises me parece todavia demasiado cautelosa, como si 
temiéramos reconocernos vulnerables. Son estos miedos no asumidos o mal integrados a 
la vida los que provocan el desaliento y la desazón. En tal contexto, considero saludable 
cierto “ambiente posmoderno” y su desencantamiento con las ilusiones de plenitud y 
armonía. 

Las fantasías de omnipotencia se evaporan y nos descubrimos frágiles. ¿No podría ser 
el desencanto (en este sentido) una situación fértil para la democracia? 

Para llevar a cabo reformas políticas necesitamos realizar, ante todo, una reforma de 
la política. Ello implica mirar más allá de la política (institucional). Sólo ahora, en 
retrospectiva, percibo en los textos la exploración vacilante del ámbito extrainstitucional 
de “lo político”. Después de esbozar el trasfondo histórico del debate político-intelectual 
en América del Sur —de la revolución a la democracia— la indagación se vuelca hacia 
algunos aspectos poco tangibles y habitualmente descuidados de la democracia. A 
menudo se analizan la dinámica institucional, la estrategia de los actores y los 
condicionamientos económicos sin considerar debidamente la experiencia diaria de la 
gente, sus miedos y sus deseos. Las callejuelas de la vida cotidiana son frecuentemente 
callejones sin salida, pero a veces permiten vislumbrar la cara oculta de las grandes 
avenidas. También la democracia, tan necesitada de la luz pública para su desarrollo, 
esconde patios traseros, algunos sórdidos, otros simplemente olvidados. El interés del 
libro consiste, a mi entender, en recorrer tales rincones —el sustrato cognitivo-afectivo de 
la democracia— para obtener un punto de vista diferente de la política. No se trata de un 
recorrido sistemático, sino de una exploración que resulta tanto más arriesgada cuanto 
más engañosos son los signos de la calle. Su significación se aprecia solamente en el 
contexto, por tentativo que éste sea. He reunido los fragmentos en un libro por la misma 
razón por la que diseñamos el mapa de una ciudad desconocida: establecer algunos 
referentes, trazar posibles relaciones y así ganar la perspectiva de un camino. 
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I. DE LA REVOLUCIÓN A LA DEMOCRACIA 


1. Un CAMBIO DE PERSPECTIVA 


En la década de 1960 el tema central del debate politico-intelectual en América del Sur es 
la revolución. La situación de la región, caracterizada por un estancamiento económico 
en el marco de una estructura social tradicional y, por otra parte, por una creciente 
movilización popular, es interpretada como un estado prerrevolucionario. Contrastando 
los cambios rápidos y radicales de la Revolución cubana con los obstáculos que 
encuentra la modernización desarrollista, se constata la inviabilidad del modelo capitalista 
de desarrollo en América Latina y, en consecuencia, la “necesidad histórica” de una 
ruptura revolucionaria. Esta perspectiva adquiere tal fuerza que incluso un partido de 
centro como la democracia cristiana propone una “revolución en libertad”” en Chile. La 
revolución aparece no sólo como una estrategia necesaria frente a un dramático 
“desarrollo del subdesarrollo”,' sino también como una respuesta respaldada por la teoría 
social.? El debate intelectual gira en torno a las “situaciones de dependencia”, sea en una 
interpretación históricoestructural del imperialismo y de las constelaciones sociopolíticas 
en los diversos paises,’ sea en una versión más doctrinaria que plantea “socialismo o 
fascismo’ como la alternativa de las sociedades latinoamericanas. 

Si la revolución es el eje articulador de la discusión latinoamericana en la década de 
1960, en la de 1980 el tema central es la democracia. Al igual que en el periodo anterior, 
la movilización política se nutre fuertemente del debate intelectual. Su inicio —en el 
ámbito regional— data de la conferencia sobre las “Condiciones sociales de la 
democracia” que organizó el Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (Clacso) en 
1978 en Costa Rica.” Ésta fue la última intervención de Gino Germani y la primera salida 
internacional de Raúl Alfonsín.? Desde entonces toda la atención se centra en los 
procesos de transición que de manera gradual (Brasil, Uruguay), acelerada (Argentina) o 
estancada (Chile) conducen a la instauración de instituciones democráticas, relegando los 
obstáculos de la consolidación democrática (Perú, Bolivia) a un segundo plano. Tras la 
experiencia autoritaria, la democracia aparece más como esperanza que como problema. 
Cabe entonces preguntarse si los actuales vientos de democratización son “climas” 
coyunturales o si inician una transformación social. 

Antes de reseñar el desarrollo del debate intelectual de los últimos años, quiero 
destacar las dificultades del intento. Independientemente del inevitable sesgo personal y 
nacional del autor, resulta difícil reconstruir un debate latinoamericano. Se trata, por un 
lado, de la heterogeneidad estructural o, por así decir, del carácter sui generis de la 
región, que requiere y a la vez refuta los conceptos elaborados en las sociedades 
capitalistas desarrolladas. Junto con las dificultades estructurales para conceptualizar, hay 
dificultades históricas para generalizar; un mismo fenómeno (por ejemplo, la 
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democratización) tiene diferente significado en Venezuela, Perú o Uruguay. Tanto la 
diversidad e inestabilidad de los procesos sociales como las distintas experiencias 
históricas repercuten en la producción intelectual, que tiende a ser dispersa y volátil. Y si 
además consideramos la ausencia de revistas de teoría social de circulación regional,° 
resulta sorprendente que pueda hablarse de una discusión latinoamericana como lo es, 
en efecto —por su incidencia aun en otros paises—, el debate que se desarrolla en Brasil 
y el Cono Sur sobre los procesos de democratización.” 


2. LA EXPERIENCIA DEL NUEVO AUTORITARISMO 


La perspectiva de la democracia nace de la experiencia autoritaria en la década de 1970. 
A partir del golpe militar de 1973 en Chile, los anteriores golpes en Brasil (1964), Perú 
(1968) y los posteriores en Uruguay (1973) y Argentina (1976) adquieren una 
significación común. Sin ignorar los rasgos específicos en cada país, particularmente en 
Perú bajo Velasco Alvarado,* el nuevo autoritarismo se constituye como una experiencia 
compartida: experiencia de una violencia sistemática, de un orden programáticamente 
autoritario y excluyente. 

El objetivo de los golpes no es tanto el derrocamiento de determinado gobierno como 
la fundación de un nuevo orden. Se busca imponer una nueva normatividad y normalidad 
mediante procedimientos propios a una “lógica de la guerra”: la aniquilación del 
adversario y la abolición de las diferencias. De ahí un primer rasgo de la discusión 
intelectual pos-73: la denuncia del autoritarismo en nombre de los derechos humanos. 
Los intelectuales no luchan en defensa de un proyecto, sino por el derecho a la vida de 
todos. Y es en torno a los derechos humanos que se organiza una solidaridad 
internacional, proyectando a los intelectuales más allá de sus fronteras. 

La crítica intelectual ya no invoca el futuro (la revolución) contra el pasado (el 
subdesarrollo). Por el contrario, asume la defensa de una tradición en contra de la 
ruptura violenta. Junto a la crítica se inicia una autocrítica al anterior protagonismo 
revolucionario (del cual Régis Debray fue la encarnación más conocida). Tiene lugar una 
nítida ruptura con la estrategia guerrillera.’ 

La gran enseñanza de los golpes militares es que el socialismo no puede (no debe) ser 
un golpe." 

Pero la principal preocupación del debate intelectual de esos años es el análisis de los 
origenes y la naturaleza del nuevo régimen autoritario. Muy temprano queda claro que 
no se trata de un fascismo,'' noción relegada al trabajo partidista de agitación. A partir del 
texto seminal de Guillermo O’Donnell sobre el Estado burocrático autoritario,'? el Estado 
deviene el eje aglutinador de la investigación social en toda la región. Tanto la Revista 
Mexicana de Sociología”? como algunas antologías'* ofrecen un panorama de la extensa 
producción, varias de excelente nivel. 

¿Por qué se interrumpe, hacia 1981, el estudio del Estado? No existe un balance 
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crítico del debate, lo cual ilustra la escasa autorreflexión de los intelectuales y, por ende, 
las dificultades para conformar una tradición intelectual. Posiblemente la discusión sobre 
el Estado se agote en tanto conlleva (al igual que anteriormente los estudios sobre la 
dependencia) un factor de “moda”; el Estado burocrático autoritario es una “novedad” de 
la cual hay que dar cuenta. Una vez que aparece consolidado y adquiriendo duración, se 
busca fuera de él la innovación, o sea, la transformación del estado de cosas existente. 
Ello nos sugiere una razón más profunda para el súbito desplazamiento del debate: la 
crítica al Estado autoritario desemboca en la crítica a la concepción estatista de la 
política, vigente hasta entonces. En efecto, la preocupación por el desarrollo solía ir a la 
par con el énfasis en el Estado como el principal agente del desarrollo; frente a la 
insuficiencia o franca falsedad de la “democracia burguesa” se atribuía al Estado la 
responsabilidad por solucionar los problemas sociales. Particularmente en las izquierdas 
predominaba la idea hegeliana del avance del Estado como despliegue de la libertad: 
ampliando la intervención estatal, la gente se emanciparía de las condiciones de miseria 
en que se encontraba alienada. Este imaginario colectivo se ve cuestionado por la 
omnipotencia y omnipresencia de la dictadura militar. En América Latina es el Estado 
autoritario (y no un Estado de bienestar keynesiano) el Leviatán frente al cual se invoca 
el fortalecimiento de la sociedad civil. De este modo, precisamente el desarrollo del 
Estado (autoritario) obliga a repensar las formas de hacer política. 

En parte, la reflexión sobre el autoritarismo prosigue en los estudios sobre el 
pensamiento neoliberal. Al respecto cabe destacar un elemento importante. A pesar de la 
fuerte influencia del neoliberalismo y del neoconservadurismo en los gobiernos 
autoritarios, sobre todo en su “modelo económico”, no se trata de un pensamiento 
latinoamericano propio. Son traducciones de Hayek, Huntington o de la escuela de 
public choice. Ello remite a un fenómeno más general: no obstante el peso de las 
derechas —tradicionales o “neocapitalistas”— en el desarrollo social y político de la 
región, no existe una intelectualidad de derechas. Hay figuras aisladas, pero aun ellas no 
presentan un pensamiento político fuerte, en polémica con el cual las izquierdas puedan 
elaborar sus propias posiciones. (Pensemos en la polémica de Gramsci con Croce o de 
Habermas con Luhmann.) No pudiendo enfrentarse a una interpretación liberal- 
conservadora de la realidad latinoamericana, la intelectualidad de izquierdas tiende a 
elaborar su crítica mediante la discusión europea o norteamericana, lo cual puede 
distorsionar sus esfuerzos por teorizar la práctica social en América Latina. Pero, ante 
todo, oscurece la lucha por definir la significación de la democracia. 


3. EL NUEVO AMBIENTE INTELECTUAL 


Es conocida la “violencia institucionalizada” que destruyó la vida universitaria y reprimió 
la actividad cultural. Muchos intelectuales tuvieron que refugiarse en el exilio, otros 
pudieron quedarse en sus países creando “centros informales” de trabajo. Una y otra 
“solución de sobrevivencia” modificaron la producción intelectual. Resaltaré cuatro 
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aspectos que inciden en la revalorización de la democracia. 

1. El golpe significa una dramática alteración de la vida cotidiana. Aunque poco 
visible, este hecho tiene gran impacto en la tradición más bien elitista y libresca de la 
intelectualidad. Para muchos intelectuales la pérdida de la seguridad material y la erosión 
de los criterios de normalidad provocan una situación de incertidumbre (cognitiva y 
emocional) que favorecen no sólo una revisión biográfica, sino también la percepción de 
problemas habitualmente no considerados como, por ejemplo, la misma vida cotidiana. 
Pero además la incertidumbre tiene otra consecuencia que me parece muy importante: 
fomenta una apreciación diferente de los procedimientos democrático-formales. Muchos 
intelectuales habían vivido la “democracia burguesa” como una ilusión o manipulación, 
incapaz de asumir los imperativos del desarrollo; la dictadura les enseña el carácter 
político de las cuestiones supuestamente técnicas. 

Sino hay una “verdad” establecida o hábitos reconocidos por todos, entonces se hace 
indispensable instaurar “reglas de juego” que permitan defender los “intereses vitales” y 
negociar un acuerdo sobre las opiniones en pugna. La revalorización de la antes criticada 
“democracia formal” se inicia pues a partir de la propia experiencia personal más que de 
una reflexión teórica. Y no obstante el carácter primordialmente defensivo, es probable 
que esta experiencia repercuta en el arraigo afectivo que tenga la democratización en las 
izquierdas. 

2. El exilio, pero también el trabajo en los centros privados nacionales conllevan una 
circulación internacional de los intelectuales antes desconocida. Santiago de Chile hasta 
1973 y posteriormente la ciudad de México? se transforman en centros de un debate 
latinoamericano. No se trata solamente de una “latinoamericanización” obligada por el 
exilio. A mediados de la década de 1970 comienzan a multiplicarse los seminarios 
regionales y, a iniciativa de Clacso, grupos de trabajo regionales, configurándose una 
especie de universidad itinerante que reemplaza los claustros vigilados. Esta 
transnacionalización disminuye el provincialismo (frecuentemente complementado por un 
“europeismo” acrítico) y facilita la renovación de un pensamiento político relativamente 
autónomo de las estructuras partidistas en cada país. Adquiriendo mayor autonomía 
respecto a las organizaciones políticas, la discusión intelectual (sobre todo en las 
izquierdas) logra desarrollar un enfoque más universalista (menos instrumental) de la 
política. 

3. Otro aspecto particularmente relevante para los intelectuales de izquierda fue la 
apertura intelectual. Los golpes militares desmistifican la fe revolucionaria y hacen 
estallar un marxismo dogmatizado (recuérdese la influencia de Althusser y Poulantzas en 
la década de 1960). De un modo cruel y muchas veces traumático acontece una “crisis 
de paradigma”, con un efecto benéfico empero: la ampliación del horizonte cultural y la 
confrontación con obras antes desdeñadas o ignoradas. Es significativo que una editorial 
socialista traduzca los escritos políticos de Weber y Carl Schmitt.* La recepción masiva 
de Gramsci a mediados de la década de 1970, de Foucault posteriormente y el actual 
interés por Habermas señalan algunas de las principales lecturas. Frecuentemente se trata 
de “lecturas de moda”, sin provocar una apropiación crítica de los enfoques. Hoy 
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prevalece cierto eclecticismo en que pueden mezclarse elementos de Max Weber, Agnes 
Heller y Norberto Bobbio. Con todo, me parece que es un fenómeno saludable en la 
medida en que significa el abandono de la exégesis o la “aplicación” de una teoría 
preconstituida y se busca dar cuenta de determinada realidad social. 

En este contexto habría que situar el papel del marxismo. Aunque influyera en el 
pensamiento económico (“estructuralismo”) y sociológico (“dependencia”), nunca 
alcanzó a tener arraigo masivo en la región. En paises con una estructura 
predominantemente agraria, marcada por el mundo de la hacienda, una larga historia de 
caudillismo y golpes de Estado y la experiencia siempre actualizada del imperialismo hace 
más sentido el enfoque leninista. Bien visto, sin embargo, se trata de un sentido todavía 
tradicional en tanto remite a una verdad oculta que una revolución podría develar y 
realizar. Hoy la compleja diferenciación social en América del Sur ya no permite concebir 
la lucha por la libertad y la igualdad en términos esencialistas. Desde luego, se sigue 
editando el manual de Marta Harnecker,'* pero, en general, el uso de Marx ha perdido su 
connotación cuasirreligiosa. En el caso de América del Sur (a diferencia de México y 
América Central) quizá sea más correcto hablar de un posmarxismo, al menos en el 
debate intelectual. Las críticas de Ernesto Laclau y José Nun'* contra el reduccionismo o 
los análisis históricos sobre el denominado “desencuentro entre América Latina y Marx””” 
y los avatares de un “marxismo latinoamericano”? son una especie de ajuste de cuentas 
con “los marxismos” y simultáneamente intentos de actualizar esa tradición como punto 
de partida para pensar la transformación democrática de la sociedad. Hasta ahora estos 
esfuerzos de renovación han quedado reducidos al ámbito intelectual, encontrando poco 
eco en los partidos de izquierda. 

4. Un cuarto punto a destacar es la creciente profesionalización académica de los 
intelectuales, sea mediante la ampliación y modernización de la universidad (Brasil), sea 
justamente a la inversa, por su desplazamiento a un mercado informal (centros privados) 
sumamente competitivo. Ambas situaciones aceleran los procesos de especialización, 
borrándose la imagen tradicional del intelectual como creador y transmisor del sentido de 
la vida social. Vuelve a primar el crítico por sobre el profeta y la vocación política ya no 
se apoya en un compromiso de militancia partidista. 

Para resumir el cambio del ambiente intelectual quiero enfatizar la nueva densidad del 
debate, basada en un mayor contacto intrarregional (especialmente en el Cono Sur), una 
mayor disciplina académica y una mayor responsabilidad política. A pesar del carácter 
muchas veces errático de la investigación, el conocimiento de las distintas realidades 
nacionales es hoy mucho más profundo y extendido. Aunque suene paradójico, aun bajo 
circunstancias tan adversas como las chilenas, las ciencias sociales han tenido su mayor 
desarrollo en la última década, tanto por la diversidad temática y riqueza del análisis 
como en términos de productividad.'” 


4. PENSAR LA ALTERNATIVA 
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Alrededor de 1980 y especialmente a partir de la crisis económica agudizada en 1982, 
la atención se desplaza del autoritarismo hacia la democratización. En el debate sobre la 
alternativa democrática sobresalen dos pasos que preparan una renovación del 
pensamiento político latinoamericano. 

Por una parte una revalorización de la política. La izquierda, enfrentada a la 
Doctrina de la Seguridad Nacional” y a la ofensiva de neoliberales y neoconservadores,”' 
descubre que la política no tiene una significación única y unívoca. Un eje fundamental 
de la lucha política es precisamente la lucha por definir qué significa hacer política.” Con 
la crítica a la doctrina militar y al pensamiento neoliberal, el debate intelectual elabora una 
resignificacion de la política, de la cual mencionaré tres características. 

1. La contraposición de una “lógica política” a la “lógica de la guerra”. En toda 
sociedad de clases las relaciones sociales son conflictivas; los conflictos devienen en 
guerra cuando la vida de un sujeto —su razón de ser— depende de la muerte del otro. 
Interpretando las divisiones sociales como antagonismos excluyentes (socialismo o 
fascismo, libertad o comunismo), las relaciones quedan reducidas a un solo límite 
clasificatorio: amigo o enemigo. La lógica de la política no apunta al aniquilamiento del 
adversario sino, por el contrario, al reconocimiento recíproco de los sujetos entre sí. 

2. No se puede concebir una política democrática a partir de la “unidad nacional” o 
alguna identidad presocial, sino a partir de las diferencias. Se trata, en palabras de 
Hannah Arendt, de la condición humana de la pluralidad; la pluralidad es específicamente 
la condición de toda vida politica.” Este punto, al igual que el anterior, conlleva una 
autocrítica del planteamiento tradicional de la izquierda: la lucha de clases no puede ser 
concebida ni como una guerra a vida o muerte ni como una lucha entre sujetos 
preconstituidos. Sólo abandonando la idea de una predeterminación económica de las 
posiciones político-ideológicas se hace posible pensar lo politico. Y uno de los rasgos 
específicos de la construcción de un orden democrático es justamente la producción de 
una pluralidad de sujetos. 

3. Una revisión autocrítica de la izquierda se desprende también de una tercera 
objeción a las concepciones autoritario-neoliberales: la significación instrumentalista de la 
política. Tanto la tradición marxista como la doctrina militar y el pensamiento neoliberal 
comparten (con signos diferentes) un mismo esquema interpretativo: el presente como 
una “transición” hacia la realización de una utopía. Que el futuro sea imaginado como 
mercado o como sociedad sin clases, se trata de un orden pospolítico. Y al concebir la 
“abolición de la política” como una meta factible, la acción política presente tiene un 
carácter exclusivamente instrumental. Para superar este enfoque se ha propuesto una 
reconceptualización de la utopía como una imagen de plenitud imposible, pero 
indispensable para descubrir lo posible.” 

Por otra parte, tiene lugar una revalorización de la sociedad civil. En algunos países, 
como por ejemplo Brasil, ello es el reflejo de un drástico y exitoso proceso de 
modernización.” En otros países, como Bolivia y Perú, pero también en sociedades 
relativamente desarrolladas como Argentina, Chile y Uruguay, se trata, por el contrario, 
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de una profunda preocupación por el grave deterioro de las condiciones de vida. En 
ambos casos el interés por la sociedad civil tiene una clara connotación política: las 
condiciones sociales de la democracia. De este modo se logra “politizar” la preferencia de 
las fundaciones extranjeras por análisis empíricos (demografía, necesidades básicas, 
situación de la mujer y la juventud) sin caer en intervenciones inaceptables como el 
famoso Proyecto Camelot de la CIA en la década de 1960.* Trátese de temas clásicos de 
la sociología latinoamericana (estructura social, desarrollo agrario, sindicalismo) o temas 
nuevos (movimientos sociales y regionales, violencia urbana, cultura popular), los 
enfoques suelen enfatizar los aspectos políticos habitualmente no considerados del 
proceso social. Al respecto nada es más relevante que el esfuerzo de algunos de los 
principales centros de investigación sociológica por publicar revistas sociopolíticas para 
un público amplio: por ejemplo, en Lima Quehacer y Socialismo y Participación, por 
parte de Desco y Cedep, respectivamente; en Sáo Paulo Novos Estudos y Lua Nova por 
Cebrap y Cedec; en Buenos Aires Punto de Vista y La Ciudad Futura por el Club 
Socialista. Este intento por socializar el debate intelectual no deja de ser precario (un 
mercado restringido por la misma crisis económica); sin embargo, demuestra el interés de 
los intelectuales por arraigar la democratización en los problemas concretos de la gente 
común. La preocupación por la reconstrucción del tejido social responde desde luego a la 
herencia de unas dictaduras devastadoras, pero a la vez está influida por los 
planteamientos neoliberales. Al recoger las objeciones antiestatistas se prepara la 
superación de la tradición borbónica (y napoleónica) del Estado que prevalecía en la 
región, aunque muchas veces al precio de un liberalismo ingenuo. Considerando las 
fuertes raíces del autoritarismo y del estatismo en las sociedades latinoamericanas, 
probablemente sea una reacción inevitable para poder abordar la cuestión del Estado en 
una perspectiva democrática. 


5. EL DEBATE TEÓRICO SOBRE LA DEMOCRACIA 


Conviene distinguir entre procesos de transición y procesos de consolidación 
democrática, pues se enfrentan a distintas prioridades de problemas. En el primer caso 
(Chile) la discusión sobre la democracia tiende a ser más paradigmática, buscando 
determinar y legitimar un orden alternativo al orden autoritario. La dificultad de la 
reflexión teórica reside en el hecho de que no tiene lugar una ruptura radical e integral 
entre dictaduras y democracia, sino “situaciones de encuentro”.” Una vez instaurada una 
institucionalidad democrática, la atención se vuelca hacia problemas concretos, 
estructurándose el debate en torno a temáticas sectoriales (inflación y desempleo, 
marginalidad urbana, reestructuración de la universidad, etcétera). 

Restringiéndome a la revisión teórica de la cuestión de la democracia por parte de la 
izquierda, destacaré, aparte de los puntos mencionados en el párrafo anterior, el pacto 
sobre las “reglas de juego”. 

El grueso del debate político intelectual puede ser situado dentro de la temática 
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“neocontractualista”. En sociedades convulsionadas, cuya historia politica se caracteriza 
por situaciones de empate catastrófico y vetos recíprocos (Argentina, Bolivia), por una 
fuerte polarización ideológica (Chile, Perú) o bien por mecanismos tradicionales de 
dominación (Brasil, Colombia, Ecuador), la idea del pacto y las estrategias de 
concertación significan importantes innovaciones. Éstas responden —tras la experiencia 
de desorden bajo los gobiernos autoritarios— a una aspiración generalizada por una 
institucionalidad estable y participativa. Recordemos el plebiscito de 1980 en Uruguay, 
las movilizaciones multitudinarias de 1983 en Argentina y de 1984 en Brasil. Apoyada en 
tal respaldo masivo, la noción de pacto expresa la búsqueda de un acuerdo complejo y 
confuso en que se sobreponen la restauración de “reglas de juego” fundamentales, la 
negociación de un itinerario y un temario mínimos para la transición así como el 
establecimiento de mecanismos de concertación socioeconómica. Aunque analiticamente 
podamos distinguir entre pacto constitucional (y el respectivo debate sobre la vigencia de 
una especie de “contrato social” hoy día), un pacto político para la transición (como las 
Multipartidarias en Argentina y Uruguay o la Alianza Democrática en Brasil) y un pacto 
social strictu sensu (acuerdo patronal-sindical-estatal), de hecho los tres niveles se 
entrelazan necesariamente en las situaciones de transición. 

Otra dificultad que enfrenta el debate sobre el pacto radica en la tensión entre la 
reconstrucción del sistema político y las exigencias de gobernabilidad. El ejemplo de 
Alfonsín ilustra dramáticamente cómo el propósito de concertar un sistema político se ve 
interferido e incluso contradicho por la urgencia de gobernar. El tema de la decisión 
política nos remite a un problema clásico de la teoría democrática: la relación entre 
pluralidad y voluntad colectiva. Desde este punto de vista, la situación latinoamericana 
resalta algunas cuestiones de la democracia con una fuerza mayor que el debate 
europeo.” 

En América Latina la actual revalorización de los procedimientos e instituciones 
formales de la democracia no puede apoyarse en hábitos establecidos y en normas 
reconocidas por todos. No se trata de restaurar normas regulativas, sino de crear aquéllas 
constitutivas de la actividad política: la transición exige la elaboración de una nueva 
“oramática”.” Es decir, el inicio del juego democrático y el acuerdo sobre las reglas de 
juego son dos caras (simultáneas) de un mismo proceso. 

De ahí se desprenden tres tipos de problemas. Un primer eje de la discusión se refiere 
a la articulación entre formas institucionales y contenido político o, empleando una 
expresión de Ángel Flisfisch, entre pacto y proyecto. Frente a la gravedad de la crisis 
económica (desempleo, inflación, deuda externa) la izquierda tiende a otorgar prioridad al 
diseño de un proyecto de desarrollo, capaz de satisfacer lo más amplia y rápidamente 
posible las reivindicaciones sociales. Presumir que las “necesidades básicas” son datos 
objetivos que puedan ser resueltos mediante soluciones técnicas significa, sin embargo, 
repetir el enfoque tecnocrático de los gobiernos militares. Hay que enfocar la resolución 
de la crisis como una decisión política. Y ello supone mecanismos institucionales para la 
elaboración de opciones y toma de decisiones. Vale decir: no hay proyecto sin pacto. La 
resolución de la crisis económica y la construcción del sistema democrático han de ser 
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abordados como procesos simultaneos. 

En segundo lugar, cabe preguntarse por la fuerza vinculante de los procedimientos 
formales. La validez de un “contrato” remite a una normatividad externa a él. Y no existe 
en estos países la norma fundamental o un consenso social básico sobre el cual fundar un 
reconocimiento de los procedimientos institucionales por parte de todos. Por 
consiguiente, hay que elaborar, junto con las reglas de juego, aquel fundamento 
normativo por medio del cual éstas adquieren sentido. 

Formulado en otras palabras: no existiendo un acuerdo común sobre la significación 
de una política democrática, no existe un horizonte de posibilidades que —compartido 
por todos— encauce el cálculo estratégico de cada participante. Hay que redefinir lo 
posible, no como perspectiva unilateral de cada actor, sino como obra colectiva.* Es por 
medio de tal marco colectivo de posibilidades que una sociedad delimita qué estrategias 
son racionales y qué decisiones son legítimas. 

Ahora bien, ¿cómo instituir lo colectivo en sociedades que se caracterizan por una 
profunda heterogeneidad estructural? Ello nos remite a un tercer problema. No se puede 
concebir el acuerdo sobre las “reglas de juego” como un pacto entre sujetos constituidos 
ex ante. A diferencia de Europa, donde los procesos políticos se encuentran mucho más 
institucionalizados, en América Latina es más visible la permanente descomposición y 
recomposición de las identidades políticas. También aquí opera la inercia histórica, pero 
precisamente en las situaciones de crisis aflora plenamente la productividad de la política 
en tanto constitución de sujetos colectivos. El pacto no sería algo exterior y posterior a 
los sujetos, sino la institucionalidad por medio de la cual y junto con la cual se 
constituyen las identidades colectivas. Por consiguiente, me parece inadecuada la idea 
liberal de la democracia como “mercado político”. Tampoco se trata de restringirla a las 
corporaciones existentes. Un rasgo sobresaliente de los procesos de transición 
democrática pareciera ser justamente éste: el orden y los sujetos se forman 
conjuntamente en un mismo movimiento.” 

Por lo mismo, son evidentes las dificultades de una democratización en América 
Latina: ¿es posible aquel reconocimiento recíproco por medio del cual se constituyen las 
identidades políticas bajo condiciones de fuerte desigualdad social? En las sociedades 
latinoamericanas, particularmente en las andinas, las diferencias sociales (económicas, 
culturales, étnicas o regionales) se cristalizan en relaciones de desigualdad o ni siquiera se 
integran, quedando una yuxtaposición de “islas” en un archipiélago. En ambos casos no 
se trata de una diferencia constitutiva de la pluralidad. Por consiguiente, los conflictos 
suelen acercarse más a relaciones de guerra que de distinción competitiva. Sigue 
pendiente la “cuestión nacional” y, más concretamente, la delimitación de un espacio 
político.** En estas situaciones, ¿qué vigencia puede tener la idea de una “comunidad de 
hombres libres e iguales” como representación de “lo colectivo”? ¿Mediante qué 
instancia pueden estas sociedades reconocerse y afirmarse a sí mismas en tanto 
colectividad? La instancia “clásica” es la forma de Estado. Pero ésta se encuentra 
cuestionada por el desmoronamiento del Estado autoritario. Y, por otra parte, no 
contamos con una reconceptualización del Estado en tanto Estado democrático. Ésta me 
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parece ser la laguna principal en el debate sobre la democratizacion. 

Los problemas esbozados podrian ser resumidos en una tematica que —de modo aun 
incipiente— aglutina la discusión actual: la secularización de la politica. En una región 
tan impregnada por la Iglesia católica y la religiosidad popular no es fácil renunciar a la 
pretensión de querer salvar el alma mediante la política. Ello explica muchos rasgos de la 
práctica política en América Latina. Ahora bien, tampoco hay que caer en el extremo 
opuesto: una especie de hipersecularización que identifica la racionalidad con la 
racionalidad formal. Lo que pareciera exigir una concepción secularizada es renunciar a la 
utopía como objetivo factible, sin por ello abandonar la utopía como el referente por 
medio de la cual concebimos lo real y determinamos lo posible. Queda así planteada una 
tarea central de la democratización: un cambio de la cultura política. Sus posibilidades y 
tendencias están condicionadas por los criterios de normalidad y naturalidad que 
desarrolla la gente común en su vida cotidiana. Serán las experiencias concretas de 
violencia y miedo, de miseria y solidaridad, las que hacen el sentido de la 
democratización y del socialismo. 


6. EL DEBATE SOCIALISTA 


En fin, ¿qué se hizo de la idea motriz de la revolución: el socialismo? También en 
América del Sur las izquierdas sufren una crisis de proyecto. ¿Qué transformaciones 
propugnan? ¿Cuál es el orden posible y deseado? No parece exagerado hablar de una 
crisis de identidad. ¿Qué significa socialismo hoy día en estas sociedades? La idea de 
una sociedad socialista pareciera haber perdido actualidad. En algunos países la 
referencia al socialismo aparece como un sueño nostálgico o simplemente démodé. En 
otros países, donde tuvo mayor arraigo histórico, se vacían los referentes tradicionales 
dando lugar a un fraccionamiento organizativo. En este contexto de disgregación, 
pensando a partir de la derrota, es en buena parte mérito de intelectuales de izquierda 
haber planteado la democracia como la tarea central de la sociedad. La construcción del 
orden social es concebida como transformación democrática de la sociedad. 

El vuelco de la discusión intelectual hacia la cuestión democrática significa una 
importante innovación en unas izquierdas tradicionalmente más interesadas en los 
cambios socioeconómicos.** Se inicia un proceso de renovación cuyos resultados empero 
todavía no son previsibles. Por su mismo carácter intelectual, más dado a la crítica y la 
duda que a las consignas, el debate ha logrado cuestionar a las afirmaciones consagradas, 
pero sin elaborar una nueva concepción. ¿Cómo se articulan democracia y socialismo? 
Dos ejemplos ilustran la difícil trayectoria de una discusión a mitad de camino entre la 
ortodoxia y la renovación. Un caso significativo es el lugar privilegiado que ocupa 
tradicionalmente la lucha de clases. Criticando las connotaciones de la interpretación 
leninista (antagonismo irreconciliable, la clase obrera como sujeto preconstituido, el 
partido como vanguardia, la guerra revolucionaria), el pensamiento renovador abandona 
el concepto de “lucha de clases”, sin precisar un enfoque alternativo. Pero además, 
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primordialmente preocupado por la concertación de un orden viable y estable, tiende a 
soslayar el conflicto mismo. El énfasis en el compromiso —acertado a la luz de la 
experiencia histórica— corre el peligro de impulsar una “neutralización” despolitizadora 
de los conflictos sociales, forjando una visión armoniosa y, por tanto, equivocada de la 
democracia. 

Un segundo ejemplo es la propia noción de socialismo. Éste es invocado 
principalmente por los sectores ortodoxos, que lo siguen planteando como una 
“necesidad histórica”, consecuencia de la crisis y el derrumbe del capitalismo. Las 
corrientes renovadoras, en cambio, privilegian la democracia política, sin mostrar similar 
creatividad para repensar el socialismo. A lo más se anuncia una perspectiva: el 
socialismo como profundización de la democracia.” Esta perspectiva elimina las 
connotaciones teleológicas y objetivistas del enfoque ortodoxo, pero plantea otra 
interrogante: ¿cómo compatibilizar la prioridad otorgada a los procedimientos formales 
con la defensa de determinados contenidos, históricamente referidos a la superación de la 
explotación económica y la desigualdad social? Al respecto se nota la ausencia de 
estudios detallados sobre el estado actual del capitalismo en América Latina (de una 
“crítica de la economía política”). Ello podría explicar, al menos en parte, el desconcierto 
de los grupos socialistas ante constricciones aparentemente inexorables (¿hay una política 
socialista de austeridad económica en el marco de una democracia?). Se trata, en el 
fondo, de redefinir el referente social para una mayoría socialista o, dicho en otros 
términos, de repensar un proyecto de transformación social con el cual se puedan 
identificar las amplias mayorías. En este campo los avances son mínimos y ni siquiera en 
países con una fuerte presencia de la izquierda (Perú, Chile) puede hablarse sinceramente 
de un proyecto socialista. 

Cabe presumir que de la misma democratización vuelva a surgir el tema del 
socialismo. Su actualidad empero ya no radicaría en la creación revolucionaria de un 
“hombre nuevo” (Che Guevara),* sino en la dinámica de un proceso de subjetivación, 
siempre tensionado entre la utopía de una subjetividad plena y las posibilidades de la 
reforma institucional. 


129 


130 


II. ESTUDIAR LA VIDA COTIDIANA 


1. EL CONTEXTO HISTORICO-SOCIAL 


¿Por qué el creciente interés por la vida cotidiana? ¿No será una nueva moda, similar a 
otras anteriores que, en olas sucesivas, centraron la investigación en temas como la 
marginalidad, la dependencia o el Estado? Aunque fuese un interés de moda, la selección 
del tema no es inocente. El mismo hecho de asignarle relevancia práctica y teórica a la 
vida cotidiana constituye un hecho digno de ser reflexionado.' 

Conviene comenzar por una retrospectiva histórica, pues nos ayuda a vislumbrar el 
contexto en que surge la preocupación actual por el tema. Alvin Gouldner, en su 
sugerente reflexión sobre “Sociology and the Everyday Life”, menciona tres 
constelaciones que resumiré brevemente. 

Para el pensamiento griego clásico, la vida cotidiana en tanto ámbito doméstico- 
privado representa una existencia inferior respecto al mundo público, la polis. Sólo 
superando el mundo de las necesidades y, por ende, de la dominación y la desigualdad, 
los hombres pueden llegar a realizarse como individuos libres e iguales. Para acceder a la 
política y vivir “la buena vida” hay que dejar atrás la vida cotidiana, vida vana porque no 
es reflexiva. Sin embargo, ya la Antigüedad griega conoce una revalorización. La 
preeminencia que adquiere en las tragedias de Eurípides el coro, masa no individualizada 
de mujeres y jóvenes, viejos y esclavos, expresa una crítica al héroe, su competitividad e 
insaciable aspiración de superioridad individual, su deseo de gloria e inmortalidad, su 
mundo de bellos discursos y crueles guerras. Frente a la vida heroica, la vanidad del gran 
gesto y la palabra vacía, ocurre una rebelión del coro; reivindicando las necesidades de la 
“sente común” se reivindica el valor de la vida cotidiana. 

Una segunda constelación, igualmente ambivalente, ofrece el cristianismo. Por un 
lado, la vida cotidiana representa la existencia carnal-materialista del hombre, es decir, el 
ámbito del pecado. Es la vida mundana opuesta a la civitas Dei o, mejor dicho, el valle 
de lágrimas que solamente adquiere sentido por el más allá, la trascendencia. Por el otro 
lado, empero, la vida cotidiana es también aquel ámbito en que los hombres dan 
testimonio de su virtud, realizan las buenas obras y se muestran dignos del amor divino. 
La vida cotidiana representa pues a la vez el peligro de la perdición y el camino de la 
salvación del alma. La Reforma ensalza el papel de la vida cotidiana al polarizar la 
tensión entre lo sagrado y lo profano. El “espíritu del capitalismo”, con su religiosidad 
interiorizada, impulsa un modo de vida ascético que transforma la vida cotidiana (en 
tanto esfera de la gratificación en monumento a la gloria y la gracia de Dios). 

El significado de la vida cotidiana, que para el mundo cristiano se derivaba de la 
historia de la redención humana, más adelante es determinado en términos 
exclusivamente sociales. En crítica al oscurantismo religioso, por una parte, y al elitismo 
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del Estado absolutista y el lujo de la vida cortesana por el otro, la burguesia reinterpreta 
la vida cotidiana como la esfera de la autorrealización individual. La vida cotidiana abarca 
el ámbito de las necesidades, de la producción y el intercambio mercantil en que los 
individuos viven la libertad y la igualdad; es la vida verdadera y no sólo su antesala. Pero 
el derecho a la felicidad que la Revolución francesa prometió a todos no tiene que ver 
con la triste realidad de la Revolución industrial. Viene la reacción romántica: la vida tiene 
que ser más que la miseria de la vida cotidiana. A la gris banalidad de lo cotidiano, 
despojado de toda trascendencia, el Romanticismo opone el culto al genio, al misterio, al 
gusto refinado. Exaltando lo sublime y desgarrador de las experiencias extraordinarias, 
relega la existencia normal con su carácter masivo y rutinario a un nivel inferior. La vida 
cotidiana es identificada con la naturaleza y la técnica y escindida del mundo de la 
cultura. 

Falta agregar como cuarta constelación la situación actual. El interés masivo por la 
vida cotidiana en Europa y Estados Unidos pareciera provenir de dos procesos. Por un 
lado, el desarrollo del Estado de bienestar keynesiano; múltiples aspectos que antes eran 
considerados parte del mundo privado ahora devienen objeto de regulación estatal. No 
solamente las condiciones de trabajo y de acumulación, también el divorcio y el aborto, 
el régimen alimentario y el daño del tabaco, el fomento del deporte y el “buen hogar” son 
asuntos públicos incorporados al debate político y los circuitos de comunicación masiva. 
Al salir a la luz pública, la vida cotidiana adquiere un nuevo sentido por cuanto representa 
el ámbito concreto en que se define el modo de vida. El conflicto se desplaza de la esfera 
de la producción a la esfera del consumo y a ello contribuye, por otro lado, una 
revalorización del tiempo presente y, en particular, del tiempo libre. En la medida en que 
la idea de progreso y del advenimiento de un orden de armonía se desvanecen, crece la 
preocupación por la calidad de la vida hoy.’ Y esa calidad del “estilo de vida” se mide por 
el bienestar cotidiano. 

¿De qué nos sirve esta retrospectiva en nuestras sociedades, poco moldeadas por la 
Ilustración, el Romanticismo o el Estado de bienestar? Nos ayuda a ver en la vida 
cotidiana un campo de lucha a la vez que un instrumento de lucha. El conflicto por 
definir qué y cómo es la vida cotidiana es un aspecto por determinar en el ordenamiento 
de la sociedad. En esta perspectiva podríamos emprender una reconstrucción histórica de 
la vida cotidiana en América Latina, tomando desde los cronistas de la Conquista hasta 
los relatos de los viajeros a comienzos del siglo XIX, desde el debate sobre la “cuestión 
social” y la “cuestión indígena” hasta los recientes estudios sobre la “cultura popular”. 
No es éste nuestro tema; más modestos, nos limitaremos a dar cuenta del interés actual 
por lo cotidiano. 

Presumo que el interés por la vida cotidiana se debe a un descontento con la vida 
cotidiana. Al respecto, llamo la atención sobre dos factores desencadenantes. En primer 
lugar, me parece que la vida cotidiana se ha vuelto hoy visible como consecuencia de las 
rupturas que sufre la sociedad latinoamericana a raíz del autoritarismo. El auge de los 
regímenes militares provoca un drástico cambio de la cotidianidad de todos los grupos 
sociales y, en especial, de los intelectuales. Es el quiebre de los hábitos y las expectativas 
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acostumbradas lo que motiva nuestra sensibilidad por la vida cotidiana. Lo que — 
precisamente por cotidiano— no llamaba la atención, ahora deviene problemático. 
Aunque se trate de un proceso generalizado, insisto en el papel de los intelectuales y, 
específicamente, de los científicos sociales. La persecución y expulsión en las 
universidades, la represión de la crítica, la censura de la creatividad, la relegación al exilio 
interno o extranjero, una nueva experiencia marca su horizonte de reflexión. El 
trastocamiento de lo que había sido la “vida intelectual” en Buenos Aires, Sáo Paulo o 
Santiago provoca una toma de conciencia de su ámbito cotidiano y, en consecuencia, el 
científico social comienza a preocuparse por ese micromundo diario. Destaco este 
fenómeno, aparentemente anecdótico, porque nos señala un aspecto metodológico 
importante: la presencia de la vida cotidiana del intelectual en la investigación social. 
Volveré sobre este punto. Por ahora, veamos la “traducción” de la experiencia personal 
en un programa de investigación. La vida cotidiana es tematizada como objeto de análisis 
en la medida en que la vivencia concreta del autoritarismo no logra reconocerse en los 
“modelos” interpretativos de la realidad. El estudio del Estado autoritario no da cuenta 
del miedo y de la agresividad del hombre común; el análisis de la economía neoliberal de 
mercado nada nos dice del significado del consumo y de la cesantía; la descripción de los 
cambios en el sistema educacional guarda silencio sobre los procesos efectivos de 
aprendizaje. Entre los esquemas con que intentamos dar cuenta de las nuevas estructuras 
sociales y la propia experiencia de éstas se abre una distancia que, en cierto momento, 
llega a ser percibida como problema social. Formulado en términos epistemológicos, el 
problema sería la distancia entre conocimiento y conciencia, entre ciencia y sentido 
común. Lo novedoso es que los intelectuales abandonan el modo habitual de reflexionar 
su condicionamiento social (la sociología del conocimiento o la filosofía de la ciencia). 
Retomando la tradición fenomenológica de Husserl y Schutz invierten el enfoque para 
plantear la vivencia subjetiva de las condiciones estructurales como una línea de reflexión 
sobre la sociedad. 

En segundo lugar, cabe vincular el interés por la vida cotidiana a un descontento más 
general: el descontento con las formas habituales de hacer política. La situación 
autoritaria puede ser considerada una experiencia extrema de un fenómeno generalizado: 
la crisis de la democracia. Justamente quienes más comprometidos están con un 
ordenamiento democrático de la sociedad, no pueden sino preocuparse del creciente 
distanciamiento entre las instituciones políticas y los ciudadanos. En tanto más 
actividades sociales son sometidas a una regulación político-jurídica, el hombre de la calle 
pierde cada vez más control sobre su contexto social. No se trata de un exceso de 
politización (como creen viejos y nuevos conservadores) sino, por el contrario, de un 
retroceso y de un deterioro de la práctica política. Ésta se muestra incapaz de producir y 
reproducir el “sentido de orden” por referencia al cual hombres y mujeres logran 
contextualizar los diversos aspectos de su vida. Aun cuando las antiguas lealtades 
partidistas sobrevivan al régimen militar, la gente común encuentra dificultades en 
objetivar los sentimientos de arraigo social y pertenencia colectiva en los partidos. En la 
medida en que las organizaciones políticas, cada vez más especializadas (burocratizadas) 
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y escindidas del quehacer diario de “la gente como uno”, ya no crean ni aseguran las 
identidades colectivas, éstas tienden a recomponerse al margen e incluso en oposición a 
las instituciones. Pero también decaen aquellos ámbitos de sociabilidad informal (como el 
barrio, el club de futbol o la misma universidad) en que se compartían emociones y 
pasiones, recuerdos y sueños, en fin, que se constituían referentes colectivos. ¿Qué 
“faros” pueden ayudar a iluminar el mundo de las vidas individuales? ¿En torno a qué se 
crea ahora la vida colectiva? Tanto el pensamiento sociológico (Habermas, Touraine) 
como el análisis marxista (Heller) comienzan a interrogarse acerca de la constitución de 
los sujetos. Esta pregunta me parece que es el Leitmotiv que inspira la exploración de la 
vida cotidiana en tanto reflexión sobre la situación social existente. 


2. LOS PROBLEMAS DE CONCEPTUALIZACIÓN 


Desde ya cabe advertir el peligro de que el enfoque de la vida cotidiana se transforme en 
una estrategia “imperialista” de investigación. Toda problematización de un fenómeno 
social, anteriormente no considerado, conduce a una revisión del conjunto de las teorías 
sociales; revisión que tiende a subsumir bajo el nuevo tema a los más diversos procesos 
sociales. Sabemos cuántos aspectos de la sociedad fueron absorbidos (al menos 
temporalmente) desde el punto de vista de la dependencia o del Estado. De modo similar, 
podríamos llegar a hacer de la “sociología de la vida cotidiana” el marco de toda la 
sociología. Para evitar el uso indiscriminado y la extensión indebida de una noción como 
la de vida cotidiana se requiere una conceptualización. Precisamente ésta falta; no 
tenemos un concepto de vida cotidiana. 

No se peca de suspicaz al presumir que, en buena parte, el interés por la vida 
cotidiana se debe principalmente al significado vago y equívoco del término. Por lo 
mismo, éste es apto para designar un disperso y heterogéneo universo de fenómenos, 
cuya delimitación y relaciones recíprocas serían justamente la tarea del estudio de la vida 
cotidiana. 

¿Qué se entiende por vida cotidiana? Se trata de una noción multifacética, cargada de 
connotaciones con frecuencia polémicas, pero no explicitadas. La pregunta generalmente 
nos remite a otra: ¿qué sería la vida no cotidiana? Aunque todo hace pensar que se suele 
recurrir a la vida cotidiana en tanto reacción crítica contra determinados procesos y/o 
teorías sociales, esa oposición suele quedar en la penumbra. Un listado selectivo de la 
literatura europea que nos ofrece Norbert Elias* indica la total falta de homogeneidad en 
el uso del término así como los respectivos referentes implícitos. 


1. Vida cotidiana fiesta 
2. Rutinas repetitivas acciones extraordinarias 


(no dependiente del trabajo), 


3. Vida laboral-vida “burguesa” : 
ocio 
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4. Vida de las masas vida de los grupos dominantes 
5. Eventos diarios eventos históricos 
6. Vida privada-familiar vida pública-profesional 


7. Esfera de las experiencias naturales, espontáneas 


l : , esfera de las experiencias 
reflexivas, acciones instrumentales 


id eas e Ela conciencia de la realidad 
$. Percepción ideológica, conocimiento científico, falsa o 
conciencia verdadera 

Al no explicitar el significado con que se usa la noción, ésta queda cargada de 
prejuicios, no controlables empíricamente. Un ejemplo ilustrativo son los significados 
enumerados en los puntos 7 y 8. En el primer caso, tenemos una visión romántica de la 
vida cotidiana que viene a reemplazar la antigua categoría de “comunidad” en oposición a 
la “sociedad” orientada por la racionalidad formal. La noción tiene aquí la connotación 
positiva de una convivencia armónica, no destruida por la modernización. En la segunda 
acepción, por el contrario, la vida cotidiana es identificada con la “sociedad tradicional”, 
llena de supersticiones y atavismos, a la cual se contrapone la racionalidad de la 
“sociedad moderna”. En ambos casos, el estudio de la vida cotidiana es más la ilustración 
de una concepción del mundo que el análisis sociológico de un fenómeno social. 

Es un hecho que el interés por la vida cotidiana se encuentra hipotecado por la 
ausencia de reflexión teórica. En este sentido, la denuncia del uso y abuso de la noción 
está plenamente justificada. La advertencia de Elias sobrevalora empero la perspectiva 
histórica. En su gran obra sobre el paso de la sociedad feudal-guerrera a la sociedad 
absolutista-cortesana, Norbert Elias? muestra bien cómo se entrelazan las 
transformaciones de las estructuras políticas con los cambios en los hábitos sociales y en 
las actitudes emocionales. Su análisis de las modificaciones en los criterios de “buena 
conducta”, de las costumbres de mesa y de lecho, en las barreras de agresividad y 
vergüenza, su descripción del progresivo autocontrol afectivo y de la formalización de la 
interacción social, en fin, del desarrollo de la “cortesía” y su influencia sobre las formas 
de lucha política son una excelente reconstrucción de la conformación de la vida 
cotidiana en determinado proceso histórico-social. En la misma perspectiva, obras como 
las de Ariés sobre la infancia y la actitud frente a la muerte,° de Shorter sobre la familia’ 
o de Sennett sobre el ámbito público? son valiosas contribuciones para delimitar lo 
cotidiano en cada época. Estos estudios son tan fructíferos porque el enfoque histórico se 
adecua a un rasgo característico de la vida cotidiana: la sedimentación de un conjunto de 
actividades y actitudes como rutinas y hábitos que se mantienen constantes por un 
periodo prolongado. Lo que varía de un día a otro, de un año a otro, lo novedoso no es 
cotidiano. Incluso puede afirmarse que, en el fondo, sólo se toma conciencia de la vida 
cotidiana como pasado, por cuanto es principalmente el cambio una ruptura con la 
repetición diaria lo que permite descubrir —por medio de lo nuevo— la continuidad 
interrumpida. Es mediante la distancia temporal que percibimos la banalidad cotidiana 
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como algo significativo. ¿Implica ello que solamente un enfoque histórico puede dar 
cuenta de la vida cotidiana? No, el sentido común percibe una vida cotidiana aquí y 
ahora y el análisis social debe rendir cuenta de este fenómeno. 

A diferencia de Elías y de acuerdo con Gouldner, pienso que la vida cotidiana debe 
poder ser analizada también como un fenómeno contemporáneo” y que ello es 
fundamentalmente una empresa de reflexión crítica. No se trata (¿todavía?) de un 
concepto crítico, pero sí de una crítica y ello en dos sentidos. 

Ante todo, es una crítica a la misma vida cotidiana. Ya se destacó que no existe una 
conceptualización reconocida de lo que es la vida cotidiana. Podemos circunscribirla de 
manera tentativa a la vida banal y rutinaria que justamente por su carácter común y 
repetitivo apenas es percibida. Como dice hermosa y sucintamente Gouldner: “Everyday- 
Life is the seen-but-unnoticed life”.'” Es aquella suma de rutinas siempre presentes, pero 
por conocidas nunca registradas. O, para destacar uno de los aspectos más importantes: 
la vida cotidiana es el ámbito de lo normal y natural. 

Al tomar una parte de nuestra vida como lo normal y natural estamos elaborando 
cierto esquema de interpretación para concebir los otros aspectos de nuestra vida. 
Definiendo un conjunto de actividades como cotidianas, estamos definiendo criterios de 
normalidad con los cuales percibimos y evaluamos lo anormal, es decir: lo nuevo y 
extraordinario, lo problemático. Tal vez el aspecto más relevante de la vida cotidiana sea 
la producción y reproducción de aquellas certezas básicas sin las cuales no sabriamos 
discernir las nuevas situaciones ni decidir qué hacer. Para un animal de instintos 
polivalentes como el ser humano, crear esta base de estabilidad y certidumbre es una 
exigencia indispensable; requiere un ámbito de seguridad para enfrentar los riesgos de una 
vida no predeterminada. Enfrentado a un futuro abierto, recurre a un mundo familiar 
donde pueda encontrar los motivos “porque” que le permitan determinar el “para qué”.'' 
La cuestión es qué criterios de normalidad son elaborados por determinados grupos 
sociales en determinada época histórica. Al enfocar la vida cotidiana aludimos a las 
experiencias que hacen aparecer la construcción social de las pautas de convivencia 
social como un orden natural. El estudio de la vida cotidiana apunta pues, en buena 
medida, a la crítica de la producción y el uso de aquellas certezas básicas que llamamos 
“Sentido común”. 

Aquí debo al menos mencionar la pregunta de la relación entre ciencia y sentido 
común. Sin saber abordar tan difícil problemática epistemológica, tal vez sea por ahora 
suficiente hacer dos comentarios. Por una parte, hoy resulta temerario presumir una 
identidad fundamental entre ciencia y sentido común que permitiese esperar (como 
pareciera suponer Gramsci)? una progresiva depuración del sentido común, al punto que 
finalmente todos compartirian una misma visión científica (i.e., objetiva) del mundo. 
Frente a este tipo de reduccionismo'” cabe insistir, dentro de una tradición no cartesiana, 
en la diferencia de conocimiento y conciencia. Por otra parte, sin embargo, tampoco hay 
una racionalidad científica despegada del sentido común, aunque sólo sea porque 
comparten un mismo lenguaje, donde las diferentes significaciones no se dejan aislar. 
Aun donde la crítica científica revela las percepciones del sentido común como 
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apariencia, tal apariencia no deja de ser un momento de la realidad." 

En este contexto quiero volver sobre la vida cotidiana del investigador como parte de 
la investigación científica. También el científico social aborda e interpreta los eventos que 
le llaman la atención y que estima significativos a partir de aquellas categorías y lugares 
comunes de la vida cotidiana que él comparte con otros y que tampoco él suele registrar. 
El análisis de la realidad social no es una labor aséptica; está permeado por la vida 
cotidiana y sus presunciones de normalidad. De ahí que Gouldner, en el artículo 
mencionado, defina como función de una “sociología reflexiva” exhibir el modo en que la 
teoría se funda en la vida cotidiana: “la función distintiva de la sociología es liberar a la 
vida cotidiana de la negligencia que es el destino del lugar común. Es decir, su tarea es 
enfocar lo visto-pero-no-registrado. La tarea sociológica es transformar la perspectiva 
común de lo común y, como caso especial, realzar la accesibilidad estable a lo común; 
hacerlo visible. La tarea de la sociología es pues liberar la realidad subyugada, emancipar 
la realidad subprivilegiada”.'* Visto así, el trabajo sociológico no reside tanto en 
“descubrir” lo nuevo como en “rescatar” lo ya conocido. Y Gouldner saca una segunda 
conclusión del hecho de que científico social y sociedad compartan una vida cotidiana. El 
investigador es similar (no idéntico) a su “objeto de estudio” y, por consiguiente, no 
puede “explicarlo” por cuanto la explicación implica: 1) el juicio de un externo dirigido a 
otros externos, y 2) es impermeable a los juicios de los “de dentro”. El análisis del 
científico social siempre será una interpretación cuya validez depende no sólo de las 
convenciones dentro de su comunidad científica, sino igualmente del reconocimiento 
intersubjetivo de quienes fueron estudiados. Dicho de otra manera: la sociedad no sólo es 
el “material” sino simultáneamente el “intérprete” de ese material. Un enfoque que no 
tenga en cuenta las autointerpretaciones que hacen los hombres y mujeres de su vida y 
los tome como simples “objetos” de estudio, más que analizar la realidad social la está 
cambiando políticamente. Cito a Gouldner: “En la medida en que tratamos a los hombres 
como cosas y los gratificamos por una reificación obsecuente, no los estudiamos 
simplemente en su estado “natural” sino más bien reforzamos y creamos —y no 
‘descubrimos’— la condición cosificada que habíamos definido como ‘natural’ [...]. 
Habríamos así estado creando la condición misma que luego postularemos haber 
descubierto.”'* No es éste el marco para profundizar el debate epistemológico, pero si de 
recordar la incidencia de la vida cotidiana en la reflexión sobre nuestro quehacer 
científico. 

El análisis de la vida cotidiana es crítica también en un segundo sentido: una crítica de 
la vida no cotidiana. Optar por un estudio de la vida cotidiana es optar por “la rebelión 
del coro”** en contra de una concepción heroica del mundo, de una vida social restringida 
al espacio público-político, de un modo de vida de espaldas a los medios de vida. Es, 
para citar una vez más a Gouldner,'” una crítica a la “heroic, achieving, performance- 
centered existence”. 

Podemos especificar esta crítica en dos direcciones. Por una parte, es una reacción 
crítica contra una política asumida como acto heroico y sacrificio redentor, concebida 
como la gesta épica de los grandes hombres y la lucha histórica de los movimientos de 
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masas. Al encarar la vida cotidiana abordamos un ámbito prepolítico en el sentido de 
acciones no referidas directamente a la conformación del orden social. Pero ello no 
significa desvincular la vida cotidiana de la política. Por el contrario, si la vida cotidiana 
conlleva la producción y reproducción de esas certezas básicas con que evaluamos lo 
novedoso y problemático, también desprendemos de nuestra experiencia cotidiana buena 
parte de los criterios con que enfrentamos las decisiones políticas. Considero 
precisamente esa relación entre experiencias prepolíticas y acciones políticas como una 
de las principales razones de la relevancia de los estudios de la vida cotidiana. 

Por otra parte, estos estudios implican una crítica a las transformaciones sociales 
concebidas exclusivamente como cambios radicales, rápidos y profundos. No se trata de 
ignorar las rupturas revolucionarias; pero aprendimos con las convulsiones de las últimas 
décadas que los cambios estructurales solamente son tales, i.e., relativamente 
“irreversibles”, si se encuentran acompañados de cambios en la vida cotidiana. Por eso, 
el estudio del “cambio social” requiere investigaciones sobre aquellas modificaciones 
moleculares, casi imperceptibles, y que, sin embargo, van cambiando justamente esas 
nociones de lo normal y natural a partir de las cuales juzgamos lo que son rupturas. Son 
estos pequeños cambios en el diario vivir de los diferentes grupos sociales los que indican 
la profundidad del desarrollo social. 

Cabe agregar una acotación para evitar malentendidos: no propongo tomar la vida 
cotidiana por una especie de existencia primaria respecto a los acontecimientos históricos, 
por la vida “propiamente tal” sobre la cual se alzarían las diversas formas de organización 
económica y política. Que la vida diaria manifieste una relativa permanencia en el tiempo 
no implica que se trate de un ámbito al margen de los principios regulativos del orden 
social. También lo duradero, en apariencia inerte, es organizado socialmente y ha de ser 
reproducido día a día. Parafraseando a Marx, recordaría que no basta constatar que los 
hombres siempre trabajan, duermen, comen y pelean, sino determinar cómo lo hacen. 


3. EL CAMPO DE ANÁLISIS 


Para evitar la mencionada “inflación” de la vida cotidiana, la extensión del término a un 
conjunto de fenómenos inconmensurables, hacemos bien en plantearnos dos 
interrogantes.'* En primer lugar: ¿se trata de una categoría universal? La pregunta es si 
aquello que entendemos nosotros por vida cotidiana sería una característica de toda 
sociedad, en todo el mundo y en todos los tiempos. ¿Se puede aplicar la noción al estudio 
de la clase obrera inglesa y del campesino vietnamita, de sor Juana Inés de la Cruz y de 
los marginales en la ciudad de México? ¿Tiene sentido hablar de la vida cotidiana en el 
Perú de la Colonia?” Un argumento sería insertar la vida cotidiana en la oposición de 
esfera privada y pública y situar ésta en la diferenciación propia del capitalismo. En una 
perspectiva similar podríamos restringir la noción al conjunto de situaciones y de 
prácticas casi totalmente desprovistas de simbolización como un aspecto del “proceso de 
desencantamiento” (Weber) del mundo moderno. Otro argumento sería presumir que 
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todo orden social distingue y jerarquiza los tiempos, estableciendo un limite entre lo 
cotidiano/banal/insignificante y lo extraordinario/Unico/significativo. En este caso, la 
cuestión no es si puede hablarse de una vida cotidiana en las diferentes sociedades y en 
las diferentes épocas, sino de reconstruir los ejes de clasificación simbólica que elabora 
determinada sociedad para estructurar la vida social. Si aceptamos periodizaciones como 
la de Alvin Gouldner acerca de las variaciones en la significación de “vida cotidiana”, 
entonces la precisión de lo que se entiende por vida cotidiana en determinado contexto 
histórico-social me parece que es una empresa lícita. 

Pero, además, la pregunta apunta implicitamente a otra constatación fundamental: no 
hay una vida cotidiana. La diferenciación social de nuestros países estructura muy 
distintas situaciones de vida y, por consiguiente, condiciona diferentes modos de vida. No 
se puede estudiar /a vida cotidiana, sino determinada vida cotidiana. ¿Cómo 
determinarla? Ya fue señalada la delimitación de lo cotidiano en referencia a lo no 
cotidiano. Quiero agregar dos acotaciones para precisar esa construcción de límites. /) 
Aunque el significado concreto de la vida diaria sea una definición singular (vivencia de 
un hombre particular), ésta siempre participa de una significación colectiva. Establecer la 
elaboración colectiva que realiza cada grupo social del respectivo significado de la vida 
cotidiana es justamente una tarea del estudio. 2) Pero tal estudio no puede ser restringido 
a un colectivo aislado. Cada grupo social concibe su vida diaria en referencia, tácita o 
explícita, a otros grupos, asimilando o modificando, aspirando o rechazando lo que 
entiende por la vida cotidiana de aquéllos. Encontramos pues diferentes vidas cotidianas, 
determinadas por el contexto en que se desarrollan los distintos grupos. 

Habría un segundo interrogante a plantearse: ¿existe la vida cotidiana en tanto 
ámbito especifico con su propia estructura? La pregunta es si la vida cotidiana 
representa un campo de análisis relativamente autónomo, con sus regularidades 
específicas que podrían ser aisladas analíticamente, o si se trata de una falsa abstracción, 
por así decir, una noción vacía que más valdría reemplazar por las categorías conocidas 
de esfera privada, tiempo libre, interacción familiar, etc. En efecto, cuando intentamos 
investigar empíricamente la vida cotidiana y “operacionalizar” la noción, recurrimos a 
aspectos habitualmente considerados por las sociologías del trabajo, de la familia, de la 
sexualidad, de la conducta desviada, etc. No obstante, al hablar de vida cotidiana no sólo 
rebautizamos con un nombre de moda-líneas clásicas de la investigación sociológica. Hay 
un plus, algo más que “vino nuevo en odres viejos”. Enfocar la vida cotidiana es enfocar 
una articulación que no puede ser reducida a una serie de fenómenos yuxtapuestos. No 
se puede sumar vida familiar + experiencia escolar + ámbito laboral + interacción vecinal 
+ hábitos sexuales + ...n = vida cotidiana. Por ejemplo, la escuela es significativa para el 
niño en tanto alumno, pero también en tanto hijo y miembro de una pandilla del barrio. 
El niño no sólo elabora diferentes expectativas temporales (año escolar, vida familiar, salir 
a jugar) y espacios de distintas calidades (sala de clase, hogar, calle); además, va 
modificando el sentido de una misma situación (obediencia a la autoridad del maestro) 
según se encuentre en el colegio, frente a su padre, su hermana o sus amigos. Es la 
conjunción de un cúmulo de situaciones y actividades y la significación que cada una de 
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ellas adquiere en relación con las demás lo que hace de la vida cotidiana un ámbito 
acotado. Pero siendo un ámbito acotado, no es susceptible de un enfoque único; el 
ejemplo dado no podría ser analizado en términos exclusivamente sociológicos (juego de 
roles, racionalidad organizacional) o psicológicos (autoridad, pautas de socialización). De 
ahí que concibo la vida cotidiana como un espacio-bisagra de las ciencias sociales que 
exige un análisis pluridisciplinario. 

En esta perspectiva, la vida cotidiana no es un campo “autónomo” con límites claros y 
precisos, un objeto de análisis ya constituido. Reiterando lo dicho: los mismos límites de 
lo cotidiano son objeto de la investigación. No podemos analizar la vida cotidiana sin 
analizar su delimitación respecto a lo no cotidiano. Y analizar el trazado y el 
desplazamiento de tales límites obliga a situar lo cotidiano dentro del conjunto de las 
estructuras sociales. La vida cotidiana es un ámbito acotado pero no aislado. Sólo en 
relación con la totalidad social y, específicamente, con la estructura de dominación, 
puede ser aprehendida la significación de la vida diaria en tanto “cara oculta” de la vida 
social. Tal afirmación es válida para cualquier fenómeno social. La destaco por la 
importancia que tienen los estudios etnometodológicos y su deficiencia al respecto. A 
pesar de la sutileza maestra de un Goffman' en la interpretación de las situaciones cara-a- 
cara, típicas en las relaciones diarias, la falta de reflexión sobre el contexto 
históricoestructural deja el análisis de tales interacciones microsociales sin referente. 
Dicho en otras palabras: tal enfoque solamente describe lo que los actores entienden por 
normal y natural, sin poder criticar lo que sus conductas tienen de mera reproducción de 
la inversión de sujeto y objeto (de trabajo vivo y trabajo muerto, en términos de Marx).” 
Al suponer las estructuras capitalistas existentes como un hecho dado y externo al 
análisis, éste termina reproduciendo la cosificación de las relaciones sociales. 

Sin desconocer el aporte de Goffman o Garfinkel, quiero recordar la definición que 
ofrece Agnes Heller. Ella entiende por vida cotidiana “el conjunto de actividades que 
caracterizan la reproducción de los hombres particulares, los cuales, a su vez, crean la 
posibilidad de la reproducción social”.” Ella enfatiza así el carácter de mediación que 
relaciona las prácticas singulares a la producción y reproducción del orden social a la vez 
que da cuenta de la determinación estructural de las experiencias subjetivas. Cabe 
concluir con Norbert Elias que 


no hay buena razón para pensar que sean incompatibles la investigación de las estructuras de la convivencia 
social (que realizada unilateralmente, bien puede ser llamada “objetivista”) y la investigación del sentido con 
que los mismos participantes viven los distintos aspectos de su convivencia (que analizada unilateralmente, 
bien puede ser llamada “subjetivista”). Sobre todo si consideramos el proceso de cambio social, el estudio de 
la experiencia (del tipo como los hombres en relación con su vivencia de las estructuras sociales 
contribuyen a su reproducción como a su transformación) es tan indispensable como el estudio de los 


mecanismos de enlace a largo plazo, no planificados y ciegos que obran en el cambio de las estructuras.?! 


Resumiendo lo anterior, propongo situar la vida cotidiana en el cruce de dos 
relaciones. Por un lado, la relación entre procesos macro y microsociales. En lugar de 
reducir los procesos microsociales al plano del individuo (en contraposición a la 
sociedad), habría que visualizar la vida cotidiana como una cristalización de las 
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contradicciones sociales que nos permiten explorar en la “textura celular” de la sociedad 
algunos elementos constitutivos de los procesos macrosociales. Desde este punto de 
vista, la vida cotidiana es fundamentalmente el campo de análisis de los contextos en los 
cuales diferentes experiencias particulares llegan a reconocerse en identidades colectivas. 
Ello remite, por otro lado, a la relación entre la práctica concreta de los hombres y su 
objetivación en determinadas condiciones de vida. En lugar de reducir la vida cotidiana a 
los hábitos reproductivos de la desigualdad social (Bourdieu),* habría que señalar 
igualmente cómo a raíz de la vivencia subjetiva de esa desigualdad estructural, las 
prácticas cotidianas producen (transforman) las condiciones de vida objetivas. Vista así, 
la vida cotidiana se ofrece como un lugar privilegiado para estudiar, según una feliz 
expresión de Sartre, lo que el hombre hace con lo que han hecho de él. 
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Ill. EL REALISMO POLITICO: UNA CUESTIÓN DE 
TIEMPO 


1. EL REALISMO COMO UNA CUESTIÓN DE TIEMPO 


Todos invocan el realismo como una condición fundamental para la democracia —para 
instaurarla y para desarrollarla—. Pero ¿qué significa ser realista? Es un llamado a 
determinar, en términos teóricos y prácticos, lo que podría ser. No se trata de lo que es ni 
de lo que debiera ser, sino de qué es posible.' 

Entiendo el realismo político como una categoría crítica referida a la construcción de 
un nuevo orden. La transformación social exige una crítica de lo históricamente dado, 
pero también del futuro posible. Ya Maquiavelo analiza la lucha de poder desde este 
punto de vista: la conquista del poder forma parte del orden a construir y, por 
consiguiente, hay que elegir entre las múltiples posibilidades que abre cada situación de 
modo que los cambios emprendidos den lugar a un orden estable. He aquí la actualidad 
del realismo maquiavélico para nuestros países: vincular la innovación a la duración. 

El orden social no es un dato de la naturaleza ni responde a una necesidad histórica. 
Es una creación humana. De ahí que el ordenamiento de la sociedad sea una 
construcción artificial y precaria. Cabe destacar la artificialidad y precariedad de todo 
orden para tomar conciencia del tiempo.? En nuestras sociedades, convulsionadas por 
una vertiginosa secuencia de acontecimientos, quizá sea oportuno recalcar la importancia 
de la duración. No es que las rupturas y los cambios no sean relevantes, pero serán 
fútiles si no contribuyen a desarrollar un orden durable. Sólo con el tiempo la actividad 
humana adquiere formas. 

De una fantasía puede decirse que “no se trata de que el amor y la muerte no 
cupiesen allí, sino de que no existía el tiempo para que pudiesen tener un sentido”.* Pero 
la práctica social requiere tiempo para adquirir sentido. Hay que tener tiempo; es decir, 
estructurar el tiempo de manera que no se diluya en una serie de instantes sin rumbo. El 
tiempo siempre corre, poniendo fin (finitud) a la vida. En contra del decurso del tiempo 
surge el afán de inmortalidad, de suspender el tiempo y superar los límites de la 
existencia individual. Si no hay eternidad, al menos siempre hay una búsqueda de 
continuidad. 

Crear orden es una forma de crear continuidad. Se trata de articular el sinnúmero de 
cambios (quién sabe si grandes o efímeros) de modo tal que puedan ser vividos como un 
proceso: pasado, presente, futuro. En esta tensión entre el acontecimiento y la duración 
se constituye el tiempo. Sin poder abordar un tema tan difícil y desconocido como lo es 
una teoría del tiempo, presumo que el tiempo no es solamente una variable externa o 
condición previa de cualquier acción política, sino también un objeto de decisión política. 
Hacer política implica estructurar el tiempo. 


143 


Quien quiera realizar algo necesita tiempo. Toda acción posible cuesta tiempo. 
Cualquiera sabe que los frutos de un plan agrícola o de una inversión industrial, de un 
proyecto de investigación o de una expansión comercial exigen un tiempo de maduración. 
Las metas propuestas dependen del tiempo disponible. Disponer de tiempo es uno de los 
bienes más preciosos. Todo el dramatismo de la política trasluce aquella pequeña frase: 
“pero a la Comuna no le fue dado disponer de tiempo”.* Considerando ese valor, hay que 
decidir cómo usar el tiempo. Decisión importante porque se puede perder el tiempo por 
no actuar oportunamente, por gastar demasiado tiempo en algo o por proponerse 
demasiado en el tiempo disponible. Es un problema de las justas proporciones, un 
problema de realismo: la elaboración de las opciones posibles y la selección de “lo mejor 
posible” es también una cuestión de tiempo. 

Hay un tiempo objetivo que permite medir y clasificar temporalmente los 
acontecimientos, pero que nada nos dice acerca de la experiencia subjetiva del tiempo. 
Lo que es urgente, lento o un mediano plazo varía de acuerdo con la conciencia de 
tiempo de cada cual, del valor que le asigna, de su horizonte temporal hacia atrás y hacia 
adelante. Vale decir: la diversidad social implica diferentes temporalidades. No existe un 
tiempo único; hay tiempos, tiempos sociales.” Obrero o empresario, jubilado o estudiante, 
cesante o funcionario, mujeres y varones, todos ellos tienen nociones diferentes de 
tiempo y, por ende, tienden a disponer de su tiempo de manera distinta. A la vez, sin 
embargo, hay una realidad simultánea para todos ellos. Una dificultad de la política es 
vincular ambas dimensiones, urgencia subjetiva y plazos objetivos, para crear un orden 
contemporáneo. 

¿Cómo sincronizar las diferentes temporalidades? La pregunta nos plantea un 
aspecto decisivo en la construcción de un orden social y, en particular, de un sistema 
político. 


2. LA PÉRDIDA DE FAMILIARIDAD 


El realismo es una cuestión de tiempo desde dos aspectos: 1) como conciencia histórica 
acerca de la efectividad del pasado en el presente, y 2) como elección de para qué actuar 
en un futuro abierto. 

Ambos aspectos se vinculan: la anticipación del futuro suele recurrir al pasado.‘ 
Generalmente nuestros proyectos a futuro (motivos “para qué”) se apoyan en nuestras 
experiencias pasadas (razones “porque”). El pasado nos ofrece una familiaridad que no 
requiere, en cada caso particular, la explicitación consciente del mundo y su razón de ser. 
Nacemos y crecemos en un mundo familiar con un sentido autoevidente y sobre este 
trasfondo desarrollamos expectativas relativamente seguras acerca de lo que será. Se 
supone que lo familiar permanece, que lo probado se repite, que lo conocido se prolonga 
al futuro. De este modo, la conciencia histórica ofrece día a día los criterios para 
anticipar el mañana. 
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Este recurso de la historia solamente es racional en la medida en que existe una 
continuidad con el pasado. Hoy, debido a los rapidos y drasticos cambios sociales, ya no 
contamos con aquellas experiencias históricas que nos sirvan de referente fijo. 
Encontramos —en todas las sociedades modernas (capitalistas y “socialistas”)— una 
erosión de la continuidad social que provoca un apremio temporal y contribuye 
sustancialmente a la “crisis de gobernabilidad”. En palabras de Alvin Tofler: “demasiadas 
decisiones, demasiado aprisa, acerca de problemas a menudo extraños y poco familiares 
—y no una supuesta falta de liderazgo— explican la grave incompetencia de las actuales 
decisiones políticas y gubernativas”.” 

En nuestros países, la pérdida del mundo familiar es mucho más traumatizante por la 
violencia con que ocurrió. Pero, además, nos toca ahora enfrentar la mutilación 
autoritaria de nuestro pasado de modo simultáneo con la construcción de un nuevo 
orden. Con lo cual las dificultades propias a esta tarea se agravan aún más. La 
estructuración de las relaciones sociales ya no puede recurrir a la familiaridad del pasado 
como ámbito de lo normal y natural. La renovación política tiene que crearse su propio 
horizonte temporal. Y esta coincidencia de la reestructuración de la sociedad y de la 
reestructuración del tiempo marca las características específicas de lo que es “ser 
realista” respecto a la democratización. 

Nuestro problema, formulado más concretamente, es tener que elaborar un horizonte 
temporal en una situación de dictadura que no sólo se muestra reacia a todo intento de 
estructurar el futuro mediante plazos, sino además —por su propia descomposición— 
nos encierra en un presente inmediato. ¿Cómo concebir —en los estrechos horizontes de 
la coyuntura— la perspectiva de futuro que exige la solución de la crisis? 


3. DOS PROBLEMAS DE TIEMPO 


La construcción de un orden democrático exige la sincronización de las diferentes 
temporalidades. Ésta enfrenta dos problemas mayores: la escasez del tiempo y la 
imprevisibilidad. 

En primer lugar, el tiempo es un bien escaso y, por tanto, valioso. El capitalismo 
acuñó la consigna de los tiempos modernos: “time is money”. Nunca hay una libre 
disponibilidad sobre el tiempo; la anticipación del futuro, la determinación de las metas y 
la selección de los medios siempre se encuentra limitada por la presión del tiempo. El 
tiempo avanza y no se detiene (y a veces pasa tan rápido que vuelve obsoletos los 
proyectos legislativos incluso antes que se promulguen). La conciencia del tiempo 
efímero aumenta todavía más cuando las acciones ya no se insertan en rutinas 
establecidas y marcos normativos. La erosión de los límites habituales no incrementa la 
disponibilidad; por el contrario, se pierde tiempo. Para que el tiempo no se volatice como 
día de vacaciones, hay que distribuir los usos del tiempo y establecer plazos. 

La escasez del tiempo conlleva una clasificación de las demandas según una escala de 
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prioridades. Por un lado, el valor de cada actividad depende de su prioridad temporal. 
Por el otro, tiene prioridad lo que tiene plazos. Los plazos (externos o autoimpuestos) 
indican lo que hay que hacer. 

Establecer plazos es una cuestión de poder; quien fija un plazo condiciona el uso del 
tiempo del otro; qué actividades alcanza a realizar. Es decir, al determinar un plazo 
también se determinan los límites de lo posible. Las múltiples posibilidades del futuro son 
reducidas a aquello posible en determinado plazo. De ahí que la lucha política sea 
también un conflicto acerca de los plazos disponibles. Se busca ampliar los propios 
plazos (siendo “metas y no plazos” la consigna extrema) y acortar los plazos ajenos (el 
ultimátum como caso límite). Respecto al primer objetivo: cuanto mayor sea el plazo, 
mayor es el abanico de posibilidades, menos peso tiene cada opción y mayor es la 
libertad de selección. Respecto al segundo objetivo: cuanto más estrecho sea el plazo, 
menos posibilidades están disponibles, mayor rigidez tiene la alternativa y menor es la 
libertad de decisión. En ambos casos, el campo de acción política depende de la presión 
temporal. Todos tratan de ganar tiempo, o sea, asegurarse una mayor gama de 
posibilidades en un plazo dado y, por tanto, una mayor libertad de acción. En cambio, 
pierde autonomía quien no tiene tiempo; el apuro le dicta el uso del tiempo. 

En parte se puede influir sobre los plazos (timing) para evitar que coincidan. Pero 
siempre puede ocurrir una acumulación de prioridades equivalentes que, en caso 
extremo, provoca una sobrecarga y finalmente una parálisis de los mecanismos selectivos 
y resolutivos. Se pierde no solamente la anticipación del futuro; se pierde también el 
control sobre los acontecimientos en marcha y, mirando hacia atrás, incluso se 
desmorona la continuidad adquirida. Desde este punto de vista, ser realista exige un 
acucioso presupuesto de tiempo para no ser sorprendido a destiempo, incapaz de 
reaccionar. 

Desde ya, sin embargo, percibimos que el cálculo del tiempo no es una ecuación 
matemática. A veces los acontecimientos se precipitan y multiplican de modo tal que falta 
tiempo; a veces no pasa nada, nada nuevo, y el tiempo languidece, se estanca y se 
volatiliza. En los dos casos, el cálculo realista actúa sobre el tiempo. Ser realista significa 
tomarse tiempo para no ser atropellado por el apremio de los eventos, o bien acotar el 
tiempo para poder cristalizar las energías emocionales dentro de un horizonte 
simbólicamente significativo. 

La segunda dificultad radica en la imprevisibilidad radical del futuro. En principio, 
descartando lo imposible (las utopías), todo es posible. Si todo fuese posible, si no 
tuviéramos determinadas expectativas y ciertas evidencias sobre el futuro, no nos 
levantariamos de la cama. El pavor nos paralizaría. De hecho, no todo es posible. Pero 
queda la pregunta: ¿qué es posible? Enfrentamos un futuro abierto; el futuro contiene 
muchas más posibilidades de las que pueden ser realizadas. O sea, no todo futuro posible 
llega a ser actualizado como presente. La cuestión es: ¿cómo reducimos la complejidad 
del futuro posible a un presente real? 

Para precisar la pregunta Luhmann distingue entre el futuro actual y el presente 
venidero. Todo presente tiene su futuro actual en tanto horizonte directo de sus 
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posibilidades. Somos, por asi decir, contemporáneos de un futuro que sólo parcialmente 
sera mas adelante nuestro presente. Avanzando hacia el futuro se producen, mediante 
selección entre las posibilidades abiertas, nuevos presentes y, simultáneamente, nuevos 
horizontes futuros. Es decir, permanentemente el futuro actual se condensa en un 
presente venidero que, a su vez, genera un nuevo futuro. Ahora bien, en la medida en 
que el presente actual y el venidero se mantienen idénticos se va produciendo duración. 
En cambio, hay acontecimientos cuando surgen discontinuidades entre el futuro actual y 
el presente venidero. Al tomar conciencia de esta diferencia nace la incertidumbre. 

¿Cómo reducir la incertidumbre, o sea la distancia entre el futuro actual y el presente 
venidero? Es éste el tema del realismo político desde Maquiavelo: “Que nunca crea un 
Estado que va a poder tomar opciones seguras; ha de pensar por el contrario que todas 
las que habrá de tomar serán dudosas, porque el orden de las cosas trae siempre consigo 
que apenas se trata de evitar un inconveniente cuando ya se ha presentado otro. Ahora 
bien, la prudencia consiste en saber conocer la naturaleza de los inconvenientes y adoptar 
el menos malo por bueno”.* 

Para Maquiavelo la fortuna es un momento ineludible de la política, teniendo un rango 
equivalente a la necesidad y a la virtud. La política es un continuo enfrentamiento con lo 
imprevisto, sea defendiendo el orden establecido mediante diques y canales que encaucen 
el desbordamiento del lecho normal, sea atacando con audacias las “irrupciones”. 
Posteriormente, con el avance de la racionalidad formal (cálculo-medio-fin), se imputará 
a la política la tarea de prever y dominar los acontecimientos. Es decir, se pretenderá 
reducir la incertidumbre controlando el tiempo. 

La política moderna se caracteriza por el intento de reducir la inseguridad —¿qué es 
posible?— a un conjunto de causalidades entre las cuales se puedan seleccionar aquellas 
opciones que producen los fines deseados. En lugar de esperar al futuro, dejándolo 
hacerse presente, se busca adelantarse a él, creándolo como el resultado proyectado de 
las decisiones presentes. En otras palabras, se trata de asegurar la conexión entre el 
presente actual y el presente venidero planificando el futuro: el plan como previsión. Si 
pudiéramos calcular y, por ende, dominar las posibilidades del futuro, entonces 
efectivamente habríamos eliminado la inseguridad. Si todo está bajo control, no hay 
problema de tiempo. 

Cada lectura del periódico nos confirma los estrechos límites en que podemos 
dominar el desarrollo de los acontecimientos; el optimismo de la razón técnica ha 
quedado atrás. La proyección de largas y complejas cadenas causales no disminuye las 
posibilidades sino las aumenta. Cada variable considerada multiplica las correlaciones 
posibles y en lugar de una reducción de complejidad hay un incremento. Es decir, el plan 
permite explicitar las posibilidades que enfrentamos a futuro, pero nada dice acerca de 
cuáles de ellas se realizarán efectivamente. Ello nos obliga a reconsiderar la idea usual de 
planificar. 

El significado del plan no se desprende de la eficiencia de la racionalidad formal 
medio-fin sino, por el contrario, de su insuficiencia. Hay una imprevisibilidad irreductible. 
Que una decisión (política o económica) sea correcta o no, sólo puede ser comprobado 
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ex post cuando tiene éxito o fracasa. El éxito y el fracaso son juicios posteriores a la 
acción, pero la decisión es anterior. Hay que comprometerse (“jugarsela’’) sin conocer el 
resultado de la acción. Existe pues una distancia temporal que no puede ser salvada por 
previsión alguna. 

Siendo imposible prever la realidad futura, sí es posible decidir ex ante las metas 
deseadas. Vale decir, establecer los criterios mediante los cuales seleccionar entre las 
posibilidades abiertas. Tal selección es una apuesta en tanto anticipa un resultado 
desconocido por todos. Podemos definir la decisión política como una anticipación 
arriesgada del futuro (Luhmamn). Se trata de un riesgo inevitable que es absorbido por 
roles específicos. A diferencia del funcionario, el político (como también el manager 
empresarial) es juzgado según el éxito o fracaso de sus decisiones y no de acuerdo con el 
cumplimiento de reglas formales. 

Un modo de vincular la decisión previa y el resultado final de la acción es el plan. Éste 
establece un puente temporal que permite contrastar el presente venidero con el futuro 
deseado. No es una previsión, sino una apuesta: el compromiso con un resultado 
determinado, pero no predecible. Quien presenta un plan asume una obligación respecto 
al resultado propuesto. Pero el significado del plan va más allá. Aunque para el político y, 
desde luego, para el país pueda ser decisivo si la meta propuesta se cumple o no, la 
vigencia del plan no depende del éxito. También el plan que no se cumple ofrece un 
referente respecto al cual podemos evaluar las posibilidades y ordenar los 
acontecimientos por su significación. Sin planes nos ahogaríamos en un mar de hechos 
arbitrarios. Vale decir, el plan es una estructuración del tiempo que permite articular los 
acontecimientos venideros con el actual horizonte de futuro. 


4. LALIBERTAD DEL OTRO 


Aquí nos interesan los problemas del tiempo en las relaciones sociales, y de éstas se 
desprende el criterio fundamental del realismo: la libertad del otro. El otro es libre de 
actuar y es imprevisible cómo usará su potencial de posibilidades en las distintas 
situaciones posibles. Yo no puedo determinar las acciones futuras del otro, siendo que 
solamente en relación con ellas puedo fijar las propias posiciones. 

No quiero abordar las dinámicas en la toma de decisiones, sino tan sólo insinuar el 
problema subyacente: ¿cómo respetar la libertad del otro y, a la vez, reducir su 
imprevisibilidad? 

La pregunta supone que la demanda por un realismo en política se plantea solamente: 
1) en una situación de incertidumbre, y 2) que la incertidumbre no puede ser eliminada, 
pero sí limitada. 

Una primera reducción de las (en principio) infinitas posibilidades la ofrece, según 
vimos, al mismo tiempo la presencia del pasado en tanto mundo familiar. Su permanencia 
permite proyectar una autoevidencia al futuro. En este caso, la dimensión temporal 
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resuelve el problema propio a la dimensión social: excluir acciones inesperadas. Sin 
embargo, en la medida en que tal familiaridad ya no es accesible a la experiencia 
cotidiana, la delimitación de la imprevisibilidad ha de ser construida socialmente. 

El principal mecanismo social para reducir la imprevisibilidad del otro es el desarrollo 
de expectativas.” A partir de nuestra experiencia personal, del conocimiento de 
regularidades sociales, del grado de vigencia de las normas sociales, de la existencia de 
rutinas y hábitos así como, en cada caso concreto, de la “lógica de la situación” nos 
formamos expectativas acerca del comportamiento futuro del otro. O sea, reducimos un 
conjunto limitado de posibilidades a un marco de probabilidades y actuamos “como si” 
conociéramos las acciones futuras del otro. La expectativa imputa al otro determinada 
pauta de conducta, pero no lo obliga a cumplirla. El otro conserva su libertad de acción y 
no renunciará a innovaciones posibles, salvo que reciba a su vez una seguridad relativa. 
Es decir, la eficiencia de las expectativas requiere cierto ajuste recíproco. 

En lo siguiente, no me ocuparé de aquella reciprocidad de expectativas asentada en un 
orden jurídico, aunque sea la más importante. Desde el punto de vista del realismo 
interesa más el campo prejurídico, aquel ámbito difuso en que se crean las obligaciones 
sociales y morales que permiten esperar que el otro cumpla efectivamente las 
prescripciones jurídicas (por ejemplo, pacta sunt servanda). Al ser realistas nos 
referimos más a lo que el otro puede (y no lo que debe o no debe) hacer. Ahora bien, lo 
que se puede o no se puede hacer depende del tiempo disponible y, sobre todo, de las 
expectativas de tiempo. En consecuencia, las diferencias en la disponibilidad objetiva 
como en las expectativas subjetivas de tiempo devienen un aspecto básico del realismo. 

Las diferencias provienen, por un lado, de la misma diferenciación de la sociedad. 
Cada campo social crea horizontes temporales específicos que, a su vez, estructuran las 
distintas actividades sociales. Es diferente la temporalidad del mundo rural de la del 
mundo urbano, y también diferente la temporalidad de la vida política respecto a la 
temporalidad de la vida familiar. Pero además, hay diferentes horizontes dentro de cada 
actividad. No es el mismo para un obrero que para un empresario; no es el mismo para 
un ministro, un diputado opositor o un concejero municipal. 

En nuestras sociedades las diferencias pueden llegar a ser de tal magnitud que se 
vuelve muy difícil un ajuste. La urgencia de un cesante por obtener empleo, de un 
poblador por acceder a una vivienda es difícilmente compatible con los plazos igualmente 
legítimos que tiene el presupuesto fiscal o la productividad económica. El tiempo tiene un 
valor diferente. Tales diferencias, ¿son conmensurables por medio de un equivalente 
general? Pareciera que “el tiempo no es dinero”. Al menos en América Latina las 
apreciaciones acerca de lo que significa “urgencia” o a “mediano plazo” parecieran ser 
demasiado distantes para que puedan ser convertidas en una “fecha objetiva” (por 
ejemplo, dentro de un mes). 

¿Cómo sincronizar las diferentes expectativas de tiempo? Generalmente el tiempo es 
estructurado de manera cooperativa: no se llama por la noche, se llega puntualmente a la 
cita, se honran las fechas de vencimiento contractual, etc. Ello supone una similar 
conciencia del tiempo entre los participantes, fruto de un largo desarrollo cultural.'” En 
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estos casos tiene lugar una sincronización tácita, que se apoya en la interiorización de las 
necesidades naturales (horario de descanso), las normas sociales (reglas de cortesía) y las 
normas jurídicas (obligatoriedad de los plazos legales). Estos mecanismos, de los cuales 
nos servimos continuamente en la vida cotidiana, parecen insuficientes en la vida política; 
sobre todo si consideramos los mencionados desfases en la concepción del tiempo. A la 
simultaneidad objetiva de los hechos se sobrepone una discontemporaneidad que 
cuestiona la noción misma de continuidad. ¿Cómo construir un orden político cuando 
unos exigen la perpetuación de lo existente, otros reivindican la revolución ahora y otros 
postulan rupturas pactadas? 


5. SER REALISTA CONFIANDO 


La democratización no puede aguardar una homogeneización cultural de las 
concepciones de tiempo. Por otra parte, sin embargo, el arraigo social de sus instituciones 
exige que exista una noción generalizada de continuidad. La viabilidad de todo sistema 
político y, en particular, del sistema democrático supone que se le considere duradero. 
Cuando la continuidad del orden no está relativamente asegurada, nadie se arriesgará a 
invertir su tiempo y su energía, su bienestar y sus esperanzas en un orden sin 
perspectiva. Por consiguiente, en nuestros países la construcción institucional de la 
democracia ha de estar acompañada de una sincronización de las diferentes 
temporalidades que posibiliten estructurar un horizonte compartido. 

Una primera estructuración la ofrece la misma institucionalidad democrática por 
medio de las elecciones periódicas. Éstas permiten calcular con antelación cuándo pueden 
ocurrir cambios sociales, vinculados con la alternancia de los partidos en el gobierno. 
Pero incluso presumiendo que las elecciones representen un límite temporal compartido, 
no quedan resueltas las mencionadas diferencias dentro de cada periodo.' El realismo 
exige mecanismos de ajuste recíprocos de expectativas que permitan salvar la distancia 
entre el presente y el futuro (entre el futuro actual y el presente venidero). Un 
mecanismo por cierto limitado, pero de una relevancia práctica muy estimable, es la 
confianza. Podemos entender —mediante el estudio de Niklas Luhmann— la confianza 
como un modo realista de enfrentar la cuestión del tiempo. 

Cuando no podemos eliminar la inseguridad del futuro, controlando el curso de los 
hechos, al menos podemos tratar de incrementar la incertidumbre aceptable. Es lo que 
realiza la confianza. En lugar de defenderse frente a la imprevisibilidad del otro, la 
confianza toma al otro como un alter ego, de modo que su libertad de acción sea 
corresponsable del futuro. Quien actúa confiado, lo hace como si solamente hubiera 
posibilidades determinadas en el futuro y, comprometiéndose con un específico futuro, se 
ofrece al otro la realización de un futuro común. Vale decir, se confía en el otro en tanto 
se confía en la constitución intersubjetiva del mundo. 

¿Cómo se produce una relación de confianza? La confianza no es algo que se pueda 
exigir del otro; se comienza entregándola. Se regala confianza señalizando al otro 
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determinadas expectativas respecto a uno mismo, con la promesa de cumplirlas. O sea, 
se comunica al otro una autorrepresentación de si mismo, comprometiéndose a seguir 
siendo “uno mismo” en el tiempo. La confianza es pues una anticipación arriesgada: uno 
se compromete a determinada conducta futura sin saber si el otro responderá a ella. Se 
trata de una oferta voluntaria; el otro puede aceptar o no las muestras de confianza. Tal 
vez prefiera guardar su autonomía, conservando la distancia.” Pero una vez que 
responde a la confianza entregada, a su vez se compromete. Entonces también el otro 
estará atado en sus acciones futuras de acuerdo con las expectativas creadas. En cuanto 
se establece una relación de confianza, existe una obligación recíproca. Da igual que la 
autorrepresentación corresponda a la personalidad real o sea fingida. La confianza exige 
que los participantes actúen como si fuesen realmente lo que sus imágenes prometen. 
Toda autorrepresentación obliga; para seguir siendo el mismo hay que seguir siendo tal 
como uno se mostró.” Esa imagen no es estática sino que se desarrolla en la interacción. 
Por tanto, sólo puede conquistar confianza quien participa de la interacción, ofreciendo 
oportunidades de que su autorrepresentación sea sometida a pruebas y aprendiendo a 
incorporar expectativas ajenas a la propia imagen. Quien no se expone, quien se muestra 
desinteresado en la opinión ajena, puede ser un factor calculable, pero no un actor 
confiable. Hay que estar dispuesto a responder a la confianza entregada para poder, a su 
vez, ofrecer confianza. A la inversa, no ofrece confianza quien no se muestra 
comprometido con las demostraciones de confianza ajenas. 

Nunca hay información total y fidedigna acerca del futuro. Por consiguiente, hay que 
sobregirar la información existente, apostando a determinado resultado. La confianza 
anticipa un futuro determinado, pero también la eventual refutación. O sea, confiar es 
reflexionar la inseguridad. Cuando no se pondera una alternativa crítica, se actúa con 
base en una mera esperanza. Al confiar en otro, siempre se contempla el abuso. Porque 
la confianza no ignora el riesgo, ella ofrece una ventaja respecto a la expectativa segura. 
Mientras que ésta se derrumba a la primera decepción, la confianza se muestra más 
estable. Al renunciar a la incertidumbre, aumenta la barrera de tolerancia respecto a la 
inseguridad; incluso puede haber cierta indiferencia (quien confía requiere menos 
información). Pero además, la confianza implica mecanismos de compensación. Los 
abusos de confianza, traspasados ciertos límites, son sancionados con la ruptura de la 
relación: la desconfianza. 

Respecto a los problemas de tiempo arriba señalados, la confianza permite reducir la 
complejidad del futuro en un doble sentido. Por un lado, la confianza en el otro 
contrarresta la escasez de tiempo. Así, un diputado confía en el correcto trabajo de la 
administración pública para poder ganar tiempo y atender las demandas sociales en lugar 
de revisar las estadísticas oficiales. El funcionamiento interno del sistema democrático 
descansa en una confianza “hasta nuevo aviso”. Un Parlamento, por excelente que sea 
su composición, no puede controlar todos los actos del Ejecutivo. Pero sí puede 
controlar su confianza en la honradez y sinceridad del Ejecutivo y, a la menor señal de 
abuso, retirar la confianza (Watergate).* Cuando ello ocurre, cuando reina la 
desconfianza, se consume mucho más tiempo porque cada decisión exige más 
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información que es, a su vez, menos confiable. 

Por otro lado, la confianza en el otro limita la inseguridad al anticipar los riesgos y 
además ofrecer un mecanismo generalizado de sanción. Ningún político ignora que el 
adversario puede abusar de la confianza depositada en él. Por lo mismo, confía con 
cautela. Si actuara con ingenuidad, la culpa de un eventual abuso recaería sobre él, 
exponiéndose al ridículo. Pero si confía consciente de los riesgos y el otro no cumple lo 
previsto, esa imprevisibilidad deja de ser una agresión que lo toma de sorpresa. La 
decepción es una posibilidad, pero una posibilidad determinada. En vez de enfocar un 
sinnúmero de opciones posibles, le basta estar preparado para sobrellevar aquella 
frustración. Ya no está entregado a los acontecimientos externos sino que puede replicar, 
sancionando la expectativa no cumplida. 


6. LA CONFIANZA POLÍTICA 


Del análisis de Luhmann (cuya riqueza ni siquiera intento insinuar) se desprende un 
valioso aporte para “ser realista” en política. Una manera de reducir el campo de lo 
posible es desarrollar relaciones de confianza. Confiando en el otro se es menos 
vulnerable a su imprevisibilidad, porque ésta ha sido incorporada a las expectativas. La 
confianza no elimina la incertidumbre, pero permite tolerar un mayor grado de 
inseguridad. La inseguridad externa es compensada mediante una seguridad interna. Con 
lo cual el problema es trasladado a los recursos internos que, en caso de decepción, 
puedan ser movilizados. Ello nos conduciría a los fenómenos de sanción y perdón, 
sacrificio y consuelo, fenómenos poco estudiados en relación con la acción política. 

Hay, sin embargo, otro problema mayor. La confianza es fundamentalmente una 
relación intersubjetiva que se desarrolla en la interacción social mediante una secuencia 
temporal (la confianza es ofrecida, aceptada y devuelta, probada y confirmada). Como 
tal, desempeña un papel preponderante en las relaciones que vinculan a los actores 
políticos entre sí y, sobre todo, en la génesis de la llamada “clase política” de un país. 
Ello no es poco y puede llegar a ser un momento decisivo cuando se está construyendo 
un nuevo sistema político.'* 

Pero, incluso si los políticos lograran crear cierto ambiente de confianza entre ellos, 
¿existe confianza en el “sistema” propiamente tal? No basta la confianza que unos u 
otros depositen en tal o cual dirigente, en éste o aquél partido. Ésta es indispensable, pues 
ofrece al político (al partido) la oportunidad de justificar el compromiso contraído 
mediante un resultado exitoso. Recordemos que la política es evaluada según un criterio 
de éxito, constatado ex post. Aquí la confianza permite salvar la distancia temporal entre 
el compromiso previo y la evaluación posterior, entre la apuesta y el resultado. La 
confianza opera como un “crédito a plazo” respecto al éxito prometido, limitando 
provisoriamente la incertidumbre. El político (el partido) es investido del futuro deseado 
dentro de determinado plazo; una vez cumplido, las elecciones ratifican o revocan la 
confianza entregada. Ahora bien, las elecciones funcionan como una “moción de 
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confianza” en relación con un programa de gobierno o un equipo de gobierno; pero éstas 
expresan sólo lateralmente (vía abstenciones, votos blancos o la votación a partidos 
antisistema) una confianza en el sistema. 

Resumiendo lo anterior, tratemos de precisar dos de los problemas que enfrenta una 
visión realista de la democratización. Una primera cuestión es: ¿cómo crear confianza en 
el seno de la “clase política”? El problema ya se plantea desde la misma situación de 
dictadura. A falta de una institucionalidad público-representativa, el desarrollo de 
relaciones de confianza pareciera ser una condición para que pueda constituirse una 
“clase política”. Inicialmente, sin embargo, todo aconseja desconfiar. Las razones sobran. 
Nada impulsa a los políticos a iniciar relaciones de confianza entre sí, salvo la percepción 
de que la desconfianza suele desencadenar una reciprocidad negativa. Similar a la 
confianza, la desconfianza tiende a ser una “profecía autocumplida”. Quien desconfía 
será tratado con indulgencia primero, con cautela después y finalmente se desconfiará de 
él, confirmando así su desconfianza inicial. El resultado es una paralización recíproca. 

Pero además el clima de confianza entre los dirigentes políticos es igualmente 
relevante durante el proceso democrático en tanto contribuye a darle una perspectiva de 
duración. Dada la visibilidad pública de la “escena política” en la democracia, la mayor 
tolerancia de los políticos entre sí respecto a la imprevisibilidad del otro condiciona la 
imagen que se hace la sociedad acerca de la “natural” inseguridad del futuro. Por lo 
mismo, reviste importancia la desconfianza que pueda despertar (con mayor o menor 
razón) la “clase política” en la ciudadanía. Basta recordar el peligro del “desencanto”.'* 
Este aspecto nos conduce al segundo problema. 

La principal cuestión es: ¿cómo crear confianza en la democracia? La estabilidad del 
sistema democrático depende de la confianza que la sociedad tenga en el orden. Ahora 
bien, ¿qué significa, en concreto, confiar en el orden? La confianza abarca tanto la 
“identificación” de la ciudadanía con el sistema político como la “credibilidad” de éste 
frente a la opinión pública. Ésta se apoya en la eficacia de los procedimientos (legalidad), 
pero también en un “sentido de orden” que permita poner límites a la incertidumbre de 
un futuro abierto. De las pocas indicaciones ya se desprende que la “confianza en el 
orden” tiene otro significado que la confianza interpersonal No es una relación 
intersubjetiva como la plantea Luhmamn.'” Tampoco es un sinónimo de legitimidad. Se 
trata más bien de aquel sustrato en el cual se gesta la creencia de legitimidad. El orden es 
reconocido como válido porque se confía en él. A la inversa, un ambiente de 
desconfianza socava las pretensiones de legitimidad (aunque exista legalidad). 

Pese a la importancia de los procesos de confianza para la democracia representativa, 
poco sabemos de la conexión efectiva entre ellos. Tal vez debamos explorarla por el lado 
del llamado “valor de orden””” que adquiere el sistema político gracias a su duración. Con 
el tiempo los ciudadanos interiorizan lo que pueden y deben hacer “normalmente”, se 
aseguran de que todos cumplen las “reglas de juego”, sancionándose las infracciones, y 
aprenden cuáles acciones obtienen gratificación. Todo sistema político y, particularmente, 
la democracia se apoyan en el desarrollo de tal seguridad del orden. Cuando la 
democracia irradia esa previsibilidad relativa, incluso los más reacios adversarios, los 
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cinicos y apaticos, comienzan a invertir expectativas, intereses y deseos en la continuidad 
del orden; continuidad que, a su vez, se nutre de esas innumerables pequeñas acciones 
cotidianas. Esas acciones no suponen todavía un apoyo activo a la democracia, ni 
siquiera algún oportunismo, sino solamente aquel conformismo indispensable para poder 
desarrollar una rutina cotidiana. Las consecuencias, empero, son grandes: como nadie 
gusta perder sus inversiones, económicas o afectivas, todos están interesados en 
mantener el orden duradero. 
Volvemos así sobre el tiempo como un aspecto básico del realismo político. 


7. LA ELABORACIÓN DEL TIEMPO EN LA DEMOCRATIZACIÓN 


Con esta mirada a la “vida cotidiana” quizá se perfile mejor una intuición inicial: el 
realismo implica un cálculo del tiempo, pero éste no es un cálculo matemático. La acción 
política, como toda acción humana, no obedece sólo a una lógica cognitiva sino 
igualmente a una lógica afectiva y simbólica. Quizá estas dimensiones condicionen 
(mucho más que la razón cognitiva) nuestras experiencias diarias con el tiempo político: 
el acoso de los asuntos pendientes, las oportunidades irremediablemente perdidas, un 
mañana ineludible o aquella paralización del tiempo que produce la visión de un 
desenlace irreversible (fatalidad del destino). 

A lo largo de esta exploración hemos vislumbrado la complejidad de las diferencias de 
temporalidades. Descubrimos que, en parte, el significado del tiempo depende de la 
estructura afectiva de los participantes. Por ejemplo, si los instintos emocionales exigen 
una gratificación inmediata o si (en qué grado) aceptan postergaciones. Por otra parte, se 
vincula estrechamente con las representaciones simbólicas del tiempo. Éstas pueden 
haber sido elaboradas, por ejemplo, a partir de la experiencia de los ciclos naturales 
vitales (nacimiento, maduración, muerte) u orientarse según horizontes sociales 
abstractos (proceso de modernización), cada cual con distintas pautas de periodización. 
Finalmente, habría que valorar más la influencia de imágenes míticas en la concepción 
del tiempo, como lo son la idea del progreso (evolución lineal), pero también la idea de 
un tiempo cíclico. Todavía es vigorosa la visión de una Edad de Oro, posteriormente 
perdida por culpa de algún maléfico (judío, marxista, etc.) y que habría que recuperar en 
tanto “mundo verdadero” aun al precio de sacrificar el presente. Está de más señalar el 
efecto de tales cosmovisiones escatológicas (conservadoras o revolucionarias) sobre la 
concepción de la política.'* 

De esta reflexión se desprende una primera conclusión. La política no se deja reducir 
a la antinomia de racionalismo-irracionalismo; una política racional no es solamente 
aquella que responde a una racionalidad formal. Esta falsa identificación conduce a un 
realismo estrecho, cuando no estúpido. Pues bien, así como es obvio el reduccionismo de 
tal Realpolitik, así de difícil resulta determinar precisamente esas otras dimensiones en el 
cálculo racional de lo posible. 
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Ahora bien, ¿se trata solamente de dimensiones “a tener en cuenta” por el cálculo 
realista? Ello significaría restringir el realismo a un problema metodológico del análisis 
político. El realismo es más que una lógica de cálculo. Al entender el realismo como una 
categoría crítica nos referimos también a una lógica de la acción. Nos referimos a una 
elaboración del tiempo. Cuando preguntamos sobre qué posibilidades se apoya, qué 
posibilidades abre la democratización, la crítica de “lo posible” nos remite a la producción 
de temporalidades. En esta perspectiva yo sacaría una segunda conclusión. 

La posibilidad de la democracia supone, creo yo, trabajar políticamente el tiempo, al 
menos en dos sentidos. Por un lado, una reconversión del pasado autoritario. Ser 
realista es reconocer la efectividad presente del pasado. Por tanto, ni lo ignora ni lo 
asume como mera inercia. El realismo obliga a actualizar la historia de la dictadura, 
incorporándola al proceso de democratización. Para que desaparezcan los fantasmas 
tiene que hacerse presente un “pasado superado”. Éste es el significado de la reparación 
(material y simbólica) por las injusticias sufridas y los dolores reprimidos: una restitución 
del pasado como historia de la dignidad humana." 

Por el otro lado, el realismo requiere producir tiempo en tanto continuidad a futuro. 
Elaborar un futuro al orden democrático significa ante todo construir un orden en que 
todos tienen futuro. Para que todos tengan un futuro (aunque no sea uno y el mismo) 
hay que concebirlo como la obra colectiva de una pluralidad de hombres y mujeres. De 
ahí la necesidad de “cierto” ajuste de las distintas nociones de tiempo, los diferentes 
horizontes y las diferentes expectativas temporales. Las mismas instituciones 
democráticas ofrecen mecanismos de sincronización: elecciones periódicas, plazos 
legales, rutinas administrativas, control de la confianza, etc. Pero la eficacia de la 
estructuración formal de la temporalidad reside, según vimos, en el ámbito emocional- 
afectivo y simbólico-imaginario. Dependerá finalmente de este contexto si el orden 
democrático será asumido como elaboración social de un futuro compartido. Y de ello 
dependerá, a su vez, de cómo responda cada uno de nosotros a la cuestión del realismo: 
¿qué se le puede pedir a la democracia? 
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IV. HAY GENTE QUE MUERE DE MIEDO 


1. LOS MIEDOS COMO PROBLEMA POLITICO 


¿Quién tiene miedo y de qué? Entendiendo por miedo la percepción de una amenaza, 
real o imaginaria, propongo explorar los miedos bajo el autoritarismo en las sociedades 
latinoamericanas del Cono Sur.' Hay, por cierto, percepciones específicas de los distintos 
grupos sociales, pero existen ciertos “peligros mortales” que les son comunes. ¿Qué 
percibe la gente como una amenaza vital? En primer lugar, desde luego, toda amenaza a 
la integridad física (asesinato, tortura, asalto). En segundo lugar, lo que pone en peligro 
las condiciones materiales de vida (pobreza, desempleo, inflación, etcétera). No obstante, 
siendo la seguridad físico-material el interés vital más inmediato, éste no explica por sí 
solo el sentimiento generalizado de temor. Junto a los miedos visibles existen miedos 
ocultos, apenas verbalizados. El miedo por la integridad física y por la seguridad 
económica destaca como la punta de un iceberg por lo demás invisible. Una angustia, ese 
miedo difuso sin objeto determinado, corroe todo; se desmoronan las esperanzas, se 
desvanecen las emociones, se apaga la vitalidad. Nos invade el frío; nos paralizamos. Se 
dice que la vida no vivida es una enfermedad de la cual se puede morir. Pues bien, 
corremos peligro de muerte. Un modo de morir antes de la muerte es el miedo. La gente 
muere de miedo. 


2) a 


El autoritarismo genera una “cultura de miedo”.* El término, acuñado por Guillermo 
O’Donnell para Argentina, da cuenta de las violaciones de los derechos humanos como 
una experiencia masiva y diaria. Vivimos la impronta del autoritarismo bajo la forma de 
una cultura del miedo. Y esta herencia persistira, aunque desaparezca el régimen 
autoritario. 

Quiero llamar la atención sobre un efecto paradójico: la dictadura agudiza una 
demanda de seguridad que a su vez nutre el deseo de una “mano dura”. Veamos el caso 
chileno. A fines de 1986, en pleno estado de sitio, la población santiaguina tenía 
muchísimo más miedo al aumento de la delincuencia y del uso de drogas que a un 
aumento de la represión. La criminalidad es vista como una amenaza incluso mayor que 
el desempleo o la inflación, si bien la situación económica es considerada el principal 
problema del país.* El lugar destacado que ocupan la delincuencia y las drogas es 
llamativo, pero también plausible: la población puede atribuir a una causa concreta, tal 
vez vivida en carne propia, el origen de su angustia. Circunscribiendo el peligro de un 
objeto visible, claramente identificable y oficialmente sancionado como “mal”, el temor 
se vuelve controlable. La operación es simple y conocida. Las diferencias son 
transformadas en “desviación” y “subversión” y sometidas a un proceso de 
“normalización”. Siendo imposible abolir las diferencias, éstas son tratadas como 
transgresiones a la norma, cuya validez es asegurada precisamente instituyendo y, a la 
vez, castigando tales transgresiones. En la alta visibilidad otorgada a la criminalidad veo el 
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intento de objetivar el horror inconfesable, proyectandolo sobre una minoria y asi 
confirmar la fe en el orden existente. Si fuese asi, si hubiese certeza acerca de las normas 
basicas de la convivencia social, entonces la inseguridad ciudadana podria ser abordada 
como un asunto técnico-administrativo: un control policial que garantice el cumplimiento 
de las leyes. Pues bien, yo presumo que tal enfoque escamotea el problema de fondo. 

Para entrever el fondo del problema propongo: 1) distinguir entre la criminalidad, 
definida como la transgresión (violenta o no) de las leyes establecidas y la violencia en 
tanto violación (criminal o no) de un orden determinado;’ y 2) referir los miedos 
fundamentales a un orden violentado. Visto así, el miedo explícito a la delincuencia no es 
más que un modo inofensivo de concebir y expresar otros miedos silenciados: miedo no 
sólo a la muerte y a la miseria, sino también y probablemente ante todo miedo a una vida 
sin sentido, despojada de raíces, desprovista de futuro. Es sobre este tipo de miedos 
ocultos, que cada uno tuvo que pagar para seguir viviendo, que se asienta el ejercicio del 
poder autoritario.* 

No basta pues denunciar las violaciones de los derechos humanos y el 
desquiciamiento que ellas provocan. La cultura del miedo es no sólo el producto del 
autoritarismo, sino, simultáneamente, la condición de su perpetuación. Al producir la 
pérdida de los referentes colectivos, la desestructuración de los horizontes de futuro, la 
erosión de los criterios sociales acerca de lo normal, lo posible y lo deseable, el 
autoritarismo agudiza la necesidad vital de orden y se presenta a sí mismo como la única 
solución. En resumen, lo que plantean los miedos y, particularmente, ese “miedo a los 
miedos” es, en definitiva, la cuestión del orden y ésta es la cuestión política por 
excelencia. 


2. LADEMANDA DEL ORDEN 


La sociedad norteamericana tiene una capacidad de elaborar pluralidad que la sociedad 
latinoamericana nunca tuvo. En ésta toda diferenciación rápidamente deviene rebelión, 
fragmentación y disgregación. En realidad, no puede haber pluralidad sin referencia a un 
orden colectivo y éste no es concebido en América Latina como una construcción. 
Predomina, desde la época colonial, una concepción “holista” de la sociedad como un 
orden orgánico, jerárquicamente estructurado.” Esta idea fuerte de comunidad sobrevive 
incluso a las revoluciones independentistas, subordinando el universalismo republicano a 
la nación. Las jóvenes repúblicas latinoamericanas se apoyan más en la idea del Estado 
nacional (y, por tanto, una noción de comunidad como unidad preconstituida) que en los 
procedimientos democráticos. No se plantea pues el orden como un problema político, o 
sea, como una obra colectiva y conflictiva. 

Esta visión cuasiontológica del orden y de la política se encuentra cuestionada, por 
cierto, desde los inicios por la exclusión de amplios sectores sociales. Al discurso del 
orden se contrapone desde siempre una historia de invasiones: invasion de 
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conquistadores y terratenientes como de indios, campesinos y las sucesivas formas de 
“marginados”. Podría narrarse la historia de América Latina como una continua y 
recíproca “ocupación del terreno”. No hay una demarcación estable, reconocida por 
todos. Ninguna frontera física y ningún límite social otorgan seguridad. Así nace y se 
interioriza de generación en generación un miedo ancestral al invasor, al otro, al diferente, 
venga “de arriba” o “de abajo”. Miedo a ser expropiado por un latifundista o un banco, a 
sufrir alguna “ocupación militar”. Y, por otra parte, miedo a ser asaltado por bárbaros: el 
indio, el inmigrante, en fin, las clases peligrosas. La lucha por la tierra propia, en el 
sentido literal, se extiende al terreno simbólico. Todos viven atemorizados de que la 
pureza de lo propio sea contagiada por lo ajeno.” Y este peligro de contaminación, este 
temor generalizado a estar acorralado e infiltrado, conduce a una retracción 
corporativista, cuando no privatista. 

Más grande es el miedo al intruso (es decir, a lo diferente) y más altas serán las 
barreras defensivas que levanta cada grupo social. Este contexto ayuda a comprender las 
situaciones de encierro corporativo, de veto y bloqueo recíprocos que caracterizan la 
política en América Latina. 

No existe en América Latina esa cohesión social e ideología igualitaria que Tocqueville 
descubrió en la base de la democracia estadunidense. El desarrollo del capitalismo, tanto 
la mercantilización de las relaciones sociales y la industrialización como el consiguiente 
desarrollo de un Welfare State incipiente, al menos en el Cono Sur, sólo profundiza la 
heterogeneidad estructural volviéndola más compleja. Recalco: en ausencia de un 
referente colectivo por medio del cual la sociedad pueda reconocerse a “sí misma” en 
tanto orden colectivo, la diversidad social no logra ser asumida como pluralidad, sino que 
es vivida como una desintegración cada vez más insoportable. De ahí nacen el recelo a lo 
diferente, la sospecha y aun el odio al otro. Perdida la certidumbre que ofrecen los 
referentes colectivos, la diferenciación social sólo puede ser percibida como amenaza a la 
propia identidad. Pareciera que ésta puede ser afirmada únicamente por negación del 
otro; la defensa vital de lo propio se identifica con la destrucción de lo ajeno. 

A tal clima de incertidumbre total responde el autoritarismo encarnando el deseo de 
orden frente a la amenaza de caos. Interpretando la realidad social como un combate a 
vida o muerte —orden versus caos—, la dictadura se presenta y llega a ser apoyada en 
tanto defensa de la comunidad y garante de su sobrevivencia. Solicita legitimación 
popular a cambio de “poner orden”, de imponer el orden: restablecer límites claros y 
fijos, expulsar al extraño, impedir toda contaminación y asegurar una unidad jerárquica 
que otorgue a cada cual su lugar “natural”. El resultado es una sociedad vigilada, 
finalmente encarcelada. 

Las dictaduras prometen eliminar el miedo. En realidad, sin embargo, generan nuevos 
miedos. Las dictaduras trastornan profundamente las rutinas y los hábitos sociales 
volviendo imprevisible incluso la vida cotidiana. En la medida en que desaparece la 
normalidad, aumenta el sentimiento de impotencia. Aun el entorno diario es visto como 
una fuerza ajena y hostil. Al aprender que no influye sobre sus condiciones de vida, el 
individuo tampoco se hace responsable de ellas; surge una apatía moral. Pero ante todo, 
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se expande el aburrimiento. La vida bajo la dictadura es tan gris porque ya nada logra 
entusiasmar. Al no comprometerse con nada y con nadie, la gente pierde su arraigo 
social. Este desarraigo se muestra en la desconfianza que reina en las relaciones sociales. 
Tiene lugar un proceso de privatización que restringe drásticamente el campo de 
experiencia social. En un contexto ya atomizado, tal ensimismamiento reduce todavía 
más las capacidades de aprendizaje. Y ello provoca una alteración en el sentido de 
realidad. El individuo aislado tiene dificultades para verificar su subjetividad, 
confrontándolo con experiencias diferentes. Se diluyen entonces los límites entre lo real y 
lo fantástico, lo posible y lo deseado. En tales condiciones difícilmente se podrá elaborar 
una visión realista. Y esa falta de realismo político, o sea, la incapacidad para determinar 
los cambios posibles, termina por fortalecer el poder fáctico de lo establecido. El 
descontento con el estado de cosas existente deviene narcisista, autocomplaciente y, en 
definitiva, autodestructor. 

Ello nos remite a lo que me parece es el efecto políticamente más grave de la agresión 
autoritaria: la erosión de las entidades colectivas. La distancia entre la propia realidad y la 
historia oficial, la diferencia entre la autovaloración y la valoración social es tal que los 
individuos no logran reconocerse en referentes colectivos. La vida singular queda 
enclaustrada en su inmediatez; a lo más, hay una sumatoria de singularidades sin que se 
elabore un horizonte trascendental (un imaginario colectivo o utopía) por medio del cual 
la vida en común pueda ser concebida y abordada como obra de todos. De este modo, la 
tendencia del autoritarismo a desorganizar las identidades colectivas termina por socavar 
su propia base legitimatoria. La promesa de orden desemboca en una experiencia 
agudizada de desorden. La misma dictadura que había invocado el clamor por “ley y 
orden” vuelve así a replantear la cuestión del orden. Falta saber si la democracia logrará 
asumir la demanda de orden. 


3. LA APROPIACIÓN AUTORITARIA DE LOS MIEDOS 


La retrospectiva histórica es indispensable para entender el autoritarismo en el Cono Sur 
no como una irrupción, sino como la reacción a un proceso de onda larga. La violación 
sistemática de los derechos humanos no debe hacernos olvidar que vastos sectores de la 
población recibieron si no con entusiasmo, al menos con alivio, la instauración de un 
régimen que prometía ley y orden. No se puede explicar esta aceptación exclusivamente 
por la supuesta cultura autoritaria de la región. Se trata de una opción calculada; la 
dictadura aparece como un “mal necesario” o “mal menor” frente a la incertidumbre 
provocada por el anterior periodo de cambios y movilizaciones sociales. Pero entonces, 
¿por qué hay gente que sigue justificando la dictadura a sabiendas de la muerte y 
violencia que conlleva? De hecho, la dictadura no hace sino profundizar los miedos. 
Crece la angustia de perder la identidad, el arraigo social, la pertenencia colectiva. Y, sin 
embargo, el régimen autoritario sigue contando con un apoyo social que, siendo 
minoritario, no se explica por la defensa de privilegios económicos. Hay otros 
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“beneficios” no tangibles; en concreto, gozar de un sentimiento de seguridad. Que tal 
“seguridad” nos parezca completamente ilusoria sólo resalta el potencial político de los 
miedos. 

El autoritarismo responde a los miedos apropiándose de ellos. Se apropia de los 
miedos existentes ideologizándolos. Tiene lugar una resignificación cuasiteológica de los 
miedos que borra la referencia a las amenazas reales, transformándolas en fuerzas 
demoniacas: el caos, el comunismo. Si antaño la Iglesia se apropiaba de los miedos a la 
peste o las catástrofes, reinterpretándolas bajo la forma de un miedo al pecado,” hoy el 
autoritarismo reelabora los miedos concretos como miedo al caos, miedo al comunismo, 
etc. Cuando la sociedad interioriza este “miedo reflejado” que le devuelve el poder, ya no 
es necesario un lavado de cerebro. El nuevo autoritarismo no adoctrina ni moviliza como 
el fascismo. Su penetración es subcutánea; le basta trabajar los miedos. Esto es, 
demonizar los peligros percibidos de modo tal que sean inasibles. 

El miedo a la amenaza externa es reinterpretado en un miedo al enemigo interno. Hoy 
ya no es el miedo al pecado, pero el principio operante sigue siendo el mismo: agregar al 
miedo la culpabilidad. Es lo que caracteriza al Estado autoritario: instrumentalizar los 
miedos de los ciudadanos, induciéndolos a sentirse culpables de ellos. 

Actualizando un pánico ancestral, la dictadura domestica a la sociedad, empujándola a 
un estado infantil El sometimiento autoinfligido conlleva, como contrapartida, la 
sacralización del poder como instancia redentora. En la medida en que se refuerza el 
sentimiento de impotencia, la participación política es sustituida por la esperanza en 
soluciones mágicas. No hay que excluir a los ciudadanos del ámbito político; ellos 
mismos se automarginan porque se sienten incompetentes ante la magnitud de los 
peligros. El proceso social aparece como una lucha de dioses para la cual resulta 
completamente irrelevante la propia opinión. Desesperada, muerta de miedo, la gente se 
entrega a una instancia superior para que decida por ella. Es un acto de fe, un 
“fideísmo”, que pretende ganar la salvación renunciando a la voluntad propia.* 

La instrumentalización de los miedos es uno de los principales dispositivos para 
disciplinar a la sociedad. Se trata de una estrategia de despolitización que no requiere 
medidas represivas, salvo para ejemplificar la ausencia de alternativas. Por lo demás, 
basta inducir la desvalorización de la capacidad, personal y colectiva, de influir 
efectivamente en el entorno público. Entonces sólo queda refugiarse en lo privado con la 
esperanza (vana) de encontrar en la intimidad una seguridad mínima. 

El deseo de orden es tan fuerte porque el peligro del caos es verosímil. La gente siente 
amenazado el (su) “sentido del orden”, o sea, lo que hace inteligible la vida en sociedad y 
su lugar en ella. Está atemorizada por la pérdida de un “mapa cognitivo” que le permita 
estructurar espacial y temporalmente sus posibilidades. Cuando todo parece posible, el 
peligro del caos deviene inminente. Cunde el pánico en su doble faceta: parálisis de toda 
voluntad, pero también fascinación. El poder adquiere el esplendor de un halo divino. La 
violencia no es atribuida a la dictadura, sino al caos. Él es el enemigo que infiltra y 
subvierte el orden establecido; es el peligro mortal que hay que derrotar. Aniquilando el 
caos —la subversión comunista— se defiende la vida. El acto fideísta mediante el cual la 
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gente se adhiere a la dictadura es, por tanto, una entrega razonada. La gente prefiere el 
poder autoritario en tanto encarna la vida que lucha contra la muerte y la derrota. La 
dictadura aparece como la salvación.” 

Sin entender esa “transustanciación” de la violencia dictatorial en un poder salvífico 
no se comprende el arraigo del régimen autoritario. Por lo general, sin embargo, estas 
raices han sido subvaloradas o ignoradas por las fuerzas democraticas y, en especial, por 
las izquierdas. Por su racionalismo, tienden a visualizar los miedos como un rezago 
oscurantista, una tiniebla que se disiparia con el advenimiento de las luces. Además, su 
ideología del progreso suele hacer tal énfasis en los cambios sociales que la cuestión del 
orden se diluye como cuestión práctica, hic et nunc. Pues bien, la urgente transformación 
de unas condiciones sociales de vida tremendamente injustas no debe ocultarnos una 
constatación fundamental. La vida en sociedad ha de ser estructurada y ello requiere 
instituciones con sus reglas de juego, normas acerca de lo válido y lo prohibido, criterios 
para calcular lo normal, lo posible, lo racional; también requiere sedimentar los 
acontecimientos en periodos durables, delimitar espacios públicos y privados, individuales 
y comunes. Especialmente, exige establecer límites sociales, o sea, producir diferentes 
identidades colectivas, organizando las distintas experiencias y opciones. Sin tal 
ordenamiento —por tenues que sean los hilos que separan y comunican a la gente entre 
si— el proceso de cambios produce vértigo y, en definitiva, deviene anómico. 

El vértigo atemoriza. La gente no logra aprehender una realidad cuyo ritmo acelerado 
y diversidad múltiple se le escapa sin cesar. Ya nada/nadie está en su lugar y el mundo 
parece fuera de control. En tal situación se extiende un deseo ansioso de “normalidad”. 
Incluso quienes anhelan una transición a la democracia subordinan el cambio a la 
preservación de cierta normalidad, por precaria e ilusoria que sea. La gente prefiere no 
saber nada de nada, pues toda información incrementa la imprevisibilidad y, por ende, la 
incertidumbre. Tiene lugar una especie de “impermeabilización” mediante la cual la gente 
pone a salvo su vida interior, protegiéndola del mundo externo. 

Ya señalé el repliegue a lo privado, buscando ámbitos de familiaridad que permitan 
asegurarse de “si mismo”. Se revaloriza la vida cotidiana. Quizás justamente porque fue 
tan alterado por el régimen autoritario, el quehacer diario adquiere una significación 
inusitada. Restablecer la normalidad es restablecer rutinas. Y la vida cotidiana es 
precisamente aquella ruta construida sobre un entramado de normas y hábitos, externos e 
internalizados, visibles e invisibles, que hacen previsible el decurso del día. La rutina es 
indispensable; quién se levantaría en la mañana si no supiese, más o menos seguro, lo 
que cabe esperar. Pero esta espera, por su carácter repetitivo, termina enclaustrándose en 
un presente continuo. Como dice Humberto Giannini: “espera, pero sin salir al encuentro 
de lo esperado. Y es así como la rutina termina por hacer inofensivos sus propios 
proyectos, por miedo de salirse de la ruta. ‘Quehaceres pendientes” los ha llamado la 
psicología. Proyectos parasitarios de un presente continuo. Así, lo rutinario, que nos 
mantiene gracias a los imprevistos evitados, en una identidad no cuestionada, también 
nos mantiene en la línea de fines sumergidos, no separables ya de la visión de la ruta, 
indiscernibles en último término de la ruta misma. En tal visión el futuro no aparece ni 
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como favorable ni como amenazante: parasito del presente, llega continua, mansamente 
como norma y normalidad. Y así también el pasado: como lo que soy habitual, 
irremediablemente.”'” 

La cita describe bien cómo la rutina —defensa vital en periodos de inestabilidad— 
llega a ser asfixiante. La preocupación por sobrevivir impide vivir. Para vivir, salir al 
encuentro de lo esperado, hay que exponerse. Y en esta perspectiva, Giannini hace 
hincapié en otro aspecto de la vida cotidiana: la calle. La calle como símbolo de lo 
imprevisible, de quedar expuesto a todas las amenazas (“quedar en la calle”), pero 
también símbolo de lo abierto, de lo posible. ¿En qué medida las calles de nuestra ciudad 
ofrecen lugar a nuevas posibilidades? ¿Nos abren posibilidades de soñar y experimentar, 
de innovar y cambiar de ruta, de explorar nuevos senderos? 

El ámbito de la vida cotidiana no suele ser considerado por una visión tradicional de la 
política. En cambio, viene a ser un aspecto indispensable en nuestro esfuerzo por 
repensar la democracia. La misma dictadura nos ha enseñado cómo los hábitos y rutinas 
diarias condicionan el sentido común. En buena medida, la gente adquiere mediante estas 
experiencias diarias aquel conocimiento práctico que guía su conducta social. En este 
contexto inmediato aprende el miedo y la confianza, el egoísmo y la solidaridad, o sea, la 
significación social de sus condiciones de vida. Lamentablemente, muchas veces el 
debate sobre la democracia no toma en cuenta este “mundo de vida”. Entonces, la 
distancia (inevitable) entre el discurso político y las experiencias vitales provoca 
aburrimiento y, ante todo, un creciente desapego a la democracia. 

En resumen, no hay una real democratización, creo yo, si no nos hacemos cargo de 
los miedos. Ahora bien, tampoco la democracia eliminará el miedo. Es más: la idea de 
una sociedad sin miedos ha de ser entendida como una utopía imposible. Lo que sí 
parece posible es disminuir los niveles de susceptibilidad respecto a situaciones ambiguas 
y amenazantes y modificar los criterios de percepción. En concreto, pienso en la 
posibilidad de apaciguar nuestros temores frente al otro, ser extraño y diferente, y de 
asumir la incertidumbre como condición de la libertad del otro. Porque la democracia 
significa más que solamente tolerancia. Significa reconocer al otro como partícipe en la 
producción de un futuro común. Precisamente un proceso democrático, a diferencia de 
un régimen autoritario, nos permite (nos exige) aprender que el futuro es una elaboración 
intersubjetiva y que, por consiguiente, la alteridad del otro es la de un alter ego. Visto 
así, la libertad del otro, que es incalculable, deja de ser una amenaza a la propia 
identidad; es la condición de su despliegue. Es por medio del otro y junto con él que 
determinamos el marco de lo posible: qué sociedad queremos y podemos hacer. 

La propuesta puede provocar la siguiente objeción: ¿por qué responsabilizar a la 
política por los miedos de los ciudadanos? ¿No estaremos contribuyendo a una 
“sobrecarga” del sistema político y, por tanto, a la ingobernabilidad de la democracia? 

La objeción es grave y difícil de responder. En realidad, ¿por qué la política habría de 
hacerse cargo de los miedos? Con igual razón podría exigirse que otorgue sentido a la 
muerte y al dolor. ¿No es un planteamiento que contradice a la postulada secularización 
de la política, volviendo a identificar la política con la salvación del alma? Se estaría 
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borrando la distinción entre politica y sentimientos (entre autoridad y verdad, poder y 
amor) que había introducido la política moderna, ampliando la esfera de la libertad 
personal. Por otra parte, sin embargo, ¿cómo desligarse de los miedos y los deseos 
cuando son precisamente la mirada con que trazamos la imagen de nuestra ciudad? 

La reflexión de un tema tan existencial como los miedos nos ha conducido al centro 
de la teoría democrática: la relación entre la institucionalidad política y las experiencias 
sociales. La democracia supone una formalización de las relaciones sociales. El peso 
emocional y afectivo sobrecargaría la interacción, haciendo insoportable la presencia del 
otro si no ponemos cierta distancia entre nosotros. Un modo de establecer distancia son 
los procedimientos formales. Ellos neutralizan la dimensión subjetiva; la validez de un 
voto o de una decisión es vinculante independientemente de las consideraciones 
personales que la motivaron. Pero hemos extremado el campo de la racionalidad formal 
al punto de identificar la política racional con el cálculo de intereses; para algunos, la 
democracia se reduce a un método de calcular costos y beneficios. Estas concepciones 
muestran su insuficiencia, sin embargo, tan pronto pretendamos —al estilo del 
neoliberalismo— lograr un “mercado político” autorregulado al margen de los valores, las 
motivaciones y los sentimientos de la población. La misma dictadura, a pesar de su 
discurso tecnocrático, no prescinde de la dimensión subjetiva. Por el contrario, se asienta 
precisamente sobre su instrumentalización. En realidad, el avance de la racionalidad 
formal (la progresiva burocratización) nunca logró sustraer a la política al mundo de las 
pasiones. Sólo que —una vez excluida la subjetividad como asunto privado— su 
presencia nos asusta como una irrupción de irracionalidad. La subjetividad que 
expulsamos retorna como fantasma. En conclusión, si la democracia no da cabida a los 
miedos éstos se impondrán a espaldas nuestras. Sucumbimos entonces al peor de los 
miedos: el miedo a imaginar otras ciudades posibles. 
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V. LA DEMOCRATIZACION EN EL CONTEXTO DE UNA 
CULTURA POSMODERNA 


1. CREAR UNA CULTURA POLITICA DEMOCRATICA 


La lucha política es siempre también una lucha por definir la concepción predominante 
de lo que se entiende por política. ¿Qué significa hacer política? ¿Cuál es el campo de la 
política? Las preguntas nos remiten a la cultura política. Este tema, de por sí difícil de 
estudiar, plantea dificultades aún mayores en los procesos de democratización. Aquí no 
se trata solamente de analizar la(s) cultura(s) política(s) existente(s), sino de crear una 
cultura política democrática. Por poco que profundicemos en los procesos de 
democratización, constatamos que la génesis de una cultura política democrática es uno 
de los aspectos centrales. Me quiero referir a un momento habitualmente no considerado: 
el contexto internacional. 

La importancia del ambiente ideológicocultural internacional en las luchas políticas de 
cada país es particularmente notoria en el caso de las sociedades latinoamericanas, cuya 
organización y pensamientos políticos se desarrollan, desde la época colonial, bajo la 
influencia de la tradición ibérica y anglosajona. Al respecto contamos con importantes 
estudios históricos. Pero la influencia del pensamiento político occidental no se debe sólo 
a una tradición intelectual, propia del “mestizaje cultural” de nuestras sociedades. Éstas 
se han “capitalizado” tan extensiva e intensivamente que no podríamos interpretar la 
realidad nacional sin recurrir a las categorías explicativas del capitalismo. Tanto el marco 
externo como la dinámica interna de América Latina están condicionados por la “lógica” 
capitalista. Sin embargo, cualquiera que se haya referido al Estado o a las clases, sabe el 
carácter sui generis de la realidad latinoamericana. Ahora bien, si toda teoría ilumina 
algunas cuestiones y escamotea otras, en el caso de América Latina las dificultades son 
todavía mayores. Las concepciones y prácticas políticas que elaboramos en nuestros 
países no pueden prescindir del debate político-ideológico en los centros metropolitanos; 
pero estos esquemas interpretativos, a su vez, tienden a distorsionar nuestros 
planteamientos de los problemas que enfrentamos. 

Me permito recordar esta dificultad bien sabida para prevenir contra análisis 
demasiado lineales. No les faltan buenas razones a quienes parten de una “definición 
mínima” de la democracia para investigar los factores que favorecen u obstaculizan, 
aceleran o frenan el desarrollo de un régimen democrático. En efecto, los estudios 
funcionalistas suelen ser más claros y acotados. Más fructífero, sin embargo, me parece 
un enfoque dialéctico que aborde en conjunto las formas de democratización y los 
problemas históricos de determinada sociedad. Con ello aludo a las transformaciones 
ocurridas en las sociedades bajo la dictadura; independientemente de cómo califiquemos 
tales transformaciones, el hecho es que la sociedad es otra. La dictadura no es un mero 
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paréntesis y, en consecuencia, no podemos repetir formas anteriores. Pero no se trata 
sólo ni principalmente de considerar las nuevas condiciones sociales. Junto con las 
experiencias de ruptura, hay lineas de continuidad; nuestros paises arrastran problemas 
históricos —basta citar la cuestión nacional o la cuestión social— que incluso fueron 
agravados por el régimen militar. Desde este punto de vista, el autoritarismo pertenece a 
un ciclo pasado y expresa su crisis. Su “solución” exige nuevas formas de concebir y 
hacer política. 

La búsqueda de nuevas formas de hacer política, y la elaboración de nuevas 
concepciones de la política se insertan en un contexto internacional que podríamos 
denominar cultura posmoderna. La pregunta es: ¿en qué medida 1) la cultura 
posmoderna contribuye a generar una cultura política democrática que 2) sea capaz de 
responder a los problemas históricos de nuestras sociedades? 

Sin entrar en el debate acerca de la “posmodernidad”, quiero señalar dos elementos 
del actual “clima cultural”. Por un lado, expresa un proceso de desencanto, 
particularmente el desencanto de las izquierdas. Éstas ya no creen en el socialismo como 
meta predeterminada ni en la clase obrera como sujeto revolucionario y aborrecen una 
visión omnicomprensiva de la realidad. Intelectualmente, ello conlleva una crítica de 
aspectos centrales del marxismo y, más general, de toda una tradición política: crítica a 
una filosofía de la historia, a la idea de sujeto, al concepto de totalidad. Es una crítica que 
toma distancia, sin pretender elaborar un paradigma alternativo. Este carácter más bien 
expresivo de la cultura posmoderna se muestra, por otro lado, en el surgimiento de una 
nueva sensibilidad. Llaman la atención dos rasgos: el desvanecimiento de los afectos, un 
enfriamiento de las emociones y, por otra parte, una erosión de la distancia histórica- 
crítica, aplanando la vida social a un collage sin relieves. Aunque sean rasgos propios de 
una sensibilidad principalmente estética, contrarrestados por otras tendencias (el énfasis 
en la subjetividad y, en particular, en la autenticidad e intimidad o el papel del 
fundamentalismo político-moral), hay que tener en cuenta este “estado de ánimo”, 
primordialmente juvenil, al repensar el significado actual de la política. 

Dicho en términos muy generales y tentativos, creo ver en la cultura posmoderna la 
expresión de una crisis de identidad. Ella refleja la falta o erosión de una articulación de 
los distintos aspectos de la vida social que permita afirmar la experiencia de un mundo 
vital común. Pues bien, ¿no es la desarticulación o, para usar una expresión habitual, la 
“heterogeneidad estructural” uno de los grandes problemas históricos de la sociedad 
latinoamericana? ¿No es precisamente la fragmentación del tejido social uno de los 
efectos más graves del autoritarismo? Aun cuando el problema de identidad sea 
ciertamente una cuestión fundamental en la constitución del orden en América Latina y 
sea posiblemente una de las causas de la convulsión en los países de Europa y América 
del Norte, no se trata del mismo fenómeno. No es la ocasión para explorar y contrastar 
las raíces históricas, el marco social y las interpretaciones teóricas en uno y otro caso. No 
obstante, aunque se trata de fenómenos de desarticulación diferentes, estas experiencias 
distintas remiten a un problema político compartido: la elaboración de un marco de 
referencia colectivo. 
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Aunque las sociedades latinoamericanas tengan que elaborarse una identidad social 
razonable por encima de todo a partir de su propia —heterogénea— modernidad, el 
clima posmoderno no les es ajeno. El debate que se desarrolla en Europa y Estados 
Unidos sobre la posmodernidad contribuye, creo yo, a reflexionar precisamente la 
articulacion de un orden colectivo por medio de una cultura politica democratica. En 
particular, dirige nuestra atención sobre dos dificultades básicas. Por una parte, la 
indeterminación del espacio de la política. Una vez que el espacio político deja de ser 
visto como un ámbito natural e/o inmutable, surge la pregunta por los límites que 
distinguen lo político de lo no político. Es interrogarnos acerca de qué pertenece a la 
política y también qué cabe esperar de la política. Según sean trazados esos límites, se 
establece cuáles aspectos de la vida social pueden ser articulados en una identidad 
política. Por otra parte, llama la atención sobre la precariedad del tiempo. Lo 
políticamente posible depende del tiempo disponible, de nuestra disposición sobre el 
tiempo. Si no logramos producir continuidades temporales, tampoco logramos constituir 
identidades colectivas. 


2. LA INDETERMINACIÓN DEL ESPACIO DE LA POLÍTICA 


Desde la década de 1930 y especialmente después de 1945 las sociedades 
latinoamericanas viven un proceso de modernización de efectos contradictorios.' Las 
dinámicas de secularización y de marginalización social cuestionan los fundamentos del 
orden establecido, incluso en aquellos países que parecían haber resuelto la cuestión 
nacional y la cuestión social. En este marco veo la “inflación ideológica” de la década de 
1960. Respondiendo a una amenaza de disolución y atomización social, nace la búsqueda 
de una visión totalizadora capaz de unificar el proceso social. Aun bajo signos políticos 
distintos o antagónicos, esa búsqueda de identidad sigue una pauta similar. Me parecen 
característicos tres rasgos. 

1. La sacralización de los principios políticos como verdad absoluta. Ello conlleva un 
doble efecto: hacia dentro, fomenta y consolida fuertes identidades colectivas, propias de 
comunidades religiosas. El precio de la cohesión interna es, hacia afuera, la rigidez en la 
distinción, una intransigencia en las negociaciones. La pureza teme la contaminación; en 
tanto mayor es la consistencia ideológica de un grupo, más tiende a la demonización del 
adversario. 

2. La sacralización de los principios constitutivos de las identidades se vinculan 
estrechamente con una resignificación de la utopía. Ésta es visualizada como una meta 
factible, de la cual se desprendería determinada “necesidad histórica”. Al identificar la 
utopía con un futuro posible se logra una gran movilización social para procurar aquellos 
“cambios irreversibles” que hagan realidad el orden prometido. Se trata de una política 
instrumental, referida a un objetivo predeterminado y, por tanto, ciega a la producción y 
selección de diferentes opciones. La percepción del presente como “transición” motiva 
una conducta abnegada y de sacrificio, pero que desprecia con facilidad las conquistas 
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del pasado. 

3. La fuerza utópica descansa en una noción de totalidad, no como instancia 
articuladora, sino como identidad plenamente realizada. No sólo los límites divisorios 
entre clases o grupos, también los límites distintivos entre lo público y lo privado, entre 
teoría y práctica, entre trabajo manual e intelectual, entre cultura y política aparecen 
entonces como fronteras obsoletas. El resultado es un sugerente cuestionamiento de los 
espacios establecidos, pero también una inseguridad acerca del ordenamiento social. En 
lugar de elaborar un nuevo sistema de distinciones, se tiende a extender determinada 
racionalidad, propia de un espacio, a toda la vida social: la búsqueda de una visión 
totalizadora desemboca en una posición sectaria/totalitaria. 

Para completar y, a la vez, resumir el cuadro esbozado sólo me queda resaltar la carga 
religiosa que conlleva este tipo de política. Toda política implica una dimensión teológica. 
Pero en estos casos, para compensar las experiencias de exclusión y desamparo radical, 
se acentúa el momento religioso de tal modo que la política asume, al menos 
implicitamente, la redención del alma. Ello otorga a la política revolucionaria su mística y, 
por otro lado, hace del nuevo autoritarismo (a pesar del aséptico lenguaje neoliberal) una 
“cruzada de salvación”. Pero no se trata de un fenómeno específico de América Latina. 
Si consideramos el auge del fundamentalismo en Estados Unidos, vislumbramos la 
importancia de la motivación religiosa (sea como “religión civil”) para contrarrestar el 
sentimiento de incertidumbre. De ser la incertidumbre una característica constitutiva de la 
democracia, como sostienen algunos, la demanda de certidumbre debiera ocupar un lugar 
privilegiado en los estudios de democratización. 

Sobre este trasfondo se perfilan los cambios que caracterizan el actual clima 
democrático en América del Sur (hablo de “clima” porque sabemos poco del arraigo 
efectivo de las convicciones y conductas democráticas). En la construcción de un sistema 
político democrático sobresalen, desde el punto de vista que nos interesa, dos tendencias. 
Observamos, en primer lugar, una fuerte revalorización de la secularización. Por 
oposición al mesianismo introducido por la perspectiva revolucionaria de la década de 
1960 y exacerbado por el autoritarismo, la secularización tiene hoy una connotación 
exclusivamente positiva, sin mayor reflexión sobre su potencial desestabilizador. Para la 
consolidación democrática es imperioso desvincular la legitimidad de la verdad y 
restablecer el ámbito de la política como espacio de negociación. Para instaurar un clima 
de transacción seria indispensable quitar a la politica de los compromisos ético-religiosos, 
origen de la anterior intransigencia, y expectativas desmesuradas. Se trata, en resumidas 
cuentas, de “descargar” una política sobrecargada. Ello exige no sólo desmontar la 
búsqueda de redención y plenitud, sino también cierto no compromiso en los valores, 
motivaciones y afectos involucrados. En la misma dirección apunta también la segunda 
tendencia: el llamado al realismo. Reaccionando contra una posición “principista”, 
contra una visión heroica de la vida y un enfoque mesiánico del futuro, se replantea la 
política como “arte de lo posible”. La pregunta por lo políticamente posible desplaza el 
anterior énfasis en lo necesario (“necesidad histórica”) a la vez que se opone a lo 
imposible: no repetir un pasado que se mostró inviable ni pretender realizar una utopía no 
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factible. Aparte de sus intenciones críticas, la invocación del realismo es un llamado a la 
construcción colectiva del orden. El orden no es una realidad objetivamente dada; es una 
producción social y ésta no puede ser obra unilateral de un actor, sino que tiene que ser 
emprendida colectivamente. De ahí la revalorización de las instituciones y los 
procedimientos, o sea, de las formas de hacer política por encima de los contenidos 
materiales. 

Ambas tendencias buscan restringir el anterior espacio de la política, considerado 
desmesurado. ¿Cuáles serían los límites adecuados del espacio político? Estamos 
participando en un conflicto más larvado que explícito, acerca de los límites del espacio 
de la política, que me parece es uno de los terrenos privilegiados en la génesis de una 
nueva cultura política. Por ahora, no han cristalizado marcas claras. Un primer paso ha 
sido tomar conciencia del anterior “complejo de omnipotencia” política y, por tanto, de la 
especificidad de los distintos campos sociales. Se percibe la tensión entre política y 
moral, política y cultura, Estado y política, etc. Estas tensiones son asumidas, pero no 
elaboradas (ni siquiera casuisticamente) a falta de criterios. ¿Qué nos aporta la cultura 
posmoderna al respecto? 

Quiero señalar dos fenómenos que insinúan cierta contemporaneidad entre el clima 
democrático en América Latina y el contexto cultural internacional; ambos fenómenos 
iluminan las dificultades de la democracia moderna. 

El llamado a una secularización de la política puede apoyarse en la cultura 
posmoderna en tanto ésta implica cierto desvanecimiento de los afectos, propiciando una 
conducta cool e irónica. En este sentido, la “moda” internacional contribuye a enfriar la 
carga emocional de la política, disminuyendo las presiones y, por tanto, permite al ámbito 
político adquirir mayor autonomía. Tales tendencias probablemente favorezcan una 
consolidación democrática en nuestros países. Pero no por eso entramos en la 
“posmodernidad”. La cultura posmoderna no orienta un proceso de secularización; es su 
producto. Más exacto, es la expresión de una hipersecularización. Quizá debamos 
entenderla como una racionalización ex post de un desencanto; pero una racionalización 
mimética, no reflexiva. Dicho en términos políticos: la cultura posmoderna asume la 
hipersecularización en su tendencia a escindir las estructuras sociales de las estructuras 
valorativas, motivacionales, emocionales. Es decir, acepta la visión liberal de la política 
como “mercado”: un intercambio de bienes. ¿Y qué pasa con los bienes no transables? 
Me refiero a los derechos humanos, a necesidades psicosociales como el arraigo social y 
la pertenencia colectiva, a la necesidad de referentes trascendentales, pero también a los 
temores y al deseo de certidumbre. No veo en la cultura posmoderna una reflexión al 
respecto. Al contrario, su crítica a la noción de sujeto (en parte, sin duda, justificada) 
tiende a socavar las bases para repensar la política. Al identificar la lógica política con el 
mercado y el intercambio no puede plantearse el problema de identidad. Ésta es, sin 
embargo, precisamente una de las tareas mayores que enfrenta la cultura política 
democrática. 

También el llamado al realismo tiene, a primera vista, una afinidad con la cultura 
posmoderna. Ambos rechazan las grandes gestas, son sensibles a lo nuevo, a los “signos 
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de la calle”, exploran lo politico en la vida cotidiana. Ante todo, desdramatizan la política. 
Visto asi, la cultura posmoderna alimenta un realismo politico en tanto prepara una nueva 
sensibilidad acerca de lo posible; sensibilidad que podria ayudar a reducir la distancia 
entre los programas politicos y las experiencias cotidianas de la gente. En cambio, no veo 
que la cultura posmoderna reflexione sobre el problema principal del realismo: los 
criterios de selección. Una vez descubiertas y formuladas las posibilidades, ¿qué opción 
seleccionamos como la mejor posible? El debate acerca de lo posible remite a lo 
deseable. Necesitamos este criterio no sólo para jerarquizar las posibilidades, sino 
igualmente para evaluar lo eficiente y lo exitoso de una gestión política. Quiero decir: el 
realismo no mira solamente lo que es, sino también lo que podría y debería ser. Exige 
pues una anticipación del futuro; justamente lo que está ausente en la cultura 
posmoderna. Volveré más adelante sobre la falta de futuro, pero adelanto un aspecto 
fundamental: la renuncia a una idea de emancipación. Junto con criticar el determinismo 
y la visión teleológica de la historia se abandona toda referencia a la emancipación 
(cualquiera sea su formulación). Este abandono me parece problemático. Aparentemente 
la cultura posmoderna se libera de ilusiones iluministas; en realidad, sin embargo, pierde 
noción de la historia y, por encima de todo, pierde capacidad para elaborar un horizonte 
de sentido. Ahora bien, ¿no enfrentan los procesos de democratización precisamente la 
tarea de producir un nuevo “sentido de orden”? De ahí la importancia de la cultura 
política. Si no lográramos desarrollar un nuevo horizonte de sentidos la institucionalidad 
democrática quedaría sin arraigo: una cáscara vacía. 

En resumen, creo que el ambiente posmoderno nos ayuda a desmistificar el 
mesianismo y el carácter religioso de una “cultura de militancia”, a relativizar la 
centralidad del Estado y del partido y de la misma política; por otro lado, introduce a la 
actividad política una sociabilidad menos rígida y un goce lúdico. En este sentido, 
contribuye a replantear los límites de la política, aunque no aporte criterios para acotar el 
campo. Por el contrario, incrementa la indeterminación de los límites y, por consiguiente, 
el conflicto en torno a ellos. Esto dará a los procesos de democratización su dinámica, 
pero también una inestabilidad. 


3. LA PRECARIEDAD DEL TIEMPO 


Hoy es casi un lugar común hablar de una “crisis de proyectos”. Después de las décadas 
de 1960 y 1970, volcados al futuro y, por tanto, con una perspectiva optimista no sólo 
acerca de la sociedad por hacer, sino y por encima de todo, acerca de la capacidad 
misma de construir un nuevo orden, después de dos décadas de fracasos aquella época 
nos resuena hoy como el apogeo final, retrasado, de la idea de progreso. En ningún país 
el fracaso de la visión heroica, casi prometeica, del desarrollo está tan a la vista como en 
Chile. Ni las políticas desarrollistas de Frei ni las reformas socialistas de Allende ni las 
medidas neoliberales de Pinochet cristalizaron en un proceso de transformación social 
sostenido y estable. No es que no hubiese habido cambios; los hubo, y muchos de ellos 
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radicales. Pero eran —para usar términos historiograficos— mas eventos que procesos. 
Vivimos hasta hoy, y de modo cada vez más dramático, el tiempo como una secuencia 
de acontecimientos, de coyunturas, que no alcanzan a cristalizar en una “duración”, es 
decir, un periodo estructurado de pasado, presente, futuro. Vivimos un presente 
continuo. 

Aunque menos brusca, la experiencia de los otros países de la región no es muy 
diferente. Ni el supuesto “milagro económico” de los militares brasileños o las reformas 
populistas de los militares peruanos, ni siquiera los recursos extraordinarios que en su 
momento ofreció el petróleo a los gobiernos de México y Venezuela se tradujeron en un 
“estilo” consolidado. No me refiero sólo a la ya proverbial inestabilidad política del 
continente. El problema de fondo es que ninguna experiencia logra crearse, más allá de la 
retórica del momento, un horizonte de futuro. Incluso países con un orden social 
relativamente estable se enfrentan a una ausencia de futuro. Hay proyecciones, pero no 
proyectos. En cuanto el presente se restringe a una repetición recurrente, el futuro a su 
vez se identifica con un “más allá”: el mesianismo es la otra cara del ensimismamiento. 

Tal vez la crisis de proyectos en América Latina sea hoy más notoria pues se inserta 
en un contexto internacional que potencia el presente como único tiempo disponible. El 
hecho es lamentado por unos y festejado por otros. Hay quienes critican la falta de una 
perspectiva y, por ende, de criterios que nos permitan elegir deliberadamente nuestro 
futuro; otros, en cambio, elogian la liberación de una previsión omnipresente y un destino 
ineludible que no dejaba espacio a la experimentación, la aventura, el acto gratuito. El 
hecho es que nos encontramos de cara a un tiempo sin horizonte, sea que hablemos de 
un futuro radicalmente abierto donde “todo es posible”, sea que nos sintamos atrapados 
recurrentemente por el pasado. 

“La modernidad —decía Baudelaire— es lo transitorio, lo fugaz, lo contingente, la 
mitad del arte, siendo la otra lo eterno y lo inmutable.” En esta ansiedad casi histérica 
por lo nuevo, lo efímero, la moda, se expresa una rebelión contra las funciones 
normalizadoras de la tradición, pero sin perder la referencia al pasado. Sólo en relación 
con el pasado es concebible la modernidad; el descubrimiento de lo que es moderno se 
nutre de la memoria. Esta tensión se quiebra en la posmodernidad. Se borra el pasado y, 
en consecuencia, la distancia histórica que daba relieve a la actualidad. Condensando el 
tiempo en un solo presente, la vida social deviene una superficie plana, un collage. 
Eliminada la perspectiva, la mirada en profundidad, todo vale: everything goes. Y 
precisamente porque todo es posible, cada posibilidad es efímera, consumida al instante. 

En este aceleramiento del tiempo ya nada se afirma; incluso la identidad sucumbe al 
vértigo. En este sentido, me referí a la cultura posmoderna como expresión de una crisis 
de identidad. En realidad, ¿cómo afirmar una identidad en un presente recurrente? No es 
casual que se evoque al esquizofrénico como figura emblemática. La pérdida de identidad 
que caracteriza a la esquizofrenia puede ser entendida como el resultado de una 
experiencia desarticulada en que los diferentes elementos aislados, desconectados, 
discontinuos no se estructuraran en una secuencia coherente. El esquizofrénico no 
conoce un “yo” porque “carece de nuestra experiencia de la continuidad temporal y está 


172 


condenado a vivir en un presente perpetuo con el que los diversos momentos de su 
pasado tienen escasa conexión y para el que no hay futuro concebible en el horizonte”.* 
En ausencia de un sentimiento de identidad que persista a lo largo del tiempo, el 
esquizofrénico no sólo es nadie, sino tampoco hace nada. Para ello tendría que tener un 
proyecto y eso implica comprometerse a una cierta continuidad. Al romperse las 
continuidades temporales mediante las cuales nosotros seleccionamos y ordenamos los 
distintos aspectos de la vida, la visión del mundo deviene indiferenciada: una sumatoria 
ilimitada de elementos yuxtapuestos. El esquizofrénico no “filtra” el presente, por lo que 
tendrá una experiencia mucho más intensa, pero finalmente abrumadora. Vive 
intensamente el instante, pero al precio de petrificarlo. A falta de ponerle límites al 
presente, de dimensionarlo, se ahoga en una inmediatez sin fondo. 


4. LA CREATIVIDAD DE LA CULTURA POLÍTICA 


¿Qué se desprende de lo anterior para la elaboración de una cultura política democrática 
en nuestra región? Hemos visto, por un lado, las dificultades para determinar qué abarca 
una política democrática, cuál es su espacio. No se acepta ya la identificación de la 
política con el Estado o el partido ni una identificación del espacio político con la esfera 
pública. Se rechaza el enclaustramiento de la política, pero tampoco se acepta que todo 
sea política. La vida social ha quedado descentrada; sin embargo, requiere estructuración. 
No sólo exige normas que distingan lo bueno de lo malo, lo lícito de lo prohibido; 
igualmente importantes son los criterios para definir lo posible y lo deseable, lo legítimo y 
lo racional, lo normal y lo eficiente. De la elaboración de tales criterios depende —en 
forma y contenido— qué política hacemos. Pues bien, creo que estos criterios no están 
determinados, incluso en aquellos países donde existe un acuerdo sobre las “reglas de 
juego” constitucionales. Éstas son necesarias, pero no suficientes para acotar el campo de 
lo políticamente decible/decidible. 

Por otro lado, hemos visto la precariedad del tiempo. No disponemos de un concepto 
fuerte de tiempo, capaz de estructurar pasado, presente y futuro en tanto “desarrollo” 
histórico, ni siquiera compartimos horizontes de temporalidad conmensurables. Nuestra 
conciencia del tiempo se muestra muy volátil, por lo que resulta difícil acordar plazos y 
sincronizar expectativas. En resumen, nuestras capacidades de calcular y controlar el 
tiempo son sumamente débiles. 

La incertidumbre acerca del espacio y del tiempo deja traslucir las crecientes dudas 
sobre nuestro poder de disposición efectivo. ¿Qué grado de incidencia real, de control 
racional y efectivo sobre los procesos sociales tienen hoy los hombres y mujeres? 
Quedan lejanos los días en que la humanidad se sentía llamada a “transformar el 
mundo”. El sentimiento de omnipotencia que reinaba en la década de 1960 ha cedido el 
lugar a un sentimiento de impotencia. No hay que llegar al extremo del neoliberalismo, 
pero su ofensiva ya no solamente contra la intervención estatal, sino contra la idea misma 
de soberanía popular es un signo de la época. Al cuestionar la construcción deliberada de 


173 


la sociedad por si misma no se cuestiona sólo a la democracia; se cuestiona toda la 
política moderna. La fe que depositáramos antaño en la fuerza de la voluntad política se 
ha diluido. Pero no sólo desaparece el voluntarismo; se tiende a restar importancia a toda 
acción política. La sociedad latinoamericana ya sería demasiado compleja, demasiado 
entramada en un contexto internacional excesivamente rígido como para que pudieran 
introducirse cambios mayores. Incluso un gobierno de reformas tendría que contentarse 
finalmente con algunos “cambios simbólicos”. Que esa imagen de improductividad surja 
de la cultura posmoderna no deja de ser una paradoja. Justamente aquella cultura que 
desmonta el determinismo y se abre radicalmente a explorar el campo de lo posible 
desemboca en una visión de lo existente como lo necesario. 

Probablemente los fenómenos esbozados no sean elementos constitutivos de una 
“onda larga”, sino síndrome de un compás de espera. Pero mientras tanto, también los 
procesos de democratización se encuentran en un compás de espera. 
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VI. ¿RESPONDE LA DEMOCRACIA A LA BÚSQUEDA 
DE CERTIDUMBRE? 


1. LADEMANDA DE CERTIDUMBRE 


¿Qué seguridad ofrece la democracia? El debate sobre la democracia, al igual que gran 
parte del pensamiento político moderno, gira en torno a la seguridad; o sea, responde a 
miedos sociales. Del miedo a la guerra y la violencia, al desamparo y la miseria surgen las 
tareas de la política: asegurar la paz, garantizar la seguridad física y jurídica (Estado de 
derecho) y promover la seguridad económica (Estado de bienestar). Junto a los peligros 
materiales hay otros, difusos y difíciles de nombrar. Percibimos amenazas veladas, pero 
tanto más violentas por cuanto nos sentimos entregados a ellas sin protección. Este 
miedo y este abandono cuestionan el orden social. 

El asunto del orden tiene características específicas en la época moderna. Sólo puede 
hablarse de modernidad, dice Koselleck,' cuando el horizonte social de las expectativas 
ya no encuentra sustento en las experiencias pasadas. En cuanto la sociedad se abre a lo 
diferente dejando de ser única, la gente se ve obligada a elegir, por su cuenta y riesgo, 
entre múltiples posibilidades de ser, de hacer, de pensar. 

La confrontación con “lo nuevo” fascina y atemoriza. El despertar tiene su encanto 
cuando remite a un futuro por conquistar. Hace veinte, treinta años, denunciábamos el 
inmovilismo del orden establecido porque vistumbrábamos una alternativa. Cuando la 
imagen de futuro se diluye, lo nuevo deviene una amenaza de lo existente. El mismo 
presente pierde su perfil y se disgrega, gris en gris. 

Ya es un lugar común hablar de la fragmentación del tejido social provocada por el 
autoritarismo. Pero esta destrucción, por cierto traumática, no es un rasgo exclusivo del 
autoritarismo ni desaparece con él Las rupturas autoritarias se insertan en una 
transformación del capitalismo a escala mundial, el desarrollo de un “nuevo orden 
internacional” mediante el doble proceso de “integración transnacional y desintegración 
nacional” (Sunkel).* Se trata de un proceso de diferenciación social que desborda el 
campo económico y abarca todas las esferas. La ya clásica “heterogeneidad estructural” 
de América Latina se vuelve así aún más compleja. A diferencia del proceso de 
modernización en la década de 1960, la nueva complejidad social no remite a ningún 
referente. No disponemos ni de una memoria histórica o un proyecto de futuro ni de un 
paradigma teórico o algún modelo práctico. El aire de disolución nos recuerda el 
conocido pasaje de Marx resumiendo los albores de la sociedad moderna: “Todas las 
relaciones estancadas y enmohecidas, con su cortejo de creencias y de ideas veneradas 
durante siglos, quedan rotas; las nuevas se hacen añejas antes de haber podido osificarse. 
Todo lo estamental y estancado se esfuma, todo lo sagrado es profanado y los hombres, 
al fin, se ven forzados a considerar seriamente sus condiciones de existencia y sus 
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relaciones recíprocas”.* 

Nos encontramos ante un nuevo umbral de la secularización con el consiguiente 
desamparo. Todo cae bajo sospecha: ¿quién es el otro y quién uno mismo? No sólo el 
futuro, siempre imprevisible, incluso la realidad existente deviene inasible. Anuladas las 
garantías, disuelto lo establecido, todo parece posible. Con la pregunta por “lo posible” 
nos instalamos en la incertidumbre. 

De esta incertidumbre nace la democracia moderna. “Lo esencial —afirma Claude 
Lefort— es que la democracia se instituye y se mantiene en la disolución de los 
referentes de certidumbre. Ella inaugura una indeterminación última en cuanto al 
fundamento del Poder, de la Ley y del Saber, y en cuanto al fundamento de la relación 
del uno con el otro en todos los registros de la vida social.” 

Aceptando el desencantamiento del mundo como punto de partida, ¿podemos 
identificar la democracia con el desencanto? La actual “cultura posmoderna” se complace 
en desmontar las sin duda frágiles certezas de antaño y en proclamar un desencanto que, 
justificado frente a un discurso omnicomprensivo, a fin de cuentas resulta ser de una 
falsa radicalidad y un realismo ramplón. 


El desmontaje de las falsas certidumbres es, desde luego, una crítica indispensable.* 
Pienso en la “inflación ideológica”, tan típica de la política latinoamericana: la tendencia a 
sacralizar los principios políticos como verdades absolutas y a guiar la acción política 
según planificaciones globales de la sociedad. Tal “sobreideologización” provoca una 
fuerte intransigencia a negociar compromisos y a modificar decisiones tomadas. No se 
acepta que todo tema político conlleva intrínsecamente un conflicto de interpretaciones. 
Se conforma una cultura antagónica en que la política es percibida como una lucha a vida 
o muerte y el orden como la imposición de la voluntad triunfadora. A esta violencia 
subyace, sin duda, una desesperada búsqueda de certidumbre. Sin embargo, me parece 
inconducente una crítica que no rescate los motivos de esa búsqueda. Quiero decir: la 
crítica a una solución dada no elimina el problema. El problema es la existencia de una 
demanda de certidumbre. 

El actual clima intelectual está marcado por un “decontruccionismo” y, en particular, 
la crítica neonietzscheana al racionalismo de la Ilustración. El debate sobre la modernidad 
tiene el mérito de replantear la dialéctica de la secularización. Se abre aquí un camino 
fértil para repensar la democracia. Podemos considerarla una hija de la secularización en 
un doble sentido. Por un lado, la democracia proclama la incertidumbre al instituir la 
voluntad popular como principio constitutivo del orden; por el otro, ha de hacerse cargo 
de las demandas de certidumbre que provoca precisamente una sociedad secularizada. 
¿No radican en esta tensión nuestras dificultades en institucionalizar la democracia? 

No es casual que Gino Germani, el gran estudioso de los procesos de modernización 
en América Latina, dedicara su último trabajo a este problema.’ La misma secularización 
de la sociedad que, mediante el paso de formas prescriptivas a formas electivas de 
acción, mediante la legitimación del cambio social y la creciente especialización de roles e 
instituciones, hace posible la democracia, también la socava por el cuestionamiento 
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ilimitado de todo lo establecido. 

Por un lado, la democracia supone la secularización. Sólo una actitud laica que no 
reconoce a ninguna autoridad o norma como portadora exclusiva y excluyente de la 
verdad permite a una sociedad organizarse según el principio de la soberanía popular y el 
principio de mayoría. Y la secularización significa precisamente desvincular la legitimidad 
de la autoridad y de las leyes de las pretensiones de verdad absoluta. Al hacer de la fe 
religiosa y de los valores morales un asunto de la conciencia individual, la secularización 
traslada a la política la tarea de establecer normas de validez sobreindividual. Se trata de 
una relación de complementariedad: las prescripciones morales y las pretensiones de 
certidumbre pueden ser privatizadas en la medida en que la esfera pública aparece 
regulada por normas objetivas y universalistas. Dicho en otras palabras: las pretensiones 
de certidumbre subjetiva son remitidas al fuero individual en la medida en que se 
comparten criterios objetivos de certeza; en concreto, la racionalidad formal. El avance 
del mercado y de la burocracia dota efectivamente a la esfera pública de una 
calculabilidad que compensa la relativización y privatización de los valores. Desde este 
punto de vista, la democracia sería la forma política de una sociedad secularizada. 

Por otro lado, sin embargo, la secularización desestabiliza a la democracia. La 
dinámica secularizante se extiende a todos los campos sociales y la misma democracia, 
no conociendo otro límite que la voluntad popular, acelera este proceso. Por una parte, 
somete los contenidos materiales de la política a una revisión sistemática y permanente. 
Las teorías democráticas modernas prescinden de principios de verdad, incuestionados e 
inmutables; la legitimidad de una decisión depende de su legalidad. A base de tal 
“legitimidad por procedimiento” toda norma puede ser revocada o modificada por una 
nueva mayoría. Los procedimientos democráticos (elecciones regulares, principio de 
mayoría) no garantizan que determinada medida o meta programática perdure en el 
tiempo. En consecuencia, la transición democrática no puede fundarse en un pacto 
sustantivo sobre determinados objetivos, sino solamente en un pacto institucional acerca 
de los procedimientos.* Por otra parte, tampoco los procedimientos formales dan una 
seguridad absoluta. El relativismo de valores también contamina y relativiza las “reglas de 
juego”. No hay procedimientos “verdaderos” u “objetivos” sino acuerdos contractuales 
que establecen un derecho, pero no un deber; no ofrecen garantías en el sentido de una 
obligación ética. Un pacto sobre las reglas de juego sólo sería éticamente vinculante por 
referencia a una normativa externa, precisamente aquel fundamento de valores corroido 
por la secularización. De este modo, la misma neutralidad valorativa de los 
procedimientos democráticos que hace de la certidumbre un asunto de la conciencia 
individual a la vez introduce la incertidumbre en la esfera pública. 

El caso chileno ilustra dramáticamente cuán difícil resulta neutralizar el miedo a las 
amenazas, reales o imaginarias, mediante procedimientos formales. Las dificultades de la 
“ingeniería institucional” remiten al mundo simbólico y a los imaginarios colectivos; 
redescubrimos que la política no se guía sólo por intereses, sino igualmente por pasiones 
e imágenes, creencias y emociones. El desgarramiento de la sociedad saca a la luz la cara 
oculta de la política: el miedo al desarraigo social, la ansiedad de pertenencia colectiva, la 
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angustia por trascender la inmediatez de la vida singular. La democracia no puede desoir 
estos clamores so pena de ser arrasada por ellos. 

Los procesos de transición son un caso límite; por lo mismo, iluminan nítidamente el 
lugar central de la incertidumbre. Ésta provoca el miedo a cambios y conflictos y, por 
ende, a la democracia misma. Simultáneamente, ello fomenta una fe ciega en cualquier 
promesa de unidad y armonía, por ilusoria que sea. No basta entonces con exorcizar la 
incertidumbre, proclamándola una virtud democrática. La demanda de certidumbre existe 
y la pregunta es quién se apropia de ella.” 

Considerando esta dinámica, Adam Przeworski define acertadamente la democracia 
como un “resultado contingente de los conflictos”.* El pacto democrático no es un 
resultado necesario e inevitable, sino una posibilidad. Es factible en tanto ofrezca ciertas 
seguridades mínimas de que los diversos “intereses vitales” sean respetados en el futuro. 
En caso contrario, concluye Germani, la dinámica secularizadora bien puede dar lugar a 
un nuevo autoritarismo. ¿Qué es el autoritarismo sino un intento por restaurar una 
certidumbre y, en concreto, de restablecer un sentimiento de comunidad en un mundo de 
disgregación insoportable? Denunciar la dictadura y su desorden implica pues elaborar 
nuevos referentes de certidumbre. 

En resumen, asumir la incertidumbre de una historia sin sujeto ni fines es un 
desencanto necesario, pero insuficiente. Sólo elaboramos una visión desencantada si nos 
hacemos cargo de las demandas de encanto. Justamente el realismo político debiera 
hacernos ver que la incertidumbre conlleva la búsqueda de certidumbre. Si la 
democracia nace de la incertidumbre, ¿no surge precisamente como un intento de 
respuesta a ella? 


2. SOBRE EL PROCESO DE SECULARIZACIÓN 


La democracia moderna nace junto con el desencanto del mundo. Solamente cuando la 
sociedad percibe problemática su constitución en tanto sociedad, puede aparecer la 
política moderna como acción consciente de la sociedad sobre sí misma. Entonces ha 
concluido la lenta transición secular de un orden integralmente recibido a un orden más y 
más producido.” En el origen del orden recibido se encuentra la religión: la desposesión 
radical del mundo vivovisible de su fundamento. La anterioridad y alteridad absoluta de 
la religión como principio constitutivo del orden hace de la sociedad un reino del pasado 
puro, herencia inmutable. La posterior transformación de la imagen de lo divino, la 
personalización de los dioses, la racionalización de los héroes míticos en símbolos 
abstractos, la interiorización del origen del mundo en una “génesis” socavan el carácter 
trascendente del fundamento. Con el debilitamiento de la garantía exterior e indiscutible 
surge el problema moderno de la libertad y, por ende, de la certidumbre. 

Marcel Gauchet hace ver una paradoja presente desde entonces y particularmente 
visible en nuestra época: cuanto más productores somos del orden social, más nostalgia 
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sentimos de aquella veneración absoluta del orden, concebido como un estado de cosas 
radicalmente sustraído a nuestra disposición pero que, en cambio, nos asegura un lugar 
firme en su seno. Esta garantía inviolable reside en una ley totalmente ajena a nuestra 
voluntad y, por lo mismo, integramente asumida como la mejor posible. El orden que 
interiorizamos como enteramente recibido es, simultáneamente, aquel orden que nos 
permite un consentimiento sin reservas. Por el contrario, el orden producido por nosotros 
exige ser descifrado y, por tanto, nos cuesta reconocernos en él Además, sus 
mecanismos nos desbordan y finalmente sufrimos sus resultados sin saber controlarlos. 
En tanto que el orden que recibimos es a la vez un destino que nos acoge, el orden que 
producimos deviene un futuro que se nos escapa. 

La paradoja insinúa el campo de la actual incertidumbre: el sentido del orden o, dicho 
en términos sociológicos, la integración simbólica de la sociedad. No puede haber 
sociedad, decía Durkheim, si no hay una afirmación constante de los sentimientos 
colectivos y de las ideas colectivas que hacen su unidad y su personalidad. En el pasado 
la religión cumplía la función de integrar simbólicamente a la sociedad en tanto vida 
colectiva. Cuando la religión deja de ser el “dosel sagrado”, aquel sistema de símbolos 
últimos del cual se desprendían los sentidos de la interacción social, ¿por medio de qué 
referente la sociedad puede reconocerse y afirmarse en tanto orden colectivo? 

El fin de la religión como principio constituyente del cuerpo social marca una ruptura 
total. La sociedad se sigue reconociendo y afirmando a “sí misma” por medio de un 
referente exteriorizado, pero se trata de un dios-sujeto presente en el mundo. Una vez 
cuestionada la separación temporal del fundamento, la distancia espacial se aminora 
progresivamente. La sociedad constituye el sentido de orden mediante una instancia 
físicamente metafísica: el Estado. En adelante, el vértice del orden colectivo reside en el 
Estado donde confluyen el fundamento constitutivo de la vida social y su ordenamiento 
materialconcreto. Ya no se cree en un principio sacrosanto, sustraído al raciocinio 
humano, de cuya correcta interpretación se deducirían las leyes, pero tampoco se puede 
abandonar toda referencia a una ley fundamental. La autoafirmación de la sociedad qua 
sociedad que sigue apoyada en lo que Gauchet denomina una “deuda de sentido”,'” o 
sea, la sumisión del orden social a un principio regulador escindido de la sociedad, sólo 
que bajo la forma de una contradicción desde entonces central: la validez del principio 
regulador queda vinculada a los efectos de su ejercicio. Así como la creencia en 
determinado fundamento condiciona la aceptación de su organización material, así el 
juicio sobre el estado de cosas existente condiciona a su vez la validez de su fundamento 
normativo. Perdido el encanto de un principio absoluto, desde siempre válido para todos, 
las divisiones en la sociedad (los diferentes intereses y experiencias) dan lugar a múltiples 
principios reguladores: un nuevo “politeísmo”. 

Puesto que la religión ya no opera como un mecanismo de neutralización de los 
conflictos, se produce una reestructuración del conjunto de las relaciones sociales. Si 
antes la alteridad radical del fundamento excluía conflictos acerca de lo que debía ser la 
forma de la convivencia social, ahora el sentido y la legitimación del orden se encuentran 
en el centro mismo de los conflictos. Es decir, no sólo los intereses de uno u otro sector 
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social, sino ademas la identidad de la sociedad misma se encuentran permanentemente 
amenazados. 

Del miedo a esta amenaza nace la demanda de certidumbre. No se trata pues de un 
problema individual. Aunque individualmente yo renuncie a cualquier anclaje firme e 
inamovible en este torbellino de posibilidades y abrace la incertidumbre, la vida colectiva 
requiere certidumbres y, en particular, certidumbre precisamente acerca de “lo colectivo”. 

Reivindicando su soberanía, la sociedad moderna deja de concebirse como producto 
de un destino y se reclama dueña de su futuro. Dirigiendo la mirada al futuro —lo posible 
— nace la libertad moderna: la constitución consciente de la sociedad por ella misma. Si 
Marx exalta la autodeterminación como proceso de emancipación social, Tocqueville 
vislumbra el desamparo. Una vez instituido el principio de la soberanía popular, todo 
queda al alcance de la crítica, la imaginación, la voluntad humana. Si todo es 
cuestionable, si nada está sustraído a la discusión y al conflicto, ¿qué cohesiona a la vida 
en común? 

La secularización no abarca solamente un proceso de desconstrucción. La misma 
descomposición del orden recibido plantea la recomposición. Esta reconstrucción ya no 
puede apoyarse en una legitimación divina ni orientarse por criterios de algún pasado 
ejemplar. En lugar de restaurar un orden consagrado, se trata de instituir el orden a partir 
de la sociedad misma. De este modo la secularización hace de la autoidentificación el 
problema fundamental de la modernidad.'' ¿Cómo cerciorarnos de “nosotros” mismos? 
Un intento de especificar la búsqueda de certidumbre aparece resumido en la pregunta 
que encabeza un artículo de Habermas: “¿pueden sociedades complejas elaborar una 
identidad razonable?”'? Este interrogante es decisivo, a mi entender, para enfocar la 
democratización en nuestros países. 

Suponiendo que la búsqueda de certidumbre se refiere principalmente a la identidad 
colectiva, ¿podemos elaborar una respuesta política? Aquí debo recordar un hito crucial 
del desarrollo político de América Latina. En sus revoluciones independentistas la 
sociedad latinoamericana se enfrenta al mismo problema que de modo ejemplar había 
formulado la Revolución francesa: ¿es posible instituir lo social a partir de sí mismo, 
sin recurrir a una legitimación trascendente?” Esta cuestión, resaltada acertadamente 
por Francois Furet, hace la contemporaneidad básica del debate político en el viejo y el 
nuevo mundo, a pesar de los desarrollos diferentes. Mientras que la Revolución francesa 
reinstitucionaliza lo social mediante el principio de la soberanía popular, en las 
condiciones sociales y políticas de América Latina esta idea no puede ser invocada por el 
poder oligárquico ni logra asentarse como sentido común. Las nuevas repúblicas no 
retienen el principio monárquico, pero tampoco rompen nítidamente con el orden 
colonial. Es decir, no pueden fundarse en una legitimación trascendente, pero tampoco 
pueden legitimarse de modo democrático. Finalmente, el continente del futuro sólo 
asegura su identidad recurriendo al pasado. 

En el pensamiento político de la región prevaleció, por medio de la tradición ibérica, 
un modelo “holista” de sociedad, entendido como el primado del todo sobre las partes. 
A diferencia de una sociedad individualista, como la norteamericana, donde el orden 
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colectivo resulta de la asociación entre individuos (contrato social), la sociedad latina 
resalta la anterioridad (histórica y lógica) de la comunidad. Esta tradición logra 
contrarrestar el desafío de la modernidad (de la incertidumbre), pero no ofrece una 
respuesta propiamente política. O sea, no puede plantear la constitución del orden como 
una producción social La visión de una comunidad orgánica, jerárquicamente 
estructurada, descansa sobre un dualismo que preserva la idea de un “bien común” como 
fundamento incuestionable del orden y, simultáneamente, somete la política al realismo 
de la “buena razón de Estado”. Este dualismo, proveniente del barroco español y 
desarrollado por la doctrina social de la Iglesia católica, está presente hasta nuestra época. 
Coexistirán una legitimación democrático-igualitaria y una legitimación trascendente en 
una especie de legitimación escalonada, invocándose —según la oportunidad— la 
“voluntad popular” o el “bien común”. Esta ambigúedad facilita a los países desgarrados 
por divisiones sociales preservar una identidad de comunidad, pero dificulta una 
concepción laica de la política. 

Menciono este trasfondo histórico para llamar la atención sobre la carga religiosa de la 
política. No se trata de un rasgo típico de América Latina; aquí sólo es más visible que la 
política asume la función integradora que antaño cumplía la religión. La convivencia 
social es reinterpretada como comunidad mediante algún tipo de “teología política”. Ésta 
ofrece a la sociedad una imagen de plenitud en la cual reconocerse y venerarse en tanto 
orden colectivo y así estabilizarse en el tiempo. Pero no sólo la noción de bien común, 
también el principio de soberanía popular contiene una promesa de armonía final. Tanto 
en la interpretación liberal como en la marxista la voluntad popular remite a la felicidad. 
Este desdoblamiento es más notorio en América Latina, dada la mencionada 
“sobreideologización” de diverso signo; sin embargo, aun en sociedades más laicas la 
política cristaliza los deseos y las promesas de un “final feliz”. Esta utopía secularizada es 
denunciada hoy día, en una alusión a una desproporción entre los objetivos prometidos y 
los recursos disponibles. Lo que había permitido a la política asumir la dirección 
integradora de la sociedad, hoy provoca una desconfianza generalizada en la política. 
¿Estamos frente a un nuevo impulso secularizador que desmonta los “residuos” religiosos 
para inaugurar un realismo radical respecto a “lo posible”? ¿O asistimos a una 
sobresecularización que despoja a la política de sus mecanismos integradores, 
provocando una crisis de identidad? 

La secularización del principio religioso por parte de la política significa no sólo fundar 
la integración social en una “última instancia” (principio lógico y teleológico), sino 
además institucionalizar ese fundamento en un esquema centralizado. Tampoco este 
rasgo es exclusivo de América Latina, si bien se encuentra realzado por el modelo holista 
de un orden jerárquicamente estructurado. No olvidemos, empero, que esta tradición 
perdura precisamente por las dificultades de organizar el “pueblo” real en términos de su 
idea democrática. No existe esa igualdad o “similitud” de los individuos entre sí que 
permitiría, según Tocqueville, cohesionar la comunidad en la esfera sociocultural. Por el 
contrario, cuanto más agudas son las desigualdades y divisiones en la sociedad, más 
apremiante es la referencia a la voluntad colectiva, a una instancia única y decisiva: el 
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Uno. Frente a una sociedad facciosa, caracterizada por una politica de fronda y de 
estrategias corporativistas, la unidad es una invocación recurrente del discurso politico. 
Es la imagen de la soberanía. Podemos considerar tal imagen no factible e incluso no 
deseable y, sin embargo, pareciera ser una ficción necesaria en el pensamiento occidental. 
Al menos en las sociedades latinoamericanas, siempre desgarradas por múltiples fuerzas 
centrífugas, la centralidad despierta reacciones mucho menos excitadas que en Francia, 
por ejemplo. Ahora bien, si la centralidad aparece como una aspiración legítima 
respecto a la histórica disgregación social, también podría tratarse de una aspiración 
obsoleta respecto a la moderna diferenciación social. En realidad, el proceso de 
diferenciación cuestiona toda noción de centralidad como un obstáculo al despliegue de 
las autonomías. La visión descentrada, que proclama el posmodernismo, ¿es una 
desconstrucción pendiente para secularizar una política todavía monoteísta? ¿O no tendrá 
la política que apoyarse necesariamente en estructuras de centralidad para conformar el 
proceso de diferenciación como un orden colectivo? 

Me pregunto, en resumen, por los eventuales límites de la secularización. Cuando la 
secularización recupera como producto de los hombres lo que éstos habían proyectado al 
cielo, la política asume aspiraciones anteriormente entregadas a la fe religiosa. Esta carga 
religiosa de la política suele ser considerada hoy una sobrecarga de expectativas. Se 
sugiere una secularización radical de la política, liberándola de demandas que no podría 
satisfacer dada la complejidad de las relaciones sociales. Solamente tal desencantamiento 
permitiría formular una concepción realista de la democracia. Yo presumo, por el 
contrario, que la complejidad social exige una noción más compleja de “realismo 
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político”. 


3. MARX, TOCQUEVILLE Y LA LEGITIMACIÓN DEL ORDEN SOCIAL 


¿Puede la sociedad constituirse a partir de ella misma, creándose su normatividad propia? 
Una respuesta es precisamente la democracia. Al respecto conviene distinguir dos 
aspectos: la democracia como principio de legitimidad y como principio organizativo. 
Ambas dimensiones se entrelazan y se confunden en la teoría de la democracia, de 
Rousseau en adelante. Por cierto, ambos momentos se relacionan, según veremos, pero 
su distinción nos permite visualizar dos enfoques de la “cuestión democrática”. Una 
corriente privilegia el problema de la constitución del orden social, buscando fundamentar 
una legitimación objetiva de la democracia. Si bien, actualmente, pocos ponen en duda el 
principio de la soberanía popular, su significado sigue siendo controvertido y ello 
repercute en las modalidades de institucionalización. Otra corriente enfoca directamente 
la organización institucional de la autodeterminación, haciendo hincapié en las formas 
históricas específicas. Pero todo conflicto acerca de reformas organizativas nos remite de 
vuelta a un conflicto en torno a la fundamentación del orden. Los análisis de Marx y 
Tocqueville nos permiten confrontar los dos enfoques. 

Marx hereda de Hegel y de la Ilustración la pregunta en torno al principio constitutivo 
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de una sociedad secularizada. ¿Existe una racionalidad sustantiva en la cual fundar el 
orden social? Marx radicaliza al racionalismo de la Ilustración en dos sentidos: el 
despliegue de la razón es concebido como praxis y la praxis remite al futuro de una 
sociedad emancipada. Toda su obra es, en el fondo, una compleja reformulación del 
principio de la soberanía popular. 

Por un lado, Marx sigue vinculando la búsqueda de certidumbre al fundamento 
constitutivo del orden social. Pero la constitución de lo social ya no se legitima por un 
principio divino, sino por la praxis. El “paradigma de la producción” implica una doble 
ruptura. Marx rompe con toda la legitimación trascendente, explicando el orden como 
producto histórico social. Además rompe con la idea de una institución político-estatal de 
lo social y, por el contrario, toma las condiciones sociales de producción como base de la 
institucionalidad política. Es decir, no sólo sustituye la voluntad divina por la voluntad 
humana, sino que reconduce la soberanía popular a las divisiones sociales. Explicitando la 
tensión entre “voluntad general” y la “voluntad de todos”, Marx critica la certidumbre 
ilusoria que ofrece no sólo la religión, sino también la política. Esta crítica no invalida, sin 
embargo, la demanda de certidumbre. Marx la asume como una necesidad real, pero que 
solamente puede ser satisfecha mediante una revolución social. 

La crítica a la sociedad capitalista remite, por otro lado, a la sociedad posible. ¿Cuál es 
el futuro posible? Inserto en la tradición de la Ilustración, Marx saluda la secularización 
como el irrevocable avance de la razón. Y esta filosofía de la historia permite determinar 
lo posible: una sociedad plenamente racional y universal. Esta sociedad será, a diferencia 
de la realidad existente, la sociedad verdadera. Identificando el futuro con una “verdad 
por hacer”, la praxis humana adquiere un referente de certidumbre. El deseo de 
certidumbre puede renunciar a ilusiones religiosas e ideologías políticas porque el mismo 
desarrollo de la sociedad anticipa un futuro de plenitud. En una sociedad transparente, 
idéntica consigo misma, la incertidumbre queda excluida por definición. 

No deja de ser paradójico que una obra que se entendía fundamentalmente como 
crítica y desmontaje del sistema existente, hoy sea denunciada como una fuente de 
totalitarismo. En el debate actual la crítica a Marx, más allá de objeciones específicas, 
tiende a confundirse con la contrailustración. Se ve en el racionalismo ilustrado el origen 
de “una razón identificante, planificadora, controladora, objetivizante, sistematizante y 
unificante; en una palabra: una razón totalizante”.'” Si las denuncias de la razón 
totalizante —desde Nietzsche hasta los posestructuralistas, comenzando por el mismo 
Marx— no impidieron la progresiva racionalización y burocratización de la vida social, 
ello se debe, creo yo, a la dialéctica de la secularización. Cuanto más ponemos en duda 
lo real y lo racional, lo legítimo y lo necesario, tanto más ansiamos una razón totalizante 
que nos asegure los límites externos y las vertebraciones internas de la realidad social. El 
redescubrimiento de lo social como un ““magma de diferencias” que nunca puede ser 
plenamente estructurado e institucionalizado refleja bien la percepción de la nueva 
complejidad social. La simplicidad de un mundo, una naturaleza, una racionalidad única 
se ha disuelto. Del proceso de diferenciación social no se desprende, empero, la radical 
escisión entre los diferentes aspectos de la vida social. La crítica al discurso 


184 


omnicomprensivo no implica, creo yo, renunciar a una noción de totalidad. Precisamente 
porque la realidad siempre nos desborda, instituimos la sociedad mediante un “cierre” del 
universo social. Si prescindiéramos de una delimitación de “la sociedad”, la inmediatez y 
el relativismo diluirían toda identidad social. Por consiguiente, la actual desconstrucción 
de la metateoría totalizadora me parece insuficiente; queda pendiente la reconstrucción 
de una nueva noción de totalidad. ¿Cómo concebir la totalidad de modo que dé cuenta de 
la pluralidad? Me parece que es éste el problema de fondo. Tanto Marx como el 
liberalismo suspenden la tensión entre totalidad y pluralidad, reduciendo respectivamente 
un polo al otro. Presumo que la fundamentación del orden social seguirá siendo un 
“agujero negro” mientras no logremos articular los dos aspectos de la democracia: orden 
conflictivo y orden colectivo. 

¿Es posible afirmar “lo colectivo” en un fundamento objetivo o solamente puede ser 
analizado en tanto producto histórico? Buscando oponer a las ficciones ideológicas una 
certeza objetiva, Marx hace hincapié en la legitimidad (material) del orden democrático. 
En cambio, Tocqueville se interesa exclusivamente por la modalidad concreta en que 
opera la institucionalidad democrática. Tocqueville desplaza pues el ámbito de análisis: la 
fundamentación teórica del “buen orden” es reemplazada por el estudio histórico de una 
“democracia real”. 

Según Tocqueville, los referentes de certidumbre son elaboraciones culturales. A 
diferencia de una “ingeniería institucional” que aborda la legitimación y los 
procedimientos democráticos aisladamente de los valores, creencias, hábitos y 
motivaciones existentes en determinada sociedad, Tocqueville enfoca las instituciones de 
la democracia estadunidense como una configuración cultural En este sentido, 
Tocqueville (al igual que Marx) entiende la democracia más como Estado social que 
como una forma de gobierno. Sólo que su enfoque, menos sistémico, más comprensivo 
que explicativo, percibe la cultura como un ámbito constituyente (no “derivado”) de la 
realidad social. Sin ignorar la desigualdad en la sociedad estadunidense, Tocqueville se 
apoya precisamente en la ideología igualitaria —la similitud de sentimientos, creencias y 
costumbres— como el sentido común de la democracia. Esta sensibilidad por la cultura 
política hace el pensamiento de Tocqueville tan moderno; vale decir, tan atento a las 
consecuencias de la secularización. Reaparece de manera mucho más explícita que en 
Marx, lo que me parece es uno de los problemas fundamentales de la democracia en 
América Latina: ¿qué cohesiona a una sociedad secularizada de modo que la diversidad 
de valores e intereses pueda desarrollarse como pluralidad y no conduzca a la 
desarticulación social? 

Tocqueville plantea la cuestión democrática en relación directa con el proceso de 
secularización: “¿Qué hacer de un pueblo, dueño de sí mismo, si no está sometido a 
Dios?” En tanto la soberanía popular propugna una libertad de acción nunca antes 
conocida, la fe religiosa establece los límites de lo posible. Ainsi donc, en méme temps 
que la loi permet au peuple américain de tout faire, la religion l’empéche de tout 
concevoir et lui défende de tout oser.'* Pero Tocqueville ya no piensa en la religión 
como fundamento radicalmente externo del orden social. Se refiere a una sociedad de 
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creyentes (y no a una sociedad religiosa). O sea, reinterpreta la religion en términos 
secularizados como una “hegemonía moral-intelectual”. En ausencia de un derecho 
externo y superior a la voluntad popular (específicamente, a la mayoría), Tocqueville 
visualiza la necesidad de un “cemento ideológicocultural” para asentar las instituciones 
políticas sobre las experiencias sociales. 

La legitimación trascendente es reemplazada por una “religión civil’. En este punto 
Tocqueville se aleja de la Ilustración francesa y se acerca al tradicionalismo inglés 
(Burke).* La cohesión de la democracia estadunidense no reside en la construcción 
racionalista del orden, sino en la tradición histórica. Es la sedimentación histórica de las 
pautas culturales lo que conduce a esa similitud entre los hombres a base de la cual 
pueden sentirse miembros de una misma comunidad. En lugar de un principio abstracto, 
el “contrato social” no sería sino aquel conjunto histórico de prácticas y criterios 
comunes. 

Tal acuerdo fáctico (histórico) es, sin embargo, precario, dado el significado equívoco 
de la acción social. La secularización ha relegado la certidumbre a la conciencia 
individual, responsable de armonizar la particularidad con las normas universales. La 
certidumbre subjetiva supone pues la existencia de un principio universalista. Si éste es 
objeto de múltiples interpretaciones y no tiene un sentido univoco surge nuevamente la 
incertidumbre. Así, el mismo Tocqueville, sensible a la ambigtiedad de la ideología 
igualitaria (pudiendo significar individuación y anonimato, innovación y uniformidad), 
replantea el problema del fundamento de lo social. 

Tocqueville aborda el tema de modo negativo: el peligro de una tiranía de la mayoría. 
Aceptando que —instaurada la soberanía popular— el principio de mayoría es el único 
principio de legitimidad factible, ¿cómo evitar que la mayoría haga lo que desee? 
Tocqueville vislumbra la tendencia de la mayoría no sólo a dominar a la minoría, sino a 
absorberla. Representando los desafíos del mundo, la ambigüedad y contradictoriedad de 
los significados establecidos, la minoría amenaza la fe de la mayoría en sí misma: las 
cosas no tienen que ser así. Por miedo a perder su identidad, la mayoría puede desear 
algo más que expresar su voluntad; puede intentar universalizarla.'” La tiranía de la 
mayoría consiste en imponer su voluntad como voluntad general. ¿Qué provoca tal 
universalización falsa? ¿No residirá precisamente en la incertidumbre acerca de “lo 
general”? Me parece que la percepción difundida de la ausencia o erosión de una 
voluntad colectiva no es ajena al ascenso de las dictaduras en el Cono Sur. 

No creo, como afirma Furet, que Tocqueville “rompe con la obsesión del fundamento 
de lo social, tan característica del siglo xvni y de Marx que, desde este punto de vista, es 
su heredero”.” También Tocqueville lo tiene presente; implícitamente retoma el enfoque 
de Rousseau, anteponiendo una identidad (voluntad general) a la pluralidad (voluntad de 
todos). La autoimagen de la sociedad como “ego colectivo” es el supuesto para que 
opere el pluralismo de la democracia estadunidense; sin ese referente la pluralidad 
desemboca en la anarquía y, como reacción, en el despotismo. En esta perspectiva 
pareciera haber interpretado Tocqueville el desarrollo político de América Latina en el 
siglo XIX, oscilando permanentemente entre la anarquía y el despotismo militar. 
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Tocqueville critica a los latinoamericanos no haber sabido arraigar las instituciones 
democráticas en el sentido común: “Al trasladar a su patria la letra de la ley, no pudieron 
transportar al mismo tiempo el espíritu que la vivifica”.” ¿Pero es factible tal trasplante 
del “espíritu de las leyes”? El mismo Tocqueville parte de las creencias igualitarias y las 
costumbres democráticas (rasgos específicos de la sociedad estadunidense) como una 
facticidad. Según vimos, pareciera compartir con el tradicionalismo contrailustrado la 
presunción de que cada periodo histórico remite a un conjunto de presuposiciones 
básicas, una especie de “axiomas” que siendo ininteligibles en ese periodo proporcionan 
una inspiración latente a las creencias y aspiraciones explícitas de la época en cuestión. 
Ahora bien, tomando la institucionalidad democrática como una cristalización cultural, 
Tocqueville no tematiza un problema fundamental de la democracia en América Latina: 
la génesis de una cultura política democrática. La paradoja de Tocqueville radica en un 
enfoque histórico que no plantea el problema del tiempo. 

Una cultura democrática es el resultado de un proceso histórico. Es decir, su 
desarrollo requiere tiempo. Pero justamente el tiempo es uno de los recursos más escasos 
en la transición democrática. Ello explica en buen grado los sucesivos fracasos de la 
democracia en América Latina; la democracia no logra consolidarse porque no le es dado 
el tiempo para que se desarrollen las costumbres y creencias en que pudiera apoyarse la 
construcción institucional. La legitimidad de las instituciones democráticas supone la 
maduración de una cultura democrática que, sin embargo, a su vez supone el 
funcionamiento relativamente duradero de las instituciones. ¿Significa ello que, en 
ausencia de una tradición democrática, la democracia tampoco tenga futuro? El hecho es 
que en la tradición republicana de América Latina siempre se entremezclan democracia y 
autoritarismo. 

Ni la democracia ni el autoritarismo parecieran ser capaces de elaborar el tiempo 
histórico que requiere la cristalización de una identidad colectiva. El problema del tiempo 
nos conduce de vuelta a Marx. Él expresa, mejor que Tocqueville, la ruptura en la 
concepción del tiempo: el recurso al pasado es sustituido por una anticipación del futuro. 

La filosofía de la praxis implica una visión “constructivista”: la creación deliberada del 
futuro. Aún más, tiende a una determinación del proceso histórico en tanto 
autorrealización plena del individuo en comunidad: “la libre asociación de individuos 
libres”. A la afirmación enfática de un orden plenamente racional y universal subyace una 
idea de verdad. Para Marx la crítica a la religión no descarta el criterio de verdad. Marx 
supone la existencia de una verdad que permita discernir en el presente conflicto de 
intereses e interpretaciones un referente colectivo válido para todos. Retoma pues la idea 
de un “bien común” definido en términos sustantivos (y no sólo por procedimientos), 
pero proyectándolo al futuro. 

Junto con su teoría del sujeto, la idea de una “verdad por hacer” es seguramente uno 
de los aspectos más objetados del pensamiento político marxista. Suponer que existe una 
verdad que debamos realizar es visto como la definición misma de una imposición 
totalitaria. Sin duda la vinculación de política y verdad es problemática. Yo mismo he 
criticado reiteradamente tal referencia a la verdad como una sacralización indebida de 
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posiciones politicas, pues destruye los procedimientos democraticos. Sin embargo, no 
podemos dejar de preguntarnos por qué un proyecto gnóstico logra obtener adhesiones 
en una sociedad secularizada. Probablemente las nociones de progreso, revolución o 
emancipación no sean solamente una secularización de esperanzas escatológicas, sino 
también una manera de neutralizar la incertidumbre del futuro. Se trata de dar al tiempo 
una dirección y de constituir una continuidad que permita situar el tiempo actual. Si el 
presente no fuese más que una sucesión de instantes, si el tiempo no deviene duración, 
no habría proceso social. Desde este punto de vista, la idea de progreso como todo 
“proyecto” es un modo de asegurarnos el tiempo, anticipando el futuro. 

La proyección de un “bien común” como meta histórica ha de ser muy atractiva en un 
continente que se caracteriza tanto por su tradición comunitaria como por las 
desigualdades sociales. Una vez deslegitimado el ordenamiento recibido, la utopía 
pareciera ser la única perspectiva capaz de trascender la desarticulación de la sociedad. 
De ahí la fuerza del pensamiento utópico en la política latinoamericana.” Tal anticipación 
del futuro, sin embargo, asfixia el presente pues le exige “pruebas” que ninguna política 
puede ofrecer; la utopía termina siendo una profecía autodestructiva. 

La experiencia histórica es bien resumida por Horkheimer y Adorno en las frases 
iniciales de su estudio sobre la dialéctica de la Ilustración: “El iluminismo, en el sentido 
más amplio de pensamiento en continuo progreso, ha perseguido siempre el objetivo de 
quitar el miedo a los hombres y de convertirlos en amos. Pero la Tierra enteramente 
iluminada resplandece bajo el signo de una triunfal desventura.” Los criterios de 
racionalidad y universalidad (que para Marx aún están vinculados a la autodeterminación 
política, la república) se plasmaron en otra modalidad de anticipar el futuro: la 
tecnocracia. 

La planificación instrumental del futuro ha incrementado el control social sobre los 
efectos de nuestro actuar. Pero también conlleva el intento de manipular al otro, fijándole 
de antemano un determinado curso de acción. La razón instrumental resulta ser tan 
determinista como la filosofía de la historia. Planificando el futuro robamos al otro no 
solamente la libertad de elegir su futuro, sino además su presente. El momento 
instrumental de la acción desplaza el momento expresivo a un punto tal que los 
individuos ya no logran adquirir la experiencia de contemporaneidad. Y el individuo que 
no comparte un presente común con su prójimo no participa en la elaboración conjunta 
del tiempo. El tiempo social se atomiza y con él la sociabilidad. Por consiguiente, dado 
este déficit simbólico-expresivo, el control tecnocrático del futuro agudiza aún más la 
incertidumbre. 

La civilización técnico-científica se revela como una secularización inconclusa. Por un 
lado, al no resolver la demanda de certidumbre, ella anima permanentemente el deseo de 
trascender su inmanencia mediante alguna finalidad utópica. Se pretende escapar a las 
constricciones de la razón instrumental sometiéndose a un principio trascendente. Por 
otro lado, esta misma sociedad secularizada ya no reconoce una instancia última. 
También las utopías pueden ser concebidas sólo en plural, como conflicto. Temiendo que 
la invocación de verdades absolutas provoquen de nuevo guerras religiosas, Max Weber 
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nos advierte que la salvacion del alma no puede ser tarea de la politica. 

La secularización socava todo principio trascendente, sin eliminar la demanda por 
alguna certidumbre última. De hecho, justamente a raíz de la secularización, las 
esperanzas religiosas de felicidad y armonía final son interiorizadas por la sociedad como 
promesas mundanas. Pareciera que la sociedad no puede afirmarse a sí misma sin un 
referente utópico, sea éste concebido en términos capitalistas (mercado perfecto), 
anarquista (sociedad sin rey ni ley), liberal (deliberación racional) o marxista (sociedad sin 
clases). También la democracia descansa en una utopía secularizada: el denominado 
“credo democrático”. Sólo a base de esta fe sigue subsistiendo, a pesar de todas las 
vicisitudes, la democracia. Aún más, únicamente este credo permite enfrentar las 
experiencias adversas de la democracia real como un desafío por profundizar la 
democracia. 

En resumen, nuestra sociedad secularizada no permite asumir la búsqueda de 
certidumbre mediante algún principio sacralizado. Pero tampoco permite descartar la 
demanda. El problema del orden democrático pareciera pues consistir en elaborar un 
horizonte de certidumbre de carácter laico. 


4. UNA TAREA PENDIENTE 


¿Puede la democracia responder a la demanda de certidumbre? Mi pregunta pretende 
vincular la cuestión democrática con el debate sobre la modernidad. Tras las dificultades 
de los procesos de democratización en América Latina veo un problema legado por la 
secularización: la dificultad de una sociedad cada vez más compleja de cerciorarse de sí 
misma en tanto orden colectivo. La sociedad no sólo es libre para organizarse según su 
propia voluntad, sino también libre de toda prescripción consagrada que anteriormente 
garantizaba la validez del orden establecido. Vale decir: al ocupar el vacío dejado por la 
religión, la política también ha de hacerse cargo de las demandas de certidumbre. 

¿Puede haber democracia sin religión? La inquietud de Tocqueville es mucho más 
perspicaz que lo que suele creer nuestra sociedad (mal) desencantada. Para salvaguardar 
un núcleo mínimo de valores sobreindividuales pareciera indispensable sustraerlo al 
conflicto político. Percibiendo la dinámica centrífuga de la democracia emergente, 
Tocqueville se preocupa por los límites de la voluntad popular. Su estudio de las 
creencias y costumbres en tanto “religión civil’ es una primera respuesta al problema 
suscitado por la Revolución francesa. 

¿Es posible instituir la sociedad a partir de ella misma sin recurrir a una legitimidad 
trascendente? La pregunta sigue siendo el gran desafío de la democracia. La sociedad 
moderna ha de crear, a partir de ella misma, su propia normatividad. ¿Cómo legitimar las 
reglas constitutivas del orden sin sacralizarlas? Podemos concebir la soberanía popular 
como un referente trascendental (no trascendente), escindido de la sociedad, por medio 
del cual las diferencias en la sociedad pueden reconocerse en tanto parte de una 
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colectividad. La exteriorización permite instituir un referente colectivo sustraído al 
conflicto, pero por lo mismo, impuesto a los sujetos. Si partimos, por el contrario, de la 
pluralidad de sujetos, entonces, ¿cómo instituir un principio legitimatorio del orden, 
reconocido por todos? El proceso de diferenciación social permite concebir la totalidad 
solamente en plural. Pero lo mismo que la totalidad, también la pluralidad ha de ser 
producida. Y sólo elaboramos una pluralidad por medio de una noción de colectividad; 
sin referente colectivo la diferenciación social desemboca en una desarticulación. Éste es 
el caso de las sociedades latinoamericanas. 

¿Pueden sociedades complejas elaborar una identidad razonable? El interrogante de 
Habermas” supone precisamente la erosión o pérdida de los tradicionales referentes de 
identificación colectiva: religión, clase, Estado. La complejidad de las estructuras sociales 
ha hecho estallar las promesas de certidumbre cristalizadas en esas instancias. Este 
desencantamiento es necesario, pero insuficiente. Si descartamos la premisa neoliberal de 
una autorregulación automática de la sociedad, queda pendiente la cuestión del orden: la 
necesidad de todo individuo a reconocerse y afirmarse a sí mismo como perteneciente a 
una comunidad. 

Hemos visto dos modos de enfocar la construcción del orden. La pretensión de Marx 
es descubrir en el movimiento interno de la sociedad una racionalidad sustantiva. Él 
retiene pues la concepción antigua de fundar el orden en un principio objetivo y 
universal, pero 1) definiéndolo como producto social; y 2) proyectándolo al futuro. El 
reemplazo de la trascendencia religiosa por una histórica no expresa solamente la nueva 
conciencia del tiempo. Responde a la necesidad de excluir otros principios legitimatorios. 
Sólo la materialización del fundamento invocado en una sociedad plenamente racional 
confirma la utopía como la verdadera totalidad. Concebidos como “verdad por hacer”, 
los principios de racionalidad y universalidad devienen un referente indiscutible de 
identificación. El problema salta a la vista: basando la certidumbre en un fundamento 
único y exclusivo se niega la pluralidad. 

No menos problemático es un enfoque que sustituye el problema del fundamento por 
una lógica y ética de la acción. Por cierto, Tocqueville ve bien las tendencias totalitarias 
que desencadena la secularización; la razón totalizante es una respuesta “lógica” de la 
sociedad para asegurar su identidad en un proceso de diferenciación. Asentando la 
cohesión social en los mecanismos de integración cultural, el enfoque de Tocqueville no 
suspende la pluralidad. Mas el énfasis en las experiencias sociales implica una 
determinación histó-rico-concreta. Al tomar una cultura determinada por la premisa 
histórica de la democracia, ésta deviene un resultado contingente. Es decir, siempre 
podremos desear la democracia, pero será una aspiración vana si no contamos con una 
integración cultural previa. 

En ambos enfoques la demanda de certidumbre es interceptada “al nivel de” una 
lógica social (económica o cultural), sin llegar a la esfera política. No sería tarea de la 
política responder a la búsqueda de certidumbre. Bien al contrario, la sociedad ya tiene 
que haberse cerciorado de sí misma para que pueda institucionalizar un orden 
democrático. Pues bien, según vimos, no es éste el caso de los procesos de 
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democratización en América Latina. Aqui la institución de lo social pasa por la política. 

¿Cómo responder políticamente a la búsqueda de certidumbre? La respuesta más 
frecuente es el Estado nacional. Pero se trata de una respuesta sólo aparentemente 
política. De hecho, la forma política del Estado descansa en un contenido prepolítico: la 
nación definida en términos lingüísticos, étnicos o como comunidad de destino. Es por 
medio de una unidad preconstituida como nos aseguramos de un “nosotros” frente a “los 
otros”. La comunidad (identidad nacional) no sería propiamente política, sino su premisa. 

Tan pronto se reconoce a la política una productividad propia, ésta es domesticada 
mediante procedimientos formales. En la medida en que la secularización erosionó las 
costumbres tradicionales y los valores consagrados, la política es sometida 
progresivamente a dispositivos de racionalidad formal Según señalé al inicio, la 
relativización y privatización de los valores es compensada por el paralelo avance del 
mercado y de la burocracia. No podemos ignorar empero el alcance limitado del cálculo 
formal. Vastos sectores de la vida social no logran ser articulados ni por el mercado ni por 
medio de mecanismos administrativos. Aún más: el peso creciente de relaciones 
burocráticas y mercantiles en los procesos políticos provoca dinámicas desintegradoras. 

La racionalidad formal procura una calculabilidad y eficiencia instrumentales que 
presuponen un acuerdo sobre los fines. Las “reglas de juego” de por sí no ofrecen 
seguridad, pues su significación reside fuera de ellas, en lo que suele denominarse el 
“espíritu de las leyes”. Donde el principio regulativo —el sentido del orden— es objeto 
de conflicto, la controversia relativiza de inmediato los procedimientos formales. Basta 
recordar el proceso chileno para comprender que no podemos asentar la certidumbre 
exclusivamente en las instituciones y los procedimientos. 

No es necesario recalcar la precariedad de los referentes colectivos en nuestras 
sociedades, demostrada recurrentemente por la “cuestión social” y la “cuestión nacional”. 
Quizás por eso sea más frecuente un tipo de producción política de identidad: el carisma. 
La lucha más o menos abierta entre diferentes principios constitutivos del orden puede 
encontrar una tregua con la aparición de un líder carismático, encarnación física de la 
identidad metafísica de la nación. Y no me refiero al caudillismo tradicional, sino a la 
democracia presidencialista. Figuras como Tancredo Neves, Raúl Alfonsín o Alan García 
ilustran bien cómo la democracia conquista legitimidad mediante la adhesión entregada al 
presidente. Es un carisma secularizado, fundado institucionalmente; mas una vez 
establecido, la lealtad al líder carismático deviene el pilar de la lealtad al régimen 
democrático. Podríamos hablar de un “carisma situacional”” en el sentido de que una 
situación de desamparo e incertidumbre establece la necesidad de creer en un líder y así 
—por medio de un liderazgo carismático— afirmar una identidad colectiva. Ello explica, 
a mi entender, por qué en muchas democracias latinoamericanas la fe en la autoridad 
prevalece por sobre las rutinas y reglas y resulta, en la percepción de los ciudadanos, más 
importante que la eficiencia de la gestión gubernamental. 

El carisma coexiste con la racionalidad formal. Esta contemporaneidad desdice la idea 
de una evolución lineal de las estructuras de conciencia e identidad sociales. Pareciera 
más adecuado pensar en una sobreposición de estructuras mentales similar a capas 


191 


geológicas.” En la sociedad latinoamericana prevalecen indudablemente pautas de 
racionalidad formal: operaciones de generalización, sistematización, abstracción y 
formalización orientan la acción social siguiendo criterios racional-universalistas. Se trata 
de un estándar internacional que una vez instituido marca la estructura mental en nuestra 
sociedad, por distorsionada que sea su presencia. Pero a esta “conciencia moderna” 
subyacen otras estructuras. En la medida en que la racionalidad formal-instrumental no 
logra asegurar la integración simbólico-normativa de la sociedad, puede aflorar una 
“conciencia gnóstica”. La fe en lo trascendente resurge como sucedáneo de los principios 
de racionalidad y universalidad. No es necesario que éstos estén plenamente realizados, 
pues, como dijera Enrique Tierno Galván, aceptar lo imperfecto forma parte de la 
instalación perfecta en lo finito.” Pero sí han de existir tales referentes de certidumbre 
para poder instalarnos en la finitud. En caso contrario, donde la conciencia moderna 
fracasa en elaborar tales referentes, la gente resucita un principio trascendente para 
cerciorarse de su identidad colectiva. 

En resumen, no podemos identificar sin más la democracia con la incertidumbre. 
Desde luego, la democracia supone un desencanto y, particularmente en América Latina, 
resulta urgente desmontar las revoluciones globales. Sería erróneo, sin embargo, 
radicalizar el desencantamiento a un grado que —so pretexto de denunciar la solución 
totalitaria— nos desentendiéramos del problema de fondo. Bien al contrario, 
precisamente la crítica a las dictaduras en el Cono Sur nos hace descubrir en el 
autoritarismo un (falso y fracasado) intento de restablecer la certidumbre aplastando lo 
diferente. Y de este problema ha de dar cuenta el proceso de democratización. 
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VIL ESE DESENCANTO LLAMADO POSMODERNO 


1. UN AMBIENTE POSMODERNO 


¿Qué sentido tiene discutir en América Latina sobre la llamada “posmodernidad”? Podría 
ser que otra moda intelectual importada y una larga experiencia de frustraciones nos ha 
vuelto escépticos frente a debates que serían válidos en Europa o en Norteamérica, pero 
ajenos a la realidad latinoamericana. Por cierto, la posmodernidad es una noción 
controvertida y todavía es demasiado temprano para evaluar el alcance de la discusión. 
Pero indudablemente existe un estado de ánimo diferente a las décadas anteriores y esta 
nueva sensibilidad merece nuestra atención.' Por lo demás, vivimos en una época de 
transnacionalización que abarca no sólo circuitos económicos, sino igualmente 
ideológicos; también el “clima cultural” se internacionaliza y los temas del debate europeo 
o norteamericano forman parte —aunque sólo sea como una “moda”— de nuestra 
realidad. Por lo demás, todo enfoque ilumina algunos problemas y oscurece muchos 
otros. 

En consecuencia, preguntémonos sobre cuáles fenómenos echa luz el presente debate. 

¿Qué entendemos por posmodernidad? Las interpretaciones son múltiples y 
frecuentemente contradictorias.* Para algunos se ha agotado la modernidad, dando inicio 
a una nueva época. Para otros, no existe tal mutación y se trata más bien de una crítica 
dentro de un proyecto inconcluso de modernidad.’ En todo caso, es por referencia a la 
modernidad que reflexionamos nuestra situación. Vale decir, es fundamentalmente una 
reflexión sobre nuestro tiempo. Pero además —y por encima de todo— el debate sobre 
la denominada posmodernidad, si bien iniciado en el campo de la filosofía, la estética y la 
arquitectura, se ha transformado en una cuestión política. ¿Se ha agotado el impulso 
reformador de la modernidad? Ésta es, aunque de manera larvada, la cuestión de fondo. 
Y es desde ese punto de vista que pretendo revisar un posible cambio en nuestra cultura 
política. 

Un fenómeno que, sin lugar a dudas, caracteriza la situación política de varios países 
latinoamericanos es el desencanto.* Ello puede afectar gravemente los procesos de 
democratización al restarles arraigo a las instituciones políticas. Por esta razón el 
desencanto político suele ser valorado negativamente y no faltan experiencias históricas 
para justificar ese temor. El peligro de un desencanto con la democracia existe; por lo 
mismo, conviene analizarlo más detenidamente. Siempre hubo periodos de certeza y 
periodos de duda; bien visto, sólo hay desencanto donde hubo ilusiones. En este sentido, 
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se habla de un exceso de expectativas que la democracia no puede cumplir. Ahora bien, 
mas que un exceso podria ser un cambio de la subjetividad investida en la politica. En 
esta perspectiva me interesa el “clima posmoderno”. A mi entender, la llamada 
posmodernidad es mas que todo cierto desencanto con la modernidad: modernidad que a 
su vez ha sido definida como un “desencantamiento del mundo” (Max Weber). Es decir, 
se trataría de una especie de “desencanto con el desencanto”. Fórmula paradójica que 
nos recuerda que el desencanto es más que una pérdida de ilusiones, la reinterpretación 
de los anhelos. De ser así, ese desencanto llamado posmodernidad no sería el triste final 
de un proyecto demasiado hermoso para hacerse realidad sino, por el contrario, un punto 
de partida. 


2. SOBRE LA MODERNIDAD 


América Latina nace bajo el signo de la modernidad en un doble sentido. Por un lado, el 
descubrimiento europeo de América contribuye (junto al Renacimiento, la Reforma y la 
filosofía de la Ilustración) a plasmar el pensamiento occidental moderno. El encuentro 
con el Nuevo Mundo altera la conciencia del tiempo histórico; puesto que la curiosidad 
por lo nuevo aporta tantos beneficios materiales, “lo nuevo” se constituye como un valor 
en sí. La conquista de América marca un hito decisivo para emprender la conquista del 
futuro. Pero no sólo las coordenadas temporales, también las espaciales quedan 
descentradas. El encuentro con el indio —el otro— plantea una nueva escala de 
diferenciación que cuestiona de inmediato la propia identidad. Se modifica el mapamundi 
y, por tanto, se altera también el exiguo espacio mental en que se concebía el antiguo 
orden social.” 

Si América Latina se encuentra en el origen de la modernidad, por otro lado, a su vez, 
se constituye bajo el impacto de la modernidad. Las revoluciones independentistas 
enfrentan a nuestros países con el desafío de la modernidad, encarnado de manera 
emblemática por la Revolución francesa: ¿cómo instituir la sociedad únicamente a partir 
de lo social, sin recurrir a una legitimación trascendente? La pregunta resume la cuestión 
del orden tal como se plantea hasta hoy día también en América Latina. Volvamos pues 
sobre la noción de modernidad, expuesta en el artículo anterior, para enfocar 
posteriormente los eventuales motivos del desencanto. 

Entendemos por modernidad el proceso de desencantamiento con la organización 
religiosa del mundo. La sociedad religiosa se caracterizaba por la anterioridad y alteridad 
absoluta de un principio divino como garantía inviolable del orden. No sólo ese 
fundamento, radicalmente escindido, sino el propio orden mundano quedaban totalmente 
sustraidos a la disposición humana. La modernidad consiste en la ruptura con esa 
fundamentación trascendente y la reivindicación de la realidad social como un orden 
determinado por los hombres. Afirmando su autonomía, los individuos se hacen 
irremediablemente cargo de organizar su convivencia. 

La modernidad es ante todo un proceso de secularización: el lento paso de un orden 
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recibido a un orden producido.* El acento es doble. Por un lado, producción social del 
orden. El mundo deja de ser un orden predeterminado de antemano al cual debamos 
someternos y deviene objeto de la voluntad humana. ¿Cómo hacernos responsables del 
mundo siendo tan escaso nuestro poder de disposición y control? Por el otro lado, el 
orden mismo. Ya no existen una ley absoluta ni una tradición sagrada que encaucen la 
voluntad humana y son los hombres mismos quienes han de autolimitarse. ¿Sobre qué 
principios generales puede fundarse el orden social cuando todo está sometido a la 
crítica? 

Preguntas como éstas, que acompañan con mayor o menor dramatismo al desarrollo 
de la modernidad, insinúan la magnitud de los desafíos que plantea un “orden 
producido”. En medio de esa revolución, cuya radicalidad hoy apenas imaginamos, tal 
vez el problema central de la sociedad moderna sea asegurarse de su identidad, o sea, 
cerciorarse de “sí misma” en tanto sociedad.” Ésta tiene que crear, a partir de sí misma, 
su propia normatividad. Y este orden producido, precisamente por ser autodeterminado, 
ya no puede reclamar garantía alguna. Si antes la alteridad radical del fundamento excluía 
conflictos acerca de la forma de convivencia social, ahora tanto el orden que es como el 
orden que debe ser se encuentran sometidos a discusión. Ya no sólo los derechos de uno 
u otro estamento social, sino el sentido y la legitimidad del orden mismo se ven 
permanentemente cuestionados. Sin escapatoria posible, la sociedad moderna está 
inexorablemente autorreferida. Ello explica tanto la dinámica incesante con que intenta 
identificarse a sí misma como la sensibilidad extrema con que reacciona a toda amenaza 
eventual de su autoimagen. 

Junto con esta autorreferencia radical surge la política moderna. La secularización 
traslada a la política la función integradora que cumplía anteriormente la religión. Si antes 
la religión consagraba una instancia última en que se fundaban todas las manifestaciones 
del orden dado, ahora se atribuye a la política un lugar privilegiado en la producción del 
orden social. La sustitución del fundamento divino por el principio de la soberanía 
popular instituye la centralidad de la política en un doble sentido: a) en tanto acción 
consciente de la sociedad sobre sí misma; y b) representación de la sociedad en tanto 
orden colectivo. En general, el acento es puesto en el primer aspecto —la política como 
acción—, pero no es menos productivo el segundo aspecto. Aún más: que la sociedad se 
reconozca y se afirme a sí misma como una colectividad es la premisa para que pueda 
actuar sobre sí misma. En consecuencia, me parece que una pregunta decisiva de la 
modernidad es la siguiente: ¿puede la sociedad moderna elaborar políticamente una 
identidad razonable? 

Dos son las dificultades. Ya aludí a una: ¿cómo articular una pluralidad de voluntades 
individuales, en principio ilimitadas, en una voluntad colectiva que, por definición, 
establece límites? La articulación de pluralidad y colectividad es justamente la pretensión 
de la democracia. Desde sus inicios, sin embargo, media una gran distancia entre esta 
pretensión teórica y su institucionalización práctica. La multiplicidad de “pueblos” 
realmente existentes, o sea, la heterogeneidad de la sociedad, contradice la homogeneidad 
que presupone al nivel conceptual la soberanía del pueblo.* Vale decir, la idea de 
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soberania popular evoca un “pueblo” ya existente cuando, en realidad, esta identidad 
recién ha de ser creada. Para ser mas exacto: la democracia (como principio de 
legitimidad) presupone una identidad que la democracia (como principio de organización) 
nunca puede producir como algo permanente y definitivo. 

La segunda dificultad es posible formularla así: ¿puede la política en tanto aspecto 
parcial de la vida social “representar” a la sociedad en su conjunto? Una premisa de toda 
teoría democrática moderna es la posibilidad de elaborar, mediante medios 
específicamente políticos, una representación de la unidad. Tal “comunidad” se 
constituye de modo explícito o implícito, por referencia a una voluntad general. De 
inmediato, sin embargo, se critica el carácter ficticio y abstracto de “lo general”. La 
crítica puede estar restringida a los mecanismos políticos de representación (voto 
censitario, etc.), pero ya para Marx no se trata de una insuficiencia en el campo político, 
sino de la incompetencia de la política para legitimar el orden social. El problema es la 
representatividad de la política. 

Estas dificultades explican los diversos intentos por situar la cuestión de la identidad 
en una estructura distinta a la política y, en concreto, a la democracia. Basta recordar la 
tesis del mismo Marx acerca de que “la anatomía de la sociedad civil hay que buscarla en 
la economía política”, tomando por referente identificatorio a la clase. Tocqueville, por 
su parte, alude a una integración sociocultural, destacando la similitud de costumbres, 
sentimientos y creencias como la base de la democracia estadunidense. El intento más 
relevante empero es la afirmación de una identidad nacional. Independientemente de 
cómo definamos la nación (en términos esencialistas, étnicos, lingúísticos o como 
comunidad de destino), esta estrategia ilustra bien algunas de las contradicciones que 
plantea la modernidad. 

Una primera contradicción existe entre la centralidad asignada a la política como locus 
de la soberanía popular y la determinación societal de la identidad. Tanto en el caso de la 
identidad nacional como en los otros intentos mencionados, la unidad del proceso social 
es concebida como un hecho externo a la política. Históricamente, será el Estado quien 
realice la unificación, pero la acción estatal se legitima sólo en tanto “representa” una 
identidad definida societalmente. Este enfoque societal reduce la productividad atribuida 
a la política: la voluntad colectiva elaborada políticamente queda siempre subordinada a 
una instancia última fuera de la política (la unidad nacional, la estructura económica, la 
tradición). 

La segunda contradicción consiste en la búsqueda de una identidad histórica en una 
época eminentemente “futurista”. Si la modernidad se caracteriza por la ruptura con la 
tradición, la cuestión de la identidad, en cambio, es proyectada al pasado. Mediante una 
construcción retrospectiva, la unidad de la vida social es antepuesta a la política como un 
dato previo. Para ello se suele reducir la rica diversidad de elementos y alternativas a la 
historia, unica y lineal, de la cual han sido borradas todas las encrucijadas y 
discontinuidades. El resultado es una identidad ficticia, porque está basada en un pasado 
artificialmente homogenizado con el fin de legitimar el presente; y además, una identidad 
cerrada, con escasa capacidad para modificarse de acuerdo con las innovaciones del 
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proceso social. 


Existe una tercera contradicción entre los criterios universalistas de la democracia y 
los rasgos particularistas del Estado nacional. La sociedad moderna se funda en la 
soberanía ilimitada y la voluntad general de los hombres y, simultáneamente, en la 
institucionalización de valores determinados. Mientras que la democracia descansa, en 
principio, sobre una ciudadanía cosmopolita, no aceptando otro límite que el 
reconocimiento del ordenamiento constitucional, el Estado nacional está conformado por 
una población preseleccionada a base de categorías cuasinaturales. En este caso, la 
comunidad es definida exclusivamente por su oposición a otras naciones. Lo distinto es lo 
extranjero. En consecuencia, una identidad nacionalista enfoca las diferencias 
fundamentalmente como una división (internacional) de amigo y enemigo. 

No es necesario detallar aquí estas dificultades que enfrenta la sociedad moderna para 
reconocerse y afirmarse en tanto tal. Basta visualizar cómo el abandono de la visión 
sacra y la afirmación de un mundo profano nos plantea la cuestión de la identidad como 
una tarea central y su estrecha vinculación con la cuestión democrática. Habiendo sido 
ésta nuestra preocupación principal en los últimos diez años, no es irrelevante 
interrogarnos acerca de la aportación de la crítica posmoderna a la elaboración de una 
nueva teoría de la democracia. 


3. EL DESENCANTO CON LA MODERNIZACIÓN 


Una primera dimensión del desencanto posmoderno es la pérdida de fe en que exista una 
teoría que posea la clave para entender el proceso social en su totalidad. Nuestra época 
se caracteriza por un recelo frente a todo tipo de metadiscurso omnicomprensivo. Esta 
desconfianza nace de una intención antitotalitaria; tras el saber, como de toda pretensión 
de verdad, se escondería una relación de poder. La crítica posmoderna prosigue así la 
relativización de toda norma. Sería la “voluntad de poder” la fuerza real que estructura 
ese magma de diferencias que es lo social, institucionalizando un sistema. 
Contraponiendo lo social a la sociedad se busca rescatar la complejidad infinita de la 
“vida” frente a la “forma”. 

Se trata de una tensión bien conocida por “los modernos”, según lo atestigua la vasta 
discusión a comienzos de siglo. El “sistema social” no es una estructura neutral, por 
cierto. Toda crítica se alimenta de la duda y hay que sospechar del poder objetivado en 
las estructuras existentes. Una negación indeterminada de todo poder, empero, no logra 
discernir entre instituciones legítimas e ilegítimas. La crítica posmoderna se acerca a 
posiciones anarquistas que —a menos que la cuestión de la legitimidad sea obsoleta— 
terminan siendo una rebeldía testimonial e ineficaz. Dicho en otras palabras: la 
desconstrucción posmoderna tiene el mérito indudable de resaltar la complejidad como 
un fenómeno central de nuestra sociedad, pero me pregunto si también nos ofrece los 
medios para trabajar dicha complejidad. 

El rechazo a la razón se apoya en la existencia de diversas racionalidades; 
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constatación banal si alude al proceso de diferenciación propio a la secularización. 
Perdida la unidad que procuraban la religión y la metafísica, los distintos campos sociales 
se diferencian aceleradamente, cada cual desarrollándose de acuerdo con su lógica 
específica. Ya los filósofos de la Ilustración reconocían las racionalidades cognitiva- 
instrumental, moral-práctica y estético-expresiva como esferas diferenciadas. Pero el 
reconocimiento de tal diferenciación siempre iba acompañado de la búsqueda de algún 
principio de validez universal. La modernidad era concebida como una tensión entre 
diferenciación y unificación dentro de un proceso histórico que tiende a una armonía 
final Hoy día ha desaparecido el optimismo ilustrado acerca de la convergencia de 
ciencia, moral y arte para lograr el control de las fuerzas naturales, el progreso social y la 
felicidad de la humanidad. La reconciliación de lo bueno, lo verdadero y lo bello aparece 
como una ilusión de la modernidad. El desencantamiento con esa ilusión sería la 
posmodernidad: la diferenciación de las distintas racionalidades es vista como una 
escisión. 

La ruptura con la modernidad consistiría en rechazar la referencia a la totalidad. Sin 
embargo, permanece ambiguo el alcance de ese nuevo desencanto: ¿se rechaza la 
referencia a la totalidad articuladora de los diferentes campos porque no es posible o 
porque ya no es necesaria? ¿O no podemos prescindir de una noción de totalidad, pero 
pensada en otros términos? A mi entender, el debate sobre la llamada posmodernidad 
deja abierta una cuestión de fondo: ¿la tensión entre diferenciación y articulación sigue 
siendo un problema práctico o se trata de un asunto obsoleto? 

El desencanto siempre tiene dos caras: la pérdida de una ilusión y, por lo mismo, una 
resignificacion de la realidad. La dimensión constructiva del desencanto actual radica en 
el elogio de la heterogeneidad. Asistimos a una nueva dinámica a la vez amenazante y 
estimulante. Amenazante porque se vienen abajo paisajes que nos eran familiares y 
permitían movernos con cierta previsión. No importa que la certidumbre fuese ilusoria; lo 
importante es la existencia de algunos referentes compartidos. Ahora todo se acelera y 
nada está en su lugar. Junto con este sentimiento de precariedad, muchas veces 
paralizante, la nueva dinámica provoca revulsiones creativas. ¿Por qué dar por sentado 
que la homogeneidad favorece el entendimiento pacífico y considerar la heterogeneidad 
como fuente de conflicto?” Demasiados años hemos estado denunciando la 
“heterogeneidad estructural” de América Latina como obstáculo al desarrollo, sin 
considerar que ella podría fomentar una interacción mucho más densa y rica que la 
homogenización anhelada. 

Ahora bien, nuestras críticas a la heterogeneidad no eran tan infundadas. Nacen de la 
preocupación por una comunidad cada vez más erosionada. Es desde el punto de vista de 
una identidad amenazada que vemos la heterogeneidad como una fragmentación a 
rechazar. Se trata de una crítica razonable por cuanto, en efecto, la heterogeneidad no 
produce una mayor dinámica social, a menos que se complemente con alguna noción de 
comunidad. De ser así, tal vez debiéramos reformular el problema. En lugar de seguir 
haciendo hincapié en la heterogeneidad de nuestras sociedades habría que revisar nuestra 
idea de comunidad. O sea, lo problemático sería, ante todo, la noción de comunidad que 
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usamos. Más que una “crisis de consenso”, se trataría de una crisis de nuestra 
concepción del consenso. 

La historia nos enseña que cuanto mayor es la fragmentación de la sociedad en 
campos segmentados, mayor es el voluntarismo por restaurar una integración orgánica. 
Pero la voluntad de síntesis, cuando no están dadas las condiciones objetivas, no puede 
sino expresarse por un acto de violencia sobre la sociedad. Nuestras dictaduras son 
fundamentalmente eso: imposición de una unidad orgánica a una realidad heterogénea y 
compleja. Pues bien, sólo superaremos el autoritarismo en la medida en que lleguemos a 
una comprensión y valoración distintas de esa modernidad dispersa y excéntrica. Vale 
decir, nos falta una teoría de la modernidad que reconozca la existencia de la diversidad; 
el valor que ella tiene y la necesidad de darle una coherencia sólo formal, nunca 
sustantiva.'” 

En este desplazamiento del enfoque consiste la contribución que el “clima 
posmoderno” aporta al debate sobre la democracia. Históricamente, el recelo frente a la 
heterogeneidad como amenaza a la integración social se extiende al campo político. La 
democracia latinoamericana siempre ha estado atravesada por una desconfianza de la 
pluralidad en tanto cuestionamiento indebido de la unidad nacional. En los últimos años la 
experiencia autoritaria y la cultura posmoderna, reforzándose mutuamente, cuestionan el 
significado aparentemente unívoco de esa unidad. Se comienzan a valorar el pluralismo 
étnico y cultural, la diversidad de las estructuras económicas y la tolerancia político- 
ideológica. O sea, se revaloriza positivamente la diferencia social. Ésta no es identificada 
lisa y llanamente con las divisiones y desigualdades sociales; surge una nueva sensibilidad 
respecto a las “justas diferencias”. Es éste el aporte posmoderno, por asi decir, sólo que 
—en América Latina— no se agota en un elogio de la heterogeneidad. Aquí, la 
revalorización de la heterogeneidad no deja de remitir a la cuestión del orden. ¿Cómo 
distinguir una diversidad legítima de las desigualdades ilegitimas? 

Al criticar los “grandes relatos” la discusión vuelve a plantear el ordenamiento de la 
vida social como tema central. Pero ¿qué alternativa ofrece esa crítica? Como 
consecuencia de su rechazo a nociones de totalidad, ésta no se preocupa de la 
institucionalización de lo colectivo. Aun más: el desencanto posmoderno suele expresarse 
justamente como una pérdida de fe en el Estado. El Estado es percibido más que todo 
como un aparato de dominación, siempre sospechoso de buscar un control totalitario. La 
desconfianza frente al “ogro filantrópico” está ciertamente justificada; donde el Estado 
asume tareas de responsabilidad colectiva tiende a liquidar la responsabilidad individual. 
Pero en su rechazo a la disposición estatista, la cultura posmoderna suele descartar la 
cuestión misma del Estado. Su antinstitucionalismo desconoce la dimensión simbólica del 
Estado moderno. Erosionado el fundamento divino, la sociedad está obligada a crear una 
nueva instancia que le permita estructurar sus divisiones; será el Estado el referente por 
medio del cual los hombres se reconocen y se afirman en tanto orden colectivo. Esta 
representación del “todo” mediante el Estado se encuentra hoy cuestionada, sea en 
términos teóricos o como resultado del mismo proceso de secularización. 

Para Niklas Luhmann, por ejemplo, la diferenciación funcional de la sociedad 
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moderna conduce a un conjunto de subsistemas, siendo el Estado uno mas, sin algun 
estatuto privilegiado para representar al sistema social en su totalidad. “No system of 
functions, not even the political, can take the place of hierarchy and its summit. We live 
in a society which cannot represent its unity in itself, as this would contradict the logic of 
functional differentiation. We live in a society without a summit and without a centre. 
The unity of society no longer comes out in this society [...]. Systems of functions can 
only legitimate themselves. That is, no system can legitimate another.”'' 

Desde otro punto de vista, Robert Bellah llega a conclusiones similares. Antafio una 
esfera publica y sagrada, la politica también sufre el avance progresivo de la privatizacion 
y de la secularización. “Such a privatized and secularized politics, though celebrated by 
many political scientists, seems unable to stimulate not only patriotism but even respect. 
Being of uncertain legitimacy itself it cannot supply social legitimation and instead 
becomes the source of widespread cynicism and desaffection.”? 

También en nuestros países ha desaparecido el halo metafísico que irradiaba el 
Estado; hoy nos parece anacrónico el patriotismo con que en el siglo XIX teatro, pintura o 
poesía exaltaban al Estado como encarnación de la unidad nacional. El Estado actual 
termina reducido a uno de los tres poderes, el Ejecutivo, el que a su vez lleva más y más 
el sello de la maquinaria burocrática. De imagen de colectividad el Estado pasa a ser una 
cierta unidad administrativa. Incluso ésta se encuentra amenazada por la privatización del 
Estado. En la medida en que el Estado deviene un “mercado político” de intereses 
particulares, a los ciudadanos les resulta difícil reconocer en el Estado una res publica. 
Se desvanece la dimensión simbólica del Estado que —sea como burocracia o como 
mercado— aparece ahora guiado exclusivamente por una racionalidad formal- 
instrumental. 

Llegamos a un punto decisivo para comprender el desencanto posmoderno. Ese 
discurso omnicomprensivo que ciertos intérpretes de la posmodernidad atribuyen a una 
razón planificadora, controladora, objetivizante, sistematizante, en fin, esa razón 
totalizante no es sino la racionalidad formal. En mi opinión, el problema no es tanto la 
razón en su tradición ilustrada como la identificación de la razón con la racionalidad 
formal. La discusión destaca la diferenciación de los diversos aspectos de la vida social 
sin prestar suficiente atención a esa racionalidad formal que cruza las lógicas específicas 
de cada campo. Ésta genera una especie de “integración sistemática” que se impone a 
espaldas de la ciudadanía. Con frecuencia, las demandas sociales son absorbidas 
administrativamente por la burocracia estatal aun antes de entrar a la arena política. Con 
lo cual el debate politicoparlamentario aparece como un “teatro” irrelevante frente al 
predominio absoluto de la racionalidad formal. Esta racionalidad es imprescindible, no 
cabe duda, sólo que por sí misma no asegura la articulación del proceso social. Por eso 
fracasa una política que se guía exclusivamente por un cálculo de medios y fines. La 
incompetencia en representar a la sociedad en su conjunto, que Luhmann imputa a la 
política, en realidad corresponde a la racionalidad formal. A ello apunta Bellah cuando 
aborda la privatización y secularización de la política. Ahora bien, siendo esta forma de 
política racional-formal la manera actualmente predominante, hay que referir a ella el 


200 


desencanto. No es un desencanto con la politica como tal, sino con determinada forma 
de hacer politica y, en concreto, una politica incapaz de crear una identidad colectiva. 
Invirtiendo el punto de vista: no veo en el elogio posmoderno de la heterogeneidad un 
rechazo a toda idea de colectividad, sino por el contrario, un ataque a la falsa 
homogeneización que impone la racionalidad formal. 

Visto así, la posmodernidad no se opone al proyecto de modernidad como tal, sino a 
determinada modalidad. No se trata de una modalidad menor, por cierto. Es un 
desencanto con aquel proceso de “racionalización” que Max Weber consideró 
característico de la modernidad. Weber concibe la racionalización del mundo como un 
sistema de complementariedad.'’ Una vez perdida la unidad que procuraba la religión, la 
relativización de los valores obliga a su privatización. La vida social sólo puede ser 
organizada como una convivencia pacífica si la fe, las normas morales y los gustos 
estéticos son relegados dentro de los límites del fuero privado como un asunto de la 
conciencia individual. La privatización de la subjetividad se complementa con la 
formalización de la esfera pública; la política, el derecho, la economía son sometidos a 
una racionalidad formal, valorativamente neutral. Este dualismo entre ámbito público y 
privado, entre procedimientos y valores es indudablemente un acto emancipatorio. Nada 
peor que un poder moralizador que exige no solamente obediencia, sino amor y fe. Con 
la separación de política y fe, de poder y amor, toma cuerpo la autonomía individual. 
Pero esa promesa de autonomía con que se inicia la modernidad es pronto contradicha 
por el irresistible avance del mercado y de la burocracia. La “racionalización del mundo” 
desemboca nuevamente en un sistema cerrado. 

Lo que Max Weber todavía reflexiona con desgarro, posteriormente es 
conceptualizado sin el menor desconcierto. Poco a poco se cristaliza una visión monista 
del capitalismo. En el concepto de “modernización” la modernidad ha quedado reducida 
al despliegue de la racionalidad formal. El proceso social es pensado exclusivamente 
desde el punto de vista de la funcionalidad de los elementos para el equilibrio del sistema. 
Se define entonces la modernización política de un modo ahistórico por el desarrollo de 
las diversas capacidades del sistema (simbólicas, reguladoras, extractivas y 
distributivas).'* Los requisitos funcionales del “sistema” reemplazan a las antiguas 
categorías de soberanía, representación, voluntad, etc., neutralizando políticamente la 
cuestión del orden. La democracia es “limpiada” de toda aspereza y resistencia a la 
racionalidad formal, al punto que se elimina igualmente todo pathos. Se debilitan 
entonces el compromiso moral y los lazos afectivos sobre los cuales descansa el orden 
democrático y finalmente a la ciudadanía lo mismo le da un régimen político que otro. 

En resumen, el desencanto actual se refiere a la modernización y, en particular, a un 
estilo gerencial-tecnocrático de hacer política. Esta interpretación me parece que está 
avalada por algunas tendencias que están a la vista. Pienso, por ejemplo, en la 
preocupación por los derechos humanos. Más que una reivindicación frente al Estado, se 
trata de un cuestionamiento de un Estado que sólo logra respetar la pluralidad de valores 
excluyéndolos del ámbito político. No está en tela de juicio la distinción entre política y 
moral, sino su escisión y la consiguiente reducción de la política a una racionalidad 
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valorativamente neutral. Otro ejemplo es el interés por la vida cotidiana. Hablar aqui 
simplemente de “privatización” sería aceptar el mencionado dualismo entre esfera publica 
y privada cuando, en realidad, se trata justamente de romper con él. Tampoco en este 
caso se cuestiona la diferenciación de uno y otro ámbito; lo que se rechaza son los límites 
cuasiontológicos en que quedó enclaustrada la actividad política. Finalmente, recuerdo la 
demanda de un pluralismo radical. La menciono porque no se contenta con reivindicar 
una pluralidad de actores políticos o una pluralidad de racionalidades diferenciadas según 
las diversas áreas. La demanda es radical en tanto apunta a una pluralidad de 
racionalidades dentro del mismo campo político; o sea, en tanto rechaza una “lógica 
política” única. Ello se expresa en la “política informal” que introducen los nuevos 
movimientos sociales con su renuencia a la institucionalización y a la formalización. Esta 
reacción puede llegar a ser premoderna e incluso irracional, por cierto, pero no es un 
curso inevitable si sabemos leer los anhelos subyacentes. 

Los ejemplos señalados me parecen expresivos del desencanto posmoderno. Nuestras 
sociedades desean ser “modernas”, desde luego, pero no confundamos modernidad y 
modernización. Se trata, recalco, de un desencanto con la modernización y no con la 
modernidad. Lo que se revela una ilusión es la pretensión de hacer de la racionalidad 
formal el principio de totalidad. En este sentido, el término “posmodernidad” es 
equívoco. Por un lado, implica una ruptura, pero solamente con una modalidad 
determinada de la modernidad. Que esta modalidad sea la hegemónica no implica, 
empero, que no podamos concebir y desarrollar el proyecto de modernidad de otra 
forma. Es éste, precisamente, el desafío que plantea el debate actual. Por otro lado, no 
podemos hablar de una ruptura en la medida en que el desencanto no abandona la 
tensión entre diferenciación y articulación que, según vimos, caracteriza a la modernidad. 
El desencanto posmoderno no ha hecho desaparecer el problema de fondo. Por el 
contrario, los ejemplos mencionados indican un rechazo a la segmentación de los 
diversos aspectos de la vida social, aunque no formulen una noción alternativa de lo 
colectivo. Justamente por su ausencia, sin embargo, está presente el problema. No 
podemos, creo yo, trabajar la complejidad de la sociedad moderna sin algún referente 
colectivo. 

El desencanto posmoderno contempla pues, en mi opinión, un doble desafío que nos 
invita: 1) a repensar el proyecto de la modernidad y, para ello, 2) hacer hincapié en la 
articulación de las diferencias sociales. Lo que nos propone, en resumidas cuentas, es 
invertir nuestro enfoque: en lugar de preguntarnos, a partir de una unidad supuestamente 
dada, cuánta pluralidad soportamos, la llamada “posmodernidad” consiste en asumir la 
heterogeneidad social como un valor e interrogarnos por su articulación como orden 
colectivo. 


4. EL DESENCANTO CON LA REDENCIÓN 


Otra dimensión del actual desencanto es la pérdida de fe en el progreso. Ésta se refiere 
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directamente a la modernidad, una de cuyas características, según vimos, es haber 
modificado nuestra conciencia del tiempo: la época moderna deja de ser tributaria de 
algún pasado ejemplar y se define cara al futuro. El tiempo se acelera desvalorizando 
rápidamente cualquier adquisición, mientras que lo nuevo se consagra como un valor en 
sí. Emblema de la novedad, la vanguardia (sea artística o política) desplaza a la tradición. 

La fe en el valor de la novedad hace del progreso una categoría central. La idea de 
progreso permite estructurar un futuro abierto, neutralizando las fugas de sentido 
mediante una construcción teleológica: al creer en un sentido de la historia nos 
aseguramos ante todo del sentido del presente. Vemos aquí los efectos de la 
secularización que, junto con abolir la visión sacra del mundo, ha de encontrar un cauce 
a las esperanzas en una vida mejor. También son secularizadas las promesas celestiales 
de armonía y felicidad, ahora proyectadas al reino humano y, en concreto, a la política. 
De ahí el pathos del progreso. No lo miremos en menos; de él también se nutre la 
democracia. Es la fe en una sociedad más libre y justa lo que permite justificar los 
sacrificios y sobrellevar las reiteradas insuficiencias. En realidad, si la idea de progreso 
crea ilusiones, también relativiza las desilusiones. (Si los desengaños fuesen definitivos, 
¿quién creería en la democracia hoy día?) Un desencanto radical resulta insoportable 
porque, en el fondo, corresponde a una utopía, la de una sociedad plenamente autónoma, 
idéntica consigo misma. En consecuencia, el actual debate sobre la posmodernidad no 
escapa a la pregunta por el mañana: una vez criticadas las ilusiones del progreso, ¿qué 
esperanza nos hacemos? Pensando en la relevancia del “credo” político para el arraigo 
afectivo de las instituciones democráticas hemos de revisar el desencanto que 
tematizamos como posmodernidad desde este punto de vista. 

La posmodernidad presume un agotamiento de la secularización; la capacidad 
innovadora de la sociedad se habría extendido y acelerado a tal punto que convierte en 
rutina el progreso y finalmente lo vacía de contenido. La diferenciación de todos los 
campos avanza sin cesar, pero en ese abanico infinito de novedades resulta cada vez más 
difícil apreciar algo realmente “nuevo”. Acostumbrados a una interminable secuencia de 
innovaciones, la mirada se cansa del déja-vu. Los cambios son marginales y previsibles, 
formando una cadena de repeticiones. El futuro termina diluyéndose en el presente y 
deja de tener valor. Las promesas de una nueva sociedad aparecen como una fata 
morgana que se disuelve apenas intentamos acercarnos. Un aspecto ilustrativo, aunque 
poco reflexionado, de este fenómeno es la resignificación del socialismo en los años 
recientes. Durante largas décadas el socialismo fue, a pesar de las críticas recurrentes, un 
símbolo del progreso social y, como tal, una alternativa al capitalismo. De pronto, en un 
lapso corto, deja de ser percibido como una alternativa. ¿Qué ha ocurrido? Tal vez más 
que un fenómeno estrictamente político sea un giro cultural: la idea de una emancipación 
progresiva parece haber perdido sentido. En cambio, se vuelve atractiva la imagen de un 
eterno retorno. El discurso posmoderno expresa ese nuevo estado de ánimo, 
denunciando al progreso como una ilusión. 

También en este caso el desencanto posmoderno tiene una doble cara: el desmontaje 
del progreso ilusorio se traduce en un elogio del presente. Esta revalorización me parece 
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positiva, desde luego. Demasiado tiempo hemos vivido el presente como mera antesala 
del futuro, sacrificando incluso libertades conquistadas en aras de la “tierra prometida”. 
El desencanto recupera el presente, dándole una dignidad propia." 

Ello significa, por encima de todo, renunciar a cualquier “huida hacia adelante”. 
Abandonando una perspectiva futurista que enfoca los problemas exclusivamente por 
medio de algún modelo de sociedad futura, nos abrimos a las tensiones y contradicciones 
existentes. Éstas pierden su connotación peyorativa. Ya vimos la revalorización de la 
heterogeneidad por parte de la cultura posmoderna; ésta permite enfrentar la complejidad 
social sin pretender reducirla de inmediato. Hoy ya no se trata tanto de tolerar el discurso 
(que remite a un sentido común o mayoritario) como de fomentar una multiplicidad de 
sentidos, sin presuponer una instancia última. Desde este punto de vista, la incertidumbre 
es un rasgo distintivo de la posmodernidad. No obstante esa nueva disposición por 
asumir la ausencia de certezas, ello tiene un límite. Más allá de cierto punto, el 
desencanto deja de ser una benéfica pérdida de ilusiones y se transforma en una peligrosa 
pérdida de sentido. 

Parece razonable presuponer que existen núcleos duros de sentido, dados por las 
condiciones materiales de vida, entre ellos, la estructuración del tiempo en pasado, 
presente y futuro. No podemos prescindir de tal construcción de continuidades y 
discontinuidades sin ser devorados por un presente infinito. ¿Qué es la locura sino esa 
ausencia de límites? Estaríamos viviendo nuevamente unos “años locos” si fueran ciertas 
las consignas de algunos círculos juveniles europeos. Los graffiti no future o everything 
goes nos hablan de un mundo desquiciado. Ambas afirmaciones se refieren 
recíprocamente: si “todo va”, no hay manera de imaginarnos un mañana; y si no tenemos 
noción de futuro, nos falta toda perspectiva para elegir entre las múltiples posibilidades 
del momento y, efectivamente, todo es posible. La desestructuración posmoderna refleja, 
de manera consciente o no, “crisis de proyecto”. Por un lado, el porvenir es visto más 
como resultado de los efectos no deseados de la acción humana que como construcción 
deliberada. O sea, el futuro sería no sólo abierto, sino esencialmente opaco; la política 
podría intervenir puntualmente, resolviendo conflictos menores, pero no dirigir el curso 
de la historia. Si nuestra voluntad es ciega, ¿por qué interesarnos en la política? Por otro 
lado, hay una crisis de proyecto en tanto se han desdibujado nuestras imágenes del orden 
deseado. Ni capitalismo ni socialismo, ni izquierdas ni derechas ofrecen un “modelo” que 
resuma las aspiraciones mayoritarias. Los anhelos parecieran desvanecerse sin cristalizar 
en un imaginario colectivo. En fin, da la impresión que no sabemos qué podemos hacer, 
ni siquiera qué queremos. La llamada posmodernidad expresaría entonces no sólo un 
desmoronamiento de la idea de futuro, sino aun de la historia misma. En el fondo, habría 
comenzado la “poshistoria” (A. Gehlen). 

Hay quienes se instalan en el desencanto y lo racionalizan como un nuevo valor. En 
apariencia radical, esta actitud es profundamente conservadora: prefiere adaptarse al 
curso supuestamente natural del mundo. Parece que el temor a las desgracias en que 
desembocaron nuestros sueños nos censura los deseos. El desencanto engendra hastío y 
nos acosa la fatiga. Basta mirarnos y recordar al poeta: “Os digo que la vida está en el 
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espejo, y que vosotros sois el original, la muerte. [...] Estais muertos, no habiendo antes 
vivido jamas. Quienquiera diria que, no siendo ahora, en otros tiempos fuisteis. Pero, en 
verdad, vosotros sois los cadáveres de una vida que nunca fue. Triste destino”.'* Lo 
anunciaba César Vallejo: no hay vida sin sueños. La vida siempre sueña una vida mejor. 
Deseamos otro futuro, pero ¿qué futuro? ¿Qué es deseable? 

Este sentimiento de precariedad y desconcierto aparece tematizado bajo el nombre de 
posmodernidad. Al igual que el desencanto con la modernización, el desencanto con el 
progreso no elimina el problema de fondo. Sigue vigente la pregunta por una vida mejor. 
Y de ello ha de dar cuenta una interpretación adecuada del desencanto. A mi entender, el 
desencanto con el futuro es fundamentalmente una pérdida de fe en determinada 
concepción del progreso: el futuro como redención. '” 

La creencia en que podemos salvar nuestras almas por medio de la política es un 
sustituto al vacío religioso dejado por la secularización. Ésta da lugar a un proceso de 
“destrascendentalización” que traslada las esperanzas escatológicas a la historia humana 
proyectándolas al futuro como la finalidad del desarrollo social. El futuro se condensa 
entonces en utopías concebidas como metas factibles. De esta confusión de lo imaginario 
y lo empírico, de lo ideal y lo real surgen las ilusiones acerca de un final feliz y una 
armonía eterna. En nombre de su factibilidad (posiblemente de su proximidad) se 
justifican todos los sacrificios. Es decir, la idea de redención opera fundamentalmente 
como un mecanismo de legitimación: nos afirmamos a nosotros mismos, en contra de 
todas las vicisitudes existentes, proyectándonos a un futuro salvaguardado. ¿Pero no 
descansa toda política en tales ilusiones? Ya lo percibió el sagaz Maquiavelo: la sociedad 
requiere ilusiones, no como engaño “maquiavélico”, sino como proyecto de futuro que le 
permita cerciorarse de su presente fugaz. La ilusión es, paradójicamente, un elemento de 
certidumbre: aseguramos nuestra identidad mediante promesas de perpetuidad. Pues 
bien, si la política siempre se apoya en tales creencias motivacionales, ¿qué distingue al 
paradigma de la redención? La búsqueda de redención apunta a una plenitud más allá de 
la historia, escindida de toda condición empírica de existencia. No conoce mediación 
entre el presente y un futuro radicalmente otro. La expectativa de lo nuevo es rebasada a 
un grado tal que el porvenir sólo tiene valor en tanto discontinuidad absoluta. Las 
políticas redencionistas suelen así desembocar en una visión esteticista y moralizante de 
la política, cuando no en el terrorismo. Lo que distingue pues la creencia en la redención 
de otras culturas políticas es la fe en una ruptura total y el advenimiento ex nihilo de un 
orden integralmente diferente. El objetivo no es cambiar las condiciones existentes, sino 
romper con ellas. 

El encantamiento con las rupturas salvíficas va a la par con una visión monista de la 
realidad social. Pienso en los enfoques que ven al capitalismo como una lógica inexorable 
de alienación, un sistema unidimensional del cual no se puede escapar sino saltando fuera 
de él. La revolución sería ese salto a un orden nuevo, igualmente monolítico por cierto. 
Si la visión monista tiene como consecuencia una estrategia revolucionaria, a la inversa, 
cuando la cultura posmoderna abandona la idea de una racionalidad única a la vez 
renuncia a una estrategia de ruptura. En realidad, si consideramos que el proceso social 
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está cruzado por diferentes racionalidades, su transformación ya no puede consistir en 
“romper con el sistema”, sino en reformarlo. 

Se abre aquí una perspectiva para redefinir el reformismo. De acuerdo con la 
definición habitual, reformismo y revolución apuntan al mismo objetivo (la sociedad sin 
clases) diferenciándose según los caminos que llevarían a la meta. Sería una cuestión 
estratégica, como solía decirse. Ahora, está más claro que se trata de dos enfoques muy 
distintos. ¿Por qué no pensar el reformismo como una concepción desencantada del 
proceso social? Reformar la sociedad es discernir las racionalidades en pugna y fortalecer 
las tendencias que estimamos mejores. El resultado no será un orden puro y definitivo. 
Bien al contrario, nuestras sociedades seguirán siendo contradictorias y precarias como la 
vida. Y por lo mismo, procesos creativos. 

En fin, el desencanto puede ser políticamente muy fructífero. La sensibilidad 
posmoderna fomenta la dimensión experimental e innovadora de la política: el arte de lo 
posible. Pero esta revalorización de la política descansa sobre una premisa: una 
conciencia renovada de futuro. Sólo confiamos en la creatividad política en la medida en 
que tenemos una perspectiva de futuro. Visto así, el problema no es el futuro, sino la 
concepción que nos hacemos de él. El futuro mejor no está a la vuelta de la esquina, al 
alcance de la mano, de la fe o de la ciencia. Pero tampoco es una “uva verde” que 
conviene olvidar. Quizás, como dijera Rubert de Ventós, nos falta el valor para reconocer 
que “las uvas están maduras y que están más allá de nuestro alcance; que son deseables 
e inalcanzables; que hay problemas que no podemos solucionar, pero que tampoco 
podemos dejarnos de plantear”.'* En este sentido, el desencantado posmoderno podría 
renovar el impulso crítico y reformador de la modernidad. 
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EL SISTEMA DE PARTIDOS EN CHILE: UNA 
CONTINUIDAD PROBLEMATICA* 


Ala memoria de René Zavaleta 


1. EL PARLAMENTARISMO NEGRO 


Un primer rasgo distintivo del sistema de partidos en Chile es su tradición histórica. A 
diferencia de sus vecinos, Chile tiene un sistema de partidos institucionalizado desde el 
siglo XIX. Aunque elitista y finalmente dependiente del Estado, la sociedad política llega a 
tener un vigor tal que sobrepone a la Constitución presidencialista de 1933 formas 
parlamentarias de gobierno (1891-1924).' La Constitución de 1925 restablece el 
presidencialismo, pero sin debilitar el régimen de partidos. Éste se amplía y fortalece en 
los años treinta con la entrada de los partidos socialista y comunista al Parlamento, 
quedando la fractura clerical-laica definitivamente desplazada por las divisiones de clase.* 
El Frente Popular (1938) institucionaliza la lucha de clases, encauzando el conflicto 
según procedimientos democráticos. 

La institucionalidad democrática conlleva otro elemento distintivo del sistema 
partidista chileno: el eje derecha-izquierda como principio diferenciador de las posiciones 
políticas. Límites ideológicos y programáticos relativamente nítidos van estructurando un 
panorama político que en los años sesenta abarca tres campos de similar potencial 
electoral: la derecha (conservadores y liberales), el centro (radicales y demócrata- 
cristianos) y la izquierda (comunistas y socialistas). Esta configuración distingue el caso 
chileno de los demás países de la región y lo acerca a los procesos de Europa continental. 

Sobre este trasfondo cabe destacar un tercer rasgo: el carácter fundacional del golpe 
militar de 1973.* No se trata solamente de derrocar determinado gobierno sino de fundar 
un nuevo orden. Al igual que en Argentina y Uruguay, la imposición del nuevo orden 
supone abolir la política y acabar con el sistema de partidos. Negando explícitamente el 
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pasado democratico, el régimen militar chileno no crea (como el brasilefio)* una arena 
politica sustitutiva ni fomenta (como Stroessner)” un partido oficial. La persecución 
abarca —en términos legales— la disolución del Congreso Nacional (decreto ley 27 del 
24-9-73) y la destrucción de los registros electorales, la prohibición de los partidos de la 
Unidad Popular como asociaciones ilícitas (decreto ley 77 del 13-10-73) y la confiscación 
de sus bienes. Los demás partidos, inicialmente declarados en receso (decreto ley 78), 
son disueltos en marzo de 1977 (decreto ley 1674). Desde entonces se penaliza la 
ejecución y promoción de toda actividad de índole político-partidista. La lucha contra los 
partidos marxistas en particular es incluso elevada a rango constitucional; en su artículo 
8, la Constitución de 1980 proscribe las organizaciones políticas y sanciona toda 
actividad que propugne una concepción de la sociedad y del Estado fundada en la lucha 
de clases. En cambio, actualmente (1985) todavía no están promulgadas las leyes 
orgánicas,” previstas por la Constitución, que regulen los partidos políticos y el sistema 
electoral. 

A pesar de la prohibición jurídica y la represión fáctica de las organizaciones políticas, 
éstas subsisten. “La idea de que un gobierno autoritario puede comenzar de nuevo y 
producir una nueva generación de ciudadanos, para los cuales el pasado sea mera 
historia, podrá ser atractiva para los gobernantes autoritarios pero va a contracorriente de 
la obstinada persistencia de ese mismo pasado.”” Por lo general, todo sistema de partidos, 
una vez conformado, queda relativamente congelado. Chile no es una excepción. Punto 
de partida de todo análisis es la continuidad de los partidos. Esa persistencia se nutre, 
inicialmente, de la mera autoafirmación voluntarista de las antiguas identidades y de un 
rechazo moral al régimen militar. Éste, por su parte, no hace intentos por integrar a la 
oposición. La violación sistemática de los derechos humanos y la exclusión programática 
de gran parte de la población impiden que el nuevo ordenamiento sea reconocido como 
legítimo por amplios sectores sociales. De este modo, la oposición se consolida como una 
fuerza antisistema. 

Los partidos adquieren nuevamente visibilidad a raíz de la crisis económica en 1982, 
La primera jornada de protesta nacional del 11 de mayo de 1983” señala el fracaso del 
proyecto refundacional del régimen militar. Desde la protesta social surge de modo 
confuso y balbuceante la política. Es decir, la reactivación de los partidos es el producto 
de una crisis y no (como en España o Brasil) de una modernización de la sociedad. Y ello 
condicionará profundamente las expectativas de democratización. 

A partir de 1983, el régimen autoritario pierde la iniciativa, sin que la gane la 
oposición. Se ha perdido la confianza en el régimen como un orden duradero sin que se 
visualice una alternativa concreta. La misma Constitución de 1980 anuncia el término de 
la futura democracia. En estas circunstancias, la continuidad de los partidos se expresa 
bajo la forma de un “parlamentarismo negro” (Gramsci). En ausencia de “reglas de 
juego” existe un “mercado negro” de la política. Reaparece la actividad político-partidista 
como la principal dinámica del proceso social, pero sin un espacio institucional 
reconocido y sin un horizonte temporal. Tratemos de situar con mayor precisión este 
“momento”. 
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2. UN PERIODO DE PRETRANSICION 


El papel de la organización partidista asi como la relación entre los partidos varían según 
consideremos el periodo de auge autoritario, de transición democrática y de consolidación 
democrática. 

Durante el primer periodo, caracterizado por un pleno asentamiento del orden 
autoritario, no hay un sistema de partidos sino un corte más o menos radical entre la 
dictadura y las antiguas organizaciones partidistas. Por un lado, la derecha se 
autodisuelve y sus bases se incorporan al proyecto gubernamental. Por el otro, los 
partidos de centro y de izquierda defienden su identidad mediante la oposición al 
régimen; reafirman su razón de ser dando expresión a la resistencia antiautoritaria. 

Pasamos a un periodo de transición cuando se plantea (en términos oficiales o de 
hecho) la cuestión de la alternativa. Las identidades políticas ya no se afirman “hacia 
atrás” por el pasado pregolpe, ni siquiera por los méritos en la resistencia antidictatorial, 
sino “hacia adelante”. Es una fase de recomposición de los distintos partidos y 
simultáneamente del sistema de partidos en función del orden futuro. 

La actual coyuntura puede ser caracterizada como una fase de pretransición en el 
sentido de que la duración del régimen autoritario aparece transitoria. El orden 
existente ya no ofrece un horizonte capaz de ir incorporando los acontecimientos como 
momentos de un devenir. 

El marco de lo posible —el futuro— se ha vuelto imprevisible. Para bien y para mal, 
todo deviene precario y aleatorio. No sólo el descontento social, sino la misma 
Constitución de 1980 ponen un plazo al gobierno del general Pinochet. Su periodo 
presidencial finaliza en 1989 (pudiendo ser reelegido plebiscitariamente), fecha en que 
entraría en funciones el Senado y la Cámara de Diputados. 

Si la dictadura se muestra transitoria, por otra parte, la transitoriedad no tiene plazo. 
No obstante la incertidumbre, todos los eventos son interpretados desde ya en función de 
un futuro postautoritario. La perspectiva de una ruptura, sea revolucionaria o pactada, 
marca la situación chilena desde 1982. Esta fase puede ser corta (como en Argentina) o 
larga (como en Brasil) y la misma tensión entre un régimen a plazo y un plazo sin límite 
fijo es uno de los rasgos relevantes de la situación. 

Una segunda característica (vinculada a la incertidumbre de una transición 
indeterminada) es la pérdida de iniciativa o, directamente, la ingobernabilidad. Sigue 
intacta la fuerza estatal de dominación, pero se desvanece la capacidad de conducción. 
Es decir, el régimen ya no es capaz de crear y asegurar pautas de acción racional. Una 
vez que se sabe limitada la vigencia del orden establecido, el recurso de los dispositivos 
de poder estatal (por ejemplo, el estado de sitio) puede atemorizar, pero resulta ineficaz 
para restaurar la credibilidad de las instituciones existentes. 

La dificultad de encontrar criterios de racionalidad política proviene en buena medida 
de la inseguridad en cuanto a las coordenadas básicas de tiempo y espacio. El tiempo no 
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ofrece criterios de ajuste recíproco entre los grupos sociales, ni como experiencia 
compartida de un pasado (objeto de interpretaciones muy diferentes) ni como 
perspectivas conmensurables de futuro. La misma crisis económica agrava el contraste 
entre los diferentes horizontes temporales, dificultando una sincronización de las 
expectativas. Por otra parte, tampoco hay una dimensión espacial compartida. Los 
límites entre espacio público y espacio privado son borrosos y no estructuran el campo 
de la acción social. Se trata, en el fondo, de un conflicto acerca del terreno de la política. 
De la supuesta abolición de la política pasamos al extremo opuesto: todo es interpretado 
en tanto acto político y, por ende, no existe un espacio político propiamente tal. 

La dilución de las coordenadas temporales y espaciales de la política da al periodo de 
pretransición su característica volatilidad: todo parece posible. La indeterminación del 
“Juego” político abarca también las “reglas del juego” que, siendo vigentes, han perdido 
fuerza normativa; todo cae bajo la sospecha de lo provisorio y transitorio. ¿Qué es 
realmente posible? En estas condiciones de incertidumbre, en que las normas todavía 
rigen, pero ya no vinculan: ¿cómo desarrollar una comunicación intersubjetiva en que se 
forma un juicio colectivo sobre la realidad social? Resulta difícil distinguir entre lo 
prohibido y lo lícito, lo prudente y lo aventurado, lo responsable y lo cínico. La política 
deviene una apuesta incalculable —y sin fondos—. Esta incertidumbre fomenta el 
fraccionamiento de los partidos y dificulta la institucionalización de un campo político. 

En esta situación el principal problema de los partidos es su representatividad. La 
representación es un postulado no comprobable. En un periodo que exige delicadas 
negociaciones y, por ende, una “politica cupular” hay fundadas dudas acerca de quiénes 
son los interlocutores válidos. Los cambios en la élite o “clase política” chilena han sido 
menores, pero en todo caso no son liderazgos refrendados por mandatos electorales. Y 
aunque un dirigente pueda presentarse como portavoz de determinado partido, nadie 
sabe si esa voz es representativa. La inercia histórica de la organización partidista no 
implica una continuidad de la identidad colectiva. De ahí la ambigtiedad de todo periodo 
de pretransición: los partidos han de proclamar su representatividad a sabiendas de que es 
una ficción porque sólo así crean una institucionalidad que sea verosímil y que, más 
adelante, permita desarrollar una representación política efectiva. 

La situación ilegal de los partidos en el actual periodo puede ser una onerosa hipoteca 
sobre el futuro sistema. La preocupación por la inestabilidad se refleja en un editorial 
dominical de El Mercurio (19 de agosto de 1984). Tras señalar que “la generación de 
partidos políticos en el contexto de un gobierno autoritario constituye en sí una situación 
anómala que tiende a actuar en favor de las colectividades oficialistas en desmedro de los 
independientes o las de oposición”, agrega: “El funcionamiento de partidos en una 
transición que sea meramente jurídica, que no implique una mayor cuota de participación 
de la ciudadanía en las decisiones públicas y en la fiscalización de los actos del Ejecutivo, 
y en que los partidos no puedan cumplir ninguna de las funciones anteriormente 
señaladas podría tender a estimular los rasgos más negativos del sistema, contribuyendo a 
su deterioro y desprestigio. La existencia de partidos y directivas que durante un tiempo 
prolongado no estarán sometidos al control de la ciudadanía por medio de elecciones 
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permitira a éstos actuar irresponsablemente y eludir su deber de proporcionar opciones 
realistas frente a los problemas del pais.” 

La realización de elecciones libres es un importante instrumento de medición del peso 
político de las distintas opciones. Pero ello supone la previa elaboración de las opciones, 
lo cual nos remite a lo que es, a mi parecer, el problema de fondo: la recomposición de 
las identidades políticas. Este proceso —de por sí difícil de estudiar— queda oscurecido 
por la inercia histórica de los partidos. Las viejas siglas simbólicas y referencias 
ideológicas persisten y me pregunto si son materia viva de la memoria o formas muertas 
que impiden descubrir (nombrar, pensar) lo novedoso del presente. ¿En qué medida la 
visible continuidad de las organizaciones y los discursos partidistas expresa la duración 
(dañada, pero válida) de las antiguas estructuras de valores y pautas de conducta y/o en 
qué grado oculta una discontinuidad en las significaciones? En realidad, el hecho es que 
entre forma y contenido no existe necesariamente una correspondencia directa y eso es lo 
que hace tan difícil el análisis del sistema de partidos, particularmente en fases de 
transición. 

Como hipótesis general de trabajo presumo que el sistema de partidos se reconstituye 
mediante la reconstrucción de las identidades políticas. La hipótesis pone un acento 
polémico en la “cultura política” frente al énfasis predominante en la “ingeniería 
institucional”. No es que desconociera la importancia de ésta, especialmente en el actual 
periodo. Pero justamente al apostar a una reforma institucional se hace indispensable 
repensar la institucionalidad. En este sentido advierto que el sistema de partidos es más 
que una cuestión institucional. Vale decir: hay que situar las dinámicas institucionales en 
el contexto de determinada (y diferenciada) cultura política, considerando tanto el peso 
de la tradición como las posibles innovaciones. 


3. LA CRISIS SOCIAL 


La reconstrucción del sistema político se inserta en la reconstrucción de la vida social. La 
implicancia y simultaneidad de ambas tareas vuelve problemática la mencionada 
continuidad del sistema de partidos. Éste habrá de recomponerse y operar bajo nuevas 
condiciones sociales que —dada la opacidad existente— apenas se conocen en sus 
efectos político-ideológicos. ¿Cómo se modificaron las jerarquías de valores y las pautas 
de comportamiento, los deseos y temores de los distintos grupos sociales? A falta de un 
espacio público en que la gente pueda verbalizar, interpretar y confrontar sus experiencias 
de estos años, el debate constitucional y cualquier diseño institucional tiene un aire de 
ficción. 

La relativa solidez del sistema de partidos deviene un congelamiento arcaico si no se 
consideran las transformaciones de la sociedad chilena, tanto de sus estructuras como del 
modo de vida. Cabe destacar que la mitad de la actual población electoral tenía menos de 
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15 años en 1973. O sea, uno de cada dos electores potenciales no conocen mayormente 
la democracia, su funcionamiento, sus posibilidades y sus límites. Incluso reconociendo 
la fuerte influencia de la transmisión familiar en las lealtades políticas, la participación 
ciudadana estará muy condicionada por las nuevas estructuras y los hábitos sociales. 

¿Cuáles son las condiciones sociales en que se constituye el nuevo campo político? 
Bajo el punto de vista del proceso económico, constatamos el fracaso de una 
modernización capitalista acelerada: no aumentó la riqueza nacional ni su redistribución 
social.* Tuvo lugar una terciarización de la economía que desmantela la base industrial e 
infla el sector financiero. A pesar del clima favorable al capital, es más racional la 
especulación que la inversión productiva. Por otra parte, no sólo se polariza la escala de 
ingresos y remuneraciones, sino que aumenta drásticamente la tasa de desocupación, 
creándose un alto nivel de desempleo estructural. ¿Esta situación será leída en la 
tradicional clave anticapitalista? En todo caso, el marco de posibles cambios es estrecho. 
La misma terciarización, basada en el endeudamiento externo, profundiza la 
internacionalización de la economía chilena y su dependencia histórica del mercado 
mundial. 


Bajo el punto de vista de la estructura social cabe señalar, por una parte, la 
disminución en volumen y peso estratégico de los obreros asalariados y la fuerte 
expansión del “empleo informal”. No sólo disminuye la base social de la organización 
sindical, sino que además se altera el campo de experiencia obrera. En ese sentido, 
adquiere gran relevancia política la desocupación crónica de la juventud. Durante años 
sin trabajo estable, la juventud popular no se socializa en el cálculo medio-fin, el control 
del tiempo y la distinción de espacios, ni aprende la construcción de relaciones sociales 
formales y la negociación de las pautas de interacción. Por otra parte, no renace el 
latifundio tradicional. Pero tampoco surge un empresariado dinámico con proyecto 
autónomo; a pesar de la economía neoliberal, los sectores empresariales no se 
independizan de la tutela estatal. Los sectores medios, en cambio, ven debilitados sus 
tradicionales vínculos con la administración pública. Hay una creciente heterogeneidad en 
estos sectores, históricamente tan importantes en Chile, que fomenta el sentimiento 
generalizado de una polarización social explosiva. 

En resumen, en Chile el autoritarismo no está asociado a una modernización 
capitalista exitosa. A diferencia de lo que aconteció bajo la dictadura franquista en los 
años sesenta? y bajo la dictadura brasileña en los setenta,” en Chile no tuvo lugar un 
proceso de urbanización e industrialización, no hubo una expansión de la educación ni de 
la organización sindical y gremial. Con lo cual no se quiere decir que la sociedad chilena 
no haya sufrido transformaciones. Hay cambios sociales, pero más como destrucción de 
las anteriores estructuras que como desarrollo de nuevas. Por consiguiente, tampoco se 
ve surgir aquella nueva cultura política que —producto de la modernización 
socioeconómica— impulsara los procesos de democratización en España y Brasil. En 
Chile la experiencia autoritaria ha modificado la cultura política tradicional (revalorización 
de la llamada “democracia formal” y de las estrategias de concertación, énfasis en los 
derechos humanos) pero de un modo defensivo, como denuncia del autoritarismo. 
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Podemos hablar de crisis en el sentido de que las alteraciones del orden social son 
vividas como una amenaza a la identidad social.* Esta experiencia de amenaza a la 
identidad remite a los cambios introducidos por los gobiernos de Frei y Allende, pero se 
extiende masivamente y adquiere mayor intensidad con la gran recesión de 1982-1983.* 
Mientras que el régimen democrático fomenta el desarrollo de identidades colectivas, 
absorbiendo relativamente las siempre marcadas divisiones con la sociedad chilena, la 
dictadura socava aquellas identidades colectivas y, por tanto, desestructura la 
diferenciación social. El derrumbe de los límites clasificatorios (mediante los cuales la 
gente distingue y ordena sus relaciones sociales) significa la atomización de la 
convivencia. Vale decir: al contrario de la experiencia común, en Chile la dictadura no 
implica el delineamiento de límites sociales claros y fijos sino una desestructuración 
radical. 

La experiencia de una amenaza vital a la identidad se expresa en la llamada “cultura 
del miedo”. Ésta es producto de la inseguridad material: la represión estatal, la violencia 
cotidiana, la inestabilidad ocupacional. Pero además y tal vez más importante sea la 
inseguridad cognitiva, emocional y moral. 

Las experiencias sociales apenas son reflexionadas y, en todo caso, retraídas dentro de 
un proceso de privatización en que la comunicación y confrontación de opiniones no 
pretende elaborar significaciones de validez más general. Además, pareciera aumentar la 
yuxtaposición inconexa de experiencias y aspiraciones frecuentemente contradictorias 
entre sí: la huida a la intimidad también es una renuncia a buscar la articulación de los 
diferentes aspectos de la vida en un contexto colectivo. Tal articulación es tanto más 
difícil que el quiebre de la normalidad cotidiana que trastorna no sólo el conocimiento 
práctico acerca del desarrollo previsible de los acontecimientos, sino igualmente la 
adecuación de las reacciones emocionales a cada una de esas situaciones. Bajo las 
condiciones autoritarias, las barreras “normales” de agresividad y miedo, de confianza y 
espontaneidad, se vuelven inestables. Similar inestabilidad socava al sistema de valores. 
Tanto el consumismo y la propaganda gubernamental de los logros y objetivos materiales 
como su abuso de los símbolos de vida colectiva han generado una visión utilitaria y, a 
veces, directamente cínica de las relaciones sociales. Si el mercado tiene su propia moral, 
la expansión de la economía de mercado no ha dejado inalterados los juicios morales. 
¿Qué es bueno y justo, quién es responsable y leal? Hay una erosión de los criterios, 
valores y sentimientos en que descansaba la construcción colectiva de la realidad social. 
A ello no es ajena la crisis de las teorías sociales (marxismo, liberalismo, positivismo) con 
que se interpretaba el desarrollo social. Puede ser exagerado diagnosticar una situación de 
anomia. No obstante, todos estos rasgos hacen presumir un cambio cualitativo del 
ambiente sociocultural. 

Al no existir estudios globales sobre la amplitud y la profundidad de los cambios en el 
universo cultural, sólo cabe adelantar presunciones (sin duda, sesgadas por la propia 
experiencia). De ser más o menos adecuada la descripción anterior, supongo que uno de 
los rasgos más significativos es la incertidumbre. 

A pesar del grave deterioro de las condiciones materiales, probablemente las 
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reivindicaciones socioeconómicas queden supeditadas a las demandas psicoculturales de 
certidumbre. Pareciera que la inseguridad económica, siendo más explícita, sólo sea la 
parte confesable de una angustia difusa y muda. Desprovista de horizonte de sentidos, 
descolocada en su arraigo social y pertenencia colectiva, la gente común busca con 
desesperación certezas básicas, y esta ansiedad de certidumbre pesa sobre el emergente 
sistema de partidos. 

Resumiendo la situación actual, mi conclusión es que las nuevas condiciones sociales 
se condensan en dos demandas: cambio y orden. Hay un descontento con el estado de 
cosas existente y, por consiguiente, una reivindicación de cambios sociales. El objetivo de 
tal transformación socioeconómica no pareciera ser ni un principio doctrinario ni 
determinado “modelo” de sociedad, sino un difuso deseo de comunidad, un orden justo y 
duradero. La aspiración es a la vez precisa —frente al desorden presente— y vaga: ¿qué 
orden? 


4. PLURALISMO Y VOLUNTAD COLECTIVA 


Antes de proseguir el análisis conviene elaborar tentativamente un criterio con el cual 
evaluar la recomposición del sistema de partidos chileno. Intercalo pues una reflexión 
más teórica para plantear lo que me parece ser la tarea principal en la reorganización 
democrática de la política en Chile. 

Desde sus inicios, la democracia moderna se enfrenta a la tensión irresoluble entre 
pluralidad y cohesión. Por un lado, el postulado democrático no tendría sentido si no 
asumiera la existencia de intereses y opiniones diferentes y contrapuestos y, por tanto, 
una pluralidad de identidades colectivas. Por el otro, la democracia —como toda 
comunidad política— descansa en la existencia de una unidad fundamental que se 
expresa tanto en el principio legitimatorio del orden como en la organización de las 
decisiones. La tensión entre pluralidad y voluntad colectiva se reproduce en el nivel de 
los partidos. Todo partido político enfrenta el dilema de fundar su “razón de ser” en el 
hecho de ser parte y, a la vez, de tener la responsabilidad por el todo. 

La existencia de un partido depende de la afirmación de una identidad específica con 
un proyecto delimitado frente a otras posiciones, por medio de una competencia 
destinada a mostrar la propia superioridad. Negar ese interés egoísta sería desconocer un 
rasgo inevitable de la “democracia de masas”: la competencia. Pero una defensa 
exclusiva del propio interés que impidiera considerar los intereses y deseos del otro (los 
otros) destruiría el fundamento mismo de la competencia política: la existencia de una 
comunidad. 

¿Cómo es posible una comunidad política? O bien, formulado en términos de una 
tarea: ¿cómo se construye una voluntad colectiva? Éste es el problema del momento. 

Tocqueville suponía que el principio igualitario exige una cohesión espiritual como 
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fundamento indispensable de la democracia: “Lo que mantiene a un gran numero de 
ciudadanos bajo un mismo gobierno no es tanto la voluntad razonada de estar unidos 
como el acuerdo instintivo y, de cierta manera, involuntario que resulta de la similitud de 
sentimientos y de la semejanza de opiniones. Yo no aceptaré nunca que los hombres 
forman una sociedad por el solo hecho que reconozcan el mismo jefe y obedezcan las 
mismas leyes. No hay sociedad mas que cuando los hombres consideran un amplio 
numero de objetos bajo un mismo aspecto; mas que cuando sobre un amplio numero de 
temas tienen las mismas opiniones; en fin, mas que cuando los mismos hechos provocan 
en ellos las mismas impresiones y los mismos pensamientos.” 

En la democracia estadunidense, la libre gestión de los individuos estaría limitada por 
su sumisión a una trascendencia unificadora: la religión marcando el límite de lo 
políticamente factible. “¿Qué hacer de un pueblo dueño de sí mismo, si no está sometido 
a Dios?”, se pregunta Tocqueville, y responde: “Ainsi donc, en même temps que la loi 
permet au peuple américain de tout faire, la religion ’empéche de tout concevoir et lui 
défende de tout oser”.'” Mientras que la soberanía popular permite a los ciudadanos 
dictar cualquier ley, la religión asegura que no todo sea pensable, que no todo sea posible. 
En resumidas cuentas, habría un principio general al cual no escapa la sociedad 
democrática: no hay orden sin consenso. 

No corresponde discutir aquí si alguna vez la religión ofreció esa unidad de valores y 
sentimientos que reclama Tocqueville o si la invocación de una verdad, compartida por 
todos, no descansaba siempre en la exclusión violenta de los herejes. El hecho histórico 
es que la conciencia religiosa quedó relegada al espacio privado-individual. La 
modernidad ya no puede fundarse en la existencia de razones últimas que justifiquen y 
cohesionen la vida colectiva. A lo más se puede postular la necesidad de una especie de 
“religión civil”. En este sentido puede interpretarse el llamado al consenso que lanza 
Gonzalo Vial (ex ministro del gobierno de Pinochet): “Un conjunto de ideas sobre temas 
básicos, de fondo, que son compartidas por la inmensa mayoría de los chilenos y que 
ésta considera intocables [...] inmodificables aun por ella misma. Son ideas de patria, de 
nacionalidad, de tradición histórica y cultural, de familia, de educación y de propiedad, de 
juridicidad, de inalienables derechos de la persona humana y de las minorías, etc. Ideas 
que el tiempo, las razas progenitoras, la cultura, la Historia, han entretejido con el ser de 
Chile y con la idiosincrasia de los chilenos, de tal modo que no puede desarraigarlas 
ninguna ley, ninguna ideología, ninguna revolución [...] son ya nuestra naturaleza. ”™' 

A diferencia de Tocqueville y de Vial, creo que la democracia ya no puede ser 
pensada como el acuerdo profundo de los espíritus. Es más bien, como destaca 
Gauchet,'? el desgarramiento del sentido y el antagonismo descarnado de quienes 
cuestionan sin límites los valores que los une. Simultaneidad de un “cuestionamiento sin 
límites” y de una “delimitación de la política”, he aquí el problema de la secularización 
de la política. 

La sociedad democrática es una sociedad de conflictos. Hay que tomar tal 
constatación en su sentido fuerte. No es solamente una sociedad dividida sino un orden 
sin garantía de armonía. Estamos lejos de aquella pursuit of happiness que proclamaba 
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la naciente democracia estadunidense. Lo que nos separa de la época de las revoluciones 
(burguesas o socialistas) es buscar el “buen orden” sin poder apoyarnos en una promesa 
de felicidad. Pero ¿podemos realmente prescindir de esa idea de futuro feliz, de sociedad 
armónica? ¿En qué sentido colectivo puede apoyarse la lucha por un orden más justo y 
libre que no sea esa promesa de felicidad que permita justificar el dolor y la violencia del 
presente como una “transición” necesaria? Junto con la renuncia a la Providencia (la 
muerte de Dios) resurge de inmediato la pregunta por lo sagrado; lo que sustraído a la 
disposición de los hombres pueda asegurarle sentido a la vida (individual y colectiva). Es 
entonces la misma incertidumbre que caracteriza a la democracia enfrentada a un futuro 
abierto, sin límites preestablecidos, la que alimenta las utopías de un “nuevo mundo 
feliz”. ¿De qué se nutren las utopías sino de aquella ansiedad de consuelo proyectado ad 
infinitum, que permita sobrellevar la contingencia del presente? La crítica a la 
superstición política (Marx)* no quita que la historia de las utopías modernas —desde el 
mismo Marx hasta Hayek— sea la otra cara de la historia de la emancipación de la tutela 
religiosa. Dicho en otras palabras: no podemos avanzar en una secularización de la 
política sin repensar la significación moderna de los referentes trascendentales de la 
política.'* 

En la medida en que avanza el principio igualitario, que se afirman las partes (los 
individuos, los partidos) como entidades autónomas, se desvanece la totalidad social. La 
existencia cotidiana e ineludible del conflicto social plantea día a día la cuestión de la 
integración social. Una vez desaparecida la idea de un bien común, material o espiritual, 
de un interés general válido para todos, ¿cómo relacionar pluralidad y voluntad colectiva? 
Éste se basa en una especie de consenso tácito, similar a los supuestos en que se apoya el 
pacto social de la socialdemocracia europea: la idea de una integración social basada en 
1) un continuo crecimiento económico y la redistribución del bienestar, 2) programado y 
garantizado por el Estado como instancia central-racional del desarrollo social. Pero, a 
raíz de los estrechos límites del desarrollo capitalista en América Latina, pronto es 
cuestionado el carácter supuestamente objetivo e igualitario de la intervención estatal 
como del mismo desarrollo económico. Se descubre que las premisas no eran ideas 
unívocas, sino objeto de interpretaciones diferentes e incluso antagónicas. El compromiso 
(la integración social) es percibido como una amenaza a la propia identidad, con lo cual 
se desploma la idea de lo colectivo sobre la cual descansaba la pluralidad política.'* Esto 
hace la actualidad de la crisis chilena de 1973 y no es casual que surja en torno al 
socialismo, la formulación más universalista del desarrollo social. En esta perspectiva, el 
caso chileno se vuelve ejemplar porque indica que no se trata de la derrota de tal o cual 
“proyecto histórico” sino de una crisis mucho más radical, todavía por determinar. 

Frente a esta “decadencia” (Vial),* el Estado autoritario intenta restaurar el consensus 
universalis. Sus raíces más profundas se encuentran en aquel “cuestionamiento sin 
límites” que temía Tocqueville, aquella erosión del “consenso básico” capaz de trazar 
límites eternos e inmutables a la acción social. 

Es un intento no sólo reactivo, sino reaccionario: un movimiento regresivo de vuelta a 
la cohesión explícita (orgánica) de la comunidad originaria. De modo consciente o no, el 
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régimen autoritario intenta un “renacimiento” religioso en tanto adecuación plena de la 
sociedad a su verdad predeterminada. De ahí la nostalgia por “los buenos viejos tiempos 
en que todos pensaban parecido, en que el lugar de cada cual era claro al mismo tiempo 
que su pertenencia a la colectividad le era algo tangible, donde la convergencia de 
intereses, la complementariedad sin competencia de los diferentes agentes, la tensión sin 
roces de todos y todo hacia una meta única y manifiesta, formaban una trama sólida de 
la existencia comunitaria”. '* 

La cita de Gauchet ayuda a entender la carga religiosa, a veces mesianica, del régimen 
chileno. No se explica el intento fundacional y, en particular, el espíritu de cruzada 
antimarxista que por una vocación “salvacionista” que se atribuye la misión de redimir al 
pueblo chileno de aquel “pecado original” que es el “de tout concevoir et de tout oser”. 
Para una comprensión religiosa del mundo, el marxismo aparece como la serpiente que 
engaña a las masas inocentes, porque las induce a cuestionar todo, atreverse a todo. Visto 
así, restaurar el orden es imponer la verdad, pues sólo ésta garantiza la vigencia de 
límites incuestionados. Es decir, no habría orden colectivo a no ser como obra unilateral, 
impuesta por la autoridad. 

Lo interesante del nuevo autoritarismo es la coexistencia —junto al intento de un 
consenso doctrinario— de un intento de crear un consenso formal. El modelo neoliberal 
es un efecto, mucho más que una teoría económica; propicia en categorías económicas 
una completa reorganización de la vida social en torno al mercado como principio 
regulador. El libre desarrollo del mercado conllevaría no solamente pautas de conducta 
racional (cálculo costo-beneficio) sino también una moral (contrato); o sea, despliega 
dispositivos capaces de integrar la pluralidad de agentes sociales sin recurrir a 
imposiciones coactivas que violen la libertad de conciencia y de opinión individual. 

Ya no se trata de restaurar una unidad en la fe, sino, por el contrario, de una 
hipersecularización. Los valores son considerados un asunto exclusivamente privado, 
dejando el ámbito público regulado por una racionalidad formal, ideológicamente neutral. 
Es decir, el consenso es interpretado en analogía al contrato entre propietarios privados 
en el mercado: un acuerdo sobre los procedimientos válidos. La idea del mercado 
político tiene una connotación democrática en tanto permite el desarrollo de una 
pluralidad de intereses y valores dentro de determinadas “reglas de juego”. No obstante, 
se trata de una concepción insuficiente por cuanto descansa sobre una escisión entre 
forma (procedimientos) y contenido (interés y valores). En una democracia entendida en 
la tradición liberal, la defensa de las reglas de juego permite la pluralidad sólo en la 
medida en que justamente prescinde de expresar aquella pluralidad. 

Ahora bien, la experiencia del autoritarismo chileno muestra la imposibilidad de 
retornar a una unidad doctrinaria, anterior al relativismo o “politeísmo” de valores, como 
la imposibilidad de un funcionalismo radical que descuelgue completamente las relaciones 
sociales de la estructura de valores y motivaciones de los individuos. Ni consenso 
doctrinario ni consenso formal; a partir de esta situación la reconstrucción del sistema de 
partidos en Chile enfrenta la tarea de redefinir la relación entre pluralidad y voluntad 
colectiva. 
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5. EL MULTIPARTIDISMO 


¿En qué marco se reconstituyen las identidades políticas? Ya señalamos como un rasgo 
distintivo del caso chileno que la delimitación de las identidades partidistas ocurre dentro 
de un continuo derecha-izquierda.'* La persistencia de este eje de identificación 
probablemente sea la base de la continuidad del sistema partidista. 

Ahora bien, continuidad no implica inmutabilidad. Aunque los límites identificatorios 
de los partidos entre sí se sigan inscribiendo en la línea derecha-izquierda, cabe 
preguntarse tras once años de gobierno autoritario: /) en qué medida persiste la antigua 
adhesión a las distintas posiciones en tal eje, y 2) en qué medida ha variado la 
significación de izquierda, centro y derecha. 

Ambas preguntas remiten a estudios empíricos. A falta de tales antecedentes, me 
limitaré a señalar algunos elementos que se desprenden de una reseña histórica del 
multipartidismo hasta 1973." 

En primer lugar, cabe destacar la creciente movilización política y, en concreto, la 
amplia participación electoral.'* La extensión del electorado es impulsada mediante dos 
reformas, la primera de 1949 estableciendo el voto femenino, y la de 1970 ampliando el 
voto a los analfabetos y la población mayor de 18 años. A ello hay que agregar la 
introducción de la cédula única que elimina el cohecho (1958) y la obligación legal de 
votar (1962). De este modo, entre las elecciones parlamentarias de 1949 y de 1973, la 
población elegible aumenta de 19 a 58% de la población total (cuadro 1). La extensión de 
la ciudadanía activa es todavía más significativa si consideramos la relación del 
electorado inscrito respecto a la población elegible. La población inscrita en los registros 
electorales se triplica en 20 años: sube de 1 105 029 electores inscritos en las elecciones 
presidenciales de 1952 a 3 539 747 en las presidenciales de 1970. Mientras que en 1952 
la población inscrita representa 35% de la población elegible, en 1970 ésta forma 75% del 
electorado potencial. En las últimas elecciones —marzo de 1973— el electorado inscrito 
representa 80% de la población elegible (cuadro 2). A pesar de que la participación de la 
mujer sigue siendo inferior, tanto la delimitación legal de la población elegible como los 
datos sobre su inscripción efectiva permiten concluir que la sociedad chilena había 
alcanzado amplias posibilidades de expresarse políticamente (electoralmente) en 1973. 
De hecho, si incluimos las elecciones municipales, al menos cada dos años el electorado 
podía emitir su juicio sobre las distintas “ofertas” políticas. 


CUADRO 1. Población elegible, 1949-1973 (como porcentaje sobre la población total) 


1949 C 18.7 
1952 P 38.2 
1953 C 38.6 
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1957 C 393 
1958 P 395 
1961 C 39.7 
1964 P 40.1 
1965 C 40.2 
1969 C 39.4 
1970 P 39.4 
1973 C 57.6 


P = elecciones de presidente; C = elecciones para el Congreso. FUENTE: hasta 1970, A. Boron, “La evolución del 
régimen electoral”, Revista Latinoamericana de Ciencia Política 3, 1971. 


Cabe destacar, en segundo lugar, que la sociedad chilena se reconoce en las ofertas de 
los partidos políticos, al menos si consideramos la baja tasa de abstención en las últimas 
dos décadas. En las elecciones al Congreso la abstención fluctúa entre 31% (1957) y 
18% (1973). En las elecciones presidenciales la tasa de abstención no sube de 16.5% e 
incluso en las elecciones municipales ésta no es superior a 30% (cuadro 3). La fuerte 
movilización electoral es mucho más un producto de la competencia interpartidista y, por 
ende, de las motivaciones ideológicas que de la obligación legal de votar. A pesar de la 
gran identificación partidista, socializada durante décadas, no debemos desconocer una 
fuerte corriente antipartidista y antiparlamentaria.'” La elección presidencial de Ibáñez 
(1952) y, en menor medida, la de Jorge Alessandri (1958) son recientes expresiones de 
ello. Hay pues, desde el periodo democrático, una tradición autoritaria que atribuye los 
males sociales a las divisiones políticas y la ineficiencia parlamentaria. No obstante esta 
tradición antipolítica y a diferencia de otras sociedades latinoamericanas, en Chile la 
tendencia al “cesarismo plebiscitario”” siempre se ha visto contrarrestada por un sistema 
de partidos fuertemente estructurado. 

Otro aspecto importante, pero poco estudiado, del multipartidismo chileno es la 
coexistencia de distintos tipos de partido. Hay partidos de notables (como los de 
derecha), partidos de clientela (como el Partido Radical) y de raíz populista (como el 
Socialista), partidos ideológicos (como el Demócrata Cristiano y, en irrupciones cíclicas, 
el Partido Socialista) y partidos de cuadros (como el Partido Comunista). Esta 
descripción no propone ninguna tipología. Destaco las diferencias en la concepción y 
organización de los partidos porque de ellas se desprenden diferentes dinámicas de 
funcionamiento, de reclutamiento y de liderazgo, en fin, diferentes identidades políticas. 
Estas diferencias organizacionales, siendo completamente naturales, pueden agravar las 
tensiones de un sistema multipartidista. Incorporan una variedad de racionalidades, no 
siempre conmensurables, que pueden vaciar a las instituciones y los procedimientos 
formales de todo contenido propio. Tal instrumentalización de las instancias de 
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comunicación dificulta mucho las negociaciones materiales, pero sobre todo la 
“negociación de sentidos” de la acción política y, por ende, la determinación de los 
límites de lo políticamente racional y legítimo. 


CUADRO 2. Población elegible y electorado inscrito, 1952-1973 


Población potencial electoral’ Total general de inscritos Porcentaje? 
Total Varones Mujeres Total Varones Mujeres Total Varones Mujeres 

1952 3112686 1468993 1643703 1105029 776625 328404 35.50 52.86 19.97 
1953 3276067 1578328 1697739 1100027 771719 328 308 33.57 48.89 19.33 
1956 3555513 1714865 1840648 

1957 3646 162 1758587 1887575 

1958 3736979 1802 341 1934638 1497493 989 308 508 185 40.07 54,89 26.26 
1960 3719971 1812752 1907219 1758 545 1139851 618694 47.27 62.87 32.43 
1961 3809686 1855575 1954111 1858980 1186291 672689 48.79 63.93 34.42 
1963 3989114 1941220 2047894 2545 266 1447282 1097984 63.80 74,55 53.61 
1964 4078827 1984042 2094785 2915121 1582307 1332814 71,46 79,75 63.62 
1965 4168541 2026865 2141676 2920615 1581639 1338976 70,06 78,03 62.52 
1966 4275795 2077965 2197830 

1969 4297554 2231262 2066292 3244 892 1732681 1512211 75,50 77.65 73.18 
1970 4704808 2282362 2422446 3539747 1873859 1665888 75,23 82,10 68.76 
1971 4818578 2337214 2481 364 3762583 1990687 1771896 78.08 85.17 71.40 
1973 5620443 2734931 2885512 4509559 2364697 2144862 80,23 86.46 74.33 


! Población mayor de 21 años, estimada al 30 de junio de cada año 

2 Población mayor de 18 años, estimada al 30 de junio. 

* Porcentaje del total general de inscritos respecto a la población potencial electoral 
Fuexte: Banco de datos Flacso. 


CUADRO 3. Tasa de abstención electoral, 1957-1973 (porcentaje) 


1957 C 31.6 
1958 P 16.5 
1960 M 30.5 
1961 C 25.5 
1963 M 19.5 
1964 P 13.2 
1965 C 19.4 
1967 M 23.8 
1969 C 25.9 
1970 P 16.5 
1971 M 25.2 
1973 C 18.2 


C = elecciones para el Congreso; P = elecciones de presidente; M = elecciones de municipio. 


La notable estabilidad electoral de los principales partidos es el rasgo mas 
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sobresaliente del multipartidismo chileno.” En las elecciones entre 1957 y 1973, 
compitieron hasta 16 partidos en una contienda parlamentaria; sin embargo, siempre 
encontramos un nucleo de cuatro a siete partidos superando la barrera de 5% de los 
votos. El pluralismo chileno ha mostrado ser a la vez flexible y estable. Por un lado, 
facilita el surgimiento de nuevos partidos, expresando intereses y opiniones no 
consideradas por los partidos establecidos. Por otra parte, se mantiene un nucleo estable 
de cuatro a seis partidos, cada uno con 10% o mas de los votos (cuadro 4). Ello indica 
que el multipartidismo ha de ser tomado como una constante histórica del sistema 
político chileno. Después del “temblor” electoral de Ibáñez,” los principales partidos — 
Comunista, Socialista, Radical, Demócrata Cristiano, Liberal, Conservador (los dos 
últimos fusionados en el Partido Nacional desde 1967)— aglutinan alrededor de 90% de 
la votación total (cuadro 5). Esta estabilidad no fue afectada ni por los conflictos 
ideológicos ni por la gran expansión del sufragio de los años sesenta. Los coeficientes de 
correlación entre el voto de los partidos principales en la elección municipal de 1963, 
bajo el gobierno conservador de Alessandri, y el voto por los mismos partidos en la 
elección municipal de 1971, bajo el gobierno socialista de Allende, muestran una muy 
alta correlación, especialmente en los extremos: 0.84 para los comunistas y 0.72 para los 
nacionales. Los coeficientes también fueron altos para los socialistas (0.53) y los 
radicales (0.45), mientras que los demócrata cristianos, que habían tenido el incremento 
electoral más notable en esos años muestran la correlación más baja (0.27). Los datos 
elaborados por Arturo y Samuel Valenzuela sugieren que, pese al profundo cambio que 
tuvo lugar en Chile entre Alessandri y Allende, el multipartidismo muestra un 
impresionante arraigo en sus bases geográficas.” 

La estabilidad de los principales partidos no excluye un importante cambio del sistema 
de partidos. Entre las elecciones parlamentarias de 1961, fecha en que se reestructura el 
sistema partidista, y 1973 podemos distinguir dos constelaciones en las relaciones entre 
derecha, centro e izquierda.” La gráfica 1 muestra los votos recibidos por los distintos 
partidos. En un primer periodo encontramos un polo de izquierda (la alianza de PC y PS 
en el FRAP), un polo de derecha (conservadores y liberales) y dos centros: partidos 
Radical y Demócrata Cristiano. Se trata de un sistema de doble centro: uno laico e 
inclinado a la derecha, el otro de centro-izquierda, pero anticomunista. El pluripartidismo 
a cuatro bandas dura hasta 1964, elección bipolar entre Frei y Allende. En 1965 se inicia 
un segundo periodo: un sistema de tres tercios con oposiciones bilaterales, de modo que 
ninguna posición se alía con cualquiera de las otras. La derecha, después de la debacle de 
1965, se aglutina en el PN que, sin dejar de ser un partido de notables, recupera parte del 
caudal electoral popular. El centro queda reducido al DC que, a pesar de su impulso 
modernizante en lo programático, como partido ideológico es muy rígido para formar una 
coalición. Es, según la expresión de Moulian, un “centro excéntrico” pues polariza hacia 
la derecha y hacia la izquierda. La izquierda logra ampliar su base electoral hacia los 
sectores medios, pero sin que los partidos abandonen su carácter clasista. Esta 
constelación se condensa en un empate de tres tercios, paralizando al sistema de 
partidos. 
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Contradiciendo las tesis de Sartori,” la polarización aumenta en la medida en que el 
pluralismo se reduce a una pugna bipolar. Ello ocurre en las últimas elecciones 
parlamentarias (marzo de 1973) cuando el centro y la derecha se alían en la 
Confederación Democrática contra la Unidad Popular. Cristalizando las divisiones 
sociales en un antagonismo irreconciliable, el sistema bipolar atrofia el campo de acción 
política. En lugar de una “reducción de complejidad” tenemos una situación de guerra, en 
la cual ningún bando puede desplegar sus iniciativas a no ser que aniquile al otro. A la luz 
de esta experiencia, el bipartidismo aparece no sólo como inviable (por contrariar la 
tradición) sino también como indeseable. 


CUADRO 4. Evolución del multipartidismo, 1957-1973 


Número de partidos Número de partidos Número de partidos 
participantes con +5% votos con +10% votos 
1957 C 16 6 - 
1960 M 17 6 = 
1961 C 10 7 6 
1963 M 9 6 6 
1965 C 12 5 = 
1967 M 6 5 5 
1969 C 8 5 5 
1971 M 9 5 = 
STs) € 12 = - 


CUADRO 5. Base electoral de principales partidos, 1957-1973 (como porcentaje sobre 
votación total) 


1957 74.5 
1957 74.5 
1960 82.3 
1961 89.3 
1963 89.9 
1965 90.7 
1967 94.6 
1969 90.9 
1971 91.1 
1973 87.8 
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Hasta 1965: partidos Comunista, Socialista, Radical, Demócrata Cristiano, Liberal y Conservador (6). 
Desde 1967: partidos Comunista, Socialista, Radical, Demócrata Cristiano y Nacional (5). 


Dada la continuidad relativa del sistema de partidos, ¿también se mantendrá ese 
equilibrio catastrófico entre los tres tercios en el futuro? Ello no depende tanto de la 
fuerza electoral de los principales partidos como de la redefinición de las identidades 
políticas. Probablemente se repita grosso modo la adhesión electoral de los ciudadanos. 
Pero, ¿cuál será la nueva significación que tendrá la invocación de “derecha”, de 
“centro” o de “izquierda”? Poco puede decirse mientras siga pendiente la reconstitución 
de la derecha y del “área socialista”. Estos dos procesos determinarán en buena medida 
las afinidades y distancias en el futuro “panorama político”.” Por ahora, esbocemos el 
parámetro de la competencia para redefinir las posiciones ideológico-políticas. 


GRÁFICA 1. Evolución del sistema de partidos 
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GRÁFICA 2. Base electoral de las principales corrientes políticas (porcentaje de 
votación total) 
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1957 1958 1960 1961 1963 1964 1965 1967 1969 1970 1971 1973 
C P M C M P C M C P M C 


2. 9 | 22.1 | 23.5 | 38.6 | 22.7 | 2 3.1 | 36.2 | 47.3 | 38.2 
ro: Y 7 | 28.6 | 18.9 | 5 | 38.6 | 22.7 | 28.7 | 28.1 | 36.2 | 47.3 | 38 
pr | 22-1 | 15.2 | 20.0 | 21.4 | 20.8 13.3 | 16.1 | 13.0 
pc | 94 | 20.5 | 13.9 | 15.4 | 22.0 | 55.7 | 42.3 | 35.6 | 29.8 | 27.8 | 25.7 | 28.5 
py | 33.0 | 31.2 | 29.4 | 27.5 | 23.6 12.5 | 14.3 | 20.0 | 34.9 | 18.1 | 21.1 


6. EL DEBATE ESTRATEGICO 


Aunque se mantenga el continuo derecha-izquierda como eje identificatorio del campo 
político, probablemente haya variado la significación de las distintas posiciones. 
Actualmente las diferencias parecieran cristalizarse en cuatro temas. 


1. La propiedad: las fuertes desigualdades en la sociedad chilena han provocado un 
continuo cuestionamiento del derecho de propiedad, desde el debate sobre la “cuestión 
social” a comienzos de siglo hasta las reformas emprendidas por los gobiernos de Frei y 
Allende. El gobierno autoritario ha restaurado la primacía absoluta de la propiedad 
privada como principio constitutivo del orden social. Sus dramáticas consecuencias 
empero, el fuerte desempleo, la reducción de la base productiva del país y, finalmente, la 
intervención estatal del sistema financiero han vuelto a mostrar la incapacidad de la 
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iniciativa privada para asegurar el desarrollo de la sociedad. Sin embargo, el doble fracaso 
de una “economia de nacionalizaciones” primero, y ahora de la “economia de mercado”, 
parece haber atenuado la supuesta antinomia entre mercado y Estado. Los proyectos de 
desarrollo ya no tienen como criterio distintivo la propiedad, ni siquiera las relaciones 
capitalistas de producción, sino el grado y el modo de la intervención estatal. A pesar de 
esta reformulación, la propiedad privada sigue siendo un tema de fácil fetichización 
(sacralización y demonización), lo que indica la precariedad del ordenamiento 
socioeconómico. 


2. Las Fuerzas Armadas: la violación sistemática de los derechos humanos plantea otro 
tema delicado. Aun cuando se proponga una inmunidad (si no personal, al menos 
institucional), ello requiere un proceso de perdón y olvido. Sólo esta confesión de dolor 
sutura las heridas sin ocultar las cicatrices. Siendo ésta la cuestión de fondo, también hay 
que buscar la reinserción social de las Fuerzas Armadas en términos institucionales. 
Queda entonces descartada la capitulación militar. En la última década, Chile (al igual que 
otros países de la región) ha sufrido una progresiva “autonomización institucional” de las 
Fuerzas Armadas mediante el desarrollo de ideologías y doctrinas corporativas propias, 
un sostenido aumento del personal, un impresionante incremento de la industria 
armamentista y, desde luego, un aumento sobreproporcional del presupuesto militar.” Si 
no se revierte este proceso de autonomización corporativa, las Fuerzas Armadas 
terminan por imponer al gobierno civil no sólo la definición del “interés nacional” sino 
también una presión corporativa particularmente eficaz sobre los recursos fiscales. 
Restablecer el despliegue democrático de las deliberaciones y decisiones políticas implica 
pues una desmilitarización del Estado, aboliendo el derecho de veto militar. Este proceso 
de desmilitarización supone a su vez una reinserción de la defensa nacional en el sistema 
político. Ello nos remite al tercer tema de conflicto. 


3. El sistema político: la disputa sobre la Constitución y la legislación específica (ley de 
partidos, de elección, etc.) está sesgada por la “cuestión comunista”. Tras los argumentos 
jurídicos, de ética y de conveniencia táctica que se esgrimen, el problema de fondo son 
los límites de inclusión-exclusión que traza la democracia mediante determinada 
jerarquización de sus valores y normas. En toda comunidad son excluidos quienes no 
reconocen el principio jerárquico instituido en tanto atentan contra el “sentido del orden” 
constitutivo de la convivencia social. Históricamente, la lamada “cuestión comunista” es 
la pregunta por el margen de tal conflicto en torno a las transformaciones legítimas del 
orden social. ¿En qué medida la democracia puede asumir tal pugna y, por ende, abrirse 
a diferentes líneas de desarrollo social sin exclusiones? 


4. La transición: la disputa sobre el orden futuro no puede ser escindida de la disputa 
sobre el método de su institucionalización. La dificultad (imposibilidad) de lograr pactos 
sustantivos sobre los fines sociales desplaza el peso de las negociaciones entre régimen y 
oposición a los acuerdos institucionales. En lugar de pretender resolver ex ante el 
conflicto acerca del ordenamiento futuro, se trata de establecer los procedimientos que 
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permiten elaborar para cada caso una decisión colectiva. De ahi que el debate sobre la 
validez y las eventuales modificaciones del orden institucional existente, cruce y combine 
los tres temas anteriores: el papel de la intervención estatal, la reinserción social de las 
fuerzas armadas y los límites de la comunidad política. 

Como la configuración del sistema de partidos está estrechamente vinculada al debate 
estratégico sobre la transición, quiero desarrollar algo más esta confrontación. 

El eje del conflicto reside en la tensión entre continuismo y ruptura. El continuismo 
autoritario presenta la crisis como una lucha entre orden y caos. Destacando las 
dificultades externas de la economía y el fraccionamiento interno de la oposición, niega la 
existencia de una alternativa al orden vigente. En el otro extremo, la ruptura se justifica 
por la existencia de una crisis política que impediría resolver la crisis económica. En 
consecuencia, sólo el derrocamiento del gobierno autoritario, la instauración de un 
gobierno provisional y la elección de una Asamblea Constituyente permitirían restaurar 
instancias legitimadas que puedan conducir la reconstrucción socioeconómica del país. 

Ambas estrategias obedecen a una lógica de la guerra en tanto apuntan a una victoria 
como premisa del orden. Es decir, el futuro orden sería una imposición unilateral que 
supone la destrucción o neutralización del enemigo. Tales estrategias de enfrentamiento 
no producen instituciones estables. Por un lado, dado el acentuado personalismo del 
régimen chileno, su institucionalización es sumamente precaria (no hay “pinochetismo” 
sin Pinochet). Por otro lado, no se vislumbra una victoria militar mediante insurrección 
popular. Por consiguiente, parece tan improbable la consolidación de la dictadura como el 
modelo de ruptura revolucionaria. 

Descartando los “modelos de enfrentamiento”, quedan los “modelos de transición”, 
sea una apertura controlada desde el gobierno autoritario, sea una ruptura pactada, 
impulsada por la oposición. Ambas estrategias de negociación buscan reformar la 
institucionalidad existente. En el primer caso, tenemos una reforma continuista con el fin 
de asegurar —más allá de la permanencia de Pinochet— la duración del orden social 
vigente; en el segundo caso, tenemos una reforma transformadora como concertación de 
un orden alternativo. Las dos estrategias empero, enfrentan un mismo problema: exigen 
la cooperación del adversario. 

La transición por transacción se caracteriza por la simultaneidad de dos racionalidades: 
coexisten la dinámica de la cooperación entre las diferentes fuerzas para desmantelar el 
viejo régimen y la dinámica de la competencia tendiente a favorecer las propias 
posiciones en detrimento de otras.” Interés cooperativo e interés egoísta se condicionan 
recíprocamente. 

a) El interés común de las fuerzas opositoras en superar el autoritarismo no implica 
unanimidad sobre el orden alternativo. Mientras que el interés común exige la 
cooperación de las diferentes fuerzas políticas, el orden futuro depende de la 
competencia entre ellas. 

b) Enfrentados a la dictadura, el desarrollo de la propia alternativa supone la 
cooperación con las demás fuerzas opositoras; pero las modalidades de la cooperación 
afectan, de manera favorable o adversa, las oportunidades de esa causa en la futura 
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competencia con las demas opciones. Por tanto, la expectativa acerca de las mejores 
oportunidades de competencia a futuro dicta anticipadamente los alcances de la 
cooperación presente. De esta manera, concluye Ángel Flisfisch, “Cada actor procurará 
cooperar a la realización del interés común, pero tensionado a la vez por las exigencias 
que implica el colocarse en buena posición de partida para el momento en que se inicia la 
competencia interpartidista abierta. Ello significa que hay límites a los sacrificios que cada 
cual está dispuesto a hacer en aras del interés común, y que la exigencia de esos límites 
afecta la modalidad de cooperación que se establezca entre los partidos. Por 
consiguiente, ellos pueden afectar también la eficacia que se alcanza en la lucha contra el 
régimen autoritario.””” 

Esta dualidad de intereses, referidos a dos horizontes de tiempo distintos, marca el 
cálculo estratégico. Ningún actor (individual o colectivo) está dispuesto a asumir 
compromisos ahora que puedan comprometer sus oportunidades mañana. Si no existen 
mecanismos que eliminen tales riesgos o, al menos, garanticen contrapartidas recíprocas 
a futuro, un cálculo costobeneficio sugiere postergar cualquier cooperación. En 
situaciones de opacidad y escaso poder de influencia, el mayor beneficio pareciera 
consistir en la espera. O bien, dicho a la inversa, pareciera menos costoso defender sus 
oportunidades, aunque sean simples posibilidades, que buscar su realización. El resultado 
es un bloqueo en que el régimen no puede hacer lo que quiere hacer y la oposición no 
quiere hacer lo que puede hacer. 


7. REPRESENTACIÓN PARTIDISTA E INTERVENCIÓN ESTATAL 


Para analizar la dinámica institucional del sistema de partidos hay que referirla al sistema 
político en su conjunto.” Al respecto llaman la atención dos elementos: 1) la conjunción 
de partidos relativamente “clasistas” y de un Estado intervencionista, y 2) la coexistencia 
de partidos fuertemente estructurados con un régimen presidencial. Esta constelación, tan 
típica de Chile, explica muchos rasgos del sistema de partidos. 

Ya vimos la yuxtaposición de diferentes tipos de partidos (de notables, de clientela, de 
cuadros), pero tras las distintas concepciones pareciera existir un “prejuicio” común: la 
“correspondencia” entre sociedad civil y sociedad política. Es decir, se supone que las 
diferentes posiciones en la estructura social “se traducen” en respectivas oposiciones 
ideológico-políticas. Esta formulación “marxistoide” no siempre es explícita, pero ha 
permeado el sentido común. Aunque los partidos chilenos sean todos, más o menos, 
pluriclasistas, se imputa una clara identificación de cada partido con determinado sector 
social. El Partido Nacional “corresponde” a la clase alta, como el Radical y el Demócrata 
Cristiano a los sectores medios y los partidos Socialista y Comunista a los sectores 
populares. La supuesta correspondencia entre el arco partidista y la estructura social 
aparece avalada por el papel histórico de los partidos en la organización de los intereses 
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sociales. Garretón ha definido a los partidos chilenos como la “columna vertebral” de la 
organización de los grupos sociales.” Siguiendo la metáfora anatómica, podemos ver en 
los partidos políticos la red nerviosa que comunica, coordina y conduce a las diversas 
partes del cuerpo social. Incluso bajo el régimen militar los partidos han sido, en efecto, 
los grandes animadores de los movimientos sindicales, poblacionales, estudiantiles, 
gremiales, etc. Pues bien, en esta tradición histórica los partidos tienden a concebirse y 
funcionar como órgano de demandas corporativas. La representación política es 
interpretada como la organización y defensa de los intereses de determinados sectores 
sociales. La función de los partidos sería la representación reivindicativa de los grupos 
sociales. 

Esta concepción de partido tiene como contrapartida la referencia básica y casi 
exclusiva al Estado: la representación partidista en Chile consiste en la reivindicación de 
los intereses sociales frente al Estado. Vale decir, la defensa de los intereses sectoriales 
no se dirige a otras organizaciones sectoriales sino que tiene como destinatario normal y 
natural al Estado. Siendo el sistema de partidos chileno en muchos aspectos muy cercano 
a los sistemas europeos, hay una diferencia importante. A diferencia de la Europa de 
posguerra, los partidos chilenos son posteriores a la instauración de un Estado 
fuertemente centralizado y con una poderosa base económica. De ahí que los partidos 
chilenos se desarrollen como representantes corporativistas frente al Estado, buscando 
satisfacer sus reivindicaciones desde el Estado. Tomando la centralidad del Estado como 
una existencia dada e incuestionable, no se plantea la pregunta por la construcción del 
orden. El orden es un dato, no un problema. 

La centralidad del aparato por un lado, y la representación corporativista de los 
partidos por el otro, crean el campo de negociación y de franquicias sobre el cual 
descansó el “Estado de compromiso” en Chile. Así, Zeitlin podrá afirmar en 1966 que “la 
democracia política chilena se ha basado hasta el presente [...] en un equilibrio de 
fuerzas sociales más o menos estancadas, más o menos dispuestas a actuar una con 
respecto a la otra en la arena política con el tácito supuesto de que cada una respetará los 
‘derechos’ de los demás”.”” 

Este punto de partida histórico ha marcado profundamente a los partidos chilenos. Por 
un lado, son partidos que se estructuran, al menos formalmente, de acuerdo con una 
organización burocrática y que, a pesar del tradicional caudillismo, funcionan con 
criterios de racionalidad formal. Sin embargo, éstos quedan supeditados a las exigencias 
de la identidad colectiva. Una fuerte identidad del “nosotros” da a los partidos un nítido 
perfil ideológico y lealtades afectivas muy arraigadas. Crean así un sentimiento de 
familia, un ambiente de subcultura que explica su persistencia bajo el régimen autoritario. 
Por otro lado empero, esa fuerte carga de subjetividad en la militancia partidista vuelve 
más complejas las negociaciones entre los distintos partidos. La defensa de la propia 
identidad se ve acentuada por la ausencia de una concepción del sistema político en su 
globalidad. Basta ver la escasa atención que prestan incluso los estudios sociológicos al 
sistema de partidos. Prevalece un cálculo egoísta, fomentado por la competencia 
electoral y parlamentaria. El resultado son partidos fuertes en su cohesión interna, pero 
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débiles en su cooperación externa. Cada partido tiende a visualizar a los demas partidos 
más como enemigos que amenazan “lo propio” que como partícipes de una interacción 
que —justamente por ser conflictiva— crea un espacio común.” 

Al analizar las formas de lucha interpartidista en Chile hay que considerar tres factores 
al menos. En primer lugar, la ya mencionada primacía histórica del Estado, y en 
concreto, del gobierno central por sobre la diferenciación social. Es a partir de un Estado 
nacional y su poder centralizado y concentrado como se plantea la pluralidad política. 
Ello conlleva varias consecuencias. Al tener al orden estatal como su premisa, la 
pluralidad no refiere su desarrollo a la construcción de la comunidad política. Con lo cual 
tampoco se plantea el reconocimiento recíproco de los sujetos políticos entre sí. Y, al no 
ver en el orden la mediación institucional de ese reconocimiento recíproco, el orden 
aparece como una entidad autónoma, dotada de vida propia. De ahí dos características 
de la cultura política chilena: la estadolatría y el legalismo. 

En segundo lugar, esa primacía histórica del Estado se encuentra confirmada por su 
peso económico. Por medio de los ingresos del salitre y, posteriormente, del cobre, el 
aparato estatal cuenta con su propia base financiera. De hecho, representa el principal 
actor económico. De 1938 en adelante es el motor del desarrollo económico, tanto en la 
producción (industrialización) como en el consumo (medidas redistributivas). Baste 
recordar que en 1970 la inversión pública alcanza 77% del PIB, y el gasto público 47%.” 
Considerando el volumen y los vastos mecanismos reguladores a disposición del gobierno 
y puestos al servicio de las empresas privadas, se ha podido definir la estructura 
socieconómica como un “capitalismo de Estado”. Chile tuvo, en efecto, un incipiente 
Estado de bienestar keynesiano. Sin embargo, éste no tiene los efectos integradores que 
muestra en Europa. Y ello no sólo por razones económicas. La intervención estatal 
contribuye a la integración social cuando los intereses en pugna son percibidos en una 
relación de interdependencia. Cuando prevalece la visión de intereses antagónicos, la 
intervención del Estado aparece en beneficio de un interés y en detrimento de otro (suma 
cero). Es decir, la intervención estatal es percibida como un instrumento de dominación. 

El peso económico del aparato estatal se ve acentuado por la importancia ocupacional 
de la administración pública. En 1970, el empleo público total llega a las 358 000 
personas, lo que equivale a 12% de la población económicamente activa.” No sorprende 
pues que el aparato estatal sea un muy apreciado botín cuya conquista merece muchos 
sacrificios. Pues bien, justamente para evitar que la elección presidencial sea una lucha 
por el todo o nada, se establece un sistema informal de “cuotas” o parcelación 
interpartidista de los puestos en la administración pública. Ello estabiliza la burocracia 
estatal, pero no mejora su rendimiento. Como desconfía del aparato establecido, el 
presidente entrante suele yuxtaponer nuevas instituciones a las ya existentes con la 
consiguiente pugna de competencias. El ejemplo ilustra bien la tensión entre racionalidad 
política y racionalidad administrativa en un sistema político en el cual coexisten partidos 
fuertemente estructurados con un régimen presidencialista. 

En tercer lugar, cabe destacar el presidencialismo. En Chile, como en otros países 
latinoamericanos, se optó por el régimen presidencial como un antídoto contra las fuerzas 
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centrífugas de la sociedad. La figura del presidente encarna mejor que la representación 
parlamentaria la unidad, casi metafísica, de la nación. Pero, a diferencia de otros países, 
en Chile el régimen presidencial coexiste con un multipartidismo de diferencias muy 
definidas. Ello es fuente de continuos conflictos institucionales. Por un lado, el presidente 
no cuenta con el apoyo de un partido de gobierno que dependa del éxito de la gestión 
presidencial. Generalmente (con la excepción de Frei), el presidente accedió al cargo con 
el respaldo de una coalición de partidos. Ésta persigue dos objetivos sucesivos: primero 
llevar a su candidato al cargo presidencial, después de obtener beneficios presionando al 
presidente (incluyendo la amenaza de retirar su apoyo parlamentario). Dado que el plazo 
presidencial (no reelección) difiere de la perspectiva temporal de los partidos, incluyendo 
la propia coalición gubernamental, hay diferentes apreciaciones del “éxito” de 
determinada medida. De ahí que el Ejecutivo —a pesar del régimen presidencial— vea 
trabadas sus iniciativas por largas negociaciones parlamentarias. En estas condiciones, el 
presidencialismo está tentado por el “cesarismo plebiscitario” (Alessandri, Ibáñez) que 
agita el antiparlamentarismo en nombre de la eficiencia administrativa. Por otro lado, los 
partidos —demasiado fuertes para ser simple masa de aclamación y demasiado débiles 
para una conducción efectiva— tienden a negociar su apoyo parlamentario por 
franquicias laterales y además apuestan a la próxima elección radicalizando sus 
reivindicaciones. El resultado es una competencia de demandas y una inflación de 
expectativas que, a su vez, sobrecarga la capacidad directiva del presidente. 

No quiero profundizar el estudio de la dinámica institucional pues existen excelentes 
estudios. En cambio, hay menos conciencia sobre su contexto cultural. Es en la cultura 
política, sin embargo, donde se cristaliza el sentido que tienen las instituciones y los 
procedimientos. Un análisis que no considerara ese ámbito de “lo social” me parece 
insatisfactorio porque reduce el conflicto político a una interacción entre actores 
supuestamente autónomos, sin poder plantear la conformación de un orden colectivo. 
Ahora bien, la significación social de la dinámica institucional no reside en el sentido 
imputado por los actores a su interacción, sino fuera de ella, en las representaciones 
colectivas que se hace la sociedad de sí misma. En esta perspectiva propongo explorar 
aquel trasfondo intangible de la institucionalidad que denominamos de modo sintético 


“Cultura política”.** 


8. EL ESPÍRITU DE LAS INSTITUCIONES 


Así como nos referimos al “espíritu de las leyes” para interpretar el sentido de la 
legalidad, asi el estudio de la institucionalidad política —por ejemplo, el sistema de 
partidos— nos remite al “espíritu de las instituciones”. Recurro a esa vieja noción 
(Montesquieu) para romper con el falso realismo de la “ingeniería institucional”. Las 
instituciones derivan su “razón de ser” social de un más allá, un referente trascendental, 


244 


llámese utopía o, en términos de Sorel, un mito en que se cristalizan las visiones que se 
hace la sociedad de sí misma en tanto orden colectivo. Es por medio de esa 
“institucionalidad de segundo grado” como se constituyen las instituciones como una 
realidad significativa. 

Generalmente asociamos un cambio de régimen con cambios en la estructura 
socioeconómica, sin considerar suficientemente los cambios en las imágenes que se hace 
la gente del proceso social. Sin embargo, es por medio de esas modificaciones en los 
criterios de percibir e interpretar la realidad social como la sociedad dirige una 
reorganización de su convivencia. El caso extremo y más visible son las revoluciones. 
Como hace notar Furet,*” en los diez años entre 1789 y 1799 Francia no se vuelve más 
capitalista o menos feudal. Lo que cambia radicalmente es su imaginario: el orden ya no 
es pensado como emanación de la voluntad divina, sino como obra de la soberanía 
popular. Es lo que marca el fin del Antiguo Régimen y hace a la Revolución francesa. Y 
como una herencia de la Revolución francesa puede ser visto el imaginario político en 
Chile. 


No conozco estudios sobre el imaginario politico de la sociedad chilena,*? pero una 
idea central y continua (explicando justamente la notoria ausencia de revoluciones) 
pareciera ser la institucionalización estatal de lo social. Esta imagen puede ser leída en 
la clave conservadora de la unidad nacional y cohesión social, interpretando la historia 
chilena como el auge y la decadencia del “Estado en forma”. Puede ser leída igualmente 
en clave progresista —la igualdad— para postular la extensión de la democracia político- 
formal hacia una democracia social y económica. En ambos casos, el sentido del orden 
radicaría en la integración político-estatal de la diferenciación social. 

Conviene detenernos un instante en este tema porque, por superficial que sea nuestra 
apreciación, lo estimo un aspecto decisivo para comprender las raíces del proceso 
político chileno. La importancia de la política en la vida cotidiana de los chilenos guarda 
una estrecha relación con el lugar central que se le atribuye en el imaginario colectivo. 
Esta centralidad de la política, transmitida por el pensamiento ilustrado, adquiere su 
primacía casi secular al aparecer confirmado el postulado filosófico por el desarrollo 
histórico. La historia de Chile explica la reputación y, por así decir, el éxito del país 
respecto a sus vecinos por la temprana consolidación de un poder central y la 
consiguiente solución de la “cuestión nacional”. No sólo la nación, la misma sociedad 
aparece constituida a partir del Estado. De ahí la imagen casi incontrovertible del Estado 
como artífice y garante de la cohesión social. Independientemente de la síntesis simbólica 
y de la integración material que realiza efectivamente el Estado, cabe destacar, en el caso 
chileno, la fuerza que tiene la idea del Estado como vértice de la pirámide social. 

El mito del Estado se asocia con una visión teleológica de progreso histórico, visión 
que funda ese progreso en la creciente intervención estatal. La extensión del Estado 
aparece no sólo como una mayor disposición sobre el territorio geográfico (noción 
vinculada a una mayor disposición sobre la naturaleza) sino además como un progresivo 
control sobre las leyes de la acción social. Y esta perspectiva de control fomenta la 
estadolatría tanto de la derecha conservadora como de la izquierda jacobina. 


245 


La capacidad invocadora que tiene en Chile la visión napoleónica o panóptica (en 
términos de Foucault)* del Estado como centro ordenador de la sociedad tiene una doble 
consecuencia. En primer lugar, una concepción estatalista de la política. Lo político es 
identificado con lo estatal en el sentido de que toda actividad política confluye hacia el 
Estado como su destinatario natural o bien emana de éste como el sujeto principal. Es 
tentador comparar la política con una red de telaraña mediante la cual el Estado engloba 
lo social. Considerando ese imaginario colectivo, se vuelve más comprensible la 
“invasión” de los partidos en las más diversas esferas de la vida social. No se trata tanto 
de un fenómeno de “sobreideologización” como de un modo de institucionalizar lo social. 
Sólo por medio del Estado —mediación partidista— lo social es reconocido 
“oficialmente”. 

En segundo lugar, una identificación de lo público con lo político-estatal. La 
extensión del ámbito público no es percibida en tensión con la esfera privada (o, según la 
tradición liberal, como una amenaza de ésta) sino, por el contrario, tiene una connotación 
exclusivamente positiva. Significa ampliar el campo de la intervención estatal y ello 
implica, en este contexto, ampliar el espacio de control humano sobre las condiciones 
sociales. Es este horizonte el que otorga a los partidos su enorme peso en la vida diaria. 
En la medida en que aparecer en público es entrar en la política, toda socialización 
pública deviene una definición política. Se adquiere reconocimiento público en tanto se es 
reconocido políticamente. Los partidos se transforman así en instancias básicas en la 
constitución de las identidades no sólo colectivas sino incluso individuales. La definición 
partidista hace parte de la individualidad. Exagerando algo, podría afirmarse que chilenos 
y Chilenas se reconocen entre sí públicamente por medio de los partidos. Ello ayuda a 
explicar la fuerte identificación y lealtad con los partidos. Éstos no son algo externo, 
simples instrumentos de acción, sino una expresión “existencial”: la existencia pública de 
la subjetividad. 

De ser ése el “espíritu de las instituciones” vigente, el sentido de la institucionalidad 
política resulta evidente: la identificación del desarrollo (o, en términos marxistas, de la 
emancipación social) con la ampliación de la intervención estatal y la extensión del 
ámbito público. 

Pues bien, la institucionalización democrática en Chile supone un cambio en el 
“espíritu de las instituciones”. Mientras pensemos el orden gobernado por una 
providencia o lo concibamos como una permanente guerra entre amigos y enemigos, la 
democracia será una ficción constitucional. Dicho en otras palabras: la instauración de un 
sistema democrático de partidos descansa en la creación de un imaginario político, por 
medio del cual concebir, conducir y legitimar el proceso social como un proceso de 
democratización. Con lo cual no postulo una “revolución cultural” al modo de una 
“conversión espiritual”, sino —a partir de la situación material de la sociedad chilena, 
pero también a partir de la experiencia autoritaria— la imaginación de un nuevo 
horizonte. 

No defiendo en ningún caso el antiestatismo actualmente de moda. En nuestra época, 
la forma Estado sigue siendo el principal referente por medio del cual la sociedad se 
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reconoce y se afirma a si misma en tanto colectividad. Pero ello no implica identificar la 
politica con el Estado. Por el mismo entrelazamiento entre Estado y sociedad civil, 
propio del capitalismo moderno, ya no se puede “derivar” lo politico de lo estatal. Por 
otra parte, tampoco podemos identificar lo politico con lo publico. Precisamente la 
dictadura nos ha enseñado el carácter politico de la vida cotidiana como la resignificación 
no política (mercantil) de la esfera pública. No se trata empero de invertir el 
planteamiento y postular la politización de lo privado. No todo es política, aunque todo 
tenga una dimensión política. Retengamos una conclusión más cautelosa: no hay 
congruencia entre las distinciones de: 


político — no político, 
estatal — social, 
público — privado. 


En concreto, me parece que hay que abandonar la identificación entre ámbito político 
y ámbito partidista. Con lo cual no se renuncia al partido como una forma de organizar la 
vida política. No menos importante para la disposición concreta de los ciudadanos sobre 
sus condiciones sociales pueden llegar a ser —en un orden democrático, descentralizado 
— las organizaciones locales (vecinales, juveniles, comités de vivienda, etc.). La 
articulación de éstos con los partidos sigue siendo —no sólo en Chile— uno de los 
grandes problemas pendientes. 


9. LA SECULARIZACIÓN DE LA POLÍTICA 


Otro obstáculo a una nueva concepción de la política y a nuevas formas de hacer política 
es la llamada “sobreideologización” de los partidos chilenos. Para situar el problema 
adecuadamente conviene recordar una constatación tal vez obvia: no existe una realidad 
social anterior o al margen de interpretaciones ideológicas. Toda acción social conlleva 
una valorización y no hay —como pretende el discurso tecnocrático— una política 
ideológicamente neutral. El problema no es pues la presencia de diferentes ideologías en 
pugna, sino la producción de determinado tipo de interpretación ideológica.” 

Los partidos históricos (conservadores, liberales, radicales) se constituyen en el siglo 
XIX en torno al conflicto Estado versus Iglesia. Este proceso es similar al que se 
desarrolla en los demás países de la región con la salvedad de que se trata de un conflicto 
tripolar y de que la tutela clerical es desplazada relativamente temprano —entre 1870 y 
1925— por ideologías racionalistas. No obstante ese predominio de un imago mundi 
racionalista (positivista), el debate ideológico no se aminora. Y la fuerza ideológica de los 
partidos contribuye a estructurar las identidades colectivas mediante las cuales hombres y 
mujeres afirman su pertenencia y arraigo en la vida social. La carga ideológica que tienen 
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las identidades colectivas en Chile facilita trazar limites mas nitidos entre ellas, otorgando 
a la estructura social una densidad ausente en los paises vecinos. Pero el fortalecimiento 
de las identidades partidistas tiene también un efecto perverso: la rigidez de los limites 
(nosotros/otros, propio/ajeno) dificulta el aprendizaje de pautas más universalistas. Los 
partidos no se constituyen tanto por distinción como por oposición. Dicho en otros 
términos: el Ego no reconoce en el Alter su Alter Ego. Este egocentrismo es ciego a la 
totalidad, al menos como problema de una construcción colectiva. 

Durante décadas la fuerza de las identidades partidistas no obstruye la negociación 
parlamentaria. A partir de los sesenta, sin embargo, la competencia partidista vuelve a 
enfatizar la dimensión religiosa de las ideologías. La afirmación de la identidad descansa 
en una sacralización de los principios políticos. Resulta difícil precisar los motivos: 
mayor participación política y, por ende, mayor movilización electoral; la socialización e 
integración de la emergente marginalidad urbana; la influencia de la Revolución cubana y 
el aggiornamento de la Iglesia católica; la mala imagen de la negociación como 
“negociado” de prebendas y, por tanto, demanda de “pureza”; compensación simbólica 
por el estancamiento económico. Sin querer profundizar en los cambios del sistema 
político chileno en los sesenta,” creo poder constatar una alteración de la cultura política. 

La llamada “sobreideologización” no es sino una mala secularización de la política. 
La emancipación del tutelaje eclesiástico no implica la abolición de los aspectos religiosos 
de la política. Éstos persisten bajo una forma laica. Uno de los aspectos es la 
reformulación del problema de la verdad. Quiero destacar tres aspectos de este tipo de 
producción ideológica. 

En primer lugar, la articulación de las ideologías en torno a principios absolutos e 
inmutables, sean éstos formulados como datos de la naturaleza humana, como verdad 
religiosa o científica. Ello permite fundar las identidades colectivas sobre la existencia de 
certezas indiscutibles, inmunes a las experiencias empíricas. Tal discurso autosostenido 
sobre la esencia y los fines de la vida social favorece la formación de sólidas identidades 
políticas, llegando a identificarse el sentido de la vida individual con la “razón de ser” del 
partido. 

En segundo lugar, al tratarse de un a priori absoluto, el principio articulador de este 
tipo de ideologías no es negociable. No existe posibilidad de compromiso cuando se 
contraponen distintas “verdades”. La misma pureza que favorece la cohesión “hacia 
dentro”, conduce a la intransigencia “hacia fuera”. 

En tercer lugar, se tiende a concebir las utopías como metas factibles del desarrollo 
histórico. Se trata de una visión teleológica de la historia que predetermina el marco de 
las posibilidades a partir de una supuesta finalidad histórica. Lo políticamente posible no 
sería pues algo por descubrir en conjunto, sino que cada partido se orienta por un 
horizonte prefijado por su utopía. 

En la medida en que se perfilan estos rasgos en la lucha ideológica, el conflicto 
político tiende a operar según el esquema amigo-enemigo.” Por un lado, una aguda 
percepción del Otro como amenaza a la propia identidad y, por el otro, la tentación de 
imponer unilateralmente la propia concepción como principio regulador de validez 
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general. Estos fenómenos subyacen a lo que Mario Góngora denomina políticas de 
planificación global. Tanto la democracia cristiana bajo Frei y la izquierda bajo 
Allende como la derecha bajo Pinochet se han inspirado en ideologías de cambio integral. 
Hoy día, se ha iniciado una revisión crítica. Se ve en la sacralización de los principios 
ideológicos y su “teleologización” en objetivos factibles uno de los principales obstáculos 
antidemocráticos. Pero a la vez, este mismo presente —sin memoria y sin perspectiva— 
incrementa la demanda de certidumbre. Existe una ansiedad por referentes inmutables 
(“verdades eternas”) que es recogida en la afirmación repetitiva de las viejas identidades 
partidistas. La persistencia de los viejos discursos puede asombrar a quien tiene a la vista 
los cambios en la sociedad chilena. Pero no se trata de proposiciones referidas a una 
situación social concreta; lo que encuentra eco es la repetición de invocaciones 
tradicionales que —precisamente por su repetición— pueden crear la sensación de una 
certeza (“siempre fue así”) que hace aparecer el futuro como acontecimiento previsible. 


Las situaciones de desamparo generan además otro fenómeno: una sed de carisma.” 
Al derrumbarse los parámetros cognoscitivos y los rituales simbólicos que encauzan la 
existencia cotidiana, puede brotar el deseo de creer en un líder carismático que encarne y 
dé palabra al sentido de la vida. Tal demanda de liderazgo carismático no es asimilable 
sin más al caudillismo tradicional. Se trataría de un carisma situacional, más referido a 
determinado clima psicosocial que a una misión histórica. Tanto esta sed de carisma 
como la repetición del discurso doctrinario parecieran responder a una misma necesidad: 
la búsqueda de arraigo social y de pertenencia colectiva. 

La política democrática no puede ni desoír ni satisfacer los deseos de certidumbre. No 
puede ignorarlos, puesto que toda politica no es sino un esfuerzo de los hombres por 
escapar a la futilidad del acontecimiento y adueñarse de su destino. Pero tampoco puede 
satisfacerlos; no es tarea de la política salvar el alma ni tiene la posibilidad de planificar 
un futuro que siempre será abierto. 

¿Qué se desprende de ello para la reorganización de los partidos chilenos? En primer 
lugar, evitar la tentación de hacer del partido una iglesia. Cabe presumir que la 
sacralización de los postulados ideológicos y la promesa de hacer efectivas las utopías no 
son tanto la obra de profetas en las presidencias partidistas como la (indebida) respuesta 
a una demanda “desde abajo”. Suelen ser “las bases” las que transfieren a las directivas 
su ansiedad por una verdad y su esperanza de una plenitud; percibiendo su 
impotencia/incompetencia para influir sobre su entorno social, la gente común tiende a 
adoptar un “fideísmo” entregándose en un acto de fe al partido y al lider para que éstos 
decidan por ella. La tentación de los partidos es fomentar tal delegación fideísta con el fin 
de legitimar su representación política e incrementar la autonomía de la burocracia.” Sin 
embargo, aunque se lograran tales resultados, no se trataría de un real fortalecimiento de 
los partidos. El aprovechamiento de la entrega religiosa por parte de los partidos confirma 
y profundiza la automarginación política que se imponen nuestros ciudadanos bajo la 
presión de pautas culturales que estipulan qué opinión es políticamente competente. 
Perpetuando tal irresponsabilidad inducida los partidos-Iglesia revelan ser profundamente 
antimodernos. 
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En segundo lugar, significa cuestionar el partido como “el principe” moderno. 
Concebir el partido según la imagen de un principe colectivo (Gramsci) implica 1) 
asumir el punto de vista de un actor. Los demás partidos son considerados sólo en cuanto 
factores del mundo exterior sobre el cual se esfuerza por actuar. Esta imagen egocéntrica 
conlleva 2) un criterio particular de éxito. Sería exitosa aquella política que produce 
precisamente los efectos preasignados por el actor. Ello supone 3) que el partido-principe 
sea capaz de formular juicios de posibilidad ex ante. Este cálculo exige una definición 
estable y aceptada por todos dentro de lo posible.* Ahora bien, incluso en países con 
conflictos muy institucionalizados, pero sobre todo en las actuales condiciones de Chile, 
la lucha política no se rige sólo por rutinas dentro de un marco fijo y univoco. Siempre 
tiene una dimensión de innovación, modificando el campo de las posibilidades. Esta 
creatividad predomina en situaciones como la chilena donde no existe una “gramática 
política” y, en cambio, se trata de redefinir las normas que regulan la acción política. 
Cabe concluir /) que estas condiciones sólo admiten un juicio de posibilidades ex post. Al 
no existir un cálculo ex ante de lo posible, 2) hay que modificar los criterios de éxito y 
fracaso, otorgando mayor relevancia a los efectos no previstos. Finalmente, cabe 
presumir 3) que la redefinición de lo políticamente posible no es una imposición 
unilateral, sino una obra conjunta de todos los partícipes. En este caso, la visión 
egocéntrica de un partido conduce a propuestas irrealistas, pues no da cuenta del carácter 
colectivo de la acción política. En resumen, la noción del partido-principe resulta 
inadecuada a una política democrática; o sea, el desarrollo de un orden no subsumido 
bajo un principio único, preconstituido. 

En tercer lugar, no se trata de llevar la secularización al extremo de identificar la 
racionalidad de la política con la racionalidad formal* Esta especie de 
hipersecularización es propia de un enfoque que reduce la política a una competencia de 
intereses. A la idea del “mercado político” corresponde una concepción del partido como 
representante de intereses. Desde luego que estamos lejos del “partido de ideas”; incluso 
los partidos chilenos, caracterizados por discursos muy ideológicos, se insertan en una 
compleja red de intereses organizados. No obstante, sería erróneo limitar las funciones 
del partido a la agregación y defensa de intereses, particularmente de intereses materiales. 
Ello implicaría descartar por “irracionales” muchos elementos básicos en la vida de un 
partido. De hecho, las máquinas partidistas articulan intereses materiales y deseos no 
materiales; combinan discurso programático y liderazgo carismático, una clientela en 
busca de beneficios y un séquito de creyentes, motivación interesada y lealtades 
afectivas, cálculos instrumentales y relaciones de confianza.* Esta combinación de 
elementos diferentes y frecuentemente contradictorios no permite subsumar la actividad 
partidista bajo una racionalidad exclusivamente formal. Junto a criterios de eficiencia 
instrumental rigen criterios que podríamos denominar de eficiencia comunicativa: 
dignidad, respeto, aprecio, confianza.* Especialmente en periodos de transición, cuando 
son redefinidas las fronteras de las identidades colectivas y fijados los umbrales de 
distinción interpartidista, estos aspectos desempeñan un papel primordial. Por 
consiguiente, me parece decisivo impulsar el proceso de secularización hacia una nueva 
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conceptualización de “lo racional” en política, capaz de incorporar la subjetividad a las 
dinámicas institucionales. 
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* En L. Meyer y J. L. Reyna (coords.), Los sistemas politicos en América Latina, México, Siglo XXI 
Editores-Universidad de las Naciones Unidas, 1989, pp. 69-105. 


l Véase la obra clásica de A. Edwards, La fronda aristocrática, Santiago, Impresora Nacional, 1928. 


è En una versión previa de este texto, publicada en 1985 como Documento de trabajo 249, Flacso-Santiago de 
Chile, la formulación es distinta. Dice así: “La Constitución de 1925 restablece el presidencialismo, pero sin 
debilitar el régimen de partidos. Éste se amplía y fortalece en los años 30 con la entrada de los partidos Socialista 
y Comunista al Parlamento, quedando el clivaje clerical-laico definitivamente desplazado por los clivajes de clase” 


(p. 1). 
2 M. A. Garretón, El proceso político chileno, Santiago, Flacso, 1983. 


2 El régimen militar en Brasil (1964-1985) estuvo en un inicio bajo el mando del Comando Supremo de la 
Revolución (junta militar dirigida por los ministros de Guerra, Marina y Aeronáutica), que controló el Congreso 
desde el primer acto de gobierno y por medio de éste nombró presidente a Humberto de Alencar Castelo Branco. 
El 20 de noviembre de 1965, por medio del Acto Complementario núm. 4, se oficializó el bipartidismo en Brasil, 
dando cabida solamente a dos organizaciones políticas (que trataban de funcionar en forma de partido): la Alianza 
Revolucionaria Nacional (Arena), compuesta por parlamentarios que provenían del Partido Social Democrático 
(PSD) y la Unión Democrática Nacional (UDN, grupo político liberal antivarguista que representaba a sectores del 
empresariado y a los intereses del capital extranjero), y el Movimiento Democrático Brasileño (MDB), que albergó 
a un amplio grupo del antiguo Partido Laborista Brasileño (PTB). Luego de la división bipartidista se instauró un 
sistema de control total del Congreso por parte del gobierno militar en el que se aprobaron las leyes que 
consolidaron el régimen, incluyendo el proyecto constitucional elaborado por los militares en 1966, además del 
sistema de elecciones que por un lado permitía las elecciones directas (legislativas) y por otro indirectas en los 
casos de puestos ejecutivos, y un sistema de representación que marginó a los estados más poblados. La crisis 
del MDB comenzó en el año de 1979, junto con el fin del sistema bipartidista. Lionel Brizzola encabezó una de sus 
principales escisiones al fundar el Partido Democrático de los Trabajadores, más cercano al antiguo laborismo del 
PTB. En Sáo Paulo, una alianza entre el ascendente movimiento sindical y una amplia franja de intelectuales 
crearon el Partido de los Trabajadores (PT), en el que ya destacaba la figura de Luiz Inacio Lula da Silva. Véase 
M. Cavarozzi y M. Garretón (coords.), Muerte y resurrección. Los partidos políticos en el autoritarismo y las 
transiciones en el Cono Sur, Santiago, Flacso, 1989; S. Dutrénit (coord.), Diversidad partidaria y dictaduras: 
Argentina, Brasil y Uruguay, México, Instituto de Investigaciones Dr. José María Luis Mora, 1996. 

> Durante la dictadura de Alfredo Stroessner en Paraguay (1954-1989), el partido oficial fue el Partido 
Colorado. La siguiente cita sintetiza bien lo que representó la dictadura militar en Paraguay con un fuerte poder 
personalista: “El ‘stronismo’ fue un sistema de poder personalista, hermético y relativamente inmutable: un 
triángulo conformado por las Fuerzas Armadas, el Partido Colorado y el gobierno, con la figura del líder operando 
como su eje articulador. Stroessner mismo fomentaba el culto a su persona. La adulación, la genuflexión y la 
obsecuencia eran importantes vías para la movilidad social y el acceso a cargos públicos. Calles, plazas, escuelas 
y distritos del interior llevaban su nombre o el de algún miembro de su familia; incluso el aeropuerto internacional 
y la segunda ciudad más importante del país se llamaban ‘Presidente Stroessner””. B. Arditi, “Adiós a Stroessner: 
nuevos espacios, viejos problemas”, Nueva Sociedad 102, julio-agosto de 1989, p. 26. 


3 A. Valenzuela y S. Valenzuela, “Partidos de oposición bajo el régimen autoritario chileno”, en varios autores, 
Chile, 1973-1983, México, Instituto de Investigaciones Sociales, UNAM-Flacso, 1983; y en Revista Mexicana de 
Sociología 2, 1982, p. 624. 


è Lechner hace referencia a la promulgación de leyes orgánicas que regularicen lo instituido en la Constitución 
de 1980; al respecto de dicha Constitución, véase la nota b (p. 169), referida al periodo constitucional de 
Pinochet, del texto “El proyecto neoconservador y la democracia” contenido en Obras IT. La Ley Orgánica de los 
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Partidos Politicos fue promulgada apenas en 1987 con la Ley Organica Constitucional de los Partidos Politicos, 
que reconoce su estatus legal y organizativo autónomo. Al respecto, véase S. Carrasco, “La evolución político- 
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17 No hay mucha literatura sobre el sistema de partidos en Chile. Entre la publicada antes de 1973 véase el 
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sistemático. La tesis de M. Hochwald, “Imagery in Politics. A Study of the Ideology of the Chilean Socialist 
Party”, University of California, 1971, no cumple lo que promete, porque queda demasiado apegada al nivel 
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constituido, pero sí tiene un saber práctico, no verbalizado. No es gente dispuesta a cualquier cosa. Opera una 
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EL DESAFÍO DE LA DEMOCRACIA 
LATINOAMERICANA* 


UNA CARACTERÍSTICA de América Latina en el horizonte del año 2000 radica en la tensión 
irreducible entre modernización y modernidad. Nuestros países han de asumir los 
“imperativos” de una modernización que exige la integración transnacional y, 
simultáneamente, produce una creciente segmentación social. ¿Cómo consolidar una 
democracia en este marco? 


EL DILEMA DE AMÉRICA LATINA 


Mirando al siglo XXI, América Latina se enfrenta al siguiente dilema: optar por la 
modernización, aceptando la exclusión de un amplio sector de la población, o bien 
privilegiar la integración social so peligro de quedar al margen del desarrollo económico 
mundial. 

Se trata de una formulación esquemática que busca solamente acotar los extremos. De 
hecho, la modernización no es una opción que podamos elegir o rechazar; ella representa 
el marco económico y cultural de nuestra época, estableciendo el referente obligatorio 
para cualquier política. ¿Qué entendemos por modernización? Cuando todos — 
izquierdas y derechas— pretenden ser modernos y algunos incluso posmodernos, el 
término resulta necesariamente equívoco. Estimo conveniente distinguir entre 
modernización y modernidad y entender por modernización el desarrollo de la 
racionalidad instrumental, contraponiéndola a la modernidad en tanto racionalidad 
normativa. Mientras que la modernidad apunta a la autodeterminación política y la 
autonomía moral, la modernización se refiere a la adaptación a los procesos sociales y 
naturales y a su control. Ambas se encuentran en una relación de tensión; tensión 
inexorable que caracteriza toda la época moderna, incluyendo el debate sobre la 
posmodernidad. Al hablar de tensión ya estoy insinuando nuestro problema: no podemos 
eliminar un polo de la tensión en beneficio del otro. Hemos de vivir con ambos 
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momentos. La cuestión de fondo es si modernidad y modernización son compatibles. 

La relación entre modernización y modernidad adquiere una nueva fuerza en el 
horizonte del año 2000 bajo el impacto de esa “dialéctica del capitalismo” que Osvaldo 
Sunkel definió acertadamente como “integración transnacional y desintegración 
nacional”.' Este proceso contradictorio se caracteriza por dos rasgos que configuran el 
mencionado dilema de América Latina. La primera característica consiste en que son las 
tendencias a la integración transnacional las que producen los procesos de desintegración 
nacional. Esta dialéctica, planteada inicialmente por los estudios de la dependencia, da 
lugar al nuevo dualismo de la sociedad latinoamericana. Ya no se trata de un sector 
tradicional yuxtapuesto al sector moderno y que pueda ser considerado simplemente 
como “obstáculo al desarrollo” de éste, sino de una exclusión producida por la misma 
modernización. Mientras que el nuevo dualismo se instala en un mismo y único marco 
espacial-temporal, este marco es dislocado por la segunda característica del proceso en 
curso. Ésta consiste en extremar la tensión entre modernización y modernidad, 
escindiendo sus ámbitos institucionales. Hoy día, tanto las categorías de la racionalidad 
técnico-instrumental (el cálculo medio-fin manifestado en eficacia, productividad, 
competitividad, etc.) como los valores de la racionalidad normativa (soberanía popular, 
derechos humanos) pueden ser considerados normas universales, pero no sucede lo 
mismo con las respectivas instituciones. Por un lado, las expresiones propias de la 
modernización, como el mercado y el desarrollo científico-tecnológico, llegan a ser los 
mecanismos típicos de la integración transnacional; por el otro, las instituciones propias 
de la modernidad, como el Estado democrático, quedan restringidas a una esfera 
nacional. Es decir, la modernidad tiene un déficit institucional para enfrentar la dinámica 
de la modernización. ¿Puede el Estado responder simultáneamente a las exigencias de 
una ineludible integración transnacional y a la búsqueda de integración nacional? 


LA DINÁMICA DE LA MODERNIZACIÓN 


La modernización da lugar —en un mismo proceso— a dos tendencias contradictorias: 
integración y marginalización. Más exacto: la modernización impulsa una integración 
transnacional que provoca la marginalización tanto de amplios sectores sociales como de 
regiones enteras. Antes de esbozar tal dinámica, sin embargo, conviene destacar el 
carácter imperativo de la modernización. Se trata de un imperativo en el sentido de que 
no existen alternativas de desarrollo económico viables. Ningún país, y menos uno 
latinoamericano, puede atrincherarse en sus fronteras nacionales sin condenarse al 
subdesarrollo. La transnacionalización de los mercados y de las innovaciones 
tecnológicas han transformado la racionalidad instrumental en la racionalidad 
predominante. Ésta deviene una norma universal en un doble sentido: como principio 
orientador de la acción social y —en tanto valor objetivado en productos (tecnologia)— 
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un estándar objetivo. La modernización ha llegado a ser hoy dia un criterio ineludible 
para el desarrollo económico, pero además —punto decisivo— una norma legitimatoria 
del proceso político. Se trata de un valor cultural, generalmente aceptado, y ello 
condiciona la dinámica antes señalada. En la medida en que la integración transnacional 
es considerada una necesidad legítima, la consiguiente marginación aparece como un mal 
menor, indeseado pero aceptado. O sea, no se trata de repudiar la exclusión, sino de 
atenuarla. Volveré sobre este contexto cultural más adelante. 

Veamos ahora la marginación económica de América Latina como resultado de la 
integración transnacional. Su expresión más dramática es indudablemente la deuda 
externa. La misma independización de los flujos financieros en relación con los procesos 
productivos que en los años setenta acelera la integración transnacional de la región, en la 
década de los ochenta provoca la “crisis de la deuda” y la consiguiente marginalización 
de América Latina. Es sabido cómo los servicios de intereses y amortización frenan o 
distorsionan los ajustes estructurales que permitirían mejorar la participación de la región 
en el comercio mundial En consecuencia, las exportaciones latinoamericanas 
(exceptuando a Brasil)” siguen siendo fundamentalmente agrícolas y mineras, o sea, 
productos de dinamismo y valor decreciente en relación con las manufacturas. Baste 
recordar los términos de intercambio; actualmente América Latina tiene que exportar 100 
en volumen para recibir 74 en valor, mientras que los países industriales exportan 100 y 
reciben 124 en valor. El deterioro de la posición comercial está vinculado al retraso 
tecnológico de la región. Al respecto, me limito a citar un reciente artículo de Castells y 
Laserna.? “El nuevo intercambio desigual en la economía internacional no se realiza entre 
bienes primarios y productos industrializados, sino entre bienes y servicios con diferentes 
componentes tecnológicos.” Esta tendencia margina a las economías latinoamericanas en 
la medida en que “no pueden importar alta tecnología porque no exportan suficientes 
productos industrializados porque su base industrial es obsoleta, debido a la falta de las 
indispensables importaciones de alta tecnología”. La brecha tecnológica a su vez dificulta 
un aumento de la productividad y, en consecuencia, de la competitividad. Están a la vista 
los desafíos planteados por la integración transnacional; sólo cumpliendo los estándares 
internacionales que ella impone, América Latina puede superar su posición periférica. 
Pues bien, ¿pueden las sociedades latinoamericanas enfrentar los costos económicos de 
la modernización, sin considerar sus costos sociales? Esta dificultad vincula la 
democratización en América Latina con los procesos que tienen lugar en Europa Central,* 
relación que no podemos abordar aquí, pero que debiéramos tener presente. 


Inserción internacional de América Latina (porcentajes sobre el total mundial en los 
años ochenta) 
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1. Población 8.0 5.0 25 1.3 
2. PIB 7.0 27.0 9.4 5.8 
3. Producto manufacturero 6.0 18.0 11.7 9.4 
4. Bienes de capital 3.0 14.7 11.1 9.6 
5. Ingenieros y científicos 2.4 17.4 12.8 3.4 
6. Recursos de investigación 
y desarrollo tecnológico 1.8 30.1 10.2 6.7 
7. Exportación de manufacturas 1.8 12.1 14.2 15.4 
Fuente: División Conjunta cerav/onup! de Industria y Tecnologia, sobre la base de datos de 


UNESCO, Anuario Estadístico, varios años; ONUDI, Banco de Datos y Naciones Unidas, Anuario De 
mográfico, 1986 (ST/ESA/STA/SER.R:/16), Nueva York, 1988, Publicación de las Naciones Uni- 
das, núm. de venta E/F 87.XII1.1; National Science Foundation, International Science and Tech- 
nology Data, UPDATE 1986, Washington, 1986. Conferencia de F. Fajnzylber: América Latina 
ante los nuevos desafíos del mundo en transición. Seminario de la Comisión Sudamericana de 
Paz, Santiago, julio de 1989. 


Los indicadores acerca de la marginación de la región en su conjunto, siendo ciertos, 
distorsionan el cuadro si no tenemos en cuenta la especificidad de la actual 
restructuración mundial, es decir, su carácter segmentado. La integración transnacional 
segmenta las sociedades nacionales, generando diferentes “mercados” no sólo 
económicos, sino también políticos y culturales según su grado de internacionalización. 
Esta segmentación transnacional altera la estructura social de nuestros países de un modo 
tal que desborda el marco habitual de análisis. Pero aun a simple vista, es evidente que 
las élites en Santiago, Caracas o Sáo Paulo tienen —económica y culturalmente— un 
estilo de vida mucho más similar a grupos equivalentes en Nueva York o Madrid que a 
sectores vecinos en su propia ciudad. Las distancias sociales en nuestros países no sólo 
aumentan, sino que son modificadas cualitativamente de modo tal que cambia el carácter 
de las desigualdades sociales. Surge una nueva “heterogeneidad estructural”. Hoy por 
hoy, la sociedad latinoamericana ya no es un “archipiélago” de islas económicas, étnicas, 
culturales, relativamente inconexas, sino un orden segmentado. Y ello cambia el carácter 
de la exclusión social. Un tercio de la población latinoamericana está excluida de los 
mercados formales de trabajo y/o vive por debajo de niveles mínimos de subsistencia. 
Nuestras sociedades siguen siendo duales, pero ya no es el antiguo dualismo tradicional- 
moderno, donde el sector tradicional tenía una vida aparte del sector moderno. Hoy día, 
los sectores excluidos comparten el “modo de vida” moderno. Son marginales no por sus 
valores y aspiraciones, sino en relación con el proceso de modernización que, dado el 
creciente peso del factor capital (incluyendo la tecnología), es incapaz de integrarlos, 
generando un desempleo estructural. Quiero decir, pensando en Chile: más que a la 
continuidad histórica del problema de la marginalidad, tal como lo tuvimos en la década 
de los sesenta, hoy nos enfrentamos a un nuevo tipo de exclusión, producto del propio 
proceso de modernización. Ya no se trata de un sector al margen del sistema capitalista, 
sino incorporado pasivamente. Nos asemejamos a la “sociedad de dos tercios” de los 
países industrializados, en que un tercio de la población se ha vuelto “superflua”, 
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viviendo de los subsidios estatales que proporciona la población activa. Mientras que 
aquellos países tienen la tarea inédita de reorganizar una sociedad para la cual el trabajo 
está dejando de ser el principio constitutivo, nuestros países no sólo han de asumir esa 
perspectiva; además enfrentan, en el corto plazo, la urgente tarea de asegurar al tercio 
excluido niveles mínimos de integración por medio de la acción estatal. La dificultad es 
tanto mayor por cuanto debiéramos articular ambos objetivos. 


MODERNIZACIÓN SIN MODERNIDAD 


Aceptemos la modernización como un marco obligatorio para cualquier política en el 
sentido de que pone (impone) un conjunto de condiciones de alcance transnacional al 
desarrollo social. Asumir tal condicionamiento no significa empero, aceptar un “modelo” 
único de modernización. Se trata de un proceso históricamente determinado, definido por 
factores específicos. Precisamente porque todas las fuerzas políticas invocan la 
necesidad de modernización, resulta indispensable precisar qué tipo de modernización 
preferimos. A pesar de que parezca inadecuado comparar diferentes caminos, dadas las 
especificidades históricas, existen configuraciones ejemplares que ilustran las alternativas. 

Chile representa de modo emblemático una vía particular de modernización: 
modernización sin modernidad. El régimen militar impulsa un cálculo exclusivamente 
técnico-instrumental de las “ventajas comparativas” e inhibe toda reflexión normativa 
acerca de tal reestructuración de la sociedad. Tiene lugar una modernización económica 
(cierre de industrias obsoletas, diversificación de las exportaciones, incipiente 
informatización, nuevos mecanismos financieros, etc.) que intensifica la inserción de 
Chile (en términos productivos y, sobre todo, de expectativas de consumo) en el mercado 
mundial. El desarrollo capitalista abarca no sólo su dimensión internacional; además 
culmina el proceso de “capitalización” integral de las relaciones sociales. Chile es una 
sociedad completamente capitalista, lo cual modifica la naturaleza de la población 
marginal. De manera más precisa, existe una notable modernización a costa de la 
exclusión de amplios sectores sociales que quedan estructuralmente al margen del 
mercado (desempleo) y de la protección estatal (servicios públicos). 

De esta dinámica de la modernización debemos retener dos aspectos. Por un lado, la 
exclusión social no puede ser proclamada legítima. Tanto desde el punto de vista liberal o 
marxista como, en especial, desde la tradición cristiana de América Latina, el orden se 
funda en una idea de comunidad que no acepta apartheid. No obstante este rechazo “en 
principio”, por otro lado, se acepta la existencia de una población marginal. La exclusión 
es consentida por los mismos sectores excluidos en la medida en que aparece inscrita en 
una especie de “ley natural” o justificada como un mal pasajero. De hecho, la ofensiva 
neoliberal se apoya en ambos argumentos: se presenta como la vía natural y exclusiva de 
modernización y plantea la marginalización como un problema sólo económico y, por lo 
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demas, transitorio. 

Conocemos el fracaso del modelo neoliberal en su pretensión de resolver 
económicamente la “situación de extrema pobreza”; por el contrario, incrementa las 
desigualdades. Las cifras oficiales de Chile respecto a la distribución del ingreso en 1978 
y 1988 (último trimestre) hablan por sí solas. Mientras que en 10% de los hogares más 
pobres se observa un leve incremento, de 1.28% en 1978 a 1.63% en 1988, todos los 
demás hogares ven disminuida su proporción, salvo el 10% de hogares más ricos, que 
aumentan su participación en los ingresos totales de 36.52% en 1978 a 46.78% en 1988.* 
Es decir, el aumento de los ingresos en el último decenio benefició casi exclusivamente al 
sector más rico de la población chilena. Viendo la miseria que produce la modernización 
neoliberal, comprendemos que la estrategia de modernización no es una decisión técnico- 
neutral. El problema no es solamente económico; por su amplitud y su duración, las 
desigualdades afectan la legitimidad del orden. Durante años, la doctrina neoliberal 
justificó la exclusión social como un sacrificio transitorio y la población compartió esta 
nueva fe en el progreso, fundada en expectativas de recompensa. Tales esperanzas de 
ascenso individual e integración social se derrumban empero, con la crisis de la deuda a 
comienzos de los años ochenta. Su efecto principal consiste en quebrar la relación 
presente-futuro. En ese momento la exclusión deviene insoportable y deslegitima el orden 
establecido. La crisis demuestra dramáticamente que el futuro escapa al cálculo medio- 
fin. No todo es calculable y esta imprevisibilidad cuestiona la hegemonía fáctica del 
mercado. En la medida en que el cálculo individual de costo-beneficio confiesa su 
precariedad, se revaloriza la responsabilidad social por el futuro. El futuro vuelve a ser 
enfocado como una construcción colectiva, motivando la demanda por democracia. No 
en vano recordamos la gran obra de Polanyi; también en Chile es la imposición del 
mercado con sus tendencias de disgregación y exclusión lo que provoca reacciones de 
solidaridad, reivindicando la defensa de lo colectivo y, por tanto, la intervención del 
Estado y el restablecimiento de la institucionalidad democrática. 


LA COMPLEJA REVALORACIÓN DE LA DEMOCRACIA 


La reflexión precedente insinúa algunos elementos político-culturales que conviene 
destacar. En primer lugar, recuerdo la vigencia que adquiere la idea de modernización 
como valor cultural. Es notoria la alta valoración de la modernización por gobiernos tan 
disímiles como los de Alfonsín y Pinochet; por doquier, la modernización deviene el 
símbolo de bienestar material. Lo novedoso en América Latina reside en que ahora la 
modernización es identificada con la integración transnacional, asociándose el desarrollo 
nacional a la economía mundial. No sólo se ha diluido —fuera de América Central— la 
denuncia del imperialismo; también la propuesta de un Estado nacional-popular, 
desvinculado del capitalismo mundial y sus relaciones de dominación,* chocaria con la 
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opinion publica prevaleciente. En consecuencia, reiterando la premisa inicial, no podemos 
renunciar a la modernización por razones económicas, pero tampoco por motivos 
culturales. En segundo lugar, el valor atribuido a la modernización altera el carácter de la 
marginalizacion consiguiente. La exclusión de una parte importante de la población no es 
aceptada en términos político-institucionales, pero sí como fenómeno social. Esta 
legitimidad fáctica depende a) de que no exista una barrera oficial entre integrados y 
marginados (apartheid) y b) de la promesa de una recompensa, o sea, de una imagen de 
futuro. Se atisba aquí un elemento de racionalidad normativa: la referencia a un orden 
alternativo, un futuro diferente. La modernización es un proceso socialmente valorado en 
tanto conlleva una reflexión normativa que remite la exclusión presente a una integración 
social futura. Vale decir, la dinámica de la modernización se apoya, en definitiva, en una 
noción de lo colectivo, de comunidad. Tales nociones son difusas y de difícil 
institucionalización y ello afecta desde luego al proceso de modernización, siempre 
expuesto a explosiones de frustración y rebelión social. En resumidas cuentas, estimo que 
los problemas de América Latina radican no tanto en un déficit de modernización —que 
lo hay— como en la precariedad de su modernidad. 

La investigación social sobre América Latina suele privilegiar un enfoque societal, 
analizando los procesos y estructuras políticas en función de los cambios sociales. Desde 
la izquierda revolucionaria hasta la derecha neoliberal, todas las posiciones ideológicas 
tienden a tener el cambio social por el foco de su perspectiva. Es decir, se atribuye a la 
política un carácter fundamentalmente instrumental, al servicio de uno u otro principio de 
reorganización social. Tal enfoque desconoce y desvirtúa otras dimensiones de la política, 
en particular la constitución normativa y expresión simbólica de un orden colectivo.” A 
este ámbito político remite el mismo fenómeno de marginación. Cuando hablamos de 
pobres y/o sector informal, aludimos a variables económicas —ingreso y empleo— desde 
una concepción política: pleno empleo e ingreso mínimo. Sólo en el marco de esta 
normatividad, la exclusión adquiere su significado moderno. Ello no implica caer en el 
otro extremo y cultivar un “politicismo”. Es hora de establecer la relación entre política y 
sociedad en tanto tensión ineludible e irreductible. En este sentido, veo en la precariedad 
de la modernidad en América Latina un llamado a considerar las reformas políticas y, en 
concreto, la reforma del Estado como un desafío prioritario. Lograremos encauzar y 
dirigir la dinámica transnacional de la modernización solamente en el grado en que 
seamos capaces de desarrollar una normatividad que dé cuenta de la nueva realidad 
social. 

El debate sobre las reformas políticas es lento e incierto y, por ahora, apenas puede 
señalizar algunos dilemas. Un primer y decisivo avance en la última década consistió en 
la recuperación temática y defensa práctica de la democracia. Durante años habíamos 
desdeñado la democracia formal, pues considerábamos la igualdad ciudadana 
incompatible con las desigualdades socio-económicas. Privilegiábamos el cambio social 
como premisa necesaria y suficiente para llegar a una democracia sustantiva. Pues bien, 
el mismo proceso acelerado de cambios, socavando las certidumbres tradicionales, y 
luego, sobre todo, la experiencia autoritaria provocaron una revaloración de la 
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institucionalidad democratica. Hoy el afianzamiento del ideario democratico esta fuera de 
duda. Pero no es mas que un primer paso, importante y fragil. Los recurrentes estallidos 
de descontento social en las capitales latinoamericanas llaman la atención sobre 
situaciones de desigualdad que se extienden en lugar de disminuir. Debemos reconocer el 
hecho de que —producto de la modernización— la exclusión de un tercio de la población 
es y será la realidad de nuestros países. No existe actualmente alternativa a la dinámica 
de la modernización y ello implica abandonar una doble ilusión: considerar la marginación 
un obstáculo al desarrollo y, por tanto, hacer de su solución un objetivo político. Por el 
contrario, según vimos, la exclusión social deviene un momento estructural propio de la 
integración transnacional y hace difícil una política de “desarrollo con equidad”.* Como 
dijera brutalmente Peter Glotz, una política de desarrollo puede obtener el apoyo del 
capital y el respaldo del electorado con 20% de desempleo, pero no con 40% de 
inflación.” La situación de América Latina no es tan diferente, a pesar de la hiperinflación 
en varios países. Ya no sólo los círculos tecnocráticos, también la opinión pública 
concede mayor prioridad a la integración transnacional que a la segmentación social. Éste 
es, en conclusión, el contexto a partir del cual debemos pensar una política realista de 
consolidación democrática. ¿Cómo concebir la democracia cuando su fundamento clásico 
—la integración nacional— pareciera disolverse bajo el impacto (externo e interno) de la 
modernización? 

Un rasgo sobresaliente de América Latina en los años ochenta es la revaloración de la 
institucionalidad democrática, sea como rechazo político contra la dictadura, sea como 
reflejo de los cambios sociales. Quiero destacar este segundo aspecto aunque nos faltan 
estudios detallados de las repercusiones que podrían tener las transformaciones sociales 
de la última década en la esfera política. No obstante, están a la vista los procesos de 
secularización e individualización y, en consecuencia, la creciente diferenciación social en 
todos los países de la región. La erosión de las viejas identidades colectivas suele ser 
caracterizada negativamente como atomización, sin considerar la riqueza potencial que 
significa. La denostada privatización conlleva también el cuestionamiento de categorías 
anticuadas y formas obsoletas, generando relaciones nuevas y más complejas. En fin, 
descubrimos la diversidad de nuestras sociedades como un mundo de posibilidades 
abiertas. Para esta nueva sensibilidad la institucionalidad democrática no puede sino ser 
atractiva en tanto permite expresar y desplegar la heterogeneidad social. 

Ahora bien, en el momento mismo en que se afianza la democracia como 
institucionalización del conflicto y negociación de intereses, tales intereses pierden 
empero su perfil específico. Hay demandas duras, por cierto; sobre todo demandas de 
tipo económico, luego demandas sociales (salud, educación, vivienda, previsión) y, 
crecientemente, demandas de orden (droga, criminalidad). Sin embargo, me parece que, 
más y más, las demandas devienen difusas y no llegan siquiera a ser formuladas a falta 
de nombre y de quien las pueda satisfacer. No es más que una intuición, difícil de 
comprobar en encuestas de opinión pública, pero sospecho que existe mucha demanda 
sumergida que apunta a sociabilidad, seguridad, certidumbre. El mismo proceso de 
modernización que disuelve los antiguos lazos de pertenencia y familiaridad recrea 
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demandas de sentido e identidad colectiva. Mas éstas ya no se dejan expresar en 
términos de finalidad historica o interés de clase, ni se reconocen en el discurso 
individualista-utilitarista del neoliberalismo. También en el campo de la subjetividad nos 
encontramos en un periodo de transición en que lo viejo y lo nuevo conviven 
confusamente. 

Quiero ahondar en el clima cultural porque presumo que ello puede dar cuenta no sólo 
de lo frágil de la institucionalidad democrática, sino de lo precario de la modernidad en 
América Latina. Una característica de nuestra cultura política, al menos en Chile, es la 
permanente oscilación entre la apología del consenso y una encarnizada lucha entre el 
Bien y el Mal.” Si el conflicto social se plantea como el enfrentamiento a muerte entre el 
Bien y el Mal, no hay compromiso posible y sólo la exterminación del hereje permite 
restablecer el buen orden. El miedo a la guerra civil provoca, por otra parte, la exaltación 
del consenso. Por consenso no se entiende un acuerdo entre intereses particulares, sino la 
fusión social: el deseo sublime de disolverse en el todo. Su figura emblemática es la 
nación, unidad a la vez natural (estando la pertenencia predeterminada) y abstracta 
(prescindiendo de diferencias particulares). Pues bien, esta idea de comunidad nacional 
impide tanto la representación de intereses particulares como la confrontación de 
alternativas. En suma, no permite concebir creativamente el conflicto y, por supuesto, 
ello condiciona nuestra imagen de la democracia. ¿No significa la revalorización de la 
democracia en América Latina primordialmente el anhelo de una comunidad restituida? 

Mientras que la idea de nación se ha debilitado ante el impacto de la segmentación 
transnacional,'' conserva vigencia la demanda de consenso. Bajo este rótulo político se 
aglutinan aquellos deseos difusos antes mencionados. La expresión de tales sentimientos, 
por balbuceante que sea, tiende a desplazar la reivindicación de intereses materiales o, al 
menos, le imprime una fuerte carga subjetiva. En el fondo, creo yo, la demanda de 
consenso cristaliza la búsqueda de sentimientos compartidos, la comunidad de 
sentimientos. '” 

Si mi intuición es correcta, nos encontramos frente a un cuadro problemático. La 
mayoría de la ciudadanía en nuestros países prefiere la democracia a cualquier otro 
régimen. En concreto, esta preferencia pareciera estar motivada por un sentimiento 
comunitario: la democracia es identificada con comunidad. Surge entonces la pregunta de 
si el arraigo afectivo a la democracia puede ser acogido y expresado por la 
institucionalidad democrática. Quiero decir, ¿pueden las instituciones y los 
procedimientos democráticos, necesariamente formales, dar cuenta del sentimiento de 
comunidad como su base subjetiva de legitimidad? 

La relación entre institucionalidad y cultura política es compleja. Resulta difícil 
compatibilizar la democracia representativa con una idea fuerte de consenso. Ésta implica 
una visión monista de la sociedad, inhibiendo una representación de intereses 
particulares. La misma identificación partidista queda sometida al influjo de la idea de 
comunidad y, por tanto, suele afirmar su identidad en la contraposición de amigo y 
enemigo, de Bien y Mal. No hay lugar para concebir alternativas dentro del sistema. Pero 
no sólo es difícil crear un sistema fuerte de partidos. Además, una vez creado, podemos 
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anticipar que los modernos partidos de masas con sus tendencias a la burocratización y 
desideologización (catch-all-parties) erosionan las identidades colectivas.'* Dicho de otro 
modo: una idea predominante de comunidad socava la distancia indispensable entre 
ámbito social y esfera política. En nombre de la comunidad, el Estado tiende a ocupar a 
la sociedad, o bien la sociedad invade al Estado. En ambos casos, se invoca un principio 
extraconstitucional para transgredir las reglas legales. Constitucionalmente, prevalece una 
“legitimidad mediante legalidad”;* es legítima toda autoridad o decisión de acuerdo con 
los procedimientos formales debidamente establecidos. A un segundo nivel, sin embargo, 
opera una “legitimidad de contenido”, basada en intereses y valores considerados vitales. 
Éstos no sólo marcan, en casos extremos, un límite externo a la legitimidad legal. Más 
importante es que sirven como criterios de eficiencia para juzgar, día a día, los objetivos 
políticos y medir el desempeño gubernamental. Ello implica en concreto, recordando la 
cultura política prevaleciente, una constante presión sobre el gobierno y el Estado para 
satisfacer sentimientos de comunidad; tarea tanto más compleja porque no se trata de 
intereses calculables, sino de sentimientos imprecisos de materialización volátil. La 
institucionalidad democrática está preparada para procesar y negociar intereses; en 
cambio, ¿es ella eficiente para responder a tales sentimientos difusos? Por ahora, 
pareciera que son precisamente estos anhelos los que no sólo motivan la preferencia por 
la democracia, sino también los que permiten neutralizar sus ineficiencias y fracasos. En 
consecuencia, no los descartemos en nombre de una Realpolitik y, por el contrario, 
descubramos su potencial normativo que puede llegar a ser subversivo, por cierto, pero 
también factor estabilizador. En todo caso, éste me parece ser el credo con el cual puede 
y debe contar la institucionalidad democrática. 

He aquí la paradoja: la revaloración de la democracia en América Latina se apoya en 
una cultura política que privilegia el consenso y la comunidad, o sea, una legitimación 
cultural que, por otra parte, dificulta precisamente la consolidación de una democracia 
representativa. En ello radica el déficit institucional de modernidad que mencionamos 
antes. Al mismo tiempo, sin embargo, esta cultura política representa un recurso 
indispensable en tanto genera una imagen de futuro que permite postergar la satisfacción 
de las necesidades. 
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* En Leviatán (Madrid) 41, 1990, pp. 73-84. 
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Ciencias Sociales (París) 118, diciembre de 1988 (el número entero está dedicado al tema). 


4 Instituto Nacional de Estadística, Encuesta Suplementaria de Ingresos, Santiago, septiembre de 1989. 
5 K. Polanyi, La gran transformación (1* ed., 1944) México, Juan Pablos Editor, 1975. 


6 Véase, por ejemplo, de S. Amin, “El Estado y el desarrollo: ¿construcción socialista o construcción nacional 
popular?”, Pensamiento Iberoamericano (Madrid) 11, enero-junio de 1987. 


7 Remito a mi libro La conflictiva y nunca acabada construcción del orden deseado, Madrid, CIS-Siglo XXI, 
1986 [en Obras IT, pp. 267-421]. 


8 Una buena introducción al debate ofrecen los artículos de F. Fajnzylber, “Las economías neoindustriales en el 
sistema centro-periferia en los ochenta”, Pensamiento Iberoamericano (Madrid) 11, enero-junio de 1987, así 
como “Industrialización en América Latina: de la “caja negra’ al “casillero vacio’”, Cuadernos de la CEPAL 
(Chile) 60, 1989. 


? Una saludable revisión de los dogmas de la izquierda ofrecen P. Glotz, Manifiesto por una nueva izquierda 
europea, Madrid, Fundación Pablo Iglesias-Siglo XXI, 1987, y L. Paramio, Tras el diluvio. La izquierda ante el 
fin de siglo, Madrid, Siglo XXI, 1988. 

10 Llama la atención la similitud con Francia de acuerdo con el análisis de P. Rosanvallon, Malaise dans la 
représentation, en F. Furet, J. Julliard y P. Rosanvallon, La république du centre, París, Calmonn-Levy, 1988; 
véanse particularmente las pp. 156 ss. 

1 En una encuesta realizada en Santiago, 85% de los entrevistados estaba de acuerdo con que “actualmente la 
diferencia entre las poblaciones pobres y el barrio alto es tan grande que parecen dos países distintos” 
(desacuerdo: 14%). Por el contrario, sólo 39% de los entrevistados estaba de acuerdo en que “aunque se habla 
mucho de las diferencias entre los chilenos, al final estamos todos unidos” (desacuerdo: 58%). Véase Flacso, 
Encuesta comparativa, agosto de 1987, y el análisis de R. Baño, “Transición y cultura política en Chile”, 
Documento de trabajo 390, Flacso-Santiago, 1988. 

12 Frente a la individualización podría tener lugar un “retorno a la tribu” representando una solidaridad 
posmoderna, según M. Maffesoli, “La solidarité postmoderne”, La Nouvelle Revue-Socialiste (Paris) 6, 
septiembre de 1989. Nada tiene que ver con este anhelo aquella noción de comunidad sustentada por el 
fundamentalismo religioso. 

13 Véase, de C. Offe, Partidos políticos y nuevos movimientos sociales, Madrid, Editorial Sistema, 1988. 


2 La discusión en torno a la legitimidad mediante legalidad es abordada por Lechner principalmente en los 
textos contenidos en Obras I, en particular los que se refieren a la relación entre el cambio político y la esfera del 
derecho. 
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CONDICIONES SOCIOCULTURALES DE LA 
TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA: ALA 
BÚSQUEDA DE LA COMUNIDAD PERDIDA* 


1. UNA DEMOCRATIZACIÓN EN SITUACIÓN DE CRISIS ECONÓMICA 


Una retrospectiva sobre América Latina en la década de los ochenta muestra un cuadro 
contradictorio: gobiernos democráticos se instalan en toda la región al mismo tiempo que 
una profunda crisis económica sacude las estructuras sociales. 

Es la década de la democracia, comenzando con el colapso de la dictadura argentina y 
terminando con el fin de los gobiernos de Pinochet y Stroessner. Asistimos no sólo al 
término de las dictaduras militares: no menos significativos son los cambios de gobierno 
civil mediante elecciones en países convulsionados como Bolivia, Nicaragua y Perú. 
Nunca antes tantos, casi todos los pueblos de América Latina y el Caribe, tienen un 
gobierno democráticamente elegido. 

De forma paralela, los años ochenta representan una “década perdida” para el 
desarrollo socioeconómico.' Ésta inicia en la cumbre de un periodo de crecimiento y 
cierra con un dramático balance de deterioro económico y retrocesos sociales. El 
fenómeno saliente es la crisis de la deuda externa que provoca los más diversos intentos 
de ajuste, estabilización, reactivación y reestructuración. El servicio de la deuda (la cual 
alcanza en 1989 los 416 000 millones de dólares para la región) exige no sólo una 
restricción de las importaciones y una contracción de la inversión, sino también una 
reducción del gasto fiscal y, por ende, de los servicios públicos. Como producto de ello 
se revierten las tendencias redistributivas y aumenta dramáticamente la población en 
extrema pobreza. 

La situación de América Latina, que conoce la peor crisis económica y social de su 
historia simultáneamente con el mayor avance de la democracia, no puede sino 
sorprender. De hecho, se suelen vincular los procesos de democratización con periodos 
de crecimiento económico que facilitarian negociar compromisos y postergar 
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gratificaciones. El prolongado proceso de recesión y ajuste, por el contrario, acentúa la 
fragmentación social. ¿A qué se debe entonces el auge de la democracia en América 
Latina? 

Cada transición a la democracia ocurre bajo condiciones específicas y resulta difícil 
destacar algunos elementos generales.? No obstante, parece conveniente abandonar el 
supuesto de que el desarrollo económico es un prerrequisito de la democracia, aunque 
seguramente sea una condición favorable. Que la política no sea mero reflejo de los 
procesos socioeconómicos no significa, por otra parte, que la política sea un “sistema” 
autónomo. Los procesos políticos y las estructuras materiales interactúan, pero en una 
relación de asincronía. La situación latinoamericana sugiere una hipótesis: considerar la 
transición democrática en una relación complementaria con los procesos 
socioeconómicos. Podríamos interpretar la democracia emergente en América Latina 
como una reivindicación de la integración social o, simplemente, de “comunidad” que 
compensa la desintegración producida por los procesos económicos. 

El enfoque aparece demasiado “funcionalista”, como si el “sistema social” supusiera 
una función de integración que pudiere ser cumplida indistintamente por la política o la 
economía, por la democracia o el mercado. Estimo que no es el caso. El orden social 
requiere procesos de integración, pero es diferente el que procura la democracia al que 
genera el mercado. La experiencia latinoamericana nos señala la insuficiencia de una 
cohesión basada exclusivamente en la dinámica del mercado. Ésa era la ilusión neoliberal 
que, en consecuencia, pretendía eliminar las interferencias de la política. La ofensiva 
neoliberal en países como Chile fracasa? empero, precisamente porque el mismo avance 
del mercado desencadena demandas de “comunidad” que no pueden ser satisfechas en el 
ámbito de la racionalidad técnico-instrumental. Falta ver si la democracia puede 
responder a tales demandas. 


2. MODERNIZACIÓN Y MODERNIDAD 


El año 1989, bicentenario de la Revolución francesa, quizás signifique la culminación de 
una onda larga de desarrollo histórico en que el capitalismo se afianza como la formación 
socioeconómica predominante en el ámbito mundial. Como quiera que definamos el 
“capitalismo” actual, está fuera de duda el proceso de globalización, en particular, la 
internacionalización de los mercados, del dinero (crecientemente autónomo de la esfera 
productiva) y, en especial, del desarrollo tecnológico. Los aspectos mencionados 
expresan, todos ellos, la universalización de la racionalidad técnico-instrumental. 
Propongo denominar a las transformaciones impulsadas por este tipo de racionalidad 
como modernización, contraponiendo este proceso a la modernidad en tanto desarrollo 
de una racionalidad normativa. La tensión entre ambos momentos permite visualizar uno 
de los principales desafíos de nuestra época: ¿cómo puede la sociedad moderna crear su 
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propia normatividad, o sea, autodeterminarse en tanto orden colectivo, de cara al proceso 
transnacional de modernización? 

En la medida en que la racionalidad instrumental deviene efectivamente universal, el 
proceso de modernización adquiere el carácter de imperativo. Ninguna sociedad, y 
menos una latinoamericana, puede renunciar a la modernización sin condenarse al 
subdesarrollo; hoy día, cualquier propuesta de desarrollo que pretenda aislar la economía 
nacional de los circuitos internacionales está destinada al fracaso. No es casual que todos 
los gobiernos latinoamericanos hayan hecho de la modernización un Leitmotiv de sus por 
lo demás muy diferentes políticas. 

Ahora bien, el carácter imperativo del proceso mundial de modernización implica una 
consecuencia inevitable: la necesidad de un ajuste estructural Las sociedades 
latinoamericanas están obligadas a realizar una transformación productiva que incremente 
los componentes tecnológicos de los bienes, aumente su competividad y, por ende, 
mejore su inserción en los mercados internacionales. La autodeterminación político- 
normativa se encuentra así sometida a un marco cada vez más ineludible de restricciones 
y necesidades. 

Siendo la modernización un imperativo, puede haber diversas estrategias posibles. Las 
diferencias radican en quiénes pagan el ajuste estructural y a qué costo. Dictaduras como 
la chilena pudieron imponer los costos del ajuste a los sectores indefensos mediante una 
recesión aguda y el desempleo de más de un tercio de la población activa. Los gobiernos 
democráticos tienden a buscar un escape a los conflictos distributivos generalmente por 
medio de la inflación; Ésta permite transferir los costos secuencialmente de unos a otros 
sectores sociales, evitando así que se conviertan en conflictos políticos abiertos.* Los 
desbordes inflacionarios en la región,* donde sólo tres países (Barbados, Haití y Panamá) 
tuvieron una inflación inferior a 10% anual en 1989, indican empero los límites a tal 
estrategia. Sea cual sea la estrategia, el proceso de modernización acentúa la 
fragmentación social. Su cara más visible es una nueva marginalidad, llámese “pobreza 
extrema” o “sector informal”, que ya no puede ser interpretada como en los años sesenta 
mediante un dualismo de sociedad moderna y sociedad tradicional. Este sector social se 
encuentra a la vez dentro y excluido del sistema capitalista. La sociedad latinoamericana 
deviene una “sociedad de dos tercios” donde un tercio de la población es superfluo, 
viviendo de los desechos. El problema reside no sólo en la falta de recursos para la 
asistencia pública. La cuestión de fondo consiste en la disgregación de la vida social. Éste 
me parece que es el fenómeno decisivo y directamente vinculado al proceso de 
modernización a escala mundial. De hecho, la creciente integración transnacional del 
mundo provoca simultáneamente una desintegración nacional.* 

La reestructuración de la sociedad mundial segmenta las sociedades nacionales, 
creando circuitos y mercados muy cerrados entre sí. Es notorio que las élites en Santiago 
o Sáo Paulo tienen —económica y culturalmente— un estilo de vida mucho más similar 
a grupos equivalentes en Nueva York o Madrid que a sectores vecinos en su propia 
ciudad. Las distancias sociales no sólo aumentan, sino que son modificadas 
cualitativamente de modo tal que cambia el carácter de la diferenciación social, propia a 
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la sociedad moderna. Surge una nueva “heterogeneidad estructural” que se caracteriza 
por un debilitamiento general de las identidades colectivas, sean éstas étnicas, de clase 
social o de base territorial. Si a ello agregamos la debilidad histórica de los partidos 
políticos y, en particular, del sistema de partidos en América Latina, comenzamos a tener 
una imagen de las dificultades que enfrentan las democracias emergentes. 

Todo régimen democrático ha de compatibilizar legitimidad y eficiencia. 
Generalmente, las democracias pueden contar con un margen de confianza en la 
legitimidad del orden, que les permite enfrentar los criterios de eficiencia con cierta 
holgura. En el caso de América Latina, sin embargo, hemos de preguntarnos si ambos 
elementos son acaso compatibles. La eficiencia exige políticas de ajuste estructural que 
mejoren las condiciones del país para insertarse dinámicamente en la economía mundial, 
lo cual, por otra parte, agrava la desintegración social y, por tanto, socava las bases 
legitimatorias de la democracia. 

En realidad, la democracia no descansa solamente en una “legitimidad por legalidad” 
(Weber) o una “legitimidad por procedimiento” (Luhmann).* Los procedimientos 
formales son condiciones necesarias, pero no suficientes. De manera implícita, el régimen 
democrático se legitima igualmente por medio de valores y creencias. Aunque sus 
contenidos sean difusos y contradictorios, tal marco normativo es indispensable tanto 
para renovar día a día la confianza en las promesas de la democracia como para aceptar 
su incumplimiento. Un elemento crucial del credo democrático es la idea de 
“comunidad” en un sentido lato: la pertenencia a un orden colectivo. Éste es uno de los 
ejes centrales de la modernidad; el principio de autodeterminación remite precisamente a 
la constitución de la sociedad en tanto orden colectivo. Pues bien, ¿es ello compatible 
con el proceso de modernización y la consiguiente disgregación social? 


3. POSIBILIDADES DE UN REFORMISMO DEMOCRÁTICO 


La primacía que adquirió la idea de democracia en América Latina durante los años 
recientes contrasta notoriamente con el clima político de los años sesenta, marcado por la 
idea de la revolución.* Entonces la perspectiva apuntaba a una ruptura con el orden 
existente, un cambio del sistema capitalista y el advenimiento de un hombre nuevo. El 
enfoque revolucionario perdió vigencia en América Latina mucho antes de los cambios 
en la Unión Soviética y Europa Central, principalmente a raíz de las dictaduras 
neoliberales en los años setenta. Aunque de signo inverso, el intento radical por imponer 
una “sociedad de mercado” demuestra las posibles atrocidades de cualquier fundación 
revolucionaria del orden social, dando lugar a una revaloración de la democracia en tanto 
cambio social concertado. Se altera la manera de concebir la transformación de la 
sociedad no sólo de parte de las izquierdas, que abandonan la estrategia revolucionaria, 
sino también de parte de las derechas, que abandonan la defensa intransigente del status 
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quo y propugnan la necesidad de cambios. Parece surgir una nueva derecha, alejada del 
tradicionalismo y sensible a los procesos internacionales. Asi se configura, por primera 
vez, un horizonte de futuro más o menos compartido. Esta es una condición importante 
para los procesos de transición, pues facilita a todas las fuerzas asumir las reformas 
democráticas como un marco estratégico común. 

Los contenidos de tal política de reformas son, por cierto, controvertidos. 
Posiblemente los diversos grupos puedan estar de acuerdo con la propuesta de 
“transformación productiva con equidad” que presentó la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL) como perspectiva para la nueva década.” Sin 
embargo, más allá de la retórica, subsisten dudas si transformación productiva y equidad 
son principios compatibles. 

Tal vez pueda lograrse un acuerdo no sólo sobre la necesidad de un ajuste estructural 
de las economías latinoamericanas sino también sobre algunas opciones básicas.* Así, por 
ejemplo, es imprescindible aliviar la carga de la deuda externa para sanear el desequilibrio 
fiscal, reorientar recursos hacia las transformaciones productivas y facilitar la entrada de 
capitales. No menos ineludible es incrementar el contenido tecnológico de las 
exportaciones latinoamericanas y, por tanto, su competitividad en las áreas más activas 
del comercio internacional. La dinámica de las economías latinoamericanas debiera 
radicar en tal apertura exportadora y la consiguiente reorientación de las inversiones. 
Todo ello supone un cambio en las pautas de acumulación con el fin de aumentar las 
inversiones mediante el ahorro interno. Ello implica, a su vez, terminar con el consumo 
imitativo de los estratos altos que distorsiona las importaciones y el sistema productivo 
nacional. En fin, pareciera ser igualmente indispensable una reforma que permita 
enfrentar la fragilidad fiscal del Estado (tanto tributaria como en inversiones) y mejorar 
su capacidad administrativa. Ahora bien, incluso suponiendo una convergencia de las 
diferentes posiciones en torno a tales criterios, todavía queda por verse si es posible 
emprender estas medidas de modo tal que den lugar a una mayor equidad social. 

Hasta ahora, las políticas de ajuste llevadas a la práctica en América Latina 
provocaron una mayor segmentación de las sociedades y confirmaron la exclusión de una 
proporción creciente de la población. En las dictaduras neoliberales como Chile, el ajuste 
estructural no contemplaba criterios de equidad social por considerarlos contrarios a la 
dinámica económica; en lugar de buscar una mayor equidad social se optó por amortiguar 
las situaciones de extrema pobreza mediante una asistencia focalizada.” Por su parte, 
gobiernos democráticos como los de Argentina o Brasil fracasaron en sus planes de 
estabilización económica acentuando igualmente los procesos de disgregación social. 

La reciente experiencia latinoamericana nos alerta acerca de un hecho básico: para 
compatibilizar desarrollo y democracia hay que repensar a fondo la relación entre las 
formas políticas y las transformaciones capitalistas. Por ahora, la crisis nos ha enseñado 
dolorosamente la necesidad de convertir los procesos económicos, pero no ha ocurrido 
una similar reconversión de las instituciones políticas. Prevalece una visión conservadora 
de la democracia. Quiero decir: la revaloración de la democracia no ha tenido en cuenta 
adecuadamente las transformaciones estructurales en curso. Se concibe la 
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democratización como un “simple” retorno a las instituciones conocidas, suponiendo que 
éstas son más o menos autónomas del patrón de desarrollo. Quizás como efecto del 
mismo proceso de modernización, se afianza una concepción instrumental que presupone 
una “neutralidad” de las instituciones políticas respecto al desarrollo económico. 
Entonces la formulación de políticas públicas eficaces se reduce a la formación de 
equipos de gobierno competentes y comprometidos con orientaciones “progresistas”. De 
hecho, sin embargo, las experiencias nos señalan que las instituciones estatales no son 
neutras ni indistintamente eficaces para llevar a cabo cualquier tipo de políticas.'” Así lo 
entendieron los neoliberales al iniciar una reforma del Estado que limitara al máximo las 
posibilidades de intervención estatal en la economía. 

De cierto modo, hoy nos encontramos en una situación análoga a la de los años veinte 
y treinta cuando los cambios económicos exigieron una nueva institucionalidad política, 
dando lugar a las respuestas estalinista y fascista al Estado keynesiano de bienestar, 
etcétera. 

Todas las propuestas, tan opuestas entre sí, tenían en común incorporar el “modelo 
económico” a las instituciones estatales. La situación actual de las sociedades 
latinoamericanas es diferente, por cierto; no obstante, como la sociedad europea de 
entonces, también éstas han de dar forma a la nueva interrelación entre las estructuras 
económicas, políticas y culturales. En esta perspectiva, la vinculación de democracia y 
desarrollo se plasma en la reforma del Estado como tema prioritario de esta década. 

Al emprender una política de reformas en un tiempo de crisis económica, salen a la 
luz las debilidades de la institucionalidad democrática en América Latina. En el debate 
actual sobresalen dos áreas problemáticas." En primer lugar es menester destacar el 
régimen presidencialista que han adoptado tradicionalmente todos los países de la 
región. En situaciones de crisis profunda prevalece la exigencia de decisiones rápidas en 
detrimento de los procedimientos de concertación, se fortalece así el rol del presidente 
por sobre el Parlamento. Al privilegiar la capacidad interventora del Ejecutivo, se 
favorece el retorno de las prácticas caudillistas y populistas del pasado. En la medida en 
que se atribuye exclusivamente al presidente y sus atributos personales la solución de la 
crisis económica, también los conflictos que provoca la persistencia de la crisis se 
concentran en la figura del presidente que, crecientemente aislado, pierde toda iniciativa. 
El inmovilismo en que Alfonsín, Sarney o Alan García terminaron su mandato indica la 
dificultad de la democracia plebiscitaria para asegurar una continuidad en los cambios. El 
presidencialismo latinoamericano se revela no sólo ineficiente para enfrentar las medidas 
de ajuste estructural, tampoco contribuye a la consolidación del régimen democrático. Sin 
ignorar la creciente personalización de todo gobierno democrático, en las democracias 
jóvenes resulta peligroso que la confianza en el régimen se identifique con los vaivenes 
que se dan en la estima pública del presidente. A falta de una “válvula de escape”, la 
eficiencia del Presidente termina confundiéndose con la legitimidad de la democracia. 

El protagonismo que adquiere el componente plebiscitario sobre el representativo en el 
presidencialismo latinoamericano nos remite a la segunda área problemática: la debilidad 
del sistema de partidos. La transformación del presidente en una encarnación cuasi 
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metafísica de la nación es causa y efecto de la precaria representatividad de los partidos 
políticos, incluso en países con un sistema de partidos estable como Chile, Costa Rica o 
Venezuela. La progresiva dispersión de votos en las elecciones recientes así como los 
resultados de surveys confirman la escasa confianza del electorado en los partidos. A su 
vez los partidos políticos suelen responder más a los intereses de sus militantes activistas 
que a las inquietudes del electorado y, por lo tanto, preocuparse principalmente de 
resaltar el perfil distintivo del partido en la coyuntura. Como consecuencia de ello, los 
partidos tienden a polarizar el debate político, facilitando una “inflación ideológica”, cuyo 
caso extremo fue Chile antes de 1973. A ello se agrega una tendencia estructural en un 
régimen presidencialista: sin responsabilidad de gobierno y relegados al ámbito legislativo 
(donde tienen escasa iniciativa) los partidos están tentados a radicalizar las 
reivindicaciones sociales frente al Ejecutivo. 

En suma, las particularidades de la institucionalidad democrática en América Latina 
promueven dos tendencias poco favorables para llevar a cabo una política de reformas. 
Por un lado, favorece un enfoque “decisionista” en desmedro de los mecanismos de 
concertación y, por el otro, incentiva los impulsos a la competencia en lugar de motivar 
mayores compromisos de cooperación. Se trata, por supuesto, de un énfasis que no niega 
la existencia de procesos de concertación y cooperación. Pero, en general, las formas de 
representación política —obteniendo un fuerte reconocimiento en principio— no tienen 
un desempeño satisfactorio. Ello explica el peso a veces excesivo de la representación 
funcional de intereses; en muchos países prevalece un corporativismo que acentúa las 
tendencias a la segmentación. 

Todo ello obstaculiza la articulación de mayorías políticas relativamente duraderas. La 
continuidad empero, es un factor decisivo para un reformismo democrático. Las políticas 
de cambio estructural exigen un tiempo de maduración para producir resultados, pero el 
tiempo es uno de los recursos más escasos en nuestras sociedades. La gente no puede 
esperar y, en ausencia de éxitos a corto plazo, opta por el camino opuesto, dando lugar a 
esa alternativa pendular tan típica de la política latinoamericana. “Ganar tiempo” deviene 
pues una tarea primordial para la democracia. 

Las instituciones democráticas generan tiempo; por ejemplo, estructuran un horizonte 
temporal al anticipar un calendario de sucesivas elecciones (presidenciales, 
parlamentarias, municipales, etc.). De este modo, la democracia introduce un cálculo del 
futuro que da mayor seguridad que la duración de facto de una dictadura. Tal 
previsibilidad depende, sin embargo, de una imagen de futuro. Sin ella no hay tiempo y 
tampoco un calendario electoral logra generar una perspectiva. Por el contrario, cada 
elección se transforma en un juicio global en que se juega al “todo o nada”. En tales 
circunstancias no se puede pedir a los actores que desarrollen una racionalidad estratégica 
en su interacción. La cuestión del tiempo nos señala que, más allá de los problemas 
institucionales, la política de reformas se enfrenta a obstáculos que podríamos denominar 
“culturales”. Paradójicamente (considerando la crisis económica), tal vez los desafíos 
mayores de la democracia en América Latina provengan del contexto cultural. 
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A. EL DESEO DE COMUNIDAD 


La crisis económica y las políticas de ajuste han impuesto a la población latinoamericana 
un severo deterioro de sus condiciones de vida. La década concluyó con un producto 
medio por habitante más de 8% inferior al de 1980 y un ingente costo social. Tales 
sacrificios son soportables en la medida en que existan expectativas de recompensa, las 
penurias de hoy son sobrellevadas en la esperanza de un mañana mejor. Mas las 
expectativas del futuro no se cumplen. A pesar de notables esfuerzos en materia de ajuste 
económico no se visualiza por ahora una mejoría sostenida. Menciono tan sólo un 
ejemplo. Al finalizar 1989 el volumen de las exportaciones latinoamericanas se había 
extendido 57% en relación con 1980; sin embargo, ello rindió un aumento de sólo 24% 
del valor de las exportaciones, dada la disminución de los precios internacionales. 
Además, no obstante la expansión exportadora, alrededor de un tercio de los ingresos, en 
promedio, deben seguir siendo destinados al pago de la deuda externa. 

De este modo, los sacrificios realizados para lograr el superávit comercial no se 
tradujeron en un mejoramiento de las condiciones socioeconómicas. Por el contrario, la 
mayoría de la población ha visto disminuir su nivel de vida. La causa radica no sólo en 
causas externas, sino en el carácter excluyente del “modelo neoliberal” de ajuste. Cito a 
modo de ilustración los datos sobre distribución del consumo por hogares en Santiago de 
Chile. Las encuestas indican que entre 1969 y 1988, 80% de los hogares disminuyó su 
participación en los ingresos de 55.6 a 45.2% del total, mientras que solamente 20% de 
los hogares más ricos mejoró consistentemente el ingreso familiar. 


Distribución del consumo por hogares, Santiago de Chile 


Quintil 1969 1978 1988 
I 7.6 5.2 4.4 

[I 11.8 9.3 8.2 

III 15.6 13.6 12.6 
IV 20.6 21,0 20.0 

V 44.5 51.0 54.9 
TOTAL 100.0 100.0 100.0 


FUENTE: Instituto Nacional de Estadísticas. 


Me parece oportuno presentar el cuadro, por parcial que sea la información, porque 
sólo visualizamos los desafíos que enfrenta la democracia en América Latina si estamos 
conscientes de la segmentación de la sociedad. 

La democracia no supone una homogeneidad social; la heterogeneidad puede ser un 
momento enriquecedor. En el caso de las sociedades latinoamericanas, sin embargo, 
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resulta importante no confundir las diferencias justas, que la democracia debe respetar y 
promover, con las desigualdades sociales que atentan contra la noción de comunidad. 
Esta idea es constitutiva del orden democrático, tanto para su fundamentación teórica 
(expresada en categorías fundamentales como la soberanía popular) como para su 
funcionamiento práctico. 

Aquí me refiero a la “comunidad” como fenómeno empírico. En realidad, la 
credibilidad de las instituciones democráticas depende de la creencia generalizada de que 
ellas representan a todos. Pasado cierto umbral, la percepción de una antinomia social 
(expresada en términos de clase, étnicos, religiosos, etc.) resta legitimidad al orden. 
Ahora bien, la vivencia empírica de comunidad no es un requisito previo para la 
democracia; basta que esté presente como la anticipación de un desarrollo por venir. Vale 
decir, la experiencia de una sociedad fragmentada puede ser compensada por la 
expectativa de una sociedad integrada. 

Las expectativas de integración social pueden apoyarse tanto en los procesos de 
crecimiento económico como en los procesos políticos. De hecho, las dictaduras 
neoliberales como la chilena logran imponerse porque, entre otras razones, logran dirigir 
las demandas de integración social hacia la dinámica del mercado. Durante los tiempos 
del “dinero facil” en los años setenta, el mercado parecía poder satisfacer efectivamente 
esas demandas. Las expectativas se derrumban con la “crisis de la deuda” en 1982. Se 
desvanecen las esperanzas de bienestar personal, pero solamente ellas; por encima, se 
viene abajo la imagen del mercado como motor de la cohesión social. Para evitar malos 
entendidos: el colapso económico no destruye al mercado, pero sí al discurso neoliberal. 
Pierde credibilidad la pretensión de fundar la integración social exclusivamente en los 
mecanismos de mercado. En cuanto la comunidad se diluye como horizonte de futuro, 
queda al desnudo la situación de disgregación y desamparo y pierden sentido los 
sacrificios; deviene imprescindible un mecanismo alternativo de integración social. 
Debilitado el nacionalismo y también la religión, se busca una integración política de la 
vida social: la democracia. Contemplando el proceso latinoamericano de estos años me 
atrevo a presumir que la revaloración de la democracia expresa primordialmente el anhelo 
de una comunidad restituida. 

La demanda de comunidad es transferida del ámbito económico al político. Se espera 
que la democracia procure aquel proceso de integración que el mercado no llevó a cabo. 
Aqui conviene reiterar la advertencia inicial: también el mercado opera como un espacio 
de integración, pero no es un mecanismo exclusivo ni suficiente. No podemos prescindir 
de la política. Ahora bien, tampoco la política puede estar al margen de los procesos 
económicos. 

Las posibilidades integradoras de la democracia no son autónomas de la dinámica 
económica. Basta recordar la persistente inflación en la región que, durante 1989, 
alcanzó cerca de 3 700% en Argentina, 3 000% en Perú y 1 500% en Brasil; ésta se 
elevó por encima de 80% en Uruguay y Venezuela. En estas circunstancias, no sólo las 
expectativas económicas, sino también las políticas devienen erráticas. De manera 
manifiesta O latente en casi todos los países existe una “cultura de la inflación” que 
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socava las experiencias acumuladas, acelera las expectativas, acorta los plazos y, en 
definitiva, desvaloriza el futuro. Ello afecta profundamente el funcionamiento de la 
democracia. Las ideas y propuestas politicas son consumidas al mismo ritmo vertiginoso 
en que el futuro pierde valor. Ese vértigo, por otra parte, intensifica la ansiedad por algo 
que contrarreste la futilidad de una repetición continua del presente. 

En suma: desestructuración del espacio, desprovisto de todo topos aglutinador, 
desestructuración del tiempo, cuyo horizonte se desvanece en un presente permanente.'” 

Esta disolución de todo lo establecido, esta desolación crea una nueva demanda. Más 
bien, recrea la demanda de comunidad. Su significado histórico en el marco de la gran 
transformación que lleva a cabo el capitalismo, es conocido.'* Uso la categoría anticuada 
de “comunidad” para destacar precisamente el carácter reactivo frente a la destrucción de 
viejas estructuras de solidaridad. El mismo proceso de modernización que rompe los 
antiguos lazos de pertenencia y arraigo da lugar a la búsqueda de una instancia que 
integre los diversos aspectos de la vida social en una identidad colectiva. Esta búsqueda 
ya no se deja expresar en términos de progreso histórico o de interés de clase ni se 
reconoce en el discurso individualista-utilitarista del mercado. Ésta se nutre de deseos y 
temores que nos remiten a las necesidades de sociabilidad y seguridad, de desamparo y 
certeza, en fin, de sentimientos compartidos. En este sentido, podemos ver en la 
demanda de comunidad una “solidaridad posmoderna” en tanto es más expresiva de 
una comunión de sentimientos que de una articulación de intereses. Por lo mismo es una 
demanda difícil de formular: no tiene un objetivo preciso y no existe una instancia 
destinataria que sea responsable de satisfacerla. Se trata de una demanda sumergida, pero 
que permea todas las reivindicaciones manifiestas. 

El deseo difuso, pero muy intenso, de comunidad me parece que es un rasgo 
sobresaliente de la cultura política en América Latina. En realidad, no es únicamente una 
demanda que reacciona contra la acelerada disgregación social; es también la otra cara de 
una cultura que concibe la política como una lucha a muerte entre el Bien y el Mal. Esta 
concepción, llevada a su extremo por los regímenes militares, tiene por reverso la 
apología del consenso.'* De hecho, la experiencia autoritaria genera un profundo rechazo 
al enfrentamiento y a todo elemento de división. 

Visto así, el deseo de comunidad sería, por encima de todo, un miedo al conflicto. 
Dicho en otras palabras: el deseo sublime de fusionarse con el todo permite obviar la 
diferenciación, oposición y negociación de intereses. Tal trasfondo cultural no deja de 
afectar, por supuesto, la imagen que nos hacemos de la democracia. 

La mayoría de la ciudadanía en nuestros países prefiere la democracia a cualquier otro 
régimen. En concreto, esta preferencia pareciera estar motivada por la identificación de la 
democracia con la restauración de una comunidad. Una cultura política de estas 
características resulta problemática para una consolidación de la democracia. Por un 
lado, la idea de comunidad privilegia una visión monista de la sociedad que inhibe de 
intereses particulares, como la confrontación de alternativas. Es decir, no permite 
concebir creativamente el conflicto. Además, el temor a los conflictos no permite valorar 
la pluralidad; en consecuencia, se tiende a ver en los procedimientos formales de la 
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democracia un mecanismo mas de división que de negociación. 

Por otro lado, el énfasis en la función expresiva de lo colectivo frena dinámicas 
centrífugas. Aún más importante es la perspectiva de futuro que ofrece. Expresada como 
expectativa, la noción de comunidad promete una gratificación diferida que permite 
sobrellevar las penurias y frustraciones del presente. 

En resumidas cuentas, enfrentamos una situación paradójica: la revaloración de la 
democracia en América Latina se apoya en una demanda de comunidad, o sea, un 
principio legitimatorio que, por otra parte, dificulta el fortalecimiento de una democracia 
representativa. La situación nos plantea la pregunta acerca de la relación entre la 
motivación subjetiva de la gente para preferir la democracia y la organización 
institucional de ésta. ¿Puede el régimen democrático, con sus instituciones y 
procedimientos necesariamente formales, dar cuenta del deseo de comunidad en tanto 
base subjetiva de su legitimidad? 


5. LOS RIESGOS DE UNA SATISFACCIÓN SUSTITUTIVA 


El límite entre lo que podemos esperar de la democracia y lo que no le podemos pedir 
será siempre tenue y cambiante. Tal indeterminación hace la dinámica del régimen 
democrático, pero también es el origen de problemas. La demanda de comunidad podría 
representar una sobrecarga, imputando a la democracia una tarea que no puede cumplir. 
En realidad, habría que constatar una “sobrecarga” de demandas si adoptamos alguna de 
las “definiciones mínimas” de la democracia, tan usadas en los estudios por razones muy 
comprensibles. En este caso, sin embargo, el saludable vigor conceptual conduce a 
ignorar el problema. Nuestra adhesión a la democracia no descansa únicamente en la 
preferencia por un método. Tenemos un interés en la vigencia de un conjunto de reglas 
que establecen quién está autorizado a tomar decisiones colectivas y con qué 
procedimientos. Pero además creemos en la democracia como un valor cuyo contenido 
concreto podrá variar de un individuo a otro, mas retomando siempre, con énfasis 
diverso, las promesas de “libertad, igualdad, fraternidad”. Este credo orienta nuestras 
interpretaciones, preferencias y expectativas y crea ese arraigo afectivo sin el cual ningún 
orden perdura. A fin de cuentas, no hay democracia sin “credo democrático”. 

Me parece no sólo insatisfactorio sino peligroso enfocar el régimen democrático 
exclusivamente bajo el prisma de la “estabilidad del sistema”. La preocupación por la 
estabilización del régimen, compartida por todos, queda en la superficie de las formas 
institucionales si no aborda la sustancia normativa. Sólo una reflexión sobre los 
contenidos normativos puede ofrecernos orientaciones acerca del desarrollo de la 
democracia en relación con las transformaciones estructurales y, en especial, ayudarnos a 
analizar el origen de ciertos problemas institucionales como los mencionados en el punto 
anterior. La tendencia hacia formas plebiscitarias o el recelo frente a los partidos políticos 
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que, según vimos, caracterizan la politica en América Latina no son sólo fallas en el 
diseño institucional. Son síntomas de carencias más profundas, señalando demandas no 
satisfechas. En este sentido, el temor a una eventual “sobrecarga” de demandas, en lugar 
de cuidar la estabilidad democrática, puede paralizar la dinámica política y profundizar la 
crisis. 

Quiero decir: el deseo de comunidad, por balbuceante y confuso que sea, no puede 
ser descartado como mero residuo tradicional. Por supuesto que se nutre de la tradición 
holística del pensamiento latinoamericano; sin embargo, ante todo expresa una 
experiencia actual: la de identidades colectivas amenazadas por la acelerada 
fragmentación social. Destruidas las viejas relaciones de solidaridad, frustradas las 
expectativas de una integración social por medio del mercado o de la burocracia estatal, 
la expresión de “lo colectivo” es transferida al ámbito político y, en concreto, a la 
democracia. Reitero: con seguridad la democracia no es la única responsable de satisfacer 
la demanda de comunidad. Es una instancia complementaria, pero, particularmente en 
nuestras sociedades de cultura poco sedimentada, el “éxito” de la democracia dependerá 
en buena medida de la respuesta que ofrezca a tal demanda. 

Volveré sobre este punto, pero antes quiero esbozar al argumento contrario, 
preguntando por las consecuencias que tuviera un régimen democrático que no se hiciera 
cargo de esta tarea. 

Mi reflexión surge precisamente de la preocupación acerca del déficit de modernidad 
en América Latina. Me refiero específicamente a una normatividad inadecuada a los 
cambios estructurales de nuestra época. En caso de que no desarrollemos una 
racionalidad normativa acorde con el avance de la racionalización técnico-instrumental, la 
modernización sólo podrá asentarse con base en formas autoritarias de dominación. 
Dicho en otros términos: me temo que si la democracia en América Latina no asume la 
demanda de comunidad (y el problema es ¿cómo?), presenciaremos en los próximos 
años un auge del populismo y/o fundamentalismo para asegurar —en formas no 
democráticas— un sentimiento de comunidad. Los rebrotes populistas ya son visibles en 
las recientes campañas electorales en Argentina, Brasil y Perú.* Puede verse en ellos una 
reacción agresiva en contra del festín de riquezas y privilegios. Más allá de la 
reivindicación redistributiva empero, el populismo expresa sobre todo una defensa de la 
comunidad. La defensa se apoya en general en un pasado idealizado, una solidaridad 
irremediablemente perdida. No importa la ausencia total de perspectiva del futuro; lo 
decisivo es el presente: la restitución aquí y ahora de un sentimiento de comunión. 
Apelando a formas emotivas de cohesión e identidad, el populismo es indiferente a 
contenidos programáticos. Por eso, formas populistas pueden combinarse con programas 
de modernización económica. Los gobiernos de Menem en Argentina y Fujimori en Perú 
podrían ejemplificar tal combinación, por lo demás precaria. A falta de estructuras 
institucionales, resulta difícil preservar el sentimiento de comunidad frente a la 
experiencia cotidiana de atomización y miseria que provoca el ajuste económico. 

Otro movimiento defensivo frente al avance de la modernización es el 
fundamentalismo.'* Un caso extremo es el de Sendero Luminoso en Perú; menos 
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espectacular, pero mucho mas extendidas son las nuevas sectas protestantes. En ambos 
casos, se trata de una regresión a certezas absolutas e identidades cerradas. No es casual 
que la presencia de Sendero Luminoso encuentra sus límites donde comienza la 
influencia del fundamentalismo protestante. Ambos movimientos revelan la “dialéctica de 
la modernización”. Cuando el progreso de la modernización arrasa con todas las 
estructuras y creencias tradicionales, destruyendo cualquier certidumbre, es tentador 
aferrarse a una verdad que, sustraída a la razón humana, ofrece un anclaje en medio de 
los torbellinos. La tentación es tanto mayor en nuestros países donde la modernización 
apenas cumple sus promesas de progreso que hubieran valido la pena de tanto 
sufrimiento. El fundamentalismo surge como un movimiento de involución y huida frente 
a un proceso que libera al individuo de sus ataduras sin ofrecerle empero un marco 
normativo de integración colectiva. Sin ello, las exigencias de autonomía moral del 
individuo y de apertura a la diversidad devienen insoportables. El avance ilimitado de la 
secularización termina socavando las premisas de la modernidad y favoreciendo una 
regresión a formas premodernas de comunidad. Como búsqueda de amparo y consuelo, 
el fundamentalismo no es sino la otra cara de la modernización: el producto de una 
modernización sin modernidad. 

En conclusión: si la democracia no asume las demandas de comunidad, exacerbadas 
por el proceso de modernización, veremos intensificarse movimientos populistas o 
fundamentalistas. En tanto sustitutos de comunidad, el fundamentalismo y el populismo 
sólo desaparecerán en la medida en que desarrollemos nuevas formas de integración 
social e identidad colectiva. En ello radica, creo yo, la actualidad de la crítica socialista. 


6. LA BÚSQUEDA DE LA CIUDADANÍA 


América Latina sufre un retraso de modernización, pero sobre todo un déficit de 
modernidad. El desarrollo del capitalismo como sistema planetario exige un drástico 
ajuste de las estructuras económicas, porque solamente una inserción competitiva de la 
región en el comercio mundial permite mejorar el bienestar de la población. Mas esta 
transformación sería en vano y sólo aumentaría la fragmentación y disgregación de 
nuestras sociedades si no logramos, simultáneamente, afianzar las bases normativas de la 
convivencia social. Vale decir, no habrá una reforma económica duradera sin una reforma 
política y, en particular, una reforma de la política. 

La década de los noventa se inaugura con un cambio de perspectiva. Hasta ahora, en 
los países de reciente transición a un régimen democrático ha prevalecido una concepción 
defensiva de la democracia. Su invocación tenía el significado de un doble rechazo: 
contra un gobierno autoritario y contra las dinámicas políticas que condujeron al golpe 
militar. Este “sentido del orden” se ha agotado no tanto porque las fuerzas armadas 
hayan dejado de ser un factor de poder (de hecho, su presencia política sigue siendo 
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importante), sino por los cambios del contexto internacional. Tiene lugar una 
“internacionalización” del enfoque para captar la dimensión global de los fenómenos. 
Este redimensionamiento es más notorio en los estudios económicos y más lento en los 
análisis sociopolíticos. Pero incluso éstos (que por su materia suelen restringirse a 
procesos nacionales o la comparación de casos nacionales) exigen un enfoque más 
amplio, capaz de acompañar los procesos transnacionales. Ello implica una reformulación 
conceptual que requerirá nuestra atención durante mucho tiempo. Paralelamente, los 
estudios políticos devienen más concretos en la medida en que se asienta el régimen 
democrático. El mismo compromiso de los intelectuales latinoamericanos con la 
consolidación de la democracia motiva una dedicación mayor a los problemas de su 
funcionamiento aquí y ahora. El peligro consiguiente es que la reflexión queda atrapada 
en la inmediatez; la urgencia de las cuestiones acorta el horizonte y dificulta los análisis 
en profundidad, siendo que un aspecto crucial de la consolidación radica precisamente en 
la anticipación de sus desafíos. Para abordar las reformas indispensables, tanto 
económicas como políticas, debemos asegurarnos de los criterios que orientan tales 
transformaciones. Es justamente una tarea mayor de los intelectuales contribuir a 
cristalizar nuevas claves interpretativas y organizativas de la sociedad latinoamericana en 
la perspectiva del año 2000. 

Las debilidades teóricas del pensamiento político contemporáneo impiden llegar a 
conclusiones fuertes. Parece plausible suponer que /) el deseo de comunidad condiciona 
de modo importante la imagen de la democracia en América Latina y que 2) sólo 
asumiendo tal demanda podrá imponerse la democracia representativa a reacciones 
populistas y fundamentalistas. En cambio, resulta difícil adelantar de qué forma la 
democracia podría responder efectivamente a la demanda de comunidad. 

Durante los años ochenta, las ciencias sociales latinoamericanas han hecho hincapié en 
los nuevos movimientos sociales.” Estos expresan, en efecto, nuevas formas de 
solidaridad de cara a la “destrucción constructiva” de la modernización. Sin embargo, 
estos movimientos sociales parecen constituir más bien movimientos “reactivos”; una 
reacción corporativa contra la crisis y no formas innovadoras de integración social. Ello 
explicaría la importancia que tienen como resistencia frente a los gobiernos autoritarios y, 
posteriormente, su débil influencia política en los procesos de democratización. En 
realidad, en los nuevos movimientos sociales “lo social” conlleva una oposición a “lo 
político” de modo tal que les dificulta expresar la demanda de comunidad en referencia al 
Estado. Posiblemente la existencia de dictaduras haya favorecido un “alternativismo” 
antiestatista. 

Pues bien, es tiempo de recordar que el fortalecimiento de la “sociedad civil” no es 
una alternativa al Estado. Por el contrario, consiste primordialmente en una reforma del 
Estado que fortalezca su carácter democrático. En consecuencia, a mi entender, no son 
los movimientos sociales quienes contienen al Estado burocrático; ambos pueden 
convivir muy bien. El “estatismo” se combate mediante más ciudadanía. En esta 
perspectiva, creo yo, hay que explorar las posibles respuestas de la democracia a la 
demanda de comunidad. 
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Un rasgo que comparten los procesos de democratización en América Latina con los 
de Europa Central es la invocación a la “civilidad”. La noción tiene, por supuesto, 
múltiples significados. En América Latina expresa, en primer lugar, el rechazo a un 
gobierno militar. Más relevante empero, es la vinculación a los derechos humanos. La 
reivindicación de la civilidad frente a la dictadura implica, por encima de todo, reivindicar 
“el derecho a tener derechos”.* Este principio es, como señalara Hannah Arendt, el 
derecho humano en que se funda toda la comunidad. Al invocar la civilidad, se exige no 
sólo el imperio de la ley —el Estado de derecho— sino también la ciudadanía, la 
comunidad de ciudadanos. Me parece que éste es el sentido fuerte de civilidad. Mas 
existe un tercer referente, no menos importante: lo público. La dictadura neoliberal limita 
el ámbito público al mercado. Lo público empero, no consiste sólo en relaciones de 
intercambio. Es la esfera del reconocimiento recíproco: saliendo de la privacidad a la luz 
pública, el individuo es reconocido como tal. Él requiere del espacio público en tanto 
espacio común; la idea de comunidad es la premisa para aquel reconocimiento del otro 
como alter ego. Nuevamente se alude a la ciudadanía. De hecho, cuando reivindicamos 
lo público frente al mercado, reivindicamos que las leyes de la vida pública sean un 
asunto público. 

Basta este ejemplo para ilustrar la difícil búsqueda de comunidad (tan difícil en 
América Latina como en otras regiones). Una comunidad que respete los procesos de 
diferenciación individual y asegure una integración colectiva. ¿Qué otra cosa es la 
ciudadanía? El ejercicio de la democracia. 
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* Ponencia presentada en la conferencia “Cultura democratica y desarrollo: hacia el tercer milenio en América 
Latina”, auspiciada por el gobierno de la Republica Oriental del Uruguay y organizada por la UNESCO y el 
Instituto Pax, en noviembre de 1990, en Montevideo. Publicada en Estudios Internacionales (Santiago) 94, abril- 
junio de 1991, pp. 209-228. 


l Los datos económicos provienen de CEPAL, Balance preliminar de la economia de América Latina y el 
Caribe 1989, Santiago, 1990. 


2 Véanse G. O’Donnell, P. Schmitter y L. Whitehead (eds.), Transitions from Authoritarian Rule, Baltimore, 
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1990. 
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10 M. H. Tavares de Almeida, “Reformismo democrático en tiempos de crisis”, en N. Lechner (ed.), 
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REFLEXIONES Y DESAFIOS PARA LA 
IZQUIERDA* 


EL DERRUMBE de los socialismos reales o la caida del Muro de Berlin no elimina las fallas 
y los problemas del capitalismo, ello significa que estos últimos siguen pendientes, es 
decir, la precipitación del socialismo no invalida la crítica que una izquierda democrática 
ha presentado todos estos años. 

Empero ya tenemos algunas conclusiones, no se puede seguir pensando en el 
socialismo como un modelo que contraste dicotómicamente con el capitalismo. Por otra 
parte, habría que pensar la izquierda y el socialismo como una crítica que se acerque lo 
más posible a la realidad, pero que lo haga de manera fina, máxime, sabiendo que la 
derecha, sobre todo neoliberal, está heredando el dogmatismo que caracterizaba a la 
izquierda en el pasado. Sólo un proceso de reflexión intenso podría devolverle la fuerza 
crítica que tenía en sus orígenes. 

Así pues, la izquierda deberá transitar a ser una práctica de crítica. En un caso 
concreto como el chileno, lo que se ha visto como necesidad es la discusión de cómo 
hacer reformas en democracia; quizás de manera cuidadosa y ambiciosa podríamos 
hablar de una teoría del reformismo democrático que reemplace el marco revolucionario 
que tuvo la izquierda en los años sesenta y setenta; esto tal vez podría ser una alternativa 
viable. 

En el ámbito mundial existe un gran proceso de internacionalización y globalización en 
los terrenos de la economía, tecnología, estilos de consumo; en general, todo eso implica 
la existencia de un proceso de modernización que conlleva una solidaridad instrumental. 
Casi nadie podrá negarse a ingresar a un camino de modernización, el mismo que 
visualiza como obsoletos los planteamientos sobre el Estado nacional popular. Posiciones 
de desvinculación autárquica del proceso mundial parecen estar fuera del orden de 
posibilidades, cuando menos se podría decir que hay varias estrategias de modernización, 
las cuales conllevan necesariamente un proceso de creciente segmentación de las 
sociedades en términos de una menor integración de los grupos sociales a la 
internacionalización, lo que se traduce en una mayor desigualdad en nuestras sociedades. 
Por lo tanto, cada vez más se trata de la ampliación de la marginalidad que en los años 
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sesenta era entendida como la oposición de un sector tradicional versus un sector 
moderno; hablamos más bien de un sector informal que está dentro del sistema 
capitalista, que es parte de él, que vive de sus desechos, que simultáneamente está fuera 
del mercado de trabajo y del mercado de consumo. 

Mientras la izquierda todavía se mantiene con una noción de política keynesiana y de 
Estado de bienestar que apunta al pleno empleo, la mayoría de los sectores sociales y 
analistas lo han puesto en duda. 

En los tiempos contemporáneos hay una fuerte discusión sobre el Estado, eso sucede 
no solamente en Chile sino también en Bolivia, donde los temas centrales son la reforma 
y la modernización del Estado. 

Al igual que en los años veinte y treinta, estamos ante una enorme transformación de 
todas las estructuras productivas del capitalismo, la que obliga a repensar las nuevas 
relaciones entre las estructuras transformadas, las formas políticas y los procesos 
culturales de nuevo surgimiento. En esos años aparecieron fórmulas muy diversas, una 
salida fue el nazismo, otra el comunismo, también el Welfare State y la socialdemocracia. 
Actualmente ésas ya no pueden ser las salidas. 

Es evidente que están en crisis el Estado de bienestar y el socialismo. En cuanto al 
primero, por lo menos en Chile hubo avances. Pero, si éste está en crisis, aquél también 
lo está: el Estado neoliberal depende del mercado, por ello surge la discusión sobre un 
nuevo tipo de Estado; la temática no puede estar exenta de una revisión histórica de lo 
que aconteció en materia estatal, sin evaluar el intervencionismo estatal, el desarrollismo 
y el populismo. 

Habría que desacralizar el rol del Estado, no sugerir que la empresa privada per se es 
mala. Así pues, no habría que temer por las privatizaciones si ellas implican algunas 
soluciones; por tanto, el argumento idóneo para oponerse a todo no puede ser el 
estatismo de los años sesenta. 

Se requiere ampliar el proceso de difusión de lo público y de la ciudadanía, pero eso 
no puede pasar por confundir lo público con el estatismo de los años sesenta. Por otra 
parte, es necesario repensar el futuro, pero entenderlo no de un modo lineal que 
ineluctablemente acaba en la sociedad sin clases. 
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* Version resumida de la exposición del autor, no revisada por él. Publicada en Desafíos para la izquierda, La 
Paz, Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales, 1991, pp. 9-11. 
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PROLOGO 


[DEL LIBRO CAPITALISMO, DEMOCRACIA Y 
REFORMAS]* 


EL PRINCIPAL DESAFÍO de América Latina en la década de los noventa consiste en conciliar 
democracia y desarrollo. La magnitud del reto se desprende de la historia de nuestras 
sociedades, que suelen oscilar entre regímenes democráticos incapaces de promover un 
crecimiento económico sostenido y regímenes autoritarios que imponen estrategias de 
modernización a costa de los sectores populares. Los años ochenta culminan en una 
situación paradójica: casi todos los países de América Latina y el Caribe llegan a tener 
gobiernos democráticamente elegidos al mismo tiempo que una profunda crisis 
económica sacude a las estructuras sociales. Probablemente no sea una coincidencia y los 
procesos democráticos estén compensando los sacrificios de la reestructuración 
económica. 

A modo introductorio, es oportuno recordar algunas cifras recientes de la CEPAL sobre 
la crisis de los ochenta. Para la región en su conjunto, la década concluye con un 
producto medio por habitante de más de 8% inferior al de 1980. Al mismo tiempo, la 
inflación promedio se acentuó en 1989, alcanzando casi 1 000 por ciento. Un elemento 
decisivo de la crisis es la deuda externa de la región con un monto superior a los 416 000 
millones de dólares y cuyos intereses representan un tercio de las exportaciones. A pesar 
de un notable esfuerzo por incrementar las exportaciones, cuyo volumen creció 57% en 
relación a 1980, su valor sólo aumentó 24%, reflejando el débil componente tecnológico. 
La mayoría de los países parece haber llegado al límite de sus posibilidades de ajuste 
externo con sus actuales estructuras productivas. Un ajuste estructural empero, se ve 
dificultado por la contracción de 20% que tuvo la inversión. Por otra parte, la crisis 
económica agudiza el deterioro de las condiciones sociales. Según estimaciones de la 
CEPAL, hacia fines de los años ochenta habría alrededor de 183 millones de pobres en 
América Latina, 71 millones más que en 1970. Ello significa que 44% de la población se 
encontraría en situación de pobreza. Hay que tener presente estos antecedentes al pensar 
en los desafíos de América Latina. 

Hoy día, después de la experiencia autoritaria, la democracia es reconocida como un 
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valor en si. A mediano plazo empero, la legitimidad del orden democrático no es 
independiente de la eficiencia en enfrentar los grandes problemas sociales. Sin duda, la 
consolidación de la democracia en la región exige un conjunto de cambios estructurales, 
cuyas características son materias de análisis empírico y controversia política. 
Respetando las opciones en pugna, podemos establecer un contexto ineludible: la 
afirmación del capitalismo (como quiera que se defina) en todo el mundo y, en particular, 
la acelerada (y segmentada) globalización de todos los procesos sociales. En esta 
perspectiva, CEPAL ha presentado, en mayo de 1990, una propuesta cuyo título 
representa una consigna para la década entrante: transformación productiva con equidad. 
Ahora bien, aun cuando logremos un acuerdo acerca de los criterios generales de tal 
transformación, falta determinar su puesta en práctica. Se trata de un problema no sólo 
técnico, sino eminentemente político. En definitiva, ¿qué significa —en nuestra época— 
una transformación democrática de la sociedad? 

Todos los gobiernos de la región realizan notorios esfuerzos de modernización. A 
pesar de las múltiples y, a veces, muy drásticas innovaciones no existen, en cambio, 
marcos interpretativos y representaciones colectivas que hagan inteligible el proceso. No 
basta introducir cambios sociales; hacen falta “mapas cognitivos” que ayuden a formar 
un sentido de orientación de cara a las tendencias de fragmentación e incertidumbre. En 
caso contrario, arriesgamos regresiones populistas/fundamentalistas a verdades absolutas 
e identidades cerradas. 

Con motivo de la inauguración del gobierno democrático en Chile y como una 
contribución de las ciencias sociales a consolidar la democracia que tanto anhelamos, 
Flacso organizó los días 9 y 10 de marzo de 1990 un seminario internacional sobre 
“democracia y reformas” cuyas ponencias conforman este libro. Reitero nuestro 
agradecimiento a la Georgetown University (Washington) y a Clacso por el apoyo 
financiero, y a Ángel Flisfisch por la conducción académica, que hicieron posible el 
evento. Agradecemos igualmente a los otros colegas que nos acompañaron en aquellas 
jornadas tan emotivas: Rolando Cordera, Francisco Delich, Emilio de Ipola, Julio 
Labastida y Arturo Valenzuela. Al debate estimulante contribuyó la realización de un 
taller en los meses anteriores, en el cual participaron Guillermo Campero, Enzo Faletto, 
Fernando Fajnzylber, Ernesto Ottone, Eugenio Tironi Eduardo Sabrovsky y Juan 
Enrique Vega. 

Presentamos como “Introducción” la conferencia inaugural de Edgardo Boeninger, 
que establece el contexto histórico y las condiciones estratégicas en que Chile se propone 
llevar a cabo reformas democráticas. Hay que crear una voluntad mayoritaria en torno a 
los cambios deseados y —más dificil— dedicar el tiempo para que éstos se consoliden. 
¿Podemos compatibilizar esa continuidad indispensable con el juego democrático de 
alternancia en el gobierno? El análisis de las estrategias políticas y, por ende, del sistema 
político con sus determinaciones específicas nos conduce, casi naturalmente, al estudio 
de la cultura política. Reproducimos aquí el artículo en que se apoyó la exposición de 
Albert Hirschman, reconstituyendo las tres argumentaciones básicas en que descansó la 
oposición conservadora a las reformas en los últimos dos siglos. Por cierto, existe un 
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discurso reaccionario no sólo en defensa del statu quo, sino también (como ya señalara 
Boeninger) en favor de cambios revolucionarios. En definitiva, no puede prosperar una 
política de reformas donde la cultura está marcada más por la intransigencia que por la 
deliberación y el compromiso. 

Los procesos de democratización en América Latina fueron seguidos por el dramático 
colapso de los regímenes comunistas en la URSS y en Europa Central. En 1989, 
bicentenario de la Revolución francesa, parecería culminar una onda larga de la historia 
moderna con el afianzamiento de la economía de mercado a escala mundial. No es 
menos evidente empero, que ninguno de los problemas de la sociedad capitalista queda 
resuelto por la bancarrota del socialismo de Estado. Conserva pues su actualidad el 
socialismo como “autocrítica radical y reformista de una sociedad capitalista” 
(Habermas). Un replanteamiento del clásico debate en torno al capitalismo y el 
socialismo nos ofrece Adam Przeworski en un análisis exhaustivo, que nos sirve además 
para destacar la necesidad de una perspectiva global. Necesitamos unas ciencias sociales 
que —abandonando parroquialismos nacionales y leyes universales— sean capaces de 
acompañar la internacionalización de los procesos económicos y tecnológicos, así como 
de los problemas políticos y de los fenómenos culturales. 

Precisamente esta ampliación del enfoque permite determinar los dilemas del 
reformismo en contextos específicos. La documentada ponencia de José María Maravall 
analiza las posibilidades y restricciones de una política de reformas en las sociedades 
postautoritarias de Europa del Sur. Si bien son reducidos los márgenes para cambios 
cuantitativos y cualitativos (a veces, justamente por la creciente globalización de los 
problemas como el petrolero), la tendencia reformista se ha generalizado, amortiguando 
la antigua antinomia entre “derechas” e “izquierdas”. Con la progresiva complejidad 
social tiende a desaparecer la lucha por el “todo o nada”, siendo reemplazada por 
combinaciones diferentes de políticas. Ello no implica empero una concepción 
instrumental, presumiendo que las políticas económicas y las instituciones estatales 
fuesen medios neutrales para cualquier objetivo. El artículo de María Herminia Tavares 
de Almeida señala que no existe tal “neutralidad”. Analizando las dificultades de las 
democracias emergentes en América Latina para enfrentar la crisis económica, se aprecia 
la interrelación entre transformaciones socioeconómicas, institucionalidad política y 
principios morales-normativos. Es en la interacción de estos ámbitos que debemos situar 
un proyecto reformista. Ahora bien, Ángel Flisfisch nos advierte que —particularmente 
en países como Chile, donde existe una fuerte tradición socialista— ello implica una 
profunda revisión de los errores y prejuicios del movimiento socialista en relación con el 
Estado, la economía y, en especial, la democracia. Tomar conciencia de esta historia es 
un paso previo e ineludible para redefinir lo que significa un reformismo democrático en 
nuestra época. 

No era ése el objetivo del seminario y el libro no propone ninguna tesis o estrategia. 
Lo que nos ofrecen los autores es una reflexión sobre determinadas experiencias, 
acotando un campo relativamente específico en relación con otras concepciones políticas. 
Se trata, en resumidas cuentas, de reflexionar nuestra inveterada convicción de que es 
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posible mejorar el mundo mediante la autodeterminación democrática y que el presidente 
Aylwin formulara así: “Chile debe consolidar la democracia como forma de convivencia 
política, fundada en la libertad de las personas, conciliándola con el crecimiento 
económico y con la justicia social”. 
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* En Norbert Lechner (ed.), Capitalismo, democracia y reformas, Santiago, Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales, 1991, pp. 11-16. 
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REFLEXIÓN ACERCA DEL ESTADO 
DEMOCRÁTICO* 


ACTUALIDAD DE UNA REFORMA DEL ESTADO 


Uno de los temas sobresalientes en los próximos años será la reforma del Estado, pues 
en ella convergen algunas de las principales tendencias sociales. La cuestión del Estado se 
encuentra involucrada de manera más o menos directa en 

1. La reestructuración del desarrollo económico vinculado a la globalización de los 
mercados y los procesos productivos. 

2. La prioridad de las políticas sociales para contrarrestar los procesos de 
segmentación e incluso desintegración de la sociedad. 

3. Las iniciativas de democratización para fortalecer la legitimación ciudadana, y 

4. La búsqueda de nuevas expresiones culturales y formas simbólicas que representen 
las identidades colectivas. 

Estos procesos, presentes en todas las partes, plantean mayores desafíos en América 
Latina. Aquí el Estado ha sido tradicionalmente la principal instancia organizadora de la 
vida social que, a su vez, ha sido sometida a transformaciones particularmente drásticas. 
No sorprende entonces que en América Latina exista un amplio acuerdo sobre la 
necesidad de reformar el Estado. 

Las proposiciones de reforma abordan diversos aspectos. Algunas privilegian el 
proceso de descentralización para entregar mayores competencias y recursos a los 
gobiernos locales. Otras destacan la transformación del rol económico del Estado, 
privatizando las empresas públicas y/o mejorando la recaudación tributaria. Para algunas 
tiene prioridad la modernización de una burocracia pública sobredimensionada, corrupta 
e ineficaz. Otras finalmente hacen hincapié en el cambio del régimen político 
presidencialista. Por cierto, hay buenos argumentos en favor de estas y otras reformas y 
no pretendo aquí discutir la prioridad de una u otra. Mi propósito es señalar un problema 
de fondo: la ausencia de una perspectiva que oriente tales reformas. Enfocamos las 
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diversas funciones del Estado, pero nos falta un concepto del Estado. Este déficit 
distorsiona el debate y deja a los proyectos sin horizontes. 

Apenas existe una reflexión teórica acerca del Estado en América Latina. El gran 
debate sobre el Estado autoritario en los años setenta, provocado por los golpes militares, 
fue desplazado durante los años ochenta —sin un balance siquiera provisorio— por la 
discusión acerca de la democracia. A pesar de sus buenas contribuciones, ésta presta 
poca atención al Estado. No es el caso analizar ahora la sorprendente despreocupación 
por la cuestión del Estado en una democracia. Probablemente ella refleja tanto el efecto 
del discurso antiestatista del neoliberalismo, como el derrumbe estrepitoso del Estado 
totalitario en Europa del Este. También influye la teoría política predominante en Estados 
Unidos, donde el tema del Estado suele ser sustituido por el del gobierno y —en clave 
neoconservadora— por el tema de la gobernabilidad. Todo ello ha frenado los estudios 
sobre el Estado de modo tal que hoy día, en la medida en que avanza el ajuste 
económico y se estabiliza el gobierno democrático, no sabemos qué hacer con el Estado. 
El Estado resulta indispensable, pero ¿qué Estado? 


EL CONTEXTO HISTÓRICO 


El interrogante exige una breve revisión del contexto histórico en que se encuentra 
América Latina. Al precio de terribles simplificaciones destacaré cuatro elementos. 

1. Un primer elemento a retener es de orden metodológico. A pesar del “clima 
posmoderno” todavía tendemos a establecer verdades —juicios absolutos— sin 
considerar el contexto histórico. Me refiero a la falacia de explicaciones retrospectivas. 
Un ejemplo es la reciente demonización del Estado en el pensamiento neoliberal. Una 
crítica acertada a la burocratización y la descontrolada expansión del gasto fiscal en los 
años setenta se transforma sin justificación en una denuncia general y absoluta de toda 
intervención estatal. Tal tipo de juicio olvida que en América Latina no existe una 
sociedad capitalista anterior al desarrollo del Estado; es el Estado quien asume la tarea de 
instaurar una sociedad moderna. Vale decir, la intervención del Estado no es tanto un 
“correctivo” del mercado como un esfuerzo deliberado por organizar el conjunto de los 
procesos sociales. Que un “modelo de desarrollo” ya no sea adecuado al contexto actual, 
no significa que no pueda haber sido válido en su momento e incluso antecedente 
impredecible para el actual estado de cosas. Conviene pues cuidarnos de generalizaciones 
indebidas, hacia el pasado y hacia el futuro. 

2. En relación con el contexto actual, la situación de los países latinoamericanos se 
encuentra condicionada por el vertiginoso proceso de globalización que hace ilusoria una 
estrategia de desarrollo al margen del capitalismo mundial. Se ha cerrado un ciclo del 
desarrollo económico, de los actores sociales y, por ende, del orden estatal en América 
Latina. La nueva constelación obliga a asumir 
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a) el crecimiento económico como un criterio prioritario del desarrollo social y, por 
consiguiente, buscar 

b) la inserción competitiva en los mercados mundiales. 

Aparecen entonces los nuevos límites de la acción estatal. La integración transnacional 
desborda la organización del Estado nacional mediante instancias supranacionales, 
transformando instrumentos anteriormente en manos del Estado (política arancelaria, 
monetaria, tributaria, etc.) en determinantes externos de la iniciativa estatal. 

3. Tal vez el elemento más sobresaliente que ofrece la experiencia latinoamericana sea 
la creciente desintegración social. De hecho, el proceso de globalización económica 
acentúa la segmentación social. También en Europa tiene lugar una dualización de la 
sociedad, pero en América Latina las desigualdades se están agravando de manera 
explosiva. Basta comparar la distribución del ingreso en América Latina con Europa o el 
Sudeste Asiático. Según datos del Banco Mundial, en los países OECD el 20% más rico de 
la población tiene, en promedio, un ingreso seis veces mayor que el quintil más pobre; en 
los países asiáticos el grupo más rico tiene ingresos siete veces superiores. Pues bien, en 
los países de América Latina el quintil más rico de la población tiene un ingreso casi 19 
veces mayor que el 20% más pobre. En los casos de Brasil y Perú esta desigualdad 
aumenta a tasas de 26 y 32 puntos. Tales circunstancias no impiden determinado tipo de 
democracia y de desarrollo, pero cabe preguntarse si los deseamos. En todo caso, resulta 
difícil asegurar aquella cohesión social mínima que presupone una sociedad en tanto 
orden colectivo. 

4. Las democracias emergentes enfrentan pues un doble desafío: integración 
económica a los mercados mundiales e integración social de la comunidad nacional. En 
relación con este doble desafío, las experiencias neoliberales en América Latina 
constituyen un fracaso. Por cierto, las políticas neoliberales producen un ajuste 
importante al nuevo contexto internacional; la liberalización de los precios, la apertura 
comercial, la reducción del déficit fiscal son medidas indispensables, pero insuficientes. 
La estrategia neoliberal no resuelve la integración social y, por el contrario, incrementa las 
tendencias de disgregación y fragmentación. Con lo cual, en definitiva, tampoco logra la 
integración económica internacional, que queda restringida a una inserción sectorial (al 
nivel de empresas) en lugar de una inserción sistémica, o sea, de la sociedad en su 
conjunto. Todo ello no invalida el importante rol del mercado, pero demuestra sus 
límites. Hace ya décadas, Karl Polanyi’ señaló cuán ilusorio es tomar el mercado por el 
principio constitutivo de la organización social. La experiencia latinoamericana entrega 
una lección nítida: el mercado por sí solo no produce ni sustenta un orden social. El 
caso de Chile bajo Pinochet es ilustrativo; a pesar de un buen desempeño de acuerdo con 
los indicadores macroeconómicos, el gobierno militar pierde el juicio electoral en la 
medida en que no logra legitimar políticamente el costo social de sus medidas. Es decir, el 
mercado no se legitima exclusivamente por su funcionamiento; el desempeño económico 
es evaluado en relación con las ideas predominantes de orden y éstas son, en un grado 
importante, una elaboración política. En resumidas cuentas, el mercado se inscribe en 
una institucionalidad social, política, cultural, moral, y no puede ser desvinculado de este 
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marco regulatorio. A esta necesidad de regulación normativa alude, a mi entender, el 
notable “estatismo” que reflejan las encuestas de opinión pública. 

Las experiencias dolorosas de los años ochenta han permitido madurar un consenso 
básico en torno al futuro que enfrentan los países latinoamericanos. El gran desafío 
consiste en armonizar democracia política con crecimiento económico y equidad 
social. El hecho que diversos sectores —a pesar de todas las diferencias— compartan 
objetivos similares es una novedad en América Latina, aunque la tarea no suene 
novedosa. En realidad, ésta retoma las aspiraciones socialdemócratas de los años veinte y 
treinta. Hoy como entonces nos encontramos en una época de profunda reestructuración 
de la vida social. Precisamente porque los diferentes aspectos de la sociedad están 
fragmentados, cada uno sometido a rápidas mutaciones, reformas sectoriales y enfoques 
parciales se muestran insuficientes. A mi entender, nos encontramos en uno de esos 
momentos históricos que obligan a repensar y reorganizar formas de articulación social. 
Pues bien, estimo que una forma privilegiada de articulación sigue siendo el Estado. ¿¿Qué 
forma de Estado representa y sintetiza las transformaciones que están ocurriendo en las 
estructuras y los procesos socioeconómicos, en los ámbitos culturales y en la misma 
política? 


EL ESTADO DEMOCRÁTICO 


Volvemos al tema de fondo: nos hemos quedado sin un concepto adecuado del Estado. 
La globalización económico-financiera cuestiona el Welfare State keynesiano o, en el caso 
latinoamericano, el Estado desarrollista.* En el nuevo contexto, el Estado deja de ser el 
principal agente del desarrollo social y económico. Pero también la noción neoliberal del 
Estado subsidiario resulta insatisfactoria. El mercado está inserto en una compleja 
institucionalidad social y presupone la regulación estatal. El problema no es “más Estado” 
o “menos Estado” como si existiera una relación “suma cero” entre Estado y mercado. 
Dado el carácter social del mercado, el ordenamiento de la sociedad resulta ser un factor 
determinante de la eficiencia económica. Vale decir, el fortalecimiento de una economía 
social de mercado descansa en la legitimidad del orden social. Por eso, la construcción — 
colectiva y conflictiva— del orden social resulta ser, en definitiva, la cuestión 
fundamental de la reforma del Estado. 

Propongo enfocar tal reforma en la perspectiva de un Estado democrático. El término 
implica un punto de vista: una idea del Estado a partir del ciudadano. La ciudadanía se 
define por la pertenencia a un Estado. Tal pertenencia puede ser determinada según 
diversos criterios, lo que nos plantea el problema tan actual del Estado nacional. No 
obstante, incluso empleando criterios universalistas, tal enfoque tiende a visualizar al 
Estado acorde con el principio monárquico como una estructura piramidal de poder. ¿Por 
qué no preguntarse, a la inversa, acerca de la pertenencia del Estado a los ciudadanos? 
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Es decir, por su representatividad. 


Las democracias emergentes ofrecen una situación paradójica en que el triunfalismo 
por la libertad conquistada convive con una creciente desafección ciudadana. Tenemos a 
la vez democracia y menos política. Quiero decir: existe una mayor conciencia de la 
dignidad y los derechos ciudadanos mientras que, por otra parte, el sistema político — 
necesariamente más y más especializado y profesionalizado— tiene dificultades en dar 
cuenta de esa realidad. No es fácil identificar el fenómeno y precisar los temas en 
cuestión. El desapego se manifiesta precisamente en que el orden democrático no 
encuentra ni rechazo abierto ni arraigo efectivo. Todo parece diluirse en un vacío 
inasible, rápidamente cubierto por fáciles alusiones a una “cultura posmoderna”. El hecho 
es que tiene lugar una erosión generalizada de la credibilidad de todas las instituciones. La 
pérdida de confianza es más visible en el ámbito político, pero toca igualmente otras 
instancias establecidas, surgiendo la impresión de que nos encontramos en un vasto no 
mans land. 

El malestar con la política al igual que cualquier situación difícil de nombrar produce 
incomodidad: acudimos entonces a las explicaciones fáciles. Se denuncia la crisis de los 
partidos políticos, de los liderazgos y de los discursos políticos; en fin, sería la culpa de 
un sistema político incapaz de contactarse con la vida social. O bien, se denuncia la 
privatización de la gente y la pérdida de las virtudes públicas. La responsabilidad recaería 
en los ciudadanos que no están dispuestos a invertir tiempo y energía en los asuntos 
públicos, prefiriendo un uso cínico de las oportunidades. También podemos consolarnos 
invocando una apatía normal e incluso necesaria para el buen funcionamiento de la 
democracia. Hay algo de todo eso y, por consiguiente, cada explicación por sí sola es 
insatisfactoria. 

Esta situación motiva a recurrir a la filosofía política para pensar una teoría del Estado 
democrático en nuestra época. Bosquejaré una posible indagación a partir de las 
contribuciones recientes de Habermas,* Charles Taylor,” Michael Walzer y otros.* En ellas 
la relación entre ciudadanos y Estado suele ser interpretada acorde a dos tradiciones. En 
la tradición republicana de Aristóteles, la ciudadanía se define por la pertenencia a una 
comunidad y es ejercida mediante la autodeterminación colectiva; los ciudadanos son 
partes de un todo, de modo que sólo pueden formar su identidad personal y social por 
medio de tradiciones e instituciones comunes. En la tradición liberal-individualista de 
Locke, el ciudadano es concebido en tanto individuo externo al Estado; la pertenencia se 
funda en un contrato mediante el cual el ciudadano apoya al Estado en intercambio por 
determinados servicios. 

El ideal aristotélico de la polis es ilusorio de cara a las exigencias de la política 
moderna, pero expresa bien una demanda que tampoco la democracia moderna puede 
ignorar: la pertenencia a una comunidad. Hoy día, la búsqueda de comunidad es más y 
más angustiante en la medida en que la fragmentación de los espacios y tiempos diluye 
las identidades colectivas. El referente espacial deviene precario cuando las distancias 
geográficas se acortan, los espacios étnicos y culturales se entrecruzan y, 
simultáneamente, las distancias sociales se incrementan. Otra vivencia cotidiana es la 
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disolución de las continuidades temporales; el tiempo ya no dura. Las tradiciones 
heredadas, los valores consagrados, los sentidos de orden y las pautas de conducta, todo 
se halla en movimiento permanente y nada cristaliza en referentes durables, capaces de 
estructurar nuevos mapas cognitivos. En tal situación, cuando el sentimiento de 
desamparo es más apremiante que las promesas de liberación, muchos prefieren 
refugiarse en certezas absolutas e identidades cerradas. A esta dialéctica de la 
modernización, a la vez innovadora y disgregadora, ha de responder el nuevo concepto 
de Estado. Dicho en otras palabras: la reforma del Estado restaura una noción actualizada 
de comunidad o bien, nuestras sociedades reaccionarán mediante movimientos populistas 
y/o fundamentalistas. 


Me temo que la alternativa planteada no es una construcción académica. Octavio Paz‘ 
ha señalado con razón que la democracia no está amenazada por enemigos externos, sino 
por sus tensiones internas. Una de las tensiones mayores de la democracia en una 
sociedad secularizada es la tensión entre lo relativo y lo absoluto o, usando los famosos 
términos de Rousseau, entre la “voluntad de todos” y la “voluntad general”. En el cuadro 
de esta tensión irreducible, deviene crucial la pregunta: ¿cómo fundar una comunidad de 
ciudadanos en las condiciones actuales? 

Al hablar de las condiciones actuales, estoy ampliando expresamente la problemática 
habitual de la teoría democrática. La cuestión del Estado democrático en tanto 
comunidad no se refiere solamente a la pluralidad de sujetos autónomos, sino también a 
la globalización de los mercados y los procesos productivos. Es decir, alude a la tensión 
entre democracia y capitalismo o, para usar nuevamente una terminología clásica, entre 
citoyen y bourgeois. Citando a Habermas, me refiero a la creciente distancia que se abre 
entre la integración sistémica de economía y administración en el ámbito supranacional y, 
por otra parte, una integración política que apenas se logra en el plano del Estado 
nacional. Sólo en este contexto global visualizamos la encrucijada de nuestra época: una 
modernización sin modernidad. Pues bien, si a pesar de todos los fracasos e 
incertidumbres todavía creemos en la modernidad —en la autodeterminación colectiva—, 
entonces la lucha por un Estado democrático deviene una cuestión decisiva. 

La actualidad de la interpretación comunitaria de la ciudadanía no invalida empero la 
tradición liberal. Generalmente ésta destaca los derechos ciudadanos en tanto defensa 
contra la intervención estatal. Esta interpretación nunca encontró arraigo en América 
Latina, debido a la precariedad de la integración social. Por eso, según vimos, también 
fracasa el enfoque neoliberal Dicho en términos más generales: no existe un 
fortalecimiento de la “sociedad civil” al margen del Estado. De hecho, la ofensiva 
antiestatista del neoliberalismo provoca un replanteamiento de la tradición liberal. 

Estamos asistiendo a una “renovación liberal” paralela a la renovación del 
pensamiento socialista. Hoy día, el significado de la tradición liberal radica, a mi 
entender, en la critica a las lógicas autorreferenciales del sistema politicoestatal. Esta 
implica sobre todo una crítica al persistente clientelismo del Estado, al paternalismo 
tecnocrático y el ritualismo burocrático, que desconocen y destruyen la creatividad social. 
Se cuestiona el enclaustramiento de la política institucionalizada no para negar al Estado, 
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sino para recuperar las experiencias cotidianas de los individuos. En este sentido, 
debiéramos ver en la tradición liberal un estimulante impulso a interrogarnos acerca de la 
relación entre lo politico, esa materia prima generada en nuestro mundo de experiencias, 
y su expresión en las formas institucionales de la política. 

Se abre así otra perspectiva del Estado democrático que podemos elaborar mediante 
dos categorías fundamentales. Una categoría es lo público en tanto ámbito específico, 
distinto a la esfera política y la esfera estatal. El ámbito público es el lugar privilegiado de 
la deliberación colectiva de los ciudadanos. Se ha criticado con razón la restricción elitista 
de “lo público” en las sociedades capitalistas. Ello no descarta empero la relevancia 
democrática de este espacio. Muchas de las decisiones de mayor efecto en nuestra vida 
cotidiana (afectando el medio ambiente, innovaciones tecnológicas o simplemente la 
programación televisiva) son tomadas en el ámbito privado, al margen del proceso 
político institucionalizado. El ámbito público es la modalidad en que la preocupación 
ciudadana por el orden social puede introducir tales decisiones o temas en la agenda 
política; o sea, actualizar lo político en la política. 

La otra categoría crucial es accountability,’ es decir, el deber de responsabilizarse. Es 
por medio de las normas de responsabilidad como el ciudadano fiscaliza al Estado. 
Mientras que el ciudadano no tenga derecho de exigir y el gobernante no esté obligado a 
rendir cuentas, no tenemos un Estado democrático. De hecho, varias de las democracias 
emergentes en la región pueden ser denominadas “democracias delegadas” (O’Donnell), 
donde la debilidad de las instituciones representativas hace del presidente un “salvador de 
la nación” y, en contrapartida, degrada a los ciudadanos a una mayoría volátil, aclamando 
las promesas de redención o rebelándose contra su fracaso miserable. 

La difícil consolidación de la democracia tiene que ver con la precariedad de las 
instituciones representativas, pero sería ingenuo abordar la reforma del Estado sólo en 
términos institucionales. Hay un problema de cultura política, habitualmente descuidado 
por la “ingeniería política”. En el fondo, está en juego, de manera vaga y confusa, una 
redefinición del ciudadano mediante el desplazamiento de los límites siempre fluidos 
entre lo político y lo no-político, entre lo privado y lo público. En esta perspectiva, la 
reforma del Estado es, sobre todo, también una “reforma del ciudadano”. 
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* Documento de trabajo, Serie Estudios Politicos 20, Flacso-Santiago, julio de 1992. 
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APUNTES SOBRE LAS TRANSFORMACIONES 
DEL ESTADO* 


EL CONTEXTO 


Todo análisis retrospectivo, incluso una interpretación tan somera como ésta, debe 
precisar el presente a partir del cual revisa la trayectoria histórica. En consecuencia, 
comenzaré por esbozar muy esquemáticamente la situación actual de Chile. 

El desarrollo chileno de los años recientes justifica un juicio optimista. Cabe destacar, 
sobre todo, el buen desempeño de la economía. Los indicadores macroeconómicos del 
año 1992 —una tasa de crecimiento de 10%, una inflación menor de 13% y una tasa de 
desempleo de alrededor de 5%— hablan por sí solos. No podemos ignorar empero, que 
un tercio de la población chilena sigue viviendo en condiciones miserables de pobreza. 

Más significativo que la coyuntura económica es el exitoso avance de la transición a la 
democracia. El éxito consiste en la convergencia de todas las fuerzas políticas y sociales 
en torno a tres consensos básicos: la democracia política, la economía de mercado y la 
equidad social. Estos acuerdos de fondo han sido resumidos por Patricio Aylwin en una 
consigna —armonizar la democracia política con el crecimiento económico y la justicia 
social— que señaliza los desafíos de toda la región. 

La existencia de un marco compartido por las diversas fuerzas ha facilitado dos 
condiciones de gobernabilidad: la configuración de un sistema político sin polarización 
ideológica y una amplia y coherente coalición de gobierno y, por otra parte, la 
conformación de un orden social donde las desigualdades sociales no socavan los 
esfuerzos de integración.' 

En cambio, me parece problemático el contexto cultural. Desde ya, llamo la atención 
sobre el actual “clima cultural”, precisamente porque no recibe la atención que se merece 
por sus eventuales efectos a mediano plazo. Me refiero a la fragmentación de un 
horizonte cultural común, que se expresa en la erosión de los códigos interpretativos con 
que ordenábamos la realidad social. Esta fragmentación cultural acentúa la segmentación 
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social provocada por el ajuste estructural. Es decir, aumentan drásticamente, en pocos 
años, los procesos de diferenciación e incluso desintegración social precisamente al 
mismo tiempo que se redimensiona al Estado, instancia privilegiada de conducción y 
articulación social. La redefinición del Estado avanza en función de la modernización 
económica, pero no en términos de modernidad, o sea, el proceso de autodeterminación 
político-normativa de la sociedad moderna acerca del orden colectivo. 

Resumiendo mi hipótesis, el desafío de Chile en los años noventa no radica tanto en el 
ajuste económico como en la reforma del Estado. Por cierto, la estructura económica 
todavía requiere reconversiones importantes para poder asegurar un desarrollo sostenido; 
sin embargo, existe un acuerdo relativamente amplio y sólido en torno a una estrategia de 
“transformación productiva con equidad”. La formulación de la CEPAL? presupone una 
nueva institucionalidad, pero sin explicitar lo que ha de ser el Estado bajo las nuevas 
condiciones nacionales e internacionales. Queda pendiente la reforma del Estado no sólo 
como marco político de los ajustes económicos, sino como momento constitutivo de una 
reestructuración global de la sociedad.* El desafío consiste en renovar el Estado tanto en 
función de las exigencias del desarrollo económico como en términos de la 
democratización. 

Hasta ahora, la reforma del Estado ha sido tematizada escasamente. Generalmente 
queda circunscrita a la descentralización y desburocratización de la administración, a los 
problemas de gestión pública, especialmente de nuevas instancias de regulación, y a la 
capacitación de los funcionarios. Cabe agregar el debate acerca del régimen político. Se 
trata de discusiones compartimentalizadas con un enfoque pragmático, demasiado 
administrativo, que no pone a discusión el concepto mismo de Estado y, por tanto, nada 
puede decir acerca del Estado que se desea construir. 

No se inicia una efectiva reforma del Estado sin enfrentar los dilemas que plantea la 
profunda reorganización de nuestras sociedades. Por una parte, una sociedad cada vez 
más diferenciada y compleja solicita al Estado más y más tareas de ordenamiento y 
regulación; por la otra, las posibilidades de conducción, planificación e intervención 
estatales son cada vez menores. Parece que el Estado deja de ser la instancia máxima de 
conducción y regulación que encarna la responsabilidad colectiva ante la sociedad. De ser 
ésta la tendencia, debemos preguntarnos si la sociedad puede renunciar a tal instancia.* 

Apuntando a este tipo de encrucijadas que, a mi entender, darán lugar a los grandes 
problemas de la década, intentaré articular ajuste económico, democracia política y 
cultural en Chile por medio de la cuestión del Estado. 


AJUSTE ECONÓMICO Y TRANSFORMACIONES DEL ESTADO 


El ajuste estructural en Chile se caracteriza por tres elementos. Un primer factor 
sobresaliente es la secuencia temporal. El proceso se inicia mucho antes que en otros 
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paises, distinguiéndose una fase de estabilización antimflacionaria y una fase de 
modernización estructural. La primera etapa comienza ya en abril de 1975, cuando 
Pinochet entrega la politica económica al equipo neoliberal.’ El objetivo prioritario 
consiste en romper radicalmente con las tendencias inflacionarias; la inflación apenas 
había bajado de 605% en 1973 a 369% en 1974. Esta política de choque deviene pronto 
un programa de reestructuración económica que va configurando el “modelo neoliberal”: 
se acelera la privatización de las empresas públicas, se reestructura el sector financiero, 
se abre la economía nacional mediante una baja de los aranceles y un nuevo estatuto 
para la inversión extranjera, se estimulan las importaciones y la diversificación de las 
exportaciones. 

La segunda fase del ajuste consiste en las “modernizaciones” que lleva a cabo 
Pinochet mediante la reforma laboral (1979),* la municipalización de los servicios 
educacionales y de salud (1980) y la reforma de la previsión social (1981).° Esta 
modernización autoritaria y excluyente modifica profundamente la estructura social y 
altera las pautas de sociabilidad.‘ 

En segundo lugar, cabe señalar que la “refundación” socioeconómica en su 
radicalidad, rapidez y severidad sólo fue posible en un marco autoritario. En la primera 
fase, la dictadura reprimió los intereses organizados e impidió el desarrollo de opciones 
alternativas. De este modo pudo imponer su “modelo” a pesar del dramático aumento del 
desempleo que saltó, según cifras oficiales, de 9% en 1974 a 17% en 1975 y 20% en 
1976. También logró imponerse frente a los empresarios a pesar del crecimiento negativo 
de -13% en 1975 y, particularmente, los efectos devastadores de las medidas de 
liberalización para el sector industrial del país. 

Tampoco la etapa de modernizaciones hubiera sido posible sin dictadura. Ésta aseguró 
primero su proyección a futuro mediante una tasa fija de cambio para el dólar (1979) y, 
luego de la crisis de 1982, su continuidad por medio de la socialización de las pérdidas 
del sector privado. 

Tan importante como el contexto autoritario del ajuste económico me parece una 
tercera característica. En el caso de Chile, el ajuste económico implica a la vez una 
profunda transformación del Estado. A pesar de la relevancia del proceso, no contamos 
con una conceptualización del cambio ocurrido. Dejando pendiente esta tarea urgente y 
compleja, me limito a describir dos rasgos ilustrativos.” 

El primer rasgo es la eliminación del “Estado empresario” en beneficio de un “Estado 
subsidiario”. Durante los gobiernos de Frei y Allende tiene lugar una transferencia de 
activos del sector privado al público en función del papel de “motor del desarrollo” que 
se asigna al Estado. Basta recordar la reforma agraria, la nacionalización de la gran 
minería del cobre y, en la Unidad Popular, la constitución de una “área de propiedad 
social”. Un dato ilustrativo de la conducción política del proceso económico es el número 
de empresas públicas; la cantidad de empresas en manos de la Corfo aumenta de 46 en 
1970 a 507 en 1973. El gobierno militar revierte el proceso mediante una política de 
privatizaciones con el fin de entregar el desarrollo económico a las leyes del mercado. La 
premura, la especulación y la misma depresión económica generan un capitalismo salvaje 
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y espureo que sucumbe estrepitosamente a la “crisis de la deuda” en 1982. El colapso 
demuestra que la dinámica del mercado, por si sola, no crea una organización estable de 
la sociedad y, por el contrario, depende de su inserción en la institucionalidad político- 
social. De hecho, la ideología neoliberal ha de ceder ante la realidad del mercado. 
Asumiendo las deudas del sector privado, en cuyas manos se encuentra 65% de la deuda 
externa, el Estado más extremadamente capitalista de la historia de Chile termina 
realizando una “nacionalización” nunca antes conocida. Se hace necesaria una nueva 
política de privatizaciones, más prudente, que transfiere la mayoría de las empresas 
públicas al sector privado y, simultáneamente, establece instancias públicas de regulación 
económica.* Actualmente existen no más de una docena de empresas en manos del 
Estado. 

Un segundo rasgo es el cambio en el gasto público. Durante los años sesenta y setenta 
la democracia chilena se identifica con el proyecto entonces predominante del Estado de 
bienestar keynesiano. Es responsabilidad del Estado democrático velar por la integración 
social y, por tanto, afrontar las tareas colectivas planteadas por los procesos de 
urbanización, industrialización y la misma democratización. Ello significa una rápida 
expansión del gasto público que desemboca en una crisis fiscal. Con Allende el déficit del 
sector público salta de 7% del PIB en 1970 a 30% en 1973. El golpe militar conlleva una 
reorientación radical. El Estado no sólo ignora la legitimación democrática, sino que 
renuncia a hacerse cargo de la cohesión social y, por tanto, impone una drástica 
reducción del gasto público. La administración pública despide a un tercio de los 
funcionarios en 1974; paralelamente, se restringe la inversión pública y las empresas de 
servicios públicos aplican criterios de maximización de ganancias, eliminándose todo 
subsidio; posteriormente, se aplica una reforma tributaria que incrementa los impuestos 
indirectos. Sólo los gastos militares no se reducen, al contrario, aumentan durante este 
periodo. 

Ambos rasgos ilustran las drásticas transformaciones del Estado chileno.” Sin 
embargo, las categorías en uso no logran dar cuenta del cambio y nos cuesta 
conceptualizar la nueva forma de Estado. Los estudios han privilegiado el carácter 
autoritario y la filosofía neoliberal del Estado, pero estas características sobresalientes del 
periodo anterior resultan completamente insuficientes para pensar la realidad actual. 
Recién ahora se aprecia más claramente que bajo la forma de una dictadura neoliberal se 
impuso una reestructuración mucho más radical de la organización social, incluyendo la 
relación entre sociedad y Estado. Ha tenido lugar un cambio en la matriz estructural de la 
sociedad chilena que perdura más allá del cambio político de 1990.' La democracia se 
encuentra con un nuevo tipo de Estado que condiciona su campo y modalidades de 
acción. 


LA ACCIÓN ESTATAL 
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Para analizar las transformaciones del Estado se requiere un enfoque integral que 
abarque la reestructuración del conjunto de la sociedad. En concreto, se trata de situar al 
Estado en el marco de dos megatendencias de la sociedad contemporánea: el proceso de 
elobalización y el proceso de diferenciación y segmentación social. Ambos procesos 
cuestionan por completo el concepto moderno de Estado, caracterizado por dos atributos: 
la soberanía absoluta hacia fuera y la supremacía jerárquica hacia dentro. 

Por un lado, la soberanía del Estado nacional es relativizada por el acelerado proceso 
de globalización.'' Tanto la cada día más densa interdependencia transnacional como el 
fortalecimiento de las instancias supranacionales han restringido drásticamente el campo 
de acción del Estado. Instrumentos tradicionalmente en manos del Estado como la 
política monetaria, arancelaria o tributaria se han transformado hoy en condicionantes 
externas, que el Estado ha de respetar en función de la productividad y competitividad 
internacional. Similar limitación encuentra la conducción estatal en otros ámbitos como la 
política de seguridad, política industrial y tecnológica e incluso en las políticas sociales. 
Es decir, en lugar de decisiones soberanas ocurren complejos procesos de adaptación a 
las condiciones prevalecientes a escala internacional La determinación externa, 
ciertamente ineludible en función de la dinámica económica mundial, amenaza empero la 
legitimación democrática del Estado. Según lo demuestran las reacciones recientes en la 
Comunidad Europea, las demandas ciudadanas no pueden ser sacrificadas en aras de la 
convergencia económica. 

Por otro lado, también la “clásica” supremacía jerárquica del Estado sobre otros 
ámbitos de la realidad nacional se encuentra erosionada a raíz del proceso de 
diferenciación social. Las diversas esferas de la vida social, sea la economía o el derecho, 
el desarrollo científico o los servicios públicos, van conformando “sistemas funcionales” 
relativamente autónomos, con sus propios criterios de relevancia y con una dinámica 
endógena. Querer someter estos subsistemas directamente a la lógica política bloquea su 
desempeño, según lo demuestran las experiencias de los países comunistas. No obstante, 
todos estos campos siguen siendo materia de políticas públicas. Ya no se trata empero de 
aquella intervención estatal que conocimos anteriormente. El Estado conserva una 
capacidad de conducción, pero al precio de desjerarquizar la relación de Estado y 
sociedad.” 

Está surgiendo un nuevo tipo de Estado que no sabemos nombrar. Las teorías 
predominantes ofrecen escasa ayuda. La situación actual no se presta para enfoques 
marxistas que presuponen una monolitica “lógica del capital” que engloba todos los 
procesos sociales por igual. También estamos lejos de Max Weber y su identificación del 
Estado con dominación legal y burocracia racional. En la actualidad, el Estado ya no es 
aquella “sintesis de la sociedad civil” de la tradición hegeliano-marxista ni la quintaesencia 
de la racionalidad formal de la escuela weberiana. De hecho, prevalece cierto 
“desencantamiento del Estado”, que hace hincapié en las relaciones con y entre otros 
actores políticos y sociales. Tanto las teorías del pluralismo (Dahl) y del corporativismo 
(Schmitter)” como teorías neomarxistas (Skocpol) privilegian los procesos interactivos 
entre Estado y agentes sociales. 
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Considerando el caso chileno, parece plausible suponer que la soberania externa y la 
jerarquia interna del Estado se encuentran insertas en una extensa y compleja red de 
dependencias y transacciones. Por eso, un enfoque promisorio del Estado consiste en 
abordarlo en términos de “redes políticas”;'* o sea, analizar la acción estatal como 
sistemas de negociación —formales e informales— cuyos resultados dependen del 
acuerdo de varios actores independientes (incluyendo diversas instancias en la 
administración pública). En el caso ideal, todos los participantes incorporan al proceso de 
negociación sus intereses funcionales, sus respectivas definiciones del problema y sus 
opciones específicas de modo que, una vez logrado el acuerdo, todos aseguran la 
vigencia de la solución acordada en el ámbito específico de cada uno. La acción estatal es 
primordialmente una labor de coordinación, sea ésta jerárquica u horizontal. Este 
mecanismo permite suplir la falta de información que suele aquejar a las burocracias 
estatales y, a la vez, lograr soluciones compartidas por los principales actores 
involucrados. 


ESTADO Y CULTURA POLÍTICA 


La noción de Estado no se agota en la acción estatal. La legitimidad del Estado depende 
tanto de los resultados concretos de la actividad estatal como de su relación con la idea 
de Estado prevaleciente, es decir, las creencias y expectativas acerca de lo que el Estado 
debe ser y hacer. En consecuencia, no podemos abordar la cuestión del Estado sin 
recurrir a la cultura política. Ésta cristaliza los supuestos básicos de la gente acerca de lo 
que es y debe ser el orden social; en este mapa mental se insertan los criterios para 
formular lo que se espera del Estado y para evaluar los resultados de su acción. 

En Chile existe un notorio desfase entre el Estado “en función” y la representación 
colectiva que se hace la ciudadanía de él. El funcionamiento real y efectivo del Estado 
chileno puede ser descrito bastante adecuadamente mediante las “redes políticas”. Esta 
labor de coordinación y articulación estatal empero, entra en contradicción con la cultura 
política. En ella predomina cierto “estatismo” en el sentido de concebir al Estado como 
instancia máxima de protección y conducción. Ello corresponde a la tradición europeo- 
continental que (a diferencia de la tradición anglosajona) siempre estableció una fuerte 
responsabilidad del Estado por el desarrollo de la sociedad.'* 

La centralidad del Estado en Chile es reflejada por las encuestas de opinión pública, 
cuyos resultados privilegiaban una fuerte intervención estatal en la economía incluso a 
fines del periodo neoliberal de Pinochet. Algo similar ocurre presumiblemente en el 
ámbito de la cultura política, es decir, aquellas “evidencias” sobre las cuales descansa la 
construcción simbólica del orden político. Aunque no tengamos estudios empíricos sobre 
la cultura política chilena” (en este sentido estricto), cabe suponer que la representación 
prevaleciente del Estado es la figura cuasi divina de un ente protector contra las 
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injusticias y conductor hacia un futuro mejor. A partir de este imaginario colectivo tiende 
a ser interpretada y evaluada la accion del Estado. 

Esta construcción simbólica no es algo dado de una vez para siempre, sino que 
requiere una permanente actualización. Sin ella el sentido invertido se desvanece. Aquí 
radica, a mi entender, uno de los problemas mayores del desarrollo chileno y, 
seguramente, de otros países latinoamericanos. Prevalece no sólo una imagen 
“tradicional” del Estado a la vez que ésta ya no logra ser reproducida en las actuales 
circunstancias y, por tanto, se diluye en tanto “dato” indiscutible mientras que, 
simultáneamente, no se logra dar expresión simbólica a las nociones y reglas básicas del 
Estado existente. 

En resumidas cuentas: el imaginario colectivo no corresponde al papel actual del 
Estado y este mismo desajuste impide reproducir la imagen familiar del Estado a la vez 
que dificulta generar una representación colectiva del nuevo tipo de Estado. La cultura 
política prevaleciente no logra otorgar sentido al Estado tal cual existe, que pierde así su 
anclaje cultural. Ello debilita de forma peligrosa la autoridad del Estado, 
independientemente del desempeño exitoso del gobierno. 

El caso de Chile ofrece una buena ocasión para repensar la dimensión cultural del 
Estado, vale decir, vincular la cuestión del Estado a las profundas mutaciones de nuestros 
mapas cognitivos. ¿A qué se debe nuestro déficit para pensar el Estado y, más 
concretamente, la reforma del Estado? Con seguridad, una de las razones principales 
reside en la desestructuración temporal de la realidad. Es tal la velocidad de los cambios 
ocurridos, que impiden que alguna idea de Estado cristalice como “lo normal y natural”. 
Durante nueve años (1964-1973) el proceso chileno apuntaba a un tipo de Estado de 
bienestar en la tradición socialdemócrata europea; posteriormente, en el curso de sólo 
diez años (1975-1985) se llevó a cabo una revolución neoliberal, basada en la idea de un 
Estado mínimo. Estas reorientaciones son particularmente bruscas en el caso chileno, 
pero encontramos una aceleración similar en los otros países latinoamericanos. Un dato 
ilustrativo es precisamente la expansión del gasto público antes mencionado. En las 
democracias del Norte las políticas keynesianas de desarrollo tienen lugar de manera 
lenta y continua a lo largo de medio siglo y, por tanto, el Estado de bienestar logra 
arraigarse en el sentido común; no es un proceso reversible por la ofensiva neoliberal que 
solamente refleja el agotamiento de ese ciclo.'* En América Latina, en cambio, la 
expansión del gasto público tiene lugar en pocos años, desembocando rápidamente en 
una crisis fiscal y la ruptura deliberada con el Estado social. '* 

La aceleración del tiempo no es, bien visto, sino la pérdida de futuro. En efecto, la 
disolución de todo lo sólido en un presente frágil y fugaz es una experiencia cotidiana en 
nuestros países. El futuro se diluye en una mera proyección de la actualidad. Incapaz de 
anticipar algo nuevo en tanto diferente, el presente se perpetúa como simple repetición: 
un presente permanente. 

Nuestro ambiente cultural, cuyos emblemas son el fast food y el videoclip, consume 
vertiginosamente cualquier innovación. Nada fija la mirada. Incluso la ecología, que llama 
la atención sobre lo efímero del momento y solicita nuestra preocupación para la 
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continuidad, deviene un tema de moda. En estas circunstancias la pregunta por el sentido 
se hace dramatica. Las nociones de vida colectiva, capaces de trascender la precariedad 
de la vida singular,” se han debilitado a tal punto que sólo permiten respuestas 
individuales o religiosas tribales. 

Retornamos así a nuestra interrogante inicial acerca del Estado. Cuando el Estado deja 
de representar la instancia de responsabilidad colectiva, cuando el futuro ya no es 
concebido como una construcción intersubjetiva, ¿cómo puede la sociedad chilena 
asumir su desarrollo? 

El desvanecimiento de los horizontes temporales inhibe la capacidad para replantear la 
imagen del país. Un ejemplo notorio es la incipiente campaña electoral en Chile. La 
controversia toca temas de indudable relevancia en tanto medios para el desarrollo del 
país, pero esquiva sistemáticamente cualquier reflexión acerca de los objetivos del 
desarrollo. De ahí que todo el debate sobre la reforma del Estado sea tan 
asombrosamente despolitizado. Donde la pregunta por los objetivos sociales se desdibuja, 
el futuro se reduce a “más de lo mismo”. Éste es, por ahora, el futuro de Chile. 

Mi conclusión no es tan escéptica como puede sonar. Presumiendo que el ajuste de 
las estructuras económicas a las nuevas condiciones mundiales es un proceso ineludible 
(aunque las estrategias puedan variar mucho), cabe constatar que Chile ha cumplido 
exitosamente las fases iniciales. En este sentido, ahora se revalorizan los cambios 
impuestos por la dictadura; precisamente por su elevado costo social esas 
transformaciones han sido asumidas como un “patrimonio nacional”. La democracia ha 
instaurado una visión más nacional o “sistémica” que favorece la negociación de 
acuerdos políticos. A pesar de los muchos traumas existentes, la sociedad chilena y, en 
particular, la “clase política” adquirieron una madurez político-ideológica que les permite 
enfrentar los desafíos actuales. Ahora bien, no podemos instalarnos cómodamente en el 
estado de cosas establecido. 

Chile no puede limitarse a “más de lo mismo” por la simple razón de que el desarrollo 
no se reduce a una reproducción ampliada de lo existente. A mi entender, el país se 
encuentra en medio de una profunda reorganización social en todos los ámbitos, tanto de 
las estructuras macrosociales como de la vida cotidiana. Ello exige un esfuerzo especial 
de reflexión e imaginación. 
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LA IGUALDAD COMO OPORTUNIDAD PARA 
LA DEMOCRACIA* 


Los DESAFÍOS futuros de Chile —al término del gobierno Aylwin— no radican tanto en la 
economía como en la política. Sin duda quedan muchas tareas pendientes en términos de 
un desarrollo económico con equidad social, pero el menú de medidas es más o menos 
conocido y acotado. En cambio, parece más controvertido qué democracia queremos y, 
en definitiva, qué esperamos de la política. 

Existe un vago y mudo malestar con la política que no debe ser confundido ni con una 
apatía política ni con un rechazo a la democracia. No se refiere a la legitimidad, sino a la 
organización del orden democrático. El malestar apunta a la calidad de la democracia 
realmente existente. En este sentido, debemos tomar el tema de la igualdad de 
oportunidades como una gran oportunidad para asumir el sentimiento de malestar y 
mejorar la calidad de nuestro orden democrático en tanto práctica cotidiana. 

El malestar con las formas en que se hace política tiene variadas expresiones (la 
desconfianza hacia los partidos y los políticos) y múltiples razones. Me referiré muy 
esquemáticamente a dos aspectos. 

Creo que una de las razones centrales radica en la percepción de la política como una 
actividad autorreferida. En efecto, en los últimos años ha tenido lugar un 
redimensionamiento del Estado y un recorte del campo de competencia de la política, de 
modo tal que para la ciudadanía resulta difícil discernir de qué es responsable la política y 
sobre qué materias puede pedir cuentas a los partidos y a los políticos. Esta abdicación 
de responsabilidades provoca desconcierto: ¿qué debemos y podemos esperar de la 
democracia? Un rasgo crucial de toda política consiste en crear un orden colectivo; la 
democracia significa sobre todo una “comunidad de ciudadanos”. Vale decir, una 
comunidad de hombres y mujeres. Esta demanda de comunidad por parte de toda la 
ciudadanía, y especialmente por parte de las mujeres, es tanto mayor cuanto mayor es la 
fragmentación y segmentación de la vida social. El vertiginoso avance del mercado, 
incluyendo su extensión a espacios no económicos, está socavando todas las relaciones 
sociales y amenazando la noción misma de sociedad. En este contexto, la igualdad de 
oportunidades de la mujer es más que un principio ético de nuestra época, una necesidad 
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para la existencia de una comunidad nacional. Una analogia nos puede servir de 
ilustración: para una economia política basada en “crecimiento económico con equidad”, 
la equidad social no es un apéndice, sino un requisito. Vale decir: la inserción de Chile en 
la economía mundial no descansa sólo sobre la exitosa expansión de algunas empresas, 
sino que depende de la inserción sistémica de la sociedad en su conjunto. Análogamente, 
hoy día sólo existe una integración social en la medida en que las mujeres participen 
equitativamente en el quehacer nacional. 

La igualdad de oportunidades representa un principio que —en la actualidad— concita 
un acuerdo generalizado. Pero no basta tal acuerdo de principio. Tampoco basta remitir 
el tema a la iniciativa del gobierno. Se requiere, por cierto, la voluntad política del 
gobierno, traducida en medidas legislativas y fondos presupuestarios. Pero se requiere 
además un conjunto de mediaciones, entre las cuales destaco dos instancias 
sobresalientes: los partidos políticos y los medios de comunicación. 

La organización y acción de los partidos contribuyen a la imagen de la política como 
ámbito autorreferido. Es notorio el desfase entre los partidos y la sociedad; los partidos 
se encuentran retrasados respecto al ritmo y la organización, los grandes anhelos y las 
preocupaciones cotidianas de la ciudadanía. Están a la vista las dificultades del sistema 
político —en Chile como en otros países— en procesar las demandas de la sociedad, y 
no me refiero tanto a reivindicaciones materiales como a las demandas de orden 
normativosimbólico. En este contexto, el tema de la igualdad de oportunidades representa 
una excepcional oportunidad para una apertura de los partidos políticos hacia la sociedad, 
acogiendo la riqueza que significan las aportaciones específicas de las mujeres para una 
política efectivamente nacional. 

Otra mediación ineludible en la sociedad moderna son los medios de comunicación, 
particularmente la televisión. Vivimos una “cultura de la imagen” donde la televisión 
condiciona en medida importante qué cuestiones son politicamente relevantes, qué 
actores tienen credibilidad, qué decisiones son legítimas; es decir, qué imagen nos 
formamos de la política. Por consiguiente, depende también de los medios de 
comunicación y especialmente la televisión de que el nuevo trato sea parte de la imagen 
de la política que estos medios van creando. Para ello no bastan anuncios publicitarios o 
entrevistas a mujeres. El desafío consiste en aprovechar la enorme innovación de la 
cultura audiovisual en Chile para una profunda renovación del espacio y de la 
organización de la política. 

Ello nos remite a un segundo aspecto del mencionado malestar con la política: la 
erosión de los mapas mentales con que interpretamos y ordenamos la realidad social. En 
este sentido, me parece erróneo culpar a los políticos y a los partidos por la dinámica 
autorreferencial que asume la política en nuestros días. Las grandes transformaciones en 
todo el mundo han vuelto obsoletos los discursos y las estrategias de los partidos, 
independientemente de su signo ideológico. Esta crisis de los códigos interpretativos 
inhibe a los partidos políticos cumplir con una de sus principales tareas: ofrecer a la 
ciudadanía mapas político-ideológicos con los cuales pueda estructurar y otorgar sentido 
a la realidad. Buena parte de las estructuras sociales, de las relaciones de solidaridad y de 
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diferenciación, los limites entre lo público y lo privado, en fin, el conjunto de la 
organización social se encuentra hoy en tela de juicio. Pues bien, ¿por qué no aprovechar 
esta “crisis de inteligibilidad” para desplegar un gran debate público acerca del tipo de 
sociedad que deseamos? Nos encontramos en una buena coyuntura —nacional e 
internacional— para repensar la organización de la sociedad chilena, incluyendo las 
políticas de igualdad entre mujeres y hombres como un rasgo esencial del país que 
queremos. 

El nuevo trato presupone, en definitiva, un cambio cultural que involucra a mujeres y 
hombres. Hagamos uso, por consiguiente, del actual debilitamiento de las pautas 
culturales heredadas para avanzar en la elaboración de nuevos códigos interpretativos y, 
por tanto, de un nuevo marco de referencia normativo y simbólico. Tal renovación 
cultural puede transformar la igualdad de oportunidades en un principio regulador de la 
convivencia social que otorga sentido y orientación a las políticas públicas. Las políticas 
públicas se diluyen si no está claro su interés para toda la sociedad. Dicho en otras 
palabras: sin una reflexión sobre el significado de la igualdad de oportunidades como una 
reforma de nuestras relaciones sociales y, en el fondo, del orden social, las medidas 
gubernamentales en favor de la mujer —tan urgentes como son— quedan sin objetivo 
estratégico y, finalmente, incluso pierden su valor simbólico. 

En resumen, no aislemos la igualdad de oportunidades como un “tema de mujeres” y, 
por el contrario, incorporémosla como un eje crucial de la reorganización integral a que 
está abocada la sociedad chilena. 
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CULTURA POLITICA Y GOBERNABILIDAD 
DEMOCRATICA* 


LA CUESTIÓN DEMOCRÁTICA 


Todo análisis de la cuestión democrática hoy día ha de tener en cuenta las grandes 
transformaciones en curso. Recordemos en primer lugar el doble proceso en curso: de 
elobalización (económica, tecnológica, de estilos de vida y de los circuitos de 
comunicación) y de la creciente segmentación dentro de cada sociedad. Un segundo 
rasgo sobresaliente es el desplazamiento del Estado por el mercado como motor del 
desarrollo social, dando lugar a una verdadera sociedad de mercado en nuestros países. 
Por último, cabe destacar el nuevo clima cultural, habitualmente resumido bajo la 
etiqueta de posmoderno. Más allá de las condiciones específicas del país, es en este 
contexto nuevo en el que enfrentamos el problema de la democracia. Digo problema 
porque hemos de replantearnos la democracia al menos en dos sentidos: ¿qué significa la 
democracia como forma de autodeterminación colectiva? y ¿qué capacidades tiene la 
democracia en tanto mecanismo de conducción política? La primera pregunta apunta a la 
construcción deliberada del orden social por parte de la misma sociedad, o sea, el sentido 
de la democracia; la segunda, a las capacidades de las instituciones y procedimientos 
democráticos para conducir efectivamente los procesos sociales, es decir, la 
gobernabilidad democrática. 

Para poder repensar la actualidad de la democracia bajo las nuevas condiciones hemos 
de considerar, sin embargo, un elemento adicional: las transformaciones de la propia 
política.' 

Más allá de las transformaciones políticas, cambia la política misma. Están cambiando 
tanto las formas institucionalizadas de hacer política como las ideas e imágenes que nos 
formamos de la política. 

Por tratarse de transformaciones en marcha, todavía sabemos muy poco acerca de lo 
que implica el proceso de globalización, el nuevo protagonismo del mercado o la llamada 


331 


cultura posmoderna. No sorprende, pues, el retraso del pensamiento politico en dar 
cuenta de las transformaciones del ámbito político. Llamo la atención sobre dos cambios 
que, a mi entender, modifican drásticamente el campo de la política institucionalizada. En 
primer lugar, es notoria la desaparición de la política. A raíz de la creciente diferenciación 
funcional, la centralidad de la política como instancia máxima de representación y 
conducción de la sociedad se diluye. La política deja de tener el control de mando de los 
procesos económicos, del ordenamiento jurídico, etc. En la medida en que la economía, 
el derecho y demás campos de la vida social adquieren autonomía, orientándose por 
racionalidades específicas, la política deviene un “subsistema” más. En segundo lugar, 
cabe destacar la informalización de la política. Anteriormente existía una distinción 
relativamente nítida entre la política, delimitada por el marco acotado del sistema político, 
y la no política. 

Hoy día, tal delimitación se ha vuelto fluida. La política se despliega por medio de 
complejas redes, formales e informales, entre actores políticos y sociales. Estas redes 
políticas son de geometría variable según las exigencias de la agenda y desbordan el 
sistema político. La política se extralimita institucionalmente. 

La rapidez de estos cambios se contradice con la inercia de la cultura política. No 
interesa aquí definir ni describir la(s) cultura(s) política(s) predominante(s). Basta poner 
de relieve las dificultades para reproducir bajo las nuevas condiciones los valores y 
símbolos, las percepciones, preferencias y actitudes que nos eran familiares. Un mundo 
se ha venido abajo y, por ende, nuestras estructuras mentales. Las imágenes habituales 
de la política ya no logran dar cuenta de la política “realmente existente”. Dicho en 
términos más generales: faltan códigos interpretativos mediante los cuales podamos 
estructurar y ordenar la nueva realidad social. Este desfase es, a mi juicio, el problema de 
fondo de nuestras culturas políticas. 

Abordaré esta situación recurriendo a la vieja metáfora del mapa.* El mapa es una 
construcción simbólica que mediante determinadas coordenadas delimita y estructura un 
campo “como si” fuese la realidad. Tal representación simbólica de la realidad tiene una 
finalidad práctica: el mapa nos sirve de guía, de orientación. Reduciendo la complejidad 
de una realidad que nos desborda, el mapa ayuda a acotar el espacio, establecer 
jerarquías y prioridades, estructurar límites y distancias, fijar metas y diseñar estrategias. 
En fin, hace accesible determinado recorte de la realidad social a la intervención 
deliberada. Como cualquier viajero, también en política recurrimos a los mapas. Dado 
que la política no tiene un objetivo fijado de antemano, requerimos de mapas para 
estructurar el panorama político, diagnosticar el lugar propio, visualizar las alternativas, 
fijar líneas divisorias y, así, elaborar perspectivas de acción. 

Un rasgo crucial de nuestra época es la erosión de los mapas. Los códigos mentales en 
uso ya no son adecuados al nuevo contexto. A continuación me refiero brevemente al 
fenómeno más visible de crisis de los mapas ideológicos para abordar posteriormente la 
descomposición de los mapas cognitivos.* Las megatendencias antes señaladas modifican 
las coordenadas de espacio y tiempo, y ello altera el lugar y las funciones de la política. 
Seguimos haciendo política, por cierto, pero no sabemos lo que hacemos. Hoy por hoy, 
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la política se asemeja a un viaje sin brújula. Esta falta de perspectiva provoca, en gran 
medida, los problemas de gobernabilidad democrática. A ello me referiré en la parte final. 


LA EROSIÓN DE LOS CÓDIGOS INTERPRETATIVOS 


La crisis de los mapas ideológicos es evidente por doquier. Después de la polarización e 
inflación ideológica de los años sesenta y setenta, saludamos el declive de las ideologías 
como un signo de realismo; en lugar de someter la realidad a un esquema prefabricado se 
asume la complejidad social. Mas esa complejidad resulta ininteligible en ausencia de 
claves interpretativas. Descubrimos ahora la relevancia de las ideologías como mapas que 
reducen la complejidad de la realidad social. Es verdad que el antagonismo 
capitalismosocialismo ha dado lugar a interpretaciones ramplonas y dicotomías nefastas, 
pero operó como un esquema efectivo para estructurar las posiciones y los conflictos 
políticos a lo largo del siglo. Con la caída del muro de Berlín (para señalar una fecha 
emblemática) no sólo se colapsa este esquema, sino que se desvanece un conjunto de 
ejes clasificatorios y de divisiones que formaban la trama del panorama político. En 
ausencia de los habituales puntos de referencia, la política se percibe como un desorden. 

Ello nos remite a un cambio cultural más profundo. Tras la mencionada crisis de los 
mapas ideológicos hay un reordenamiento de las claves interpretativas mediante las 
cuales hacemos inteligibles los procesos sociales. Se aprecia una erosión de los mapas 
cognoscitivos; los esquemas familiares con sus distinciones entre política y economía, 
Estado y sociedad civil, público y privado, etc., pierden valor informativo. Mas cabe 
advertir desde ya que la nueva opacidad no se resuelve con más información; la 
acumulación de datos sólo incrementa el peso de lo desconocido. Mientras más 
información tenemos, más cruciales devienen los códigos interpretativos. Su 
reconstrucción implica repensar las dimensiones de espacio y tiempo en que se inserta la 
política. 


EL REDIMENSIONAMIENTO DEL ESPACIO 


La reestructuración del espacio modifica el ámbito de la política de distintas maneras. 
Cabe mencionar, en primer lugar, el redimensionamiento de las escalas. Los procesos de 
elobalización y fragmentación, así como el avance de la sociedad de mercado, alteran las 
medidas y las proporciones, desdibujando el lugar de la política. 

La antigua congruencia de los espacios de la política, la economía y la cultura, 
delimitados por una misma frontera nacional, se diluye; ocurre una integración 
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supranacional de los procesos económicos, culturales y administrativos en tanto que la 
integración ciudadana apenas abarca el marco nacional. 

Todos sabemos cómo la internacionalización redefine a los actores, la agenda e 
incluso el marco institucional de la política. Los recientes tratados de libre comercio 
(Mercosur,* NAFTA’) limitan el campo de maniobra y las opciones políticas en los países 
involucrados. Ello tiene efectos estabilizadores, aunque también adversos. El ámbito de la 
soberanía popular y, por ende, de la ciudadanía, deviene impreciso. 

La reestructuración afecta, asimismo, la articulación de los espacios. La sociedad 
moderna implica la diferenciación de campos —economía, derecho, ciencia, arte, religión 
— relativamente acotados y autónomos, volviendo problemática la “unidad” de la 
sociedad. Durante largo tiempo, la articulación de los diversos campos y, por ende, la 
cohesión del orden social estuvo a cargo de la política. Hoy día las “lógicas” específicas 
de cada campo han adquirido tal grado de autonomía que ya no podemos tomar al 
ámbito político por el vértice jerárquico de un orden piramidal. Diluida la centralidad de 
la política, queda pendiente la pregunta en torno de la relación entre los diversos campos 
o “subsistemas”. 

Un tercer aspecto consiste en la reestructuración de los límites. Por un lado, éstos se 
vuelven más tenues y porosos. Los fuertes flujos de migración, la rápida circulación de 
los climas culturales, la uniformidad relativa de modas y estilos de consumo, todo ello 
rompe viejas barreras. Esta convivencia, ampliada casi de manera compulsiva, no 
comparte un hábitat cultural. En consecuencia, los límites devienen más rígidos y 
controvertidos. Dado que las identidades colectivas siempre se apoyan en la 
diferenciación del Otro, hoy día las diferencias suelen ser fijadas y percibidas más 
fácilmente como amenaza y agresión. Lo anterior actualiza el miedo al conflicto y suscita 
un fuerte deseo de estabilidad. 

En esta situación de límites difusos y en constante mutación, la política presenta 
dificultades evidentes para ofrecer un ordenamiento capaz de expresar y relacionar las 
diferencias. 

A la desestructuración del espacio político también contribuye la alteración de las 
distancias. Por una parte, la extensión de los circuitos transnacionalizados a los más 
diversos ámbitos acorta distancias. Aun cuando los mecanismos de integración política 
sean más débiles que en otras esferas y muchas veces inoperantes, la articulación 
internacional de los sistemas políticos ha aumentado considerablemente en los últimos 
años. Basta recordar el nuevo papel de la ONU, de la OEA o del Grupo de Río. Existe una 
mayor interacción y también mayores ataduras que, para bien y para mal, restringen el 
campo de acción política y generan continuidad. 

Por otra parte, empero, la internacionalización conlleva procesos de segmentación que 
incrementan las distancias dentro de cada sociedad. Aparte de las crecientes 
desigualdades socioeconómicas, aumentan las distancias políticas, aunque de manera 
diferente a las anteriores polarizaciones ideológicas. Las iniciativas de descentralización 
debilitan los vínculos entre élites nacionales y locales y, en general, se encuentran en 
pleno reacomodo las antiguas tramas clientelares. Ganan preeminencia los nuevos 
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mecanismos de mediación —televisión— que generan una cohesión rápida, pero volátil. 

En resumen, la reestructuración del espacio difumina los contornos del ámbito 
político. Resulta dificil precisar el lugar que ocupa la política, los límites que distinguen la 
esfera política de la no política, el campo de competencia propio del quehacer político, en 
fin, el sentido de hacer política. Tal indeterminación afecta por igual a los políticos, cada 
día más inseguros acerca de su papel y función, como a los ciudadanos que ya no saben 
dónde y cómo ejercer sus derechos. En tales condiciones, no sorprende que la gente 
tenga dudas acerca del valor de la política. 


LA DESCOMPOSICIÓN DE LA TEMPORALIDAD 


Nuestra época se caracteriza por un dramático cambio en la noción de temporalidad. La 
conciencia del tiempo ya no descansa en la tradición, que conserva el legado de los 
antecesores, ni sobre la revolución del estado de cosas existente. Se retrotrae a un 
presente permanente que congela la historia. La relación de pasado, presente y futuro 
mediante la cual estructuramos el acontecer como un proceso histórico se debilita ante la 
irrupción avasalladora de un presente omnipresente. No parece haber otro tiempo que el 
tiempo presente. Por un lado, la memoria histórica se volatiliza. El pasado retrocede a 
visiones míticas y evocaciones emocionales que siguen teniendo efectos de actualidad, 
qué duda cabe, pero ya no son una experiencia práctica de la cual pueda disponer la 
política para elaborar las expectativas de futuro. Por otro lado, el futuro mismo se 
desvanece. Simple proyección del estado de cosas, el devenir pierde relieve y 
profundidad; es un acontecer plano. Cuando la noción misma de futuro se vuelve 
insignificante, la política pierde la tensión entre duración e innovación. Los esfuerzos de 
la política tanto por generar continuidad como por crear cambios son cada vez más 
precarios y tienden a ser reemplazados por un dispositivo único: la repetición. 

La cultura de la imagen, tan característica de nuestra época, ilustra muy bien el 
desvanecimiento de todo lo sólido en instantáneas, sucedáneos y simulacros. Cuando el 
tiempo es consumido en una voraz repetición de imágenes fugaces al estilo de un 
videoclip, la realidad se evapora y, a la vez, se vuelve avasalladora. 

La erosión de la dimensión histórica del tiempo refleja un fenómeno decisivo de 
nuestros días: la aceleración del tiempo. Un ritmo más y más rápido devora todo “al 
instante”. Ello tiene un doble efecto sobre la política. Por un lado, el tiempo deviene un 
recurso cada vez más escaso. La política ya no dispone de plazos medianos y largos de 
aprendizaje y maduración; se agota en el aquí y el ahora. En lugar de formular y decidir 
las metas sociales, la actividad política corre tras los hechos y apenas logra reaccionar 
frente a los desafíos externos. Cuando el tiempo deviene escaso, la rapidez de la reacción 
constituye el éxito. Entonces la reflexión acerca del futuro deseado suele ser sustituida 
por el cálculo de las oportunidades dadas. Pero si no hay otro horizonte que la 
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coyuntura, tal calculo se reduce a plazos cada vez mas cortos y no logra anticipar los 
resultados de una decisión. Por el otro lado, la aceleración del ritmo de vida hace más 
dificil contar con tiempo. 

El presente omnipresente ahoga las capacidades del sistema politico tanto para 
elaborar políticas duraderas como para diseñar nuevos horizontes. Las promesas de un 
futuro mejor se reducen a mejoras sectoriales, que pueden aportar importantes beneficios 
a determinados grupos sociales, pero sin referencia a un desarrollo colectivo que 
trascienda la inmediatez. La política ya no logra compensar las fragmentaciones de hoy 
por referencias a objetivos comunes mañana. Esta dificultad de crear y transmitir una 
perspectiva o marco de referencia compartido socava la gobernabilidad democrática. 


LA PÉRDIDA DE CONDUCCIÓN POLÍTICA 


No es lo mismo tener democracia que gobernar democráticamente. Una vez conquistado 
un “nivel mínimo” de democracia de cara al autoritarismo, deviene preocupación 
prioritaria la gobernabilidad, o sea, las condiciones de posibilidad de gobernar en el marco 
de las instituciones y procedimientos democráticos. La gobernabilidad democrática es 
problemática no tanto por un supuesto exceso de demandas sociales (como suponían los 
críticos neoconservadores) como por la mencionada transformación de la política. En la 
medida en que la política 7) deja de ser la instancia máxima de coordinación y regulación 
social y, por otra parte, 2) desborda la institucionalidad del sistema político por medio de 
múltiples redes, la acción de gobierno pierde su marco acostumbrado. A ello cabe agregar 
3) la mencionada erosión de los códigos interpretativos en que se apoya la comunicación 
política. Dada la obsolescencia de los esquemas anteriores y la ausencia de nuevas claves 
de interpretación, la cultura política no ofrece estructuras comunicativas a la acción 
política. 

Al enfocar los problemas actuales de la gobernabilidad democrática conviene tener 
presente el trasfondo histórico. El tema de la gobernabilidad surge junto con la 
constitución de la modernidad: el paso de un orden recibido a uno producido. En la 
medida en que la sociedad ha de producir por sí misma el ordenamiento de la vida social, 
la política surge como la instancia privilegiada de tal producción del orden. Como tal se 
encuentra expuesta a dos exigencias fundamentales: por un lado la legitimación del orden 
y, por otro, la conducción de los procesos sociales en función de dicho orden. Por estos 
criterios se mide también la política democrática. La democracia es no sólo un principio 
de legitimidad; además ha de asegurar una conducción eficaz. Veamos, pues, las 
capacidades de conducción que tiene la política. 

En América Latina la forma más avanzada de conducción política ha sido el Estado 
desarrollista, una versión del Estado de bienestar keynesiano. Como lo indica su nombre, 
existe un compromiso explícito del Estado desarrollista con el desarrollo socioeconómico 
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del pais: el Estado deviene el motor económico del desarrollo. Sin embargo, no debiera 
reducirse la capacidad conductora del desarrollismo a las diversas formas de 
intervencionismo estatal en la economia (creación de empresas públicas, por ejemplo), ni 
siquiera a la ejecución de reformas sociales (vivienda social, educación masiva y reforma 
agraria, entre otras). No menos relevante es el papel del Estado desarrollista en crear 
instituciones —dedicadas a encauzar las iniciativas económicas— y elaborar una 
perspectiva de desarrollo —capaz de aglutinar a los diferentes sectores sociales—. La 
conducción política aborda, pues, diferentes aspectos que pueden ser contradictorios 
entre sí. De hecho, en los años setenta el Estado desarrollista se encuentra tensionado 
entre la lógica económica y la dinámica política, contradicción que conduce a la crisis del 
“desarrollismo” y, en definitiva, a la de la matriz “estadocéntrica”. 

En los años ochenta parecía agotada determinada relación entre política y sociedad, e 
independientemente de los éxitos y las carencias del “desarrollismo”, hemos de elaborar 
nuevas formas de conducción política. 

En éste como en otros campos, la resolución de la crisis depende mucho de la forma 
en que ésta es tematizada. Durante la crisis de gobernabilidad de los ochenta prevaleció la 
interpretación neoliberal que propugnaba una ruptura radical: el reemplazo del orden 
producido por el orden autorregulado. Al concebir el orden social ya no como producto 
deliberado, sino como el equilibrio espontáneo de la acción humana, el principio 
constitutivo de la organización social se hace radicar en el mercado. Los equilibrios 
espontáneos del mercado ocuparían el lugar de la conducción política que, en un orden 
autorregulado, aparece como una interferencia arbitraria. De cara a las polarizaciones 
conflictivas de los años setenta se vuelve a confiar en la fuerza racionalizadora del 
mercado; acorde con el viejo sueño liberal se pretende sustituir las violentas pasiones 
políticas por los racionales intereses económicos. La realidad, empero, es menos idílica. 

En el fondo, el llamado “modelo neoliberal” sólo saca las conclusiones de la creciente 
autonomía de la economía y, en particular, de los flujos financieros. A raíz de la 
transnacionalización de los procesos financieros y productivos ya no existe una 
“economía nacional” como esfera claramente delimitada, y la gestión pública pierde 
capacidad conductora. La política renuncia a los instrumentos de gestión económica 
(política industrial, política monetaria), algunos de los cuales son asumidos por entes 
autónomos (Banco Central, supervisión de bancos y bolsas de valores) de acuerdo con 
directivas transnacionales (FMI). Se trata de eliminar una de las funciones básicas de la 
política moderna: la de fijar límites a la economía de mercado. Pero la conducción 
política se ve inhibida también en otros campos no económicos. Es notoria, por ejemplo, 
la creciente juridificación de los asuntos políticos y el consiguiente desplazamiento del 
sistema político por los tribunales de justicia. 

Según la crítica neoliberal, el Estado interventor ha de ser reemplazado por el Estado 
subsidiario. Mas esta modalidad de Estado no opera. De hecho, la interpretación 
neoliberal de la crisis se muestra equivocada en dos puntos básicos. Por un lado, el 
mercado no constituye un orden autorregulado. La autorregulación supone capacidades 
de autolimitación y de autosuficiencia, mismas que el mercado no posee. El mercado no 
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tiene limites o restricciones intrínsecas; requiere de factores externos —moral, derecho, 
política— para delimitar y encauzar su campo de acción. Como ya lo señalara Polanyi, el 
mercado no produce ni asegura por sí solo un orden social; está inserto en determinada 
sociabilidad. Su funcionamiento depende de un conjunto de instituciones sociales 
(confianza, reciprocidad), jurídicas —contrato, sanciones a su no cumplimiento— y 
políticas. Es decir, mercado y política responden a racionalidades diferentes; la política 
no puede reemplazar al mercado ni ser sustituida por el mercado.* Por otro lado, la visión 
armónica del mercado, propugnada por los liberales, poco tiene que ver con la feroz 
competencia que caracteriza a los mercados. Hoy día, la economía capitalista de 
mercado es economía mundial y se guía por criterios transnacionales de productividad y 
competitividad. Paradójicamente, esta última resucita, a escala mundial, el marco 
nacional de la economía. No cuenta tanto la competitividad de una u otra gran empresa 
en el mercado mundial como la competitividad sistémica del país. Es tarea del Estado 
organizar la competitividad de la nación y defenderla contra el poder económico de otros 
países.” Los conflictos interestatales de antaño resucitan bajo la forma de guerras 
comerciales, donde los bloques económicos (TLC, Mercosur, Unión Europea) reemplazan 
las alianzas militares. 

El Estado nacional sobrevive, pues, a la globalización económica, como quedó 
demostrado en la reciente crisis mexicana.* De cara a las dinámicas imprevisibles y 
contagiosas —“efecto Tequila”— de los mercados financieros, los Estados han de 
defender (y reorganizar) a la sociedad nacional. En este sentido se justifica la invocación 
de la soberanía nacional. Tal derecho a organizar la economía doméstica, sin embargo, 
sólo podrá ejercerse en la medida en que la política tenga capacidad de dirigir el proceso 
económico. Por así decirlo, la soberanía nacional supone la soberanía popular en tanto 
conducción política. En resumidas cuentas, el problema de la gobernabilidad se torna aún 
más apremiante pues afecta no sólo la situación interna sino también el posicionamiento 
externo del país. 

Es hora de intentar algunas conclusiones, por preliminares que sean. Hemos visto 
cómo la aceleración del tiempo y el entrecruzamiento de espacios globales, nacionales y 
locales incrementan la incertidumbre y, paralelamente, la demanda de conducción. De 
manera simultánea, sin embargo, se ha debilitado el principal recurso político: el mando 
jerárquico. A raíz de la diferenciación social y funcional de nuestras sociedades, se 
encuentra en entredicho el papel de la política y del Estado como instancias privilegiadas 
de representación y coordinación social. Vale decir, las demandas de gobernabilidad 
democrática aumentan a la vez que los recursos disponibles disminuyen. De ahí que, hoy 
por hoy, la conducción política representa un tema prioritario. 

Pues bien, ¿sobre qué recursos puede apoyarse la conducción política? En los años 
recientes la comunicación ocupa un lugar destacado. Dada su flexibilidad y pluralidad, la 
estructura comunicativa se adapta bien a las mencionadas transformaciones de la política. 
En efecto, podemos entender la política como una compleja red de comunicación 
mediante la cual los diferentes participantes se vinculan recíprocamente. Tal vinculación 
recíproca ocurre por medio de acuerdos explícitos, que atan la decisión de cada actor a 
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las decisiones de los demás, mediante señales que informan acerca de las conductas y 
expectativas recíprocas. La política así entendida se distingue tanto del corporativismo 
(pues renuncia a una concertación jerárquica de intereses contradictorios) como del 
mercado (por tratarse de un resultado deliberado). Se asemeja más bien a una “red de 
seguro mutuo” que acota la incertidumbre, evitando conflictos por el “todo o nada”. A la 
vez puede favorecer una gobernabilidad democrática en tanto conducción corresponsable 
por parte de todos los actores involucrados. Ello implica que la acción estratégica de los 
actores se oriente según cálculos similares. Aquí volvemos al papel decisivo de la cultura 
política. 

En efecto, la gobernabilidad democrática se apoya en estructuras comunicativas que 
involucran a todos los actores. Tal comunicación funciona en la medida en que existan 
marcos de referencia conmensurables. Es decir, supone que los participantes comparten 
determinadas coordenadas. Es éste precisamente el papel de los mapas; ellos permiten 
relacionar y comparar posiciones diferentes mediante un marco compartido. Cuando las 
representaciones espaciales o las perspectivas temporales se sitúan en planos diferentes, 
la comunicación se verá distorsionada o interrumpida. No se trata de engaño o mala fe, 
sino de un diálogo de sordos. Visualizamos entonces los efectos de la actual erosión de 
los mapas: los esfuerzos de conducción política se diluyen y, en definitiva, los procesos 
sociales se imponen ciegamente a espaldas de los supuestos actores. 

Este aparente desvanecimiento de toda alternativa al estado de cosas existente 
representa no sólo un problema de gobernabilidad, sino y sobre todo una claudicación de 
la política. Ello puede explicar el actual y creciente malestar no con la democracia o las 
políticas gubernamentales, sino con la política tout court. Resulta pues crucial 
recomponer nuestros mapas políticos para que la política vuelva a ser una forma de 
hacer el futuro. 
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* Conferencia en el Instituto Federal Electoral (México, 8 de marzo de 1995), publicada por el propio IFE 
como numero | de la Serie Conferencias Magistrales, el mismo año. 


' Una introducción al tema la ofrece mi artículo “Os novos perfis da política”, en M. Baquero (ed.), Cultura 
política e democracia, Porto Alegre, UFRGS, 1994, 


2 Para la aplicación de la metáfora al derecho, véase B. de Sousa Santos, “Una cartografía simbólica de las 
representaciones sociales”, Nueva Sociedad (Caracas) 116, noviembre-diciembre de 1991. 


3 En estos puntos reproduzco mi artículo inédito “La reestructuración de los mapas políticos”. 


2 El Mercado Común del Sur, Mercosur, fue creado en 1991 con el Tratado de Asunción. Hoy está integrado 
por Argentina, Paraguay, Uruguay, Venezuela y Brasil. 


> El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) es un acuerdo comercial entre Canadá, 
Estados Unidos y México, firmado en noviembre de 1993, que entró en vigor el 1 de enero de 1994, 


6 Cabe recordar aquí la paradoja neoliberal: los casos exitosos de liberalización económica descansan 
precisamente sobre la fuerte intervención de un Estado a la vez autónomo de presiones clientelares y populistas e 
inserto en múltiples redes de interacción con los actores sociales. Véanse L. Sola, “The State, Structural Reform, 
and Democratization in Brazil”, en W. C. Smith, C. H. Acuña y E. A. Gamarra (eds.), Democracy, Markets, and 
Structural Reform in Latin America, Miami, North-South Center, 1994, y P. Evans, “The State as a Problem and 
Solution”, en S. Haggard y R. R. Kaufman (eds.), The Politics of Adjustment, Nueva York, Princeton University 
Press, 1992. 


7 E, Altvater, “Operationsfeld Weltmarkt”, Prokla (Berlin) 97, diciembre de 1994. 


è La crisis económica mexicana de 1994 se dio al comenzar el gobierno de Ernesto Zedillo y se caracterizó por 
una fuerte devaluación del peso mexicano. Los inversionistas extranjeros, previamente informados por el mismo 
gobierno mexicano, sacaron del país sus capitales provocando un grave efecto inflacionario. Para ampliar, véanse 
L. Solís, Crisis económico-financiera 1994-1995, México, Fondo de Cultura Económica—El Colegio Nacional, 
1998; C. Elizondo Mayer-Serra, Tres trampas, México, CIDE, 1997; S. Edwards, Mexico 1994. Anatomy of an 
emerging-market crash, Washington D.C., Carnegie Endowment for International Peace, 1997. 
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15 


LA (PROBLEMÁTICA) INVOCACIÓN DE LA 
SOCIEDAD CIVIL* 


EL LLAMADO A FORTALECER LA SOCIEDAD CIVIL 


En los últimos años ha tenido lugar en América Latina una fuerte y persistente 
invocación de la sociedad civil.' Existen buenas razones para tal recuperación de un 
término clásico del pensamiento político. 

1. El llamado al fortalecimiento de la sociedad civil surge a mediados de los años 
setenta a raíz de los golpes militares en el Cono Sur. Se recurre entonces al término con 
intención polémica para explicitar la antinomia básica: la sociedad civil se contrapone al 
Estado autoritario. La invocación de la sociedad civil tiene una clara connotación 
antiautoritaria.? Denuncia a un Estado que viola los derechos humanos, reprime la 
participación ciudadana y desmantela las organizaciones sociales. Expresa una 
autodefensa que da voz a un cuerpo social violentado, pero también traza la división 
principal de la lucha política. La referencia a la sociedad civil permite no sólo llamar a la 
resistencia, sino que da nombre al nosotros que se convoca. Alude a la ciudadanía en un 
lenguaje no político y al margen del sistema de partidos. Aunque usado muchas veces 
como sinónimo de democracia, la noción de sociedad civil no carga con las 
connotaciones negativas que produjo el fracaso de los anteriores gobiernos democráticos 
y esquiva los conflictos partidistas. Juega con la ambigtiedad; se sustrae a la prohibición 
legal y el tabú que pesa sobre toda actividad política a la vez que impulsa una 
movilización social. La perspectiva antiautoritaria se apoya, por otra parte, en la 
contraposición de un poder cívico al gobierno militar. Resalta la distinción entre civiles y 
militares para apelar al conjunto de la civilidad. La alusión a la categoría social de civil 
busca romper con las anteriores divisiones del sistema político y perfilar una mayoría si 
no opuesta, al menos diferente a las Fuerzas Armadas. 

2. El concepto de sociedad civil se refiere primordialmente a la relación sociedad- 
Estado. Pero su uso reciente pretende además llamar la atención sobre los cambios en la 
sociedad misma. Ofrece una lectura crítica de la nueva estructura social que surge en 
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América Latina del ajuste de las estructuras económicas. La liberalización de los 
mercados, la apertura del comercio exterior, la reducción del gasto fiscal y la 
privatización de las empresas públicas provocan una drástica reorganización de la vida 
social; junto a la acelerada globalización de los circuitos comerciales y financieros así 
como de los procesos tecnológicos, estilos de vida y ámbitos culturales tiene lugar un 
acentuado proceso de segmentación en el seno de cada sociedad. En nuestra región las 
dinámicas de la economía capitalista de mercado se imponen brutalmente, apenas 
amortiguadas por mecanismos compensatorios y sistemas de seguridad social. Los lazos 
afectivos y las formas simbólicas de comunidad se disgregan. En este contexto el llamado 
al fortalecimiento de la sociedad civil se contrapone a la desintegración del tejido 
social. Alude no sólo a los derechos políticos cercenados por el autoritarismo, sino 
igualmente a los derechos sociales e intereses materiales vulnerados por las políticas de 
modernización. 

3. La invocación de la sociedad civil significa una interpelación de los nuevos actores 
sociales. Podemos distinguir dos perspectivas. El enfoque liberalista, más que liberal, 
festeja la modernización como una revolución silenciosa que libera la iniciativa privada 
de la tutela estatal y que ofrece a la libertad individual todas las oportunidades de 
creatividad. Incluso la informalización de la actividad económica es vista como un 
potencial de desarrollo empresarial.* Fortalecer a la sociedad civil significa, según esta 
interpretación, hacer de la empresa privada el motor del desarrollo social. Desde un 
punto de vista opuesto, podríamos denominarlo comunitarista, la invocación de la 
sociedad civil apunta a los nuevos movimientos sociales.* La reorganización de la 
sociedad es interpretada en función del surgimiento de formas renovadas de acción 
colectiva que incorporan nuevos puntos de vista e intereses. En lugar de identificar la 
sociedad civil con la sociedad de mercado se destaca, por el contrario, el desarrollo de 
redes de solidaridad que contrarrestan las fuerzas del mercado. 

4. El recurso a la sociedad civil adquiere notoriedad política por su inserción en la 
reorientación estratégica de la izquierda. El fracaso de la concepción revolucionaria de 
la acción política, evidente en los años setenta, obliga a las izquierdas latinoamericanas a 
repensar la esquiva noción de lo popular y a buscar otra relación entre lo político y lo 
social. El enfoque gramsciano facilita una salida al encierro leninista y amplía la mirada 
para abarcar tanto al Estado como a la sociedad.? Aun así, los partidos de izquierda 
encuentran dificultades en dar cuenta de las grandes transformaciones sociales de los 
últimos años y en aprovechar el confuso proceso social de democratización.* De modo 
disímil y desequilibrado los procesos de modernización revolucionan el orden heredado 
—tan marcado por el mundo rural y señorial— y van creando un país diferente, que no 
se reconoce, en los partidos políticos. Al invocar a la sociedad civil las izquierdas 
pretenden ajustar sus discursos a las tendencias de restructuración social y sintonizar sus 
estrategias con las nuevas reivindicaciones. En esta perspectiva, la sociedad civil alude a 
la integración y articulación de las fuerzas sociales por oposición a la sociedad mercantil y 
fragmentada. 

5. La referencia a la sociedad civil sólo logra resonancia mundial empero, a raíz del 
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colapso de los Estados comunistas en Europa Central. A 200 años de la Revolución 
francesa el pueblo desarmado, pero unido, vuelve a derrocar a un régimen anquilosado. 
Tanto el movimiento Solidaridad en Polonia como después la revolución de terciopelo en 
Praga, el grito nosotros somos el pueblo de Leipzig y, finalmente, la victoria de Yeltsin 
sobre las fuerzas conservadoras —sucesos todos dramáticos—, sacan a luz el poder de la 
civilidad frente a una burocracia autoritaria y parasitaria. Las imágenes televisadas de 
1989 despiertan el imaginario al tiempo que en Washington se anuncia el supuesto fin de 
la historia. La sociedad civil es vista entonces como un gigante amordazado que 
despierta y en un mismo movimiento se libera de las cadenas de la opresión estatal y 
construye un nuevo orden social.” Por última vez, el sueño de una tercera vía entre 
capitalismo y comunismo ilumina el horizonte. 

6. El fin de la antinomia capitalismo-socialismo da un nuevo impulso a la noción de 
sociedad civil. Ésta sirve para actualizar la legitimación de la democracia liberal en 
ausencia de un adversario externo. En la medida en que el régimen socialista deja de ser 
una alternativa viable, la democracia liberal ha de legitimarse por sí sola. Ya no se 
perdonan sus defectos; la corrupción, el clientelismo y el estilo elitista de hacer política 
que existían también antes, ahora son vicios intolerables. El malestar reinante no se dirige 
contra la democracia, ni siquiera contra los partidos políticos; expresa más bien un 
reclamo por su calidad. Se encuentra en entredicho el sentido actual de la democracia. 
Cuando una política cada día más autorreferida deja de ser plausible a los ojos de la 
ciudadanía, la invocación de la sociedad civil sirve para recordar las promesas 
incumplidas de la democracia como, por ejemplo, la participación ciudadana y la 
transparencia de los asuntos públicos. Llama pues a una revisión radical de los postulados 
liberales de la democracia. Dicho en otras palabras: la sociedad civil —referida a la 
democracia liberal— nos recuerda que el orden democrático se funda en una comunidad 
de ciudadanos. 

Existen, en resumen, fundadas razones que explican el persistente llamado a fortalecer 
la sociedad civil. A la vez, la enumeración de los diversos contextos de dicha invocación 
nos indica el carácter polifacético del término. Generalmente tiene una connotación 
polémica destinada a resaltar y enjuiciar una dicotomía. Como muchas otras categorías 
de la teoría política clásica, la sociedad civil no es un concepto claro y unívoco.* De ahi 
que, con buenas intenciones, fácilmente se haga un uso ingenuo del término; quien 
recurre a la sociedad civil como fórmula mágica pronto se encontrará con una fórmula 
vacía. Conviene pues tener presente el carácter problemático del concepto. A 
continuación destacaré tres contextos que señalan algunos problemas que enfrenta el 
fortalecimiento de la sociedad civil. 


SOCIEDAD CIVIL Y MERCADO 
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El concepto moderno de sociedad civil, elaborado en los inicios del capitalismo en 
Inglaterra (Adam Ferguson),* busca dar cuenta de la vasta trama de asociaciones, 
instituciones y normas que conforman un tejido social y una comunidad política previa a 
la organización estatal. La noción de civil society se refiere a una sociedad civilizada en 
contraste con un trasfondo de guerras religiosas y un emergente Estado absolutista. En 
efecto, el mercado capitalista conlleva un impulso civilizatorio en tanto fomenta un 
arreglo racional entre intereses contrapuestos e inhibe que pasiones irracionales desaten la 
guerra.” Sin embargo, llama la atención la temprana apreciación de que la integración de 
la sociedad capitalista se apoya no tanto en las fuerzas del mercado como en las 
responsabilidades morales, reglas legales y normas culturales. Para los filósofos de la 
sociedad burguesa como Adam Smith y Hegel no cabía duda de que el mercado por sí 
solo no crea ni sustenta un orden social; su funcionamiento está inserto en una red social. 
Será posteriormente Tocqueville,* en particular, quien resalte el asociacionismo cívico 
como un rasgo sobresaliente de la sociedad moderna. A esta tradición alude la actual 
invocación de la sociedad civil. Pero es menester preguntarnos acerca de la validez actual 
de esa civil society. 

También en América Latina el voraz avance de la economía capitalista de mercado ha 
dado lugar a una efectiva sociedad de mercado. Sin embargo, nuestra situación difiere de 
la lenta maduración de la sociedad mercantil en Europa y Estados Unidos que por un 
largo periodo pudo apoyarse en el tejido social y los valores solidarios preexistentes. 
Basta recordar la importancia que tuvo la explotación agrícola familiar o la labor 
doméstica de la mujer subsidiando el trabajo asalariado del marido. Estas formas de 
modernización a medias se están agotando.'” Hoy por hoy, se impone una sociedad de 
mercado donde el cálculo egoísta de beneficios máximos orienta casi todas las conductas 
sociales. Observamos el surgimiento de un nuevo tipo de individualismo que ya no valora 
las anteriores formas de sociabilidad. Por el contrario, pierden importancia las 
organizaciones comunitarias, los lazos de reciprocidad y, en general, las motivaciones 
valorativas de antes. Esta capitalización radical de todas las relaciones sociales se hace 
presente también en las sociedades latinoamericanas mediante los procesos de 
globalización. 

En este nuevo contexto, ¿qué significa el fortalecimiento de la sociedad civil? Puede 
significar, por una parte, el respaldo de la organización social heredada de cara al avance 
de la sociedad de mercado. En este caso, la invocación de la sociedad civil toma un tono 
netamente defensivo, destinado a conservar las costumbres ancestrales y antiguas 
identidades colectivas. Sin ignorar el peso de la tradición histórica, cabe suponer que las 
anteriores redes sociales pierden relevancia en la nueva sociedad de mercado. 
Considerando incluso su papel en las estrategias de sobrevivencia de los sectores 
populares, no debemos hacernos ilusiones acerca de su valor democrático. De hecho, las 
formas de sociabilidad existentes en América Latina frecuentemente tienen un marcado 
carácter jerárquico y clientelar, que puede ser racional en determinado contexto, pero que 
es muy distinto al igualitarismo cívico implícito en el concepto de sociedad civil.'' El 
fortalecimiento de la sociedad civil se identificaría entonces con el de la sociedad 
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tradicional. 

El fortalecimiento de la sociedad civil puede significar, por el contrario, crear un 
asociacionismo cívico y construir un espacio público, históricamente precarios en toda 
América Latina. Ello implica empero, tomar en serio las nuevas modalidades de la 
sociedad de mercado. Por cierto, ésta genera nuevas expectativas y demandas, nuevos 
valores y motivos que buscan instancias de expresión. Así vemos surgir agrupaciones de 
mujeres y jóvenes, asociaciones de derechos humanos y de vecinos, grupos ecológicos y 
una vasta gama de organizaciones no gubernamentales, dedicadas a los más diversos 
problemas. Sin embargo, la multiplicación de tales afiliaciones no debe llamar a engaño. 
El espacio de acción de las organizaciones cívicas se encuentra acotado por las 
transformaciones que sufre tanto lo público como lo privado. Las reformas económicas 
en curso no sólo restringen el campo de acción del Estado, a la vez fomentan un vasto 
movimiento de privatización de las conductas sociales. A la par con el ámbito público 
también cambia la esfera privada, y esta transformación de lo privado a su vez altera la 
reconstitución de lo público. En la sociedad de consumo, válida incluso para los sectores 
marginados, los individuos aprecian y calculan de modo diferente el tiempo, las energías 
afectivas y los gastos financieros que invierten en actividades públicas. Toda invocación 
de solidaridades será abstracta mientras no considere esta cultura del yo” recelosa de 
involucrarse en compromisos colectivos. En el nuevo contexto de la sociedad de mercado 
el fortalecimiento de la sociedad civil obliga a replantear la integración del orden social. 
En caso contrario, fácilmente desemboca en una apología ingenua del mercado. 


SOCIEDAD CIVIL Y ESTADO 


Debemos a Hegel’ la distinción moderna de sociedad civil y Estado. Tomando de la 
filosofía inglesa la noción de sociedad civil, modifica su significado de manera duradera. 
Mientras toda la tradición anterior de la societas civilis denota el momento político- 
estatal —por oposición al estado de naturaleza—, Hegel entiende por biirgerliche 
Gesellschaft la dinámica propia, no política, que adquiere la sociedad económica en el 
capitalismo emergente. Hegel es así el primero en conceptualizar la cristalización de 
racionalidades diferentes y, por lo tanto, plantear el carácter problemático del orden 
colectivo en la modernidad. Constituida como sistema de necesidades particulares, la 
sociedad civil no puede ser considerada aisladamente; requiere necesariamente la 
referencia al Estado como encarnación ética de la totalidad social. Es decir, la diversidad 
de la sociedad civil se despliega solamente en relación con el Estado. Dicha 
conceptualización es asumida por Marx” con dos cambios sustantivos. Por un lado, 
invierte la relación: es la sociedad civil —cuya anatomía hay que buscar en la economía 
política— la que determina la sobreestructura jurídico-estatal. Por el otro, dicha inversión 
apunta a la supresión de la distinción. Para Marx la definición del Estado como síntesis 
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de la sociedad civil ya no señala el momento de conciliación, sino de la enajenación. La 
integración del orden social radica, por el contrario, en la propia sociedad, una vez 
superado el modo de producción capitalista y, por lo tanto, abolido el poder ajeno y hostil 
del Estado. Dicho en otras palabras: el objetivo de la revolución consiste en superar la 
distinción entre bourgeois y citoyen. La reconciliación de ambos planos se logra 
mediante una repolitización de la sociedad civil. 

El llamado a fortalecer la sociedad civil tiene, sin duda, fuertes raíces en esta 
tradición. Cabe interrogarnos entonces cómo tal recuperación del poder político por parte 
de la sociedad civil se traduce en acción estratégica. Como sabemos, la tradición marxista 
ha dado lugar a dos diseños estratégicos: el socialdemócrata y el comunista. Haciendo 
salvedad de la breve y excepcional experiencia de los soviets en algunos países, ninguno 
de los dos hace hincapié en una repolitización de la sociedad civil La estrategia 
socialdemócrata consiste en separar conflictos sociales y luchas políticas y en confiar a la 
intervención estatal la regulación de los procesos económicos. El enfoque leninista, por el 
contrario, elimina la tensión entre sociedad civil y Estado, identificando las demandas 
sociales con la acción del partido de Estado. A pesar de las diferencias radicales entre 
ambas estrategias, éstas tienen en común la centralidad política del Estado. Ello no es 
casual; obedece a la necesidad de articular la creciente diferenciación de valores e 
intereses por medio de una instancia máxima de coordinación. Este ciclo estadocéntrico 
parece llegar a su término. El modelo socialdemócrata —keynesiano— del Estado de 
bienestar muestra los límites de sus mecanismos integrativos a la vez que el modelo 
comunista fracasa y se derrumba. Pues bien, ¿qué oportunidades ofrece el supuesto fin 
de la sociedad estadocéntrica ante una repolitización de la sociedad civil? 

Ya aludí al poder de la sociedad civil frente al Estado autoritario. Mas el éxito de esa 
lucha antiautoritaria no asegura una repolitización de la sociedad civil. Un ejemplo 
ilustrativo son los procesos que condujeron al derrumbe de los Estados comunistas en 
Europa Central. En 1989 muchos analistas tendían a establecer una continuidad de la 
movilización de la sociedad civil con la etapa de construcción de un orden democrático. 
Se suponía que la resistencia antiautoritaria se traducía directamente en una potencia 
democratizadora. Los eventos posteriores desmintieron tal enfoque: hay que distinguir las 
dos fases. La liberación de las estructuras autoritarias obedece a dinámicas distintas a la 
instauración democrática. Son diferentes los intereses, las tareas y los alineamientos antes 
y después. Las alianzas contra el autoritarismo no son idénticas a las coaliciones que se 
forman una vez establecido un sistema competitivo de partidos. Lo mismo vale, con 
todas las diferencias del caso, para América Latina. 

El protagonismo que puede conquistar la sociedad civil frente al Estado autoritario se 
encuentra en entredicho en cuanto la democracia permite que afloren las diferencias 
sociales. Se hace entonces evidente que la sociedad civil no es un cuerpo social 
homogéneo, por el contrario. Empíricamente, la sociedad civil se caracteriza por un 
proceso de diferenciación funcional y, particularmente en nuestros países, por tendencias 
de disgregación y fragmentación que plantean la integración de la sociedad como un 
problema de Estado. Considerando la diversidad de valores y creencias, de intereses y 
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motivaciones, en fin, la multiplicidad de actores sociales, toda invocación de la sociedad 
civil debe dar respuesta al problema de la integración social. Las dificultades en proponer 
estrategias viables de cohesión social, especialmente en las condiciones actuales, son una 
razón poderosa por la que no avanzó una repolitización de la sociedad civil en la tradición 
marxista. 

Asumiendo la diversidad social como punto de partida, la reciente invocación de la 
sociedad civil suele apoyarse más en la tradición liberal y, en concreto, las teorías del 
pluralismo. Éstas enfocan la vida social en analogía con el intercambio mercantil entre 
individuos; los diversos actores sociales —grupos, asociaciones, gremios, etc.— 
establecerían un equilibrio armónico de intereses similar a los equilibrios del mercado. Ni 
la mano invisible del mercado ni las teorías pluralistas resuelven empero, aspectos 
cruciales de la convivencia: la organización frecuentemente poco democrática del actor y 
la relación asimétrica entre diversos actores. Sobre todo, no plantean una idea de orden 
que permita a la diversidad social desplegarse como una pluralidad. '* 

En resumidas cuentas, la invocación de la sociedad civil no actualiza la tensión entre 
sociedad civil y Estado en el nuevo contexto. Ni siquiera aborda la pregunta acerca de la 
integración del orden social. Por el contrario, tiende a poner en escena un antiestatismo 
en el momento preciso en que el retraimiento del Estado agudiza la cuestión por la 
articulación social. El llamado a la sociedad civil queda así en una alusión genérica a la 
acción colectiva no estatal. Como tal, sin embargo, tiene poco valor informativo pues 
escamotea las zonas grises en las relaciones cada vez más estrechas y confusas entre 
dicha sociedad civil y el ámbito estatal. 


SOCIEDAD CIVIL Y DEMOCRACIA 


La referencia a la sociedad civil suele obedecer a intenciones descriptivas y valorativas. 
Un ejemplo muy gráfico ofrece cierta formulación que hace Bobbio en términos 
gramscianos: “Allí donde el reino de la fuerza es identificado con el estado de la 
naturaleza (Hobbes), la sociedad del consenso es el Estado; allí donde el reino de la 
fuerza es el Estado (Marx), la sociedad del consenso es la sociedad sin Estado o la nueva 
sociedad civil”.'* Como toda construcción conceptual se trata de una simplificación que 
permite dar a la vez nombre y valor a la complejidad real. Aunque la reconstrucción de 
las polaridades de Gramsci ya no parece adecuada al contexto actual, sigue siendo válida 
la preocupación subyacente. Quiero decir: ya no podemos localizar tan fácilmente 
ámbitos específicos de consenso y de fuerza en las sociedades modernas, caracterizadas 
más bien por abigarradas interdependencias sistémicas y no menos complejas dinámicas 
de cancelación y fragmentación." No obstante, tampoco podemos dejar de interrogarnos 
acerca del sentido de la democracia bajo tales circunstancias. ¿Cuál es el arraigo 
sociocultural de la democracia en nuestros países? O, dicho en otras palabras: ¿qué 
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apoya la identificación ciudadana con la democracia realmente existente? 

Quizás, hoy por hoy, la interpretación más fructífera consista en leer la invocación de 
la sociedad civil en clave de autocrítica democrática. A fines del siglo la democracia 
liberal se encuentra más extendida en el mundo que nunca antes al tiempo que su 
significado se desvanece. Cuando el ideario demócrata-liberal se impone globalmente sin 
competencia conceptual e institucional, la imagen idealizada de la democracia real se 
resquebraja. Debido a los procesos de globalización y de secularización, presentes 
igualmente en las sociedades latinoamericanas, la legitimidad democrática ya no puede 
fundarse en un mundo compartido de valores y normas en el mismo momento en que los 
avances del mercado debilitan los de por sí frágiles mecanismos de cohesión social. La 
democracia tampoco cuenta ya con aquel respaldo del Estado que, durante largo tiempo, 
aseguraba un primado de la política en la conducción del desarrollo social. Todo ello crea 
incertidumbre acerca de lo que la democracia es y puede dar. Este malestar con la 
democracia tal cual la vivimos, encuentra en la noción de sociedad civil un referente 
crítico. El término condensa el distanciamiento del ciudadano de cara al clientelismo 
político, la prepotencia burocrática y la ineficiencia estatal. La crítica de las insuficiencias 
de la democracia liberal hace hincapié en la falta de participación ciudadana, aunque con 
acentos muy distintos. Mencionaré brevemente tres versiones. 

En América Latina el recurso a la sociedad civil critica la fragilidad y, muchas veces, 
la simple formalidad del régimen democrático. Es conocida la oposición entre democracia 
formal y democracia sustantiva que por tantos años caracterizó el debate político en la 
región. La democracia sustantiva tenía como referente al pueblo, pero más como 
categoría social que política. Nociones específicas como protagonismo popular o sujeto 
popular indican el anclaje de esa democracia sustantiva en la sociedad civil. La 
revaloración de la democracia liberal ha modificado la perspectiva. Actualmente, la 
referencia a la sociedad civil sirve para señalar la volatilidad de la democracia política a 
raíz de los ajustes económicos. Gobiernos demagógicos, elecciones espurias, mayorías 
volátiles serán fenómenos recurrentes mientras no se refuercen los actores sociales. Es 
decir, se postula un fortalecimiento de la sociedad civil para asegurar el pleno ejercicio de 
los derechos de ciudadanía. '* 

De manera distinta, también la escuela estadunidense del public choice propone 
fortalecer la sociedad civil para recuperar una democracia efectiva. Se trata, dentro de la 
tradición liberal, de una analogía política al modelo de mercado —entendido como un 
orden autorregulado—. De extenderse el arreglo calculado de intereses y preferencias 
entre individuos —la racionalidad del mercado— a la democracia se incrementaría la 
participación de los ciudadanos y la transparencia de las decisiones colectivas, evitándose 
la discrecionalidad expropiadora de la voluntad colectiva por parte de las instancias 
gubernamentales. Fortalecer la sociedad civil significa, en este sentido, permitir a los 
ciudadanos conformar la voluntad colectiva de acuerdo con el cálculo racional de sus 
intereses individuales. Este enfoque tiene una menor visibilidad, pero no menos 
importancia en América Latina. De hecho, nos indica que la invocación de la sociedad 
civil no es un asunto exclusivo de las izquierdas. 
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Finalmente, llamo la atención sobre las dos funciones que Claus Offe'” adjudica a la 
sociedad civil. Por un lado, la sociedad civil encadena y contrarresta las tendencias 
expansivas del Estado y del mercado. Éstos, al igual que el sistema técnico-científico, 
obedecen a dinámicas que no cuentan con barreras de autorrestricción. Para evitar que 
estas fuerzas dominen y colonialicen todas las relaciones sociales se requiere una 
sociedad civil fuerte que sirva de límite. Junto con limitar la lógica estatal, capitalista y 
tecnocrática, por otro lado, la sociedad civil ha de autolimitarse. Sólo frena la expansión 
de los distintos sistemas funcionales en la medida en que ella no las suplante. La 
capacidad restrictiva de los actores sociales supone su renuncia a ocupar el lugar del 
Estado. Visto así, el fortalecimiento de la sociedad civil es sinónimo de una 
autorreflexividad social. 

En las tres aproximaciones mencionadas, el llamado a fortalecer la sociedad civil está 
destinado a mejorar la calidad de la participación ciudadana de cara a una concepción 
elitista y una organización autorreferida de la democracia. Compartiendo la intención, hay 
que tomar precauciones para que el remedio no sea peor que la enfermedad. No hay que 
confundir la sociedad civil con el ámbito político-institucional y/o presuponer la existencia 
de una institucionalidad democrática. En relación con la cuestión democrática en América 
Latina, el problema no se resuelve trasladando el lugar del tema y buscando las 
soluciones en la denominada sociedad civil. En tanto democracia, el problema reside en 
la consolidación del sistema político-institucional y el fortalecimiento de la ciudadanía 
debe plantearse primordialmente en este ámbito. 

Sin embargo, no podemos encerrar a la democracia en una lógica autorreferida.'* Hay 
que abordar los procesos de democratización en relación con los procesos de 
modernización. Siendo planos distintos, la defensa de los derechos ciudadanos encuentra 
su correlato en la defensa de los derechos de productores, consumidores y usuarios de 
cara a la modernización económica. En este sentido, la invocación de la sociedad civil 
remite a la reorganización del orden social como complemento ineludible de la 
democracia política. 
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* En perfiles Latinoamericanos (México) 5, diciembre de 1995, pp. 131-144. 


' Desde que llegué a México estuve merodeando el tema hasta que me llegó el impulso final del libro de H. 
Dubiel, Ungewissheit und Politik, Fráncfort, Suhrkamp, 1994, de cuyo capitulo sobre las metamorfosis de la 
sociedad civil tomé muchos argumentos. 

2 Véase, por ejemplo, Á. Flisfisch, Notas acerca de la idea del reforzamiento de la sociedad civil, Documento 
de trabajo 16, Santiago, Flacso, 1981. 

> H. de Soto, El otro sendero, Lima, El Barranco, 1986. 

4 Entre una amplia bibliografía de notoria influencia tourainiana, véanse F. Calderón (comp.), Los movimientos 
sociales ante la crisis, Buenos Aires, Clacso, 1986, y el número especial de la Revista Mexicana de Sociología 
4:89, especialmente el artículo de S. Zermeño, “El regreso del líder”. 

5 Véase, en particular, N. Bobbio, “Gramsci y la concepción de la sociedad civil”, en Gramsci y las ciencias 
sociales, Cuadernos Pasado y Presente 19, México, Siglo XXI Editores, 1974. 


6 Una estimulante reflexión del proceso en Perú ofrece R. Ames, “La realidad nacional, desde el límite”, en J. 
Abugattas, R. Ames y S. López, Desde el límite: Peru, reflexiones en el umbral de una nueva época, Lima, IDS, 
1992, 

7 El debate de Europa Central, especialmente Polonia, se encuentra reseñado por H. Dubiel, op. cit., pp. 76-84. 

8 La reciente bibliografía sobre la sociedad civil incluye, entre otros títulos, J. Cohen y A. Arato, Civil Society 
and Political Theory, Cambridge, MIT Press, 1992; E. Gellner, “Civil Society in Historical Context”, 
International Social Science Journal (París) 129, 1991; J. Keane (ed.), Civil Society and the State: New 
European Perspectives, Londres, Verso, 1988, y P. Schmitter, Some Propositions about Civil Society and the 
Consolidation of Democracy, Viena, Institute for Advanced Studies, 1993. 


2 Sobre la racionalización de las relaciones sociales por medio del mercado, véase la obra de A. Hirschman, 
Las pasiones y los intereses: argumentos políticos en favor del capitalismo antes de su triunfo, México, Fondo de 
Cultura Económica, 1978. 


2 A. Ferguson, Un ensayo sobre la historia de la sociedad civil, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1974. 


10 U, Beck, Risikogesellschaft. Auf dem Weg in eine andere Moderne, Fráncfort, Suhrkamp, 1986, y Die 
Erfindung des Politischen. Zu einer Theorie reflexiver Modernisierung, Fráncfort, Suhrkamp, 1993. 


11 L, Lomnitz, “Horizontal and Vertical Relations and the Social Structure in Urban Mexico”, Latin American 
Research Review 17:2, 1982. 


2 A. de Tocqueville, La democracia en América, México, Fondo de Cultura Económica, 1957. 
12 H Béjar, La cultura del yo, Madrid, Alianza Universitaria, 1993. 


è F, Hegel, Filosofía del derecho, México, Juan Pablos, 1986. 
b K. Marx, Crítica a la filosofía del Estado de Hegel, México, Grijalbo, 1969. 


13 Sobre el consenso como momento de un orden pluralista, véase G. Sartori, The Background of Pluralism, 
ponencia en el XVI Congreso Mundial de la Asociación Internacional de Ciencias Políticas, Berlin, 1994. 


14 N, Bobbio, “Sulla nozione della societá civile”, De Homine 24-25, marzo de 1968, p. 27. 


15 Una introducción al complejo tema presenta la entrevista de C. Offe con D. Held y J. Keane en C. Offe, 
Contradicciones en el Estado de bienestar, México, Alianza Editorial-Conaculta, 1990. 


16 Véanse, por ejemplo, diversos textos de E. Torres Rivas como “La democracia y la metáfora del buen 
gobierno”, Revista Paraguaya de Sociología 84, 1992, y “La gobernabilidad centroamericana en los noventa”, en 
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LA DEMOCRACIA ENTRE LA UTOPIA Y EL 
REALISMO* 


DEMOCRACIA REAL, DEMOCRACIA POSIBLE 


Reflexionar sobre la democracia en América Latina, hoy día, significa necesariamente 
una reflexión acerca de la nueva realidad social. Cuando la cuestión de la democracia es 
planteada en los años setenta, la revaloración de la democracia radica en la oposición a la 
dictadura. Esta antinomia empero, ya no da cuenta del significado actual de la 
democracia. Ahora, los procesos viables de democratización se encuentran 
indisolublemente vinculados a los procesos de modernización económica. Por lo demás, 
esta referencia al bienestar económico y social siempre estuvo presente en la discusión 
latinoamericana. Si la experiencia autoritaria revela el valor en sí de las instituciones 
democráticas, la experiencia de los ajustes estructurales, acentuando las desigualdades 
sociales, señala los límites que las estructuras socioeconómicas ponen al ejercicio de la 
ciudadanía. Pero no se trata solamente de desigualdades económicas; éstas suelen 
descansar en discriminaciones étnicas y de género. Ahora la demanda de ciudadanía se 
entreteje con la diversidad de identidades culturales. 

En un proceso acelerado de veinte años el contexto de la cuestión democrática en 
América Latina ha cambiado por completo. En la actualidad, la democracia realmente 
existente se encuentra determinada por el fin de un ciclo histórico y la reorganización 
integral de las sociedades latinoamericanas.' El discurso neoliberal es el que mejor ha 
sabido señalar la restructuración emergente: la dinámica del desarrollo social se desplaza 
del Estado al mercado, redefiniendo el campo de la política. El desplome de los países 
socialistas consagra la globalización del régimen capitalista a la vez que fomenta sus 
tensiones internas. Este vuelco drástico no se restringe al mapa político-económico; 
involucra también nuestros mapas mentales. 

En resumidas cuentas, estamos en medio de una gran transformación, similar a los 
procesos de reorganización social en los años veinte y treinta, que nos obliga a repensar 
—y rehacer— las relaciones entre procesos económicos, formas políticas y pautas 
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culturales. 


La situación no puede ser más dramática para la democracia en América Latina. El 
orden democrático adquiere un reconocimiento, nunca antes tan extensivo en la región, 
precisamente en el momento mismo en que el cambio radical del contexto modifica el 
alcance y el sentido de la democracia. Con lo cual, la pregunta por la democracia no 
puede sino ser una indagación acerca de la democracia posible. ¿De qué manera las 
transformaciones en curso afectan las condiciones de posibilidad de la democracia en 
América Latina? 

Suponiendo que el realismo político consiste en confrontar el estado de cosas 
establecido con lo posible y lo deseado,” tratemos de acotar el campo de lo posible. Una 
aproximación a modos viables de democratización en América Latina debe tomar en 
cuenta al menos tres referentes. 

En primer lugar, las posibilidades de la democracia dependen de las dinámicas 
especificamente políticas. Una vasta literatura sobre los procesos de transición a la 
democracia ha reseñado los diversos factores involucrados. Generalmente, los enfoques 
resaltan los aspectos institucionales. De hecho, nuestras democracias suelen 
caracterizarse por una débil institucionalidad, incapaz de encauzar el ejercicio conflictivo 
de la ciudadanía. No obstante la relevancia de la “ingeniería institucional” en las 
estrategias de transición, los actuales procesos de consolidación democrática se 
encuentran condicionados de manera importante por un elemento nuevo: la 
transformación de la propia política. En una visión prospectiva llamo la atención sobre 
los cambios del espacio de la política, cada vez más transnacionalizado, y de los 
horizontes temporales, cada vez más cortos. Además, está a la vista cómo el nuevo 
contexto redefine el lugar de la política y redimensiona su campo de competencia. Ello 
modifica no solamente el papel de los partidos políticos, sino también la forma en que se 
configuran las identidades colectivas. Todo ello altera el significado de la política y, en 
resumidas cuentas, nos obliga a repensar cuál es el sentido de la política. 

En segundo lugar, las posibilidades de la democracia en América Latina se encuentran 
condicionadas por los procesos de modernización. El gran desafío de nuestras sociedades 
radica, sin duda, en armonizar democratización y modernización. Ambos procesos 
tienden a ser enfocados de manera escindida, privilegiándose generalmente el ajuste de 
las estructuras productivas y comerciales. A mediano plazo empero, sólo parece viable 
una estrategia de modernización que considere, junto con las nuevas condiciones de la 
economía mundial, procesos incluyentes de ciudadanía. Las rebeldías populares que 
estallan de modo recurrente en las metrópolis de la región no responden únicamente a 
motivos económicos, sino también a demandas de buen gobierno. A la inversa, el 
dinamismo de la modernización en marcha obliga a reorientar el funcionamiento práctico 
de la democracia. La tradición populista ya no representa una organización factible de la 
ciudadanía de cara a las exigencias y oportunidades planteadas por el mercado. En 
resumen: “Imaginar que la ciudadanía pueda tener plena vigencia sin un esfuerzo efectivo 
en materia de competitividad resulta, en el decenio de 1990, tan infundado como suponer 
que la competitividad —necesariamente de carácter sistémico— pueda sostenerse con 
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rezagos importantes en el ámbito de la ciudadania”.° 

Un tercer referente ineludible es aquel “ambiente” omnipresente e inasible que 
llamamos cultura. Nuestra delimitación de lo posible —y de las posibilidades de la 
democracia— depende finalmente de nuestros mapas cognitivos con los cuales 
interpretamos la realidad social. En el caso latinoamericano, ello implica asumir las 
formas híbridas con que una sociedad mestiza concibe la modernización‘ y la historicidad 
conflictiva en que sociedades tan divididas plantean la ciudadanía.? Pero además, implica 
dar cuenta de los actuales cambios culturales. Presumiendo que nuestras imágenes de la 
democracia posible y del orden deseado dependen en definitiva de los mapas ideológicos 
y marcos conceptuales con que ordenamos el mundo, la crisis de tales estructuras 
mentales afecta directamente los imaginarios colectivos. A mi entender, un rasgo 
sobresaliente de nuestra época reside en la erosión de estos mapas cognitivos, 
desestructurando el campo de lo posible y desdibujando la utopía que cristaliza el sentido 
que imputamos a la democracia. 

A continuación abordaré la “condición de posibilidad” de la democracia en un aspecto 
limitado, pero complejo. Me interesa explorar algunos de los cambios que tiene la política 
en nuestro tiempo a raíz de las transformaciones socioeconómicas y culturales. Estos 
cambios son resentidos por los ciudadanos a la luz de cierta imagen de lo que debe ser la 
política. Ello parece explicar el actual malestar con la política. Sin embargo, esta imagen 
familiar de la política a su vez se encuentra en disolución. La crisis de los mapas 
ideológicos y, en general, de los códigos interpretativos señalan una recomposición: 
estamos participando de una redefinición del significado de la democracia y, por tanto, de 
la democracia posible. 


LA TRANSFORMACIÓN DE LA POLÍTICA 


¿En qué se expresan los cambios de la política institucionalizada? Los cambios, a escala 
mundial, en el régimen capitalista de acumulación dinamizan la “lógica del mercado”, a la 
vez que redefinen las funciones de la acción estatal. El “Estado desarrollista” que fue 
característico de América Latina en los años sesenta es reemplazado por un “Estado 
subsidiario” (una noción poco precisa, pero indicativa de la tendencia predominante).° 
Principalmente por medio de dos procesos —la privatización de las empresas públicas y 
la reducción del gasto público— la dinámica del desarrollo social se traslada del Estado al 
mercado.” 

Este proceso está vinculado a cambios del clima cultural. No postulo relaciones de 
causación ni siquiera correlaciones, tan sólo quiero hacer notar una constelación que 
estimo relevante para comprender la democracia real. La mencionada transformación de 
la anterior “sociedad estadocéntrica” tiene que ver tanto con cierto agotamiento del 
Estado de bienestar y sus mecanismos keynesianos de desarrollo como con la 
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elobalización de los circuitos productivos, comerciales, financieros y tecnológicos; pero 
también tiene que ver con cambios en nuestros horizontes temporales, especificamente el 
desvanecimiento del futuro. El Estado moderno como símbolo de duración y continuidad 
intergeneracional se encontraba en sintonía con una cultura orientada hacia el futuro. El 
futuro concebido como una construcción deliberada, tenía en el poder político su 
instrumento privilegiado; el primado de la política descansaba en la idea de progreso. 
Cuando la fe en el progreso se diluye, el sentido de la política queda abierto. 

La actual desestructuración del tiempo y cierta apología de un “presente permanente” 
nos acerca a la experiencia del mercado. El mercado alude ciertamente a un horizonte de 
futuro, pero bajo forma de oportunidad y riesgo e incluso de especulación; su marco 
habitual empero es la coyuntura, o sea el afán de cada día. Resumiendo, el mercado 
plantea desafíos, no objetivos. En consecuencia, una conducta conforme al mercado 
supone un alto grado de flexibilidad, capaz de responder ágil y decididamente a tales 
desafíos. Esta perspectiva reorienta también a la política; en lugar de una construcción 
deliberada del futuro, la política es concebida como manejo de la contingencia. 

Cambian los objetivos de la política. La deliberación y decisión de las metas y tareas 
del desarrollo social deja de formar parte del campo de competencia de la política. La 
tarea fundamental de la política ya no es la conducción, sino la regulación de los procesos 
sociales. El a veces abusivo “primado de la política” de antaño se encuentra ahora 
estrictamente acotado por los equilibrios macroeconómicos. El equilibrio 
macroeconómico es, más que un indicador, un verdadero principio normativo que fija 
rigurosos límites a la intervención estatal. De cierto modo, la democracia es retrotraída al 
ámbito del Estado de derecho. A la política no le corresponde sino establecer las reglas 
generales, en cuyo marco los diversos actores compiten libremente. Para resaltar la 
tendencia, digamos esquemáticamente que la utopía democrática —la comunidad de 
ciudadanos— es reinterpretada a la luz de la utopía capitalista: el mercado perfecto. La 
integración del orden colectivo queda entregada a la dinámica del mercado en tanto la 
política se hace cargo de la integración productiva de los individuos al mercado. 

Todo ello no requiere mayores cambios constitucionales. Basta garantizar la 
autonomía del Banco Central y restringir la injerencia parlamentaria sobre el gasto 
público. Por lo demás, las instituciones y los procedimientos de un régimen democrático 
se mantienen inalterables. Al mismo tiempo, empero, cambia completamente la acción 
política. Uno de sus ejes principales es el proceso de toma de decisiones. Su antigua 
referencia a la deliberación ciudadana' se desvanece, no sólo por el histórico predominio 
de la tecnoburocracia,” sino más bien por la erosión de la autoridad política. La acción 
política se desarrolla más y más mediante redes políticas.' Tales redes, formales o 
informales, articulan un número variable de actores (gubernamentales, políticos, sociales) 
interesados en determinada materia con el fin de negociar un acuerdo satisfactorio para 
todos los participantes. La decisión política ya no representa un acto de autoridad (que 
asume la legitimidad y responsabilidad de tal decisión), sino un acuerdo negociado. 
Aunque la diferencia puede ser nula en casos concretos, se trata de concepciones muy 
distintas: ahora, la política consiste más en coordinación que en conducción. 
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Quizás la interpretación sea demasiado benévola con la realidad. La coordinación 
política, que todavía representa un mecanismo de conducción, en muchos casos resultará 
demasiado lenta y laboriosa ante las exigencias del momento. De hecho, buena parte de 
la agenda política obedece a cuestiones coyunturales que exigen decisiones inmediatas. 
Existe una fuerte presión en favor de un “decisionismo” al margen de la coordinación y 
cooperación con otros actores.'' 

Las transformaciones señaladas, ampliamente conocidas, no dan cuenta de la 
profundidad de los cambios. Uno de los rasgos más notorios de la actualidad consiste en 
la extensión del mercado a ámbitos no económicos. Tiene lugar una redefinición de la 
política. Anteriormente, la referencia a la democracia como un mercado político en que 
se intercambian bienes (por ejemplo, protección y servicios contra lealtad y votos) hace 
uso de una analogía. La analogía con el intercambio mercantil facilita la comprensión de 
ciertos procesos políticos (por ejemplo, el clientelismo), pero sin borrar la diferencia entre 
economía y política. El límite se desdibuja cuando el discurso neoliberal de la public 
choice pretende explícitamente extender la racionalidad del mercado al campo político. '” 
El llamado a un “imperialismo económico” tiene éxito, aunque con resultados 
imprevistos. En lugar de una mayor libertad de elección del ciudadano y una mayor 
transparencia de las decisiones políticas, la entronización de la racionalidad económica 
significa primordialmente la consagración de criterios mercantiles en la política: el dinero, 
la competencia, el éxito individual. Cambia el estilo político y el tradicional ethos de la 
política como servicio público deviene obsoleto. La corrupción merecería un análisis más 
profundo en este contexto. 


Hoy día se acentúa el declive del hombre público.' La idea liberal de democracia 
convoca a individuos libres e iguales que, sin consideración de sus atributos e intereses 
privados, deciden sobre los asuntos de la res publica. Es decir, la democracia opera 
como la instancia privilegiada de coordinación de la vida social, paralela a las funciones 
coordinadoras que efectúa el mercado para los individuos en tanto propietarios privados. 
El actual avance del mercado significa fortalecer el ámbito de la coordinación entre 
privados, recortando el espacio público. Asuntos que antes eran materia de competencia 
de la política, ahora son privatizados. El ejemplo más ilustrativo de tal restricción de la 
competencia política son las privatizaciones de los servicios públicos. Se trata de una 
forma de expropiación de lo público. Igualmente indicativo del debilitamiento de lo 
público es el auge de la corrupción y el tráfico de influencias —formas ocultas de 
privatización—. Independientemente del juicio legal y moral, cabe destacar en estos 
casos la irrupción de negocios privados en el seno mismo de la política. 

Hay buenos argumentos en favor del mercado; uno de los más esgrimidos es su 
eficiencia en el uso de los recursos. En nuestro contexto podemos reformular el 
argumento en el siguiente sentido: el consumidor tiene un mejor control sobre la calidad 
del bien requerido que el ciudadano porque el mercado ofrece la libertad de elegir — 
siempre que el consumidor tenga dinero—. En realidad, el ciudadano dispone de 
mecanismos de control de calidad, pero diferidos en el tiempo: la participación en la 
gestión pública, el voto y el reclamo público. Su incidencia efectiva es escasa, dejando al 
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ciudadano indefenso. La cuestión radicaría pues en mejorar las capacidades ciudadanas 
de control. De hecho, existe una preocupación por la gestión pública, pero principalmente 
en términos productivos, de fomento a los mecanismos de mercado; no en relación con 
el ciudadano. La referencia a la comunidad de ciudadanos se debilita y con ella la 
especificidad de la política. Una buena ilustración es la discusión sobre la privatización; 
los servicios de educación y salud son evaluados en función de su eficiencia y 
productividad económica, no valorados como bienes públicos. La noción de bien público 
se diluye, la referencia al orden colectivo deviene vacua. 

El avance del mercado redefine el campo de la política. Mas esta resignificación no 
depende solamente de la dinámica económica. Ésta expresa, sobre todo, un cambio de 
nuestros mapas mentales. 

Uno de los cambios más profundos de la política proviene de las transformaciones 
culturales, específicamente el auge de la cultura audiovisual. Vivimos en una cultura de la 
imagen, cuyo espacio privilegiado es la televisión. Con el acceso masivo a la televisión, la 
imagen desplaza a la palabra y ello afecta la política cuyos soportes tradicionales fueron 
precisamente el discurso y la lectura. ¿Qué hace la televisión con la política?'* Por una 
parte, produce una escisión entre la representación institucional y la representación 
simbólica de la política. La televisión escenifica la política acorde a sus reglas, 
modificando el carácter del espacio público. Por otra parte, produce una nueva mirada a 
la política. El proceso comunicativo en que se fija la agenda política, se constituyen los 
actores, se fijan las expectativas, descansa más y más en imágenes. Usando un lenguaje 
audiovisual, el look del político puede crear mayor credibilidad que un buen argumento. 
Mas la imagen es siempre ambigua, abierta a múltiples lecturas; requiere algo que fije el 
mensaje. Aun así, la política llevada a la pantalla depende del contexto: el significado 
resulta fragmentado y recompuesto por medio de la secuencia de imágenes como del 
contexto cotidiano del espectador. Las denuncias habituales de la manipulación no dan 
cuenta del fenómeno. El medio televisivo está modificando tanto la actividad política 
como la percepción ciudadana. La política se refracta en múltiples voces y desde 
múltiples imágenes se construye la opinión política. 


LA AMBIVALENCIA DE LO POLÍTICO 


Una apreciación esquemática de los resultados de las encuestas de opinión pública 
permite postular que, independientemente de cuán satisfactorio funcione el régimen 
democrático, actualmente existe una adhesión mayoritaria a la democracia y una falta de 
confianza en los políticos y en los partidos políticos. Cabe agregar que probablemente en 
ningún país y en ninguna época ellos gozaron de buena fama, aun siendo reconocidos 
como legítimos representantes. ¿Cuáles son entonces las razones para el malestar actual 
con la política? 
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A mi entender, conviene distinguir dos aspectos. Por un lado, existe un descontento 
producto de la distancia entre la realidad y la utopia. El ciudadano evalúa críticamente los 
cambios en la politica desde el punto de vista de la imagen transmitida de lo que debe ser 
la política. Por otro, también la cultura política está cambiando. Las transformaciones 
culturales afectan no sólo la política institucionalizada, según vimos; también modifican la 
experiencia cotidiana del ciudadano y la imagen que se hace de la política. El malestar 
expresa simultáneamente una crítica y una renovación. Veamos primero su dimensión 
crítica. 

El malestar se manifiesta en una falta de confianza en la política. Una de las razones 
de tal desconfianza radica en que la política ya no controla los procesos sociales. La 
ciudadanía se ve acosada de modo directo o audiovisual por un sinnúmero de problemas 
—desde el desempleo hasta la guerra pasando por la contaminación y la delincuencia— 
cuya solución atribuye a la política, al mismo tiempo que no goza de ningún éxito o 
ventaja que adjudique a la política. Las cosas están fuera de control: se trata de un 
fracaso de la política en la medida en que, de hecho, se imputa a la política un poder de 
control sobre la realidad social. Tal imputación no se justifica considerando el 
retraimiento de la politica, la subsidiaridad del Estado, el reconocimiento de la iniciativa 
privada y de las fuerzas del mercado. Sin embargo, señala la persistencia de una cultura 
política que sigue creyendo en el primado de la política. Ello se muestra igualmente en 
otro aspecto. 

Entre aquellas “evidencias” básicas, apenas explicitadas por obvias, que conforman el 
núcleo de la cultura política, se encuentra probablemente la imagen de la política como 
instancia máxima de conducción y protección. La gente espera que la política la proteja 
ante los avatares del destino, le garantice no sólo la integridad física y una seguridad 
económica, sino también un marco de certidumbre. Ante un presente azaroso y 
finalmente fútil, la política encarna una promesa de continuidad; la política debe procurar 
que la vida dure. En este sentido, la demanda banal de estabilidad política expresa un 
interés vital: la sobrevivencia de la comunidad. Por otra parte, la gente espera de la 
política conducción; la política consiste principalmente en decidir qué hacer acerca de lo 
probable y lo posible. Para el sentido común la política es por encima de todo un 
proyecto de futuro, el diseño de un horizonte por referencia al cual se hace inteligible el 
presente. 

A partir de este trasfondo cultural la política actual, restringida a la contingencia, 
resulta frustrante. Sin expectativas de futuro que acoten el campo de lo probable y lo 
posible, el devenir se vuelve incalculable. A la falta de previsión se agrega la ausencia de 
esperanza; sin referencia a un mañana mejor los sacrificios actuales pierden sentido. Esta 
reducción de la política se vuelve angustiante, pues traslada toda la incertidumbre al 
individuo. Solo, sin marco de referencia, el individuo ha de tomar las decisiones y asumir 
los riesgos. Por tanto, ya no puede diferir deseos y temores en el tiempo; la infinitud de 
la realidad se concentra en lo inmediato. El ciudadano abrumado termina abominando o 
despreciando a la política —supuesta instancia de protección y conducción— que le ha 
traicionado. 
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El individuo extiende sus campos de acción, gana mayor libertad. Pero también siente 
cómo se aglgantan sus responsabilidades y preocupaciones individuales, sin que la 
política se haga cargo de ellas. A partir de su experiencia de aislamiento e indefensión, el 
ciudadano percibe la política como actividad autorreferida. Le cuesta visualizar 
mediaciones entre su situación personal y un debate político-legislativo cada vez más 
absorbido por “cuestiones técnicas”. La agenda política no sólo ve reducido el campo de 
lo que serían “cuestiones políticas”, sino que además incrementada su distancia con la 
experiencia ciudadana. En consecuencia, tiende a volatilizarse la responsabilidad política. 
La democracia tiene dificultades crecientes de responder al ciudadano porque, en el 
fondo, se ha vuelto incierto de qué es responsable. 

Ocurre una desidentificación ciudadana con los partidos políticos. Como resultado de 
su creciente burocratización'” y, por encima de todo, de las profundas transformaciones 
en el ámbito mundial, los partidos políticos ya no ofrecen a la ciudadanía códigos 
interpretativos que le permitan estructurar sus intereses y valores, sus preferencias y 
miedos, en identidades colectivas. Hay una crisis de los mapas político-ideológicos que 
deja a los partidos políticos sin discurso y a los ciudadanos sin aquellas pautas 
interpretativas con las cuales ordenaban los procesos sociales y su lugar en ellos. Esta 
crisis de representación replantea la pregunta acerca de lo posible y lo deseable. Se trata 
de un proceso lleno de vacilaciones. Por parte de los partidos políticos se mezcla la 
defensa acérrima de viejas señas de identidad con la reformulación de objetivos y 
estrategias acordes con la nueva realidad. Similar ambivalencia caracteriza la experiencia 
ciudadana, donde una imagen familiar de la política convive con tendencias emergentes. 

Podemos explicarnos el malestar con la política por una disonancia entre la política tal 
cual es percibida por el ciudadano y su imagen de lo que ella debería ser. El descontento 
remite a un criterio de juicio con el cual se evalúa la realidad. Los diversos síntomas de 
malestar —la falta de confianza, el sentimiento de incertidumbre y abandono, la 
percepción de indecisión, la desidentificación con los partidos políticos— señalan 
ausencias que, de modo invertido, configuran un imaginario colectivo. De la política se 
espera conducción, protección, responsabilidad, claves interpretativas, o sea, un conjunto 
de expectativas que expresan demandas de buen gobierno. Tales demandas descansan en 
ciertas premisas o principios a priori: las utopías. '” 

Todo orden colectivo descansa sobre un principio a priori o mito fundador por el cual 
un grupo social se constituye como comunidad. Esta utopía que se hace la comunidad de 
sí misma se despliega mediante distintas formulaciones históricas. Una de ellas es la 
democracia: la comunidad de ciudadanos. Su significado no está fijado de una vez para 
siempre. Las utopías son construcciones históricas, cuya vigencia depende de su 
reproducción en el tiempo. Este proceso de reproducción se encuentra en entredicho. 
Cierta idea de comunidad se está agotando a la vez que se inicia la búsqueda de una 
nueva concepción de la comunidad de ciudadanos.'* 

Una de las características de nuestra época es la rapidez con que las experiencias del 
pasado se vuelven obsoletas e inútiles para enfrentar los retos del presente. Este desgaste 
acelerado también consume los imaginarios colectivos y, en concreto, la imagen de la 
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política. Junto con la disolución de nuestra imagen familiar coexiste un proceso de 
renovación, proceso necesariamente lento y confuso que todavía no cristaliza en una 
imagen nueva. Esta transición subyace, a mi entender, al actual malestar con la política. 

Una impresión superficial que ignora la historicidad puede confundir este malestar con 
una despolitización; los ciudadanos se estarían retirando de la política en la medida en 
que ella no responde o contradice abiertamente las expectativas que se hace la 
ciudadanía. De asumir tal hipótesis, la superación de la desafección ciudadana supondría 
retrotraer los cambios de la política, ajustándola a los criterios prevalecientes de la 
ciudadanía. Esta conclusión me parece insatisfactoria por dos razones: por un lado, los 
cambios de la política institucionalizada, arriba señalados, no parecen ser cambios 
discrecionales que dependan de la (buena o mala) voluntad de los actores involucrados. 
Señalan tendencias de largo plazo que se relacionan con las transformaciones 
socioeconómicas, pero también con transformaciones culturales. Por otro lado, parece 
existir una erosión generalizada de los mapas cognitivos, incluyendo una crisis de aquellas 
ideas de comunidad y futuro que han conformado nuestra imagen de la política. 

El actual clima cultural es ciertamente poco propicio para la política. Nos encontramos 
en un periodo de transición, caracterizado por la ambivalencia. Una opción consiste en 
aferrarnos a la imagen “clásica” de la política y denunciar las desviaciones en curso. Otra 
reside en acompañar al proceso contribuyendo a reformular una nueva imagen de la 
política. Esta opción me parece más fructífera. A mi entender, tiene lugar un 
desplazamiento de lo político y conviene explorar los nuevos límites. '” 

Aún no ha llegado la hora de sistematizar y conceptualizar las tendencias emergentes. 
Por ahora debemos limitarnos a describir fragmentariamente algunos “signos del tiempo” 
que señalan la redefinición del realismo político (¿qué es posible?) y de la utopía 
democrática (el sentido de la política). 

1. En primer lugar, llamo la atención sobre la ya mencionada crisis de los mapas 
ideológicos con los cuales interpretábamos la realidad social. Después de la polarización 
ideológica de los años sesenta hemos saludado el declive de las ideologías como un signo 
de realismo. En lugar de reducir la realidad a un esquema prefabricado se asume la 
complejidad social; mas la mayor información no conlleva mejor interpretación. Las 
ideologías operaban como mecanismos de reducción de complejidad que facilitaban 
estructurar límites y divisiones sociales y establecer prioridades y preferencias. Al diluirse 
las coordenadas de clasificación, se amplía el rango de lo posible, pero al precio de 
debilitar lo deseable. Con el declive de las ideologías se pierde la referencia a un enemigo 
por oposición al cual se definen no sólo el campo de posibilidades, sino también las 
propias preferencias. El derrumbe del muro de Berlín representa el colapso de un eje de 
estructuración; eliminado el enemigo, se desdibujan los límites de lo propio. Estalla el 
elogio de las diferencias, pero sin constituir un “orden de distinciones”. La invocación del 
pluralismo supone una unidad que falta reformular. En su ausencia, la diversidad se 
manifiesta como fragmentación. Tanto las sociedades latinoamericanas como las 
europeas se caracterizan hoy por la disolución de un horizonte cultural común en 
subculturas segmentadas. 
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La erosión de los mapas ideológicos debilita las estructuras de comunicación y, por 
tanto, las relaciones entre los ciudadanos y la política. Los partidos políticos no logran 
agregar los múltiples intereses segmentados y sensibilidades fragmentadas, reemplazando 
opciones programáticas por liderazgos personales. Salvo las grandes decisiones, fijadas 
en programas electorales, la política deviene imprevisible para el ciudadano. Ello provoca 
desafección, pero también despierta iniciativas ciudadanas. Un instrumento privilegiado 
de previsión es el derecho, y resulta notorio el nuevo protagonismo de los tribunales de 
justicia, donde las reivindicaciones políticas aparecen traducidas en demandas judiciales. 
Tal “juridificación” de la política no es saludable, pues sobrecarga un Poder Judicial no 
preparado y distorsiona la separación de poderes. No obstante, expresa una forma de 
autodefensa de la comunidad ciudadana. 

2. El desorden cultural puede estar anunciando una segunda secularización. La 
primera secularización es llevada a cabo por la sociedad moderna cuando asume 
explícitamente instituir el orden social, regulando por sí misma la convivencia social. El 
avance de la secularización, sometiendo todo valor y toda norma a crítica y sospecha, 
que dio lugar a la democracia, termina cuestionando su base cultural. La idea clásica de la 
democracia presupone una comunidad de valores y creencias compartidas, que la actual 
fragmentación pone en entredicho.” 

En algunos países la ausencia de cohesión cultural proviene de la diversidad étnica; en 
otros, como Chile, me parece más relevante el proceso de privatización que acompaña el 
avance del mercado. Llama la atención la “informalización” de la acción colectiva en 
beneficio de un acomodo individual a las oportunidades y dificultades del entorno. 
Ocurre un proceso de individualización en oposición expresa a la vida colectiva, reducida 
a sentimientos de grupo o tribu. El cálculo utilitarista fomenta actitudes racionales y 
creativas en el ámbito individual, pero irresponsables respecto a los bienes públicos. El 
espacio público se identifica con el mercado y el espectáculo, o sea, como parte del 
mundo privado. Tal privatización ocurre también con la ética; persisten las opciones 
éticas individuales, pero sin reconocer normas sociales. 

Todo ello cuestiona la idea de comunidad cultural que subyace a la ciudadanía. Mas 
no significa el término de cualquier noción de comunidad. Más fructífera que los 
diagnósticos catastrofistas, me parece que es la exploración de los cambios en curso para 
buscar en la redefinición de lo público y lo privado la posible constitución de la 
comunidad de ciudadanos. 
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* En Revista Internacional de Filosofia Politica (Madrid) 6, diciembre de 1995, pp. 104-115; texto preparado 
para el II Encuentro Internacional de Filosofía Política organizado por la RIFP en Segovia, del 26 al 30 de abril de 
1993. 
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EL MALESTAR CON LA POLITICA Y LA 
RECONSTRUCCION DE LOS MAPAS 
POLITICOS* 


EL MALESTAR CON LA POLITICA 


Cuando las satisfacciones ofrecidas por la transición democrática y la modernización 
económica se hacen rutina, mostrando sus límites, salen a luz las tensiones entre política 
y cultura. Entre ellas sobresale el cuestionamiento de las ideas que nos hacemos de la 
política.' 

Actualmente se encuentran en entredicho dos premisas tácitas del debate sobre la 
democracia en América Latina. Primero: la identificación de la política con una política 
democrática. De cara al autoritarismo y su negación de la autodeterminación colectiva, la 
reivindicación de la política presuponía una política democrática. Cuando resurge la 
actividad política, empero, su carácter democrático se desdibuja. En América Latina — 
como en otras regiones— gana fuerza, incluso en el poder gubernamental, una suerte de 
“antipolítica” que, sin cuestionar de forma abierta la democracia, altera profundamente 
su ejercicio.” Tales fenómenos representan más que una simple “desviación”; señalan un 
proceso más general de redefinición y restructuración. Quiero decir: asistimos no sólo a 
cambios políticos, sino a un cambio de la política. Ello implica reconsiderar otro 
supuesto. Segundo: la concepción de la democracia como un destino unívoco, fijado de 
una vez para siempre. Al enfocar el proceso político como una “transición hacia la 
democracia”, se presupone tácitamente que ésta representa la meta final. Situando los 
retos y obstáculos en los procesos de transición y consolidación de la democracia, damos 
por sentado nuestro punto de llegada. Sin embargo, en la medida en que el proceso 
avanza, cuando creemos alcanzar finalmente la democracia, ésta parece desplazarse cual 
Fata Morgana. Extraña situación: tenemos una democracia realmente existente en el 
momento mismo en que su sentido se evapora. 

Tomo como punto de partida esta paradoja: la democracia en América Latina muestra 


367 


una extraordinaria vitalidad, sobre todo si tenemos en cuenta las dificultades que se 
desprenden de la reconversión económica y del lastre ancestral de las desigualdades 
sociales, a la vez que reina por doquier un difuso malestar. Por un lado, las democracias 
latinoamericanas cumplen los requisitos mínimos que definen un régimen democrático, 
como la elección libre y periódica del gobierno, una competencia abierta e informada 
entre diferentes opciones, la vigencia de la voluntad mayoritaria y el respeto por los 
derechos de las minorias;’ por otro, desórdenes de diverso tipo parecen amenazar de 
manera recurrente (de modo real o aparente) la estabilidad del orden democrático, lo cual 
fomenta la preocupación por sus “fallas estructurales”.* Abundan los estudios que 
evalúan el impacto que tienen el desempeño económico, el diseño institucional, el 
acuerdo entre élites, el papel de los militares o el régimen presidencialista sobre el buen 
funcionamiento de nuestras democracias, sin llegar a conclusiones generalizables. En 
cambio, pocas indagaciones han hecho hincapié en las dinámicas internas de la política. 
Me pregunto entonces si el análisis de la cuestión democrática no debería prestar mayor 
atención a las formas de hacer política. Ahora bien, los modos en que la hacemos tienen 
que ver con las formas en que la pensamos. 

Mi reflexión se apoya en la siguiente presunción: estimo que las grandes 
transformaciones en curso —desde el colapso del comunismo hasta la globalización del 
mercado— están conformando un nuevo contexto de la acción política. En América 
Latina, el régimen democrático es instaurado al mismo tiempo en que caen los regímenes 
comunistas y entra en crisis el Estado de bienestar, en que la sociedad de mercado logra 
un alcance global y se desarrollan nuevas formas de sociabilidad; es decir, tiene lugar en 
un momento histórico específico y no puede ser escindido de tal constelación. Pero al 
cambiar el campo en que está inserta la democracia, también cambia la política 
democrática. A la par con el proceso de restructuración que observamos en el ámbito 
mundial y de cada país, tiene lugar una transformación de la propia política. La política 
ya no es lo que fue.’ En consecuencia, la imagen habitual que nos hacíamos de la política 
ya no es adecuada a las nuevas condiciones y, a la inversa, nos falta una nueva 
concepción de la política, capaz de dar cuenta de los cambios en marcha. A mi entender, 
el malestar reinante da expresión a esta situación. Es la manifestación de la disonancia 
entre los criterios familiares que servían de “medida” para juzgar la política y la 
experiencia diaria con las nuevas formas de hacer política. Pero el malestar no expresa 
sólo una mirada nostálgica; podemos ver en él también la elaboración —todavía muda— 
de una nueva mirada sobre la política. 

Para precisar mi enfoque, recurriré brevemente a un contraste con otras 
interpretaciones. En primer lugar, presumo que el actual malestar no se explica ni por una 
crisis económica ni por una crisis política.* Son notorias las dificultades económicas de 
América Latina a raíz de la deuda externa y las medidas de ajuste estructural, así como 
los enormes costos sociales que éstas implican. No obstante, existe un amplio acuerdo 
acerca de la necesidad de una reconversión económica que cumpla a la vez los requisitos 
de la nueva “competividad sistémica” y de equidad social. La controversia se ha 
desplazado desde los objetivos a las estrategias de desarrollo y, en particular, al papel del 
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Estado. Pero tales conflictos en torno a las politicas publicas no implican una crisis 
política en el sentido habitual de que polarizaciones ideológicas y movilizaciones 
partidistas produzcan luchas que desborden las instituciones democráticas. En suma, creo 
que hay que buscar los motivos del malestar no tanto en los problemas económicos o las 
dificultades político-institucionales como en el ámbito cultural. 

Una aproximación “culturalista” suele ser más delicada y controvertida que otros 
enfoques. Por eso quiero, en segundo lugar, deslindar mi propuesta de la interpretación 
—muy sugerente, por cierto— que ofrece Charles Maier del descontento con la 
democracia como una crisis moral.’ Es fácil concordar con la descripción cautelosa e 
históricamente matizada de los síntomas: el súbito sentimiento de descolocación histórica, 
la desafección con la nomenklatura de cualquier signo ideológico y un escepticismo 
recurrente sobre las doctrinas de progreso social. La brecha existente entre el ideal 
democrático y el modo en que opera día a día el sistema democrático está a la vista, pero 
tengo dudas acerca de la pretensión de armonizar política y moral. Temo que la noción 
de “crisis moral” pueda conducirnos no a una renovación de los principios ético- 
normativos, sino a la explosión de actitudes irracionales. Cuando los criterios de 
orientación usuales fallan y devienen insoportables las tensiones, resulta atractivo 
replegarse a la trinchera moral, para suplantar la compleja elaboración y decisión de 
alternativas por convicciones simples y puras. Sin embargo, según resalta Fernando 
Savater, no están exentas de peligro las buenas intenciones de “salvar la rectitud de 
nuestro compromiso intransigente con el bien, trasladándonos a un nivel en que el mal no 
nos afecte —ni nosotros tampoco logremos afectarle, claro está, salvo por vía de 
denostación—. Pero resulta que el lugar del mal es precisamente la política, esa “elección 
deliberada de una vida en común”, según la definición aristotélica.? Abandonarlo, aunque 
sea por la vía de elevación ética, no es un comienzo de regeneración, sino un peligroso 
retroceso del proyecto interpretativo y normativo de la racionalidad contemporánea”.* 

Demasiadas veces la historia nos ha enseñando las consecuencias infaustas de la 
pretensión de salvar la moral negando el mal. Con el fin de que la (necesaria) reflexión 
acerca de la dimensión ética de la política no sea confundida con la salvación de las 
almas, como advirtiera Max Weber,” prefiero ceñirme al ámbito de la cultura política. 

Frecuentemente, la cultura política se ha confundido con (o, al menos, “medido” por 
medio de) las creencias y preferencias expresadas en las encuestas de opinión pública. El 
análisis de tales datos puede ofrecer, en efecto, antecedentes relevantes acerca de la 
percepción que las personas encuestadas tienen de la democracia y, en general, de la 
política. Pero ello no abarca sino la punta de aquel iceberg que es la cultura política. En 
cambio, poco sabemos de las capas más profundas, como los (diferenciados) sistemas de 
valores, las representaciones simbólicas y los imaginarios colectivos. Un aspecto 
importante, quizá decisivo, de la cultura política radica precisamente en aquellas 
“evidencias” que la gente no verbaliza ni explicita por considerarlas algo “normal y 
natural”. A este ámbito de lo autoevidente suelen pertenecer los prejuicios con que 
percibimos y evaluamos los problemas diarios y sus soluciones, incluyendo aquel “credo” 
profundo que subyace en los cálculos de una “elección racional” y de una acción 
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estratégica. En esta esfera de lo no consciente también echan sus raices las 
representaciones simbólicas mediante las cuales hacemos inteligible la realidad y 
otorgamos sentido a las relaciones sociales. Cabe presuponer que lo social es indisociable 
de su representación; ninguna situación es inteligible sin esquemas de interpretación que 
den sentido y coherencia a la multiplicidad y complejidad de los elementos en juego. La 
realidad no habla por sí sola; dependerá del marco interpretativo la forma en que 
percibimos y abordamos los fenómenos. A esta construcción simbólica de lo real 
contribuye de manera decisiva la política. Una tarea primordial de la actividad política 
consiste en producir y reproducir las representaciones simbólicas mediante las cuales 
estructuramos y ordenamos “la sociedad”, incluyendo la “puesta en escena” de la propia 
política. Ésta actúa, pues, en un doble nivel: decisiones concretas y representaciones 
simbólicas. Es mediante tales representaciones que la política delimita no sólo el campo 
de lo que está a disposición de la voluntad política, sino igualmente el campo de lo 
posible, lo factible, lo deseable; en fin, circunscribe lo que cabe esperar de la política. 
Hoy día, las viejas “evidencias” de la cultura política se mantienen por inercia, pero su 
reproducción se vuelve ardua de cara a las grandes transformaciones en marcha. La 
pertinencia de las representaciones simbólicas, elaboradas e impuestas por la acción 
política, se encuentra cuestionada. Por eso, la imagen que nos formamos de la 
democracia también suscita dudas. Al respecto, Bobbio’ ha destacado acertadamente las 
“promesas rotas” de la democracia; la democracia realmente existente no cumple los 
postulados de soberanía popular y de representación política, no respeta la autonomía del 
individuo y el protagonismo del ciudadano y, sobre todo, está lejos de ser un “gobierno 
del poder público en público”. Bien visto, ello significa que la democracia realmente 
existente ya no puede ser interpretada y evaluada acorde con las representaciones 
simbólicas existentes. Los mitos y símbolos, las imágenes y liturgias que movilizaban y 
cohesionaban las creencias de gobernados y gobernantes en torno a ciertos principios 
básicos como soberanía popular, representación política, deliberación ciudadana, opinión 
pública, pierden eficacia y dejan al desnudo el “juego democrático”. En este sentido, 
vivimos una época de desencanto; desencanto que no se refiere tanto a la frustración de 
determinadas expectativas acerca del funcionamiento del régimen democrático como al 
desmoronamiento de las representaciones simbólicas que sustentaban a la democracia. La 
democracia pierde su “aura” mediante la cual apaciguaba y domesticaba las 
incertidumbres ancestrales acerca del orden colectivo. Se trata de una tendencia general, 
pero el fenómeno es más notorio en América Latina, donde las jóvenes democracias ya 
lucen desgastadas. Su densidad simbólica se debilita y, por ende, las democracias 
latinoamericanas no logran encarnar una comunidad que cristalice las necesidades de 
pertenencia y arraigo social. La gente asume y, de ser necesario, defiende militantemente 
al régimen democrático; sin embargo, tiene dificultades para reconocerse en él y prefiere 
buscar refugio en la difusa “sociedad civil”. Tal paradoja obedece a muchos factores, 
pero un elemento significativo me parece ser, como dije, la redefinición del sentido de la 
democracia. De hecho, nos encontramos en medio de una lucha larvada, de perfiles 
todavía difusos, acerca de lo que entendemos por democracia y por política democrática. 
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La pugna (politica) no debe asombrarnos. Entendiendo por democracia un movimiento 
histórico cuyo sentido ha de actualizarse siempre de nuevo, resulta imprescindible 
redefinir su significación de acuerdo con las nuevas condiciones. 


LA EROSIÓN DE LOS MAPAS 


Hoy por hoy, los procesos políticos se asemejan a un viaje a la deriva, sin mapa y sin 
brújula. Al no tener la política democrática un objetivo fijado de antemano, el viajero 
requiere una brújula para fijar a cada momento el rumbo de un proceso abierto. Pero 
difícilmente logrará enfrentar esa secuencia de encrucijadas que es la política y 
seleccionar la dirección deseada si no cuenta con mapas adecuados que ordenen la 
realidad y ofrezcan criterios de orientación. Dejo los problemas de conducción para otra 
ocasión'” y abordaré a continuación los problemas que suscita el desordenamiento de 
nuestro entorno. En efecto, un mundo que nos era familiar se viene abajo y nos 
encontramos sin instrumentos para orientarnos en el nuevo paisaje. Ello plantea serias 
dificultades a la política. Ésta requiere de “cartas de navegación” que den cuenta de las 
condiciones remantes, de los escollos previsibles y, por ende, del campo de maniobra 
disponible para trazar la ruta posible. 


Con el fin de ilustrar dichas dificultades recurro a la conocida metáfora del mapa." El 
mapa es una representación simbólica de la realidad mediante la cual estructuramos una 
trama espacio-temporal. Los mapas nos ayudan a delimitar el espacio, trazar límites, 
medir distancias, establecer jerarquías, relevar obstáculos y discernir condiciones 
favorables. Conociendo el marco espacial, podemos hacer mejor uso del tiempo. Los 
mapas nos permiten visualizar prioridades, fijar metas y diseñar trayectos adecuados al 
terreno. En fin, contribuyen a enfocar las cosas en sus debidas proporciones. Aquí usaré 
metafóricamente la noción de mapa para referirme a la forma en que nos representamos 
la realidad social. Construimos mapas mentales para hacernos una idea del mundo y 
ordenar la complejidad de los asuntos humanos en un panorama inteligible. Pues bien, 
parece que los mapas en uso se han vuelto obsoletos. Las cosas han cambiado de lugar, 
las escalas son otras, los límites se desplazan y para colmo los tiempos ya no son los de 
la hora marcada. Por más detalles que agreguemos a nuestros viejos mapas no 
recuperamos las proporciones perdidas. Peor aún, nos dan una falsa confianza que lleva 
al extravío. En suma, existe un desfase entre los mapas con que trabaja la política y la 
realidad social, así como entre la idea que nos hacemos de la política y las constricciones 
en que ésta se desenvuelve. 

La crisis de los mapas ideológicos salta a la vista por doquier. Después de la 
polarización e inflación ideológica de los años sesenta y setenta, saludamos el declive de 
las ideologías como un signo de realismo; en lugar de someter la realidad a un esquema 
prefabricado se asume la complejidad social. Pero esa complejidad resulta ininteligible en 
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ausencia de claves interpretativas. Descubrimos ahora la relevancia de las “ideologias” 
como un tipo de mapas que reduce la complejidad de la realidad social. Por cierto, el 
antagonismo capitalismo-socialismo ha dado lugar a interpretaciones ramplonas y 
dicotomias nefastas, pero operó como un esquema efectivo para estructurar las 
posiciones y los conflictos políticos a lo largo del siglo. Con la caída del muro de Berlín 
(para señalar una fecha emblemática) colapsa no sólo este esquema; se derrumba un 
conjunto de ejes clasificatorios y de hitos simbólicos que hacían la trama del panorama 
político. Los conflictos y las dicotomías existentes ya no permiten estructurar identidades 
colectivas y, en general, los frentes de la lucha política ya no ordenan las opciones en 
juego. De este modo, la política democrática ve disminuida su capacidad para encauzar 
las pasiones y para apaciguar una incertidumbre más y más apremiante. 

La percepción de que las cosas están fuera de control y que “todo es posible” afecta 
las raíces mismas de la política. La sociedad moderna, secularizada, espera de la política 
que ella asegure “ley y orden” no sólo en tanto seguridad jurídica, sino también como 
ordenamiento moral y simbólico de la convivencia social. Las dificultades actuales por 
cumplir dicha tarea son particularmente visibles en los partidos políticos. Entre sus 
labores ocupa un lugar preferencial la elaboración de esquemas interpretativos que 
permitan a los ciudadanos estructurar sus creencias, preferencias y temores en 
identidades colectivas y “proyectos nacionales”. A raíz de las profundas transformaciones 
en todo el mundo, ni los partidos ni los respectivos sistemas de partidos logran elaborar 
tales pautas de orientación, que articulen la diversidad social. Entonces surge la tentación 
de restituir la antinomia de amigos y enemigos (Schmitt)? y de imponer alguna “unidad 
nacional” mediante mecanismos populistas y plebiscitarios. Tales reflejos no son 
exclusivos del sistema político. De hecho, la gente disgregada y desamparada por la 
rapidez y radicalidad con que cambia el entorno añora las certezas absolutas e 
identidades inmutables de antaño. En este contexto, podemos entender el actual malestar 
con la política y la desidentificación ciudadana con los partidos, no como oposición a la 
democracia, ni siquiera como rechazo a los partidos, sino simplemente como una 
angustiante orfandad de códigos interpretativos. 

Ello nos remite a un cambio cultural más profundo. Las transformaciones en curso 
implican una reformulación de nuestras claves interpretativas de la realidad social. A mi 
entender, en la mencionada crisis de los mapas ideológicos subyace una erosión de los 
mapas cognitivos. No contamos con códigos adecuados para dar cuenta de la nueva 
complejidad social. Los esquemas tradicionales con sus distinciones entre política y 
economía, Estado y sociedad civil, público y privado, ya no logran representar 
adecuadamente el nuevo entramado. Basta mencionar su expresión más notoria: la 
elobalización. Generalmente, se entiende por globalización la mundialización de los 
procesos económico-financieros y de las estructuras tecnológicas y comunicativas. En 
cambio, sabemos poco de la globalización en tanto totalización que subordina las diversas 
particularidades a los principios básicos del mercado. Sus criterios (eficiencia, 
productividad, competitividad, etc.) operan como un “imperativo fáctico” que determinan 
urbi et orbi lo que es una “acción racional”. Esta ausencia de alternativas, tan 
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característica de nuestra época, indica el agotamiento de los mapas heredados. 

Cabe advertir desde ya que el problema no se resuelve mediante una mayor 
información; la acumulación de datos sólo incrementa el peso de lo desconocido. Hoy 
día, la opacidad no radica en la falta de antecedentes o de visibilidad, sino en el cúmulo, 
simultáneo e indiscriminado, de “datos”. Más información tenemos y más crucial se 
vuelve la interpretación. Percibimos entonces la insuficiencia de nuestros marcos 
interpretativos para enfocar los cambios que van transformando los procesos 
económicos, la estructura social y comunicativa, el ámbito cultural, que por cierto alteran 
igualmente las formas políticas. 

Dicha transformación del mundo modifica, en particular, dos coordenadas básicas de 
nuestros mapas: el espacio y el tiempo. Todo indica que estamos ante un 
redimensionamiento profundo, cuyo alcance, las ciencias (naturales y sociales) recién 
exploran. Los problemas ecológicos y los experimentos con una realidad virtual —para 
nombrar dos ejemplos a la vista de cualquier observador— indican que las nociones 
habituales de espacio y tiempo son anticuadas y no guardan relación con los cambios 
ocurridos. Ello nos recuerda una constatación fundamental: tiempo y espacio no son 
hechos dados, sino variables socialmente construidas y, por ende, elementos constitutivos 
de los esquemas interpretativos. No se trata de un asunto ajeno a la política. El siguiente 
bosquejo permitirá vislumbrar la desestructuración y recomposición de los mapas con los 
que hacemos y pensamos la política. 


EL REDIMENSIONAMIENTO DEL ESPACIO POLÍTICO 


Estamos ante una reorganización general del espacio. Por un lado, los procesos de 
mundialización socavan el ordenamiento tradicional del espacio geográfico. Por el otro, 
también cambia el espacio social a raíz de los procesos de diferenciación funcional que, 
dentro de cada sociedad, provocan una mayor autonomización de los distintos 
“subsistemas”.'* Uno y otro proceso modifican, pues, el espacio habitual de la politica: el 
Estado. Cambia tanto el papel del Estado nacional de cara a la obligada inserción en los 
escenarios mundiales como su función coordinadora de las diversas áreas de la vida 
social dentro de cada país. Por consiguiente, ya no podemos tomar el viejo universo 
estadocéntrico por un marco apropiado del análisis social. Se hace entonces necesario 
revisar los efectos que tiene el redimensionamiento del territorio geográfico y del campo 
social para una restructuración del espacio de la política. Llamo la atención sobre tres 
aspectos. 

En primer lugar, la redefinición de las escalas. Hasta ahora, la política operaba 
primordialmente en escala nacional. En años recientes, el doble proceso de globalización 
y de descentralización han ido conformando un entramado global-local que desgarra el 
marco nacional de la política. La antigua congruencia de los espacios de la política, 
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economia y cultura, delimitados por una misma frontera nacional, se diluye; ocurre una 
integración supranacional de los procesos económicos, culturales y administrativos a la 
vez que las estructuras locales y regionales adquieren un peso especial. Tanto la 
acelerada transnacionalización de los procesos como el nuevo protagonismo de los 
gobiernos locales redefinen a los actores, la agenda e incluso al marco institucional de la 
política de manera contradictoria. La política ha de actuar simultáneamente en diferentes 
escalas, que no siempre tienen un denominador común. 

Algo similar ocurre con la posición de la política en el espacio social. Por un lado, se 
la visualiza como instancia privilegiada de coordinación social y, por lo tanto, se le exige 
una intervención activa en otras áreas como economía, derecho, educación, tecnología. 
Por el otro, sin embargo, dichos campos se rigen más y más por racionalidades 
específicas que ponen límite a la intervención política. Es decir, se presupone que la 
coordinación política articula al conjunto de la sociedad cuando, en realidad, la actividad 
política se ve cada vez más reducida a una escala estrictamente política. 

En segundo lugar, llama la atención la restructuración de los límites. Por un lado, las 
fronteras se vuelven más tenues y porosas. Los flujos de migración, la rápida circulación 
de los climas culturales, la uniformidad relativa de modas y estilos de consumo, todo ello, 
rompe viejas barreras. Por el otro, la globalización conlleva procesos de segmentación 
entre países y, ante todo, dentro de cada país. En consecuencia, los límites devienen 
también más rígidos y controvertidos; la diferenciación tiende a formar compartimentos 
estancos. La apología posmoderna de las diferencias no conlleva una reconstrucción de 
las mediaciones; más bien provoca la impresión de una creciente fragmentación. En esta 
situación de fronteras difusas y en constante mutación, la política tiene dificultades 
evidentes para cumplir una de sus tareas tradicionales: fijar límites (delimitar el ámbito 
del mercado, la regulación legal de las conductas, etc.). Los mismos límites entre lo 
político y lo no político se hacen confusos. Ello nos remite a otro tipo de desplazamiento. 

Hoy por hoy, los límites del espacio político se encuentran minados por la expansión 
del mercado. La “lógica del mercado” invade esferas no económicas y, en concreto, 
tiende a colonizar la actividad política. Sin analizar aquí las razones de tal expansión, 
podemos afirmar que el traslado de criterios de modernización económica 
(competitividad, flexibilidad, productividad, etc.) al ámbito político tiene efectos 
ambiguos. Promueve la coordinación entre las instancias gubernamentales —como en la 
labor parlamentaria—, dinamiza la toma de decisiones, agiliza la gestión y mejora la 
calidad profesional del trabajo político. Pero el precio de tal tipo de modernización es 
alto. El enfoque utilitarista altera la estructura comunicativa de la democracia; la 
deliberación y argumentación son desplazadas por el intercambio de bienes y favores, y 
se asimila la negociación política al negocio comercial. 

Un tercer elemento de cambio reside en la alteración de las distancias. En una época 
en que todo lo establecido entra en movimiento y se colapsan los puntos de referencia, 
las distancias se trastocan y son difíciles de fijar en un mapa. Por una parte, la extensión 
de los circuitos transnacionalizados a los más diversos ámbitos acorta distancias. Los 
diversos mecanismos de integración comercial y política fomentan una mayor interacción 
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y mayores interdependencias que, para bien y para mal, fijan cierta agenda compartida y 
establecen responsabilidades comunes. Por otra parte, empero, las distancias en el seno 
de cada sociedad aumentan. Aparte de las crecientes desigualdades sociales, también 
aumentan las distancias políticas. A diferencia de las anteriores polarizaciones ideológicas, 
hoy día la frecuente alusión a la “clase política” resalta la distancia entre gobernados y 
gobernantes. Las iniciativas de descentralización debilitan los vínculos entre élites 
nacionales y locales y, en general, se encuentran en pleno reacomodo las antiguas tramas 
clientelares. Las identidades colectivas pierden aquella consistencia que facilitaba a la 
gente medir las cercanías y distancias de su pertenencia, al mismo tiempo que ganan 
preeminencia nuevos mecanismos de mediación (televisión) que generan una cohesión 
rápida, pero volátil. 

La descripción de los tres rasgos, por superficial que sea, insinúa una pérdida del perfil 
del espacio político. Aunque las tendencias descritas sean demasiado contradictorias para 
precisar la dirección de los cambios y circunscribir el espacio emergente, ponen en 
evidencia la insuficiencia de los mapas en uso. A modo ilustrativo, menciono las 
dificultades para determinar el ámbito de la ciudadanía. La invocación entusiasta de la 
ciudadanía contrasta con un notorio proceso de privatización. Se reclama una 
“ciudadanización de la política” al mismo tiempo que se exige un “fortalecimiento de la 
sociedad civil”. Es decir, se desplaza la demanda de ciudadanía desde el espacio político 
hacia el espacio social; un espacio que se caracteriza precisamente por una creciente 
privatización de las conductas. Observamos, en efecto, el surgimiento de nuevas formas 
de sociabilidad, basadas en estrategias individualistas, que son racionales y creativas para 
adaptarse a relaciones competitivas y para aprovechar las oportunidades del mercado, 
pero recelosas de compromisos colectivos. El replanteamiento de la ciudadanía desde el 
ámbito privado no deja de sorprender, y cabe preguntarse si el ciudadano se retrotrae de 
lo público o si más bien es expulsado. “Puede que sea en el vociferante silencio de la vida 
pública donde hunda sus raíces el murmullo tumultuoso de nuestras vidas privadas.”'” 
Como en otras épocas, la frustración con la vida política puede dar lugar a una alta 
creatividad individual; el compromiso político tiende a ser sublimado, por así decir, en el 
culto a la intimidad, el goce estético, una actitud irónica. Las energías pueden canalizarse 
incluso hacia la labor científica. Me pregunto, sin embargo, hasta qué punto el nuevo 
individualismo sirve de soporte a la idea de ciudadanía. Parece que estamos ante una 
doble relación: si la transformación del ámbito público modifica las conductas privadas, a 
su vez tales cambios de la esfera privada cambian el significado de lo público. 

A ello se agrega otro fenómeno: la exagerada levedad (posmoderna) de la política. 
Tiende a desaparecer no sólo el tradicional ethos de la política como servicio público sino 
el pathos propio de la decisión política. Al ser eliminada la tensión entre principios 
normativos y exigencias prácticas, la política —mutilada e indolora a la vez— queda 
despojada de su dimensión trágica. Quizá la precariedad de la ciudadanía no sería sino la 
otra cara de esta política light que neutraliza todas las tensiones y controversias. Dadas 
las consecuencias fatales y los traumas sociales que pueden ocasionar los conflictos en 
países de institucionalidad débil, debemos ser prudentes a la hora de criticar la 


375 


difuminacion de las divisiones politicas. No obstante, quiero reiterar su importancia como 
ejes que aglutinan y clasifican las opciones, al tejer la trama de la lucha política. De 
hecho, el actual desdibujamiento de las alternativas, lejos de representar un consenso, 
conduce a una “neutralización” de la política democrática como instancia reguladora de 
los conflictos. 


LAS TRANSFORMACIONES DEL TIEMPO POLÍTICO 


Un mapa cumple no sólo funciones de representación de la realidad, sino también de 
orientación. Usamos los mapas como “guía de viaje”: ¿dónde estamos?, ¿a dónde 
vamos? El trayecto nos remite a la noción de tiempo. Podemos acercarnos a la 
dimensión temporal de la política mediante dos tensiones. 

Por un lado, el tiempo político se mueve en la tensión entre cambio y continuidad. En 
la sociedad moderna, volcada al futuro, la política representa la construcción del mañana. 
Hacer el futuro es hacer algo nuevo; en consecuencia, la política tiende a ser identificada 
con la innovación. Simultáneamente, empero, la política ha de crear continuidad. Sólo la 
duración garantiza en definitiva la fuerza normativa del orden. Mientras que la política se 
apoya en relaciones livianas y volátiles (reconocimiento, lealtad, confianza), se espera de 
ella una constancia sólida. Ésta ha de asegurar la persistencia y proyección de la 
comunidad más allá del aquí y ahora. El difícil equilibrio entre innovación y duración se 
muestra en las incertidumbres de la democracia. El orden democrático descansa sobre 
leyes que atan las decisiones futuras, a la vez que los principios de soberanía popular y 
de mayoría establecen que nada es inamovible y que toda medida puede ser revisada. Se 
apoya, pues, en un doble referente: la singularidad de un acto fundacional que fija las 
“reglas del juego” a las futuras acciones y la renovación permanente de la adhesión a 
dichos principios. 

Por otro lado, la política se encuentra tensionada por la formulación de objetivos 
sociales y la situación de contingencia en que se toman las decisiones. De hecho, un 
aspecto sobresaliente de la política es la elaboración de las metas que se fija una 
sociedad. Creo que para el juego democrático es tan importante un acuerdo sobre los 
objetivos como el acuerdo acerca de los procedimientos. La categoria de 
autodeterminación colectiva apunta no sólo a construir el futuro, sino a construirlo 
deliberadamente. Aún más: en el fondo, toda política se justifica por referencia a un 
mañana mejor. El presente se legitima en nombre de esa promesa de futuro. Las 
controversias acerca de “lo mejor posible” confirman esa referencia ineludible: el manejo 
del presente remite a un orden deseado en tanto medida dada para evaluar el estado de 
cosas existente, discernir las opciones posibles y establecer prioridades. La formulación 
de objetivos sociales es no sólo imprescindible para diseñar estrategias, sino también para 
la constitución del orden democrático. Como todo orden, la democracia ha de acotar la 
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incertidumbre; precisamente la incertidumbre intrinseca a sus procedimientos exige una 
delimitación de lo posible. La democracia ofrece un manejo institucional de la 
incertidumbre mediante la elaboración (colectiva y conflictiva) de un horizonte de futuro. 
Siendo éste el aspecto más noble de la política, su ejercicio diario se rige por la 
contingencia, o sea, un “menú” acotado de opciones. En la política cotidiana, las 
necesidades (reales o aparentes) suelen dejar pocas posibilidades de elección. Una de las 
características de “lo necesario” radica precisamente en el apremio con que se presenta. 
Lo necesario no deja tiempo y la urgencia (la falta de tiempo) descarta las alternativas. 
Pero la coyuntura no es sólo restrictiva; también abre oportunidades. El dicho bíblico “a 
cada día su afán” es tanto un llamado a la prudencia como la invitación a aprovechar los 
desafíos y tomar al vuelo la fortuna. La decisión política de los objetivos sociales trabaja, 
pues, sobre un espectro amplio de “lo posible”. Si el tiempo disponible limita las metas 
posibles, por otra parte, el horizonte de objetivos condiciona el timing político. De ahí el 
rango especial que ocupa la conducción política. 

Sobre este trasfondo resalta el actual redimensionamiento del tiempo y su manejo 
político. Un rasgo sobresaliente es la aceleración del tiempo. Basta pensar en la nueva 
revolución tecnológica, especialmente de la informática, para advertir el trastocamiento 
de nuestra dimensión temporal. La vida social adquiere una velocidad cada vez mayor, 
que descompone la estructura temporal que nos era familiar. Se debilita el 
concatenamiento de pasado, presente y futuro mediante el cual estructuramos el tiempo. 
Se va perdiendo la perspectiva historica. Tanto el pasado como el futuro se desvanecen. 
El pasado retrocede a visiones míticas, citas lúdicas y evocaciones emocionales; sigue 
teniendo efectos de actualidad, pero ya no está disponible como experiencia práctica. La 
memoria todavía nutre a las identidades colectivas, pero no logra otorgarles un sentido 
actualizado. Paralelamente, también el futuro se diluye. Simple proyección del estado de 
cosas, el devenir pierde relieve y profundidad; es un acontecer plano. Sigue habiendo 
“tiempos nuevos”, por supuesto, pero la dificultad en pensar lo nuevo, el rumbo y el 
sentido de los cambios en curso, parece poner en duda la noción misma de futuro. 
Cuando el pasado y el futuro se volatilizan, no queda sino el presente: un presente 
omnipresente. La preminencia del presente socava la tensión entre duración e innovación 
y la remplaza por un solo dispositivo: la repetición. La cultura de la imagen, tan 
característica de nuestra época, insinúa la disolución de todo lo sólido en instantáneas, 
sucedáneos y simulacros. Cuando el tiempo es consumido en una voraz repetición de 
imágenes fugaces al estilo de un videoclip, la realidad se evapora y, a la vez, se vuelve 
avasalladora. 

El protagonismo de lo inmediato ilumina otro rasgo de nuestro tiempo. De manera 
recurrente el tiempo se acelera y provoca una explosión de expectativas acerca de las 
posibilidades que abre el porvenir. La multiplicación abrupta de las oportunidades 
produce desasosiego, incluso vértigo, cuando no existen criterios de orientación, por 
tentativos que sean, para acotar y jerarquizar “lo posible”. Me parece que la actual 
aceleración del tiempo, a diferencia de otras épocas, no es encauzada por algún horizonte 
de futuro. Dicho crudamente: no existe un horizonte de futuro que permita poner en 
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perspectiva los acontecimientos. Hasta ahora, los horizontes de futuro operaban como un 
horizonte de sentido en miras del cual se imputaba inteligibilidad al desarrollo social. El 
futuro era anticipado bajo forma de proyecto. Ahora, en cambio, podemos realizar 
proyecciones del estado de cosas existente, pero la indeterminación del futuro hace 
pensar en el desarrollo más como trayecto que como proyecto. La reformulación no es 
inocente y conviene reflexionar sus implicaciones. De hecho, también la otra tensión 
característica de la política se debilita; el peso de la contingencia en la toma de decisiones 
ya no tiene el contrapeso de los objetivos elegidos. 

De manera similar, otro fenómeno conocido parece dar un salto cualitativo: la 
diferenciación de las temporalidades. Siempre hubo una conciencia del tiempo 
diversificada según las categorías sociales; la gente aprecia y usa el tiempo de modo 
diferente, acorde con sus experiencias subjetivas y sus determinaciones socioeconómicas. 
A esta diferenciación social se sobrepone una diferenciación funcional. En la actualidad, 
las distintas áreas de la sociedad despliegan temporalidades más específicas; los procesos 
productivos y las operaciones financieras, las innovaciones tecnológicas y las actividades 
culturales, todos los ámbitos desarrollan dinámicas y ritmos propios que obedecen a 
“programaciones” internas. Tal diferenciación plantea problemas de simultaneidad que 
hacen difícil sincronizar las distintas velocidades y secuencias. 

Todo ello cambia el manejo político del tiempo. Por una parte, la política no dispone 
de mucho tiempo. Éste se ha vuelto un recurso más escaso, que no permite largos 
procesos de aprendizaje y maduración. La precariedad marca la pauta política. Por la 
otra, le cuesta producir tiempo. Los diversos mecanismos (ciclo electoral, periodo 
legislativo anual, planificación gubernamental, etc.) que usa la política democrática para 
estructurar el futuro de poco sirven frente a la aceleración del tiempo. Ésta incrementa la 
imprevisibilidad del devenir y, por lo tanto, acorta los plazos calculables, al encerrar la 
política en las decisiones de cada día. 

Dos ejemplos ilustran los desafíos que enfrenta entonces la política democrática. Un 
caso es la sustitución de objetivos por oportunidades. Los programas de planificación 
ceden el paso a las exigencias de flexibilidad. En lugar de formular y decidir las metas 
colectivas, la política ha de saber aprovechar —en un “mercado de oportunidades”— las 
ventajas del momento. Cuando el tiempo se acelera, la rapidez de la reacción hace el 
éxito. Entonces la reflexión acerca del futuro suele ser sustituida por el cálculo de las 
oportunidades dadas. Pero si no hay otro horizonte que la coyuntura, ésta dicta los 
criterios para discernir y seleccionar los retos en juego. La nueva relación con el tiempo 
modifica así el modo de operar de la política: su función ya no consiste tanto en ofrecer 
orientaciones de largo plazo como en facilitar, caso por caso, el rápido tratamiento de los 
desafíos planteados. 

El segundo ejemplo es el anverso de la medalla. Me refiero al desdibujamiento del 
horizonte de futuro visto por los ciudadanos. Cuando las decisiones políticas quedan 
despojadas de promesas de un futuro mejor, lo que cuenta son los resultados inmediatos. 
Éstos han de valerse por sí mismos, sin referencia a expectativas de mejoramiento a 
mediano o largo plazo. El cálculo de costos y beneficios queda recortado al aquí y ahora. 
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En lo inmediato, sin embargo, los efectos de una medida frecuentemente atentan contra 
derechos adquiridos, mientras que no se vislumbran los intereses favorecidos para el 
futuro. Disolviendo el horizonte de expectativas, resulta más difícil justificar las 
necesidades de una reforma (por ejemplo, la reforma de la seguridad social). Ello puede 
explicar, en buena parte, las actuales resistencias al cambio. La ciudadanía prefiere el 
presente conocido a un futuro no sólo desconocido sino desprovisto de toda promesa de 
gratificación. También en América Latina la incertidumbre del cambio realza la demanda 
de estabilidad. Sin embargo, cuando la persistencia del estado de cosas existente se 
vuelve insoportable, la reacción ciudadana será diferente. Entonces se dará preferencia al 
cambio, pero —en ausencia de un horizonte que permita diferir expectativas— la espera 
de un mañana mejor adquiere rasgos de una redención mágica. En uno y otro caso, la 
erosión del futuro inhibe enfocar la política como una secuencia de reformas. 

Las dificultades que enfrenta el manejo político del tiempo nos remite a un desafío 
mayor: el problema de la conducción política. En la medida en que la política ya no 
elabora un horizonte de futuro capaz de encauzar la aceleración y diferenciación de la 
temporalidad, ¿cuál es su capacidad de conducir los procesos sociales? Aquí radica, a mi 
entender, un aspecto decisivo de la erosión de los códigos interpretativos. La conducción 
política consiste, en buena parte, precisamente en ofrecer “mapas” que permitan 
orientarse de cara a las encrucijadas y elecciones que plantea el desarrollo social. El 
debilitamiento de la conducción política equivale a una pérdida de perspectiva. Sin 
perspectiva se pierden las proporciones y prioridades. El orden se contrae al aquí y 
ahora. Quizás el pragmatismo actual, por meritorio que sea, no sería sino la cara culta del 
deterioro de la conducción política. 


LA RECONSTRUCCIÓN DE LOS MAPAS 


Hoy por hoy, la gente no sabe qué pensar de la política. La política tiende a deslindar 
responsabilidades a tal grado que es menester preguntarse de qué responde, en definitiva, 
la democracia. La pregunta no es inocente. Salta a la vista el desajuste entre las imágenes 
estáticas que tenemos de la política y las nuevas modalidades del quehacer político. Tal 
desfase es en parte inevitable, pero puede tener consecuencias peligrosas. Por un lado, 
crea falsas expectativas acerca de lo que la política puede hacer y distorsiona nuestra 
evaluación del desempeño realizado. Por el otro, inhibe el descubrimiento de objetivos 
factibles y la exploración de nuevos cursos de acción. Resulta, pues, crucial redefinir 
tanto los perfiles de la política democrática como el alcance de su acción en la sociedad. 
Como contribución a dicha reconceptualización, he bosquejado algunos cambios de 
nuestras coordenadas de espacio y tiempo y sus efectos sobre la actividad política. Al 
cambiar el modo de funcionamiento de la política, sus imágenes habituales quedan 
desenfocadas. Una expresión de ello es, a mi juicio, el actual malestar con la política 
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democrática. Sería miope, empero, confundir dichos fenómenos con un proceso de 
despolitización. El fin de una forma de pensar y hacer política no significa la muerte de la 
política. Por cierto, la elección de gobernantes, la deliberación legislativa, la participación 
ciudadana y el debate público pierden influencia sobre las formas en que vivimos y 
queremos vivir. Pero, antes de proclamar una tendencia general, conviene insertar el 
fenómeno en el enorme proceso de restructuración que viven nuestras sociedades. Al 
inicio, cierta veneración ingenua del mercado provoca una sobrevaloración de los “datos 
duros” de la economía en detrimento de las constelaciones blandas y móviles de las 
representaciones simbólicas. A poco andar, sin embargo, se hace patente que el mercado 
no genera un sentido socialmente vinculante. Hoy por hoy, se revela imprescindible 
recomponer los códigos interpretativos. He querido hacer hincapié en este aspecto 
mediante la metáfora del mapa. En el fondo, el mencionado malestar parece reflejar ante 
todo una demanda de nuevos mapas mentales. Un mapeo actualizado concierne 
directamente a la calidad de la democracia, pues cabe suponer que la existencia de mapas 
conmensurables resulta indispensable para la interacción democrática. En efecto, ¿cómo 
reclamar una mayor/mejor participación política, si los ciudadanos no logran formarse 
una imagen adecuada de la política democrática? ¿Cómo fijar posiciones, aunar 
voluntades, establecer alianzas y trazar estrategias, si no sabemos en qué territorio y en 
qué temporalidades nos movemos? ¿Cómo desarrollar estructuras comunicativas entre 
los actores y afianzar vinculaciones intersubjetivas cuando no logran formular acuerdos 
sobre significados y expectativas? En definitiva, ¿cómo asumir la democracia como un 
riesgo compartido si no compartimos cierta visión común del futuro deseable? Todo 
apunta a una reconstrucción de los mapas para poder acompañar el redimensionamiento 
espacio-temporal de la política. Por consiguiente, concluiré mi argumentación señalando 
algunos aspectos relevantes para un “mapeo” adecuado. 

La reformulación de las coordenadas del espacio político implica al menos tres 
elementos.'* Un cambio fundamental consiste en el redimensionamiento de las escalas. 
En la actualidad, predominan mapas de escala grande que informan minuciosamente 
sobre los diversos elementos en juego, lo cual permite identificar los detalles. Sin 
embargo, este tipo de mapas produce una “sobreinformación”. Un exceso de variables 
impide destacar los puntos significativos y establecer estrategias de mediano y largo 
plazos. Nos hacen falta mapas de escala pequeña, capaces de ofrecer una visión del 
mundo. Éstos son más útiles para abarcar una realidad más y más global, trazar 
relaciones entre múltiples niveles y articular así dinámicas de mayor alcance. 

Un segundo factor de restructuración radica en la simbolización. Los mapas operan 
como representaciones simbólicas de la realidad; por medio de ellas damos cuenta de “lo 
real” y “lo posible”. Este universo simbólico ha sido trastocado por las transformaciones 
en marcha. El debilitamiento del Estado como representación máxima de la vida en 
sociedad refleja de la manera más visible esa erosión general de los símbolos colectivos. 
Es mediante ellos que se despliega, de modo crucial, la pugna acerca del sentido de la 
democracia y de una política democrática. En la medida en que el orden democrático 
carece de espesor simbólico, los lazos de pertenencia e identificación con la democracia 
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serán débiles. La reconstrucción de nuestros mapas supone, pues, devolver densidad 
simbólica a la democracia en tanto orden colectivo. 

Todo mapeo descansa sobre una proyección del espacio a partir de un eje central; 
trabaja sobre una estructura centro-periferia que, para bien y para mal, destaca algunos 
puntos y margina otros. Hoy día, el enfoque habitual —basado en la centralidad de la 
política— está en entredicho. Cuando el cuestionamiento del marco nacional y el colapso 
del sistema bipolar se entrecruza con los procesos de globalización y de fragmentación, 
estamos desconcertados no sólo a propósito del lugar de la política, tampoco sabemos 
bien cuáles son sus temas centrales. Las posiciones políticas parecen un collage en que 
distintos elementos y tendencias se yuxtaponen en variadas y precarias configuraciones 
caleidoscópicas. Asi se destruye cualquier estrategia mínimamente consistente y 
duradera. Con el fin de restablecer el cálculo político se requiere entonces elaborar una 
perspectiva capaz de discernir y jerarquizar asuntos de interés prioritario. Ello nos 
conduce a la dimensión temporal. 

La actualización de nuestras coordenadas de tiempo remite fundamentalmente a la 
noción de futuro. Según vimos, la aceleración del tiempo ha socavado nuestras imágenes 
del mañana (para no hablar del pasado mañana). Sin horizonte, lo existente se confunde 
con lo necesario e inhibe la producción de alternativas. Ello explica, en buen grado, el 
“retraso” de la política democrática. Incapaz de elaborar objetivos que trasciendan la 
inmediatez, la política queda presa de la contingencia: una elección del mal menor. Un 
presente omnipresente pone en duda la capacidad conductora de la política, pero no hace 
desaparecer la preocupación por el futuro; sigue vigente el anhelo de un mañana mejor. 
Este anhelo puede adoptar formas regresivas (diversos tipos de fundamentalismo) y 
alimentar movimientos antipolíticos, no compatibles con un orden democrático. Pero 
también puede impulsar el desarrollo de la democracia. Para ello, sin embargo, 
necesitamos renovar nuestra noción de tiempo y, en particular, la perspectiva de futuro. 

Una observación final: la reconstrucción de los mapas cognitivos implica reconstruir la 
racionalidad en uso. Desde el Siglo de las Luces la modernidad pretende iluminar las 
tinieblas mediante el brillo de la razón. De hecho, cualquier teoría y concepto ilumina 
algunos aspectos y deja a otros en la oscuridad. En las últimas décadas, una noción 
estrecha de racionalidad (formal) ha mutilado el análisis político de dimensiones vitales, 
como las subjetividades involucradas. El recelo es comprensible, demasiadas veces el 
poder se ha apropiado de los deseos y temores ocultos para sustraerse a los criterios de 
racionalidad. Por lo mismo, sin embargo, sólo evitamos un rearme autoritario si 
incorporamos las regiones olvidadas de los sentimientos y emociones a nuestros mapas. 
Un aspecto fundamental de la democracia consiste precisamente en su capacidad de 
encauzar los desafíos emocionales de la vida social. Quizá debamos aprovechar otra 
experiencia común, menos “ilustrada”: apagar todo foco para que la mirada se 
acostumbre a la oscuridad. Entonces se perfilan más claramente las siluetas de las 
sombras y adquieren vida las “cajas negras”.'” Quiero decir: tal vez debiéramos poner 
entre paréntesis nuestras concepciones familiares para poder visualizar mejor las formas 
emergentes de la democracia. 
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En resumidas cuentas, el mapeo de nuestra polis no es tan ajeno al que hace Italo 
Calvino de las ciudades invisibles:* “Si te digo que la ciudad a la cual tiende mi viaje es 
discontinua en el espacio y en el tiempo, ya mas rala, ya mas densa, no has de creer que 
se puede dejar de buscarla.” 
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7 C. Maier, “Democracy and its Discontents”, Foreign Affairs (Nueva York) 4:73, julio-agosto de 1994. 

8 F, Savater, “La recuperación de la política”, en Babelia, suplemento de El País, Madrid, 6 de agosto de 
1994. Véase también el análisis de F. Escalante, “Sobre el significado político de la corrupción”, Política y 
Gobierno (México) 1, CIDE, enero-junio de 1994. 
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INTELECTUALES Y POLITICA* 


LLAMO LA ATENCION acerca del seminario Los intelectuales y los dilemas politicos en el 
siglo XX organizado por la Flacso y la UAM-Xochimilco. A lo largo de tres meses se 
analiza la obra y vida de grandes intelectuales, de Benjamin a Huntington, pasando por 
Weber, Bobbio, Hirschman, entre muchos otros. Mas alla de lo que podemos aprender 
de cada uno de ellos en términos de conocimiento de nuestra época, se trata de un 
valioso ejercicio de autorreflexión acerca de nuestra propia labor como intelectuales. En 
América Latina tenemos poca tradición en dar cuenta de nuestro quehacer, pasamos de 
tema en tema, de coyuntura en coyuntura, sin hacer memoria. Nos cuesta asumir nuestra 
responsabilidad, es decir, responder a alguien (el público, los conciudadanos) por algo (la 
actividad intelectual). Una de las razones que inhibe ese benéfico ejercicio de 
autorreflexión en nuestros países radica en la tradición cortesana; quiero decir, una 
atención desmesurada a la relación de intelectuales y poder. Se tiende a evaluar 
(autoevaluar) la labor intelectual en función de su influencia en las decisiones políticas, 
sea como consejero tras el trono, sea como portavoz de los marginados. Ello produce — 
más allá de la saludable polémica— una partidización de consecuencias nefastas. La 
partidización del debate intelectual me parece deplorable, porque debilita aún más la de 
por sí frágil esfera pública en nuestros países. En lugar de fortalecer lo público como 
ámbito autónomo y crítico, tanto de la esfera estatal como del mundo privado, la 
discusión ciudadana termina identificada con la (por lo demás, necesaria y muy legítima) 
lucha de los partidos políticos. 

Se mantiene, aunque sólo de manera tácita, la tradición gramsciana del intelectual 
orgánico que racionaliza los intereses de un grupo social y divulga las opciones de su 
partido político. Esta concepción del intelectual me parece obsoleta de cara a las 
transformaciones tanto de la sociedad civil como de la sociedad política. Tiene lugar un 
acelerado proceso de diferenciación y fragmentación social que inhibe cualquier tipo de 
afinidad orgánica con algún sujeto preconstituido. Cuando los lazos de integración social 
se debilitan y las identidades colectivas saltan hechas añicos, el intelectual ya no logra 
operar como correa de transmisión. En esa función auxiliar ni siquiera resulta un 
interlocutor válido para el político que busca comunicarse con las nuevas opiniones y 
demandas ciudadanas. Conviene pues desplazar el eje del debate. La famosa pregunta 
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sobre la incidencia del intelectual exige una reflexion más compleja que la simple alusión 
al poder. Que hay poder, lo hay. Pero ciertamente no aquella relación vertical y 
cosificada que suele presuponer la discusión sobre los intelectuales y el poder. Desde 
siempre los intelectuales han sido los especialistas en producir y reproducir los valores y 
mundos simbólicos, las creencias y representaciones colectivas, en fin, las ideas e 
imágenes que se hace una sociedad acerca de sí misma. Hoy por hoy, el principal 
problema de la sociedad moderna parece radicar en ese campo cultural. A la evidente 
crisis de los mapas político-ideológicos que se hizo palpable con el derrumbe de los 
Estados comunistas, hay que añadir una mutación cultural más profunda que se muestra 
en la erosión de nuestros mapas cognoscitivos. Las grandes transformaciones en curso no 
podían sino modificar igualmente los códigos interpretativos mediante los cuales 
ordenamos la realidad y damos sentido al desarrollo social. También en México están a la 
vista nuestras dificultades para interpretar el sentido de la modernización económica y de 
la democratización política; no tenemos una imagen del país que queremos. Los 
esquemas y enfoques heredados siguen en uso por inercia, pero ya no logran dar cuenta 
de las realidades emergentes. 

Aquí, como en otras partes, existe una crisis de inteligibilidad que afecta también a la 
política. En efecto, ¿cómo elaborar acuerdos políticos duraderos en ausencia de claves 
interpretativas compartidas? En el reciente Congreso Mundial de Ciencias Políticas, 
Sartori reiteró un punto crucial: para que exista un pluralismo efectivo —diferente a la 
mera diversidad de opiniones yuxtapuestas— se requiere un marco compartido. Un 
primer paso indispensable es un consenso acerca de los procedimientos legales que 
legitiman una decisión. Tan pronto se acuerda quiénes y cómo deciden, se plantea la 
pregunta acerca de qué decidir: ¿qué asuntos son materia legítima de la agenda política y, 
sobre todo, cuáles son los objetivos de la acción política? No basta referirse entonces a 
programas de partido y resultados electorales, por importantes que sean. Se encuentra en 
juego la concepción misma de la política. Es decir, debemos replantearnos el interrogante 
acerca de la razón, en lugar de los límites de la política. Visualizando la relevancia de los 
códigos interpretativos no tan sólo para la actividad política sino particularmente para la 
imagen que nos hacemos de la política y, por lo tanto, para la configuración del sistema 
político, también vislumbramos una nueva relación entre intelectuales y política. La 
incidencia política del intelectual me parece que reside en su contribución a qué 
problemas se plantea una sociedad y cómo los enfoca. Es por medio de sus 
interpretaciones de lo real, lo posible y lo deseado como los intelectuales ayudan a 
configurar el universo cultural del país y, por ende, su horizonte político. No existe pues 
una relación directa entre intelectuales y política. Sin embargo, la cercanía está a la vista. 
Tanto la labor intelectual como la decisión política actúan en la estructura comunicativa 
de la sociedad. Una y otra saben (deberían saber) que no es su oficio salvar almas; sin 
recurrir a verdades absolutas ni autoridad sacrosanta proponen argumentos y pretenden 
convencer en un diálogo abierto y permanente, sin resultado predeterminado. Tanto el 
(buen) intelectual como el (buen) político comparten un objetivo: la autorreflexión de la 
sociedad sobre sí misma. Cuanto mayor sea la densidad de la comunicación y reflexión 


387 


en una sociedad, tanto mayor sera su capacidad de autodeterminación colectiva. 
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* En L. Baca e I. Cisneros, Los intelectuales y los dilemas politicos en el siglo XX, México, Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales—Triana Editores, 1997, t. 1, pp. 33-35. 


390 


19 


INTELECTUALES Y POLITICA: NUEVO 
CONTEXTO Y NUEVOS DESAFIOS* 


PROPONGO ANALIZAR la relación entre trabajo intelectual y quehacer politico en el caso de 
Chile. A partir de dos limitaciones —mi experiencia personal y entendiendo por 
intelectuales solamente a los científicos sociales— presentaré el proceso de aprendizaje 
posgolpe y los desafíos actuales. 


PÉRDIDA DE DISCURSO Y RECUPERACIÓN DE LA PALABRA 


El golpe militar de 1973 es un cruel despertar. De un momento al otro los sueños 
(utopías y pesadillas) se disipan y se abre a la vista una realidad desconocida y 
aterradora. Un temporal barre los esquemas de interpretación como hojas muertas y deja 
al desnudo a los intelectuales. De vanguardias de la lucha ideológica pasan a ser 
elementos subversivos o, en el mejor de los casos, marginales. Se viene abajo el mundo 
—nuestro mundo— y, sin embargo, la vida sigue. Seguimos con vida en un mundo 
innombrable y, a la vez, banal. No sabemos dar cuenta de la nueva realidad del país, ni 
siquiera de nuestra vida cotidiana. Quedamos sin discurso y enmudecidos buscamos 
recuperar la palabra. 

La recuperación de la palabra pasa por nombrar lo perdido. El duelo es, en medio de 
las ruinas, el paso más dificil. Al decir de Freud,’ tendemos a evadir la dolorosa 
desvinculación del objeto amado mediante dos mecanismos. Los maníacos sobregiran el 
distanciamiento, negando haber sufrido pérdida alguna; los melancólicos postergan 
realizar la pérdida, tratando de retener señas de identidad. No sé en qué medida logramos 
evitar estos escapismos en términos personales. En términos políticos, creo que los 
intelectuales chilenos dieron pasos importantes, considerando las condiciones dadas, en 
analizar no sólo los errores de la Unidad Popular y del gobierno de Allende, sino también 
las concepciones teóricas que nos llevaron a depositar nuestras esperanzas de una 
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sociedad mejor en un cambio revolucionario. Sobre tal revisión critica del propio 
quehacer descansa la credibilidad intelectual. 

Junto con hacernos cargo del pasado hemos de aprehender el presente: la realidad 
posgolpe. Mas no basta criticar el autoritarismo existente; el poder de la palabra radica en 
nombrar la alternativa. Partiendo de los caminos que condujeron al fracaso de nuestros 
sueños de socialismo, nos ponemos a repensar la democracia como estrategia política a la 
vez que principio regulador de nuestra conducta. En la medida en que los intelectuales 
logran explicitar las lecciones del pasado y abrir una perspectiva de futuro, vuelven a 
tener la palabra. 


EL PROCESO DE APRENDIZAJE 


El caso de Chile en los años sesenta es un ejemplo de cómo la polarización política 
conlleva un orden del debate intelectual. En la medida en que una división (la antinomia 
capitalismo-socialismo) polariza todas las relaciones sociales, la argumentación intelectual 
se reduce a una mera justificación de posiciones dadas. Este alineamiento ideológico es 
reforzado por la autoimagen de militante comprometido e intelectual orgánico, obligado 
a tomar partido (en un sentido literal). Con el golpe militar, el colapso de los principios 
ideológico-partidistas nos deja huérfanos. Quedamos sin referente social ni inserción 
política y, por ende, descolocados. No nos quedaba sino encontrar nuestro propio lugar y 
ello implicaba, sobre todo, pensar por nuestra propia cuenta. Paradójicamente, la 
dictadura ha sido una buena maestra y, a fuerza de golpes, nos enseña algunas lecciones 
cruciales. 

Descubrimos, en primer lugar, cuánto los intelectuales hemos contribuido a fomentar 
esa lucha a vida o muerte que derrumba la democracia chilena e instaura la dictadura. 
Nosotros mismos somos corresponsables de haber impulsado los conflictos más allá de 
los cauces institucionales; contribuimos a la pérdida de libertad académica que 
padecemos. Denunciando la lógica de la guerra aprendemos nuestra responsabilidad de 
promover un clima de tolerancia y de respetar la lógica de la política. Descubrimos la 
soberbia que puede tener un pensamiento crítico cuando la lógica implacable es ciega a 
sus consecuencias concretas. Al querer hacer tabla rasa del presente en nombre del 
futuro, no sólo traicionamos ese mañana mejor sino que echamos por la borda lo que 
tanto sacrificio costó. Aprendemos que la crítica del orden establecido y las luchas por la 
emancipación humana no deben poner en juego las libertades conquistadas. Las 
promesas incumplidas de la democracia nunca justifican el rechazo de la democracia 
formal. 

Todo ello implica revisar el papel de los intelectuales. Especializados en discursos 
sobre la sociedad, poco se preocupan de reflexionar su labor. Como conciencia crítica 
de la nación nos entregamos a la causa de revelar la verdad por hacer. En el espejo de la 
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dictadura descubrimos nuestro dogmatismo de profetas. Aprendemos que, al igual que 
cualquier ciudadano, participamos sin privilegios de autoridad en el debate público. El 
abandono de modelos globales e interpretaciones monistas y el respeto por la pluralidad 
de intereses y opiniones contribuye a generar un nuevo clima cultural, decisivo para el 
proceso de democratización. 


LA AUTONOMÍA INSTITUCIONAL 


Mención aparte merece el aspecto institucional pues tiene especial incidencia en la 
autonomía que puede alcanzar la actividad intelectual respecto a las instancias políticas. 
En general, las universidades ofrecen el marco institucional para la labor intelectual, 
particularmente para quienes trabajan en el campo de las ciencias sociales y las 
humanidades. En Chile, en cambio, como en otros países de la región, el golpe conlleva 
la intervención militar de las universidades, el cierre de institutos considerados 
subversivos y la expulsión masiva y prolongada de profesores y estudiantes. Para quienes 
no tuvieron que partir al exilio, una tarea prioritaria consiste en establecer condiciones 
mínimas de vida. Un factor sobresaliente de la experiencia chilena es la rapidez con que 
se reorganizó el ámbito intelectual, ya sea adaptando instituciones existentes (Flacso), sea 
creando nuevos centros académicos independientes. La ágil, aunque siempre conflictiva 
institucionalización de la labor intelectual, probablemente facilitada por las anteriores 
experiencias de organización política, responde tanto a las necesidades de sobrevivencia 
económica como a las necesidades de estar juntos y compartir los acontecimientos. La 
conformación de una comunidad de vocación e intereses afines y un espiritu de equipo 
que se sobrepone al individualismo característico y las diferencias ideológicas previas 
explica la creatividad y productividad del debate intelectual durante el régimen de 
Pinochet. Falta agregar aquí la solidaridad de la comunidad internacional que dio sustento 
moral y material' a las precarias instituciones chilenas. 

La constitución de una academia permite no sólo aglutinar a los intelectuales, 
estructurar el debate, darle espesor temático y visibilidad pública a su producción y 
canalizar las recursos financieros. Además, afianza la independencia del trabajo 
intelectual, dándole una base organizativa propia. La autogestión (académica y financiera) 
rompe con la dependencia de los partidos políticos. Gracias a la autonomía institucional 
la relación entre labor intelectual e instancias políticas puede desarrollarse en términos 
equitativos, sin instrumentalización y subordinación. El ánimo de asociarse y la capacidad 
de encauzar institucionalmente la reflexión intelectual se vieron favorecidos por la 
situación de gueto. Una vez restablecida la democracia, tiene lugar una dispersión. 
Muchos intelectuales ocupan cargos en el gobierno democrático para ejecutar las ideas 
por las que luchamos tantos años, otros se quedan en el mundo académico. Aunque se 
mantiene una interacción fluida, cada ámbito tiene sus dinámicas, exigencias y 
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motivaciones especificas, que no son faciles de compatibilizar. A pesar de los esfuerzos 
por aprovechar los resultados del trabajo académico para la gestión publica y, a la 
inversa, nutrir la reflexión intelectual de insumos prácticos, no se ha logrado —y quizás 
no sea deseable— institucionalizar modalidades de cooperación. 

La institucionalización tan crucial (aunque siempre precaria) de la labor intelectual 
parece sucumbir a las dinámicas democráticas que, en efecto, rompen el cerco autoritario 
y abren nuevos mercados de oportunidades. Ello es cierto sólo parcialmente. Más 
importante, a mi juicio, son los procesos de modernización que transformaron no 
solamente las estructuras socioeconómicas, sino también las normas, expectativas y 
conductas sociales. El debilitamiento del animus societatis refleja un nuevo espiritu de 
la época. 


NUEVO CONTEXTO, NUEVOS DESAFÍOS 


América Latina se encuentra inserta en un nuevo contexto que condiciona también el 
papel actual de los intelectuales. Bosquejo brevemente algunas megatendencias. En 
primer lugar, conocemos todos la acelerada globalización no sólo de los procesos 
económicos y tecnológicos, sino también de la agenda política y de los circuitos 
culturales. Esta globalización —especialmente notoria en la comunicación— socava el 
marco nacional y, por consiguiente, el parámetro habitual del debate intelectual. Éste ya 
no puede asumir a la sociedad nacional como supuesto tácito. Tanto la argumentación 
como la recepción se insertan a la vez en situaciones micro y en procesos 
transnacionales, incrementando la complejidad de la discusión. De la mayor relevancia 
es, en segundo lugar, el agotamiento de la sociedad estadocéntrica y el avance de la 
sociedad de mercado. Esta tendencia rompe no sólo la vinculación tradicional entre 
ciencias sociales y expansión del Estado, sino también su legitimación en nombre del 
cambio social. La producción intelectual pierde un importante respaldo (institucional y 
financiero) y, sobre todo, su principal justificación. La relevancia del intelectual se 
encuentra cuestionada: ¿para qué sirve? Ahora, en una sociedad de mercado también su 
quehacer está condicionado por criterios de utilidad y rentabilidad a corto plazo. El 
conocimiento instrumental desplaza al pensamiento gratuito, típico de la anterior figura 
del intelectual. En tercer lugar, cabe destacar el nuevo contexto político: la democracia. 
En los procesos de transición hacia la democracia se hace hincapié en los factores más 
manejables por la ingeniería política: la elección de las autoridades y la reorganización 
de las instituciones (sistema de partidos, rol del presidente y del Parlamento, relación 
gobierno-oposición, etc.). Sin embargo, para analizar el trabajo intelectual hoy día, me 
parece más fructífero enfocar la tensión entre democracia y modernización. Mientras que 
la modernización obedece a una lógica técnico-formal que no conoce autorrestricciones 
y, por tanto, avanza de manera ciega y automática, la democracia representa una forma 
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de autorreflexividad de la sociedad acerca de su desarrollo. Si abandonamos los procesos 
de modernización a sus dinámicas internas, éstas pueden conducirnos a tipos indeseados 
de vida social. En consecuencia, se hace prioritario fortalecer elementos de 
autorreflexividad que permitan orientar y encauzar la necesaria modernización de 
nuestros países. Considerando este nuevo contexto, me parece que se presta una 
atención desmesurada a la relación entre los intelectuales y el poder. A mi entender, la 
cuestión de fondo es otra: ¿cómo se insertan los intelectuales en dichos procesos de 
autorreflexividad social? 

El interrogante nos remite a un cuarto aspecto del nuevo contexto: aquel clima cultural 
que suele ser tematizado bajo la etiqueta de posmodernidad. Existe una pérdida de 
inteligibilidad, producto de las grandes transformaciones en curso. Las megatendencias 
antes insinuadas han erosionado los códigos interpretativos con los cuales estructuramos 
y ordenamos la realidad social. Ello afecta las estructuras comunicativas y, en particular, 
el debate público en tanto ámbito específico del quehacer intelectual. Se debilitan los 
partidos políticos, pilar crucial de la deliberación ciudadana, cuyos discursos y estrategias 
devienen cada vez más autorreferidos. Simultáneamente, la preeminencia de la sociedad 
de mercado fomenta un nuevo tipo de individualismo, receloso de compromisos 
colectivos. A la par con esta cultura del yo se despliega una poderosa cultura de la 
imagen que, a la manera del videoclip, contribuye a disolver la realidad en instantáneas y 
simulacros fugaces. En la era de la televisión y de la informática el debate público poco 
tiene que ver con esa ágora griega que sirve de modelo a la deliberación ciudadana. No 
podemos analizar el papel de los intelectuales sin considerar la extrema levedad del ser 
en nuestra época y la consiguiente transformación del ámbito público. 

Por último, ello me lleva a reiterar un aspecto ya señalado: la institucionalización de la 
labor intelectual. Los intelectuales ya no cuentan con los salones, logias masonas o clubes 
revolucionarios del siglo XIX. También desaparece aquel antro intelectual que era la 
tertulia, cuya gratuidad no tiene que ver con los nuevos estilos de vida. Sobre todo, se 
encuentra en crisis el ámbito intelectual por excelencia que son las universidades, ahora 
atoradas por la masificación y la especialización. El declive de los ambientes intelectuales 
no se ve compensado por nuevos espacios; el principal medio de comunicación de 
nuestro tiempo, la televisión, obedece a una lógica técnica y a exigencias específicas 
bastante ajenas a la reflexión intelectual. ¿Cuál es entonces, hoy día, la esfera 
institucional del intelectual? Me temo que la discusión sobre el nuevo papel de los 
intelectuales no adelantará respuestas hasta que aborde el marco institucional. 


CONCLUSIÓN 


Las enormes transformaciones en marcha no pueden sino afectar la labor intelectual. La 
condicionan tanto en relación con lo que son los temas relevantes del debate público 
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como respecto al estilo, formato y ámbito en que se desarrolla dicha discusión. 
Reflexionar esta redefinición resulta crucial teniendo en cuenta la interrelación que, según 
el historiador Reinhard Kosellek, parece existir entre determinado contexto, la forma en 
que dicha situación es tematizada y los efectos de la crítica así formulada para el 
desenlace práctico del proceso. Es decir: debemos estar atentos a cómo el contexto actual 
condiciona la génesis de determinado tipo de crítica porque del modo en que formulamos 
los problemas depende en buena medida la solución que les buscamos (y sus 
consecuencias). 

Valga el caso chileno a modo de ilustración. El contexto de los años sesenta motiva a 
los intelectuales chilenos a tematizar la situación del país como crisis del capitalismo; el 
diagnóstico induce la revolución socialista como salida a la crisis a la vez que —asi 
formulado— ignora la institucionalidad democrática del país, provocando su quiebre. En 
la situación actual, prevalece la tentación de plantear la crítica en términos de crisis moral 
y, por consiguiente, trataremos de incidir en ella en miras de una regeneración moral. Al 
situar el problema y su solución en el ámbito moral descartamos, sin embargo, las 
dinámicas específicamente económicas y/o políticas de los procesos en curso, lo cual, a 
su vez, incide en los resultados posteriores. En resumidas cuentas, no son indiferentes los 
esquemas interpretativos con que una sociedad —mediante el debate intelectual— se 
piensa a sí misma. Tal reflexión representa no solamente un examen de conciencia 
ineludible para los propios intelectuales, sino un aspecto decisivo del modo en que un 
país aborda su futuro. 
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* En L. Baca e I. Cisneros, Los intelectuales y los dilemas politicos en el siglo XX, México, Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales-Triana Editores, 1997, t. 2, pp. 411-417. 


è S. Freud, “Duelo y melancolía”, Obras completas, t. XIV, Buenos Aires, Amorrortu, 1917. 


à Véase la nota a del texto “Los derechos humanos como categoria politica” en Obras II, pp. 247-248, y la 
nota a (p. 130) de Los patios interiores de la democracia, en este mismo tomo. 
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El centro de la subjetividad social se encuentra, para Norbert Lechner, 
no en la mirada del discurso, ni en las reglas, ni en las perspectivas; 
se encuentra en la “ciudad invisible” hecha de deseos y miedos. Los textos que 
reúne el tercer volumen de sus Obras, escritos entre 1985 y 1997, se plantean 
no un tema sino un problema o, mejor dicho, un desafío: exponer la dimensión 
subjetiva de la política. Un desafío que es teórico y heurístico a la vez, 
y que lo acompañó hasta su prematura muerte. 

¿Qué es la política si no el emplazamiento que nos plantea y requiere 
el otro? El otro que figura en su sombra al orden y a sus disyunciones, 
al nombre de la ley y a la ley-por-venir, a la empatía y al peligro, a la repetición 
y a la diferencia. La subjetividad es siempre la subjetividad del otro. Ese otro 
es una máscara/las máscaras. El material de la política es, por definición, 
su indeterminación: la distancia que separa a los discursos y las prácticas, 
al significado y el sentido, a la retórica y la verdad, al cuerpo 
y las instituciones, a los fines y las intenciones, a la máscara y el rostro. 
El problema reside en develar los grados de esa indeterminación, en descifrar 
no la máscara en sí sino la “secuencia interminable” de máscaras que deriva 
en una forma, en advertir el espesor de los presentes que propicia 
y las condiciones de posibilidad que se entreabren. 

Habría que comenzar, sugiere Lechner, por aquello que fija, sin definir, 
a la acción política; lo dado propiamente, que es la relación que se abre 
entre la política y lo político, el fenómeno mismo de lo que se pone en 
potencia y se multiplica en el vago objeto de los sujetos que delimitan 
a los “patios interiores” del poder y sus lugares. 
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